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REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANONICO 


Volumen V ENERO-ABRIL 1950 Número 13 


Presenta la mayor. parte delos trabajos que se contienen en este 
número una característica muy especial y digna de ser tenida en 
cuenta. En lugar de venir directamente de la mesa de trabajo de 
nuestros colaboradores a la Redacción, han pasado antes pon el tran- 
ce de ser sometidos a,la serena discusión, llena de altura científica 
y de conocimiento práctico de la vida jurídica, de una Asamblea tan 
amplia y cualificada como la que se,agrupó en Comillas con ocasión 
de la III Semana de Derecho Canónico. Nuestra labor se ha limi- 
tado a agruparlas y ordenarlas con arreglo a un criterio lógico, que 
en el caso de los discursos ha cedido a otro de dignidad y orden en 
que se pronunciaron. 

Aunque no siempre sea posible esto, creemos, sin embargo, que 
representa lo ideal. Todo el mundo sabe, por propia experiencia, 
cuántas son las ideas que brotan, las desviaciones que se rectifican, 
las apreciaciones erradas que se enderezan, las expresiones que se 
perfeccionan en tales intercambios de puntos de vista. Esto vale para 
toda clase de materias, aun aquellas mismas que han tenido un cul- 
tivo particularmente intenso dentro del campo del Derecho Canónico. 
Pero evidentemente tiene un valor especialísimo cuando se trata de 
una materia poco elaborada. 

Cabalmente, este segundo es nuestro caso. 

Como ya señalábamos en un editorial anterior, lo referente a 
' bienes eclesiásticos ha sido objeto con frecuencia de un tratamiento, 
o bien incompleto o bien superficial. Acaso influyese en ello la ne- 
cesidad de dominar técnicas ajenas a la canónica. Acaso, el afán 
exegético de nuestros canonistas que encontraba escasos puntos de 
apoyo en el texto del Codigo. Acaso los profundos cambios experi- 
mentados por esta materia, que hacen que su tratamiento presente 
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facetas may nuevas, que carecen de precedentes en los canonistas 
clásicos. Sea cualquiera la causa, el efecto es el mismo y admitido 
por todos: escasa elaboración del Derecho sobre bienes eclestásticos. 

Por eso ofrecemos hoy con particular gozo a nuestros lectores, 
en las páginas que siguen, una serie de trabajos sobre dichos bienes. 
Sin rebajar en nada la satisfacción que experimentabamos cada día 
de la Semana en Comillas, ante la altura: científica que alcanzaban 
las discusiones, nadie negará que la mera lectura de una Ponencia 
es totalmente inadecuada para llegar'a ejercer una influencia apre- 
ciable en la vida científica. Con la publicación de las Ponencias, es 
como alcanza la plenitud la tarea que se realizó en Comillas. 

Apremios de espacio y otras razones muy atendibles impiden que 
la publicación sea íntegra. Creemos que esto no es obstáculo que 
pueda hacer que se malogren los frutos que de ella esperamos. El 
manojo de trabajos que ofrecemos tiene virtualidad suficiente para 
mostrar un camino que ha de recorrerse, aunque no esté aún más 
que iniciado. Este es el valor que.damos a su publicación, y no otro. 
Sería excesivo e injusto. ] 

Quede, pues, bien claro. Intentamos mostrar un camino. Hacer 
ver, con la fuerza del ejemplo, la suma convemencia del intercambio 
de ideas entre los canonistas; la necesidad de estar al tanto de 
ciencias afines; la eficacia que tiene el apartarse a veces de la 
simple exégesis del Código para asomarse al campo del Derecho par- 
ticular, del del Estado en materias eclesiásticas y aún al de la cons- 
trucción propia y sistemática de lo que el mismo Código nos ofre- 
ce y dispersó. 

Una última razón de nuestro gozo está en la misma materia que 
ha sido objeto de estos estudios. Desgraciadamente son demasiado 
actuales los intentos de sojuzgar a la Iglesia, precisamente por el 
camino de arrebatarle sus medios materiales. Y si esta experiencia . 
actual no fuera tan suficiente como tristemente lo es, bastaría una 
hojeada por la Historia para ver hasta qué punto la eficacia de la 
actuación de la Iglesia, sus posibilidad de influencia y hasta sú 
misma vida ha estado ligada en muchas ocasiones a su apto y libre 
desenvolvimiento en el terreno económico. 


En una palabra, como ya alguna otra vez dijimos, al estudiar 
estos temas sentimos sobre nosotros la satisfacción más íntima. y 
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DERECHO DE LA IGLESIA A LA POSESION DE BIENES MATERIALES 


Creo un deber, que gustosamente cumplo, expresaros mi com- 
placencia por la feliz celebración de esta Tercera Semana de Dere- 
cho Canónico, que estamos clausurando. Para darle mayor esplen- 
dor y eficacia han acudido a la cita del Instituto “San Raimundo 
de Peñafort” los dos centros de cultura eclesiástica, que con santa 
emulación y fraternal colaboración tratan de restablecer en España 
las tradicionales y gloriosas corrientes jurídicas: esta Pontificia 
Universidad de Comillas, que desde hace más de cincuenta años di- 
funde desde esta montaña sagrada la ciencia divina y humana, y 
la joven Universidad Pontificia Eclesiástica de Salamanca, émiula 
de la pujanza científica, que hizo a esta ciudad célebre en los fastos 
del saber teológico y jurídico; y le han prestado asimismo su meri- 
tisima colaboración eminentes civilistas y canonistas de otras Uni- 
versidades Eclesiástica y Civiles y de diversos Organismos del 
Estado. 


Juntamente con los sentimientos de mi complacencia, quiero hacer 
públicos los de mi agradecimiento en nombre de la Iglesia, por el 
gran servicio que le habéis prestado al derramar aquí las luces de 
vuestra inteligencia y de vuestra sabiduría, sobre un punto de De- 
recho Canónico, de vital importancia, no obstante su aparente ma- 
terialidad, para el desarrollo y la vida de la Iglesia. 


Habéis escogido para tema de esta Semana el del “patrimonio 
eclesiástico”, o como dice la Convocatoria “los bienes materiales 
de la Iglesia”, y lo habéis estudiado en todos sus múltiples aspectos 
y derivaciones con exquisita competencia, dentro siempre de una 
línea jurídica, prescindiendo del que pudiéramos llamar aspecto apo” 
logético de la cuestión. Séame permitido a mí el destacar, en brevi- 
simas palabras, este aspecto del asunto, no tanto para defender, con 
razones de todos conocidas, el derecho de la Iglesia a la posesion de 
los bienes materiales, cuanto para justificar y ensalzar mas vuestra 
labor en el estudio de este tema. 


Aunque la Iglesia sea una Sociedad de carácter principal y pri- 
mariamente espiritual y sobrenatural, con fines y medios de la mis- 
ma categoría, sin embargo, por estar formada no de espiritus puros, 
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sino de hombres de carne y hueso, por haber de desenvolverse en 
un medio temporal y humano, sujeto a necesidades y leyes económi- 
cas; por haber de dar a Dios un éulto social y externo, ligado al 
uso de medios materiales; por las exigencias de su expansión en el 
mundo infiel, mediante las Misiones; y para cumplir el mandato de 
su Divino Fundador de remediar las necesidades no sólo espiritua- 
les, sino: también materiales, de sus hijos y aun de todos los hom- 
bres, con obras de beneficencia y de caridad, la Iglesia necesita ab- 
solutamente de la libre posesión de bienes materiales de toda clase: 
de la misma manera que el alma humana, a pesar de su espirituali- 
dad, necesita, en su estado de unión, del cuerpo y de sus órganos 
materiales, para el pleno desarrollo de sus facultades, y la familia, 
para el recto cumplimiento de sus fines naturales, necesita de la 
propiedad o de un justo salario familiar, y la sociedad civil, de la 
riqueza pública y de una recta ordenación de las relaciones econó- 
micas entre sus miembros. 


No han faltado en todo tiempo quienes, en éste como en otros 
puntos, han querido ver una contradicción entre el espiritu del 
Evangelio y la práctica de la Iglesia, entre las enseñanzas de Cristo 
sobre la pobreza y lo que ellos llaman “las riquezas” de la Iglesia; 
olvidando que si en el Evangelio hay tantas recomendaciones del 
espiritu de pobreza y aún de la pobreza voluntaria efectiva, del des- 
prendimiento de los bienes materiales, del recto uso de las riquezas 
y de la caridad para con los pobres, no hay ninguna prohibición de 
la posesión de bienes por parte de la Comunidad, de la Iglesia. Aún 
más, San Agustín ve el germen del patrimonio eclesiástico en aque- 
lla pequefia bolsa, que administraba Judas, cuando dice: “Habebat 
Dominus loculos, a fidelibus oblata conservans et suorum necessita- 
tibus et aliis indigentibus tribuebat. Tunc primum. ecclesiasticae pe- 
cuniae est instituta..." Por otra parte, el mismo Sefior ha procla- 
. mado el derecho de los operarios del Evangelio a recibir su mer- 
ced “dignus est enim operarius mercede sua"; derecho que San 
Pablo ha recordado a los primeros cristianos, al decirles *Domi- 
nus ordinavit iis qui Evangelium annuntiant, de Evangelio vivere? 
(1 ad. Cor. IX, 14), y el mismo Apóstol de las Gentes, en medio 
de sus ingentes trabajos apostólicos y de sus altas elucubraciones 
teológicas, ha encontrado tiempo para organizar colectas con que 
subvenir a las necesidades de la Iglesia madre de Jerusalem. 
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Es verdad que la posesión por parte de la Iglesia de bienes ma- 
teriales ha podido exceder en ocasiones los límites de lo convenien- 
te y ha dado lugar a verdaderos abusos y a positivas relajaciones: 
triste sino de todas las cosas humanas, aun de las más necesarias 
y legítimas, como la propiedad, la autoridad, el talento, la amistad 
y el amor. Porque hayan existido esos abusos y desviaciones no 
deja de ser necesaria y legítima la propiedad de la Iglesia: frente 
a esos males, debidos a la malicia personal de los hombres, ¡a cuán- 
tos bienes ha dado lugar la propiedad de la Iglesia!, ¡cuántas obras 
maravillosas de arte han embellecido la tierra y han educado intui- 
tivamente a tantas generaciones cristianas!, ¡cuántos esplendores 
han alcanzado la ciencia divina y la humana en las Universidades 
de la Iglesia!, ¡cuántos caminos se han abierto a los heraldos de la 
Fe!, ¡cuántas lagrimas se han secado, cuántas honras se han reme- 
diado, cuántos pobres y desamparados han hallado cobijo y pan! 


Es unánime el pensamiento de los Santos Padres en justificar 
la posesión de bienes materiales por parte de la Iglesia y en armo- 
nizar dicha posesión con el espíritu de pobreza y de desprendimien- 
to personal. El individuo puede, y debe, si quiere ser perfecto, re- 
nunciar a su propiedad personal, pero la Iglesia debe poseer. El gran 
San Agustín, tan alto y tan humano, tuvo que defenderse de la 
acusación de no aceptar donaciones y herencias para la Iglesia, 
afirmando que, si alguna vez no las aceptaba, era porque un celo 
indiscreto había dejado desheredados a los hijos, a los padres o a 
los parientes necesitados. Es curioso, a este respecto, el pasaje de 
su Sermón 49 “De diversis" : ¿Qué voy a hacer—afirma—con los 
que dicen: He aquí por qué nadie deja nada a la Iglesia Hipona. 
He aquí por qué nadie, al morir, la deja heredera? Porque el Obis- 
po Agustín con su bondad (“laudando enim mordent, labiis mul- 
cent, dentem figunt”—pues alabando muerden, con los labios hala- 
gan, mientras clavan el diente) lo da todo y no recibe nada. En 
verdad recibo, aseguro que recibo oblaciones, oblaciones santas. 
Pero si alguno se irrita con su hijo y lo deshereda al morir, ¿no le 
aplacaría yo si viviese? ¿No debería reconciliarse con su hijo? Pues, 
¿cómo quiere que tenga paz con su hijo, si apetezco su herencia? 
Pero si hace lo que muchas veces le he aconsejado, a saber: ¿tiene 
un hijo? Considere a Cristo como otro hijo. ¿Tiene dos? Conside- 
re a Cristo como a un tercero. ¿Tiene diez? Considere a Cristo como 
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el undécimo, y entonces acepto... Consideren cuantas cosas he acep” 
tado: ¿para qué enumerarlas? Acepté la herencia de Juniano. ¿Por 
qué? Porque murió sin hijos. Y mas adelante. “Sepa vuestra ca- 
ridad que yo he dicho a los hermanos que viven conmigo: que si 
alguno tiene algo, lo venda o lo regale o lo dé y haga común. Ya 
tiene a la Iglesia por medio, de la cual Dios nos alimenta. Eccle- 
siam habet per quam Deus nos pascit.” 


Este carácter de propiedad común, esta función preferentemente 
social de la propiedad de la Iglesia, que es la clave de la armonía 
entre el desprendimiento personal y la propiedad de la Iglesia, lo 
destaca maravillosamente Julián Pomerio en el libro segundo “De 
Vita contemplativa”. Conviene—dice—que la Iglesia tenga bienes y 
que los propios sean despreciados por amor de la perfección. Pues 
no son propios, sino comunes, los bienes de la Iglesia; y por eso, 
el que, vendidas o dejadas todas las cosas que poseía, se hizo des” 
preciador de lo suyo, al ser constituido Prepósito en la Iglesia, se 
convierte en dispensador de todo lo que ésta posee. San Paulino 
vendió y repartió a los pobres las inmensas fincas que fueron suyas; 
pero, cuando después fué hecho Obispo, no despreció las riquezas 
de la Iglesia, sino que las administró fidelisimamente. Con lo cual 
demostró que los bienes propios deben ser despreciados por amor 
de la perfección y los bienes comunes de la Iglesia pueden ser po- 
seídos sin merma de aquella misma perfección." Y después de traer 
el ejemplo de la misma conducta por parte de San Hilario, estable- 
ce el carácter fundamental de los bienes de la Iglesia y una de sus 
principales finalidades, cuando dice: *Y por eso, sabiendo que los 
bienes de la Iglesia no son otra cosa que los votos de los fieles, el 
precio de.los pecados y el patrimonio de los pobres, “vota fidelium, 
pretia peccatorum. et patrimonia pauperum”, no los emplearon como 
propios en provecho particular, sino que los dividieron como con- 
fiados a los pobres. Esto es poseer con desprendimiento, poseer, no 
para si, sino para los demás, no ambicionar riquezas para la Iglesia 
por el ansia de poseer, sino por el piadoso deseo de hacer el bien. 
Lo que la Iglesia posee con todos, lo posee en común para los que 
nada tienen." : 

Por ser tan necesaria la propiedad para los fines de la Iglesia, 
paraj el desarrollo de sus obras, y para la prosecución de sus fines, 
ha sido en todo tiempo copiosisima su legislación sobre bienes tem- 
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porales ; sea para dejar firmemente asentado su derecho de adqui- 
rir, poseer y administrar; así como para poner sus posesiones a 
salvo de la codicia y rapacidad de los usurpadores; o de la infidelidad 
de los ejecutores en el cumplimiento de las pías voluntades de los 
fieles. 

Mientras existió la armonía de poderes en la Cristianidad, en 
todos los países de Europa mandaban hermandades la legislación ca- 
nónica y la civil en lo que se refiere a la propiedad eclesiástica; pero 
rota aquella unidad, se multiplicaron, por doquier, las leyes atenta- 
torias contra el sagrado derecho de la Iglesia. 

Si la lucha contra los bienes de la Iglesia revistió en determina- 
das épocas una apariencia de misticismo y de pseudo-idealismo, que 
se apoyaba en una torcida interpretación de algunos textos evangé- 
licos (conocidos os son los nombres de los heresiarcas que inclu- 
yeron en su programa la enemiga contra la propiedad de la Iglesia), 
en los tiempos modernos la ofensiva de Reyes y gobernantes. se 
apoyó en una absorción estatal de los derechos de la Iglesia o en 
pretendidas razones de orden fiscal y económico, llegándose hasta 
la negación del derecho natural que cada cual tiene a dejar sus 
bienes a los pobres o en sufragio de su propia alma. Y no fué ajeno 
a esa ofensiva el intento malicioso de empobrecer a la Iglesia para 
anular su vitalidad y su influencia en la sociedad y en las almas. 
Y vimos en todas las partes, incluso en España, la Iglesia empo- 
brecida, los templos medio arruinados, los Monasterios abandona- 
dos, los Seminarios desenvolviéndose en una carencia casi total de 
medios de subsistencia y de cultura, las obras de apostolado, de ca- 
ridad y de benefisencia languidecientes..., mientras que el despojo 
de los bienes de la Iglesia no había hecho más rica ni más próspera 
a la sociedad y sólo había cedido en beneficio de unos pocos. 

Afortunadamente las cosas van cambiando en España, gracias 
al sentido de cooperación que se va despertando en los fieles y 
merced al laudable esfuerzo español, que, en la medida de las po- 
sibilidades y dentro de las dificultades de la hora presente, presta 
su generosa ayuda para la restauración de Templos y Monasterios, 
para la construcción, reforma y ampliación de los Seminarios, para 
la dotación de su personal docente y directivo, y para la posible 
mejora de las condiciones de vida del Clero, persuadido de que la 
ayuda económica que da a la Iglesia, además de ser una reparación 


s ri 


CAYETANO CICOGNANI 


de pasados despojos, contribuye al engrandecimiento espiritual y 
moral de España. 

Y muy sinceramente me place reconocer esto en presencia del 
excelentísimo señor Ministro de Justicia, que ha querido honrarnos 
con su presidencia en este acto de clausura, y que desde el Depar- 
tamento que dignamente preside, es un eminente colaborador de las 
realizaciones del Estado español en favor de la Iglesia y un insigne 
promotor de la tan deseada unidad y concordia entre Estado e 
Iglesia en el orden jurídico. 

A vosotros, señores semanistas, con vuestras sabias disertacio- 
nes sobre los diversos aspectos del Derecho Canónico en materia 
de propiedad eclesiástica y con la mutua compenetracion y colabo- 
ración de jurisconsultos civiles y canónicos, habéis trabajado tam- 
bién por esa concordia y armonía, con el deseo de realizarla de ma- 
nera especial en España, tierra bendita, donde siempre se herma- 
naron lo eclesiástico y lo civil, lo divino y lo humano, la Cruz y 
la Espada, para las grandes empresas de su gloriosa Historia. 
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Nuncio Apostólico 
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Discurso pronunciado por el Excmo. Sr. Ministro de Justicia, 
D. Raimundo Fernández Cuesta, en la solemne sesión de 
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1. Ha sido para mí un alto honor, que he recibido con grati- 
tud sincera, la invitación de su excelencia reverendísima fray Fran- 
cisco Barbado para asistir a esta sesión de clausura de la Semana 
de Derecho Canónico, organizada por el Instituto San Raimundo 
de Peñafort en esta Universidad Pontífica, de tan fecunda historia 
y tan prometedor porvenir. Y aun cuando mis palabras no han de 
añadir una brizna de interés al despertado por los temas señalados 
y el prestigio de sus ponentes, y aun cuanto lo que yo pueda decir 
a tan selecto auditorio no será sino una gota de agua diluída en el 
río caudaloso de vuestra cultura, no puedo dejar pasar esta solem- 
ne ocasión sin pronunciar unas palabras, compensación mínima a 
la atención que se me ha dispensado, y que no tendrá más valor que 
le otorgue la representación oficial que ostento. 

Este acto, como tantos otros de análogo carácter que a lo largo 
de los últimos años se vienen celebrando en España, constituye una 
prueba más de la feliz concordia existente entre la Iglesia y el Es- 
tado. Y es que nuestro Movimiento no sólo buscaba el restablecer las 
bases materiales que hicieran posible la humana convivencia entre 
los españoles, sino también desintoxicar sus almas del ateísmo y de 
la incredulidad, llevándoles hacia el camino de la verdad, y que 
por haberlo dejado extravió a los españoles, hundiéndoles en la más 
negra sima del error y la desesperanza. Fiel a ese propósito, el 
Jefe del Estado y todos los Gobiernos que el Régimen ha. tenido 
han cuidado de que su obra esté impregnada de esa verdad y no 
han regateado esfuerzos para prestar a la Iglesia toda la colabora- 
ción a su alcance, a fin de reparar en lo posible y dentro de sus 
actuales medios, errores pasados o injusticias manifiestas, y por eso 
también los temas aquí estudiados tienen extraordinaria importan- 
cia doctrinal y práctica, ya que hacen referencia a una de las ma- 
terias en donde aquel error e injusticia fueron mayores. 

El catolicismo, tanto por su valor intrínseco como histórico, es 
nervio y vínculo de España. Sin él quedaríamos desarraigados, y 
nuestra Historia reducida a limites ridículos. El Movimiento espa- 
fiol ha querido y quiere incorporar nuestro tradicional sentido ca- 
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tólico a la obra de la reconstrucción nacional, sentido católico no de 
simple exterioridad o verbalista, sino auténtico, que llegue al fondo 
de la conciencia humana e informe su conducta y que sea misional 
y creador, más luz de perfección que amenaza coactiva. Pero la 
Iglesia católica es una sociedad perfecta, regulada por normas jw 
rídicas, y no sólo conjunto de fieles unidos entre sí por vínculos 
espirituales. Normas que no son producto del frío especular de la 
razón rigida e inflexible, sino que están impregnadas de un calor 
humano, de una secular experiencia y de la espiritualidad de la 
propia materia que regula. Estas normas, este Derecho que vos- 
otros tan a fondo conocéis, ha ejercido extraordinario influjo en la 
formación y regulación de la sociedad civil y en la formación de 
su derecho y de esa influencia, siquiera sea brevisima, quiero decir 
algunas palabras: 

He de limitar mis consideraciones a una sintesis de tan vasta 
materia analizando la influencia del Derecho de la Iglesia en los 
dos factores de nuestro histórico, esto es, el elemento romano y el 
germano; su proyección en algunas instituciones jurídicas de la 
Edad Media para examinar por último sus huellas indelebles en los 
modernos Derechos civil, penal y procesal. Y como esta influencia 
tiene una trascendencia singularísima en el Derecho español, termi- 
naré haciendo una breve referencia a la misma. 


2. Por lo que hace relación al Derecho romano, conviene re- 


. cordar la premisa histórica de que el Cristianismo no empieza a pe- 
netrar en las clases populares hasta el fin del Alto Imperio. A par- 
tir de ese momento su influencia es decisiva, tanto en el terreno 
jurídico privado como en el público. 

En una síntesis referida a las influencias canónicas en el De- 
recho romano imperial, podrían distinguirse los tres perídos pre- 
constantiniano, constantiniano y justinianeo. 

Pero donde más claro e indudable aparece el influjo cristiano 
es en las Colecciones justinianeas. Analizando el Código y las No- 
velas, se hallan normas de Derecho Público como la defensa de la 
Iglesia frente a las herejías, y la consagración del principio de 
igualdad entre los hombres que había sido proclamado por San 
Pablo; y con mayor claridad en otras de Derecho Privado como la 
cristianización del matrimonio, la validez de las mandas y legados 
en favor de obras pías, la casi absoluta proscripción del concubina- 
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to, la abolición del divorcio, la prohibición de suceder al “furiosus” 
impuesta a los parientes que descuidaron su curación y la estable- 
cida contra los herejes, evitando que tuvieran esclavos cristianos. 
Si la Iglesia no llega a ofrecer todo un sistema de Derecho para 
substituir al del Imperio, ello fué debido a que, por razón de su 
propia esencia, el campo de sus actividades es el de la Moral, no 
el jurídico. Por eso se limita a aceptar las bases externas de la 
normación romana, limitándose a cambiar las bases de su inspira- 
ción moral y filosófica, para adecuarla a los principios del Cristia- 
nismo. Y, cuando más tarde asume las funciones de legislador del 
orden positivo, lo hace a instancias de un mundo desquiciado por 
las invasiones, que, incapaz por sí mismo de mantener un orden mí- 
nimo sobre qué reconstruirse, busca el amparo de la Iglesia para 
salvar el Derecho, como antes había solicitado su inmortal y serena 
permanencia para salvar la civilización grecolatina. 


3. En el tema de las relaciones del Derecho Canónico con el 
Germánico, deben destacarse dos notas caracterizadoras: lo mutuo 
y recíproco de las influencias entre ambos, y la realización por los 
carolingios de la Etnarquía cristiana. 

Por de pronto es fácil contrastar que el Derecho Franco, lla- 
mado a prevalecer en el Imperio germánico, recibe la impronta del 
romano cristianizado, si bien impregna con sus particularidades a 
éste, produciéndose así una doble corriente de influencias que se 
manifiestan, tanto en instituciones romanas como germánicas. Tal 
sucede con la computación de grados de parentesco, en que el De- 
recho canónico, apartándose del romano, asimila el sistema germá- 
nico de la linea más larga. 

Lo íntimo de la unión entre el Imperio y la Iglesia determina, 
sin embargo, influencias negativas para esta última, tales la ce- 
lebración de Sínodos nacionales con pretendida independencia de 
la autoridad papal, las falsificaciones de fuentes canónicas que se 
registran a partir del siglo 1x con la colección pseudo“isidoriana Y 
sobre todo, el regalismo en la investidura de las jerarquías eclesiás- 
ticas, porque asumiendo los Ordinarios tan activa intervención en 
la vida del Imperio y admitidos como “leudes” al servicio del Rey, 
recibían un feudo, pero se hacían vasallos de aquél, con la obliga- 
ción de serle fieles en la paz y en la guerra. A ello sigue cronoló- 
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gicamiente el que la elección canónica para la provisión beneficial sea 
substituida por el nombramiento regio, hasta el extremo de que el 
báculo y el anillo eran otorgados por el Rey, a quien se restituían 
al morir su titular, especialmente a partir del siglo x. 


Sin embargo, esa misma íntima relación entre el Estado medie- 
val y la Iglesia, conduce a la espléndida realidad de la Monarquía 
universal. A este propósito ha recordado Dom PHILIBERT SCHMIZT 
cómo el Imperio que se extiende desde el Ebro hasta el Elba tiene 
en su cúspide a un monarca convencido de haber recibido de Dios la 
misión de restablecer el orden y la paz en el mundo, por lo que no 
podía menos de acoger con efusión aquella idea de la Etnarquía 
cristiana. 

En síntesis, se hace preciso concluir que en los reinos germánicos 
la influencia inicialmente canónica, se hace mutua, porque si la 
Iglesia necesitó del Estado para no sucumbir a la ferocidad de los 
bárbaros, el Estado no hubiera podido subsistir- como tal sin el au- 
xilio de la Iglesia, depositaria de la cultura antigua y único instru” 
mento de creación de un nuevo orden jurídico. 


4. Siguiendo a partir de aquí la presencia canónica en la or- 
ganización jurídica medieval y moderna, haríase interminable nues- 
tra disertación. La lucha de las investiduras para el restablecimien- 
to de la potestad de jurisdicción, los Concilios universales y las 
compilaciones son otros tantos jalones de la actuación jurídica de 
la Iglesia. Pero tampoco podemos soslayar en este acto cómo el 
exahustivo intento de Graciano, sigue, en la obra codificadora ca- 
nónica, el ingente esfuerzo de nuestro San Raimundo de Pefiafort, 
verdadero artífice de las Decretales. 
` SH epus. auc Dromulgada por Gregorio IX en iE Constitución 

Rex Pacificus , de 1234, que la revistió del carácter de colección 
auténtica, única, universal y exclusiva, según lo revelan las pala- 
bras de la Bula de remisión: “Ut hac tantum compilatione universi 
utantur in iudiciis et in scholis". Y su autoridad fué extraordinaria, 
hasta el extremo de haber sido considerada como la piedra angular 
del edificio canónico hasta la promulgación del Código vigente. 


; 5. El Concilio de Trento perfila definitivamente el Derecho 
Público canónico y, tras la fundación por Pío V de la “ Congregatio 
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Concilii Tridentinum interpretum”, sus normas son aceptadas por 
gran parte de los países católicos y singularmente por España, a 
cuya legislación se incorporan comp leyes del Reino por la Pragmá- 
tica de Felipe If de 1564. 

Posiblemente el temor que inspiró al legislador tridentino enaje- 
narse el afecto de los príncipes, le indujo a no’ formular declaracio- 
nes sobre el problema de las relaciones canónicas-civiles; y esta com- 
. prensible actitud, torcidamente interpretada, determina el nacimien- 
to del galicanismo y del regalismo, con la consiguiente trascenden- 
cia para el progreso del Derecho canónico, enfrentado victoriosa- 
mente con ellos. 


6. Enla esfera concreta de las influencias canónicas en las ins- 
tituciones medievales y en la ciencia jurídica moderna, conviene re- 
saltar la significación que para el Derecho Público secular tienen los 
concilios eclesiásticos, verdaderas asambleas mixtas, especialmente en 
los paises de influencia germanovisigoda, porque en ellas reciben 
sanción y ratificación canónicas normas civiles que ya existían, comio 
tales antes de ser sometidas a tan solemne investidura. 

De no menor trascendencia son la paz y la tregua de Dios y el 
derecho de asilo, encaminadas a sustraer a gran nümero de personas 
a los atavares de las guerras intestinas propias del feudalismo. La 
primera prohibe asaltar al monje o clérigo que no lleve armas, al que 
caminase con mujer y a los villanos y villanas, aunque el Concilio 
de Narbona extiende esta protección a todos los cristianos, declaran 
do que el que mata a uno de ellos derrama la sangre del Señor. 

La segunda prohibe las hostilidades durante ciertas épocas del 
año, que fueron finalmente desde el primer domingo de Adviento 
hasta la octava de la Epifanía, y desde la dominica de las octavas 
de Pascua hasta ocho días después de Pentecostés. 


Finalmente, el derecho de asilo sustrae a la venganza pública, a 
los que se acogían al recinto sagrado o al área de los treinta pasos 
que le rodeaban, fortaleciendo la justicia pública. El Concilio. de 
Trento había de declarar más tarde el carácter divino de la institu- 
ción y el castigo de su violación con excomunión “latae sententiae". 


7. El estudio de las influencias canónicas en las disciplinas 
jurídicas modernas sería por sí solo materia de una amplisima di- 
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sertación. De aquí, que en esta ocasión haya de limitarme a señalar 
tan sólo las más destacadas en los Derechos civil, penal y procesal. 

En cuanto al civil, basta recordar la doctrina de los derechos 
subjetivos personales, que desde el punto de vista conónico son cro- 
nológicamente anteriores y cualitativamente superiores a los otorga- 
dos por la ley objetiva. Del mismo modo, la concepción de la pro- 
piedad como una función social desprovista del emulativo “ius abu- 
tere"; la proclamación actual de las formas censales de propiedad 
divina como medio más apto para realizar la justicia social en la 
posesión de la tierra; la espiritulización de las formas contractuales; 
la reducción de la tasa del interés; la doctrina del precio justo en 
la compraventa; la consolidación de la sucesión testamentaria frente 
a la legítima; el fomiento de las instituciones en favor del alma, y 
la presencia de los hijos ilegítimos en la sucesión de padre premuer- 
to, son, con la total transformación del derecho de familia, otros 
tantos jalones de la presencia cristiana en el moderno Derecho civil. 


Por su parte, el penal acusa el profundo sentido espiritualista y 
de humanización que se deriva de la influencia canónica. En efecto, 
la Iglesia se adelanta en siglos a la aparición de las actuales insti- 
tuciones correccionales, con sus penas medicinales, con la proclama- 
ción del principio de igualdad ante la Ley penal, con su distinción 
de los delitos de acción y de omisión, con su flexible concepción 
del principio “nullum crimen”, con su formulación de la legítima 
defensa, del estado de necesidad, de la obediencia debida, con su 
perfecta distinción entre dolo y culpa, etc. 


El Derecho procesal recibe un impulso definitivo hacia sus cami- 
nos de hoy con la célebre Constitución dictada por Clemente V, 
en 1306, que tiende a concentrar en una sola audiencia todas las de- 
ducciones de las partes, reafirmar los poderes del Juez en la direc- 
ción del proceso, y se pronuncia decididamente por el principio de 
oralidad, Con acierto se ha dicho que la filiación del Derecho pro- 


cesal moderno debe buscarse en la decisiva influencia ejercida sobre 
él por las decretales de Gregorio IX. i 


j 8. Pero si grande es la influencia del Derecho canónico en la 
ciencia jurídica general, mucho más lo es en España, bastando re- 
cordar, para contrastarla, la significación de los 17 Concilios nacio- 
nales toledanos en que se establecen las bases constituyentes de la 
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monarquía visigoda, se estructuran las relaciones de la Iglesia con 
el Estado, y se dictan normas para la elección real y para la conso- 
lidación del orden público frente a las perturbaciones judaicas. 

Por otra parte, el Derecho de la Iglesia, recibido en España du- 
rante el siglo xri, a través de los juristas formados en Bolonia, in- 
fluye en todos nuestros Cuerpos legales del período intermedio, y 
muy singularmente en las partidas donde el romano se hermana con 
el canónico en un extenso ámbito, hasta el extremo de poderse afir- 
mar la absoluta coincidencia de la doctrina matrimonial del Código 
alfonsino con la del libro correspondiente de las decretales. A juicio 
de Martínez Marina, las partidas no son sino una redacción metó- 
dica de las decretales, con algunas adiciones tomadas de los Fueros 
de Castilla. 

Así, pues, y a excepción de Navarra que resistió denodadamente 
a la influencia romano-canónica, todas las demás regiones españolas 
la aceptaron entre los siglos x111 y xiv. Pero la que más intensa- 
mente se acusa de recepción es Cataluña, donde a partir de la Cons- 
titución de 1599 es reconocido como subsistente, con fuerza tal, que 
ha permitido afirmar que el Derecho canónico, junto con el romano, 
constituyen la casi totalidad del Derecho catalán anterior al Códi- 
go civil. 

Finalmente, no es posible terminar sin resaltar que la recepción 
del Derecho canónico en España no es meramente pasiva. Sobre las 
bases del escolasticismo surge la escuela teológico-juridica española 
del siglo xv1, que acaba por construir todo un sistema jurídico inter- 
no e internacional. VITORIA, SUÁREZ, los dos Soto, AYALA, COVA” 
RRUBIAS, CASTRO, MENCHACA, MEDINA, BÁÑEZ y MOLINA son otros 
tantos nombres de gloria para la ciencia jurídica española y para el 
Derecho canónico en general. 

Todos los geniales aciertos de nuestros teólogos, descubriendo 
fórmulas hasta entonces ignoradas y dando definiciones de una su- 
tileza y una madurez jurídica que aún se conservan jugosas a través 
de los siglos, resolviendo, en fin, problemas jurídico-internacionales 
que hasta entonces no se habían planteado, tienen como causa y raiz 
únicas su inspiración en las fuentes inagotables del siglo XIIL, que 
representa el máximo esplendor del pensamiento juridico canónico, 
y de cuya savia había de nutrirse el Derecho casi hasta nuestros días. 
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9. Terminemos destacando cómo el Derecho Canónico en su for- 
mulación actual del “Codex iuris”, por esas mismas notas a que ya 
aludiamos de raíz divina y, por lo mismo, inmutable, no ha pasado 
por el movedizo periodo constituyente de los códigos seculares cons” 
truidos en su mayor parte sobre bases empíricas y aprioiristicas, en 
contra de un pasado juzgado como injusto. 

Como dice con acierto Fray José Lopez Ortiz, el Código ca- 
nónico no ha sido un ensayo reformista, ni siquiera una transac- 
ción entre dos tendencias: una conservadora y otra-avanzada. El 
sentido de perennidad del Derecho de la Iglesia, no hubo de sortear 
ningún peligro, ni aún conoció posibilidades de ser puesto en peligro 
en los días de trabajo callado de la Comisión que trabajó en redactar 
el “Codex”. 

Esta influencia del Derecho canónico sobre la ciencia jurídica, 
que a grandes rasgos acabo de exponer y que la Historia pone de 
manifiesto, es lógica consecuencia de pertenecer lo normativo al 
mundo de la cultura, mundo en el que la presencia de la Iglesia 
es bien notoria y nadie podrá discutir. Exaltada o combatida la 
Iglesia católica está siempre en el primer plano de la Historia de 
nuestro mundo; ella sola transforma imperios, enlaza culturas, sirve 
de nexo a edades cronológicamente distintas y su Derecho es el úni- 
co orden jurídico que persiste a través de los más diversos avatares 
históricos, porque su esencia y permanencia son de raíz divina, y 
por lo mismo inmutable. Y esa sabiduría y esa permanencia consti- 
tuye para el hombre actual un depósito sagrado e inagotable fuente 
preciosa de conocimientos, cuya influencia no se puede ignorar. 

Ya no me queda sino felicitar a los organizadores de esta Sema- 
na, a los que en ella tan inteligentemente han intervenido y dirigir 
un saludo a todos los señores Prelados aquí presentes y otro muy 


afectuoso a esta Universidad de Comillas, en cuyas aulas esta jor- 
nada de cultura canónica ha tenido lugar. 


Raimunpno FERNANDEZ CUESTA 


Ministro de Justicia 
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LOS SUJETOS DEL PATRIMONIO 
ECLESIASTICO Y EL «IUS EMINENS» DE 
LA SANTA SEDE 


y 


Los redactores del temario de la Tercera Semana de Derecho Canónico 
han distribuído, acertadamente, las ponencias fundamentales en tres aparta- 
dos: sujeto, fuentes y gestión del patrimonio eclesiástico. Tocándome, por 
inmerecido honor, tratar del sujeto del patrimonio, paréceme necesario, an- 
tes de desarrollar el tema, hacer las indicaciones precisas sobre la naturaleza 
de la propiedad eclesiástica, su función y las caracteristicas que la distin- 
guen de la propiedad civil o común, sin lo cual no sería fácil discurrir sobre 
el sujeto o los sujetos de aquélla. 


I.- La base de la teoría de la propiedad son los viejos preceptos del 
derecho romano, que en una evolución de catorce siglos dió a las formas 
del dominio una plasticidad no superada por ningün derecho. El derecho 
romano ha conocido en el largo transcurso de su evolución casi todas las 
formas de la propiedad individual y social. Con ingeniosas distinciones y 
sutiles remedios supo organizarlas de manera que armonizaran con el fin 
correspondiente a cada una de ellas. 

Es conocido que el dominio romano en una cierta época de su historia 
no fué unitario. Nos lo dice Garo: “Sequitur ut admoneamus apud pere- 
grinos quidem unum esse dominium; nam aut dominus quisque est, aut 
dominus non intelligitur. Quo iure etiam populus Romanus olim utebatur ; 
aut enim ex iure Quiritium unusquisque dominus erat, aut non intelligeba- , 
tur dominus. Sed postea divisionem accepit dominium, ut alius possit esse 
ex iure Quiritium dominus, alius in bonis habere" (1). A esta distinción 
del nudum ius Quiritium y del in bonis habere se añadieron otras, como la 
del dominio del “populus Romanus" sobre los fundos provinciales y la pos- 
sessio de los particulares sobre los mismos, el ius italicum y el dominio pere- 
grino, el colonato y las diversas formas enfitéuticas. En su diversa evolu- 


(1) Gaio, IL, 40. 
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ción aparecen formas de propiedad y subpropiedad sobre las cuales obra 
una ordenación jurídica que finalmente se concreta en el derecho justinia- 
neo, principalmente del Código de Justiniano, el cual, transmitido a los siglos 
posteriores, en particular de la Edad Media, fué la base de un estado social 
patrimonial que dura hasta nuestros días. 


2. En el ambiente del derecho post-clásico romano nació la propiedad 
eclesiástica. Se distingue aquel ordenamiento jurídico por un cierto equi- 
librio entre el poder económico de los bienes que disfruta el poseedor y la 
acción de la autoridad püblica sobre el mismo con una serie de limitaciones 
(limitaciones de la propiedad se llaman) que partiendo de la esfera del 
derecho público o del derecho privado contienen el concepto de dominio, 
en forma conveniente y ütil a los intereses sociales y a los intereses par- 
ticulares del poseedor. Utilitas publica y utilitas privata, como decían los 
romanos. 


3. Cuando la Iglesia, reconocida su personalidad püblica, comenzó a 
recoger en sus manos un patrimonio, principalmente inmueble, le imprimió 
un carácter de utilidad püblica y social que quedó grabado en la historia 
con expresiones de la más subida sobrenaturalidad. Los bienes entregados 
a la Iglesia son res sacrae, res divinae, no en el antiguo sentido del derecho 
romano y pagano (2), sino en la forma pura que el cristianismo dió a la 
divinidad: Res Dei, substantia Christi. “Dei sunt ea quae conferentur Ec- 
clesiae" (3). Es bien sabida la forma ingeniosa con que los Santos Padres 
exhortaban a los fieles a dejar una parte de sus bienes a la Iglesia para 
cumplimiento de sus fines. "Reditus tuos, decía S. CIPRIANO, divide cum 
Deo tuo, fructus tuos partire cum Christo, fac tibi possessionum terres- 
trium Christum participem, ut et ille te sibi faciat regnorum. coelestium 
coheredem” (4). Y en modo práctico y jurídico SAN AGUSTÍN expresiva- 
mente proponía la forma de la donación: “Fac (in tua hereditate) locum 
Christo cum. filiis tuis, accedat familiae tuae Dominus tuus, accedat ad 
prolem Creator tuus, accedat ad numerum filiorum. tuorum frater tuus. 
Cum enim tantum intersit, et frater esse dignatus est. Et cum sit Patri 
Unicus, voluit habere coheredes. Ecce ille quam. largiter! tw quare tam 
serviliter? Duos filios habes, tertium. illum computa; tres habes: quartus 
numeretur; quintum habes, sextus dicatur; decem habes, undecimus sit. 

(2) Gals TL, A: 


(3) JULIANUS POMERIUS, De vita contemplativa, II, c. 16. 
(4) De opere et eleemosynis, c. 13, CSEL, III, p. 383. 
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Nolo amplius dicere: unius filii tui serva locwm Domino tuo. Quod emm 
dabis Domino tuo, et tibi proderit et filiis (tuis: quod. autem male servas 
filiis tuis, et tibi joberit et filis. Dabis autem. portionem unam, quam 
unius fih deputasti. Deputa te unum amplius. genuisse” (5). 


4. Las conspicuas donaciones de los fieles formaron pronto un im- 
portante y en algunos casos ingente patrimonio eclesiástico, del cual hubieron 
de ocuparse por fuerza el derecho y la autoridad eclesiástica desde sus 
comienzos. Los mismos SS. Padres y los Concilios buscaron y hallaron 
fórmulas jurídicas oportunas, basadas en la misma ordenación romana, 
para regularla, defenderla y hacerla apta a aquel fin primordial por el cual 
los fieles daban sus bienes y la Iglesia los aceptaba. Ante todo, el sujeto 
del dominio. Los bienes de la Iglesia eran bienes sacros, y como tales de- 
dicados a Dios, a cuyo servicio debían rendir utilidad. Dios, Cristo, los 
Santos son los domini de las cosas ofrecidas por los fieles en sentido emi- 
nente, mas el sujeto temporal es la iglesia particular a quien donaron. 
"Y porque en muchos testamentos, dice Justiniano, encontramos tales ins- 
tituciones, por las que alguno instituyese su heredero universal a nuestro 
Señor Cristo, sin designar ningún templo, o instituye heredero a partes 
iguales o desiguales al mismo Señor nuestro Jesucristo (lo cual parece 
determinar según las antiguas leyes un heredero incierto), sancionamos, 
corrigiéndolas, que si alguno instituyera a Jesu Cristo Señor Nuestro 
heredero universal o particular, se entienda instituida directis verbis la. 
iglesia de la ciudad, vico o pago, en que el difunto moraba y que los re- 
ligiosísimos representantes -o ecónomos puedan exigir la herencia: lo mis- 
mo valga si se dejara un legado o fideicomiso. Y los dichos bienes perte- 
nezcan a las iglesias sacrosantas para que sirvan para alimentar a los 
pobres” (6). Todos saben la contribución que esta personalización de las 
iglesias particulares aportó a la concepción de la persona jurídica, 

5. Los Concilios sujetaron el patrimonio eclesiástico a estrecha vigi- 
lancia y ordenación jurídica. Los bienes de la Iglesia se deben conservar 
y no se pueden enajenar “quia res sacratae Deo esse noscuntur” (Ze estan 
vinculados a un fin que la piedad de los fieles y la institución de la Iglesia 
les ha señalado y del cual no se pueden desprender. Con una expresión 
lapidaria, usada frecuentemente en la legislación y práctica eclesiástica, que 
remonta al siglo v, se dice: “Res ecclesiae mhil aliud sunt nist vota fide- 


(5) Sermo, 86, 12, PL. 38, 528. Cfr. SCHULZE, Augustin und der Seelteil des germanischen 


Erbrechis, pp. 178-190. 
(6) cod asia, 12325. 
(7) Cone. Carthagin. IV, c. 31. 


"aros es, 
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lium, praetia peccatorum, et patrimonia pauperum" (8), y dando a esta 
tórmula una significación jurídica se concluye: “Ergo res ecclesiae pau- 
peribus et militibus Christi stipendiariae debent intelligi” (9). Los posee- 
dores no son tales, sino meros procuradores, "quia mom sunt illa nostra, 
dice S. AGUSTÍN, sed pauperum. quorum procurationem quodammodo ge- 
rimus, non proprietatem nobis vindicamus" (10). El uso de los bienes 
de la Iglesia de parte de los eclesiásticos es de” mera administración y dis- 
pensación: “secundum canonicam auctoritatem, sanctorumque dicta et 
exempla, administrare vel dispensare" (11), y sólo los sacerdotes indiscu- 
tiblemente tienen de Dios el cuidado y poder de disponer del patrimonio 


eclesiástico (12). La propiedad eclesiástica es, por consiguiente, una parte 


del patrimonio común que la oblación de los fieles ha sacado del comercio 
humano, restandola a su natural fin económico lucrativo, para consa- 
erarla a Dios en función de aquellos altísimos fines para los cuales fundó 
Cristo su Iglesia: el culto de Dios, la caridad sobrenatural, el remedio de 
los pobres. “Omnia quae Domino offeruntur, decía elocuentemente el Con- 
cilio Trosleiano (Trosly, 909), procul dubio et consecrantur; et non solum 
sacrificia, quae a sacerdotibus super altare Domino consecrantur, oblatio 
nes fidelium dicuntur: sed quidquid ei a fidelibus offertur, sive homo 
fuerit, sive animal, sive ager, vel quodlibet artificium, aedificium, vesti- 
mentum, quodcumque mobile vel immobile... indubitanter Domino conse- 
cratur: et quicumque ab Ecclesia aliquid ex his quocumque modo aliena- 


"verit, abstulerit, invaserit, vastaverit, minoraverit, sive diripuerit, quia 


Christus et etus- Ecclesia una est persona; et quaecumque Ecclesiae sunt, 
Christi sunt; procul dubio sacrilegium committit” (13). 


6. La inmensa legislación ec'esiástica, que a través de los siglos han 
producido los Romanos Pontífices y los Concilios universales o particula- 
res, afirma y se apoya en estos principios fundamentales, de los que aqué- 
lla ha deducido todas las conc'usiones posibles, lógicas y naturales. Y no 
se ha detenido ante ningün invasor, que con uno u otro pretexto a lo largo 
de la Historia (¡y han sido tantos!) pretendiera poner las manos sobre 


tan sagrado depósito. Celebérrima es aquella exclamación del Concilio Pa- 


(8) JULIANUS POMERIUS, De vita contemplati 

VAS SP S; | emplativa, II, c. 9; 
MGH. Legum Sectio III, Concilia, t. TADA ees 2E 

(9) Cfr. ib. 

(410), Ps "ts a8 nee S09. 


(11) Conc. Parisien. VI (829 5 i ] ili 
D Dis (829), c. 15, MGH. Legum Sectio IIT, Concilia, t. II, Pe 


(95929) C07 185 i 
EE Dd. Conc. Aquisgr. II (836), c. 8, MGH. Legum Sectio III, Con- 


(13) HARDOUIN, Concilia, VI, c. 5 
dendi bona temporalia, pp. 139 s. 


Conc. Aquisgranense (816), c. 116, 


13. Cfr. SenEvs, De iure ecclesiae acquirendi et possi- 
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risiense VI (829) que contestando a la constante dificultad, nunca ente- 
rrada, de los usurpadores de bienes eclesiásticos, después de exponer la 
doctrina, dice: “Cese, pues, la ambición, que suele* decir que las iglesias de 
Cristo tienen demasiadas cosas, y considere que los bienes de la Iglesia, por 
muchos que sean, si son dispensados en la manera en que deben dispen- 
sarse, no son demasiados. La codicia, más aún, el descuido de algunos 
dispensadores, no los extensos bienes de la Iglesia, son viciosos. Porque es 
sorprendente: la ambición de los seglares nunca tiene bastante, y la Igle- 
sia de Cristo para ellos tiene demasiado” (14). 


7. Paréceme que los rasgos apuntados definen bien la naturaleza de 
la propiedad eclesiástica, su función, sus fines, su eficacia. Mas algunas 
Otras consideraciones completarán el esfuerzo hasta aquí logrado. La fun- 
ción de los bienes materiales (bona temporalia, dice el Código de Derecho 
canónico) es instrumental; han sido entregados por Dios a la naturaleza 
humana para que-sirvan a cubrir sus necesidades. “Según su propia natu- 
raleza, dice DE LANTSHEERE, y en sí mismos considerados, los bienes te- 
rrenos están destinados a subvenir a las necesidades humanas. Este destino 
es absolutamente general, y no supone ni establece ninguna relación par- 
ticular entre un sujeto determinado y un bien asimismo determinado. Uni- 
camente, para que esos bienes realicen su destino natural, deben emplearse 
ciertos medios y observarse ciertas reglas prácticas” (15). 

Hemos visto cómo la Iglesia, desde sus principios, determinó el fin de 
los bienes terrenos que la liberalidad de los fieles y su capacidad natural de 
adquirirlos puso en sus manos. Aquella función, soberana en principio de 
la propiedad romana, derivada luego en una función prevalentemente 
económico-individual que le fué propia en la sociedad del Imperio, se re- 
viste en la sociedad eclesiástica de un carácter eminentemente religioso 
y social representado por un destino que Cristo imprimió a todas las acti- | 
vidades de su Iglesia: el culto de Dios y la caridad entre los hombres. Fun- 


dándose en la naturaleza misma de las cosas, por consiguiente en el derecho 


natural, la Iglesia reivindicó su derecho a poseerlas, a hacer suyas las 
cosas, los bienes temporales necesarios al ejercicio de aquellas funciones. 
Aceptó el derecho de propiedad como era regulado y determinado por el 
derecho positivo, transformando su función en otra totalmente descono- 
cida en la sociedad civil y que brotaba de las entrañas mismas de la doc- 
trina de Cristo. A aquel derecho de propiedad no le cambió su carácter + 


(14) Conc. Paris. VI, c. 18, MGH. Legum Sectio III, Concilia, t. II, p. 625. 
(15) Cfr. V. FALLON, Principes d'économie politique (Bourges, 1923), p. 157: 
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era verdadera propiedad la suya, le dió un destino diverso en cuanto la 
hacía servir sólo a las necesidades humanas determinadas en su propia 
misión. j 

8. Para entender un poco más esto sirve la consideración de lo que 
pudiéramos llamar la filosofía del derecho de propiedad. “La Iglesia no ha 
negado jamás o puesto en duda, dice Pío XI, el doble carácter de la pro- 
piedad, llamado individual y social, según que atiende al interés de los 
particulares o sirve al bien común; todos los teólogos unánimemente afir- 
maron siempre que el derecho de propiedad privada fué otorgado por la 
naturaleza, o sea por el mismo Creador, a los hombres, ya para que cada 
uno pueda atender a las necesidades propias y de su familia, ya para que, 
por medio de esta institución, los bienes que el Creador destinó a todo el 
género humano sirvan en realidad para tal fin; todo lo cual no es posible 
lograr en modo alguno, sin el mantenimiento de un cierto y determinado 
orden” (16). La Iglesia, pues, adquiriendo por derecho nativo de su pro- 
pia constitución humano-divina los bienes temporales (can. 1.495, $ 1), 
según los diversos títulos de adquisición (can. 1.499, $ 1), los ha sometido 
soberanamente a una ordenación en consonancia con su fin. Aceptando su 
función económico-productiva, ha subordinado su primera utilidad, pre- 
valente y exclusivamente hacia los fines eclesiásticos, eminentemente so- 
ciales. Quod habet Ecclesia, cum omnibus nihil habentibus habet commu- 
ne. De suerte que cualquiera que sea la ordenación jurídico-positiva que 
se dé al derecho de la propiedad, el patrimonio eclesiástico, por su propia 
e íntima naturaleza, ha de cumplir ese fin esencial bajo la autoridad y ju- 
risdicción de quien tiene confiados a sí por divina institución todos los 
poderes de la Iglesia: el Romano Pontífice. 


9. Dos consecuencias se derivan de esta posición eclesiástica respecto 
a sus bienes: 1) que el patrimonio eclesiástico está inmediatamente sujeto 
a la ordenación eclesiástica bajo la jurisdicción y soberanía exclusivas de 
la autoridad de la Iglesia; 2) que ésta ha podido basarse y se ha basado de 
hecho en lo que se llama la estructura del derecho de propiedad según las 
diversas formas que ha revestido en la Historia, para definir, a través de 
los siglos, las relaciones jurídicas a que da lugar la posesion de bienes. 

La primera conclusión está fundada en la misma constitución de la * 
Iglesia, en su personalidad jurídica de derecho divino y en la necesidad de 


(15) Enc. Quadragesimo anno, II, 1 (AAS, 1931, pp. 191-192) 
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cumplir sus propios fines, lo que exige la constitución de un patrimonio 
temporal eclesiástico. 

La segunda nos introduce de lleno en la explicación de las relaciones 
jurídicas que interceden en la ordenación del patrimonio eclesiástico. 


oe ee 


10. ¡Hemos apuntado, y es de sobra conocido, que la propiedad, en 
su compleja estructura, ha dado lugar a muy variadas relaciones jurídicas. 
El influjo positivo de las concepciones históricas se ha manifestado en 
este campo de manera particularmente eficaz. Como es natural, el derecho 
eclesiástico y su legislación han sentido ese influjo a medida que atrave- 
saban por las diversas fases históricas en que el derecho de propiedad apa- 
recía en el régimen económico. Dos concepciones principalmente influyen 
en nuestra materia: la concepción unitaria del derecho de propiedad y la 
concepción feudal, que divide el dominio en dos partes, el dominio directo 
y el dominio útil. 


II. La concepción unitaria del dominio es la que plasmó en el dere- 
cho romano cuando fueron abolidas aquellas formas secundarias de la pos- 
sessto in bonis, la possessio de los fundi vectigales, stipendiarit, la possessio 
provincialis y otras, para entrar en una sola potestad: “sit plenissimus et 
legitimus quisque dominus sive servi sui sive aliarum. rerum ad se perti 
nenttum” (17). Es decir, el dominio es la plena in re potestas (18). Sobre 
ella se ciernen limitaciones tanto de derecho püblico como de derecho pri- 
vado que Justiniano impone legislativamente en razón de las funciones 
que a tal potestad competen, para armonizar las facultades que sobre las 
cosas tienen el poder público, los poseedores y las relaciones de unos y 
otros. 

Pero la propiedad individual se concreta en un solo sujeto, con facul- 
tades y poderes que le dan el máximo disfrute compatible con las necesi- 
dades sociales: “ius utendi, fruendi et perfecte disponendi quatenus iuris 
ratio patitur". (19). 

A pesar de las muchas formas enfitéuticas, que alguno ha llamado 
relaciones de sub-propiedad, como fueron el colonato, la enfiteusis propia- 
mente dicha y otras, el dominio es uno, y un solo sujeto es el que sostiene 
la denominación de propietario o dominus. Las fuentes eclesiásticas nos 


(17) Cod. Just. VII, 25, de nudo ex iure Quiritium tollendo. 


(18) Inst. Just. II, 4, 4. XM 
(19) ALCIATO, CIT. SCIALOJA, Teoria della proprieta, 1, p. 265. 
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hablan de las iglesias particulares como sujetos de la propiedad eclesiásti- 
ca en todo el tiempo en que vige el derecho romano, salvo la calificación 
de res Dei, substantia Christi, ètc., que se da a los bienes eclesiásticos, se- 
gún hemos explicado antes. 


12. Luego, en el medioevo las ideas cambiaron rápidamente bajo la 
influencia del derecho germánico. “Las invasiones, dice LEICHT, que crea- 
ron en las provincias occidentales del Imperio romano los nuevos Estados 
germánicos, dieron un nuevo contenido al derecho de propiedad, que hizo 
cesar en gran parte aquella profunda distinción entre el derecho privado 
y el derecho público que se había formado en la época imperial, a través 
de los largos siglos en los cuales la energía de los emperadores ‘habia ase- 
gurado a una buena parte de los territorios sujetos a ellos, el grande. be- 
neficio de la paz: la “pax romana”. En estos nuevos Estados, el derecho 
de propiedad existe, sí, pero está estrechamente subordinado a criterios 
de derecho público. En las tribus germánicas la propiedad inmobiliaria per- 
tenecía en origen solamente al agregado político al cual pertenecían los 
individuos; el derecho de éstos sobre la tierra podía desarrollarse solamente 
en vía subordinada a la del agregado. A los individuos correspondía un 
verdadero derecho de propiedad sólo sobre los bienes muebles; había, pues, 


una profunda distinción entre la propiedad inmobiliaria y la propiedad 
mobiliaria” (20). 


I3. Precisamente en el régimen inmobiliar se construye la nueva teoría 
del doble dominio: dominio útil y dominio directo, creación de los glosa- 
dores, que tentaron de resolver de esa manera los diversos casos (feudo, 
enfiteusis, superficie, beneficio eclesiástico), en los cuales no se sabía a quién 
atribuir la propiedad, si al concedente o al concesionario (21). Se entendía 
que dos sujetos podían ser propietarios de la misma cosa, no en cuanto a 
_la parte que cada uno podía pretender sobre ella, sino en cuanto a la cuali- 

dad del derecho (22). 

Los derechos retenidos por el concedente estaban protegidos en el de- 
recho romano por una actio in rem directa otorgada por el ius civile, los 
derechos del concesionario por una actio in rem utilis propia del derecho 
pretorio. De aqui tres clases de dominio: el dominium. directum, único, 


m x S. LEICHT, Storia del diritto italiano, 11 diritto privato, parte seconda, p. 8. 
(91) arece que fué Búlgaro, uno de los cuatro célebres doctores de Bolonia, el primero 
que Encontro el concepto y la expresión de dominium utile en la elosa usucapio al Dig 41, 8, 3 
(29)  SALVIOLI, St. del diritto italiano, IV, p. 197; Bruc Della proprieta, 1, p 23; MEYNIAI 4 
Notes sur la formation du domaine divisé (direct et utile) “en “Mélanges Fittin » IT P 
411; CHENON, Histoire générale du droit francais public et privé, II p: 181. SIUE ub 
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despojado del absolutismo propio del derecho romano antiguo, simplemente 
un tus incorporale sobre la cosa; los dominios utilia, tan numerosos cuantos 
eran los modos de usar útilmente las cosas; el quasi-dominium aplicable 
a los casos en que el derecho romano concedía la actio publiciana. Corres- 
pondiendo a estos dominios, distinguían los glosadores tres clases de pose- 
sión: civilis, que producía los efectos de la posesión romana en relación 
con el domintum directum; naturalis, con los mismos efectos en relación 
con el dominium utile; corporalis, o sea la del mero detentador. Es decir, el 
dominium directum y el dominium utile eran en cuanto al dominio iguales: 
iguales asimismo los modos. de transferirlos (23). Completan el cuadro las 
diversas formas de investidura. 

Esta es brevemente la teoría. Que, aplicada en toda su extensión y prin- 
cipalmente a la concesión feudal de las tierras a cambio de los servicios 
que había de prestar el utilitarista o vasallo, formaron la base del régimen 
patrimonial de la Edad Media, con toda su complejidad de las enfeudacio- 
nes y subenfeudaciones. 


I4. El patrimonio eclesiástico se vió envuelto en estos cuadros feu- 
dales, aun cuando muchos de sus bienes los poseyeran las iglesias alodial- 
mente, es decir, tierras no sujetas al vinculo feudal. Esto explica la grande 
importancia que los canonistas concedian al título de feudis de las Decre- 
tales *y los extensos comentarios que escribieron. Basta citar al Cardenal 
De Luca. Una parte importante de los bienes eclesiásticos, o sea los be- 
neficiales, hallaron su ordenación jurídica más concreta en una legislación 
especial derivada de los antiguos beneficia; excluyendo al beneficiario de 
todo dominio, aun del dominium. utile, lo relegaron a la condición jurídica 
del usufructuarius, si bien con los extensos poderes del administrator. En 
los demás bienes eclesiásticos los canonistas fácilmente dedujeron las con- 
secuencias de la división del dominio, atribuyendo al Papa un dominio de- 
rivado de su plena potestad, a la manera como al Principe o Emperador 
los civilistas reconocieron el dominium eminens con todas las consecuen- 
cias que aquéllos sacaron en orden a las limitaciones de la propiedad pri- 
vada y a las regalías (24). 

La concepción de este dominium. eminens, facilitada por la división del 
concepto del dominio, y por las muchas vicisitudes por que pasó en la 
Edad Media la confusión entre el derecho público y el derecho privado, 


(23) MEYNTAL, l. €., pp. 441-449. EY i 
(24) LecaT, Storia del d. i. It diritto privato, pp. 84 y s. La aplicación de las regalías en 
materia eclesiástica la expone PöscHL, Die Enstehung des geistlichen Benefiziums, en “AT- 
chiv für Katholischen Kirchenrecht”, t. 106 (1926), p: 457. 
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vino por fin a plasmarse en la distinción de dos especies de propiedad 
coexistentes en la misma cosa, una en el campo del derecho público, la otra 
en el campo del derecho privado. A la potestad del Principe que se des: 
arrolla en el campo del derecho público se llamó tus eminens o domimum 
eminens seu altum, o en forma un poco diversa dominium generale seu 
universale. 


15. Pero es ya hora de ver si en la propiedad eclesiástica era aplica- 
ble en toda su extensión esta concepción dominical. Es sabida la gran 
controversia que agitó a canonistas y teólogos sobre el sujeto del dominio 
eclesiástico. Los teólogos negaban que los prelados eclesiásticos o los rec- 
tores de las Iglesias fueran domini, puesto que todos los bienes eclesiásticos 
son res Dei; a lo sumo podían tener la facultad de administratores y dis- 
pensatores en nombre de Dios y de Cristo, a quienes los piadosos oferentes 
habían consagrado sus bienes. Y en esta concepción entraba también el Papa, 
según el conocido texto de Santo Tomás: "Res ecclesiae sunt Papae, ut 
principalis dispensatoris, non ut domini et possessoris" (25). Por el con- 
trario, los canonistas, comúnmente, por lo menos hasta el siglo xvr, creían 
que el Papa era verdadero dominus de los bienes eclesiásticos en la misma 


forma que el Emperador era dominus mundi, como proclamaba el doctor 
boloniense MARTINUS. 


Los canonistas medievales, JOANNES ANDREAE, CARDINALIS HosTIENSIS, 
ABBAS PANORMITANUS, PETRUS DE ANCHARANO insistían en el concepto do- 
minical de la potestad del Papa, al menos como la del Emperador: “quia pu- 
blica persona est Papa, et quia singulariter et universaliter super omnes 
ecclesias habet plenitudinem, potestatis", decía Inocencio IV (SINIBALDO 
DA FiescH1) (26). Con gran fuerza luego sostuvieron la potestad del Papa 
sobre todas las cosas eclesiásticas el CARDENAL TORQUEMADA, D. Soro, Na. 
VARRO DE AZPILCUETA, CAYETANO y otros. Pero insistieron en que tal potes- 
tad era sólo de administración y dispensación supremas. Con lo cual la disputa 
se hizo vivísima entre canonistas y teólogos, sosteniendo los primeros que 
era verdadera potestad dominical, mientras los segundos apelaban a la 
condición sagrada de las cosas eclesiásticas, que no tenían más dueño que 
Dios : res Dei. Algunos, como Morina (27), distinguieron, pro clariori 
intelligentia, el sujeto particular y el sujeto universal: “dominium eius- 
modi bonorum esse penes Ecclesiam particularem; cuius sunt, ut penes Ec- 
id (29) 222, q. 4100, arty 1, ad VII. 


(26) In V Decretalium libros, 1. 1, de pactis, 
(27) De iustitia et iure, II, q. 142. 


§ cum pridem, v. Reservavit. 
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clesiam Eborensem, Toletanam, Romanam, etc.; nomine Ecclesiae. com: 
munitatem ipsam intelligendo cum suo capite, aut subordinatis capitibus. 
Quatenus autem unaquaeque Ecclesiarum. particularium. pars est universa- 
lis Ecclesiae, dominium bonorum. omnium ecclesiarum particularium. esse 
penes Ecclesiam universalem, cuius Summus Pontifex est caput universa- 
le". Creo que es en este tiempo cuando algunos teólogos encontraron la 
distinción del subiectum. inhaesionis y el subiectum. utilitatis, por una aco- 
modación de la distinción entre el dominium directum. y el dominium. utile, 
aun cuando la cosa se refería no a la substancia del dominio, sino a la 
subjetivación (28). : 


I6. La difícil cuestión vino a agudizarse por razón de las atribu- 
ciones que los Papas hacían de los bienes de los conventos suprimidos a 
otras entidades eclesiásticas, y que determinó la extensa exposición que 
PROSPERO FAGNANI hizo de toda la cuestión en su famoso título Ne clerici 
vel monachi, in lib. III Decretalium, nn. 21-41. Esta exposición fué resu- 
mida por BENEDICTO XIV en su no menos famosa epistola Cum encyclicas 
(24 de mayo de 1754) (29) para justificar las condonaciones que el Papa 
hacía de los bienes usurpados en Albania en tiempo de la invasión de los 
turcos. 


17. En toda esta disputa fácil es ver que el mayor obstáculo que unos 
y otros encontraban en la solución era, por una parte, la dificultad de defi- 
nir el dominio, por la confusión que los juristas medievales indujeron en 
la materia con sus concepciones alejadas de la unidad de la concepción ro- 
mana; por otra, la singularidad de la propiedad eclesiástica, cuyo fin, ilus- 
trado más arriba, limitaba intrínsecamente las facultades dominicales, pues, 
como bienes consagrados a Dios, debían destinarse al fin sobrenatural; por 
fin, la dificultad en que el derecho público de la Iglesia se debatía para de- 
finir (y no era ésta sola la materia en que se presentaba) las relaciones entre 
el poder supremo del Papa y las iglesias particulares en forma que fuera 
expresión de la soberanía del poder supremo, como en el derecho público 
del Estado se iba afirmando con terminología precisa y determinada. 

Puede ser sorprendente hacer constar que en ninguno de los teólogos 
y canonistas que trataron la cuestión de la potestad del Papa sobre los bie- 
nes eclesiásticos, aparece la expresión jus eminens, dominium eminens 
para definir la supremacía pontificia sobre el patrimonio de la Iglesia. La 


(28) Ctr. BÁNEZ, De iustilia et iure, ad q. 62. 
(29) Fontes i. c., II, n: 428, p. 426. } 


ES 


RAMON BIDAGOR, $. J. 


expresión común era dominium generale, universale. La denominación de 
la potestad de derecho público en el campo patrimonial con la palabra 
dominium eminens fué propia de los juristas holandeses y alemanes del 
siglo xvi, cuando, a impulsos de una exaltación de la soberanía en el de- 
recho público, se quiso dar al Príncipe aquella plenitud de potestad que 
culmina en el absolutismo. 

Estos juristas no menos se confundieron en seguir la concepción me- 
dieval de la división del dominio, concepción que se traducía en las mismas 
leyes civiles. Todavía el Código civil austríaco de 1814 hacía la distinción 
de dominio útil y directo (art. 357). De aquéllos pasó la expresión a los 
autores de derecho canónico, cuando en fuerza del absolutismo josefinista, 
quiso el Emperador austríaco reivindicar para sí el dominium. eminens so- 
bre el patrimonio eclesiástico. Los canonistas, no afectos a la curia impe- 
rial, replicaron que el dominium. eminens seu altum pertenecía al Romano 
Pontífice universae Ecclesiae caput (30). 


18. Es manifiesta en toda esta exposición del-1us eminens la intención 
de equipararlo a los derechos de la soberanía sobre las cosas. Los dos 
conceptos de soberanía y dominio no solamente no son opuestos, sino que 
tienen entre sí una estrechisima analogía; analogía que viene manifestán- 
dose desde los más aniguos tiempos del derecho romano. Son ambos dere- 
chos eminentes, es decir, derechos que están por encima de otros, plenos, 
que se ejercitan en órdenes diversos, pero con aquella supremacia que es 
caracteristica de cada uno. 3 

Pero esta teoria del dominio eminente, sobre todo en el terreno patri- 
monial, tuvo un rudo golpe en la Revolución Francesa. Es sabido que los 
redactores del Código civil Napoleónico, abandonando toda concepción 
del doble dominio, volvieron a la concepción unitaria del derecho de pro- 
piedad. Tornando como base a la máxima romana duorum in solidum do- 
minium vel possessionem esse non posse (31), abolieron la noción de do- 
minio directo, convirtiendo el dominio útil en el verdadero dominio. Cier- 
tamente la máxima romana tenía otro valor; mas la consecuencia fué vol- 
ver al régimen de unidad del concepto dominical con un acentuado reflejo 
del derecho romano sobre el derecho civil actual. 

La expresión dominium. eminens quedó aün, en forma un poco anti- . 
cuada, paje indicar la soberanía del Estado relativa a los bienes y para la 
cualificación de la propiedad del Estado sobre determinados bienes que se 


(30) Véase Concilium Prov. Neogranate 
E sranalense (1868) en Collect. Lacen., t. VI, col. 554 
(31) Dig. 13, 6, 5, 15. 
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llaman públicos o de uso público. Mucho se disputa sobre la naturaleza de 
ese derecho, si es derecho de propiedad o sólo derecho de imperium. “Il 
vero e, dice RUGGIERO, che elementi, di sovranitá entrano nel rapporto, ma 
non lo esauriscono, ed elementi del diritto di proprieta pubblica, intenden- 
dosi con ció un rapporto reale ma di natura pubblicistica e soggetto a 
norme diverse da quelle che regolano la proprietà di diritto privato" (32). 
De todas maneras, es claro que en la relación dominical, cualquiera que ella 
sea, hay una parte que toca a la potestad püblica, llámese imperium o sobe- 
ranía, que trata de impedir el absolutismo de la propiedad, o de hacerla 
servir, sin alterar sus características, a aquella función de bien comün, que 
es necesaria en la actuación de cualquier derecho. 


Ig. El régimen actual de la propiedad eclesiástica, conforme se ha 
definido en el Código de Derecho canónico, responde, por una parte, a esta 
concepción unitaria del dominio, y por otra a sus necesarias tradiciones en 
consonancia con la naturaleza y carácter de los bienes eclesiásticos. Era 
evidente que el Código debía abandonar la terminología y la concepción 
del dominio directo y del dominio ütil, puesto que los Códigos civiles, a 
los cuales trata de acomodarse (can. 1.508, 1.529), la han suprimido, y al- 
gunos, como el Código civil italiano de 1942, aun en la descripción del de- 
recho real de enfiteusis. Por otro lado, la concepción de la división de 
dominio entre las iglesias particulares y la Sede Apostólica o la Iglesia 
universal, como dominio útil en aquéllas y dominio directo en ésta, ni res- 
pondía antes a la verdadera situación de las cosas, ni tenía apoyo en las 
fuentes y doctrina canónicas. Aun cuando PHILLIPS y algunos canonistas 
alemanes del siglo pasado la hayan defendido para explicar la posición del 
Romano Pontífice en relación con los bienes eclesiásticos de las personas 
morales inferiores (33), esta doctrina tenía que ser necesariamente aban- 
donada, como era evidente. Ni mejor fortuna tuvo otra teoría, también 
de procedencia alemana, que cualificaba a las iglesias particulares como las 
antiguas stationes fisci en relación al fiscus del Emperador romano. Cierto 
que aquellas s/ationes tenían a su cargo la percepción de los tributos, la 
administración de los gastos, la dispensación de las cosas provinciales (34). 
- Pero la teoría era demasiado artificiosa y sin ninguna tradición: canónica, 


(32) DE RUGGIERO, Istituzioni di diritto civile, II, p. 333. 
ES (33) Cfr. FRIEDBERG-RUFFINI, Diritto ecclesiastico, p. 739. 
(34) DAREMBERG-SAGLIO, Dictionnaire des «ntiquités grecques el latines, v. Statio. 
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y, además, no expresaba el derecho de propiedad verdadero que compete a 
las personas morales eclesiásticas (35). 


20. La necesidad de defenderse contra las injustas expoliaciones de 
los bienes eclesiásticos, cometidas por los Estados en el transcurso del siglo : 
pasado, a título o pretexto de que los bienes de la Iglesia no tenían sujeto 
de propiedad, obligó a algunos canonistas a tratar esta cuestión desde el 
punto de vista de la doctrina canónica. 

Dos teorías obtuvieron la preferencia: a) el sujeto de los bienes ecle- 
siásticos era la iglesia particular o la persona moral que es titular de los 
mismos (SCHULTE, D'ANNIBALE, LEHMKHUL, WERNZ); b) el sujeto de los 
bienes eclesiásticos es la Iglesia Universal, que ostenta la personalidad ver- 
dadera en la Iglesia (AICHNER, PHILLIPS, HIRSCHEL). 

SANGUINETTI (36) fué quien atribuyó al Romano Pontífice, como 
subiectum. eminens turis possidendi, el dominio de todos los bienes ecle- 
siásticos. 

Manifiestamente el no hallarse todavía definida la doctrina de la perso- 
nalidad moral en el derecho canónico, así como la redacción de los antiguos. 
textos y las distintas concepciones de la propiedad, influyó en la formula- 
ción de estas teorías, que en el fondo no diferían sustancialmente. 


21. El Código de Derecho canónico aportó la necesaria claridad. Pues, 
por un lado, recibió la doctrina de la personalidad jurídica, reconociéndola 
en la Iglesia Universal, en la Sede Apostólica y en las demás instituciones 
en la forma determinada por el canon 100. Por otro lado, y como atributo 
de la personalidad, era necesario reconocer el derecho de adquirir y retener 
los bienes a todas las personas morales eclesiásticas; más aún, sólo. los 
bienes pertenecientes a una persona moral eclesiástica, fueron reconocidos 
como bienes eclesiásticos (can. 1.497). De aquí la declaración formal de 
que el dominio está subjetivado en la misma persona moral que adquirió 
los bienes (can. 1.499, $ 2), incluso cuando se trata de los bienes que cons- 
tituyen la dotación del beneficio eclesiástico: penes ipsum ens iuridicum (ca- 
non 1.410), por lo cual el beneficio, definido nuevamente en el Código, He 
declara formalmente persona moral (can. 1.409). 

Opuesto el Código a toda teoría de división del dominio, en consonan- 
cia con la casi totalidad de los Códigos civiles modernos, la propiedad toda: 
entera la concentra en un solo sujeto. Al definir cuál es ese sujeto, reprodu- 


(38) VERING, Kirchenrecht, $ 206. 
(36) , Iuris ecclesiastici institutiones, pp. 376 y sS 
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ce el derecho romano justinianeo, y la sentencia más admitida por los ca- 
nontstas: la persona moral que adquirió los bienes. El contenido de este de- 
recho de propiedad viene fijado en la misma manera en que tradicional- 
mente se establece en las fuentes eclesiásticas: administración y dispensa- 
ción para los fines propios de la Iglesia (can. 1.495, 1.496, 1.518). Esos 
fines en diversas partes del Código se determinan así: el culto divino, la 
honesta sustentación del clero y de los ministros, la piedad y la caridad, 
tanto espiritual como corporal, de suerte que queda excluído aquel carácter 
de plenitud en el goce de los bienes que compete al propietario. El propie- 
tario eclesiástico no puede hacer suya la definición del Código civil italia- 
no (art. 832): "Il proprietario ha diritto di godere e disporre delle cose in 
modo pieno ed esclusivo, entro i limiti e con l'osservanza degli obblighi 
stabiliti dall'ordinamento giuridico" (37). La propiedad eclesiástica está 
internamente limitada por el fin de la Iglesia. Es en este sentido que se dice 
que los bienes eclesiásticos tienen una función social, destacando sobrema- 
nera en ellos el carácter social de la propiedad. A cualquiera persona moral 
eclesiástica a que pertenezcan, siempre habrán de servir a dichos fines, y 
ninguna persona moral eclesiástica puede cambiarlos o alterarlos. 


22. De aquí se deduce que si en la economía general de la propiedad 
el dominio eclesiástico funciona como propiedad individual, o sea que los 
duefios son personas morales individuales, que realizam los actos de do- 
minio, pero sólo han de ponerlos en orden al cumplimiento de aquellos 
fines, 

Ahora bien, los fines de la Iglesia están supremamente confiados a la 
autoridad apostólica. La Sede Apostólica, y ella sola, tiene manifiestamen- 
te la jurisdicción necesaria para que tales fines en un orden jurídico con- 
veniente vengan realizados. Esta potestad de jurisdicción es soberana, con 
todos los atributos que la soberanía concede. En la potestad civil, la sobe- 
ranía viene regida por la necesidad de conseguir el bien común. Según ello, 
la soberanía jurisdiccional del Estado sobre los bienes privados exige 
principalmente la limitación del poder dominical y la observancia de los 
deberes que se imponen al propietario en aras del bien común. 

En los bienes eclesiásticos, el poder jurisdiccional del Romano Pontifi- 
ce es más intenso aún, pues la dirección de los bienes hacia aquel fin so- 
brenatural, que es obligación de todos los poseedores de bienes eclesiásti- 


5 7 (37) Citamos el Código civil italiano por ser el más moderno (1942); pero véanse asimismo 
^— Cód. civ. fr., art. 544; Cod. civ. alemán, art. 903; Cód. civ. suizo, art. 641; Cód. civ. esp. 


art. 348. 
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cos, supone, en aquél a quien tal dirección está confiada en grado supremo, 
los poderes necesarios para vigilar, intervenir y suplir la gestión de los 
propietarios de bienes de la Iglesia. 


23. Sin necesidad de emplear términos anticuados, ts eminens, do- 
minium altum seu eminens, el Código de Derecho canónico define esta 
potestad suprema, que es esencialmente jurisdiccional, con la palabra aucto- 
ritas, “Dominium bonorum, sub suprema auctoritate Sedis Apostolicae, 
ad eam pertinet moralem personam, quae eadem bona legitime acquisive- 
rit” (can. 1.499, $ 2). Que el ejercicio de esta potestad suprema llegue en 
algunos casos a actos de disposición de los bienes eclesiásticos es conse- 
cuencia natural de lo dicho. Basta que lo requiera el bien común de la Igle- 
sia. Lo decía BeneDIcro XIV: “Nos, qua Summus Pontifex, nisi domini 
supremi, certe quidem sumus temporalium bonorum Ecclesiae dispensato- 
res: Res ecclesiae sunt Papae, ut principalis dispensatoris, non ut domini 
et possessoris: inquit S. Thomas 2, 2, quaest. 100, art. I, ad septimum, ex 
quo porro sequitur, ut non quidem vel ad ditandos consanguineos, vel ex 
arbitrariis causis fas sit nobis Ecclesias suis nudare bonis; at illud quidem 
ut quoties urgens subsit ratio, qualis indubie est, removere praesens cala- 
mitatis discrimen, ostium, quantum in nobis est, Apostasiae intercludere, 
et fluctuantibus animis conciliare tranquilitatem, nobis liceat, quod nunc 
facimus, imperare, ut probata licet. Ecclesiarum iura conticescant, utque 
illae ipsae, pro publica incolumitate ac religionis commodo, sacrificium 
quasi faciant suorum bonorum, quae non possident, et quae publici luctus 
tempore iisdem fuerunt adempta" (38). 

Todo el orden jurídico establecido en la Iglesia para los bienes ecle- 
siásticos está fundado en esa suprema autoridad, y toda la acción de la Sede 
Apostólica sobre aquéllos se basa en el principio que en la forma tradi- 
cional enuncia el canon 1.518: "Romanus Pontifex est omnium bonorum 
-ecclesiasticorum supremus administrator et dispensator. " 


Ramon BIDAGOR, S. J. 
Decano de la Facultad de Derecho Canónico 
de là Universidad Gregoriana de Roma 


(38) C. I. C. Fontes, II, p. 498. 
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SUMARIO.—Criterio de clasificación, n. 1.—La potestad de imperio supues- 
to previo para el ejercicio de la soberanía fiscal, n. 2.— Principio justificativo 
del impuesto, n. 3.—El ius tributi, ius decimae en la Iglesia, n. 4.—Impuesto: 
definición, n. 5.—Sistema tributario del Codex iuris canonici, n. 6—Diez- 
mos y primicias, n. 7.—El marco histórico de los diezmos, n. 8.—Naturaleza 
financiera de los diezmos, n. 9.—Fallo y decadencia de los mismos, n. 10—EI 
diezmo, impuesto eclesiástico, n. 11. 

Diezmos y primicias en el Codex, n. 12.—El canon 1.502 y el principio “nu- 
llum tributum sine proevia lege", n. 13.—Movimiento legislativo hacia la res- 
tauración de los diezmos, n. 14.—Los sistemas en uso para la dotación de la 
Iglesia, n. 15. 


I. En el instante de abordar el tema de las fuentes constitutivas del 
patrimonio eclesiástico, impónese su clasificación lógica en dos grandes 
grupos: fuentes de derecho püblico y fuentes de derecho privado, segün 
que la soberanía entre como elemento constitutivo de las mismas en el 
primer caso o que se trate de recursos regulados, sí, por la soberanía, pero 
que formalmente en sí mismos no entrañen el concepto y el ejercicio del 
poder soberano. 

Aunque no sea tarea fácil la de aislar en la Iglesia la simple capacidad 
jurídica de su personalidad pública, es a todas luces evidente que entre 
los derechos económicos o patrimoniales de la Iglesia hay algunos que son 
por naturaleza públicos; queremos decir privativos de la Iglesia, en cuanto 
sociedad jurídicamente perfecta y soberana, y que constituyen otros tantos 
principios de derecho público en materia económica. Hemos aludido con 
ello al desarrollo o ejercicio del derecho de soberanía fiscal. 


2. La Iglesia, sociedad jurídicamente perfecta, subordina y ordena 
a su propio fin—el bien común de la salus animarum—la actividad, los de- 
rechos y los bienes de los fieles en cuanto miembros suyos; y esto de ma- 
nera que las cosas y derechos que, por ordenarse directa e inmediatamente 
a los miembros, son propias suyas; a través de ellos y en forma mediata 


SM = 


LAUREANO PEREZ MIER 


e indirecta pertenecen también a la comunidad en la medida o proporción 
en que son necesarias para el bien común. 

Nos encontramos, por tanto, con que al cristiano y al ciudadano per- 
tenece la propiedad; pero la soberanía es atributo de la Iglesia y del Es- 
tado, cada uno en su esfera; bien entendido que la soberanía no envuelve 
la idea de propiedad, sino que consiste en un poder de gobierno sobre las 
personas, y solamente a través de ellas en una facultad de disposición sobre 
las cosas. 

Que la Iglesia, al igual que el Estado, aunque en proporción diversa, 
no pueda obtener su fin propio, ni siquiera subsistir, si no cuenta con re: 
cursos económicos adecuados para llenar los fines públicos, es cosa harto 
evidente; que ella tenga el poder de ordenar la actividad de sus miembros, 
subordinándola a sí y haciendo que los bienes y recursos que de manera 
directa e inmediata se encaminan a la utilidad de los fieles, mediatamente 
y a través de ellos pertenezcan a la sociedad en la medida de lo necesario 
para el bien común, es simple consecuencia de lo que precede. Por tanto, 
cuando el Estado o la Iglesia se procuran los ingresos necesarios para los 
fines públicos mediante el impuesto, cualquiera que él sea, no ejercen un 
derecho de propiedad, sino una prerrogativa de la soberanía, una función 
‘de gobierno y un poder de administración, actuando políticamente en for- 


ma de imperio sobre la persona o personas cuyos son los bienes sometidos 
a tributación. 


3. El impuesto, pues, en cuanto imposición sobre los bienes o sobre 
las personas para atender a los fines públicos, constituye un acto de sobe- 
ranía que encuentra su justificación en la necesidad de la sociedad y en 
la obligación correlativa que urge a los súbditos de contribuir al sosteni- 
miento de los servicios públicos (1); y si bien es cierto que el deber tribu- 
tario se satisface por la prestación real de bienes o recursos económicos ; 
pero sujeto del impuesto son siempre las personas y no las cosas, en cuanto 
que la obligación de contribuir a los fines comunes afecta directamente a 


} (1) A. VENERE Le fondement philosophique du devoir fiscal, en *Ephemerides Theolo- 
- gicae Lovanienses AUS 2 (1925), p. 383: “Le droit de rautorité supréme de gouverner la cité 
implique le droit de disposer des moyens nécessaires. Dieu, en effet, en donnant à l'autorité 
civile la droit et le devoir de réaliser une fin déterminée, a voulu 'également qu'elle en ait 
les moyens. Or, d'aprés Pordination divine, PEtat à pour mission de promouvoir le bien 
commun, de maintenir la paix et de veiller à la prosperité des citoyens. L'Etat doit donc avoir 
le droit d'exiger les ressources matérielles qu'il lui faut pour atteindre sa fln. Les autres 
ressources étant insuffisantes, PEtat a le droit incontestable d'exiger des impóts 
Nécessité de l'Etat, obligation d'en faire partie; nécessité de moyens pour atteindre la fin, 


obligation de fournir les moyen i o š 
ERT ; e 8, voila, en un mot, le fondement de Vobligation de payer 
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las personas, como miembros de la sociedad, y como tales obligados a-sos- 
tener por medio del impuesto los servicios públicos que benefician a todos 
en común: “im communem aliquem finem suis actibus conspirantium". 


4. Queda, pues, fuera de duda que la Iglesia, como sociedad jurídica- 
mente perfecta, posee el atributo de soberanía fiscal, y el Codex iuris ca- 
nonici formula en términos categóricos el derecho de la Iglesia a imponer 
tributos a los fieles: Jus tributi seu decimae. “Ecclesiae lus quoque est 
—dice el canon 1946 —independens a civili potestate, exigendi a fidelibus 
quae ad cultum divinum, ad honestam clericorum aliorumque ministrorum 
sustentationem et ad reliquos fines sibt proprios sint necessaria.” El Co- 
dex, sin embargo, no especifica las formas ni desarrolla las bases del sis- 
tema tributario eclesiástico, limitándose a sentar el principio general de- 
terminativo del sujeto y de los fines generales de la imposición en la Iglesia. 

Sujeto del impuesto son los fieles, como súbditos suyos, y respecto de 
los fines de la imposición, el Codex especifica solamente dos: el culto di- 
vino y la sustentación decorosa del clero y del personal eclesiástico; pero 
además de estos dos fines exp'ícitos admite la existencia de otros, que se 
engloban en una sola frase: “y para los demás fines propios”. 

Alúdese así, con fórmula abstracta e indeterminada, a la intrínseca 
variabilidad de los llamados fines administrativos. Entre el texto, bien co- 
nocido y elocuente en demasía, de San Agustín recogido en el Decreto: 
“Decimae tributa sunt egentium. animarum... qui eas dare noluerit ves alie. 
nas invasit. Et quanti pauperes in locis ubi ipse habitat, illo decimas non 
dante, fame mortui fuerint, tantorum homicidiorum reus ante tribunal ae- 
termi Iudicis apparebit, quia rem a Deo pauperibus delegatam suis usibus 
reservavit” (2), y el laconismo de la fórmula del Codex “para los demás 
fines propios”, tienen cabida todas las manifestaciones de beneficencia y de 
caridad, así espiritual como corporal, que a través de los siglos reviste 
el apostolado de la Iglesia (3). 


5. En su acepción genérica, el impuesto in facto esse, o sea como Te- | 
sultado de la imposición, es decir, del acto impositivo (impuesto im fieri). 
consiste en la “obligación patrimonial de persona sometida a la potestad, 
tributaria de un ente público y derivada directamente del ejercicio de la 


potestad de jurisdicción” (4). 


(2312560560, Cs 16, <q. 1: A 
(3) L. PÉREZ MIER, Sistemas de dotación de la Iglesia católica (Salamanca, 1949), n. 30, 


. 38-39; n. 33, pp. 42-44. l 
d (4) E. MonsELLL Corso di Scienza della Finanza Pubblica (Padova, 1949), n..97, pp. 131-132. 
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Elementos esenciales del impuesto son: un sujeto activo, dotado de 
potestad jurisdiccional o de imperio; un sujeto pasivo, sometido a la po- 
testad del anterior; la relación o vínculo jurídico entre ambos que se ori- 
gina por la ley, y la materia o contenido de la relación jurídica, consistente 
en una prestación u obligación patrimonial. 

La causa de la obligación tributaria, o sea la fuente que origina la 
obligación patrimonial como relación jurídica entre el sujeto activo y el 
sujeto pasivo del impuesto, es la ley que lo establece. 

El Codex, según hemos visto, sienta en el canon 1.496 el principio ge- 
neral justificativo del impuesto; y no contento con eso, en los cánones si- 
guientes recoge, siquiera lo haga de manera tm tanto fragmentaria, las 
varias piezas del sistema tributario eclesiástico. 


6. Partiendo de la distinción universalmente admitida en la teoría 
financiera de los tributos en impuestos, tasas y contribuciones, según que 
la obligación tributaria se ordene al sostenimiento de los servicios públicos 
en general para los impuestos, o que la obligación financiera venga estable- 
cida por la ley como consecuencia de un servicio especial en favor de unos 
o de otros súbditos para las tasas y derechos, o, finalmente, como condi- 
ción legal requerida por la ley para la prestación de un servicio público 
que, reclamado o no por los particulares, reporta ventajas especiales a un 
grupo o clase de personas en las contribuciones especiales (5); aceptando, 
decimos, las precedentes nociones, se ha de afirmar que en el derecho ca- 
nónico tienen carta de naturaleza los impuestos y las tasas principalmente, 


auque no son tampoco enteramente desconocidas las contribuciones es- 
peciales (6). 


7. Ocupando el primer lugar entre los impuestos se hallan los 
DIEZMOS Y PRIMICIAS. 

Como atinadamente observa M. FERRABOsCHI (7), lo primero que llama 
la atención es que, mientras los decretistas y decretalistas se extendían fer 
longum et latum en materia de diezmos, dedicándole tratados especiales y 
aun verdaderos estudios monográficos los grandes canonistas, en cambio, 


los comentaristas recientes, antes y después del Codex (y valga por todos 
WERNZ, que despacha el tema en menos de veinte páginas), apenas le pres- 


vM EEUU pene Hacienda Pública, vers. cast. (Barcelona, 1936), $ 89, pp. 185-186; 

pp: 692-694. L. EINAUDI, Principios de Hacienda Pública, vers. cast. 6) 2 

E dea ae Os st. (Madrid, 1946), nn. 111-115, 
(6) L. PÉREZ MIER, Sistemas de dotación de la Iglesia católica, 


S nn. 59-60, pp. -R1. 
(7) M. FERRABOSCHI, Il diritto di Decima (Padova, 1949) bu uper 
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tan atención, convencidos como están de que solamente conserva una impor- 
tancia histórica, sin trascendencia jurídica actual. Más aún, añade FERRA- 
BOSCHI (8), parece que en la fase actual del derecho canónico el problema 
de los diezmos—verdadero núcleo en otro tiempo del sistema tributario 
eclesiastico—ha pasado a segundo o tercer plano, lo que constituye una 
prueba evidente de evolución en el derecho canónico. 

Aceptamos la definición que del diezmo propiamente dicho da WERNz, 
la misma, por lo demás, de los restantes decretalistas antiguos y moder- 
nos: "Decima vel alias certa et determinata pars fructuum vel lucrorum 
licite quaesitorum ministris Ecclesiae propter cultum divinum. et spirituale 
ministerium ex ecclesiastica lege persolvenda" (9). Y con el nombre de 
primicias se entiende en derecho una parte de los frutos de la tierra y de 
los animales, que a manera de tributo eclesiástico se entregaba también a 
los ministros de la Iglesia. La cuota en las primicias oscilaba generalmen- 
te entre el 0,60 y el 0,50 por 100. 


8. Sabido es cómo la confusión y mezcolanza de los conceptos de pro- 
piedad y de soberanía, que es característica de todos los paises de Europa 
en la alta Edad Media, convierten la propiedad territorial—simp!e rela- 
ción de derecho privado, según el derecho romano—en la primera institu- 
ción de derecho público. Sucede, pues, así que, bajo el influjo del feuda- 
lismo, con los atributos de la propiedad andan revueltos retazos de la so- 
beranía, jirones de prerrogativas jurisdiccionales y de facultades políticas, 
que disuelven la idea de la propiedad como simple relación de derecho 
civil, para hacer de ella una institución esencialmente política. Es evidente, 
por tanto, que una tal confusión de ideas no podía menos de alcanzar e 
imprimir su huella en la institución de los diezmos, que adquieren su pro- 
pia fisonomía jurídicocanónica en los siglos de mayor esplendor del feuda- 
lismo, o sea entre las centurias XI y XIII, razón esta por la cual aparece, a 
nuestro juicio, desplazada y un si es, no es insoluble la discusión acerca 
de la naturaleza jurídica de los diezmos como simples derechos reales o 
como verdaderos tributos eclesiásticos, cuando la discusión pretende englo- 
bar uniformemente y sin discriminación de tiempo los diezmos desde el 
Decreto y las Decretales hasta nuestros días. 

Creemos que FERRABOSCHI sitúa en términos certeros y de gran agu- 
deza el problema cuando escribe: “Una quota dei frutti di un fondo poteva 
essere dovuta non solo alla Chiesa come un tributo canonico, per provvedere 


8) Ob. cit., pp. 8-10. i * i 
id EX EC ME Ius Canonicum, t. 4, v. II (Romae, 1935), n. 830, p. 315. 
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al sostentamento di chi, servendo l'altare, di esso deve vivere, non solo al 
proprietario del fondo che lo ha ceduto per la coltivazione con l'onere della 
percentuale dei frutti, ma anche al signore feudale. 

E a questo può essere dovuta per un doppio ordine di ragioni: o dal 
contadino quale tributo laicale in corrispettivo della protezione accordata 
dal signore e come segno della dipendenza da lui; oppure anche del vas- 
sallo al feudatario o dal feudatario al re, a seguito di una clausola del con- 
tratto di investitura feudale" (10). 

Tema es éste que no se plantean siquiera los grandes tratadistas del 
XVIII, como Reiffenstuel, Schmalzgrueber o Pirhing, cuando tratan de 
justificar el diezmo eclesiástico con el dominio universal] de Dios sobre 
los bienes y en el título de sustentación de los ministros de la Iglesia; al 
contrario, sus explicaciones adolecen de la confusión señalada entre pro- 
piedad y soberanía, característica de la sociedad ‘feudal, y que tan ale- 
jada quedaba ya en casi todas partes hacia mediados del setecientos. 

Así, REIFFENSTUEL, después de definir los diezmos eclesiásticos "quae 
in signum universalis dominii Dei super mos, solvuntur clericis pro honesta 
eorum. sustentatione, intuitu laborum spiritualium. eisdem. debita", añade 
un poco más abajo: "Christiani non minus tenentur praestare decimas in 
signum. universalis dominii Dei, quam quivis subditus tenetur. tributa. sua 
et census solvere terreno Domino in signum dominii eiusdem" (11). 

Y SCHMALZGRUEBER dice que así como los diezmos profanos "sunt 
species quaedam, tributi, quod olim temporales domini subditorum prae- 
diis imponebant”, los diezmos eclesiásticos son “decima pars fructuum et 
proventuum iuste quaesitorum Deo in recognitionem universalis dominii de- 
bita, et Ecclesiae ministris propter spirituale ministerium. solvenda" (12). 

Según observa un autor de Hacienda pública (13), en los siglos xvt 
y xvii los dominios y los montes constituían aún las fuentes de ingresos 
más importantes, los impuestos se consideraban todavía como ingresos ex- 
traordinarios y las regalías e ingresos análogos seguían multiplicándose. 
El gravamen impuesto a los aldeanos resultaba en toda esta época opresor 
y desigual; en cambio, hallan fácil aceptación los impuestos sobre el con- 
sumo, las accisas, y su radio de acción se extiende de día en día. La accisa 
Srna forma suave de gravamen que permitía en cierto modo hacer con- 
tribuir a las cargas del Estado a las clases privilegiadas. En Francia, con el 


COMOD Cita P. 123, 


(11) F. A. REIFFENSTUEL, Jus canonicum, univers 2 7 
NU UR dec wm (Maceratae, 1746), 1. 3, (1. 3, t. 30)», 8 1; 


(12) HS JHMALZGRUEBER, Ius ecclesia ticum versum Romae 1844 , ba i3 
C Asl ic un: su 
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(13) C. T. VON EHEBERG, Hacienda Pública, $ 14, pp. 22-24. 
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siglo xvr, y en Inglaterra, desde mediados del xvii, las accisas suministra- 
ban la parte principal de los ingresos tributarios. Si se compara la situación 
de fines del siglo xvii con la de los siglos precedentes, nótanse modifica- 
ciones y progresos aislados, prevaleciendo hasta entonces los dominios como 
fuentes de ingresos; pero al mismo tiempo que florecen las regalías, las 
tasas y los derechos percibidos por los funcionarios, persisten los privile- 
gios de clases y personas, así como la desigualdad tributaria. En su esencia, 
la economía financiera de los siglos XVII y XVIII muestra claramente el 
carácter de una época de transición; pero la situación solamente cambia con 
el derrumbamiento del antiguo régimen. 


En estas condiciones sería inútil que tratáramos de buscar en la doctrina 
de los canonistas sobre los diezmos eclesiásticos una discriminación clara 
de los conceptos de renta y de tributo, y mucho más difícil aun sería pe- 
dirlos o buscar en ellos observaciones sobre el funcionamiento económico 
y las irregularidades financieras que los diezmos acarreaban en un mundo 
completamente distinto de aquel otro en el cual surgieron y adquirieron su 
estructura juridica con el derecho de las decretales. 


9. Tratando de los diezmos no sabriamos ni podríamos eludir del todo 
una cuestión difícil para los canonistas de todos los tiempos y que se ha 
convertido en piedra de escándalo para algunos escritores recientes. Nos 
referimos tanto al problema que crea la diversidad de imposición entre los 
diezmos prediales y los diezmos personales como a la extensión de los 
diezmos prediales a los judios. 

Los diezmos prediales, que, como es sabido, gravaban los productos de 
la tierra, es decir, de la agricultura y de la ganadería, se cobraban sobre el 
producto bruto, sin deducir los gastos de cultivo o de producción, mien- 
tras que para el cómputo de los diezmos personales se deducian las expen- 
sas o costos de producción, computándose como base imponible la renta 
o ganancia neta. “Mandamus agricultores illos, ut de omnibus praediorum 
A decimas absque deminutione persolvant” (14), se lee en una de- 

retal de Clemente III, y en otra de Celestino TIT se dice igualmente: “Vo- 
HORE ergo et districte praecipimus, quatenus antequam ullas deducatis de 
dm praedictis expensas, decimas Ecclesiae cum integritate persolva- 

" (15), y podríamos añadir aún algunas otras no menos, sino más 'ex- 


per de Inocencio III (16). 


(IDE ORO T X SO 
(25) 170,092, X7 3, 30. 
(16)- 0. 26, X, 3, 30. 
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La cuestión se agrava todavía si se considera que hacia el año 1500 
aproximadamente, es decir, precisamente en el momento en que los Es- 
tados medievales comienzan doquiera a ser suplantados por el Estado mo- 
derno asentado sobre la idea romana de la soberanía absoluta en lo politi- 
co, sobre el predominio de la burocracia—una burocracia de letrados y de 
militares—en el orden administrativo y sobre la expansión del comercio 
y del dinero en el terreno económico; es precisamente en ese momento, re- 
petimos, cuando los diezmos personales caen en desuso casi en todas par- 
tes, acaso por las dificultades que presentaba el cálculo de la base de per- 
cepción y por la falta de Órganos e instrumentos recaudatorios adecuados. 

Los argumentos aducidos para explicar la diversidad de los tipos im- 
positivos entre los diezmos prediales y los diezmos personales no parecen, 
ni mucho menos, convincentes, según hace notar FERRABOSCHI (17), quien 
llega a formular un juicio tan duro como éste: “La veritá consiste in ció 
che trattasi di una norma irrazionale, determinata da esigenze di carattere 
tributario, soprattuto semplificazione degli accertamenti e delle riscossioni." 


En íntima relación con la cuestión que nos ocupa se halla el problema 
de los infieles como sujetos de la imposición decimal. ; Vienen, por ejem- 
plo, los judíos obligados a pagar los diezmos? ALEJANDRO III contesta así: 
“De terris quas iudaei colunt, tuae prudentiae respondemus, ut eos ad de- 
cimas persolvendas vel possessiones renunciandas, cum omni districtione 
compellas, ne forte occassione illa Ecclesiae valeant suo wre fraudari” (18), 
y el Hostiensr (Henrico de Susa, hacia el año 1250) responde sin titu- 
beos: " Tenentur iudaei solvere praediales, quia quilibet possessor praedii ad 
hoc est obligatus", y da una razón muy sagaz: “ Si contrarium. diceremus 


(AO cit. p: 98: 


(GE Ge 16, X, 3, 30. La razón alegada por Alejandro II e Inocencio III (c. 18, X, 5, 19) 
para exigir de los judíos el pago de los diezmos prediales era válida no solamente en aquella 
sociedad medieval por la vigencia indiscutida de la “societas o respublica christiana”, sino 
que fundamentalmente coincide con la doctrina moderna que somete a tributación a los 


r mpot?... Les lois fiscales sont des lois d'ordre public, c'ést à dire des 
lois cone but est directement et immédiatement le bien de la a tout éntiére, des 
fois telles que leur transgression est de nature à troubler l'ordre public et mettrait en dan- 
ger le bien commun ou Pexistence méme de la communauté. Tout le monde admet que les 
efrangers, au DU litre que les citoyens, sont tenus d'observer ces lois. Les anciens auteurs 
PCM rin Dawes sans Pexpliquer suffisamment, que l'obligation des étrangers 
élr à certaines lois était basée sur la nature même des choses que notamment le bien 
commun, fin de l'Etat, exige que les étrangers aussi bien que les citoyens observent les lois 
qui sont nécessaires pour la réalisation du bien commun et dont la ‘transgression causerait 
un dommage à la communauté entiére, "leges servandae ne bonum commune pereat? ou 

encore "Md communem loci securitatem et ad publicum ordinem", comme on disait art i 
ee a ane les plates communément “lois d ordre public”, d'aprés ipsae i de 

sage courant dans le droit international privé, *leges quae ordini publico consulunt" 
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et forsan aliqui Christiani traderent terras suas iudaeis, ut ipsas colerent, et 
sic solutionem decimarum vitarent et suo iure ecclesiae fraudarentur” (19). 

Quizá veamos nosotros en la frase del Hostiense más de lo que su autor 
pretendió decir; pero lo cierto es que ella puede servirnos de clave para in- 
terpretar la función y el sentido de los diezmos prediales en la Edad Media. 

En una sociedad casi exclusivamente agraria, en la que la usura era 
condenada como ilícita, con una economía orientada hacia el consumo y sin 
remansos de capitalización bien definidos fuera de la propiedad territorial, 
los diezmos prediales llenaban la función, y tenian el sentido de los mo- 
dernos impuestos indirectos sobre el consumo, y constituían un procedi- 
miento, tosco si se quiere, pero, al cabo, un procedimiento de imposición 
indirecta sobre toda la población. 

Por eso el Hostiense presentía, de manera quizá oscura y latente, que si 
las tierras de los judios se declaraban libres de los diezmos prediales se 
produciría un desequilibrio al fallar el principio de generalidad del impues- 
to, condición necesaria para el funcionamiento de los impuestos indirectos. 

Asi se explica también la enorme diferencia entre el tipo impositivo 
aplicado a los diezmos prediales y a los diezmos personales. Desde el mo- 
mento que el diezmo predial se difunde del productor a los consumidores, 
gravitando igualmente sobre todos los productores, sin excepción, la grada- 
ción del tipo impositivo puede y debe ser determinada en función de la 
capacidad de todos los que sostienen el impuesto y no solamente del número 
de los productores; así sucede, v. gr., con el arbitrio sobre el consumo de 
carnes, sobre los alcoholes o sobre la sal, todos los cuales pueden ser más 
o menos fuertes, según los diversos criterios y finalidades que el legislador 
atribuya a los impuestos (20). 

“El impuesto que grava a los productores en condiciones de libre con- 
currencia—escribe L. Ervnaubi—recae por definición sobre todos los pro- 
ductores y tiene, por tanto, en sí mismo una posibilidad de traslación hacia 


adelante" (21). Mas para que eso se verifique es condición necesaria que 


e 
e 


el impuesto o el arbitrio en cuestión sea general, es decir, que grave igual- 
mente à todos los productores de manera ineludible. 


10. El fallo de los diezmos, y lo decimos tal como lo creemos, tiene 
lugar precisamente en el momento en que la abundancia de dinero venido 


(19) - HosrrENSIS, Commentaria (Venetiis, 1581), v. 3: de decimis, primitiis et oblationibus 
cap. 16, n.'1. 3 À 

(20) Véanse las observaciones que nos sugiere una disposición semejante del Sínodo de 
ubiapas (Méjico) del año 1947, en nuestro libro Sistemas de dotación de la Iglesia católica, 
n. 83, nota, 29, pp: 123-124. 

(21) L. Ernaupr, Principios de Hacienda Pública, n. 319, p. 242. 
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de América, las corrientes del mercantilismo y la creación de una buro- 
cracia muy competente y bien retribuida producen la transformación de la 
economía agraria y de consumo, dando origen a importantes remansos de 
capitalización que habrían reclamado la atenuación de los diezmos, predia- 
les, al mismo tiempo que una ordenación a fondo—en lugar de su supre- 
sión, como se hizo—de los diezmos personales, para ponerse a tono con el 
reforzamiento de las rentas personales e industriales y con la pérdida de 
importancia del elemento agrícola y territorial en la economía de los Es- 
tados europeos desde los comienzos de la Edad Moderna (22). 

No se hizo así, y al fallar en las alturas del pensamiento y de la gober- 
nación la percepción aguda de la honda transformación social y económica 
que se estaba operando por doquiera, se acentuó de día en día la contradic- 
ción entre la marcha ascendente de la sociedad y la petrificación en que 
quedaron los diezmos. Si a eso se añaden la quiebra de la societas o res- 
publica christiana—la gran creación del Medievo—, la pérdida de la unidad 
religiosa en los distintos Estados de Europa, con la consiguiente dificultad, 
imposibilidad, mejor dicho, de mantener los principios de generalidad e 
igualdad en la exacción de los diezmos prediales, se comprenderá que su 
suerte estaba ya echada e irremediablemente perdida dos siglos antes de que 
la Revolución francesa acabara con ellos como residuos del feudalismo. 

En resumen: que mientras los diezmos en una sociedad integramente 
cristiana llenaron, mal que bien, la misión propia de los impuestos indirectos, 
gravitando sobre toda la población, funcionaron regularmente; pero cuando, 
por las causas apuntadas, dejaron de actuar como impuestos indirectos sobre 
toda la población, transformándose en impuestos directos, proporcionales 
y puramente objetivos o reales, que pesaban por entero sobre la riqueza 
agrícola, llegaron a hacerse verdaderamente insoportables, y su abolición 
se convirtió en casi todas partes en un ideal, cuya realización fué recibida 
en la mayoría de los países con general satisfacción por la clase labradora. 


II. Alguno tachará quizá de escasamente fundada nuestra afirmación 
de que los diezmos prediales funcionaran como impuestos indirectos, no 
admitiendo siquiera el carácter de impuestos de los mismos. Así, por ejem- 
plo, SCHMALZGRUEBER niega expresamente que los diezmos tengan la na- 
turaleza de tributos : "Decimae non sunt proprie, sed solum ob similitudi- 
nem QU tributa vocantur, quod a clericis qui. eas percipiunt, tribuan- 
tur egentibus" (23). Nosotros, sin embargo, ro podemos menos de sus- 


| (NA LARRAZ, La meta de dos Revoluciones (Madrid, 1946) 

ria de las doctrinas económicas, vers. cast. (Madrid + 
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(23) F. SCHMALZGRUEBER, Jus ecclesiasticum univer 
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cribir la expresión de FERRABOSCHI: “Se in un determinato periodo della 


storia, per lo scadimento dell'autoritá centrale e il potenziarsi dei proprie- 
tari terrieri, si é dato un ravvicinamento ‘fra le figure del tributo e quelle 
prestazioni di carattere privato, non vuol dire che, ripristinatasi l'autoritá 
dello Stato e scissa la sovranitá dalla proprietà, si debbano ancora riunire 
in un'unica categoria fenomeni cosí eterogenei e che hanno una funzione 
sociale tanto differente" (24). 

En su virtud, nos adherimos a lo que allí mismo expresa: “Se, invece, 
é vero che i] campo dei doveri giuridici é dominato dalla distinzione fra 
doveri che incombono al subditus legis per imposizione della autoritá e do- 
veri che incombono al soggetto in forza di un atto di volontá o suo o dei 
suoi autori e danti causa, allora non possiamo dimenticare che i tributi, 
e in modo particolare le imposte, appartengono alla prima categoria, mentre 
invece nella seconda dobbiamo catalogare le figure universalmente accettate | 
quali oneri reali e precipuamente le decime dominicali" (25). 

Ahora bien, que sea ésa y no otra la situación jurídica de los fieles, y 
más aün la de los infieles, tales como los judios, en relación con la Iglesia 
en materia de diezmos, nos parece cosa cierta y evidente, puesto que la fra- 
seología de las Decretales: “Mandamus, volumus et districte praecipimus, 
cum omni districtione compellas, ecc'esiastica censura compellas”, ademas 
de arguir la existencia de un sujeto activo dotado de potestad y de un su- 
jeto pasivo sometido a la misma, denota claramente que la relación o el 
vínculo jurídico entre ambos tiene su fundamento no en el dominio o en 
una causa de derecho privado, sino que se origina formalmente por una 
relación de imperio o de gobierno, o sea por la pura y nuda voluntad del 
legislador, siquiera ella sea plenamente racional y fundada. 

Si, por añadidura, se tiene en cuenta la extensión de los diezmos viel 
gran difusion en ambas Américas por obra y gracia de dos Monarquias 
absolutas como España y Francia, en ocasión que ambas habían dejado muy 
atrás y superado ya la organización señorial y feudal; más atin: si se EA 
sidera que es precisamente allí, es decir, en Hispanoamérica y en el Canadá, 
donde los diezmos conservan hoy en día su vigencia y lozanía, no acerta- 


mos a comprender cómo se pueda poner en tela de juicio su naturaleza 


de impuestos ni cuál otra, si no es ésa, pueda ser alli su condición jurídica. 
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Il. DIEzMOS Y PRIMICIAS EN EL CODEX 


12. ¿Cuál es la posición del Codex en relación con los diezmos y pri- 
micias? No cabe duda que su actitud parece a primera vista sorprendente, 
resumiendo en un solo canon de tres líneas el título 30 del libro 3 de las 
Decretales, con sus 35 capítulos. Para F'ERRABOSCHI (26), ello es indicio 
seguro de que la Iglesia atribuye muy escasa trascendencia a este punto y 
prueba fehaciente al mismo tiempo de la ductilidad con que ella sabe ple- 
garse a la diversidad de condiciones políticas y económicas; gran: lección, 
dice, de tolerancia por parte de la Iglesia a fin de evitar mayores males. 

Pero sin rechazar por completo semejante interpretación, ¿no será más 
acertado ver en ello el reconocimiento de los cambios radicales y profundos 
obrados en la estructura social y económica del mundo moderno, tan dis- 
tinto no sólo religiosamente, sino, además, en lo político, en lo social y 
“en lo económico, del ambiente medieval, con aquella su estructura feudal, 
con una economía rudimentaria de tipo agrario y, como tal, orientada hacia 
el consumo y en la que la agricultura representaba, no la única fuente de 
riqueza, pero sí la única tenida en honor por aquella sociedad de tipo se- 
ñorial y de estructura jerárquicofeudal? (27). 

. Viniendo ya al canon 1.502, éste se expresa lacónicamente: “Ad deci- 
marum et primitiarum solutionem quod attinet, peculiaria statuta ac lau- 
dabiles consuetudines in unaquaque regione serventur." 

No renueva aquí el Codex, como podría esperarse quizá, la afirmación 
neta del derecho por parte de la Ig'esia a percibir universalmente, como en 
otro tiempo, los diezmos de los productos de la tierra o de la industria 
y actividades lucrativas de los fieles. Eso, según estimamos, se hace con 
tanto acierto como sobriedad en la fórmula del canon 1.496; el canon 1.502, 
en cambio, se limita a sancionar el derecho particular, de manera que alli 
donde, a pesar de los cambios políticos y de las transformaciones sociales. 


y económicas operadas, se conserve todavía el pago de los diezmos y pri- 
micias, el Codex sostiene su vigencia. 
aero eS. eso 


solo lo que contiene el canon 1.502? En otros términos : 
¿el canon 1.502 


contiene únicamente la consagración del status jurídico 
existente, en el sentido de que en adelante los diezmos y primicias sólo se 
podrán exigir y cobrar alli donde estuvieren en vigor al tiempo de la pro- 
mulgación del Codex y en la medida en que lo estuvieren? ¿O la expresión 
“estése a lo estatuido por ley o costumbre” tiene, como pretende FERRA- 


ORODEL pF LOS - 
(27) F. ROMITA, Le decime, en "I| Monitore Ecclesiastico" (Roma, 1948), n. 5, p. 100. 
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BOSCHI (28), la fuerza de significar que el Codex impone a la autoridad 
(del párroco o de! obispo) la obligación de no exigir los diezmos y primi- 
cias alli donde hubieren caído en desuso; mas sin reconocer por eso un 
verdadero derecho subjetivo en los súbditos frente a la autoridad; de ma- 
nera que alli donde hubiere costumbre de no pagar diezmos y primicias, los 
súbditos tendrían que recurrir a la autoridad superior (del Papa o del obis- 
po, según los casos) contra la autoridad que pretendiera cobrar los diez- 
mos; pero sin que el Codex reconozca en los súbditos la facultad de opo- 
nerse €n juicio al pago de los mismos, invocando un verdadero derecho 
subjetivo a no pagar contra la autoridad que reclama el pago? 

En nuestra opinión, el canon 1.502 no es tan poca cosa como le parece 
a FERRABOSCHI cuando dice: “Breve canone e che non dice molto, perché 
rinvia ai pecularia statuta e alle laudabiles consuetudines regionali; senza 
piu, come se la Chiesa oramai alle decime non tenesse gran che” (29). Bien 
es verdad que si hemos de atenernos al espacio y a la sustancia de los co- 
mentarios que al mismo dedican la mayor parte de los comentaristas del 
Codex, el canon en cuestión no sale mejor librado de la canonística mo- 
derna (30). Mas, a decir verdad, no es ésa nuestra modesta opinión, pues 
el texto del canon no se satisface con ninguna de las interpretaciones dichas. 
La letra del canon no autoriza la primera de las interpretaciones aludidas, 
ya que cuando éste sanciona la ley o costumbre particular no dice que haya 
de ser la vigente actualmente, sino la que estuviere en vigor en el momento 
que fuere; y no autoriza tampoco la opinión de FERRABOSCHI, porque no 
encontramos en el texto del canon fundamento suficiente para disociar dos 
elementos relativos, como son la obligación de no reclamar el pago en el 
superior y el derecho a no pagar en el súbdito. 


13. EI tenor del canon 1.502, así ló creemos, obliga e impone a la 
autoridad el deber de establecer, de crear una norma objetiva: "pecularia 
statuta ac laudabiles consuetudines" para exigir los diezmos; y esto de ma- 
nera que solamente jure posterius a dicha norma surge en los súbditos la 
obligación de pagar los diezmos y primicias. En otros términos, que el canon 
tiene valor formal, significación condicional o hipotética: si en un pais 
o región determinada se quieren cobrar los diezmos, antes créese la norma 


(28) Ob. cit., p. 22. 
20) OD SIC . 7-8. rs 
e aeq por ej., WERNZ-VIDAL, Jus canonicum, t. 4, v. II (Romae, 1935), n. 836, 


p. 321; VEERMERSCH-CREUSEN, Epitome iuris canonici, t. 9 (Mechliniae-Romae, 1940), IS 
p. 574; E. F. REGATILLO, Institutiones iuris canonici, t. 2 (Santander, 1942), "i Ke 
pp. 128-129; C. A. CORONATA, Institutiones iuris canonici, t. 9 (Taurini, 1948), n. 10 VM n 
A. OTTAVIANI, Institutiones iuris publici ecclesiastici, 1. 1 (Romae, 1947), n+ 203, p. : 
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legal escrita o consuetudinaria pertinente; de manera que el canon 1.502 
viene a llenar en el derecho financiero de la Iglesia la función que desem- 
peña en el derecho penal la norma “nullum crimen sine proevia lege poe- 
nali” (31) recogida en los cánones 2.195, 20 y 2.219, $ 3. Ningún impuesto 
(llámese diezmo o primicia) sin una norma (estatuto particular o costumbre 
legítima y laudable) que lo establezca, 

La autoridad competente, pues, es libre de establecer o no establecer los 
diezmos y primicias; pero mientras no se hallen establecidos con los ca- 
racteres propios de la ley o de la costumbre laudable, existe en los súbditos: 
el derecho subjetivo de naturaleza cuasi-pública de no pagar impuestos que 
no hubieren sido establecidos legalmente. 

Esta norma de vigencia universal en la baja Edad Media, olvidada 
luego por las Monarquías absolutas en Europa, fué restaurada de nuevo 
y elevada a la categoría de principio por la Revolución francesa, cuando 
los Estados generales establecieron en 1789 el principio de que “ningún 
impuesto puede ser recaudado sin el consentimiento de la Nación”. De esta 
forma, a impulso de la doctrina de los economistas, primero, y de la prác- 
tica constitucional, luego, ascendieron a la categoría de principios de la 
ciencia y de la práctica financieras en el Estado moderno, juntamente con 
la norma de votación de los impuestos, aquellas otras consistentes en el 
establecimiento del presupuesto anual de gastos e ingresos y en la publici- 
dad de las finanzas del Estado. 

Que el canon 1.502 sea uno de los muchos en que, a tenor del ca- 
non 6, n. I, se deja a salvo el derecho particular “nisi de particularibus 
legibus aliud expresse caveatur”, es evidente; igualmente cierto que la fór- 
mula usada en el mismo es distinta de la que emplea el canon 459, $ 4 “in 
regionibus in quibus provisio fit per concursum... haec forma retineatur, 
donec Sedes Apostolica aliud decreverit" ; diversa también de la expresión 
del canon 1.247, $ 3, "nihil inconsulta Sede Apostolica innovetur”, como 
es asimismo distinta de la fórmula del canon 1.482, a pesar de su mani- 
fiesta semejanza con el canon que nos ocupa “quoad mediam annatam, quam. 
vocant, ea, ubi vigeat, retineatur, et peculiaria statuta ac laudabiles con- 
suetudines in unaquaque regione circa eam vigentes serventur". 

| Tanto el canon 459 como los 1.247 y 1.482, prohiben al legislador in- 
dcn PU. GaU o mudanza en la ley “haec forma retineatur", 
nihil innovetur , media annata retineatur"; el canon 1.502, por el con- 
trario, dice sencillamente " peculiaria. statuta ac laudabiles consuetudines in 


(31) O. GIaccHt, Precedenti canonistici del principio 


y ; rae "mullum. crimen si r i 
poenali”, en “Studi in onore di Francesco Scaduto” p iet 


, t. 1 (Firenze, 1936), pp. 438-439. 
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unaquaque regione serventur" ; mas como el canon 6, n. 1, no prescribe 
que haya de permanecer inalterable el derecho particular, y el canon 1.502 
tampoco prohibe al legislador particular introducir las modificaciones del 
derecho particular que se juzgaren convenientes, síguese que la remisión 
que el canon 1.502 hace al derecho particular legítimamente establecido, 
cualquiera que él sea, en nada limita o coarta la autonomía y la eficacia 
propia de aquél como fuente de derecho. 

Con la expresión “peculiaria statuta” designa el canon 1.502 el dere- 
cho particular, tanto diocesano, como provincial o regional. Así el ca- 
non 471, $ 4, para expresar la misma idea, remite a los “probata statuta 
dioecesana et laudabiles consuetudines”; el canon 1.482 habla de los “ pe- 
culiaria statuta et laudabiles consuetudines”, y el canon 22, que es funda- 
mental en la materia, contrapone los estatutos especiales a la ley general 
"lex generalis nullatenus derogat locorum. specialium. et personarum. sin- 
gulartum statutis”. 

No nos dice el legislador lo que se ha de entender por "laudabiles con- 
suetudines”, ni andan tampoco acordes los canonistas en su significado (32), 
pues mientras para unos "laudabiles consuetudines" es lo mismo que “le- 
gitima consuetudo", otros, con mejor acuerdo, según creemos, parecen 
exigir algo más, ya que si la "laudabilis consuetudo" tiene que ser “legi- 
tima", pero no toda costumbre legítima es eo ipso y sin más "laudabilis" ; 
sin que aparezca claro, por otra parte, en qué consista y cuándo una cos- 
tumbre legitima sea laudable, si no es por la calificación del legislador mismo 


14. Sinceramente creemos que la interpretación que acabamos de for- 
mular está de acuerdo y se halla corroborada por la experiencia legisla- 
tiva de nuestros días. No se trata ya de que el sistema de los diezmos 
conserve aquí o allá su anterior vigencia; lo que sucede es cosa bien dis- 
tinta: en Méjico, como en el Canadá, tiene lugar no solamente una reno- 
vación legal de los diezmos, sino algo mucho más significativo: en uno y 
otro país se está verificando un proceso de transformación de los diezmos 
prediales que conduce a la re-creación de los diezmos personales (33). 


(32) Cfr. cc. 1.482, 471, 8 4; 476, § 5, y 1.100.—P. CiPROTTI, Osservazioni sul testo del 
“Codex iuris canonici" (Poliglotta Vaticana, 1944), p. 211. 3 

(33) L. PÉREZ Mier, Sistemas de dotación de la Iglesia católica, n. 66, pp. 87-88; e 89-83, 
pp. 119-125. Compárense, por ej, los siguientes Estatutos de los Sinodos I (año 1922) y II 
(año 1946) de Tulancingo (Méjico): Actas y Decretos del Primer Sínodo de la Diócesis de 


' Tulancingo. Capítulo IV: Oblaciones y limosnas: “No dudamos en excitar a todos nuestros 


donati Santa Iglesia, y de un modo muy 
diocesanos a que ofrezcan fíberalmente sus donativos a la ' M 
especial, y ae el más grande encarecimiento, exhortamos à dedicarle anualmente una canti 
dad Aja de sus ganancias: I: A todos los que tengan negociaciones mineras. II. A Jos que 
exploten pozos de petróleo. III. A los dueños de fábricas. IV. A los que lucran con empresas 
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Y no es solamente allí: en otros paises también de Hispanoamérica, 
como Brasil, Colombia, Ecuador; en los Estados Unidos y en Inglaterra 
mismo el sistema de dotación de la Iglesia católica presenta signos osten- 
sibles de evolución hacia los diezmos y el impuesto, aunque el movimiento 
no se presente, como es natural, con caracteres de uniformidad en todas 
partes (34). 

Mas analizar las posiblidades actuales de los diezmos, o simplemente 
del impuesto, si se prefiere, pertenece de lleno a otra ponencia de esta Se- 
mana que versa directamente sobre la “Estructura ideal del patrimonio 
eclesiástico” en nuestros días. 

A fin, pues, de no meter la hoz en mies-ajena, nos limitaremos, antes 
de hacer punto final, a echar una ojeada rapidísima de conjunto a los varios 
sistemas de dotación según se practican actualmente. 


15. Los sistemas de dotación en uso actualmente pueden agruparse 
así en un intento de clasificación (35): 


comerciales. Los señores párrocos harán conocer esta nuestra voluntad a sus feligreses y les 
estimularán cuanto puedan para que la obsequien.” 

Segundo Sínodo Diocesano de Tulancingo. Artículo 551: “Como no sólo sobre los agri- 
cultores y los dueños de animales debe recaer la obligación de: contribuir para el soste- 
nimiento del culto y para los demás gastos de la Iglesia: 

S 1. Los industriales (incluyéndose en esta clasificación a los que explotan fundos mi- 
neros o petroleros), los profesionistas, los propietarios, los comerciantes y cualesquiera otros 
que por sí o en compañía de otros son dueños de una negociación de cierta monta, deben 
considerarse obligados a pagar el diezmo; y este Sínodo exhorta. a cada cual acuda al Prelado 
para determinación de la cantidad con que deba contribuir y para convenir en la forma en 
que deba hacerlo." 

Primer Sinodo Diocesano del Arzobispado de Méjico (año 1945). Artículo 389: “Como no 
sólo los agricultores están obligados a subvenir a los gastos del culto y al sustento de los 
pastores de la Iglesia, los párrocos y demás sacerdotes, tanto en la predicación como en el 
confesionario, recuerden ese deber exhortando a los industriales, propietarios y comerciantes 
católicos a que acudan al Prelado, ya sea directamente o por conducto de sus párrocos, para 
que, consideradas sus circuntsancias, se les señale la porción anual que deben dar para 
satisfacer su obligación.” 

Segundo Sínodo Diocesano de Chiapas (año 1947). Artículo 592: “Como todos los católicos 
están obligados a cooperar al sostenimiento del culto divino y a la honesta sustentación de 
los ministros, debe exhortarse a los industriales, propietarios y comerciantes católicos a que, 
directamente o por conducto de su párroco, acudan al Prelado para que, atendidas sus cir- 
cunstancias, se les señale la porción anual que deban dar para satisfacer a su obligación” 

- (34) ^ L. PÉREZ MIER, Sistemas de dotación de la Iglesia católica: Brasil, n. 85, pp. 128-131; 
Colombia, n. 84, pp. 125-128; Ecuador, n. 78, pp. 109-111; Estados Unidos, nn. 37-39, pp. 49-52; 
Inglaterra, nn. 143-144, pp. 227-230. La interpretación dada por nosotros al canon 1.509 como 
expresión del principio “ningún tributo sin norma que lo establezca", interpretación que 
vernos confirmada por el movimiento señalado hacia la restauración legal de los diezmos, 
vr iara du NUT SET Sh y no es de aplicación al caso la doctrina de SUÁREZ, 
EEN 681) T a . 1, de decimis, cap. 12, n. 11), y de SCHMALZGRUEBER (l. 3, 
pn em mene Le i , ando reservan al Romano Pontífice la facultad de restablecer los 

S 8 de hubieren caído en desuso, fundándose para ello en que la costumbre o la 
prescripción extintiva de los diezmos ha pasado a ser derecho común en semejantes países 
o regiones y el derecho común, en cuanto tal, solamente puede ser abrogado o derogado por 
la potestad suprema en la Iglesia. Nosotros atribuímos al canon 1:502 el alcance de poner 


a salvo expresamente la autonomía y la eficacia propias del dere i 
cho particular en es É 
(35) L. PÉREZ MIER, Ob. cit.. nn. 6-13, Pp. Ue 2 RG PUO 


O BS 


FUENTES DE DERECHO PUBLICO DEL PATRIMONIO ECLESIASTICO 


PRIMER GRUPO: Sistema de dotación basado principalmente en la exis- 
tencia de un patrimonio rentable inmobiliario o en valores mobiliarios. 

Trátase, como se ve, del sistema beneficial en su forma tradicional 
y típica, que, originandose en el ambiente del feudalismo, se modela en el 
cuadro general de sus instituciones, en especial sobre la constitución me- 
dieval de la propiedad territorial y de la sociedad con los caracteres de 
jerarquía y dependencia personal. 

Es el sistema en vigor hasta nuestro tiempo en gran parte de la Europa 
central y oriental. Así en Hungría la Iglesia estaba en posesión de un 
extenso patrimonio territorial y otro tanto sucedía en Checoslovaquia (Es- 
lovaquia y Bohemia), en Yugoslavia, en Rumania y en parte también en 
Polonia. Pero ahora aquí, luego allí, las cosas han cambiado profunda- 
mente en nuestros días. 

Rumanía llevó a cabo una reforma agraria de tipo radical al término 
de la primera guerra europea; la propiedad eclesiástica fué expropiada y 
muy mal pagada en valores de deuda especial que se entregaron como in- 
demnización para el pago de las expropiaciones, constituyéndose allí el 
“Patrimonio sagrado” con la suma de dichos valores. Yugoslavia, Che- 
coslovaquia y Hungría, con sus leyes de reforma agraria, acaban de reali- 
zar la supresión total. de la propiedad eclesiástica sin indemnización de 
ningún género, lanzando a la Iglesia en la miseria más absoluta. En estos 
días la marea confiscadora alcanza a los restos de la propiedad territorral 
que la Iglesia había salvado de la primera guerra en Polonia; ahora la 
confiscación se extiende a todas las tierras pertenecientes a la Iglesia cató- 
lica en el país. 


SEGUNDO GRUPO: Sistemas de dotación basados en ingresos de propie- 
dad de la Iglesia y que no sean rentas de inmuebles ni intereses de capi 
tales y valores. 

Inclúyense en este grupo muy distintos sistemas, desigualmente adap- 
tables al régimen beneficial. 

A) Dotación basada principalmente en las oblaciones voluntarias de | 
los fieles, sistema admitido en el canon 1.410 con la expresión de "certae 
et voluntariae fidelium oblationes". 

Es el sistema en uso en los Estados Unidos, Gran Bretafia, Irlanda, 
Holanda, Portugal y Francia. 

En Estados Unidos el sistema va evolucionando hacia formas de segu- 
ridad y fijeza que no se diferencian mucho de la imposición. En Gran 
Bretaña existe también un movimiento encaminado a restablecer el diezmo 


' 
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o impuesto como método más perfecto, y €s el sistema en el que tienden a 
desembocar las oblaciones ciertas de los fieles. 

taciones del Concordato suprimidas por la ley de separación de 1905, cons- 
tituye una forma límite entre las oblaciones ciertas y voluntarias de los 
fieles y el impuesto estrictamente dicho. La caracterizamos como forma 
límite, porque del impuesto ha tomado la exigibilidad mediante un sistema 
de sanciones colectivas e individuales, pero conservando al mismo tiempo la 
indeterminación de la base y la ausencia de tasación propias de las obla- 
ciones voluntarias. / 


En Francia, el “Denier du culte”, establecido para sustituir a las do- 


En Portugal el sistema se acerca al “Denier du culte”, pero la regla- 
mentación no tiene carácter tan completo y uniforme como en Francia; se 
trata de un sistema menos hecho y más espontáneo. 

En Irlanda, juntamente con las oblaciones voluntarias de los fieles, se 
acude a fórmulas tradicionales en la explotación de la propiedad rústica, y 
en Holanda el Estado concurre a la dotación del clero parroquial; pero el 
sostenimiento de la Iglesia en conjunto es tarea que realiza a maravilla la 
sociedad por el sistema de oblaciones voluntarias. 


B) Sistema de imposición sobre los fieles. 


En la práctica, el sistema impositivo adopta tres formas bastante bien 
definidas : 


I. Imposición de naturaleza simplemente eclesiástica. 


Lo encontramos en Hispanoamérica, si bien con modalidades diversas. 
de Méjico, por ejemplo, al Brasil. 

Diezmos y Primicias. Méjico fué el primer país de América en el que, 
habiéndose realizado a mediados del siglo xix una desamortización sin 
ningún género de indemnización, la Iglesia se vió obligada a organizar su 
propia dotación sin contar con el auxilio del Estado para sustituir 'a la 
antigua propiedad eclesiástica. El sistema decimal es allí bastante completo 
en su reglamentación, aunque no parece que haya evolucionado al ritmo 
de la vida social y en conformidad con el cambio de las condiciones eco- 
nómicas, debiendo decirse lo mismo del sistema de Colombia. 

El Brasil, que ha conservado intacto el patrimonio eclesiástico de la 
época colonial, ha establecido recientemente un sistema impositivo miti- 


gado, aun i que di : Dc : 
gado, au que sin entronque directo con el sistema tradicional de diezmos. 
y primicias. 
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2. f mposición de naturaleza eclesiástica, pero dotada de eficacia v pro- 
tección civil. i 

Es el sistema propio del Canadá, que en la provincia de Quebec con- 
serva la forma tradicional de los diezmos con el apoyo de la autoridad 
civil y la adhesión de los fieles. Esa cooperación contribuye a que el sistema 
funcione allí con absoluta regularidad, consiguiendo una madurez no lo- 
grada en ningún otro sitio; y que se descubre en el esfuerzo desarrollado 
para transformar el diezmo de simple prestación real, aunque de marcado 
carácter jurisdiccional, en verdadero impuesto personal con las condicio- 
nes de generalidad y proporcionalidad. 

3. Imposición con destino a los fines religiosos, pero confiando a la 
autoridad civil su orgamización y recaudación. 

Es el sistema propio de los países germánicos, todos los cuales recono- 
cen a la Iglesia como corporación de derecho público, uno de cuyos carac- 
teres esenciales consiste en la facultad de cobrar impuestos a sus miembros 
con arreglo a las listas o matrices civiles de impuestos. 

Trátase, pues, de un impuesto especial creado para los fines religiosos, 
que gravita sobre los fieles de la respectiva confesión religiosa y en el que 
tanto la imposición como la recaudación la hace el Estado, entregando 
luego a la Iglesia el producto de la recaudación para el pago de las dota- 
ciones y servicios previamente establecidos. 

Las contribuciones para los fines re‘igiosos se hacen efectivas de parte 
de los Estados, de los municipios o de las asociaciones de municipios en 
forma de recargos o tasas adicionales a los impuestos y tasas del Estado, 
pagaderas por los miembros o adeptos de las respectivas confesiones reli- 
giosas únicamente. 

El sistema, que cuenta ya con una tradición creada, se halla fuerte- 
mente 'arraigado en Alemania, Austria, Polonia, etc.; tanto es así, que ha 
salido indemne de las dos últimas guerras. A pesar de los puntos de con- 
tacto que esta forma presenta con el sistema de dotación por el Estado, 
sería equivocación grave confundirlos entre sí. 


TERCER GRUPO: Sistema de dotación mediante consignación anual en 
los presupuestos del Estado, 

Nacido con el Concordato de Napoleón en 1801, como consecuencia 
del despojo de la propiedad eclesiástica efectuado por la Revolución Fran- 
cesa, el sistema permaneció en vigor en Francia hasta la ley de. separa- 

ción de 1905, y actualmente se aplica con modalidades distintas en Bél- 
A gica, Italia, España y en gran parte de Hispanoamérica. 
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En Bélgica, no obstante la separación de la Iglesia del Estado, el texto 
constitucional consagra la dotación del servicio religioso por parte del 
Estado, y las leyes provincial y municipal determinan las obligaciones pre- 


supuestarias de las corporaciones territoriales en relación con la Iglesia ' 


y sus ministros. Muy notables y dignas de elogio son la fidelidad y escru- 
pulosidad que el Estado belga ha puesto siempre en el cumplimiento de sus 
compromisos en esta materia; pero forzoso será convenir a la vez en que 
el caso, si no único, es por lo menos poco frecuente. | 

La dotación de la Iglesia en Italia y España, y lo mismo se diga de la 
mayoría de los países de Hispanoamérica, tiene su origen, al igual que 
en Francia, en las expropiaciones de la propiedad territorial eclesiástica 
que con carácter general o poco menos se llevaron a cabo en todas partes 
durante el siglo último; pero la cuantía y la forma de las dotaciones del 
Estado varían de unos a otros países, organizandose sobre.bases y supues- 
tos distintos. 
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CONCLUSIONES. 


INTRODUCCION 


I. DELIMITACIÓN DEL TEMA. 

Conviene empezar por hacerla con la máxima nitidez y precisión que 
sean posibles para evitar cualquier equívoco o que se nos pida lo que ni 
por un momento hemos pretendido dar. Explicando el título de nuestro 
trabajo puntualizaremos por consiguiente: 


1) Que se trata de la "Estructura ideal" del patrimonio eclesiástico. 
Es decir, que nuestro intento es, partiendo de las enseñanzas históricas. 
de las tendencias que actualmente se dibujan y de la doctrina de los tra- 
tadistas más competentes, llegar a confeccionar una especie de plan ha- 
cendístico adecuado a las actuales necesidades de la Iglesia. 


2) Del “Patrimonio”, palabra a la que no se ha de dar la significa- 
ción que habitualmente se atribuye. No se trata precisamente de una es- 
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pecie de inventario de los valores, rentas y acciones que posee la Iglesia. 
Al decir patrimonio se pretendía más bien fijar las partidas de ingresos 
y gastos de un hipotético presupuesto, que podría llegar a confeccionarse 
con una cierta semejanza a lo que confeccionan todos los años el Estado 
v las demás entidades de Derecho público. Claro está que, más que fingir 
arbitrariamente unas cuantas partidas, tratamos de justificar la orienta- 
ción y cuantía que cada una de ellas podría tener aproximadamente. (Cuan- 
tía relativa, se entiende, pues otra cosa equivaldría a caer de lleno en el 
campo del arbitrismo.) 


3) Al decir eclesiástico englobamos bajo una sola palabra cuatro 
grupos de patrimonios de rango inferior que conviene distinguir cuidado- 
samente, aunque todos ellos desde el punto de vista positivo del vigente 
Código de Derecho canónico merezcan idéntica calificación : 

a) Instituciones autónomas, entendiendo con esta palabra, cuya im- 
propiedad desde el punto de vista jurídico no se nos escapa, el conjunto de 
entes eclesiásticos sin conexión determinada territorial ni personal con los 
fieles. Tal sería, en la hipótesis normal que prescinde del caso de unión 
con un beneficio consistorial o no, la situación de las casas religiosas y de- 
más entidades con ellas conectadas. Y también el de las confraternidades, 
hermandades de terciarios, pias uniones, etc., etc. A todos estos casos pue- 
de atenderse suficientemente con las propias fuentes de ingreso sin nece- 
sidad de plantear un problema hacendistico de carácter general. Lo que 
no quiere decir, evidentemente, que muchas de las observaciones que aquí 
haremos no tengan aplicación, incluso directa e imediata a ellos. 

b) Cargas de tipo especial por su carácter atemporal: Denominación 
un tanto enrevesada, con la que queremos caracterizar hacendisticamente 
las atenciones de tipo piadoso a las que se responde con recursos fijos. 
En ellas se opera por consiguiente de una manera totalmente inversa a la 
que es habitual en Hacienda: en lugar de determinar primero los gastos 
y buscar después las posibles fuentes de ingresos, se atemperan a éstas 
los primeros. Tal es la situación. que todos los dias vemos que se produce 
en las pias fundaciones, cargas de misas, becas de estudio, ete ete Esta 
característica hace que no plantee tampoco un problema de especial gra- 
vedad aunque sea cierto que exista el general de sustraer su capital con 


r zi r . . . LI t 
las máximas garantías de efectividad que sean posibles, a la creciente de- 
valuación de la moneda. 


y A x . - * 
c) Dotación de personal y servicios en entidades que presentan una 
conexión de tipo más o menos jurisdiccional con un territorio o un deter- 
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minado grupo de personas. En esta categoría entran, como se ve, desde la 
Sede Apostólica hasta la última de las parroquias, pasando por la dota- 
ción de la diócesis y de sus órganos centrales (Seminario, Curia diocesa- 
na, Acción Católica, etc., etc.). 

d) Podría añadirse finalmente un cuarto grupo constituído por ne- 
cesidades de carácter más general no vinculadas a un determinado orga- 
nismo o entidad. Tal sería la propagación de la fe, el cuidado de los Santos 
Lugares, etc., etc. Ordinariamente no puede hablarse de la existencia de 
un patrimonio en estos casos aunque como luego tendremos ocasión de 
observar puedan estar dotados, y de hecho lo estén, de fuentes de recur- 
sos que ne sean inferiores ni en fijeza ni en cuantía a las de los tres gru- 
pos anteriores. 


Establecida esta cuádruple distinción, no hay inconveniente en decir 
que el objeto de nuestro estudio lo constituyen las entidades incluídas en 
el tercer miembro de la misma, es decir, las diócesis, parroquias y los or- 
ganismos con ellas, conectados. Pero haciendo notar que la distinción no 
es rígida, sino eminentemente flexible en lo que atañe al contenido. Puede 
ocurrir que necesidades pertenecientes a un grupo pasen a otro (si una dió- 
cesis adopta un territorio de misiones, si se encarga del sostenimiento 
de una casa de religiosas contemplativas..., o al revés: si las atenciones 
del Seminario llegasen a estar provistas integramente con pías fundaciones 
que alcanzaren a todas ellas). Es más, nos atreveríamos a propugnar el 
estimulo activo de tales intercambios en el sentido de educar a los fieles 
para que con sus fundaciones autónomas atiendan, más que a veleidades 
más o menos superfluas, a auténticas necesidades de cualquiera de los tres 
grupos primero, tercero y cuarto. Es triste que cuando una diócesis está 
en trance de ver desaparecer una casa religiosa cargada de historia, quede 
un legado pío para una serie de costosas funciones anuales, o que cuando 
un Obispo está hondamente preocupado por la predicación en las Misas 
tardías otro legado venga a resolver... la organización del trigésimo no- 
venario, al que acudirá el mismo público que a los veintinueve ya existen- 
tes. Dígase lo mismo de la dotación de los organismos centrales de apos- 
tolado, casas de ejercicios, misiones, etc. Pero el problema es más pasto- 
ral que económico, y por eso nos contentamos con aludirlo. 

Un desarrollo total y adecuado del problema hubiese hecho inútiles 
el resto de los temas de la Semana, en particular los más fundamentales, 
ya que precisamente eran objeto de tres de ellos las fuentes del patri- 
- monio eclesiástico. Mucho nos costó evitar introducirnos en el tema de los 
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demás. Creemos haberlo conseguido orientando nuestras observaciones, no 
tanto en una dirección que pudiéramos llamar jurídico-eclesiástica, cuanto 
en otra de matiz resueltamente hacendístico: observando lo que la doctrina 
y la práctica nos ofrece hoy en su actuación sobre la realidad financiera 
de los diversos países, aspiramos a ver qué lecciones pueden deducirse de 
todo esto en orden a la solución del problema de una eficaz actividad finan- 
ciera por parte de la Iglesia. Sin ánimo de dogmatizar, ni mucho menos 
de criticar. Pocas cosas tan discutibles como las páginas que siguen. Si las 
escribimos es precisamente para eso: para estimular, de acuerdo con el 
encargo recibido de los organizadores de la Semana, la inquietud intelec- 
tual en quienes mucho mejor que nosotros sabrian no sólo plantear (como 
aquí hacemos), sino también solucionar los problemas. 


2) PUENTES. 


La bibliografía eclesiástica sobre estos temas es muy escasa. Feliz- 
mente hemos podido disponer de la obra de LAUREANO PÉREZ MIER 
Sistemas de dotación de la Iglesia católica. (Salamanca, 1949), reciente- 
mente publicada con abundante información sobre las soluciones que en 
la práctica se vienen dando. Nada más hemos podido encontrar, si se ex- 
ceptúa la obra de GAETANO ZINGALI I rapporti finanziari fra Stato e 
Chiesa, algunos manuales de Derecho eclesiástico italiano, artículos suel- 
tos en revistas francesas y las fuentes de derecho particular que hemos 
podido allegar. Nuestra atención, por consiguiente, se volvió hacia los 
autores de Hacienda del Estado, ricos en observaciones muy dignas de ser 
tenidas en cuenta, particularmente los alemanes, pero cuyas afirmaciones 


necesitaban de un. previo y fino tamizado antes de ser admitidas en este 
terreno. 


TEORIA GENERAL 


3 


Sa TRASCENDENCIA DEL PROBLEMA. 


“Es evidente que la personalidad como capacidad jurídica se agota 
en las relaciones patrimoniales; pero no es menos cierto que el derecho de 
UAM fundado sobre la indigencia de los bienes económicos, tiene 
tanto ]a persona humana como cualquier forma de vi 1 | 
como simple conclusión necesaria del derecho a Run PIN 
ha dicho también que la propiedad no constitu 


: ye la persona misma, pero 
que ella viene a ser como su prolongación” (1) | 


(1) PÉREZ MIER, Sistemas de dotación, pág. 1. 
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Estas palabras de la obra de Pérez Mier, que hace un momento citá- 
bamos, tienen la virtud de centrar adecuadamente el problema. La perso- 
nalidad que por derecho divino tiene la Iglesia quedaría privada por com- 
pleto de su eficacia y sometida a un proceso que pudiéramos llamar de 
agarrotamiento si su Divino fundador no la hubiese provisto del derecho 
a adquirir y retener los bienes materiales necesarios para su desenvolvi- 
miento. Verdad es ésta a la que no puede salirse al paso con exclamaciones 
de tipo poético o declamatorio, como recientemente se ha hecho. La His- 
toria ensefia que en lo politico y en lo colectivo, como en lo individual, la 
pobreza equivale en muchos casos a la servidumbre. 


4. (CALIFICACIÓN DEL PROBLEMA. 


Es necesario tener en cuenta, para una adecuada solución del problema, 
que se trata de algo en que no juegan ünicamente, como con frecuencia se 
cree, factores ideológicos, jurídicos o po'íticos, sino que por debajo de ellos 
ha existido y existe siempre el influjo de la realidad económica. Sería ar- 
bitrario e injusto juzgar algunos episodios de la historia económica üni- 
camente desde un punto de vista juridico. Puede muy bien ocurrir que al- 
guien tenga un derecho y que tal derecho no pueda, sin embargo, ser ejer- 
cido por chocar fuertemente con otro derecho de tipo superior. Queremos 
decir con esto, y descendemos ya por vez primera al campo de las aplica: 
ciones concretas : 

a) Que la potestad cierta e indiscutible de que goza la Iglesia de 
sustraer fondos al libre juego de las fuerzas económicas puede y debe 
atemperarse a lo que aconseje en cada caso la coyuntura económica de la 
nación en que se opera. 

b) Que la libertad de que la misma Iglesia goza para establecer im- 
puestos y exigir a sus fieles las prestaciones necesarias para la consecución 
de.su fin debe asimismo ejercitarse con arreglo a las normas de la más 
estricta equidad o justicia distributiva, no sólo al establecerse por vez pri- 
mera la imposición, sino a través de cada uno de los cambios apreciables 
que éxperimenten la coyuntura económica y la distribución de la renta del 
país. 

Decimos esto por la dolorosa experiencia que su olvido supuso en la 
historia de la Iglesia. No puede, ciertamente, desconocerse la influencia que 
el factor político (liberalismo, enfriamiento de la fe, hostilidad hacia 
la Iglesia) tuvo tanto en la desamortización cuanto en la abolición de los 
diezmos. Pero téngase en cuenta, y ello es bien significativo, que la des- 
amortización se realizó también con todas las entidades no eclesiásticas 
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(Ayuntamientos, por ejemplo), respondiendo a quejas unánimes de los 
economistas por la inmensa cantidad de bienes que a lo largo de los siglos 
habían venido a quedar trabados. Y que la abolición de los diezmos coin- 
cide a su vez con una reforma tributaria, de amplísima hase, en la que los 
tradicionales impuestos sobre la tierra ven nacer junto a sí otros, que em- 
pezaron pareciéndoseles y acabaron Casi eclipsándoles, sobre la riqueza 
urbana y la actividad industrial. No fué, por consiguiente, un problema 
puramente político, sino también hacendístico y económico el que entonces 
se planteó y, aunque de modo bien erróneo, según se ha mostrado con el 
transcurso de los 'años, se intentó resolver. 


Este punto de vista económico es el que importa utilizar para no tratar, 
como es frecuente en autores eclesiásticos aferrados únicamente al criterio 
jurídico, de volver a plantear el problema buscando su solución sobre bases 
superadas ya en todo el mundo. En nuestros días hemos visto la ruina total 
en que ha venido a parar el patrimonio eclesiástico constituído sobre bie- 
nes inmuebles del grupo de naciones de Europa Central que aún lo con- 
servaban. Con ello puede hablarse ya de algo mundial, sin excepción algu- 
na, que puede inducir a pensar que se trata de algo más profundo que un 
mero capricho de tipo político. Lo que, por otra parte, aparece clamorosa- 
mente confirmado en el mismo terreno de la economía familiar e indivi- 
dual en la que dada vez representan menos las rentas de capital, para dar 
lugar a un auge siempre creciente en la importancia de las rentas de tra- 
bajo. “El dinero cada vez vale menos.” “Para vivir de las rentas hace 
falta un capital inmenso, y aun así puede uno al cabo de unos años pasarlo 
mal”, se oye constantemente, confirmando lo que decimos. 

Con todo y con ser esto tan claro, aun suele olvidarse, si no en general, 
sí al afrontar algunos problemas en concreto. Séanos permitido aducir un 
ejemplo que aclare cuanto venimos diciendo: el del problema de la subsis- 
tencia de las comunidades de clausura papal. Para resolverlo a fondo, ¿es 
suficiente el recurso a la limosna de los fieles? Teóricamente, sí. Los fieles 
deben sostener a quienes se inmolan e interceden continuamente por sus 
necesidades. Hasta aquí lo jurídico. Pero junto a eso, sin negar toda su 
verdad, existe también lo económico: el dinero vale cada vez menos... 
¿No habrá forma de adaptar su estructura económica volviendo a hacerla 
gravitar sobre rentas de trabajo en vez de rentas de capital? ¿No se podrá 
pae or a qu la S. de las comunidades realmen- 
DEN ES Duos PAra eras 8 que quo fuesen de sostenimiento 

Sof ¿No se podrian orientar sus trabajos hacia. la artesanía y las in- 
dustrias del hogar? Creemos que si y que hacerlo, aunque fuese dejando en 
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un segundo plano lo jurídico, sería más estable y más eficaz que el pasajero 
recurso a la limosna, cuya insuficiencia está a la vista. 


5. DEPRECIACIÓN DE LA MONEDA. 


He aquí un primer hecho de carácter universal. Tan universal que no 
conoce excepción ni en el tiempo ni en el espacio. Todos los países del 
mundo y en todas las épocas de su existencia ven cómo su. moneda, en 
ocasiones con arreglo a un ritmo lento (épocas de normalidad económi- 
ca) y en otras Ocasiones con ritmo acelerado (guerras, emisiones de papel 
moneda, trastornos económicos, etc.) se ve continuamente depreciada. Los 
economistas no conocen un sólo caso en que se haya dado el fenómeno 
inverso con ciertas características de estabilidad e importancia. Síguese de 
aquí con toda claridad la exigencia de un mecanismo adaptador, lo más 
automático que sea posible, del volumen de los ingresos al continuo incre- 
mento que por esta única razón, prescindiendo del aumento “político”, ex- 
perimentan los gastos. Este mecanismo será tanto más eficaz cuanto más 
intrínseco sea a las mismas fuentes de dotación. En un terreno puramente 
hipotético, totalmente alejado de la realidad como aquel en que aun nos 
estamos moviendo, podría decirse que el ideal lo constituirian unas fuentes 
de dotación tales que, sin necesidad de acto reflejo ninguno, creciesen en 
caudal simultáneamente a cualquier alteración que experimente el valor de 


` la moneda, corrigiéndola de un modo automático y evitando así todo per- 


juicio a la Iglesia. 


6. AUMENTO POLÍTICO DE GASTOS, 


= A agravar las consecuencias de lo que acabamos de indicar viene otro 
factor que actüa paralelamente: el incremento que en todas las naciones del 
mundo experimenta el gasto público. Al través de cambios de régimen, 
ideología, situación económica, etc., éste sigue creciendo por motivos de 
tipo político: el Estado tiende a ocuparse de un número cada vez mayor 
de problemas, lo que le lleva a incrementar sus gastos. 


7. EL PROGRESO DE LA ORDENACIÓN HACENDÍSTICA. 


Tampoco se puede plantear el problema del patrimonio eclesiástico de 
espaldas al mismo. A partir en especial de principios del siglo XIX, aunque 


anteriormente se preparase con una serie de abusos y propuestas para 
remediar‘os, la ordenación hacendistica ha conseguido unas conquistas de 


las que es necesario hacer mención : 
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a) La distinción clara entre la hacienda del Principe y la del Estado. 
Después de siglos de confusión, llegó a establecerse de una manera neta, 
que no deja lugar a dudas, 'aunque tampoco excluya la posibilidad de un 
tratamiento especial de la primera, por ejemplo en el orden fiscal (leyes 
acerca del Patrimonio real). La distinción no deja de tener interés, aun en 
el terreno de lo eclesiástico, donde no parece haber penetrado suficiente- 
mente, obscurecida en muchas ocasiones por el tradicional concepto de be- 
neficio. 

b) La eliminación de los ingresos patrimomales para ceder su lugar 
de una parte al impuesto, como medio de atender a las obligaciones ordina- 
rias, y de Otra al empréstito, para las extraordinarias. 

c) La ordenación formal implantada en todos los países con carácter 
rígido que pudiera simbolizarse en el presupuesto, o sea en la previa auto- 
rización de gastos e ingresos para una determinada época hecha por acto 
legislativo, público en la mayor parte de su contenido. 

d) Aplicación de estos progresos no sólo a la Hacienda del Estado, 
sino también a todas las haciendas subordinadas al mismo, ya de entidades 
de carácter público (colonias, provincias, ayuntamientos), ya de otras de 
carácter mixto, como las instituciones de tipo paraestatal (los Institutos 
Nacionales de España, por ejemplo). 


8. + POSICIÓN DE LA IGLESIA. 


Un primer examen de la misma nos conduce a la aplicabilidad de todo 
lo dicho. En efecto, las cuatro características del que FAstrAN1I llama “grupo 
público” (sujeto de la actividad financiera), pueden aplicarse a la Iglesia 
acaso con mayor fuerza todavía que al mismo Estado: universalidad, coac- 
tividad, heterogeneidad y variabilidad de necesidades e indefectibilidad. 
Advierte el mismo Fasrant que alguna de ellas puede darse en grupos pri- 
vados, pero que el conjunto únicamente se da en los públicos, es decir, en 
aquellos cuya actividad puede llamarse propiamente financiera. 

Sin embargo, una aplicación apresurada de los principios de la Hacien. 
da tal como han sido elaborados fijándose primariamente en la actividad 
del Estado nos conducirá a resultados erróneos. Sin perjuicio de insistir 
más abajo en ello, pues de esto se trata precisamente en nuestro tema, ob- 
servaremos, por ejemplo, la importancia prácticamente nula que los do- 
nativos voluntarios tienen en la economía de éste, en contraposición a la 
importancia extraordinaria que representan en la Iglesia; la escasa apli- 

.cabilidad que en la Iglesia podrían tener los impuestos indirectos, que 
constituyen hoy una de las más importantes fuentes de ingresos del Estado; 
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o la difícil aplicación que la técnica de presupuestos podria tener en el 
ordenamiento eclesiástico. 


DATOS PREVIOS DE CARACTER ECLESIASTICO 


9. HISTÓRICOS. 


Es algo que no puede olvidarse si se ha de valorar adecuadamente el 
contenido de muchas de las opiniones actualmente en boga: durante mu- 
chos siglos las posesiones patrimoniales de la Iglesia subvinieron, con plena 
independencia de la misma frente a toda injerencia extraña, a las necesi- 
dades que planteaba el desenvolvimiento de su vida. La ruptura con este 
sistema de dotación se hizo de un modo violento y se sustituyó por otro 
(dotación por el Estado) que privaba de aquella preciosa independencia 
y que frecuentísimamente estuvo por debajo de lo que la realidad de las 
mismas necesidades exigía. Estas raíces históricas son las que proporcio- 
nan savia abundante a la añoranza existente en muchos ambientes eclesiás- 
ticos de aquel primitivo sistema. 


IO. (COYUNTURA ACTUAL. 


Dependiendo, sin embargo, la vuelta a aquel primitivo sistema de fac- 
tores que en su inmensa mayoría escapan a la potestad directa de la Iglesia, 
ha tenido ésta que irse adaptando a las realidades político-económicas que 
se le iban ofreciendo, encontrándose en la actualidad en un momento cons- 
titucional interesantísimo: “Porque, si el canon 1.409 mantiene la noción 
jurídica del beneficiario tal como salió de la contienda doctrinal de las ves- 
titudas—incorporación de un elemento material o económico, la dote, a la 
función espiritual u oficio—, en cambio la fórmula del canon 1.410 no sola- 
mente recoge los cambios acaecidos al correr de los siglos, sino que además 
por su amplitud y flexibilidad se halla abierta a los progresos y trans- 
formaciones que a la rigidez de la dote aportan los conceptos modernos de 
dotación de servicios y de retribuciones del personal—sueldo y honora- 
rios—, con las cualidades de graduación interna y de jerarquía que, jun- 
tamente con la multiplicación de los oficios eclesiásticos sin beneficio vienen 
a proporcionar mayor unidad y trabazón, o sea una mayor solidaridad a 

los elementos del sistema económico” (2). 


(2) PÉREZ MIER, Sistemas de dotación, pág. 3. 
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Publicado el Código de Derecho canónico en el mismo año en que ter- 
minaba la primera guerra, es decir, en plena oscuridad en lo que a lo eco- 
nómico se refería, no quiso acometer de frente, ni hubiese sido posible 
hacerlo, el problema económico, sino que se limitó a unas cuantas obser- 
vaciones de tipo muy general, susceptibles, por tanto, de ser acomodadas 
a la realidad económica de cada país por el Derecho particular del mismo, 
ya concordatario, ya de carácter estrictamente interno (concilios plenarios 
o provinciales, sínodos diocesanos...). Esto ha dado lugar, de una parte, 
a la actual falta de una suficiente elaboración doctrinal (los tratadistas, de- 
jándose llevar del sistema exegético del Código, se limitan a hacer obser- 
vaciones muy generales), pero de otra ha permitido la floración de un 
interesantísimo derecho particular, concienzudamente estudiado por la obra 
de Pérez MIFR, en el que no sólo se dan soluciones a los problemas plan- 
teados, sino que se apuntan también tendencias muy significativas que po- 
drán tener el día de mañana repercusiones definitivas en el ordenamiento 
general de la Iglesia. 


Elo DIFICULTADES. 


No puede, sin embargo, dejar de valorarse la complicación cierta que 
al problema aporta el fino sentido de lo tradicional que la Iglesia posee. 
Amor a la tradición, que si es cierto que sirvió para hacer al mundo el 
inmenso servicio de transmitirle una cultura clásica que de otro modo hu- 
biera desaparecido, no es menos cierto que no siempre permite adaptarse 
con suficiente rapidez a las cambiantes de la coyuntura económica. Cono- 
cemos personalmente un fondo eclesiástico que importaba varios millones 
de pesetas en 1940 y que por haber quedado al margen de toda transacción 
durante estos años ha venido a quedarse reducido efectivamente, ya que 
no de una manera nominal, a menos de la mitad de su valor. Una medida 
llena al parecer de prudencia, ya que ponía aquel capital al abrigo de toda con- 
tingencia en el mundo de la bolsa o de los negocios, venía a resultar con- 
traproducente, No es menos interesante y aleccionador el caso de un par- 
ticular que quiso hacer una manda piadosa invirtiendo el capital, no en los 
valores del Estado en que venía siendo tradicional hacerlo en la diócesis 
de que se trataba, sino en una combinación de valores industriales que él 
mismo indicó. Pasaron unos años, muy pocos, y mientras las mandas cuyo 
capital había seguido el tradicional cauce de inversión quedaba reducido a 
la mitad, el de ésta se había duplicado. Ejemplo elocuente de signo con- 
trario al anterior, que, sin embargo, lo complementa. 
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Cierto que no sería difícil ofrecer otros muchos de entidades eclesiás- 
ticas que vieron perecer su patrimonio por meterse en arriesgadas aventu- 
ras financieras. Pero, en último término, vendrían todos a confluir a un 
mismo resultado: eliminación radical del azar, pero aceptación franca de 
las conclusiones de la moderna ciencia de la administración financiera. 


Otra dificultad, y no pequeña, proviene de la estrechísima ligazón exis- 
tente entre lo económico y lo político. Puede una solución ser financiera- 
mente impecable y no convenir de ninguna manera desde el punto de vista 
del gobierno de la Iglesia. Entrambas esferas ‘se interfiere con frecuencia. 
. Y si hay reformas que empiezan en lo económico para terminar en lo dis- 
ciplinar, también hay otras que se ven frenadas por este segundo aspecto. 
No basta, por poner un ejemplo de actualidad candente sobre el que ya he- 
mos hablado, con decir que la solución del problema económico de los mo- 
nasterios contemplativos femeninos sería su «federación. Aun admitiendo 
esto, haría falta saber si tal federación es conveniente. La ültima palabra 
la dice, por tanto, no el hacendista, sino el gobernante. 


Finalmente, puede señalarse una dificultad no despreciable: nos referi- 
mos a la interferencia siempre posible y en algunos tiempos positivamente 
probable por parte de la coyuntura politica que atraviese el Estado. No es 
suficiente que un sistema sea hacendisticamente impecable. Aun así no seria 
perfecto si no atendiese a la posibilidad de un cambio de posición por parte 
del Esttado y previese los medios necesarios para poder subsistir. 


Quiere esto decir que al par que se atiende al presente, mediante ade- 
cuadas fuentes de dotación, ha de atenderse también al futuro mediante 
una eficaz educación del sentido de cooperación económica de los fieles. 
Es necesario ía toda costa evitar que las épocas de paz amortigtien de tal 
manera ‘el sentido de responsabilidad de éstos, que no haya forma de des- 
pertarlos cuando la guerra sobreviene. 


Puede ocurrir que esto haya que hacerlo a trueque de soportar unas 
mayores incomodidades y de renunciar a positivos beneficios presentes. 
Pero la desgraciada experiencia de épocas y países en que se descuidó el 
hacerlo enseña que no es excesivo el precio que se paga con tal. de poder 
responder en épocas muy difíciles a responsabilidades gravísimas. Un 'au- 
téntico sistema de dotación económica ha de servir, sí, para la paz, pero 
ha de tener suficiente flexibilidad para responder de una manera plena 
a las exigencias de la guerra que pueda sobrevenir. 
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I2. . EXIGENCIAS PARTICULARES. 

También es necesario tenerlas en cuenta. El ordenamiento hacendístico 
de la Iglesia ha de tener un carácter que a primera vista puede parecer con- 
tradictorio: la carencia, al menos de un modo relevante, de odiosidad. Lo 
lleva consigo la naturaleza misma de la Iglesia y su manera de actuar. Aun 
en la hipótesis de una imposición hecha con carácter vinculatorio estric- 
to pugnaría con sus mismas características una ejecución forzosa en masa 
al estilo de las que el Estado suele realizar en determinados impuestos, par- 
ticularmente en coyunturas económicas excepcionales (contribuciones ex- 
traordinarias por beneficios de guerra). "Sabemos que la Iglesia, como 
sociedad perfecta, puede imponer tributos a los fieles—ha escrito el ex- 
celentisimo señor Obispo de Oviedo—, y tal vez fuera esto, al menos en 
teoría, el medio más digno, atendida la naturaleza de la Iglesia. Pero como 
madre bondadosa no quiere prescindir de las circunstancias en que se des- 
envuelve en determinado país ni del sujeto obligado a contribuir como 
sübdito suyo" (3). 

Por otra parte, la gran masa de bienes, derechos, acciones, etc., es sus- 
ceptible de una ulterior aplicación, que no suele darse en haciendas de 
entidades locales, por ejemplo. Nos referimos a la utilización bancaria de 
fondos existentes en caja pertenecientes a un sin fin de entidades menores, 
subordinadas, por ejemplo, a la diócesis. (Préstamo mutuo, seguro tam- 
bién mutuo, administración común, etc., de fondos de fábrica de las pa- 
rroquias). Ya hay alguna diócesis espafiola en que tal organización fué 
implantada hace unos cuantos años, y el tiempo transcurrido ha servido 
para confirmar más y más el acierto con que se hizo. 


TEORIA DEL GASTO PUBLICO 


I3. RAZÓN DE SU INCLUSIÓN. 


Con mucha razón hace notar C. T. EHEBERG que propiamente la teoría 
del gasto püblico no corresponde a la Hacienda, sino más bien es objeto de 
consideraciones de carácter político. Sin embargo, la incluye él en su tra- 
tado y la incluímos nosotros en esta ponencia, por advertirse claramente - 
| de una parte que no se puede adquirir plena visión de la Hacienda prescin- 


diendo del gasto, y de otra, por la conveniencia de examinar este gasto des- 
de el punto de vista económico. 


(3) Excmo. y Rvdmo. Sr. D. JAVIER LAUZURICA en el Prólogo a la obra de PÉREZ MIER. 
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En lo eclesiástico, como en lo secular, sigue siendo verdad que la fi- 
jación del gasto público es una función netamente política. Así vemos 
cómo en los gastos habituales de una diócesis se incluyen hoy partidas que 
hace un siglo eran totalmente desconocidas, quedando relegadas a un se- 
gundo plano otras que antaño tuvieron carácter primario. Así, hoy no se 
concibe la construcción de una parroquia nueva sin una serie de institu- 
ciones adicionales (casa cural, locales para Acción Católica... y acaso es- 
cuelas, patronatos, etc.), como en lo diocesano se plantea el problema de la 
construcción y dotación de casas de ejercicios, alojamientos y subvención 
a los organismos centrales de apostolado (“obras diocesanas”, organismos 
del tronco de Acción Católica, etc.). En cambio, han quedado en segundo 
término o han desaparecido el cúmulo de colegiatas antiguamente exis- 
tentes, minúsculas fundaciones asistenciales... En algunos casos se trata 
de una transformación íntima de una entidad que exige una expansión ex- 
traordinaria de presupuesto. Tal es el conocidisimo de los seminarios, do- 
tados a raíz del Concilio de Trento con los frutos de unos cuantos benefi- 
cios y que hoy exigen la tensión económica de casi todas las fuerzas vivas 
de la diócesis. No faltan casos, también arriba aludidos, en que se plantean 
necesidades fuera del rígido cuadro tradicional y aun del ámbito territo- 
rial. Tal es el de la contribución a organismos nacionales (por ejemplo de 
Acción Católica) o de toda la Iglesia (limosnas con destino a las misiones). 
Y aun podría llevarse más allá esta variabilidad y diversidad de tipos en 
cuanto a la expansión de los gastos en una doble hipótesis, que podría 
considerarse: la aceptación por parte de la diócesis o de la parroquia de 
gastos preexistentes, pero considerados hasta ahora fuera de su ámbito 
(dotación, por ejemplo, de los monasterios contemplativos de mujeres exis- 
tentes en el territorio); o la aceptación de obligaciones en otro territorio, 
tal como parece apuntarse en el terreno constituyente con el audaz gesto 
de la diócesis de Vitoria adoptando de forma colectiva el Vicariato Apos- 
tólico de Los Ríos en el Ecuador. 

Todos estos ejemplos muestran hasta qué punto la fijación de los gas- 
tos públicos es una misión que, con palabra poco usual, pero expresiva, he- 
mos llamado “política” en el sentido de subordinarse a criterios que no son 
exclusivamente económicos ni tienen una fijeza que no los haga susceptibles 
de ser influídos por la orientación del momento. La preocupación apostó- 
lica, de conquista, actual no es precisamente la que en el siglo XVII tenía 
la Iglesia, cuya atención se centraba más bien en funciones de culto pú- 


blico. 
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14. (CONTENIDO. 

Síguese de aquí la conexión íntima en que el régimen de gastos públicos 
se encuentra con la misma organización y estructuración de la Iglesia. El 
sistema beneficial, básico, es, en último término, reflejo de una peculiar 
organización económica y su crisis actual demuestra el tránsito a otra que 
será probablemente reflejo de aquella en que ha venido a desembocar una 
crisis parecida que previamente sufrió el régimen. de gastos del Estado. 
Si se piensa en la progresiva iniciación de las diversas ramas de la admi- 
nistración; en la continua creación de nuevos cuerpos de carácter nacional, 
incluso en funciones especificamente municipales (secretarios de adminis- 
tración local, directores de bandas de música, etc.); en la progresiva re- 
gresión del sistema de dotación por tasas para dar lugar al de. sueldos 
(reciente reforma de la administración de justicia en España); en la ten- 
dencia a nivelar las desigualdades que pueden existir entre las diversas 
categorías por razón únicamente de destino (fondos para dotación de no- 
tarías y registros incongruos); la aspiración a inmovilizar el funcionario, 
prescindiendo de sus ascensos de carácter económico..., se verá que todo 
esto no es más que la anticipación edificada en el terreno estatal de algo 
que muy lentamente se apunta en lo eclesiástico y que diestramente ha 
sabido vincular PÉREZ MIER (4) a estos indicios: 

a) “Dotación de servicios y de retribuciones del personal—sueldos 
y honorarios—con las cualidades de graduación interna y de jerarquía”, 
fenómeno que claramente se aprecia ya en la organización de los países 
anglosajones (con sueldos fijos a los párrocos) y de la que no faltan indi- 
cios en los mismos paises latinos (recuérdese la “perequazione?” de bene- 
ficios de Italia, los suplementos de congrua en favor de algunas parro- 
quias más pobres establecidos en algunas diócesis españolas). Todo ello. 
como consecuencia de aquella actitud de conquista a que más arriba alu- 
diamos, que aconseja que haya por lo menos igualdad, si no preferencia, 
en el tratamiento económico de quienes están en puestos difíciles para que 
no se dé el caso de que a parroquias de muy bajo nivel religioso y de 
consiguiente gran necesidad moral vayan a parar los sacerdotes de menor 
valía, Y de una experiencia secular que demuestra hasta qué punto la 
estabilidad en sus puestos de los pastores de almas contribuye al bien es 
piritual de éstas; estabilidad que muy difícilmente puede obtenerse con 
estímulos puramente ascéticos, que si tienen indiscutible eficacia en un or- 
den estrictamente individual, no la tienen, en cambio, en el orden familiar 


(4) Sistemas de dotación, pág. 3. 
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o social, El continuo trasiego de titulares en las sedes episcopales de na- 
ciones con una demarcación diocesana muy irregular, en contraste con la 
ausencia total de tales traslados en una nación tan homogéneamente dis- 
tribuída como Bélgica, es un ejemplo, en el plano mundial, de lo que en 
pequeño ocurre en todas las diócesis. 

b) “La multiplicación de los oficios eclesiásticos sin beneficio”, fe- 
nómeno que constantemente se observa y con el que viene a concluir un 
menor aprecio de los tradicionales oficios beneficiales. La dotación, por 
ejemplo, que en el último convenio obtuvieron los profesores de seminario 
hace necesariamente que su cargo haya adquirido una relevancia sobre 
otros que tradicionalmente parecían tenerla mayor, y aun hoy la tienen en 
muchos aspectos. 

Late aquí, en realidad, algo más hondo que una mera veleidad jurí- 
dica: la crisis que atraviesa el concepto mismo de beneficio. Ni aun con 
las correcciones y drásticas ampliaciones de que ha sido objeto en el ca- 
non 1.410 el concepto de dote beneficial creemos que el tradicional con- 
cepto de beneficio pueda subsistir. No es que aseguremos que el cambio 
vaya a ser de hoy o de mañana. Pero sí que hemos de asistir, mas tarde 
o más temprano, a un replanteamiento de la cuestión, sobre bases menos 
personalistas, con un desplazamiento de la atención desde el beneficiado 
al bien de las almas al que primeramente ha de atenderse. Los indicios 
se multiplican. Algunos señalaremos en el terreno de lo constituido al 
hablar de las tasas. Y es cada vez más general, en el de lo constituyente, 
la tendencia a dotar de fuentes de ingresos propios a las diócesis como 
tales y a otras entidades morales que actualmente carecen de ellas. Como 
se observa en la práctica, la tendencia a superar una etapa en la que la 
excesiva personalización de la mesa episcopal presentó para sus titulares 
una especie de prolongación del antiguo tormento de Sísifo, en beneficio, 
sí, de sus herederos, pero en perjuicio de la Iglesia. En último término 
vendrá a ser la aplicación a la Iglesia de lo que hace siglos se realizó en 
el Estado: la separación entre la Hacienda del príncipe y la del propio 
Estado. 

c) “Una mayor solidaridad de los elementos del sistema económi- 
co”, también muy clara. La más superficial observación de lo que viene 
ocurriendo en las diócesis nos muestra el fuerte robustecimiento de sus 
órganos centrales, con mengua de atribuciones de institutos subordinados 

.a ello. Así, las casas rurales, durante siglos consideradas como un ele- 
mento más de beneficio, han sufrido en muchas partes una honda trans- 
formación de su régimen jurídico al integrarse en una obra diocesana que 
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cuida de todas ellas, percibiendo rentas y haciéndose cargo de reparacio- 
nes, mejoras, etc. Parecida significación tiene la exigencia de depositar 
integramente los fondos de fábrica y cuantas disponibilidades monetarias 
tenga la parroquia en la caja diocesana, abriéndose a nombre de la misma 
parroquia una cuenta que devenga intereses. 

No se vea en estos indicios únicamente la manifestación de una ten- 
dencia absorbente y centralizadora, sino de algo que viene exigido por 
la misma vida moderna, con sus características de movilidad y dinamici- 
dad. Mientras las poblaciones se mantenían estables, sometidas a leves alte- 
raciones de un ritmo extremadamente lento, no había inconveniente nin- 
guno en esperar a que tal cambio se produjese para atenderlo por la vía 
extraordinaria de una desmembración de beneficio. Pero cuando las po- 
blaciones se desplazan rapidisimamente, cuando están sometidas a un pro- 
ceso de crecimiento normal, previsible y acelerado, no cabe esperar a que se 
haya producido para remediarlo con extraordinaria dificultad, ya cuando el 
suburbio está descristianizado, sino anticiparse al problema echando las ba- 
ses de un ‘facil remedio: los órganos centrales pueden hacerse cargo de la 
financiación de la nueva parroquia, aun en trance de no poder vivir por 
sí misma. Mera aplicación, al fin y al cabo, de lo que, en un plano uni- 
versal, representa la actividad misional de la Iglesia. 


I5. (CLASIFICACIÓN. 


Como en el Estado, también en la Iglesia se clasifican los gastos des- 
tinados a necesidades de personal y a necesidades reales. Hemos apuntado 
la tendencia que en ciertas diócesis se manifiestan a flexibilizar la rigidez 
del sistema beneficial compensando con cargo a un fondo común las di- 
ferencias que puedan existir entre los diferentes puestos. También ha 
quedado anotado hasta qué punto las necesidades de carácter real son sus- 
ceptibles de ampliación o disminución, según el criterio que impere. 

Escasa aplicación tendría la clasificación de gastos ordinarios y extra- 
ordinarios, por lo que prescindimos de ella, sin perjuicio de que más abajo 
(en el número 25) hagamos mención de los medios típicos de atender a 
los gastos extraordinarios, a saber, los empréstitos y el crédito. 


IÓ. NECESIDAD DE SISTEMATIZACIÓN. 


No es posible terminar esta parte sin hacer notar que este problema 
gravísimo de la sistematización del gasto público eclesiástico está hoy 
casi sin tocar. Recórranse las fuentes del Derecho particular y mucho 
más las de Derecho universal, y se verá que las indicaciones com a mas 
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de escasas, imprecisas y fragmentarias, dando lugar a situaciones dolo- 
rosas y que a veces rozan a la misma justicia. Si el problema hacendístico 
de la Iglesia ha de encontrar solución, nos parece imprescindible comenzar 
por una ordenación y sistematización del gasto público eclesiástico, según 
criterios científicos y con arreglo a los módulos de la moderna técnica 
financiera. No puede dejarse al azar, o a la tradición formada en circuns- 
tancias radicalmente diversas, lo que ha sido ya objeto de victoriosas con- 
quistas de la ciencia. 

Esto exigiría, a nuestro juicio: 

a) Un intento serio y concienzudo de elaboración de la estadística 
eclesiástica. Mucho se ha avanzado por este camino en estos últimos años, 
pero mucho más es lo que hay que avanzar si tal estadística ha de servir 
para estos fines. 

b) Fijación, con la máxima nitidez y claridad que sean posibles, de 
los principios a que ha de obedecerse en la distribución de los fondos exis- 
tentes, de forma que no se dé el caso de una actuación dispar entre lo 
económico y lo gubernativo que venga a neutralizar la acción pastoral 
adscrita a este segundo aspecto. Nos referimos al efecto extraño que po- 
dría resultar de que, mientras se proclamaba la estima y gran necesidad 
de un puesto difícil (v. gr., de apostolado rural), se rodeasen de las má- 
ximas ventajas Otros (v. gr., radicantes en las capitales). 

c) Un conjunto de normas, de tipo formal, que ordenasen con cierto 
carácter de uniformidad la formación del presupuesto anual de gastos e 
ingresos —dotado de unidad orgánica—, tanto en el ámbito de la parro- 
quia como en el de la diócesis 

d) Un sistema ágil, rápido y eficaz de percepción de ingresos, or- 
denación de pagos y rendición de cuentas, que impida que el dinero pro- 
cedente de colectas, tasas, etc., pase largos meses inactivo, pudiendo ser- 
vir desde el primer momento para su fin mediante una adecuada organi- 
zación. Resulta realmente extraño que existan por toda una diócesis can- 
tidades de dinero que en la Caja Diocesana podrían estar rindiendo uti- 
lidad. 

e) Pero entendiendo todo cuando precede con la cautela a la que más 
arriba hemos hecho alusión (número 8), ya que hay cosas en el ordena- 
miento hacendístico estatal que no pueden aplicarse al eclesiástico (publi- 
cidad del presupuesto, rigidez en su distribución, publicidad integra de 
las estadísticas, etc.). 
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17. (OBSERVACIONES PREVIAS. 


Aunque propiamente no entren en el concepto de ingresos, tienen, sin 
embargo, una trascendencia similar dos institutos jurídicos a los que 
previamente queremos aludir. 

a) Desgravaciones fiscales: 

Tradicionalmente vienen siendo objeto los bienes eclesiásticos de un 
tratamiento especial por parte del Estado, tratamiento que se acomoda 
a tipos muy diversos y en ocasiones opuestos, que van desde la total 
exención hasta la creación de impuestos especiales para disminuir el pa- 
trimonio eclesiástico. También aquí conviene notar la oportunidad de ha- 
cerse cargo de la situación económica del país. Ante el problema es ne- 
cesario tomar una posición realista que evite la odiosidad de una exen 
ción total en un país de elevadísima presión tributaria o la utópica po- 
sición de renunciar a exenciones que podrian ser muy ventajosas sin 
alterar de modo notable la situación financiera de la nación. La ‘Historia 
aconseja de consuno: 

aw) No pasar de ninguna de las maneras por una exención ficticia. 
Recórranse los escritores económicos y se verá con qué frecuencia, tanto 
los historiadores como los teorizantes, hablan de la exención de los bienes 
eclesiásticos como de algo que estaba vigente en nuestro siglo XVIII, por 
ejemplo, estando demostrado que tal vigencia era puramente teórica, pues 
una serie de concesiones hacia que los bienes eclesiásticos tributasen más 
que los seculares. De esta manera, sobre hacerse creer al pueblo en una 
exención que no existia y atraer hacia sí la odiosidad, se terminaba pa- 
gando más de lo que en una hipótesis normal se hubiera debido. 


J r . z 

b’) Tener en cuenta la coyuntura económica del país, que puede acon- 
sejar limitaciones al ejercicio del derecho cierto de la Iglesia en esta ma- 
teria. 

b) Patrimonio propiamente dicho: 

Nos referimos al conjunto de lo que pudiéramos llamar instalaciones 
(inmuebles, fincas, mobiliario, etc.). Respecto a él nunca se insistirá sufi- 
cientemente en su carácter estrictamente funcional de forma que pueda 
figurar de una manera efectiva y no meramente nominal en el activo de 
b. o Ea Decimos esto por la dolorosa circunstancia de que mu- 
chas entidades eclesiásti ñ ' 

rd: de asticas españolas se encuentran gravadas por las con- 
SURE económicas del sostenimiento de edificios totalmente inadecua- 

OS a sus necesida d A : 

d des. Comunidades religiosas, en especial de clausura, 
parroquias y otras entidades padecen continua estrechez para poder hacer 
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frente a los gastos de entretenimiento de enormes edificios, en su máxima 
parte inútiles, y, por tanto, perjudiciales para la consecución de sus fines. 


18. PROPIEDAD INMUEBLE. 


“Examinando los presupuestos de los Estados modernos—dice VITI 
DE Marco—, en el decurso de una serie de años observaremos que los 
ingresos de bienes patrimoniales tienden a desaparecer, a diferencia de lo 
que Ocurría en el antiguo régimen, en que los bienes patrimoniales cons- 
tituían la fuente casi única de ingresos públicos. La desaparición de los 
ingresos patrimoniales es el resultado de un dilatado proceso histórico en 
el que actuaron fuerzas económicas y políticas.” 

¿Es susceptible de revisión este proceso en cuanto a la Iglesia? Cree- 
mos sinceramente que no, por estas razones: 

a) Se trata de un fenómeno universal, que ha alcanzado a todos los 
Estados sin excepción. No parece que la Iglesia pueda sustraerse a las 
leyes económicas que lo han impuesto. Y de hecho ya hemos notado cómo 
ha sido últimamente liquidado en las naciones en que hasta ahora había 
subsistido tal patrimonio. 

b) Dada la expansión, que ya hemos notado, del gasto público ecle- 
siástico, la atención del mismo con fuentes únicamente patrimoniales su- 
pondría la inmovilización en manos eclesiásticas de una masa de riqueza 
que difícilmente podría soportar la economía nacional. 

Una excepción tratan de hacer algunos autores con la propiedad de 
montes. Se trata, en efecto, de bienes de explotación mucho más ‘facil 
que los de otro género (por ejemplo, agrícolas) y que de hecho algunos 
Estados vienen utilizando, y aun más las entidades locales: menores (es 
el caso de innumerables municipios españoles enclavados en zonas fores- 
tales). Como solución total no puede admitirse por estas razones: 

a’) Porque al no existir actualmente supondría una ingente masa 
de gastos de primer establecimiento, de que muy difícilmente se podría 
disponer. 

b') Porque zonas enteras de muchos países, por ejemplo, España, no 
serían susceptibles de admitir esta explotación forestal. 

Sintetizando nuestro pensamiento diríamos: que resulta aconsejable la 
retención de esta riqueza allí donde exista y su discreto fomento, pero sin 
que pueda aspirarse a hacer de ella una solución total. 


NO eee 
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I9. LA DEUDA DEL ESTADO. 


Tiene cierta raigambre histórica, puesto que se echó mano de ella en 
el siglo XIX para remediar la situación creada por la desamortización (claro 
está que de un modo teórico nada más) y ha sido objeto de reciente exa- 
men en España. No parece aceptable como fuente única o casi exclusiva 
de dotación por los siguientes reparos: 


a) Aceptarla supondría olvidar la ley fundamentalisima a que inicial- 
mente aludiamos: devaluación constante de la moneda e incremento de 
gastos. Pongámonos mentalmente en un arreglo de esta clase que se hu- 
biese hecho en Espafia, por ejemplo, en 1939. Tras de haber anunciado 
que se habia llegado a la solución cabal del problema del presupuesto ecle- 
siástico con la entrega de centenares de millones y títulos de la deuda, nos 
encontraríamos ahora con que éste había quedado intacto por la baja del 
poder adquisitivo de la moneda y del continuo crecimiento de la misma 
deuda. 

b) En el caso de aceptarse tal masa de papel del Estado con carácter 
intransferible, apenas se ve la diferencia que haya a la dotación por medio 
del presupuesto, siempre que éste se haga con un carácter de subvención 
global. Un cambio de régimen político traería aparejadas consecuencias 
totalmente idénticas en ambas hipótesis. 


c) Sila deuda se aceptaba como transferible, se ponia el Estado en 
una situación muy especial: una decisión por parte de la Iglesia de ena- 
jenar una porción mayor o menor de su deuda podría causar trastornos 
económicos definitivos en la estructura económica del país. 


20.. ACTIVIDADES INDUSTRIALES. 


Han sido objeto recientemente de animada controversia en Francia. 
CHASSAGNADE BELMIN propuso en una crónica jurídica aparecida en “Fran- 
ce Catholique” de 3 de diciembre de 1948 la implantación de una serie de 
industrias que pudiesen servir para subvenir a las necesidades de los di- 
versos entes eclesiásticos. Serían, por consiguiente, propiedad de las co- 
munidades parciales y una especie de símbolo de la cooperación económica 
de éstas. Con Justa razón el profesor Luis DE Naurots le contestó desde 
las páginas del "Bou'etin de Litterature Eclesiastique”, número de abril- 
junio de 1949, haciendo presente los muchos reparos que a esta solución 
pueden acogerse: introducción de la Iglesia como tal en el mundo de la 
oferta y la demanda, de la búsqueda de materias primas, de las relaciones 
entre *! capital y el trabajo, de la tributación..., inconvenientes para en- 
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contrar gerentes adecuados, dificutades de elección de industrias que ofre- 
ciesen las necesarias características de seguridad y productividad, etc. Por 
nuestra parte no tenemos inconveniente en decir que la solución nos parece 
totalmente inaceptable. 


Ni siquiera, y eso que sus inconvenientes serían mucho menores, nos 
parece que pueda aceptarse una solución paralela a la que el Estado ha 
adoptado para la constitución, cada vez más frecuente, de empresas de eco- 
nomía mixta: emisión de series especiales de acciones (frecuentemente di- 
ferenciadas por el color). Como manifestación de liberalidad por parte de 
una empresa que quisiera así hacer partícipe a la Parroquia en que está 
enclavada de sus beneficios, nos parecería aceptable. Como solución gene- 
ral, no. Y lo mismo se podría decir de la adquisición libre de valores in- 
dustriales. 


21. MONOPOLIOS. 


Empecemos por los que pudiéramos llamar “internos”, es decir, que 
atectan más o menos a entidades eclesiásticas, Tienen cierta tradición, pero 
como fuente parcial de dotación. Recuérdese sin salir de España los dos 
casos conocidisimos de la impresión de cartillas en Valladolid por su Iglesia 
mayor y el privilegio del nuevo rezado o monopolio de libros litúrgicos 
de El Escorial. Sin llegar propiamente al monopolio hemos visto muy re- 
cientemente implantarse una especial tributación, determinada en cada caso 
por la administración de bienes de la Santa Sede, sobre la edición de libros 
litúrgicos. Y no faltan Diócesis en que la edición de la cartilla de rezo 
constituye una fuente de ingresos más o menos saneada. 

Claramente se ve que el monopolio puede constituir un ingreso más. 
pero en modo alguno al fuente principal de dotación. 

Exactamente lo mismo cabría decir de los “externos”. Aun en el caso 
de que el Estado accediese a crear un monopolio para que su producto se 
entregase integramente a la Iglesia, tal sistema de dotación tendría el in- 
conveniente gravísimo de la odiosidad. Nota que si puede ser soportada por 
el sistema hacendistico estatal ha de rechazarse de plano, como ya quedó 
indicado más arriba, cuando se trata del eclesiástico. 


22. DoTACIÓN EN EL PRESUPUESTO DEL ESTADO. 


“Nacido con el concordato de Napoleón en 1801, como consecuencia 
del despojo de la propiedad eclesiástica efectuado por la revolución fran- 
cesa, el sistema permaneció en vigor en Francia hasta la Ley de separación 
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de 1903 y actualmente se aplica con modalidades distintas en Bélgica, Es- 
paña y gran parte de Hispanoamérica” (5). 

Nos encontramos frente al primer intento que pueda considerarse se- 
riamente de un sistema de dotación total. Tiene sobre los demás la ventaja 
de haber sido largamente contrastado por la práctica. Y la práctica ha 
mostrado que no carece de ventajas. El ha sido, por ejemplo, el encargado 
de compensar las diferencias, en ocasiones intolerables, existentes entre 
diócesis y parroquias de una misma nación. El ha defendido la vida ha- 
cendística de la Iglesia en países que carecían de suficiente educación eco- 
nómica. Sin embargo, los resultados de un examen de conjunto parecen 
conducir a una resolución de tipo negativo en cuanto a su conveniencia, 
por las siguientes razones: 

a) Menoscabo de la independencia de la Iglesia.—Es evidente; quien 
paga, manda. Y unas veces este mando se traduce de un modo clamoro- 
so en la negativa a satisfacer las correspondientes dotaciones a quienes 
de una manera u otra disgustaron con su conducta al Estado (“suspen- 
sión de temporalidades”). Otras, la influencia va por el camino del dis- 
cernimiento de gastos y subvenciones según la conducta para con el Es- 
tado de quien las solicita...; las manifestaciones son múltiples, y esto es lo 
grave: lo lleva en su misma entraña el sistema. 

Cabe sin embargo una aminoración de este defecto cuando el pago se 
hace de una manera global, no por medio de nóminas detalladas, o con 
cargo a un fondo independiente y autónomo. 

b) Falta de adaptación a la realidad económica.—Es éste el principal 
fallo del sistema. Con una sola excepción, meritoria, pero aislada: Bélgica. 
Los Estados se han venido resistiendo a elevar la cuantía de la parte ecle- 
siástica de su presupuesto. Tal es el caso de España, en la que habiendo 
experimentado en un período de cuarenta años los presupuestos generales 
del Estado un aumento del 259 por 100 las obligaciones civiles del Minis- 
terio de Gracia y Justicia, las obligaciones eclesiásticas se mantienen en el 
III por 100 en relación con el año 1857, fecha del Concordato. 

Si se recuerda algo la ley universal y cierta de la progresiva devalua- 


ción monetaria se comprenderá que el sistema no puede satisfacer más 


que temporalmente. 


c) Falta de educación econdmica—Es un tercer defecto que viene a 
agravar los dos anteriores. La noticia que llega al ciudadano de que el 
Estado atiende en su presupuesto al sostenimiento de la Iglesia hace que 


(| (5) PÉREZ MIER, Sistemas de dotación, pág. 7. 
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se sienta totalmente exonerado de toda obligación económica para con ella. 
Y así la diferencia con el nivel medio de coste o la sanción que el Estado 
impone a algunos eclesiásticos tienen difícil remedio. En España tenemos 
buena experiencia de ello, por ejemplo, en el problema de los seminarios, 
a cuyo sostenimiento nuestros católicos venían acudiendo tradicionalmente 
con una increíble parsimonia por hallarse el problema oculto tras la cortina 
de humo de la minúscula dotación presupuestaria. 

Frente a todos estos inconvenientes, ciertos e indiscutibles, aunque no 
exclusivos, pues se presentan también en otras formas de dotación, cabe 
recordar la obligación cierta que €l Estado católico como tal tiene de con- 
tribuir a que no falten a la Iglesia los recursos necesarios para cumplir 
su misión, obligación que puede y suele verse robustecida por la indemni- 
zación que en justicia debe entregar como consecuencia de anteriores ex- 
poliaciones. 

Estos dos títulos, aunque abonan la no supresión de toda aportación 
económica por parte del Estado, dejan, sin embargo, indeterminada la for- 
ma de hacerlo. Hablando en términos hacendisticos, parece más aconse- 
jable la subvención que la dotación, es decir, que en lugar del actual capítulo 
detallado de “Obligaciones eclesiásticas” de algunos presupuestos se hi- 
ciese entrega a la Iglesia “de una subvención anual global, calculada sobre 
la base de un tanto por ciento del presupuesto total de gastos y de un coefi- 
ciente por habitante sobre los gastos del Estado. La Iglesia llevaría esta 
cantidad a su presupuesto anual de ingresos como una partida más, en- 
cargándose ella misma de hacer la distribución entre las Diócesis y las 
Parroquias conforme a módulos legalmente establecidos y que tendrían 
carácter obligatorio en la confección de los respectivos presupuestos de 


gastos”. 


Don LAS TASAS, 


Es en la actualidad una de las fuentes de ingresos de mayor impor- 
tancia en la Iglesia. Se llaman así las exacciones especiales de las personas 
que requieren o provocan en casos particulares la actuación de los funcio- 
narios a' quienes está confiado el ejercicio de las funciones püblicas. 5e 
diferencian de los impuestos en que en las tasas impera el principio de la 
remuneración especial, del ajuste en cada caso entre el fisco y el individuo 
que ha de pagar la tasa, mientras que en aquéllos impera el principio de 
la remuneración general, esto es, de una exacción para la realización de 


- 


— los fines comunes. 
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Suelen distinguirse las tasas del fisco y de los agentes publicos. Mien- 
tras aquéllas afluyen directamente al tesoro público, éstas se atribuyen a 
los funcionarios que intervienen en el acto que da lugar a la percepción: 
de la tasa a modo de remuneración de su servicio. Las de esta segunda 
clase son las que predominan en la Iglesia. La doctrina está, en general, 
contra ellas y van desapareciendo gradualmente. Oigamos la crítica que 
hace el alemán EHEBERG: 

“Se ha dicho en favor de estas últimas tasas que el Estado no tiene 
que preocuparse de la estimación y cobranza de las mismas; que simpli- 
fica el régimen de caja y hace supérfluo el pago de sueldo a los funciona- 
rios públicos. En cambio, tienen el inconveniente de que dificultan al Es- 
tado la revisión y reforma de los servicios con tales tasas conexos; dejan 
amplio margen a la arbitrariedad de los agentes públicos, fomentando in- 
cluso esta arbitrariedad; colocan el interés por encima del servicio del 
deber, y, en fin, fomentan la desigualdad de la posición pecuniaria del 
funcionario, con lo que, en definitiva, se perjudica el servicio público.” 

Gran parte de esta crítica puede aplicarse a las tasas eclesiásticas, y asi 
podría observarse que no es ajena a ella la tendencia actual a conceder 
una participación cada vez mayor en los derechos de esta clase, o bien 
a Obras determinadas (Seminarios, Instituciones de Beneficencia y Retiro 
Sacerdotal, etc.), o bien a Organismos centrales. Este es el camino, toda 
vez que su expresión acarrearía la total exención fiscal de algunos indi- 
viduos frente a la Iglesia. Vendrían a realizar, en cierto modo, la función: 
que en el Estado realizan los impuestos indirectos. 


No puede, sin embargo, ocultarse el aspecto de odiosidad que la tasa 
tiene en la Iglesia, parte por tratarse de cosas espirituales, mucho más 
sensibles, por consiguiente, a cualquier influencia, por lejana que sea, 
de lo económico, ya por la ocasión con que alguna de ellas se percibe 
(arancel de estola negra). Con justa razón se ha tendido en algunas Dió- 
cesis—las de Sigüenza y Vitoria, si no nos equivocamos—a su disminu- 
ción, sustituyéndola por un sistema de iguala que vendría a equivaler 
al impuesto, al menos en cuanto a alguno de sus aspectos. 


Mientras llega la implantación de este sistema pueden subsistir las ta- 
ie pero la determinación de su cuantia—dentro de cierto margen de li- 

ertad e 1 dad— ia tener É iÓ 
d e igualdad—deberia tener lugar no tanto en proporción a la mayor 


o menor solemnidad del acto religioso, sino en función de la capacidad 


económica de los fieles que solicitan o a quienes se presta el servicio 


establecido en el arancel. Esto tendría, ademas, una ventaja no despre- 


ciable en la práctica, y a la cual, sin embargo, suele atenderse poco: 
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la posible liberación del clero respecto a una porción de obligaciones 
de carácter que casi pudiéramos llamar "ornamental" (mera asistencia a 
bautizos, entierros, etc.), que le impiden atender a los primarios deberes 
de apostolado y ministerio. Poblaciones muy importantes conocemos en 
que la cura de almas y el desarrollo de las organizaciones apostólicas se 
encuentran obstaculizadas por la costumbre, fomentada a través del aran- 
cel de asistir un subido nümero de sacerdotes a casi todos los entierros. 
lo que si pudo pasar cuando el clero abundaba, su tarea era menor y su 
formación fácil, puede resultar hoy intolerable. 

Si quisiéramos sintetizar el juicio que nos merece el sistema de tasas, 
diríamos que si es aceptable como solución parcial y dentro de ciertos lí- 
mites, ni como solución total ni como fuente ideal de percepción puede 
admitirse. 


24. Los IMPUESTOS. 


Una observación previa: los que actualmente llamamos impuestos ecle- 
siásticos no lo son en realidad, si hemos de tomar la palabra impuesto 
en todo el rigor de la misma, toda vez que provienen de bienes que ya 
anteriormente eran eclesiásticos. Al hablar, pues, de impuesto nos referi- 
mos a las detracciones que en su patrimonio puedan sufrir los fieles o las 
entidades de carácter no eclesiástico que éstos constituyan. 

De cuanto hemos dicho hasta ahora se deduce que la historia de des- 
envolvimiento hacendistico de los Estados demuestra claramente una evo- 
lución favorable al impuesto, hasta el punto de haberse eliminado en la 
práctica las demás fuentes de ingresos. Las tendencias mismas de la le- 
gislación particular eclesiástica son también favorables a la imposición: 
la ha establecido Brasil, a pesar de conservar intacto su patrimonio ecle- 
siástico; la tiene como un sistema propio y peculiar el Canadá; es también 
el sistema propio de los países germánicos y hacia ella evolucionan los 
Estados Unidos, Gran Bretaña, Francia, Irlanda... i 

No carece, sin embargo, de dificultades, entre las que pueden seña- 
larse: 

a) Dificultades de implantación. 

Resulta difícil establecerlo allá donde los fieles, por influjo de una épo- 
ca más o menos larga de dotación en el presupuesto, carecen de la adecua- 
da educación económica. 

b) Dificultad en la determinación de la base y líquido imponible, sobre. 
todo si no se cuenta con una adecuada ayuda del Estado. 
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c) Dificultad de recaudación en la misma hipótesis. 

Sin embargo, prescindiendo de que las circunstancias permitan o no 
implantarlo, nadie que haya conocido aunque sea medianamente la histo- 
ria de la Hacienda pública podrá dudar de que es el sistema ideal. La 
adaptación a las contingencias económicas, el hacer frente a circunstancias 
graves, la sensación viva en el fiel de estar contribuyendo a la Iglesia... 
sólo en este sistema adquiere su cabal expresión. 

A nuestro modo de ver, las bases generales de un sistema de retribu- 
ción podrán ser las siguientes: 

a) Impuesto múltiple. 

a') Porque las tentativas de impuesto único han fracasado en todas 
partes. . 

b’) Porque no podría prescindirse en la Iglesia de los impuestos con 
fin especial. 

b) Como fuente parcial. 

Porque necesariamente el sistema tributario de la Iglesia tendría que 
coexistir con el del Estado y tampoco se puede de ninguna de las maneras 
prescindir de su coexistencia con las oblaciones voluntarias de los fieles. 

c) Levemente indirecto. 

El impuesto indirecto parece menos aconsejable: 

a’) La orientación de la doctrina es hoy unánimemente adversa a los 
impuestos indirectos, que si han adquirido cierto auge lo deben más bien 
a razones de orden práctico. 

b’) El número de transacciones que podría alcanzar la Iglesia sería 
escaso. 

C) Aun en el caso de que el Estado ofreciese la necesaria cooperación 
para implantar un impuesto indirecto sobre gran nümero de transacciones, 
no parecería esto conveniente por la falta de educación económica que su- 
pondría y por la mengua del vínculo personal que une al fiel con la Iglesia. 

d’) El impuesto indirecto sería, en una palabra, el término de la evo- 


lución que, como más arriba hemos señalado, tienen que sufrir y han 
iniciado ya las tasas. 


d) Preferentemente directo. 
Cuando en todo el mundo se está reconociendo el impuesto directo como 


el técnicamente más perfecto, sería absurdo establecer un sistema prescin- 
diendo de él. 


e) Problemas técnicos. 


Sin ánimo de entrar a desarrollarlos en toda su extensión, apuntaremos 
tan sólo el de los sujetos (inclusión o no de las personas jurídicas), el de la 
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base impositiva (que debería ser objeto de una cuidadosa elaboración pot 
su trascendental importancia), el de la determinación del líquido imponi- 
ble, etc. 


f) Recaudación. 

En la hipótesis de una adecuada colaboración por parte del Estado se 
plantearía el problema de si convendría o no el sistema de recargo. En ‘fa- 
vor de él se suele invocar la baratura de la recaudación y los mayores 
ingresos que proporciona. En contra militan razones de mayor peso: im- 
perfecciones del sistema tributario; propensión a la defraudación, que se 
fomenta al elevar el importe del impuesto; no se da cuenta el contribu- 
buyente del destino de aquella parte de lo que paga, con lo que el resultado 
sería parecido a la dotación por medio del presupuesto del Estado; cada 
reforma tributaria por parte del Estado plantearía una laboriosa tarea 
de replanteo. En síntesis, es problema éste que habría que resolver teniendo 
en cuenta las circunstancias concretas de cada caso. 


25- OBLACIONES VOLUNTARIAS DE LOS FIELES. 


Es el sistema admitido en el canon 1.410 para la dotación de bene- 
ficios. Se encuentra en uso en los Estados Unidos, Gran Bretaña, Irlanda, 
Holanda, Portugal y Francia, pero ya ha quedado indicado cómo va evo- 
lucionando hacia un sistema de imposición. 

Aunque en un plano teórico resulten claras las ventajas del sistema de 
imposición sobre éste, las razones de difícil implatación del impuesto que 
dejábamos indicadas hacen que desde el punto de vista práctico sea a veces 
preferido. 

Lo que ocurre es que en la práctica se le reviste de tales características 
de regularidad, fijeza y hasta determinación más o menos directa de su 
cuantía que viene a constituir algo intermedio entre el impuesto y la 
simple limosna. Recuérdense, por ejemplo, recurriendo a un caso extremo 
de su dificultad, las sanciones con que a veces se acompaña la no prestación 
de colaboración al “Denier du culte” francés. 

Este sistema de dotación resulta el más adecuado para subvenir a las 
necésidades correspondientes al cuarto grupo de la clasificación que al de- 
limitar nuestro estudio exponiamos. 


26. UTILIZACIÓN DEL EMPRÉSTITO. 


Nada más que dos palabras de esta fuente de recursos extraordinarios 
para llamar la atención sobre su posible utilización ante necesidades extra- 
ordinarias. Conocido es de todos “Le Chantier du Cardinal". Y en España 
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hemos tenido recientemente el ejemplo del empréstito de la Archidiócesis 
de Valencia (cuya cotización aparece con regularidad en los boletines de 
Bo'sa) y algún otro de entidades eclesiásticas menores. 

De una manera enteramente similar podría hablarse aquí del recurso 
al crédito de las entidades especializadas en concederlo. Naciones hay donde 
de una manera habitual se viene recurriendo al crédito para la construcción 
de iglesias. Y en la coyuntura actual española tal recurso, aunque poco 
frecuente en la vida diocesana y parroquial, es, sin embargo, usual en las 
construcciones emprendidas por Congregaciones religiosas, en especial de 
enseñanza. 

Notemos, sin embargo, que tanto el empréstito como el crédito ban- 
cario no resuelven nada por sí. El problema hacendístico queda intacto. 
La utilización de estos medios supone que está ya resuelto previamente, 
pues sólo contando con fuentes de recursos que tengan las suficientes ca- 
racteristicas de seguridad, regularidad y abundancia se puede hacer uso 
de ellos. En otro caso o no se otorga el crédito o se convierte, una vez 
otorgado, en semillero de dificultades y disgustos. 


CONC EDSON 
I La Hacienda eclesiástica no se sustrae a las leyes generales de la 
Hacienda de las entidades públicas. El intento de hacerlo ha solido des- 
embocar en una situación de violencia. 


a 


2." No obstante, no pueden aceptarse indiscriminadamente cuantos 
criterios exponen los tratadistas de Hacienda, sino que se hace una previa 
labor de adaptación. 

3. Convendría comenzar por acometer la ordenación y sistematiza- 
ción del gasto público eclesiástico. Para ello se requerirá: 

a) Una ordenada estadística eclesiástica ; 

b) la determinación clara y precisa de los principios por los que debe 
regirse la distribución de gastos; 

c) un conjunto de normas de carácter formal que ordenasen ésta; 

d) un sistema ágil, rápido y eficaz de percepción de ingresos, ordena- 
ción de pagos y rendición de cuentas. | 
0d Tanto en lo que se refiere al patrimonio eclesiástico estable cuanto 
en lo que hace relación a exenciones tributarias, importa una visión realista 


de la coyuntura económica que haga imperar criterios de verdadera y no 
ficticia utilidad. 
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5. Sin dejar de reconocer el patrimonio como base de algunas enti- 
dades particulares, y como sistema de dotación general para responder de 
cargas especia es, no parece que en el actual sistema económico sea suscep- 
tible de constituir, en ninguna de sus formas, base suficiente para una do- 
tación total y adecuada. 

6. El sistema más lógico de dotación, donde sea: posible implantarlo, 
es el impuesto múltiple, levemente indirecto, predominantemente directo, 
a la manera de los actuales impuestos sobre la renta neta familiar. Esta 
aportación económica de tipo impositivo sería, como tal, periódica, fija 
obligatoria y jurídicamente exigible, aunque nunca con el rigor y en el 
grado de la imposición estatal. 

7. La ulterior determinación del sistema debe dejarse a la conside- 
ración de las siguientes circunstancias: 

a) Situación de las relaciones entre la Iglesia y el Estado. 

b) Antecedentes históricos. 

ıc) Perspectivas consecuentes. 

d) Coyuntura económica, situación hacendistica estatal y presión tri- 
butaria. 

En líneas generales parece que podría tenderse con fruto hacia una 
disminución de impuestos con fin especial, una mayor flexibilidad y coor- 
dinación entre las diversas cajas eclesiásticas y un estudio y tratamiento 
más científico del gasto y de los ingresos eclesiástico püblicos. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA MZ. DE 
MARIGORTA, Pbro. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 
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LAS FUENTES DE DERECHO PRIVADO 
DEL PATRIMONIO ECLESIASTICO 


Según el canon 1.497, $ 1, para que un bien sea eclesiástico, es nece- 
sario y suficiente que pertenezca, como a sujeto de propiedad, a una per- 
sona moral eclesiástica (1). Pueden consistir en bienes muebles o inmue- 
bles, corporales o incorporales, derechos reales o de crédito; así, antigua- 
mente la dote de un beneficio podía consistir solamente en bienes inmue- 
bles; pero hoy se establece expresamente que puede consistir simplemente 
en certae et debitae praestationes alicuius familiae vel personae moralis (ca- 
non I.410). 

La Iglesia no sólo ha reivindicado su capacidad de adquirir y poseer 
legítimamente bienes eclesiásticos, sino también su derecho a exigir de los 


(1) El Derecho canónico distingue las cosas en espirituales, iemporales y mixtas (can. 726). 
Sólo las dos últimas categorías interesan al patrimonio eclesiástico, que puede estar cons- 
tituído de cosas temporales o mixtas. Como la terminología que se usa en esta materia no es 
siempre exacta, no estará de más advertir que el concepto de bien eclesiástico en el sentido 
| del canon 1.497, $ 1, es independiente del de cosa sagrada. 

La cosa sagrada es una cosa mixta, porque siendo temporal está destinada- al culto divino. 
Puede ser bien eclesiástico o no serlo. La terminología procede de los romanos, que yà al fin de 
la República (AELIUS GALLUs) distinguían las cosas divini iuris en res sacrae “quae diis superis 
consecrantur” (Gai, 2, 4), res religiosae “quae diis manibus relictae sunt” (ibid.) y res sanctae, 
puestas bajo la especial protección de los dioses *quod enim sanctione quadam subnixum 
est id sanctum est etsi deis non consecratum" (D., 8, 9, 3). La primera categoría, res sacrae. 
se consideraba perteneciente a los dioses (BONFANTE, Corso di diritto romano, II, págs. 17-18); 
en el Derecho justinianeo sus propietarios son las iglesias (C. 1, 2, 21). Del mismo modo las 
res religiosae se consideran de los dioses Manes; pero en la época cristiana no se habla, claro 
está, de los dioses Manes ni de los Pontíflces Magistrados, sino de Dios (*D. O. M.") y de los 
Pontifices Obispos (C. 1; 10; 17-19. D. 48, 1y 48, 13, 4; cfr. D'ANGELO, Jus Digestorum, I, 
págs. 396-397; LARRAONA, De iuribus patrimonialibus realibus, Romae, 1946 [pro manuscripto]. 
págs. 70 sg.). Las tres categorías mencionadas eran divini iuris y, por tanto, no podían estar 
en el patrimonio de los particulares, sino que eran res extra commercium positae. Residuos de 
esta disciplina se encuentran en la Iglesia hasta épocas avanzadas: v. lo que decimos más 
abajo sobre la necesidad de la aceptación de las cosas donadas a la Iglesia. En la disciplina 
canónica actual las cosas sagradas lo son por 1a consagración o bendición (cfr. cán. 1.996, 8 1; 
1.154), aunque hay cosas que sin consagración ni bendición se encuentran en la misma si- 
mación jurídica que las consagradas o bendecidas; pero, a pesar de su carácter sagrado, no 
por eso son extra commertium positae, sino que pueden pertenecer al patrimonio privado, 
como resulta del texto de los cánones 1.150, 1.196 y 1.510, por lo cual se admite en el Dere- 
cho canónico actual la comerciabilidad de la cosa sagrada, con tal que no sea objeto de con- 
irato su consagración o bendición (can. 1.539, 8 1); se admite concretamente la enajenación, 

el comodáto (can. 1.537) y la prescripción adquisitiva, con la única limitación de que la cosa 

sagrada que no está en propiedad de particulares sólo puede ser prescrita a persona morali 
ecclesiastica contra liam personam moralem ecclesiasticam (can. 1.510, § 2). Además, en las 

transacciones sobre cosa sagrada se debe respetar el destino de la cosa: Cfr. cánones 1.150, 

^7 4499, 8 3; 1.196, 8 2; 1.296, 8 1; 1.537. Ver también 1.165, 8 2; LOS akties E Aly Com P 
12178; 1.187; 1.305, 8 1, n. 2. Cfr. EICHMANN-MÓRSDORF, Kirchenrecht6, II, págs. 16-17. 
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fieles, con independencia del poder civil, cuanto le sea necesario para I 
fines propios y, más explícitamente, para el sustento del clero y de los demas 
ministros. Por otra parte, las personas morales ec'esiásticas operan como 
sujetos de derecho, estableciendo relaciones jurídicas con otras personas, 
ya físicas, ya morales; de donde resulta que los ingresos del patrimonio 


eclesiástico pueden provenir de un negocio de derecho público o de dere- 


cho privado. Tendremos en primer caso cuando un bien patrimonial pasa 
a ser bien eclesiástico como consecuencia del poder de imperio de la Iglesia, 
la cual puede imponer a sus fieles o a otras personas jurídicas eclesiásticas 
la obligación de entregar parte de su renta a entidades capaces de poseer 
bienes eclesiásticos. El segundo caso tendrá lugar cuando los bienes pa- 
trimoniales pasen ‘a acrecer el caudal eclesiástico en virtud de relaciones 
privadas de las personas eclesiásticas con otras, ya físicas, ya morales. 

Con la base de este criterio es lícito hablar de fuentes del patrimonio 
eclesiástico de derecho privado; no ocultaremos, sin embargo, que, por di- 
versas razones, determinados negocios pueden clasificarse, ahora entre los 
privados, ahora entre los públicos. Por lo demás, los medios que en el 
Codex se regulan no presentan dificultades especiales de clasificación (2) 


(2) Para fundamentar la división en fuentes de Derecho público y de Derecho privado 

y responder a la vez, siquiera sea en una rauda nota, a las observaciones formuladas res- 
pecto de nuestra clasificación por un insigne asambleísta en la III Semana de Derecho Ca- 
nónico, en la que fué leída esta ponencia, permítasenos explicar el concepto someramente. 
La división del Derecho en público y privado tiene su origen en la jurisprudencia romana. 
Dice el conocido texto de ULPIANO (D. 1,.1, 1, 2): Huius studii [iuris] duae sunt positiones, 
publicum et privatum. Publicum ius est quod ad statum rei Romanae spectat; Privatum quod 
ad singulorum utilitatem: sunt enim quaedam publice utilia quaedam privatim. Publicum lus 
in sacris, in sacerdotibus, in magistratibus consistit. Esta distinción quedó oscurecida en la 
Edad Media a consecuencia de la influencia germánica (feudalismo), en la que las institucio- 
nes públicas (autoridad, inmunidad...) se modelan con el patrón de los derechos patrimo- 
niales privados, pero vuelve a despertar con el estudio del Derecho romano a partir de Bolo- 
nia. La doctrina moderna ha reaccionado contra esta distinción; unos por considerarla aprio- 
risticamente como incompatible con sus opiniones preconcebidas sobre el Derecho, así la 
escuela vienesa de la teoría pura del Derecho (KELSEN); otros por razones prácticas, por creer- 
la dudosa e inútil. No pocos han intentado mantenerla, pero en sentido distinto del señalado 
por el Derecho romano, cuyo criterio de distinción, según el texto de ULPIANO arriba copiado, 
es el fin de las normas, es decir, los diversos intereses protegidos por ellas. WERNZ (Ius De- 
erefaltum, Roma, 1905, I, pág. 60) admite la división en tres sentidos distintos: a) la de Ur- 
PIANO, que es la que él parece preferir, en la cual tiene también otros Seguidores (CORONATA...); 
etr. A. OTTAVIANI, Institutiones Iuris Publici ecclesiastici, I, 3; b) el criterio de la causa efi- 
ciente de la norma, que puede proceder de autoridad pública o de pactos privados; en este 
sentido se interpreta la frase de PAPINIANO ius publicum privatorum pactis mutari non potest 
(197027045 38): el valor objetivo de esta norma privada es, desde luego, anterior al acto posi- 
tivo del legislador humano y supone un concepto iusnaturalístico; €) criterio de sujetos o tér- 
minos de las normas, que pueden ser la sociedad en conjunto o sólo una parte de ella (pri- 
NI. Otros criterios se han arbitrado: el de la acción tuteladora del 

Derecho, que puede ser pública o privada (THON); el que define la cualidad püblica o priva- 
da del Derecho porque regule la estructura interna del Estado o de otras entidades públicas 
(municipio, provincia...), 0, por el contrario, se reflera a solas personas privadas (DE RuG- 
GIERO), etc, Cfr. CASTÁN, Derecho civil español, común y foral, Madrid, 1949, págs. 26 y sig.; 
‘CRISCITO ANGELO, Diritto pubblico e diritto privato nell'ordinamento. canonico, Torino 1948, 
donde puede verse el problema ampliamente discutido, con referencia al Codex. i 
Creemos inútil esforzarse en buscar la arista recta que escinda en dos vertientes el campo 
del Derecho, la pública y la privada; en efecto, flosóficamente no existe una línea neta que 


== 92 ee 


LAS FUENTES DE DERECHO PRIVADO DEL PATRIMONIO ECLESIASTICO 


Con los negocios de derecho privado, para estudiarlos, podemos hacer 
dos grupos: podemos llamar ingresos internos a los que provienen de ré- 
ditos ordinarios de los bienes patrimoniales que son propiedad de las per- 
sonas morales eclesiásticas, y externos a los procedentes de oblaciones es- 
pontáneas de los fieles o de actos bilaterales merced a los cuales obvengan 
dichos bienes a la mano de las entidades eclesiásticas. También esta divi- 
sión es por más de un punto vulnerable; puede servir, con todo, para fina- 
lidades prácticas del estudio (3). 

El Codex señala los medios de adquisición en el título XXVII, par- 
te VI del libro III. Después de establecer el canon 1.499 el principio de 
que la Iglesia tiene derecho a adquirir bienes materiales y el del dominium 
altum de la Santa Sede, se dan normas sobre los siguientes modos de ad- 
quisición : 

a) División y extinción de la persona moral (cans. 1.500-1). 

b) diezmos y primicias (can. 1.502). 

c) Colectas (can. 1.503). 

d) Tasas e impuestos (cáns. 1.504-7). 

e) "Prescripción (cans. 1.508-12). 

f) Causas pias (cans. 1.513-17). 

Además, en el título XIX, De contractibus, se señalan los siguientes: 

a) Donación (cans. 1.535-36). 

b) Comodato (can. 1.537). 

c) Prenda e hipoteca (can. 1.538). 

d) Compraventa y permuta (cans. 1.539-40). 

€) Arrendamiento (can. 1.541). 

f) Enfiteusis (can. 1.542). 

g) Mutuo (can. 1.543). 


divida lo humano en individual y social. El “yo” sin el “nosotros” nos parece una pure 
abstracción, porque, como dijo genialmente ARISTÓTELES, el hombre es social por su natura- 
leza. Tratándose de Derecho, tal división se columbra aún más difícil, supuesto que el fenó- 
meno jurídico es esencialmente colectivo: ubi societas ibi ius. Pero para la clasificación de 
las fuentes del patrimonio eclesiástico en públicas y privadas no es necesario dar una am- 
biciosa solución a todo ese problema. Nos basta considerar que la adquisición del patrimonio 
se debe unas veces como fuente inmediata a actos privados y vale por la manifestación pri- 
vada de voluntad, si bien ésta tenga eficacia en virtud de una ley pública (lo cual no siempre 
sucede, porque buen número de estos actos valen por derecho natural). Otras veces, la 
adquisición se debe a la ley de un modo exclusivo o muy predominante. Con este criterio, nada 
tiene de asombroso, según creemos, colocar la prescripción entre las fuentes de Derecho 
público, porque en ella la transmisión de los derechos se debe inmediatamente a la ley, no a la 
voluntad de los particulares. . ; 

(3) Prescindimos aquí de la clasificación corriente en modos originarios y derivados, cla- 
sificación que tiene sus fundamentos en las fuentes romanas, aunque propiamente no es ro- 
mana, sino que se debe a la escuela iusnaturalistica holandesa, principalmente a HUGO DE 
Groot; (Cfr. D'ANGELO, 0. C., I, 75, nota 1). Esta clasificación, que se acepta comunmente, nos 
serviría para un estudio de todos los medios de adquisición; pero siendo el objeto de esta 
ponencia solamente los modos privados consignados en el Codex, la distribución resulta des- 


proporcionada y poco útil, por ser medios tan contados. 


One 
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Por último, el título XXX regula las pias fundaciones, materia tam- 
bién de interés en este estudio. 

De todos estos cánones sólo pocos caben bajo el título de este trabajo. 
En el primer grupo interesan las colectas y las causas pías, y en parte, 
los diezmos y primicias; los demás no van clasificados, como dijimos arri- 
ba, entre los medios privados de adquisición. 

En los contratos interesa la donación. Las normas que el Codex con- 
tiene referentes a los otros contratos no miran a la adquisición, sino a la 
enajenación de los derechos patrimoniales, por lo cual no los estudiamos 
aquí. 

El título XXX nos interesa. 


INGRESOS. LN ERIN AOS 


Con relación a la primera clase de ingresos, que hemos llamado in- 
ternos, la disciplina canónica es sumamente sobria y se refiere más bien 
a la actividad del administrador. El canon 1.532 establece la obligación 
de los administradores de exigir oportunamente los réditos y de no tener 
ociosos los bienes eclesiásticos, norma que hallamos también en el derecho 
de religiosos, con especial referencia a las Constituciones (can. 533) y a 
la dote de las religiosas (can. 549). 

Su importancia depende, claro está, de la cuantía de bienes rentables 
que posean las Corporaciones eclesiásticas. En nuestra Patria, actualmente 
no es grande, a-consecuencia de las leyes desamortizadoras del siglo pasa- 
do (4). La base jurídica de esta renta está en el contrato de mutuo o prés- 
tamo con interés. Cuando antaño se consideraba el interés como ilícito, se 
prefería el censo, ya consignativo, ya reservativo, y, en menos proporción, 
la enfiteusis. Hoy tiene una importancia mayor el préstamo a interés, sobre 
todo en forma de títulos o láminas de los valores, ya públicos, ya de em- 
presas particulares. Los moralistas prefieren la forma de obligaciones a 
la de acciones, a consecuencia de una respuesta del Santo Oficio del 15 de 
abril de 1885 (5), según la cual no es conveniente que un clérigo se siente 
en una reunión de accionistas. Esta respuesta mira de suyo a la honestidad 
y decoro de los clérigos en la administración de su peculio; con todo, es 


buena norma también para los administradores de personas morales, al me- 
nos cuando son clérigos, 


(4) Cfr. M. GONZÁLEZ Ruiz, Vicisitudes c aK i isti, 
MY. p 2 is s ce la-propiedad eclesiás lur 2 i IX 
-REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, I (1946), 383 ss e SURREY a SRE aca 


(9) “Collectanea S. C. de Prop; Eid vol, 2 om. 1841. 
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Las fundaciones piadosas erigidas en persona jurídica pertenecen tam- 
bién a este grupo (6). En efecto, los bienes de estas fundaciones reditüan 
para la misma fundación que es su dueño: res fructificat domino. Durante 
la vacante de los beneficios, la mitad de sus frutos se destinan a acrecer el 
capital del beneficio y la otra mitad se destina a la fábrica. Tratándose de 
parroquias, una parte congrua se debe invertir en la sustentación del ecó- 
nomo que la rige durante al vacante (cáns. 1.481 y 472, n. r.) No hay 
inconveniente, pues, en incluirlas dentro del primer grupo de fuentes que 
hemos establecido, salvo lo que abajo diremos de las fundaciones adjetivas. 


BADIA E QUN dE. Sa pe TAS 


Otra fuente del patrimonio eclesiástico, de grande importancia, está 
constituida por los bienes entregados a las entidades eclesiásticas para un 
fin pio. Considerada como fuente de derecho privado de bienes eclesiás- 
ticos, estos dos elementos, entrega de los bienes y señalamiento de la fi- 
nalidad piadosa, caracterizan suficientemente esta fuente, o mejor, este 
grupo de fuentes, dentro del cual caben distintos modos de realizarse, que 
dan por resultado distintas figuras jurídicas. 

a) El fin piadoso puede lograrse sin entrega de los bienes a las per- 
sonas morales eclesiásticas; no hay inconveniente en que un laico tenga 
un capital para hacer celebrar con sus réditos un determinado número de 
misas, o que funde un hospital, o que encargue estas fundaciones por tes- 
tamento a un heredero o legatario. Esta clase de fundaciones pías son 
laicas, y aunque están sometidas a los Ordinarios en los términos del ca- 
non I.515, no por eso son eclesiásticas. 

b) EI fin de las fundaciones eclesiásticas ha de ser en todo caso el 
culto divino o el ejercicio de la caridad espiritual o corporal. Faltando 
este fin, la fundación sería profana. No está prohibido a las personas 
eclesiásticas recibir bienes para fundaciones profanas; por otra parte, no 
es fácil trazar la línea que separa las fundaciones laicas de las eclesiás- 
ticas: una fuente y una carretera se consideran profanos; una beca de 
estudios, aun civiles, puede considerarse como ‘fin caritativo de índole re- 
ligiosa. La adquisición de bienes con fines de fundación profana se rige 
por el Código Civil; el canónico no habla de ella ni nosotros la conside- 


ramos aqui. 


Eu 


(6) No hablamos aqui de las rentas de los beneficios, porque tienen ponencia especial 
en esta Semana. j 


es. 
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c) Cabe también la entrega de bienes a la Iglesia para fines estric- 
tamente religiosos no clasificable entre las fuentes de adquisición. Recuér- 
dese que el sujeto de adquisición de los bienes eclesiásticos es una perso- 
na moral eclesiástica (can. 1.497, $ 1); por tanto, el acto de constitución 
de esa persona no es un acto de adquisición. Es cierto que cuando una 
fundación se personaliza, ha habido en el conjunto de las cosas un au- 
mento de bienes eclesiásticos, porque comienzan a ser eclesiásticos bienes 
que antes no lo eran, Pero la primera entrega, el capital fundacional, no 
es propiamente una adquisición, sino la constitución de la personalidad 
capaz de adquirir; en efecto, en ella nadie adquiere porque no hay sujeto 
de adquisición, sujeto que precisamente toma el ser primero de esa en- 
trega. Por este capítulo excluímos las fundaciones erigidas en persona 
moral por decreto del Ordinario (can. 130, $ 1). Las llamas fundaciones 
autónomas. Una vez erigidas, estas persnoas tienen una vida indepen- 
diente de su patrimonio: pueden acrecerlo y perderlo y puede su pasivo ser 
superior al activo. Su extinción obedece a la norma del canon 102, $ 1. 


d) En cambio, existe adquisición propiamente tal en las fundacio- 


nes fiduciarias o estrictamente tales, que son las que define el canon 1.544, 
que dice así: 


8 1. Con el nombre de fundaciones piadosas se significan los bie- 
nes temporales dados de cualquier manera a una persona moral en la 
Iglesia con obligación perpetua 'ó para largo tiempo de emplear sus 
réditos en celebración de misas u otras funciones eclesiásticas defi- 
nidas o en el ejercicio de obras de piedad o de caridad. 


§ 2. La fundación aceptada legítimamente tiene naturaleza de 
contracto sinalagmático: “Doy para que hagas." 


Aparte de las condiciones señaladas arriba— persona eclesiástica, fin 
religioso, entrega en propiedad, es decir, despersonalización de la funda- 
ción—, el canon apunta aquí otro requisito exigido por la naturaleza de 
esas instituciones: que las cargas se levanten a expensas de los réditos del 
capital y no del mismo capital, lo cual supone que la fundación es perpe- 
tua o al menos de larga duración, diuturna. 

Esta cláusula del canon “in perpetuum vel in diuturnum tempus” plan- 
tea un problema interesante porque nos lleva a analizar la misma causa 
de la adquisición, es decir, la naturaleza de esta fuente del patrimonio 
eclesiástico. En efecto, cuando la fundación es perpetua se trata, dice el 
canon, de un contrato sinalagmático; parece, pues, que no se debe hablar 
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en el caso de donación modal, como algunos lo hacen (7). En tal caso, los 
bienes son adquiridos por la persona eclesiástica, pero no en dominio ple- 
no. Aceptada la fundación, el canon 1.547 prescribe que se coloquen caute 
et utiliter para que produzcan réditos. Esta colocación está rodeada en el 
canon de todas las cautelas oportunas que no vamos a estudiar detenida- 
mente porque no atectan directamente a nuestro tema. Se establece que 
los bienes muebles deben ser vendidos; se entiende que no los accesorios 
de los inmuebles. Esta venta no está regulada por el canon 1.532, por lo 
cual la venta de bienes cuyo valor excediera la cantidad de “triginta millia 
libellarum seu francorum" (8) no supone el beneplácito apostólico porqué 
esta venta está preceptuada por el Código, es decir, por el Papa: no hay 
por qué pedir al Papa licencia para realizar una venta que el Papa ha 
ordenado. Por otra parte, hay cierta garantía de que dicha venta no se 
realizará a capricho o con daño de la Iglesia, ya que el mismo canorr es- 
tablece que para la colocación del dinero hay que oír no sólo al Consejo 
Diocesano de Administración de que habla el canon 1.520, sino además 
auditis ds quorum interest, es decir, el fundador o sus herederos (lo cual 
supone que éstos conocen el producto de la venta). 

Los bienes, pues, deben ser colocados en lugar seguro y fructífero. 
Es decir, que el capital es intangible: son los réditos los que sostienen las 
cargas de la fundación. Los réditos son de suyo perpetuos: tendremos 
así la fundación perpetua sobre la base del contrato “do ut facias". 

Pero el canon habla además de fundaciones no perpetuas, sino diu- 
turnas. Y éste es el problema. Los réditos—dij]imos— son de suyo per- 
petuos: ¿qué significación jurídica pueden tener fundaciones basadas en 
réditos y, por otra parte, no perpetuas? BENEDIcTO XIV (9) cita el pri- 
vilegio concedido a los frailes menores de San Francisco de Paula por el 
que las fundaciones de misas establecidas en sus iglesias no duran más 
allá de los cincuenta años; a partir de este tiempo los fundadores parti- 
cipan del fruto de las Misas que la Orden celebra "pro benefactoribus in 


(7) Cfr. Lessius, De iustitia et de iure, lib. 9, c. 18, dub. XVI, n. 126. Segün este autor, 
si el donante intenta “allicere animum vel praebere media" para que el donatario realice algo, 
vale la donación como tal; pero “si intendat ad illius finem vel usum obligare, donatio erit 
irrita sine non praestito si ille sit nnis principalis". La donación sub modo signiflca que se 
hace con destino determinado, p. e. doy para libros de esta biblioteca. La donación sub 
conditione se realiza haciéndola depender de un suceso presente o futuro, potestativo 0 inde- 
pendiente de la voluntad del donatario. Pero ni el modo ni la condición pueden implicar una 
contraprestación de la persona moral, como ocurre en la fundación pia, ya que en tal caso 
la donación deja de serlo al perder su nota esencial de gratuidad. Cfr. BELLERINI- PALMIERI, 
Opus theologicum morale, vol. IH, pars II, c. 1, n. 23; c. 3, n. 794; Lessio, De iustitia et de 
iure, lib. II, c. 18, dub. XVI, n. 126; Luco, De iustitia et iure, disp. 23, n. 38 seq., n. 42 seq. 

(8) Dejamos la frase sin traducir para evitar el darle contenido actual, problema en el 
que no nos corresponde entrar, por no interesar a este estudio. 

(9 De Synodo dioecesana, lib. 13, cap. ult., nn. 9 y 197 
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genere”. El Sumo Pontífice confirmó el privilegio, pero ordenó que se 
advirtiera de él a cuantos intentaran fundar. Este modo no cambia la 
naturaleza jurídica de la adquisición: sigue siendo fundación piadosa y 
contrato conforme a la letra del canon 1.554 (10). 

Otro modo de lograr el fin de una fundación consistiría en entregar 
un capital para invertirlo más o menos rápidamente en fines de piedad o 
caridad. Caben muchas escalas: desde la entrega de un capital para ser dis- 
tribuido inmediatamente, por ejemplo, comio estipendio de misas, hasta la 
fundación, en la que tanto capital como intereses se invierten en los fines 
piadosos, de modo que el cumplimiento de éstos sea tan diuturno como 
se desee, pero no perpetuo. 

Si el capital ha de ser consumido inmediatamente, es claro que no 
habrá verdadera fundación, pues faltan en el caso diuturnidad y réditos: 
se trata de una donación modal. 

Si la entrega se hace para que el capital se extinga, por ejemplo, en cin- 
cuenta años, siendo distribuido durante ese tiempo en partes alícuotas en 
los fines de la fundación, el problema se plantea sobre la naturaleza de 
esta adquisición. Notamos en primer lugar, que en este caso las cargas se 
levantan no sólo a expensas de los réditos, sino también a costa del mismo 
capital, hasta su extinción. Ahora bien, hemos establecido que el canon no 
exige necesariamente la perpetuidad, sino sólo la diuturnidad, la cual lleva 
consigo la posibilidad de invertir en los fines de la fundación no sólo los 
réditos, sino también el capital. Por lo cual las palabras “ex reditibus 
annuis” no se han de entender en sentido exclusivo, puesto que el mismo 
canon, al admitir las fundaciones no perpetuas, supone implicitamente que 
también puede consumirse el capital. 

En cuanto a la diuturnidad, el canon no la determina; quae res, satis 
salebrosa est—dice WERNz-VipaL—, ut fundatio distinguatur a pio le- 
gatu et simplici fidutia (11). Una entrega para los fines propios de una 
fundación, pero de duración corta, no será fundación, ya se haga por 
acto mter DID s ADOT legado o por sustitución fideicomisaria. Vkro- 
MATT admite para su país el tiempo mínimo de seis años, porque la 
jurisprudencia civil de su patria así lo tiene establecido (i2), BLA se 


si ao AS subrayar la bondad y conveniencia de este sistema, que resuelve el eterno 
ee ae- E a de cargas de las fundaciones, originado por la caída del valor 
ceda da aie n lene que este problema se resuelva en las mismas cláusulas funda- 

A o en las memorias de misas, dando facultades a los administradores para 


que el úmero de m Sas que se hay an de cele ] 
n i re Ñ ^el rar Y diente del valor 
; d brar no sea fl O, sino depen 


(11) Ius canonicum, tom. IV, vol. II, n. 781. 
(12) G. VROMANT, De bonis Ecclesiae temporalibus, n. 346. 
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fia en la analogía con la diuturnidad consuetudinaria, que, segün el 
canon 27, es de cuarenta años (13). Esta duración se exige, en efecto, 
para la prescripción de una costumbre contra lus positivum. Pero nota 
VERMEERSCH (14) que los autores anteriores al Código admitían la pres- 
eripción adquisitiva de diez años, y cita en su favor a REIFFENSTUEL. 
Este mismo tiempo se exigía para introducir una costumbre, cosa muy 
lógica, puesto que una y otra institución tienen sus raíces en la diu- 
turnidad (longi temporis praescriptio, decian los romanos) que los au- 
tores antiguos fijaban en diez años. Si ahora aplicamos a las palabras 
"diuturnum tempus" de nuestro canon las normas del canon 6, nüme- 
TOS 2-3, podremos admitir como vigente hoy la diuturnidad de diez años, 
como duración minima de una fundación. 

WEnNz-VipaL habla de fundaciones en las que los bienes se entregan 
perdiendo su individualidad, de manera que se confunden con el patrimo- 
nio de la persona moral que acepta la fundación, la cual adquiere la obligación 
personal de levantar las cargas. En este caso no hay réditos o puede no ha- 
berlos; el aceptante puede usufructuar esos bienes en provecho propio, 
puede convertirlos en otros no rentables, puede incluso perderlos; su obli 
gación es persona] y perpetua o al menos de larga duración, segün lo es- 
tipulado. 

¿Qué diremos de este modo de fundar? Sin duda, es posible. Habremos 
de convenir también en que no se ajusta al canon 1.547, porque aquí no 
hay bienes gravados, sino obligación personal, por lo cual entiendo que 
esto no puede llamarse una fundación pia en el sentido del canon. ¿Qué 
es entonces? Es un contrato particular, “do ut facias", que tiene acción en 
el derecho canónico y en los civiles dentro de lo permitido por éstos; pero 
no se rige por las leyes de las fundaciones pias, salvo, claro está, el canon 
general 1.515. 

¿Pero pueden unirse en una masa común los bienes de distintas fun- 
daciones? VROMANT piensa que sí, y hasta lo recomienda: "optandum vi- 
detur" (15). De este modo, dice el ilustre autor, resulta una especie de 
seguro recíproco entre las varias fundaciones cuyos bienes pertenecen a 


la misma persona moral. 


Nos permitiríamos disentir. Creemos más limpio y razonable que los 
bienes de cada fundación conserven su individualidad y que cada funda-. 
ción tenga su vida propia e independiente de las demás. Es cierto que los 


(13) Brar, Commentarium textus: Codicis Iuris Canonici, lib. III de rebus, n. 462. 
(14) VERMEERSCH-CREUSEN, Epitome Iuris Canonici, IT, n. 865. 
(15) VROMANT, O. €., n. 351. 
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bienes de las distintas fundaciones pasan a ser patrimonio de la persona 
eclesiástica que las aceptó legítimamente; con todo, la mente del canon 1.547 
parece ser que los bienes no deben mezclarse. Concedemos a VERMEERSCH 
que, reuniendo todos los bienes en una masa común, podrán a veces obte- 
nerse réditos más elevados; pero una cosa es fundirlos en una misma co- 
locación y en el mismo banco o prestatario, y otra confundirlos en los li- 
bros. Las fundaciones deben hacerse por escrito, que queda en el archivo 
de la persona moral encargada de su cumplimiento; un duplicado debe ade- 
más depositarse en el archivo de la Curia (can. 1.548). Además, toda igle- 
sia debe tener su lista de fundaciones y un libro en que se anota el cumpli- 
miento de las cargas (can. 1.549), de lo cual hay que dar cuenta al Ordi- 
nario, como lo prescribe el canon 1.525, $ 1. Todo esto prueba que la 
mente del legislador no es la confusión de los bienes de distintas fundacio- 
nes, sino que cada una de ellas lleve su vida independiente. Ni es justo que 
si desaparecen sin culpa del administrador una parte de los bienes de una 
iglesia cesen proporcionalmente todas las cargas de la iglesia, sino que de- 
erán cesar solamente aquellas cargas a cuyo levantamiento estaban afec- 
tos los bienes desaparecidos. Lo dicho no implica que bienes de fundacio- 
nes consistentes, por ejemplo, en moneda, no puedan ser transformados en 
otros bienes, lo cual en tiempos de oscilación monetaria como los actuales 
puede ser una medida conveniente (16); pero en tal caso debe constar en 
los libros de cada fundación cuáles son los bienes afectos al levantamiento 
de las cargas después de la transformación, sobre todo si bienes de diver- 
sas fundaciones han sido convertidos en uno solo (una finca, un título...) 
Digamos para terminar este apartado que la aceptación es esencial a la 
existencia de la fundación porque su naturaleza bilateral supone una ma- 
nifestación de voluntad en el otro término de la relación. Esta aceptación 
se hace con la licencia del Ordinario del lugar o del Superior mayor reli- 
gioso (según la iglesia que acepta la fundación). Este Superior no ha de 
dar la licencia sin examinar en cada caso la suficiencia de los réditos y la 
posibilidad de la iglesia o persona moral de levantar las cargas que se de- 
sean aceptar. Y expresamente recuerda el Codex a los Ordinarios que pue- 
den completar con disposiciones particulares las normas comunes sobre 


fundaciones, especialmente en lo que se refiere a la cuantía del capital y 
a su administración. 


(16) VROMANT, l. ¢.,; VERMEERSCH, 0. C., n. 867 
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Con relación a los diezmos y primicias, el canon 1.502 prescribe que se 
| observen las costumbres laudables de cada región. Si por estatuto particu- 
lar o por costumbre los diezmos y primicias constituyen una obligación, 
entran en las fuentes patrimoniales de derecho püblico, y en este sentido 
tenen en la Iglesia un pasado brillantísimo, que termina con la revolución 
francesa. Si no constituyen obligación, nos hallamos ante una donación 
que se hace periódicamente por costumbre y bien parecer, como señal de 
obsequio al sacerdote y a la Iglesia, que, si en la práctica conviene mu- 
cho conservar, en teoria jurídica nada ofrecen de particular. 


^ Las corLEcTAs.—Su historia comienza en el Exodo (XXIII, 15, sq. 
XXV) y las encontramos en los tiempos apostólicos (II Cor., VIII, 1-9 
y I5); de ellas históricamente han nacido los estipendios de las misas 
y los derechos de estola. 

Las normas canónicas actuales sobre colectas son muy sobrias de con- 
tenido. El canon 1.503 deja al Ordinario del lugar la responsabilidad de 
permitirlas y las prohibe sin su licencia. Las palabras de "stipem quae- 
rere" de este canon se refieren, como consta de sus fuentes y de la inter- 
pretación doctrinal, a las limosnas obtenidas por peticiones personales he- 
chas por personas privadas; no a las oblaciones espontáneas que los fie- 
les hagan por propia iniciativa, ni mucho menos a la exacción de las tasas 
arancelarias, las cuales no son donación. 

Conviene tener en cuenta la razón de estas restricciones en la liber- 
iad de hacer colectas, con el fin de interpretar rectamente la norma. Es- 
tas razones son, dice SCHAEFER (17), evitar la indiscreción de las peticio- 
nes, con e] consiguiente desprestigio de la religión y con detrimento de las 
obras del pastor propio del lugar. El orden de las necesidades de la Igle- 
sia exige disciplinar las colectas porque el pueblo no valora rectamente 
la importancia ni la urgencia de esas necesidades, sino que responde pía- 
mente al colector que se le acerca a pedirle para cualquier fin religioso. 

La recogida de limosnas puede hacerse de mültiples modos, de los cua- 
les no todos entran en la prohibición del canon 1.503. El modo, diríamos 
estricto, de postular consiste en recorrer las casas de una población por sí 
o por delegado para pedir limosnas, ya en dinero, ya en especie. Este mé- 
todo está evidentemente prohibido: también lo está el pedir solamente por 
las casas de personas adineradas después de hacer una lista de ellas va- 


(17) De religiosis, n. 428. 
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liéndose de medios de información. PRUEMER (18) cree que no cae bajo 
la prohibición de quien recorre solamente unas pocas casas porque en tal 
caso la petición no es indiscreta; diríamos más bien que se trata de par- 
vedad de materia. VERMEERSCH-CREUSEN (19) afirman que no es pos- 
tulación prohibida el recabar limosnas de Sus amigos y conocidos, y real- 
mente, tratándose de una relación personal, no es la religión la que entra 
en juego. Un decreto de la Sagrada Congregación de Religiosos y Regu- 
lares de 27 de marzo de 1896 permitió a las religiosas Superioras que sin 
licencia pudieran pedir limosnas por carta, “per litteras ab honestis et be- 
nevolis personis quibuscumque” (20); y se admite corrientemente que la 
petición por medio de impresos y cartas circulares no es "stipem quae- 
rere" en el sentido del canon; las limosnas recogidas como consecuencia 
de tales recomendaciones'y peticiones se consideran más bien como es- 
pontáneas. 

En cuanto a las personas, la prohibición alcanza a los privados, “ve- 
tantur privati, tam clerici quam laici". Al contrario, resulta que las per- 
sonas no privadas no están incluídas en la prohibición; pero el Codex no 
da la clave para discriminar quién no es "privatus". Es parecer predo- 
minante entre los doctores que el párroco no es persona privada dentro 
del territorio de su parroquia. El canon 640, $ 4, reconoce a los párrocos 
religiosos, no obstante su voto de pobreza, el derecho de recaudar limos- 
nas "in bonum paroecianorum", y también para escuelas católicas y lu- 
gares píos anejos a la parroquia. | 

Los párrocos no religiosos no sólo tienen ese derecho, sino que el ca- 
non 415, $ 2, Número 5, les impone cierto deber de hacerlo (“ad paro- 
chum spectat"), aunque sin especificar lo de las escuelas y los lugares 
píos. Huelga decir que los que administran una parroquia vacante se en- 
cuentran en las mismas condiciones del párroco para estos efectos. Más 
aün: el Ordinario puede obligar al párroco a que haga colectas para fi- 
nes pios (21), y esto aunque el párroco sea religioso. Pero según PRUE- 
MER (22), opinión que siguen también VERMEERSCH (23) y De MEES- 
TER (24), no puede obligar a los religiosos exentos a que las hagan en sus 


(18) Manuale Iuris Canonici, q. 248. 

(19) VERMEERSCH, 0. C., n. 823. 

(20) GASPARRI, Fontes, n. 2029, IV. 

(91) La Sgda. Cong. Episcoporum y i i 
la diócesis de Carcas biie. que! los o peo e 
Qu clergé”, 

(22) PRUEMER, 0. C., q. 445. 

(23) VERMEERSCH, 0. C., n. 823. 

(24) 


de 1911 estableció para 
párrocos tenían obligación de colectar para el “denier 


DE MEESTER, luris canonici et iuris canonico-civilis Compendium, vol. II, n. 1454. 


SETS 


LAS FUENTES DE DERECHO PRIVADO DEL PATRIMONIO ECLESIASTICO 


iglesias, por más que, dice VERMEERSCH, "omnino per se decet ut promp- 
to animo votis Episcopi obtemperent”. 

Hay quien cree que no son privados para efectos de esta prohibición 
los rectores. de iglesias ni los demás sacerdotes que tienen alguna mi- 
sión (25); este criterio no es corriente: opinamos que los sacerdotes no 
párrocos deben pedir la licencia exponiendo sus razones, pues en este asun- 
to, si se deja a la iniciativa privada, la alucinación se da con facilidad. 

Los religiosos tienen su disciplina peculiar. Las Congregaciones de 
derecho diocesano necesitan la licencia del Ordinario del lugar donde está 
su casa y la del Ordinario del lugar donde se desea hacer la colecta (ca- 
non 622, $ 2); las de derecho pontificio, la de la Santa Sede y la del Or- 
dinario del lugar (ibíd., $ 1) y los Regulares “qui ex instituto mendican- 
tes vocantur et sunt”, es decir, mendicantes en sentido estricto, para pos- 
tular en la diócesis donde tienen su casa, no necesitan otra licencia que 
la de sus superiores, pero fuera de ella necesitan además la del Ordinario 
del lugar (can. 621). 

Las asociaciones de los fieles no tienen trato de favor (can. 691), pues- 
to que no sólo necesitan la licencia del Ordinario propio y la del Ordina- 
rio del lugar donde pretenden postular, sino que además el canon les pro- 
hibe hacer colectas si no es cuando les está permitido por los estatutos, se 
entiende estatutos legalmente vigentes a tenor del canon 689 (lo cual no 
siempre sucede en mil asociaciones y cofradías que pululan por nuestras 
diócesis). 


OBLACIONES ESPONTÁNEAS.—Se distinguen de las anteriores recaudacio- 
nes en que aquí la iniciativa es del donante, sin que haya precedido petición 
por parte del recaudador. En ellas se verifica estrictamente el concepto de 
donación como acto de liberalidad por el que el donante dispone de una cosa 
en favor del donatario. Los tratadistas coinciden en afirmar que la donación 
exige por derecho natural la aceptación del donatario, pero no la entrega de 
las cosas (26). Los códigos modernos exigen a veces formalidades que afec- 
tan a la validez de las donaciones, y estas condiciones tienen también valor 
en el derecho canónico en virtud de la norma canonizante del canon 1.529. 
Así el Código francés y el belga exigen la tradición de la cosa inmueble 
y ciertas formas solemnes para la donación de cosas muebles. Nuestro 
Código consigna el principio de que el contrato existe desde que una o 
varias personas consienten en obligarse (art. 1.254), principio que viene 


(25) CORONATA, Institutiones Iuris Canonici, vol. II, n. 1042. 
(26) REIFFENSTUEL, Jus canonicum universum, in lib. III, t. 24, n. 7; SCHMALZGRUEBER, 


Ius ecclesiasticum universum, in lib. III, t. 24, n. 16. 
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comp'etado por el del artículo 1.258, que dice que los contratos se per- 
feccionan por el mero consentimiento y obligan desde que el mismo ha 
mediado, Con respecto a la donación, el artículo 623 dice textualmente: 
“La donación se perfecciona desde que el donante conoce la aceptación 
del donatario.” 

Ahora bien, no todo derecho civil de contratos está canonizado, sino 
sólo aquel que no presenta oposición con el derecho divino o canónico. 
En este orden de ideas interesa, sobre todo, constatar que la Iglesia tiene 
derecho a adquirir y poseer bienes temporales, derecho que no es elimi- 
nable por las leyes civiles (can. 1.499). Concretamente, el canon 1.5368 
establece que sin licencia del Obispo el rector no puede rechazar uma dona- 
ción hecha a la Iglesia. 

No existen normas paralelas para las demás personas morales ecle- 
siásticas, por más que a todas puede aplicarse la razón de dicha ley. En 
efecto, las personas morales se equiparan en la ley a los menores (can. 100, 
$ 3), los cuales carecen de la posibilidad de defenderse, por lo cual el 
derecho protege los actos que les son favorables. Puede con todo el Or- 
dinario del lugar o el Superior mayor en religión clerical exenta conceder 
la licencia con justa causa para rehusar una donación. Pocas veces existirá 
esa causa justa: el Código no las señala; parécenos que se podría recordar 
aquí el derecho de las Decretales que prohibió aceptar ante el altar los 
dones de los infieles y excomulgados y también los de los usureros, sa- 
crílegos, ladrones violentos y pecadores públicos (27). 

El $ 3 del canon 1.936 establece que contra el repudio ilegal de una 
donación se da acción de restitución “in integrum” o de indemnización 
de daños resultantes a la iglesia. Desde el punto de vista legal nada de 
particular presentan estas acciones (las cuales se regulan por los cáno- 
nes 1.687 y siguientes para la restitución “in integrum" y por el capí- 
tulo VI de la primera parte del libro IV para la petitoria de indemni- 
zación). Pero no está de más observar que la donación sin aceptación 
es nula ipso wre naturae. La restitución “in integrum" en el caso parece 
que consiste en que el Ordinario acepta la donación, puesto que es eje- 
cutor nato de todas las voluntades pías (can. 1.515, $ 1), por lo cual su 
aceptación puede suplir la del rector que no quiso aceptar, aunque éste 
continúe rechazando el donativo. 

Un texto apócrifo, que GRACIANO atribuye a un Papa Bonifacio, esta- 
blece que lo donado a la Iglesia ya es ipso iure de ella, “sanctum Sancto- 
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tum Domino vocabitur”, y pertenece “ad ius sacerdotum” (CASA Ale 
q. 2) y DE ANGELIs enseña que este carácter sagrado de la cosa donada 
a la Iglesia es anterior a su aceptación legal, porque se supone que la 
Divinidad la ha aceptado (28). Hoy no podemos admitir esta explicación, 
porque el Codex, al conceder acción ad indemnitatem o restitución “in 
integrum”, supone la nulidad de la donación Mo aceptada. Por lo cual 
se dará el caso de que ninguno de estos dos remedios sea eficaz en la 
práctica; no la indemnización, porque el rector- se declarará insolvente, 
ni tampoco la restitución “in integrum”, porque el donante despechado no 
volverá.a hacer la donación. El $ 4 del canon 1.536 establece que la dona- 
ción no. se puede revocar por ingratitud del Prelado o del rector; pero 
en nuestro caso no se trata de revocarla, sino de volver a hacerla, porque 
la primera manifestación de voluntad fué ineficaz por falta de aceptación. 

Presunción del destino de las cosas donadas a la Iglesia.—En la prác- 
tica antigua el párroco tenia lo que se llama "intentio in iure fundata", 
de que las oblaciones hechas por los fieles a la parroquia eran para él, 
La Constitución "Romanos Pontifices" de León XIII, de 8 de mayo 
de 1881, estableció la presunción en favor de las iglesias, y la S. C. del 
Concilio, en 28 de septiembre de 1888, dió la norma de que la presun- 
ción está determinada por las costumbres y estatutos particulares. El ca- 
non 1.536, $ r, reproduce la mentada Constitución leonina: de no pro- 
barse lo contrario, la donación hecha a los rectores aun religiosos se en- 
tiende hecha a la iglesia. Una prueba en contrario sería la legislación 
diocesana o la costumbre legítima que determina el destino de una li- 
mosna conforme a la mentada resolución de la S. C. del Concilio. Así, 
por ejemplo, en determinadas diócesis existe la costumbre de que las 
limosnas recogidas en una primera misa son para el misacantano. SCHMALZ- 
GRUEBER piensa que las oblaciones héchas en determinado altar o ante 
determinada imagen son para el culto en dicho altar o ante esa ima- 
gen (29). También en virtud del canon 691, $ 2, las limosnas dadas en 
iglesias de cofradías o de asociaciones similares se presumen hechas para 
los fines de dichas cofradías o instituciones, y, desde luego, las entre- 
 gadas a las juntas u organismos dirigentes de ellas. Teniendo en cuenta 
que el canon 485 adscribe al rector de la iglesia la administración de los 
bienes de ésta, junto con el ejercicio del culto y el levantamiento de las 
cargas, las limosnas entregadas a las iglesias que tienen rector propio 
pertenecen a estas iglesias y no a las parroquias donde están enclavadas; 


(28) Praelectiones Iuris Canonici, lib: III, tit. 24. 
“ (29) SGHMALZGRUEBER, O. C., in lib. III, tit. 3, n. 87. 
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las hechas en otros lugares píos dependientes de la parroquia se deben in- 
vertir en los fines de ésta (30). 


ACTOS “MORTIS CAUSA” 


Señalemos, por fin, las fuentes de derecho privado del patrimonio ecle- 
siástico originado por actos “mortis causa”. El canon 1.513 establece que 
pueden dejar sus bienes para causas pías cuantos pueden disponer de sus 
bienes por derecho. natural o eclesiástico. Como se ve, no rige aquí la 
norma del canon 1.529 que canoniza el derecho civil de los contratos. De 
aquí que en los negocios “mortis causa” el derecho civil no puede alegarse 
sin gran cautela, y en ellos las normas canónicas del Codex, con las tradi- 
cionales del derecho antiguo, tienen especial relieve. 

Considerados estos actos como fuentes del patrimonio eclesiástico, pue- 
den cómodamente reducirse a tres grupos: donaciones “mortis causa”, tes- 
tamentos y legados, que en conjunto se llaman últimas voluntades. 


A. Donaciones “mortis causa".—Presentan sobre la noción común 
de la donación el ser revocables hasta la muerte del donante, por lo cual el 
donatario no adquiere el ius ad rem (o el ius tm re, si ya poseía la cosa) 
hasta el óbito del donante. Esta noción exige un pulimento para no ser 
confundida con otras donaciones que sólo aparentemente coinciden con ella. 
Desde luego, nada tienen que ver con la donación hecha “in articulo mor- 
tis”, que, evidentemente, es acto “inter vivos”. También es acto “inter 
vivos” la donación condicionada si se hace durante un peligro de muerte, 
con la condición suspensiva de la muerte del donante o con la condición 
resolutoria de su curación. | 

En efecto, en tales casos el ius:del donatario no existirá hasta que el 
donante muera, o bien la donación cesará definitivamete cuando el donante 
sane o salga del peligro, si la donación se hizo con esta condición resolu- 
toria. Tanto en la donación codicionada, que es acto “inter vivos”, como 
la donación “mortis causa”, el ius del donatario depende del óbito del do- 
nante; pero la diferencia está en que en la donación “mortis causa” el 
donante no pierde la disposición de la cosa mientras vive, lo mismo que 
en las disposiciones testamentarias, por lo cual dicha donación es revo- 
cable en todo momento; por el contrario, la donación condicionada a la 


muerte, una vez aceptada, es irrevocable, por ser acto completo “inter 
H 35 
vivos". : 


(30) (CORONATA, O. C., IIT, n. 1042, 
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Advierte WAFEALAERT (31) que los códigos de hoy no admiten la do- 
nación “mortis causa” de los romanos (32), y, por lo tanto, a tenor del 
canon 1.513, $ 2, deben preferirse las donaciones condicionadas. El ar- 
tículo 620 del Código civil español admite las donaciones que producen 
sus efectos por muerte del donante, y dice que participan de las disposicio- 
nes de última voluntad. Por lo cual son revocables, como consecuencia de 
la aplicación de las reglas sobre sucesión testamentaria. Aun sin esta dis- 
posición positiva del Código español, el acto valdría por derecho natural, 
pero no sería aconsejable hacerlo, sino que conviene rodear de garantías 
eiviles ios actos en favor de la iglesia. 


B. Testamentos y legados——También estas instituciones están regidas 
por el derecho natural y eclesiástico y no valen las leyes civiles que tiendan 
a restringir la libertad de hacer testamentos en favor de la Iglesia. Tén- 
gase en cuenta que el testamento es una institución natural (33), por lo cual, 
la Iglesia, dentro del ámbito de sus fines, puede regularlo con independencia 
de cualquier otro ordenamiento positivo. 

a) La doctrina del testamento canónico no tiene la complejidad que los 
códigos modernos se han visto obligados a poner en la suya. Los elementos 
naturales de capacidad son los de cualquier otro acto jurídico; son causas 
de incapacidad la amencia, la sordomudez congénita, la embriaguez, el 
dolo, el miedo grave injusto y directo, es decir, imbuido para arrancar el 
testamento. Por derecho canónico están impedidos para hacer testamento 
los profesos de votos solemnes, los cuales conservan el derecho pasivo de 
testamento, aunque adquieren para su Orden o monasterio. Esta es la única 
ley impediente de derecho común (34); otras hay particulares, como tam- 


(31) Tractetus Theologicus de Virtutibus cardinalibus, vol. I, n. 540. 

(oo Gr. D. 39, 6, 2 Y 20r 

(33) “De lege naturae est quod parentes filiis thesauricent et fllii parentum haeredes sint" 
dice Sto. Tomás (In 4 Sent. d. 33, q. 2, a. 1), por más que algún jurisperito de nota lo haya 
negado (Cfr. ZALLINGER, Institutiones Iuris naturae, I, CXIX; DE Luca, Theatrum veritatis et 
iustitiae, lib. IX, disc. 72, n. 12). En efecto, lo exige la naturaleza de la familia y el bien de 
la familia, del individuo y de la sociedad. Cfr. DowAT, Elhica specialis, n. 80; LESSIUS, De ius- 
titia et iure, lib. II, cap. 19, dub. 2, n. 7. i 

(34) Indirectamente se pueden señalar también la prohibición que afecta a los religiosos 
de enajenar bienes de la religión o de alguna de sus casas 0 provincias (can. 537), y la nor- 
ma del can. 568, según la cual el novicio no puede válidamente renunciar a sus bienes: por 
lo cual las fundaciones procedentes de las indicadas enajenaciones son ilícitas y las que se hi- 
cleran a base de dicha renuncia serían además inválidas. Antiguamente, los Obispos tenian 
obligación de dejar a sus iglesias los utensilios sagrados; el artículo 31 del Concordato espa- 
‘ñol de 1851, que deroga la legislación relativa a espolios de los Obispos, dándoles libertad 
para disponer de los que dejaren al tiempo de su fallecimiento, exceptúa de esta libertad 
“Jos ornamentos y pontificales, que se considerarán propiedad de la Mitra”. Cfr. Lexicon 


fúr Th. u. K, art. Spolienrecht. 
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bién existen indultos pontificios contra el derecho común. Antes del Codex 
turis canonici existían otras prescripciones contra los usureros, contra los 
herejes y contra los maltratadores de los Cardenales (35), las cuales estu- 
vieron también en la legislación civil durante el período del llamado “ius 
commune” anterior a las codificaciones; la Iglesia no las ha recogido en 
su. codificación actual, por lo cual entendemos que no están vigentes dun 
cuando pertenecieran al ordenamiento civil actual del lugar donde se hace el 
testamento, Así entendemos el $ 1 del canon 1.513. 

b). En cuanto a la forma del testamento, nada legisla el Codex. Ahora 
bien, la forma de este acto no tiene otra misión que la de suministrar un 
medio irrebatible de prueba de la última voluntad del causante en materia 
tan expuesta a litigios en la que la codicia de bienes procura a toda costa 
afilar bien sus argumentos. Pero en los testamentos para causas pías no se 
exigen las formas civiles, por lo cual vale el testamento otorgado ante tes- 
tigos suficientes para dar de él una prueba válida en el fuero externo: en- 
tendemos que esta prueba será aquella que quepa dentro de los términos 
legislados en el tit. X de probationibus del libro IV del Codex, congrua 
congrue aptando, ya que no es fácil indicar un medio natural de prueba no 
contenido en dicho título. 

Pero aunque no existe una forma o solemnidad canónica para los tes- 
tamentos, la ley canónica desea que se observen las formas civiles, sin duda 
para evitar que la inobservancia de dichas formas traiga dificultades en la 
práctica. Pero aunque dichas formas no se hayan observado, el testamento 
vale: el canon 1.513, $ 2, prescribe que en tal caso se debe advertir a los 
herederos de su obligación de cumplir la pía voluntad del causante destituí- 
da de forma civil. Moneantur, dice el canon. Una respuesta de la Comisión 
de Intérpretes de 17 de febrero de 1930 resolvió que este verbo tiene sen- 
tido preceptivo y no meramente exhortativo: la obligación de avisar recae 
sobre el Ordinario, que es el ejecutor de las pías voluntades, el cual la hará 
por sí o por otro del modo más prudente y eficaz. Hay quien piensa (36) 
que estas normas del canon 1.513, $ 2, sólo se refieren a las pías volun- 
tades que prescriben fundaciones autónomas y no a las adjetivas, porque 
el canon dice: “In ultimis voluntatibus in bonum Ecclesiae.” A la verdad, 
tal modo de discurrir no nos parece legítimo. La frase “in bonum Eccle- 
siae” no encierra alusión alguna a la figura jurídica de la fundación: to- 
das entran dentro del “bonum Ecclesiae” si son eclesiásticas. Más verda- 
dero nos parece afirmar que la frase mencionada define un grupo de causas . 


EN A AA A eG By Why NE 
E , 3 3 , z , , , > 2 , , Lo; 
(36) NOLDIN, De praeceptis, n. 556; CORONATA, O. C., n. em 
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pías entre las mencionadas en general en el $ 1 del mismo canon, es decir, 
las eclesiásticas. 

c) Con relación a su contenido, el testamento que es fuente de patri- 
monio eclesiástico puede ser muy vario: cabe el instituir heredera a una 
persona moral eclesiástica con o sin destino especial de la herencia; cabe 
establecer una fundación piadosa, aun autónoma, por más que tales institu- 
ciones requieren la aceptación (sin hablar de la oposición, harto frecuente, 
de las leyes civiles), por lo cual habrán de hacerse por medio de albaceas, 
bajo la vigilancia del Ordinario. Cabe adquirir la herencia por sustitución 
fideicomisaria o una parte de ella por legado. Cabe, por último, instituir 
el llamado heredero fiduciario, que recibe la herencia con pacto secreto he- 
cho con el testamento durante la vida de éste sobre la inversión de los 
bienes que constituyen la herencia, en nuestro caso, en favor de una causa 
pia eclesiástica. 

Todas estas instituciones valen por derecho natural: más aún, creemos 
que por derecho natural vale el legado para causas pias aun cuando no va- 
liera el testamento, con tal que conste suficientemente la voluntad de 
quien instituye el legado. Utile non debet per inutile vitiari, dice la regla 37 
del Sexto de las Decretales. Obsérvese, con todo, que hay una legítima 
exigida por el derecho natural, cuya cuantía, según los autores opinan co- 
rrientemente (37) equivale a la cantidad necesaria para que los hijos puedan 
vivir según su estado. Huelga advertir que el derecho de dejar bienes a la 
Iglesia, que por encima de las leyes civiles establece el canon 1.513, está 
limitado por esta exigencia natural de los hijos. 

El clérigo o religioso que acepte bienes “en fiducia” debe indicar al 
Ordinario los bienes recibidos con la carga aneja: este Ordinario será 
para los religiosos el suyo propio, si el destino de la causa pía no es una 
institución de la diócesis; en los demás casos (y siempre para los seculares), 
el del lugar. 

d) El sucesor mortis causa comienza a tener tus ad rem o 1n re en su 
caso, cuando muere el causante. Tampoco da el Codex normas positivas 
para la llamada apertura del testamento y para la posesión de la heren- 
cia por parte del heredero. Es claro que cuando el testamento vale por 
derecho civil, todos los trámites posteriores se habrán de hacer con arreglo 
a esas mismas leyes civiles. Para todos los casos el canon 1.515, $ 1, esta- 
blece que corresponde al Ordinario la ejecución de las pías voluntades 
Esta norma no anu!a la actividad propia de los testamentarios, pero éstos 
tienen que rendir cuentas al Ordinario de su gestión, sin que valga contra 
- dicha disposición ni siquiera la voluntad del fundador, ya que las cláusulas 


(37) Cfr. WiERNZ-VIDAL, 0. C., D. 793, nota 4. 
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a ella contrarias se consideran inexistentes (38). La actividad ejecutiva 
del Ordinario es, pues, primo et per se, supletoria, ya que el encargado de 
la ejecución será aquel a quien el testador, donante, etc., encargue de esa 
gestión; pero sobre estos ejecutores inferiores, y en su defecto, el Ordina- 
rio cuidará de que esas pías voluntades se cumplan diligentissime (ca- 
non 1.514). El Ordinario será el religioso para las causas que le están su- 


jetas; para las otras, el del lugar. 
Tomás G. BARBERENA, Pbro. 


Profesor en la Universidad Pontificia de Salamanca 


(38) Digamos dos palabras a propósito del diálogo suscitado en la Semana sobre la inter- 
pretación de la frase “tamquam non appositae habeantur” del canon 1.515, § 3. En los casos 
corrientes, una disposición ya de última voluntad, ya de acto “inter vivos”, que contraría a 
los derechos. ejecutivos del Ordinario, se considera inexistente, y el acto vale sin más. 

Pero puede ocurrir que el disponente haya ligado su acto de voluntad a tales cláusulas, 
haciéndole depender de ellas, en cuyo caso se discute la validez del acto. 

Hay quien aflrma la validez en virtud de una “consideratio iuridica” de valor superior a 
cualquier presunción. No acertamos a ver la distinción que se quiere admitir entre esa con- 
sideración jurídica y la presunción iuris et de iure, puesto que, lo mismo aquí que en otros 
'"ugares del Codex en los que se apela a ese concepto, los efectos son iguales prácticamente. 
En el caso, la consideración jurídica equivale a una presunción contra la cual no se podría 
argumentar directamente, sino sólo atacando a su fundamento, es decir, al mismo negocio 
jurídico, fundación, testamento o lo que fuera; es decir, una presunción iuris et de iure. Por 
citar otro ejemplo, eso mismo se podría decir de las condiciones imposibles, torpes o nece- 
sarias añadidas al consentimiento matrimonial: se tienen por no puestas con presunción iuris 
e* de iure. El argumento que se pretende sacar de D. 50, 16, 111 no nos convence; las frases 
contenidas en este titulo “de verborum significatione”, arrancadas como están de sus con- 
textos y no pocas veces alteradas por TRIBONIANO, “egent acerrima crisi” (ALBERTARIO). Por lo 
demás, la cuestión es más de palabras que de realidades. Censere est constituere et praeci- 
pere, dice el paso citado del Digesto. Pero la primera condición de la ley es que tenga mate- 
ria posible y honesta. La ley no puede decidir que exista un hecho inexistente, o al revés; 
puede solamente presumirlo, incluso “iuris et de iure”, en casos excepcionales por exigen- 
cias del bien común. En tal caso podemos decir igualmente que “praesumere est constituere et 
praecipere”; NovaL clasifica como presunción iuris et de iure la “constitutio et praeceptum" 
del canon 175, según el cual el elegido pierde todo derecho si no acepta la elección en el 
término de ocho días. Ahora bien, como se trata de un asunto odioso, la presunción iuris 
et de iure no es ella misma objeto de presunción, sino que para que la admitamos en un 
caso concreto es necesario que el Derecho diga que no admite prueba en contrario, ya que se 
irata de materia odiosa. Creemos que en la cuestión presente no se da ese caso. 

Según otra opinión, la ley, en el canon 1.515, suple el consentimiento y da valor a un 
acto carente de él. Tampoco nos convence este punto de vista, sobre todo en los términos 
absolutos en que se expresó; que salvo el derecho matrimonial, en las demás ramas del De- 
lecho la autoridad social puede suplir los consentimientos. Prescindamos del derecho matri- 
monial, en el cual el canon 41.084, el 1.092, n. 4, y los cánones 1.138-39, en relación con 
el 1.093, nos darían amplia materia de discurso. Fuera del derecho matrimonial, recordamos 
que el acto de voluntad es esencialísimo al negocio por el que se transfleren los bienes de 
un Sujeto a otro. No existiendo esa manifestación de voluntad, si la ley tuviera como válido 
Diele seve inde Diet dns Actis ME ER b er DS UD RN LR M 
Tn D aia Polar sa bus i a. m todo caso, ese poder de la autoridad social, 

TEMA E Os antiguos (cfr. FERRERES, Theol. Mor., ed. 14, n. 668) 
o eae poro hoy se preflere (Pío XI, litt. Encycl. Quadragesimo anno, 15 de mayo de 1931, 
| Mod ME MUN ys siempre referido al bien común y supeditado a él. En la cuestión 
prese: 8 zón para admitir que el bien común exija la validez del acto o negocio 
jurídico en el que faltara la manifestación de voluntad, como, por el contrario, dicha razón 
puede verse, p. e., en el caso del artículo 737 del Código civil español; que tiene por no pues- 
tas las cláusulas de los testamentos derogatorias de las disposiciones futuras orque Ph 
nen al carácter de revocabilidad de los testamentos. UNS ere 

Por todo lo cual nos inclinamos a pensar que si el causante del canon 1.515 ligara su 


Ben à lu validez de una cláusula añadida inaceptable contraria a los derechos del 
Ordinario, el acto sería nulo por vicio insanable de consentimiento 
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IN DRO DUCCIÓN 


Si lo permiten los señores semanistas, empezaremos haciendo una ob- 
servación, la cual, si bien resulta innecesaria dada la preparación jurídica 
y el buen espíritu que anima la Semana, acaso no resultará superflua y po- 
drá ser una especie de floración externa del sentido íntimamente arraigado 
en todos nosotros de adhesión, amor y entrega a aquella Sede Apostólica, 
en la cual ha concentrado el derecho divino la suprema potestad social de 
la Iglesia. Y la observación es que tratamos en la presente Semana de la 
ordenación jurídica de los bienes temporales en esta sociedad perfecta que 
es la Iglesia universal, y, por tanto, al establecer analogías con la organi- 
zación jurídico-canónica del Estado, no podemos referirnos ni a los entes 
inferiores, aun cuando tengan, por ejemplo, la autonomía jurídica que el 
Derecho canónico reconoce a las diócesis, ni mucho menos podemos tener 
presente a una organización eclesiástica nacional, jurídicamente inexisten- 
te, sino que debemos referirnos a esa Iglesia Católica, Apostólica y Roma- 
na, única fundada por Jesucristo, que con gran liberalidad y una genero- 
sidad descentralizadora que podrían envidiar los Estados, sabe adaptarse 
a las circunstancias propias de cada lugar, pero a la vez constituye una 
sociedad compacta, con organismo rector único y con una estructura jurí- 
dico-económica que, trascendiendo de los ámbitos diocesano y racional, se 
halla enmarcada en un ámbito universal. Y si bien es cierto que hemos de 
atender a la problemática que plantea el Derecho canónico de bienes tem- 
porales por lo que se refiere a los sujetos, fuentes y gestión del patrimo- 
nio eclesiástico en los órdenes local, diocesano o nacional, es muy cierto 
también que no podemos desentendernos, antes bien debemos poner en 
primer lugar la problemática que plantean los sujetos, las fuentes y la 
gestión del patrimonio eclesiástico en el ámbito de la Iglesia universal. | 

Perdonen los señores semanistas si acaso la observación les pudiera 
parecer improcedente, y con caridad cristiana atribúyanla a un romántico 
“sentido de anhelada identificación con el espíritu de ese Santo barcelonés 


\ 
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que es el titular del Instituto de Derecho canónico, que consagró su acti- 
vidad jurídico-canónica tal servicio de la Silla de Pedro y cuya conmemo- 
ración me ha parecido un deber de conciencia para quien viene a esta 
reunión, en esta Casa del Papa que es la Universidad Pontificia de Co- 
millas, después de haberse postrado a implorar la bendición divina sobre 
los trabajos de la Semana ante el sepulcro de San Raimundo de Peñafort. 

Al empezar a preparar la presente ponencia, un problema difícil de lí- 
mites, común por otra parte a todo intento de esbozar el tema, se nos 
presentó, a saber, el del ámbito de la ponencia en función del contenido 
de su enunciado. 

Del acierto en la fijación de los límites de un estudio depende en gran 
parte la eficacia de ilustración o colaboración científica que pueda producir. 
Si esto vale para todo trabajo, cuánto más para la ponencia de una Semana 
que se ha de exponer ante estudiosos que superan en competencia y eru- 
dición al ponente, y que ha de servir de base para una discusión ordenada 
a iluminar: puntos oscuros del estado actual de la doctrina o de la misma 
legislación. 

En el caso presente, ha constituído el primer mojón divisorio el hecho 
de figurar en el programa de la Semana dos grupos de ponencias, unas 
llamadas fundamentales y otras llamadas prácticas. Y aun cuando en la 
exposición de los temas jurídicos conviene siempre proceder teniendo pre- 
sente la realidad de la vida que, conjugada con la norma, da lugar al he- 
cho jurídico, es evidente que la división antedicha circunscribe a las po- 
nencias fundamentales en un marco de carácter más bien general y de prin- 
cipios, dejando para las ponencias prácticas el estudio de puntos concretos 
de la realidad vivida o de instituciones particulares. 

Situados en este plano más especulativo, la progresiva disposición de 
los temas expuestos tan brillantemente por los ponentes de la Semana du- 
rante estos días, nos da ya nuevos elementos circunscriptivos de la ponen- 
cia que ha de limitarse a la exposición de la doctrina referente a la gestión 
del patrimonio eclesiástico, excluyendo además de esta exposición lo refe- 
rente a la parte más importante de la administración extraordinaria, cual 
es la enajenación de bienes eclesiásticos. dit 


7 . 
Y creo que con lo dicho queda encuadrado el tema que pasamos a ex- 
poner. 


Acaso sea útil presentar desde el principio en forma esquemática el 
orden de la exposición. 


Empezaremos por dar el concepto de administración, y para concretar 
la terminología expondremos en seguida otros conceptos complementarios, 
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proponiendo luego los principios básicos de la administración en el ordena- 
miento canónico. Adentrándonos ya en lo más concreto del tema, tratare- 
mos en primer lugar de la administración suprema, ya en su órgano supe- 
rior pontificio, ya en sus órganos inferiores, para poder hablar después 
de la administración inmediata, exponiendo de manera sistemática las nor- 
mas de administración y sin pretender resumir de manera exhaustiva la 
doctrina, sino más bien haciendo notar algunos puntos que ofrecen espe- 
cial interés, 


I. NOCIONES Y TERMINOLOGÍA 


En un ordenamiento juridico perfecto y soberano cual lo es el de la 
Iglesia católica, constituye la parte acaso más cuantiosa del Derecho nor- 
mativo el conjunto de disposiciones que han denominado los juristas De- 
recho administrativo. Basta coger un ejemplar cualquiera del Boletín Ofi- 
cial de un Estado o repertorios legales de un ordenamiento jurídico, y 
notaremos cómo destaca por su mole el Derecho administrativo. Todavía, 
si analizamos el origen histórico de las ramas del Derecho público, que no 
sea el constitucional o el penal, o de aquellas ramas del Derecho privado 
que van independizándose del llamado tradicionalmente Derecho civil, ve- 
remos que dichas ramas o proceden del Derecho administrativo o se fu- 
sionan con elementos que hasta ahora lo habían integrado. De ahí la im- 
portancia, variedad y dificultad de sistematización de esta importante dis- 
ciplina jurídica. ; 

El fenómeno presenta un interés especial en el Derecho canónico, don- 
de son escasas las normas de Derecho privado y donde gran parte de su 
Derecho constitucional es de Derecho divino. De ahí que las normas con- 
tenidas en los libros 2.” y 3.” del Código de Derecho canónico sean en 
su mayor parte normas de Derecho administrativo. 

No es propio de este lugar entrar en disquisiciones acerca del concepto 
o definición del Derecho administrativo, ya sea considerándolo como le- 
gislación, ya sea considerándolo como ciencia. Baste decir que la ponencia 
se circunscribe a una parte limitadisima del Derecho administrativo, la re- 
ferente a la gestión del patrimonio eclesiástico, cuyos elementos normati- 
vos se contienen principalmente en el título 28 de la parte sexta del li- 
bro III del Código. 

Cuando hab'amos aquí de administración no nos referimos precisa- 
mente a la función ejecutiva del Estado, en nuestro caso de la Iglesia, o 
a los servicios para la ejecución de las leyes, ni a la función administrativa 
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de actividad de los órganos públicos, sino que, dando a la palabra un sen- 
tido más restringido, entendemos por administración, siguiendo el parecer 
de MisTRELLI, “la serie de operaciones que son necesarias para la conser- 
vación, para el aumento y para la producción y empleo de los frutos y 
rentas del patrimonio eclesiástico”. 

Todavía para precisar el concepto de gestión o administración del pa- 
trimonio eclesiástico conviene acudir a los principios fundamentales del 
Derecho constitucional de la Iglesia. La sociedad eclesiástica, en virtud 
de su soberanía y perfección, goza de plena potestad social en su triple 
manifestación legislativa, judicial y ejecutiva acerca de todo aquello que 
sea medio necesario y conducente al fin social. Esta relación de medio a 
fin constituye el límite de la potestad social de la Iglesia, la cual siendo 
una sociedad espiritual encontrará el límite para la disposición de los bie- 
nes temporales en la necesidad de la consecución del fin social. De aquí re- 
sulta una doble posición del ordenamiento jurídico-canónico respecto de 
los bienes temporales. No interesa al ordenamiento canónico la tutela del 
derecho de propiedad de las personas físicas que integran su cuerpo social 
como consecuencia del Bautismo; sus bienes temporales caen fuera del 
ámbito de la jurisdicción de la Iglesia y solamente por razón de una fina. 
lidad o destino concreto pueden interesar al ordenamiento eclesiástico. La 
potestad social de la Iglesia no admitirá, en este caso, el extenderse más 
allá de lo que exija la destinación espiritual de tales bienes. En ellos se 
dará siempre un objeto de naturaleza temporal acompañado de una cir- 
cunstancia de tipo espiritual, tendremos una “res mixti fori”, serán com- 
petentes en su regulación el ordenamiento civil y el ordenamiento canó- 
nico, con. prevalencia, en lo que sea necesario para la consecución del fin 
espiritual, del ordenamiento de la Iglesia en virtud de la subordinación 
indirecta de ambas sociedades por razón de la supremacía del fin social. 
Tendremos asi una primera categoría de bienes temporales cuya tutela 
jurídica compete sólo en parte al ordenamiento canónico. 

Existen en cambio otros bienes temporales cuya tutela jurídica es ex- 
clusiva del ordenamiento de la Iglesia. En la sociedad eclesiástica la Igle- 
sia universal, la Santa Sede, organismo rector supremo, las personas mo- 
rales o jurídicas, necesitan poseer bienes temporales para la consecución 
de su fin; no basta el destino a un fin espiritual sino que la propiedad 
misma de los bienes materiales es un requisito indispensable para el libre 
desarrollo de la vida jurídica de tales personas morales. Para estos bienes, 
llamados eclesiásticos segün la definición del canon 1.497 $ 1, existe un 
acabado y completo Derecho normativo como puede existir en.un orde: 
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namiento jurídico cualquiera. Todavía conviene notar que siendo la Igle- 
sia católica y la Santa Sede personas jurídicas por Derecho divino, y de- 
biendo las demás personas morales en la sociedad eclesiástica su existencia 
a una prescripción del derecho o a una concesión del poder público tal como 
afirma el canon 100 $ 1, resulta que la ordenación jurídica de sus biene 
reviste un especial carácter publicistico, ya que los sujetos de derecho son 
todos entes de Derecho público. 

De lo dicho hasta aquí se infiere que en el ordenamiento canónico exis- 
ten dos clases de bienes temporales tutelados jurídicamente: unos, los 
eclesiásticos, cuya regulación pertenece exclusivamente a los órganos y nor- 
mas de la Iglesia; y otros, llamados en un sentido general causas pías, cuya 
regulación pertenece ya a la Iglesia, ya a la sociedad civil, con prevalen- 
cia del Derecho eclesiástico en cuanto ello sea preciso para asegurar el des- 
tino espiritual de tales bienes. 

Si ahora tenemos en cuenta que la administración, cual la hemos de- 
finido, es una consecuencia del dominio y una explicitación de la plenitud 
de la facultad dominical, aun cuando puede jurídicamente separarse de ella 
lo mismo que el uso y el usufructo, analizando cuál sea el dominio tute- 
lado por el ordenamiento jurídico-canónico podremos deducir el ámbito 
de la facultad de administración de la Iglesia. 

Aun «convendrá distinguir desde ahora el dominio inmediato de una 
cosa, que compete al titular del Derecho de propiedad, y el alto dominio 
o dominio eminente que compete a la potestad social en los bienes de los 
súbditos en virtud del cual puede la autoridad ejercer aquella disposición 
incluso dominical de los bienes de sus subordinados que sea necesaria para 
la consecución del fin social. 

Conjugando los conceptos de dominio y administración podremos ha- 
blar de una administración suprema que responde al dominio eminente 
y de una administración inmediata que responde al Derecho de propiedad, 
y diremos ya desde ahora que pertenece a la primera categoría lo que a 
primera vista podría parecer un concepto intermedio, a saber, la vigilan- 
cia o control del poder público, en virtud del cual los organismos ejecuto- 
res de la potestad social vigilan autoritativamente la administración inme- 
diata, dejando en poder del titular del dominio o de su administrador el 
ejercicio de las facultades administrativas. 

Para dejar completa la terminología que usa el Derecho canónico dis- 
tinguiremos en la administración inmediata los actos de administración 
ordinaria y los de administración extraordinaria. Se entienden actos de 
administración ordinaria los que se ejercen con la diligencia de un buen 
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padre de familia para el gobierno, conservación y usufructo de un patri- 
monio, sin variar notablemente su valor o su modo de ser; y llamaremos 
actos de administración extraordinaria aquellos que importan variación 
en el valor o en el modo de ser del patrimonio o en su relación jurídica 
con el sujeto que goza de derechos sobre él. 

No será superfluo recordar aquí dos principios de Derecho público 
eclesiástico er. orden a la posición jurídica de los entes de la Iglesia en 
el ámbito civil por lo que se refiere a los bienes temporales. 

Y será el primero el de que las personas físicas o morales, como dice 
(OTTAVIANI, que existen en la Iglesia, en aquello que se refiere directa o 
indirectamente a cosas sagradas, dependen de su sociedad homogénea. 

Y es el otro el de que la Iglesia, por ser persona jurídica de Derecho 
divino, tiene un derecho nativo a poseer, derecho que admitirá distintas 
modalidades en el ámbito de la sociedad civil, a saber: a) podrá poseer 
la Iglesia “more privatorum" ateniéndose al Derecho interno de cada país; . 
b) podrá poseer “more Principis” que posee algo en territorio ajeno, ate- 
niéndose a las normas del Derecho internacional; y c) al menos en un 
Estado que lo admita (en la Ciudad del Vaticano, sin duda) podrá poseer 
la Iglesia, como posee el Estado, “more privatorum”, pero dentro del or- 
denamiento jurídico-canónico. 

Hemos de notar que descartamos de nuestro tema la consideración de 
los bienes que pueda poseer la Iglesia “more privatorum” en el ordena- 
miento civil, y asimismo descartamos lo referente a los bienes que pueda 


poseer “more Principis” en virtud del Derecho internacional o concor- 
datario. | 


II. PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA ADMINISTRACIÓN EN EL 


ORDENAMIENTO CANÓNICO 


Concretándonos al ordenamiento canónico, al fijar los principios bá- 
sicos de la administración distinguiremos las siguientes categorías de bie- 
nes: I) bienes de la Iglesia universal; 2) bienes de la Santa Sede; 3) otros. 
bienes eclesiásticos; 4) bienes destinados a causas pias. | 


1) Bienes de la Iglesia universal 


Afirma el canon 1.495, $ 1: “Ecclesia Catholica... nativum ius habet 
libere et independenter a civili potestate... administrandi bona temporalia 
A » TEIG E . 5 oe; . j . 

ad fines sibi proprios prosequendos." La sociedad eclesiastica es el titular 
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del dominio de tales bienes, y consecuencia de este derecho de propiedad 
es el derecho de administración. Siendo la Iglesia una sociedad de natu- 
raleza jerárquica y monárquica, únicamente la Santa Sede, en uso de su 
potestad primacial plena dentro de los límites del Derecho divino, natural 
o positivo, podrá fijar normas para la administración de tales bienes. 
Siendo además la Iglesia sociedad perfecta e independiente, pertenece ex- 
clusivamente al Ordenamiento canónico la regulación de dicha adminis- 
tración. 

Podemos distinguir los bienes pertenecientes a la Iglesia católica como 
medios ordenados a la consecución del fin social de los que pudiere po- 
seer "more privatorum" en el mismo ordenamiento canónico. En este úl- 
timo caso deberán aplicarse los principios que se establecen para la admi- 
nistración de bienes eclesiásticos de una persona moral dentro de la Iglesia. 

Para los bienes de la sociedad eclesiástica en cuanto tal ¡se confunden 
en un mismo sujeto el dominio eminente y el derecho de propiedad, 
cabiendo, por lo tanto, la distinción entre normas de administración su- 
prema e inmediata ni siendo posible hablar de vigilancia o control, puesto 
que no existe Organismo superior al administrador, que es el órgano rec- 
tor supremo de la sociedad. 


2) Bienes de la Santa Sede 


El citado canon 1.495, $ 1, establece idéntico principio para los bienes 
de la Santa Sede y los de la Iglesia universal. Se trata de bienes perte- 
necientes a una persona moral dentro de la Iglesia, a la cual está unido 
por Derecho divino el ejercicio del poder social supremo y a la cual están 
subordinados todos los organismos existentes en la sociedad eclesiástica. 
La Santa Sede es el órgano supremo rector de la sociedad, que compren- 
de, a tenor del canon 7, el Romano Pontífice y los demás organismos cen- 
trales rectores de la Iglesia universal. Si establecemos una analogía con 
el poder civil, la Santa Sede, en cuanto organismo representante de la so- 
ciedad Elesióstica: corresponde al Estado, y en cuanto organismo rector, 
corresponde al Gobierno de la Nación. Caben aquí las mismas distincio- 
nes establecidas en el apartado anterior. 


3) Otros bienes eclesiásticos 


Tales son, a tenor del canon 1.497, $ 1, los bienes temporales pertene- 
cientes a otra persona moral cualquiera en la Iglesia. 
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Dos principios fundamentales podemos establecer aquí, reguladores. 
respectivamente, de la administración inmediata y de la administración 
suprema. j 

Afirma el canon 1.495, $ 2: "Etiam Ecclesiis singularibus aliisque 
personis moralibus quae ab ecclesiastica auctoritate in iuridicam personam. 
erectae sunt, ius est, ad normam sacrorum canonum, bona temporalia... 
administrandi." 

Y el canon 1.518 reza: "Romanus Pontifex est omnium bonorum ec- 
clesiasticorum supremus administrator et dispensator." 

Si el titular del dominio es la persona moral, lo congruente es que a 
dicha persona moral pertenezca la administración de dichos bienes; esta 
es la razón del principio establecido en el $ 2 del canon 1.495. Convendrá 
atenerse a las normas que regulen la vida de la persona juridica para co- 
nocer cuáles sean en concreto los principios rectores de su administración. 

Interesa aquí hacer notar la diferencia que existe entre el ordenamiento 
canónico y el civil acerca de este particular. En el ordenamiento civil cabe 
distinguir entre personas jurídicas, erigidas o reconocidas por la ley, y 
estas ültimas pueden ser de interés püblico o de interés particular. La ad- 
ministración de los bienes de las personas jurídicas queda en el ordena- 
«miento civil reservada al mismo ente jurídico, al menos si es reconocido; 
y el Estado sólo podrá dictar normas de administración si lo exige el in- 
terés público, procediendo en tal caso la actividad reguladora del poder 
püblico del derecho eminente de administración que le compete. En cambio 
la administración de los bienes de las personas jurídicas erigidas por la 
ley o Corporaciones, segün la terminología del Código civil, será total- 
mente regulada por la ley. 

En el ordenamiento canónico toda persona jurídica tiene carácter pú- 
blico; usando la terminología civil o es una Corporación, o una fundación 
de interés público, y en ambos casos su vida jurídica nace, o bien de una 
prescripción del derecho o de un acto de imperio del Superior. Por esto 1a 
administración inmediata de los bienes de las personas morales en la Igle- 
sia compete a la persona y debe realizarse en la forma y modo que deter- 
mina la ley. El principio del canon 1.495, $ 2, constituye una presunción: 
que pueden destruir y destruyen en la realidad, más de una vez, las demás 
normas de administración existentes en el ordenamiento de la Iglesia. 

: Si queremos dar una impresión general de la realidad jurídico-canó- 
nica legal en este punto concreto, podemos afirmar que la ley eclesiástica 
deja en manos del administrador inmediato de las personas morales la Ila- 
mada administración ordinaria y reserva a organismos superiores del en- 
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granaje de la Administración pública (entendiendo esta palabra en el sen- 
tido que se le da en el Derecho estatal) la administración extraordinaria. 

La administración eminente, en cambio, queda reservada al Romano 
Pontífice (canon 1.518). Si el titular del dominio eminente es la Iglesia 
universal y la representación jurídica de tal persona moral está vinculada 
a la persona física que sea Obispo de Roma, es natural que tal supremo 
representante sea el supremo administrador y dispensador de los bienes 
eclesiásticos. En virtud de esta administración suprema podrá el Papa, o 
quien participare de su poder supremo de administrar, disponer aun in- 
mediatamente, cuando asi lo exigiere el bien social, de los bienes pertene- 
cientes a cualquier persona moral en la Iglesia. 

Consecuencia de esta misma administración suprema será el derecho 
de vigilancia o control de la administración inmediata, el cual puede ser 
ejercido directamente por la Santa Sede o confiado a organismos inferio- 
res. La relación para la visita “ad limina”, la relación quinquenal de re- 
ligiosos, sociedades de vida común e Institutos seculares, las visitas apos- 
tólicas, la relación trienal de los Seminarios, etc., son ejemplo del control 
ejercido directamente por la Santa Sede. 

En el canon 1.519, $ 1, encontramos el principio básico de ese mismo 
control ejercido en nombre de la Santa Sede por organismos inferiores. 
“Loci Ordinarii est sedulo advigilare administrationi omnium bonorum 
ecclesiasticorum quae in suo territorio sint nec ex eius iurisdictione fue- 
rint subducta, salvis legitimis praescriptionibus, quae eidem potiora iura 
tribuant." En el canon vemos que la Santa Sede confía a los Ordinarios 
del lugar ese derecho de vigilancia que se presume siempre concedido al 
Ordinario, debiendo probarse lo contrario. El canon distingue muy biem 
entre este derecho de vigilancia y otros derechos que el Ordinario haya 
podido adquirir por prescripción; éstos pueden ser derechos propios del 
Obispo, aquél siempre será una potestad vicaria ejercida en nombre de la 
Santa Sede. Siendo esto así, no hay inconveniente ninguno en que la San- 
ta Sede confíe a otros tal derecho de vigilancia; así, por ejemplo, el de- 
recho del Metropolitano a la visita de las diócesis sufragáneas, a tenor 
del canon 274, la vigilancia de los Abades Visitadores ordinarios en los 
monasterios de los Benedictinos confederados, etc. 

Distinta de esta facultad de control que concede a los Ordinarios el 
párrafo 1.” del canon 1.519 es la que les concede el párrafo 2." del mismo 
canon. Aquí conviene recordar lo dicho anteriormente acerca de los bienes 
eclesiásticos; al pertenecer, por definición, los bienes eclesiásticos a per- 
sonas morales y siendo todas las personas morales en la Iglesia erigidas 
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por la ley o por la autoridad, resulta que la administración de sus bienes 
ha de ser regulada por la norma legal. | ; 

En el $ 2 del canon 1.519 se indican las fuentes legales que regirán 
la administración, estableciendo una prioridad: a) se atenderá en primer. 
lugar a las normas del Derecho común, las cuales serán ya generales, ya: 
particulares para determinados sujetos de la administración u objetos de- 
la misma; b) en todo aquello que no haya regulado la ley general, se re- 
currirá a la ley particular dada por los Ordinarios. 

Notemos que aquí no se habla de Ordinarios del lugar, sino de Ordi-. 
narios simplemente; se trata no ya del ejercicio de una potestad vicaria 
de vigilancia, sino del ejercicio normal de la jurisdicción eclesiástica en su 
aspecto de función legisladora que compete a todos los señalados en el 
$ 1 del canon 198. 

Será el Derecho común quien reservará casi siempre a los Ordinarios 
la administración inmediata extraordinaria de los bienes eclesiásticos, unas 
veces poniendo directamente en manos del Superior el ejercicio de tal ad- 
ministración, otras veces limitándose a exigir en el súbdito una licencia 
del Superior para el ejercicio de su actividad administrativa. 

Resumiendo lo dicho en el presente apartado acerca de la administra- 
ción de los bienes eclesiásticos podemos proponer el siguiente esquema : 


directamente. 
; mediante los organismos de la Santa Sede. 
Admón. suprema: Papa | dis coheed : i x 
confiando!a a los inferiores, con presunción a 
favor del Ordinario del lugar. 


Me PAS : y ordinaria: admini A 
Admón. inmediata: según UM um RTT ; ; 
extra 1 IRE C 
la norma legal ordinaria: Superior o con licencia 


del Superior. 


4) Bienes destinados a causas pías 


Estos bienes no son eclesiásticos, pero tienen una finalidad espiritual. 


No perteneciendo a la Iglesia el dominio, ni inmediato ni eminente, tam- 
Hr a corresponde la administración, Sin embargo, ciertamente cae bajo 
e Or n 7 bd z LI LI . ep 
l orde amiento canónico el asegurar el cumplimiento de la destinación es- 
M de vt bienes. La ley positiva canónica confía a los Ordinarios 
a ejecución de las vol pi 

J untades piadosas en el canon L515,$ 1,yenel$ 2 


del mismo canon confía a los mismos Ordinarios un sagrado derecho de 
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vigilancia, que incluye aún el derecho de visita y obliga a los demás eje- 
cutores a la rendición de cuentas, llegando a sancionar con la invalidez las 
cláusulas añadidas a las últimas voluntades contrarias a este derecho de 
inspección. 

El principio básico para la administración de las causas plas se halla 
contenido en el canon 1.514: “Voluntates fidelium facultates suas in pias 
causas donantium vel relinquentium, sive per actum inter vivos, sive per 
actum mortis causa, diligentissime impleantur etiam circa modum admi- 
nistrationis et erogationis bonorum, salvo praescripto canonis 1.515, $ au 

Por lo tanto, debe atenerse para la administración de las causas pías 
a la voluntad del donante o testador y suplir tal voluntad si nó resultare 
suficiente con las normas o principios del ordenamiento jurídico en el que 
se hubiere hecho la donación o el testamento, salvo siempre los principios 
del Derecho natural o eclesiástico. 


Concluyendo resultará que en las causas pías tendrá la administración 
inmediata el administrador ¡señalado por el causante; se mantendrá la su- 
prema administración como consecuencia del dominio eminente en favor 
del Estado, mientras los bienes no hubieren pasado a ser de la Iglesia; 
pero una y otra administración estarán sujetas a la vigilancia e inspección 
de la Iglesia, con el consiguiente derecho de decisión por parte de la so- 
ciedad eclesiástica en caso de conflicto, en virtud de la subordinación. 


III. NoRMAS DE ADMINISTRACIÓN 
; 

Establecidos los anteriores principios generales procede ya el hablar 
de una manera concreta de las normas de administración. Notemos que 
siendo siempre el sujeto del dominio de los bienes eclesiásticos una per- 
sona jurídica, la cual debe actuar siempre mediante personas físicas, re- 
sultará que de hecho el administrador de los bienes eclesiásticos será siem- 
pre una o varias personas físicas, las cuales obrarán como representantes 
u Órganos de entes jurídicos, que son los ünicos sujetos de dominio ecle- 
siástico. Todo ello, sin embargo, no es obstáculo para que la ley, mante- 
niendo íntegro el dominio en favor de la persona moral, confiera el po- 
der de administrar a una determinada persona física, especialmente si esta 
persona física aparece revestida de una particular figura jurídica. 


También aquí interesa fijar desde un principio algunos elementos fun- 
damentales. Es notable là observación que hace el canon 1.498 al declarar 
que cuando el Código usa el vocablo "ecclesia" se debe entender que se 
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refiere no sólo a la Iglesia católica universal y a la Santa Sede, sino tam- 
bién a todas las personas o entes canónicamente erigidos en persona jurí- 
dica en el ámbito de la Iglesia (iglesias, beneficios, seminarios, colegios, 
religiones, Obras pías, etc.), a no Ser que de la naturaleza del caso o del 
contexto aparezca que se debe entender diversamente. Iglesia, pues, se en- 
tiende en el sentido de ente que cae bajo el ordenamiento jurídico-canóni- 
co, terminología que coincide, por Otra parte, con la usada frecuenmente 
por el legislador en nuestra patria. 


A) ADMINISTRACIÓN SUPREMA. 


Comprende esta administración, segün. cuanto llevamos dicho hasta 
ahora, tanto la administración consiguiente al ejercicio de la facultad do- 
minical eminente como el control o vigilancia de la administración inme- 
diata que compete al poder püblico en la organización social. 


1) La Santa Sede. 


La Iglesia católica, sociedad perfecta e independiente, es, por derecho 
divino, persona jurídica de naturaleza colegial; su representación jurídica 
se polariza en la persona del Romano Pontifice, sujeto de la plenitud de 
la potestad social. 

El Romano Pontífice suele despachar los negocios de la Iglesia uni- 
versal por medio de las Congregaciones, tribunales y oficinas centrales 
que, a tenor del canon 7, se engloban bajo el nombre de Santa Sede. La 
Santa Sede es persona jurídica por Derecho divino sin perjuicio de la 
personalidad jurídica que el derecho positivo puede conceder a los diver- 
sos entes que la integran. 

La suprema potestad administrativa que el canon 1.518 reconoce al 
Romano Pontífice puede ser ejercitada, ya directamente por el Papa, ya 
por medio de los órganos de la Santa Sede. 

En el primer caso, no existe norma jurídica positiva que la regule y 
está subordinada ünicamente a las normas del Derecho divino, natural o 
positivo. En virtud de esta facultad, puede el Papa disponer de todos los 
bienes eclesiásticos segün su conciencia, dictar normas generales de admi- 
nistración, vigilar la gestión del patrimonio eclesiástico, resolver las difi- 
cultades originadas de tal gestión, otorgar condonaciones, conmutaciones 
y reducciones, autorizar enajenaciones en forma graciosa, etc. 

Normalmente ejerce el Romano Pontífice su supremo poder de admi- 
nistración mediante los organismos de la Curia Romana, salvas las facul- 
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tades concedidas por el Papa a los inferiores, ya de modo ordinario por 
medio de la ley como sucede con el derecho de vigilancia confiado a los 
Ordinarios, ya mediante concesión de determinadas facultades apostólicas 
a los inferiores. 

Al mismo tiempo, y mediante los antedichos organismos, administra 
el Papa inmediatamente los bienes de la Iglesia universal y de la Santa 
Sede. 

El derecho positivo determina las facultades administradoras de los 
organismos pontificios, tanto para la administración inmediata como su- 
prema. 


a) Sagrada Congregación Consistorial. 


El canon 248, $ 3, confía una misión extraordinaria de vigilancia en 
la administración de bienes eclesiásticos a esta Sagrada Congregación al 
concederle autoridad para la inducción de visitas apostólicas, y otra ordi- 
naria al encargarle el estudio de las relaciones quinquenales de las diócesis, 
El capítulo 11 de la fórmula para la relación quinquenal se titula “De ad- 
ministratione temporalium bonorum, de inventariis et archivis”. La posi- 
ción de la Iglesia en el ordenamiento civil para administrar sus bienes, el 
funcionamiento del Consejo de administración diocesana, el rendimiento 
anual de cuentas a tenor del canon 1.525, la observancia de las normas 
generales de administración en la diócesis, las causas pias, los inventarios 
de bienes son objeto de los detallados cuestionarios que sirven de base a 
la relación quinquenal. La administración de los bienes de la mensa epis- 
copal y de los ingresos de la Curia, juntamente con lo referente al Semi- 
nario y a la intervención del Ordinario del lugar en la administración de 
los bienes de los religiosos, completan el objeto de la relación en lo refe- 
rente a administración. 

La facultad de la Sagrada Congregación se limita al control de la re- 
lación quinquenal confiando a la Congregación correspondiente la reso- 
lución de los conflictos que puedan presentarse. 

Una Respuesta de una Comisión Especial de Cardenales de 13 y 27 de 
noviembre de 1922 vino a aclarar que pertenece a esta Congregación y 
no a la del Concilio todo lo referente a bienes y rentas de las mensas epis- 


copales. 
b) Sagrada Congregación para la Iglesia Oriental. 
Aparte de la facultad de vigilancia propia de la misma en los territo- 


rios y personas que le están sujetos, administra directamente determina- 
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dos bienes pertenecientes a la Santa Sede, sitos en los territorios sujetos 
a su jurisdicción. En la Audiencia Pontificia de 23 de marzo de 1946 fué 
creado a este fin un Oficio Administrativo presidido por un Obispo. 


c) Sagrada Congregación del Concilio. 


Es la Congregación competente para la urgencia de la legislación ad- 
ministrativa, control de la administración y resolución de conflictos, y 
a través de esta Congregación ejerce el Papa su potestad graciosa de 
administración suprema. Es el órgano principal de la disciplina eclesiás- 
tica general y, en particular, de la referente a la administración de bienes 
temporales, misión confiada principalmente a la Sección 2." de la misma 
Congregación. No tiene, en cambio, administración inmediata de bienes 
eclesiásticos, salvo la Caja de Pensiones y Subvenciones para el Clero 
italiano. 


d) Sagrada Congregación de Religiosos. 


Es órgano importantísimo de vigilancia y control, de urgencia de la 
disciplina y resolución de cuestiones para parte tan notable de los bienes 
eclesiásticos cuales son los bienes religiosos. La relación quinquenal que 
deben presentar las Religiones, Sociedades de vida común e Institutos 
seculares, en el capitulo II, titulado “De rebus", consagra el segundo apar- 
tado b) a los bienes temporales, comprendiendo esta materia 21 puntos 
del cuestionario. La Comisión de Gobierno y disciplina religiosa de dicha 
Congregación tiene una Sección 2.' dedicada al estudio de las relaciones 
quinquenales. La Sección 3.' de la misma Comisión está dedicada a las 
visitas apostólicas, medio frecuente del que se vale la Santa Sede para 
ejercer su potestad de administración suprema de los bienes eclesiásticos. 


e) Sagrada Congregación de Propaganda Fide. 


Es notable la importancia de este organismo para la administración 
de bienes eclesiásticos. Su competencia disciplinar en los territorios que 
: están sujetos, con el consiguiente control o vigilancia mediante las re- 
aciones quinquenales y las Visitas apostólicas, así como la administra- 
ción inmediata de no pocos bienes eclesiásticos, constituyen actividad ha- 
bitual de esta Congregación, 

El capitulo XVI del formulario para la relación quinquenal de los 
territorios de misión se titula “De bonis Ecclesiae eorumque administra- 
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tione” y el cuestionario para la relación quinquenal de las congregaciones 
religiosas dependientes de esta Sagrada Congregación consagra los pun- 
tos 49 al 70, que constituyen el epígrafe b) del capitulo IE a los bienes 
temporales. 

La burocracia administrativa de la Congregación, dirigida antes por 
el llamado Prosecretario de la Economía, se halla hoy dividida en tres 
secciones: una de Contabilidad y Caja, otra de Secretaría y una tercera 
Técnicolegal. Esto, aparte de la administración particular de cada una 
de las obras misionales pontificias centralizadas en el “Supremo Comitato 
Direttivo delle Pontificie Opere della Propagazione della Fede e di San 
Pietro Apostolo per il clero indigena e dell 'Unione Missionaria del Clero”. 


f) Sagrada Congregación de Seminarios. 


También a esta Congregación corresponde una triple misión en cuanto 
a los bienes eclesiásticos de su competencia: urgir y asegurar la observancia 
de la disciplina eclesiástica, vigilancia y control, mediante la re'ación trienal 
y las Visitas apostólicas, y administración inmediata o por medio de per- 
sonal dependiente de la Congregación de aquellos centros de formación que 
son propiedad de la Santa Sede. 

Para los Seminarios de Italia, la Visita apostólica es institución habi- 
tual, existiendo un Prelado, Obispo titular, consagrado a este objeto; ade- 
más existe en la Consulta Técnica de la misma Congregación un cuerpo 
de consejeros encargados de la inspección técnica de los Seminarios de 
Ttalia. 


g) Sagrada Congregación de la Reverenda Fábrica de San Pedro. 


Pertenece a este organismo la administración de los bienes de la Basi- 

. er UT ‘ 1) 

lica Vaticana, a tenor. de la Constitución Apostólica "Quanta curarum, 

de Benedicto XIV, de 23 de noviembre de 1751, y salvos los derechos que 
corresponden a] Arcipreste y al Cabildo de la misma Basilica. 


h) Dataría Apostólica. 


Administra este organismo las rentas de las pensiones y cargas 1mpues- 
tas por el Papa al conceder los beneficios no consistoriales reservados a la 


Santa Sede. 
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i) Cámara Apostólica. 
Administra los bienes y derechos temporales de la Santa Sede cuando 
está vacante. 


j) Administración de bienes de la Santa Sede. 


Es el organismo encargado de la administración de los bienes pertene- 
cientes a la Santa Sede. Se regula por el Motu proprio de 16 de diciembre 
de 1923, que fusionó en un solo organismo la Administración del Dinero 
de San Pedro, la Administración del Patrimonio de la Santa. Sede, las 
Oficinas Administrativas de la Prefectura. de los Sagrados Palacios Apos- 
tólicos y la sección llamada de las Oficinas Eclesiásticas. La dirige una Co- 
misión Cardenalicia con un Secretario y un Subsecretario y las correspon- 
dientes secciones de Secretaría, Pfotocolo y Archivo, Contabilidad, Cons- 
tatación, Negociado de Inmuebles, Caja y Oficina Legal. 

Además, el Papa Pío XI constituyó después del Pacto de Letrán. con 
el Motu proprio de 7 de junio de 1929, una Administración especial de la 
Santa Sede, destinada a la administración de los fondos procedentes del 
Gobierno italiano, en cumplimiento de lo establecido en los pactos latera- 
nenses. 

Todavía existe una especial administración del Hospicio Católico lla- 
mado "dei Convertendi", donde está instalada la Sagrada Congregación 
para la Iglesia Oriental, sito en la Via della Conciliazione, al cual se reco- 
noce el privilegio de extraterritorialidad e inmunidad por el cambio de no- 
tas entre Italia y la Santa Sede de 25 y 30 de enero de 1937. 

Finalmente, un especial Economato de las Oficinas Eclesiásticas, con 
particular autonomía dentro de la Administración de Bienes de la Santa 


Sede, lleva la administración económica de los organismos de la Curia 
Romana. 


k) Limosneria Apostólica, 


Este organismo limita actualmente su gestión patrimonial a la vigilancia 
o administración de algunas instituciones de enseñanza o beneficencia de- 
pendientes de la Santa Sede. 


> Y con esto podemos poner punto final a la enumeración de los orga- 
nismos de que se sirve el Romano Pontífice para el ejercicio de su potestad 
suprema de administración o de la administración inmediata de los bienes 
de la Santa Sede y de la Iglesia universal. 
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Otros entes eclesiasticos, aun pontificios, a los que pertenezca una fun- 
ción administrativa existen en la Iglesia; pero más bien que Órganos de la 
administración suprema o de la administración inmediata de bienes perte- 
necientes a la Santa Sede, son órganos administrativos de distintas per- 
sonas jurídicas o de bienes que, aun cuando sea la Santa Sede el titular 
del dominio, están destinados a una finalidad particular determinada. Tales, 
por ejemplo, el Vicariato de Roma, el Vicariato de la Ciudad del Vaticano, 
la Comisión Cardenalicia de Vigilancia sobre el Pontificio Santuario de 
Pompeya, la Obra Pontificia para la Preservación de la Fe y Provisión 
de nuevas iglesias en Roma, las mismas Nunciaturas o Delegaciones Apos- 
tólicas, etc. 


2) La administración suprema en su función de control y vigilancia 
con sujeto distinto de la Santa Sede. 


Podemos distinguir, a tenor del canon 1.519, $ 1, tres categorías de 
sujetos de tal función administrativa: los Ordinarios del lugar, los sujetos 
que controlan entes exentos por derecho de la vigilancia y control del Or- 
dinario y los que controlan entes exentos por privilegio. 


a) Función administrativa suprema que corresponde al Ordinario del 


dugar. 


Establecido el principio general del tantas veces repetido $ 1 del ca- 
non 1.519, la ley positiva prescribe algunas normas concretas que regulan 
el ejercicio de esta función, cuya naturaleza jurídica es ordinaria vica- 
ria, según se desprende de lo dicho hasta ahora; función distinta, por tanto, 
de la facultad legisladora que reconoce a los Ordinarios el canon 1.519, $ 2, 
y que creemos reviste el carácter de potestad ordinaria propia. 3 

No pertenece a esta función de.vigilancia el dictar normas de admi- 
nistración complementarias de las del derecho comün cuando se establecen 
de manera estable en forma de ley o precepto general; proceden, en cambio, 
de esta facultad de vigilancia las prescripciones que dé el Ordinario “in 
casu particulari" al exigir cuentas o contro'ar la administración del intgrior 
en cumplimiento de lo dispuesto por el derecho común. ; 

Tampoco pertenece a esta función de vigilancia el ejercicio de la facul- 
tal de administración extraordinaria que frecuentemente reserva la ley al 
Ordinario. Esta función es propia del administrador inmediato, el cual 
puede muy bien ser doble, uno para la administración ordinaria y otro para 
la extraordinaria, y responde al dominio del cual es titular la persona moral 
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correspondiente. La función de vigilancia, en cambio, es propia del admi- 
nistrador supremo; en su nombre la ejerce el Ordinario del lugar y res- 
ponde al dominio eminente. 

El ejercicio de esta función de control importa la inspección, la rendición 
de cuentas, el derecho de Visita, las providencias particulares, el urgir el 1 
cumplimiento de las normas de administración establecidas por el derecho 
común, la secuestración en caso extraordinario, la remoción de administra- 
dores inferiores, etc. 

Esta función la ejerce el Ordinario independientemente del Consejo 
Diocesano de Administración y del Cabildo Catedral y se valdrá de aquellos 
organismos que tenga a bien establecer en. su Curia Diocesana. Solamente 
el canon 1.478 le impone el valerse, si es preciso, de los Vicarios foráneos 
para vigilar la administración de los bienes beneficiales. 

Pertenece a esta función de vigilancia lo referente a cumplimiento de 
causas pias cuyos bienes no sean eclesiásticos. Los cánones 1.514, 1.515 
y 1.516 caen de lleno en el tema singular a que nos estamos refiriendo. 


La facultad de reducción que los cánones 1.517 y 1.551 conceden a los 
Ordinarios y las facultades de que el Ordinario gozare por imdulto apos- 
tólico no son sino aspectos diversos de esta facultad vicaria de adminis- 
tración suprema que concede el derecho a los Ordinarios de lugar. 

La obligación de rendición de cuentas señalada en el canon 1.525 y en 
el canon 1.549 en favor del Ordinario del lugar constituye otro ejemplo 
de norma positiva regulando la repetida función vicaria de administración. 
Lo mismo podemos decir de lo que prescribe el canon 843, $ 1. A esta 
función corresponde el control de los bienes religiosos por parte del Ordi- 
nario del lugar, de conformidad con el canon 535. 


b) Función administrativa suprema que dorresponde a personas dis- 
tintas del Ordinario del lugar “por prescripción del derecho”. 


Loa 


corresponde la vigilancia general del estado de las iglesias, y, por tanto, 
de la gestión del patrimonio eclesiástico en los territorios de su jurisdic- 
ción. Se atendran para el ejercicio de este derecho y deber a las normas 
que reciban de la Santa Sede y serán muchas veces el organo ejecutor o 
longamanus” de los organismos a que nos hemos referido anteriormente; 
El canon 274, 4.”, confía al Metropolitano la misión de vigilar la obser- 
vancia de la disciplina eclesiástica y le impone la obligación de cerciorar 
al Romano Pontífice de los abusos que note. La disciplina referente a la 


A los Legados del Romano Pontífice, en virtud del canon 267, $ 1, 2.° 
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gestión del patrimonio eclesiástico es comprendida también en la prescripción 
general de este canon. 

Por derecho común no creemos existan entes jurídicos exentos de la 
función administrativa suprema, que corresponde a los Ordinarios del lugar, 
salvo lo que pueda decirse de los religiosos, si exceptuamos los Seminarios 
regionales a que se refiere el canon EFE SrA, 


En cuanto a los bienes de los religiosos, podemos distinguir como ór- 
ganos que ejercen la administración suprema la Santa Sede, los Ordinarios 
del lugar y los Superiores. 

La Santa Sede la ejerce según antes se dijo; la del Ordinario del lugar 
la regula el canon 535; no creemos propio de este tema en plan de ponen- 
cia el entrar en la complicada casuística a que da lugar la aplicación de 
dicho canon, y creemos oportuno distinguir esta función de vigilancia de la 
de administración extraordinaria de determinados bienes religiosos que re- 
gula el canon 533. 

La dirección que el canon 516, $ 2, concede a los Superiores religiosos 
no tiene nada que ver con el ejercicio de la facultad de administración 
suprema; es una pura norma de derecho común que se refiere a una cate- 
goría de bienes eclesiásticos. El mismo carácter creemos que revisten las 
distintas normas contenidas en las Constituciones de las Religiones que 
conceden a los Superiores mayores un derecho de control o vigilancia; se 
trata de normas de administración de bienes eclesiásticos emanadas del 
legislador supremo en orden a la administración de los bienes de una per- 
sona moral, en la cual están integradas y jerarquizadas otras personas 
morales inferiores, a saber, las provincias y las casas. 

Solamente haríamos dos excepciones reconociendo un ejercicio de fa- 
cultad vicaria de administración suprema en favor de Superiores mayores 
religiosos: una por razón de la persona y otra por razón de la materia. 

Por razón de la persona opinamos que no es ejercicio de derecho in- 
terno, sino ejercicio de potestad ordinaria en nombre de la Santa Sede el 
derecho de Visita de que goza el Abad Primado de los Benedictinos Con- 
federados, y apoyamos nuestro aserto en la independencia que cada Con- 
gregación Benedictina posee, y aun dudariamos en negar ese mismo carácter 
a la facultad de control y Visita de los Abades Presidentes de Congregación, 
dado el carácter autónomo de las Abadías “sui iuris". 

Por razón de la materia sin duda otorga el Derecho el ejercicio de la 
facultad vicaria de administración suprema al conceder a los Superiores 
mayores de las Religiones clericales exentas facultades semejantes a las del 
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Ordinario del lugar para lo que se refiere a causas pias y a la reducción 
de cargas de Fundaciones y mandas piadosas. 


c) Entes exentos “por privilegio” del ejercicio de la facultad de admı. 
nistración suprema que otorga el Derecho a los Ordinarios de lugar. 


Si los Ordinarios ejercen la facultad de administración suprema en 
nombre del Papa, es evidente que el Papa podrá eximir de su jurisdicción 
a los entes que crea conveniente. En este caso dichos entes>exentos o de- 
penderán exclusivamente de los organismos pontificios, o intervendrá en 
ellos una tercera persona con facultades de la Santa Sede para el ejercicio 
de la facultad de administración suprema. 


B) ADMINISTRACIÓN INMEDIATA. 


Nos hemos referido hasta ahora a los sujetos de la administración su- 
prema del patrimonio eclesiástico; debemos pasar ya a tratar de los sujetos 
de la administración inmediata. 

Repitiendo los conceptos antes expuestos podemos catalogar las normas 
de administración inmediata del patrimonio eclesiástico en tres categorías : 
1) Normas generales de administración eclesiástica según el derecho co- 
mún; 2) Normas particulares de administración establecidas en la ley ge- 
neral; y 3) Normas generales o particulares de administración procedentes 
del derecho particular. 

Antes de enunciar, siquiera en forma de síntesis, el contenido de estas 
normas, conviene hacer notar la conexión que existe entre la administra- 
ción y la naturaleza de la persona moral cuyos bienes se administran. Por 
ser la persona moral en la Iglesia un ente de derecho público, prevalecerán 
las normas legales de administración, ya procedan del legislador general o 
particular, conjugadas con aquel respeto a los derechos adquiridos, privi- 
legios, costumbres, convenciones internacionales, etc., que son normas fun- 
damentales del ordenamiento canónico. En lo que no haya previsto el legis- 
lador convendrá atenerse a la especial naturaleza de la persona moral; así, 
una persona moral colegial podrá establecer sus normas particulares de 
administración, y una persona moral no colegial será administrada por 
quien señalare el acto jurídico fundacional o, en su defecto, por quien 


legalmente la representare. Entran aquí como elementos básicos los cáno: 
nes IOI y 105. 


Todavía procede hacer notar que existen unas normas de administra- 
ción que podríamos calificar de derecho natural, o al menos de principios 
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generales de derecho, que no sólo en nada contradicen a las normas canó: 
nicas, sino que se compaginan perfectamente con ellas. Descubre estas 
normas el sentido común y son obvias a la más sencilla reflexión, aun 
cuando a menudo resultan descuidadas en la práctica. 

Es elemental en este punto el conservar los documentos justificativos 
de la propiedad de los inmuebles, con los correspondientes mapas o planos, 
y los respectivos contratos de seguros del inmueble. Es evidente la necesi- 
dad de que los edificios rurales sean decentes y suficientes para los que los 
habitan y que ello exige especial atención a la conservación del edificio. 
Es natural que el poseedor de bienes eclesiásticos procure conservar las ser- 
vidumbres y prescripciones activas en favor de la Iglesia y procure evitar 
la constitución de servidumbres o prescripciones pasivas. Y no olvidemos 
que también la propiedad eclesiástica tiene una función social a realizar, 
la cual, si admite especiales restricciones en cuanto al dominio de los 
bienes de la Iglesia, no vemos sea tan fácil el poder prescindir de ella, 
antes al contrario, cada día es más agudo el grito de justicia social del 
canon 1.524, cuya lectura y meditación sin duda haría ruborizar a no pocos 
administradores de bienes eclesiásticos, con el clásico subalterno sacristán 
hambriento, o el portero que vive casi de limosna, o el conserje que siente 
para con su señor eclesiástico una poca simpatía semejante a la del obrero 
socialista para con su patrono burgués. 

Finalmente, debemos tener presente que las normas canónicas resultarán 
ineficaces si el gestor del patrimonio eclesiástico no procura la eficacia civil 
de sus actos de gestión canónica. 


1) Normas generales de administración eclesiástica según el derecho 
común. 

Siguiendo la acostumbrada división de los autores, distinguiremos tres 
momentos en la administración: el comienzo de la misma, la gestión pro- 
piamente dicha y el cesar en la gestión. 


- a) Comienzo de la gestión. 


En los casos en que la gestión esté vinculada a un oficio, la provisión 
canónica del oficio será un acto jurídico que otorgará al nombrado para el | 
cargo eclesiástico la correspondiente figura jurídica de administrador. Si el 
derecho común o fundacional no determinan quién sea “ipso iure” admi- 
nistrador, deberá extender el nombramiento de administrador el Ordinario 
del lugar o la persona a quien correspondiere por derecho especial. 
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El nombramiento, sin embargo, ya sea para el oficio al cual va aneja 
la administración, ya sea directamente de administrador, no faculta al in- 
teresado para el ejercicio expedito de su acción administradora. En los 
casos de oficio al cual va aneja la administración deberá el interesado tomar 
posesión de su cargo con los especiales requisitos que el derecho pueda 
exigir (can. 1.472); y en los casos de nombramiento directo de adminis- 
trador deberá el interesado prestar juramento ante el Ordinario del lugar 
o ante el Vicario foráneo de administrar “bene et fideliter" (can. 1.522, 1."). 

En ambos casos antes del comienzo de la gestión administrativa se hará 
un cuidadoso y detallado inventario de las cosas inmuebles, de las muebles 
preciosas y de las demás cosas muebles, con su descripción y estimación, el 
cual será firmado por todos los interesados, debiéndose conservar un ejem- 
plar del mismo en el archivo de la administración y otro en el archivo de 
Iac Curia. (can: 1.522502. 508.1). 


b) Durante la gestión. 


Distinguiremos la administración. ordinaria de la extraordinaria, según 
los conceptos dados al principio de la Ponencia. 

Concretando estos conceptos, diremos que son actos de administración 
ordinaria los enumerados en el canon 1.523, cuya enumeración no es taxa- 
tiva, así como,los actos a que se refieren los cánones 1.477, 1.483, 1.524 
y 19525; 

Procurando hacer un elenco de actos de ordinaria administración, sin 
pretensión de que sea exhaustivo, pondríamos los siguientes : 

1) Vigilar con diligencia de un buen padre de familia que los bienes 
no perezcan o se deterioren, asegurando su conservación material; 

2) impedir la desaparición de bienes muebles; 

3) impedir la usurpación de los bienes inmuebles; 

4) oponerse a las prescripciones; 

5) renovar los títulos de crédito; 

6) tomar medidas para la protección jurídica del patrimonio; 

7) hacer las reparaciones ordinarias necesarias, cuidando de que su eje- 
cución tenga garantía técnica; 


8) cumplir lo prescrito en el Derecho canónico, civil o fundacional re- 
ferente a la administración ; 


.. 9). cuidar la inscripción de los inmuebles en el Registro de la Propiedad 
civil, y en el eclesiástico si existe; 


10) recoger los frutos de la tierra y cuidar del cultivo de las fincas; 
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II) cobrar deudas y rentas de fincas o de valores; 

12) la compraventa para el régimen económico cotidiano; 

I3) colocación temporal de bienes; 

14) empleo de los bienes para su destino legal o fundacional; 

I5) pagar tributos e impuestos; 

16) llevar libros de contabilidad ; 

17) clasificar y archivar los documentos e instrumentos; 

18) cumplimiento de la legislación social y aplicación de las orientacio- 
ciones sociales dadas por los Papas en el trato con los empleados. 

I9) rendir cuentas al Superior eclesiástico ; 

20) aceptación de dones manuales; 

21) arrendamientos por valor inferior a 1.000 pesetas y por tiempo 
inferior a nueve años. 

Para los actos de administración ordinaria establece el Código de una 
manera negativa en el canon 1.527, $ 1, y de una manera positiva en el 
canon 1.523 que su ejercicio corresponde a los administradores inmediatos. 

Para los actos de administración extraordinaria exige el ordenamiento 
canónico la intervención del Superior eclesiástico. Los cánones 532 y 1.527 
contienen los principios fundamentales sobre este particular. : 

—. Sin duda constituye la parte más importante de la administración ex- 
traordinaria la enajenación de bienes eclesiásticos, a cuyo estudio está con- 
sagrada otra ponencia de la Semana. 

|. Cerraremos este apartado con una enumeración demostrativa de actos 
de administración extraordinaria que no caigan bajo el concepto de enaje- 
nación. Tales son, por ejemplo: aceptación o renuncia de herencias o lega- 
dos, aceptación o renuncia de donaciones solemnes, aceptación de funda- 
ciones piadosas, adquisición mediante compra de bienes inmuebles, repa- 
raciones extraordinarias, cortes de árboles, permutas de bienes, fundación 
de instituciones parroquiales (escuelas, patronatos, cementerios, etc.), hacer 
colectas, litigar, colocación definitiva de capital y sus mutaciones, redención 
de gravámenes, edificación de una nueva iglesia, destruir o suprimir edi- 
ficos, imposición de tasas, etc. 


t 


c) Fin de la gestión. 


Podemos establecer las siguientes hipótesis de cesación de un gestor del 
patrimonio eclesiástico: a) por muerte del administrador; b) por renuncia; 
c) por acabarse el plazo señalado para la administración; y d) por voluntad 


del Superior. 


HE 
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En todas las hipótesis, el administrador que cesa O Sus herederos o quien 
legalmente le sustituyera deben: 

1) Consignar al sucesor registros, libros y documentos; 

2) firmar el inventario del patrimonio; 

3) consignar los bienes muebles e inmuebles; h^ 

A) retirar la caución, si prescripciones particulares la hubieren exigido; 

5) pagar los gastos que importe la transferencia de la administración; 

6) firmar el acta de entrega; 

7) repartirse los réditos pendientes con el nuevo administrador, con- 
forme a derecho. 

Finalmente, es principio solemne consagrado en el canon 1.528 que 
nadie puede en el ordenamiento canónico cesar a su arbitrio en una admi- 
nistración. 

Antes de terminar este apartado notemos que en los actos de adminis- 
tración extraordinaria conviene distinguir aquellos cuyo ejercicio pertenece 
al administrador extraordinario, con licencia del Superior, de aquellos cuya 
ejecución está reservada al mismo Superior. 

Presentando en forma esquemática los sujetos de la administración in- 

' mediata, podemos dar el siguiente cuadro sinóptico : 


ACTOS DE ADMINISTRACIÓN ORDINARIA: el administrador. 


ACTOS DE ADMINISTRACIÓN EXTRAORDINARIA: 


a) De entes sujetos al Ordinario del lugar: 
1) Administrador con licencia del Ordinario; 
2) administración directa del Ordinario; 
3) administrador con licencia de la Santa Sede. 
b) Entes religiosos: 
1) Administrador con licencia del Superior inmediato o el 
mismo Superior; 
2) Superior o administrador con licencia del Superior mayor; 
3) Superior o administrador con licencia de la Santa Sede. 
c) Enies privilegiados: 
1) Administrador con licencia de un. Superior; 
2) . Superor o administrador con licencia de un Superior mayor; 
3) Superior o administrador con licencia de la Santa Sede. 


En cuanto a la admini id inari 
ministració: : anic 1 
uen ido UN ds extraordinaria, los únicos organismos 
; on las Sagradas Congregaciones Romanas por lo 
que se refiere a la concesión de licencias de la Santa Sede 
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La administración extraordinaria confiada al Ordinario del lugar exige 
la intervención de un organismo especial, a saber, el Consejo de Adminis- 
tración Diocesano. Este Consejo, que debe estar constituído en la ciudad 
episcopal, consta del Ordinario del lugar, que es su presidente nato, y de 
dos o más miembros que sean varones, peritos en Derecho civil y en De- 
recho canónico, nombrados por el Ordinario, oído el Cabildo Catedral. 
Quedan excluídos, los consanguineos o afines, en primero y segundo grado, 
del Ordinario del lugar. El derecho particular o la costumbre pueden esta- 
blecer modalidades en la designación de los miembros de Consejo de Ad- 
ministración. 

Todavía otro órgano asesor del Ordinario en la administración extra- 
ordinaria es en determinados casos el Cabildo Catedral. 


2) Normas particulares de administración eclesiástica establecidas por 
la ley general. 


Las podemos agrupar en dos categorías: las que señalan el sujeto de la 
administración inmediata y las que contienen normas concretas de gestión. 


a) Sujetos de administración. 


Es contundente la afirmación del canon 1.521, $ 1, de que todo ente 
jurídico eclesiástico debe tener su administrador. Este administrador puede 
ser sefialado por el derecho general, por el derecho fundacional del ente 
o por nombramiento de la autoridad eclesiástica. 

a’) Administradores señalados por el derecho común. 

1. Bienes de la diócesis (distintos de los bienes de la Mensa episcopal). 
Su administrador es el Obispo (can. 335, $ 1), auxiliado por el Consejo 
Diocesano de Administración. En el canon 442 hallamos claramente pro- 
: puesta la distinción entre bienes de la diócesis y del Prelado. En España 
existe el llamado Fondo de reserva, procedente del Concordato de 1851. 
que integra el patrimonio diocesano. Se acostumbra a calificar los bienes de 
la diócesis como pertenecientes a la Mitra, pero conviene no confundirlos 
con los de la Mensa. 

2. Bienes de la Mensa o Beneficio episcopal. Su administrador es el 
Obispo (can. 1.483, $ 1). do 

3. Bienes de la Curia diocesana, persona jurídica distinta de la dióce- 
sis (cfr. can. 1.572, $ 2). Su administrador es el Obispo. 

4. Los bienes de los Seminarios. Pertenece su administración al Con- 
sejo de Administración o Diputación de Hacienda del Seminario (ca- 
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non 1.359, $ 1), y a sus Órdenes, al Ecónomo o Mayordomo (can. 1.358). 
Los Seminarios regionales tienen régimen especial (can. 1.357, § 4). 

s. Bienes de los Cabildos. Conviene atenerse a sus Estatutos (ca- 
non 410). s. 

6. Bienes de las iglesias. Para las iglesias catedrales el administrador 
es el Obispo con el Cabildo; para las colegiatas, el Cabildo; para las pa- 
rroquiales, el Párroco, y para otras iglesias, el Rector de las mismas. Es 
facultativo el Consejo de Fábrica, a tenor del canon 1.183, aun cuando en 
España lo imponía como obligatorio el Concordato de 1851. Nótese que 
la Fábrica puede ser erigida en persona jurídica distinta de la iglesia (cfr. ca- 
non 1.481). 

7. Bienes de la parroquia (distintos de los de la iglesia parroquial y de 
los del beneficio parroquial). Su administrador es el Párroco. 

8. Bienes beneficiales. Su administrador es el obtentor del beneficio 
(canon 1.476, $ 1). 

9. Bienes de asociaciones. Conviene atenerse a los Estatutos (cáno- 
nes 691, ST; 697, S I, y 715): 

10. Bienes de Institutos eclesiásticos no colegiales. Su administrador 
es el Rector (can. 1.489, $ 3). 

11. Bienes de los religiosos. El Código remite al derecho particular 
¡(cañon.532, $ 1). 

b) Administradores señalados por el derecho fundacional .' 

Serán los que se hayan señalado al erigir la persona moral, colegial y no 
colegial, o simplemente al aprobar una fundación piadosa. 

C) Administradores nombrados por la autoridad. 

Siempre que existan bienes eclesiásticos cuya administración por dere- 
cho común o fundacional no esté confiada a una persona determinada, debe 


el Ordinario del lugar, a tenor del canon 1.521, $ 1, nombrar un adminis- 
trador renovable por trienios. 


b) Normas concretas de gestión para los distintos entes eclesiásticos. 


Se trata de aquellas normas de carácter positivo, numerosas en el Co- 
digo y demás disposiciones vigentes, referentes a la gestión concreta de 
una categoría de entes eclesiásticos. Su estudio plantea interesantes temas 
casuísticos que por su carácter no encajan en el tema de esta Ponencia. 
Con todo, no dejan de plantearse importantes problemas jurídicos refe- 
rentes a la naturaleza de las personas morales o a su facultad de dominio, 


y, por ende, de administración, que nos autorizan unas breves considera- 
ciones sobre el particular. 
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Bienes de la diócesis.—No existen normas concretas para su adminis- 
tración en el derecho común. El Concordato español, ya caducado, indi- 
caba que el Fondo de reserva estaba destinado a “atender los gastos ex- 
traordinarios e imprevistos de las iglesias y del clero, como también a las 
necesidades graves y urgentes de la diócesis”. 

En realidad caen bajo el concepto de bienes diocesanos todos aquellos 
que pertenezcan a la diócesis para atender a todas sus necesidades, ya gene- 
rales, ya particulares. Los diezmos y primicias, el culto y clero, el fondo 
de vacantes, las donaciones a la diócesis, los legados y limosnas dados al 
Obispo para la Iglesia en general, los réditos del capital diocesano, el pa- 
trimonio de ordenación de los clérigos, los bienes de obras diocesanas que 
no tengan personalidad jurídica, los bienes de las fundaciones piadosas y 
los demás ingresos o gastos que tenga la diócesis constituirán el objeto 
de esta administración. 

Bienes de la Mensa episcopal.—El canon 1.483, completado con los 
cánones generales de beneficios, regula esta gestión. 

Bienes de la Curia diocesana.—Tampoco existen normas de gestión en 
el derecho común; a veces los emolumentos de la Curia integran el bene- 
ficio episcopal; en España, no. En rigor de derecho, una vez retribuido 
el personal (el Obispo es el primer funcionario de la Curia) y cubiertos 
los gastos de material, alquiler, conservación de edificio, etc., solamente 
procede o la gestión independiente de un patrimonio de la Curia, o la con- 
jugación de la administración de los bienes de la Curia diocesana con la 
administración general de los bienes de la diócesis. , 

Bienes del Seminario.-—Conviene distinguir la gestión de los bienes que 
constituyen el patrimonio general del Seminario de los que revistan un 
carácter de fundación piadosa (becas, Misas, etc.). Estos ültimos se admi- 
nistrarán observando las normas generales de administración de bienes de 
fundaciones piadosas. Para la gestión del patrimonio del Seminario cO- 
rresponde al Obispo dar normas, y a la Diputación de Hacienda, aplicarlas, 
siendo el Ecónomo o administrador un mero funcionario ejecutor, aun 
cuando estuviere el Seminario confiado a una Religión o a una Sociedad 
sin votos. 

Bienes de los Cabildos —No existe norma ninguna especial, debiendo 
atenerse a las normas generales y a los Estatutos capitulares. : : 

Bienes de las iglesias. —La intervención del Consejo de Fábrica siempre 
ha de ser con las limitaciones que establece el canon 1.184. Son abundantes 
las normas legales, principalmente referentes a la construcción y reparación 
de las iglesias de carácter técnico, económico, jurídico, artístico. Su conte- 
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nido ofrece material bastante para la exposición de un capitulo muy com- 
pleto y peculiar de la gestión del patrimonio eclesiástico. Para no exce- 

ernos del carácter general de la Ponencia, séanos lícito siquiera enumerar 
varios aspectos que pueden ofrecer interés para el estudio jurídico de la 
gestión de los bienes de las iglesias: vigilancia del Ordinario en las igle- 
sias; normas generales de erección, edificación, conservación, administra- 
ción de bienes y supresión de las iglesias; el Consejo Diocesano de Admi- 
nistración y otros organismos en relación con las iglesias; la administración 
ordinaria de las iglesias; inventarios de los bienes de las iglesias; el derecho 
civil y la administración de las iglesias; contabilidad de la administra- 
ción de las iglesias; títulos de propiedad, inscripción y posesión de las igle- 
sias; servidumbres y derechos reales en las iglesias; rendición de cuentas; 
capacidad jurídica y legitimación de las iglesias; administración extraor- 
dinaria de las iglesias; oblaciones en favor de las iglesias, etc. 

Bienes de la parroquia.—A parte de la administración de los bienes de 
las iglesias no parroquiales que carezcan de Rector y estén situadas en la 
demarcación parroquial (can. 1.182, $ 2), pertenece al Párroco administrar 
los bienes de la parroquia. Tampoco existen prescripciones del derecho 
comün sobre el particular. En realidad caen bajo el concepto de bienes 
parroquiales todos aquellos que pertenezcan a la parroquia, no a la iglesia 
ni al beneficio parroquial, para atender a necesidades ya generales, ya par- 
ticulares. Los donativos hechos al Párroco para la parroquia en general, 
las colectas, los legados y limosnas, los diezmos y primicias, el culto y clero 
parroquial, los réditos de patrimonio parroquial, los bienes de obras parro- 
quiales que no tengan personalidad jurídica, los bienes de fundaciones 
piadosas, los edificios y terrenos pertenecientes a la parroquia, los de aso- 
ciaciones parroquiales sin personalidad jurídica, las subvenciones especiales. 
y los demás ingresos y gastos que tenga la parroquia constituirán el objeto 
de esta administración. 

Bienes beneficiales.—Cabe aquí la misma observación que hemos hecho 
acerca de la administración de los bienes de las iglesias; la administración 
beneficia] constituye seguramente el capitulo de más importante contenido 
jurídico de la gestión de los bienes eclesiásticos. 

Limitandonos a enumerar los principios fundamentales, diremos que la 
posesion del beneficio concede a su titular el libre usufructo de los frutos 
beneficiales necesarios para su honesta sustentación (can. 1.473), con la obli- 
gación de dedicar lo superfluo a los pobres o a las causas pias en general 
y que este usufructo está vinculado al cumplimiento de las cargas del þe- 
neficio y a la recitación del Oficio divino (can. 1.475). Repetiremos que el 
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beneficiario es el administrador nato de los bienes de su beneficio (ca- 
non 1.476, $ 1), con obligación de resarcir los daños causados por una admi- 
nistración negligente (can. 1.476, $ 2), limitándose a la administración 
ordinaria y pagando las reparaciones menores de la casa beneficial (ca- 
non 1.477, $ 3). Añadiremos que el derecho regula con minuciosidad quié- 
nes sean los que han de pagar los gastos de administración extraordina- 
ria y que en las vacantes el Derecho autoriza para que, deducidas las car- 
gas y los gastos de administración y atendida la congrua sustentación del 
administrador del beneficio, el resto pase al Fondo de reserva. 

Haremos notar, finalmente, que en España son frutos beneficiales las 
asignaciones que los Obispos, canónigos, párrocos y beneficiados de cate- 
dral o de colegiata perciben del presupuesto de la nación, puesto que tales 
asignaciones se dan en compensación de los bienes beneficiales de que se 
incautó el Estado y sirven de dotación a los beneficios reconocidos por am- 
bas potestades. 

Bienes de asociaciones.—No existen normas especiales, por lo que su 
administración deberá atenerse al derecho estatutario conjugado con las nor- 
mas generales de administración. Notaremos solamente que la asociación 
en la posesión y administración de bienes temporales de por sí es inde- 
pendiente de la autoridad del párroco, aunque esté erigida en el territorio 
de su parroquia, a no ser que disponga otra cosa el Ordinario (ca- 
non 691, $ 1); que toda asociación, en la medida permitida por los estatu- 
tos, puede recibir donativos y emplearlos en los fines piadosos de la misma 
según la intención de los donantes (can. 691, $ 2); que ninguna asociación 
tiene el derecho de pedir limosna a no ser que los estatutos lo permitan 
o la necesidad lo exija, pero en este caso se requiere el consentimiento del 
Ordinario del lugar y es menester conformarse con la manera de pedir que 
él prescriba (can. 691, $ 3); que la asociación ha de dar cuenta al Ordina- 
rio del lugar de la fiel aplicación de las oblaciones y limosnas ; y, finalmente, 
que cuando una cofradía O pía unión está erigida en una iglesia que no le 
pertenece, O que es a la vez iglesia parroquial, sus bienes han de estar se- 
parados de los de la fábrica o de los de la comunidad propietaria de la 
Iglesia (can. 717, $ 2). UD 

Bienes de instituciones eclesiásticas no colegiales.—El canon 1.490 !h- 
debe regular la administración de los bienes de estos 
viene atenerse ante todo a la escritura fundacional y en 
s normas generales de administración de bienes ecle- 


dica la norma que 
entes jurídicos. Con 
lo demás recurrir a la 
siásticos. 
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Bienes religiosos —El derecho de administración de bienes temporales 
de los religiosos constituye una parte considerable de esta rama del Dere- 
cho canónico, acaso la más cultivada, que es el Derecho religioso. 

El principio fundamental es el del canon 532, y conviene, por tanto, 
atenerse al derecho particular. Con todo, algunos principios generales se 
contienen en el Derecho común. Así, en las Religiones, Provincias y casas 
existirá un doble titular de la administración inmediata, uno para los gas- 
tos cotidianos, que es el administrador, bajo la dirección del Superior 
respectivo, y otro para los gastos de más consideración, que es el Superior 
con el administrador y acaso otros elementos, de conformidad con el pro- 
pio derecho particular. Nos referimos siempre a la administración inme- 
diata ordinaria; para la extraordinaria, el derecho particular de cada Re- 
ligión señala cuál sea la persona u organismo que tiene funciones análogas a 
las que tiene el Ordinario del lugar para los no religiosos. Todavía el Derecho 
común sanciona la necesidad de la intervención del Ordinario del lugar 
para determinados actos de administración extraordinaria; intervención 
muy extensa para las congregaciones de derecho diocesano, exclusiva para 
lo referente a dotes de las religiosas, muy extensa para las monjas, más 
reducida para las congregaciones religiosas y limitadísima para las Or- 
denes. 

Causas pías.—SÓlo nos queda decir unas palabras acerca de la admi- 
nistración de bienes destinados a fundaciones piadosas y a causas pías. 

En cuanto a las fundaciones piadosas, se atenderá en primer lugar a la 
escritura fundacional y luego a las reglas generales de administración de 
bienes eclesiásticos. 

Para los bienes destinados a causas pías caben dos hipótesis, o los bie- 
nes han pasado a ser propiedad de la Iglesia:o continúan siendo civiles. En 
el primer caso, cabe aplicar lo dicho para las fundaciones piadosas; en el 
segundo caso, deberá observarse lo prescrito por las leyes del Estado en lo 


no se opong Ms Ps cae Moos 
que e opongan al derecho divino o canonico, a juicio del Ordinario 
del lugar. 


3) Normas de administración establecidas en el derecho particular 


Su estudio tan importante en el orden de la vida real como en la elu- 


cubración doctrinal que a base de ellas puede hacerse, excede al sentido 
fundamental de la presente ponencia. 
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CORNEAS TO NES 


Podemos sintetizar en forma de conclusiones el contenido de la po- 
nencia sentando las siguientes afirmaciones: 

I. Existe en la Iglesia una doble administración, suprema e inme- 
diata, de los bienes temporales. 

2. La administración suprema corresponde al Papa, quien la ejerce, 
ya personalmente, ya mediante los órganos de la Santa Sede, ya confiándola 
a organismos subalternos, particularmente a los Ordinarios del lugar. 

3. Se confunden en la persona del Papa el titular de la administración 
suprema de los bienes eclesiásticos y el titular de la administración inme- 
diata de los bienes de la Iglesia universal y de la Santa Sede. 

4. Corresponde a los Ordinarios del lugar el ejercicio con potestad 
vicaria y a tenor del derecho de la función administrativa suprema, 

5. Corresponde a otras personas distintas del Ordinario del lugar el 
ejercicio de la función administrativa suprema, siempre con potestad vi- 
caria del Papa, ya por prescripción del derecho, ya por especial concesión 
de facultades apostólicas. 

6. Existen en el ordenamiento canónico normas generales de admi- 
nistración, que valen para todos los administradores de bienes eclesiásti- 
cos y que suponen o confirman otras normas fundamentales de derecho 
natural o postulados de los principios generales del derecho. 

7. Las normas concretas de gestión de bienes eclesiásticos pueden pro- 
ceder del derecho común, del derecho fundacional o del derecho particular, 
ofreciendo especial interés las referentes a la administración de los bienes 
de la diócesis, de la Curia diocesana, de la Mensa o Beneficio episcopal, de 
las iglesias, de las parroquias y de los beneficios, por tratarse de distintos 
entes jurídicos de peculiar naturaleza y estructura. 


xin A 
Al terminar estas líneas, séanos lícito manifestar que no hemos inten- 
tado hacer un resumen de la legislación o doctrina referente a la gestión 


“del patrimonio eclesiástico, sino más bien hacer resaltar aquellos puntos 
que puedan ofrecer un particular interés para la discusión cientifica. 


ManueL BONET MUIXI, Pbro. 


Juez de Causas Pías del Obispado de Barcelona. 
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Este tema tiene dos aspectos, uno canónico y otro civil. Aun el aspecto 
canónico puede mirarse desde diversos ángulos, o bien en el terreno prác- 
tico de lo legislado sobre este particular, tanto en el derecho puramente 
canónico, como en el del concordado con los diversos Estados, o bien en el 
campo del derecho público, investigando la naturaleza de estos derechos 
y su extensión según los principios generales del derecho natural y del 
divino-positivo. 

Nos restringimos a esta última consideración, y bajo este punto de 
vista podía enunciarse asi: “¿Está la Iglesia sometida a la legislación fis- 
cal? ¿Hasta qué punto está exenta de ella? ¿Y esta exención, si la tiene, 
es de derecho divino o sólo de derecho humano?” 

Yo creo, señores, que este tema es importante y merece ser revisada 
la doctrina que ya, casi rutinariamente, viene exponiéndose en nuestras 
escuelas jurídicas, porque pienso, y perdóneseme la vulgaridad de la frase, 
que se estira demasiado la manta de la perfección jurídica de la Iglesia- 
para buscar en ella exenciones excesivas y arbitrarias. Y sólo con lo dicho 
puede traslucirse cuál es mi mentalidad sobre el particular. Pero proce- 
damos ordenadamente, exponiendo primeramente algunas ideas generales; 
después, la doctrina de los autores, tanto contemporáneos como antiguos; 
a continuación formularemos la tesis que creemos encerrar los verdaderos 
derechos de la Iglesia, y finalmente analizaremos la postura actual de la 
Iglesia en esta materia, estudiaremos los argumentos y textos aducidos 
tradicionalmente como pruebas de exenciones y anotaremos algunas apli- 
caciones prácticas a la legislación fiscal actual del derecho español, 


I. LEYES FISCALES 


Son, en general, todas aquellas que se refieren a los impuestos. Son 
muchas y muy variadas, segün las diversas categorías de impuestos y cla- 


ses de bienes a que se refieren. ; 
La clasificación fundamental de impuestos en el derecho español es la 


de directos e indirectos. 
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Los impuestos directos son tres: contribución territorial, contribución 
industrial, impuesto de utilidades de la riqueza mobiliaria, y derechos 
reales. 

La territorial se refiere a la riqueza rústica y pecuaria y a la urbana. 
La industrial, a la industria. El impuesto de utilidades tiene tres tipos 
distintos: o grava el trabajo personal: impuesto sobre los sueldos; o grava 
el capital y sus intereses; o grava el trabajo y el capital simultáneamente, 
o sea, la renta. Los impuestos de derechos reales se refieren a tráfico del 
patrimonio, y miran, en general, a la masa de bienes (impuestos de caudal 
relicto), o 'a la misma transmisión a cada uno de los herederos (derechos 
reales), o bien a los bienes de personas jurídicas en los que, por no haber 
transmisión de bienes, el Estado les impone un tributo especial como sus- 
titutivo de lo que habría de tomar en el momento de la transmisión (im- 
puestos de personas jurídicas o Tarifa tercera de Utilidades). 


Las contribuciones indirectas son muy variadas; entre ellas podemos 
enumerar como más principales la renta de aduana, el timbre del Estado, 
los impuestos de pagos y los de usos y consumos, etc. 


Hay en España un impuesto especial, que es el llamado “Donativo 
del Clero y Monjas”. Viene a ser el impuesto sobre la dotación del clero 
y correspondería al primer tipo del impuesto de utilidades. Se le llama 
así por un cierto respeto a la Iglesia y para que no aparezca ésta sometida 
a la fiscalización del Estado. 

Una fuente de ingresos para el Estado semejante a los impuestos, 
aunque con un carácter jurídico distinto, son los Monopolios del Estado. 
Los más importantes son el de Correos y Tabaco. 


Il. Poner DEL. ESTADO 


Es indiscutible el derecho del Estado para imponer tributos. Como: 
gerente del bien común, necesita de bienes para la administración de su 
gerencia y para procurar el bien de sus súbditos. 


Claro es que este poder del Estado está limitado por los principios 
generales del derecho público: no tiene el Estado derecho a los bienes de 
los ciudadanos sino en cuanto que son necesarios al bien común y ada 
gerencia que del mismo le correspode. 

Ji i d E NA 
Se ha dicho que el impuesto es "signum subjectionis”. Es frase de los. 
Juristas antiguos, hasta el siglo xvi. Y no es del todo exacta. No estoy 
yo sujeto a mi acreedor porque le debo unas pesetas que me ha prestado 
sino simplemente que tengo c S 1eació iustici 
p q go con el una obligación de justicia. Algo de 
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esto sucede con los impuestos estatales: el cindadano recibe una cantidad 
de servicios y de bienes del Estado que es justo en compensación sean 
correspondidos mediante los impuestos y tributos. Aunque no fueran más 
que los servicios generales de carreteras, caminos, ferrocarriles, policía, 
guardia civil, protección de aduanas, etc., etc., ya es suficiente para fun- 
dar una obligación de justicia legal, El ciudadano, con los impuestos que 
satisface, paga aj Estado los servicios que de él recibe y al mismo tiempo 
pone en sus manos lo que realmente necesita para la organización de esos * 
mismos servicios. Creo que este concepto es más exacto que la simple aser- 
ción del “signum -subjectionis” de sabor medieval. 


IIl. Las CONDICIONES JURÍDICAS DEL IMPUESTO ESTATAL 


Para que el impuesto entre en el área de las atribuciones del Estado 
debe ser justo, necesario y equitativamente proporcionado a la potencia 
contributiva del ciudadano. 


El Estado, teóricamente, debe ser una entidad que no tenga más bienes 
de orden pecuniario que los de sus presupuestos, de tal manera que, año 
tras año, vaya recibiendo de sus súbditos lo que necesita y vaya ordenán- 
dolo para el bien común. Los Estados que van continuamente extendiendo 
el área de sus actividades, que acaparan servicios que llaman públicos y 
podían ser privados, aunque sean de conveniencia algo más general que 
otros, necesitan cantidades fantásticas de impuestos y de tasas para man- 
tener en tensión su vida riquisima y absorbente. Tal condición, lejos de 
responder a la idea recta y cristiana del Estado, se asemeja a una ideolo- 
gía socialista, que invierte el ideal de la nación y del Estado. El ideal 
debe ser: Estado pobre y nación rica. Hoy día, probablemente, se puede 
decir que en todos los Estados del mundo se sobrepasan los tipos justos 
de imposición, puesto que se basan en un concepto fundamentalmente equi- 
vocado del Estado, que acarrea los enormes dispendios que conforme a él 


se hacen. 

En cuanto a la equitativa proporción de los impuestos (cuestión ya 
más del campo de la moral que del derecho), hay que medirla por la po- 
tencia contributiva del súbdito. La cual es dificilisima de medirse; porque 

epende, a su vez, no solamente del capital, sino de la fuente y forma 
de haberlo adquirido, del modo de conservarlo, de su trabajo, familia, cré- 
ditos, deudas, etc. Pero, en general, la medida más directa, universal, ade- 


cuada y menos expuesta a errores de la potencia contributiva de cada cual 


es la renta. 
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He aquí por qué la mayoría de los Estados tienden, en general, a poner 
su principal fuente de impuestos en la renta, como en fuente la más pro- 
porcional y equitativa para el gravamen. Es verdad que no hay en el mundo 
un sistema impositivo único sobre la renta, y es verdad que aun tal sis- 
temia es exagerado y utópico; pero, al acercarse a él, ni es exagerado ni 
utópico, y da la mejor medida de lo que se pretende. 

Y he aquí también por qué, probablemente, los antiguos juristas ha- 
blan de los “vectigalia” o alcabalas (impuestos sobre ventas y consumos 
en general), como impuestos de ley penal. Porque los tales impuestos son 
los menos equitativos; ya que gravando los artículos de consumo más fre- 
cuente, y siendo éstos casi igualmente necesarios a pobres que a ricos, 
viene a recaer sobre los pobres en proporción más ‘fuerte, relativamente, 
que sobre los ricos. Y como la imposición de artículos de consumo tanto 
es más eficaz pàra los organismos estatales cuanto sean de uso más co- 
rriente y universal los artículos gravados, resultan con ellos tanto más 
oprimidas las clases inferiores proporcionalmente a las superiores. 

Pueden requerir especial mención los impuestos nuevos, como, por 
ejemplo, el impuesto sobre beneficios extraordinarios regulados por la ley 
de 7 de octubre de 1941 (hoy abolido), que abarca en su contenido mul- 
titud de reglas y operaciones preliminares a la determinación del impuesto. 

Hay que partir, como base y fundamento de esta exacción, de la nece- 
sidad de nuevos recursos del erario y de las nuevas situaciones de des- 
adaptación nacional en negocios e industrias, y, como consecuencia de ella, 
de un margen de beneficios extraordinarios en los que hay un tanto por 
ciento debido, más que a la habilidad del individuo y al trabajo del in- 
dustrial, a la situación de la nación. Razón por la cual puede el Estado, en 


circunstancias especiales, pedir algo más ampliamente que en los casos 
corrientes de la vida nacional. 


IV. Las INMUNIDADES ECLESIÁSTICAS 


La cuestión que nos ocupa está inc'uida por los juristas en el capítulo 
de inmunidades eclesiásticas. 

Suelen dividirlas en personales, locales y reales. Estas úl 
prenden todas las exenciones de cosas y bi | 
tributo o impuesto que en vir 
temporales. 


Es un hy cea Es be ZA 4 : 
s una cuestión discutida el origen de las inmunidades. Y .esdeyi 
dente que, cuando se presenta la cuestión en términos general 


timas com- 
enes eclesiásticos de cualquier 
tud de las leyes civiles graven ¡a los bienes 


es, la solución 


pde 
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ha de ser un tanto vaga y no puede aplicarse a cada una de ellas en 
concreto, 


En este sentido general suele decirse, como sentencia más común, que 
las inmunidades son fundamentalmente de derecho divino, formalmente 
de derecho humano. O sea: es la naturaleza divina de la misma Iglesia, 
como sociedad perfecta, la que exige unas veces como necesari0s, o co- 
honesta otras como útiles y convenientes esos privilegios que llamamos 
inmunidades. Y sabemos que, al recorrerlas singularmente, nos encontra- 
mos con algunas que mal pueden llamarse inmunidades, pues son más bien 
derecho nativo de la Iglesia, y otras, por el contrario, apenas puede de- 
cirse que tengan algún enlace con el derecho divino, ni siquiera funda- 
mental o remoto, ya que proceden de la prescripción humana y aun de 
las mismas concesiones de los príncipes civiles. 

Hago tcdas estas aclaraciones porque no es mi pretensión hacer afir- 
maciones que puedan, de una u otra forma, contradecir los principios y 
doctrinas admitidas en los documentos de la Iglesia en que se habla de 
inmunidades eclesiásticas y de su origen divino. Todos esos asertos de que 
las inmunidades eclesiásticas no tienen su origen en el derecho civil; que 
son derecho propio de la Iglesia, etc., hay que entenderlos globalmente, 
y no de cada una en particular, en las que podemos libremente discutir 
su Origen y naturaleza, a no ser que exista una doctrina de la Iglesia sobre 


ella en particular. 


V. (OPINIONES DE LOS AUTORES SOBRE LA INMUNIDAD REAL 


Veamos ahora las diversas aserciones de los tratadistas de derecho pú- 
blico, que tocan particularmente este punto, desglobado de las inmunidades 
en general. Repasamos sólo algunos, los que he encontrado más origi- 
nales, digámoslo así, ya que, por lo general, se repiten las mismas ideas 
y aun las mismas palabras. 

A) VROMANT (1) afirma que la inmunidad real probablemente es de 
derecho divino. Y ha de entenderse que es de derecho divino en el sentido 
de que la potestad civil, sin el consentimiento de la Iglesia, no puede poner 
tributos a los bienes eclesiásticos propiamente dichos. La razón: que la 
Iglesia es sociedad perfecta por derecho divino y exenta, por lo tanto, de 
toda jurisdicción civil. Y añade: “obligare enim aliquem eique onera 3t 
tribüta imponere est signum iurisdictionis et verae potestatis in ipsum . 


(1) De bonis Ecclesiae temporalibus. Louvain, 1934, ed. 2.2, n. 9. 
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Seguidamente señala tres casos particulares: uno, si la Iglesia, en vir- 
tud de un contrato o de justicia conmutativa, tiene obligación alguna en 
este particular, es evidente que tiene que cumplirla. Otro, si el Gobierno 
civil juzgase que la Iglesia le debe alguna compensación pecuniaria por 
los edificios y propiedades situadas dentro del territorio nacional, habria 
que hacer un convenio con la Santa Sede, "ita ut per contractum bilate- 
ralem utriusque societatis aequaliter independentis, gubernio civili haec 
contributio ecclesiastica attribuatur". Finalmente, por caridad en grave 
necesidad de la nación, la Iglesia, si puede, debe contribuir a levantar las 
cargas tributarias que para el remedio de esa necesidad se requieran. 

B) Coronata (2) da un enfoque distinto a la cuestión en cuanto a 
la forma de exponerlo, pues en el fondo coincide con el anterior. No acude 
a la perfección jurídica de la Iglesia. i Menos mal! Se contenta con afirmar 
que la exención de tributos es, más que inmunidad, un derecho. nativo 
de la Iglesia, inherente a sus bienes por el mero hecho de estar en el 
dominio de la misma. ¿La razón? Que la exención de tributos se confunde 
con e] derecho nativo de la Iglesia a adquirir, administrar, poseer y ena- 
jenar independientemente del Estado los bienes que le sean necesarios para 
su fin. 


C) OTTAVIANI (3) apunta los dos aspectos anteriores, el señalado por 
VROMANT y por CORONATA. "Quemadmodum Ecclesia acquirit dominium 
independenter, sic potest in omnibus possidere et fructus percipere inde- 
pendenter et sine ulla ipsorum inminutione, civilium tributorum causa." 
Y en otro lugar: "Res, quae in dominio Ecclesiae sunt, iure societatis per- 


pectae habentur, ideoque circa eadem nihil valet exigere alterius societatis 
potestas. " 


A continuación expone OTTAVIANI la práctica actual de la Iglesia, cómo 
en general se somete a las leyes tributarias de las naciones, y da como 
razón de esta conducta práctica la siguiente: “Equidem hodie Status ma- 
xime indiget ut aliquo modo rependantur ingentes sumpus, quos ipse sus- 


tinet ad publica commoda procuranda, quibus etiam singula subjecta do- 


minii ecclesiastici fruuntur." Yo preguntaría si estos servicios de la na- 


ción, de los que gozan también directamente cada uno de los sujetos del 
dominio eclesiástico, son razón solamente de un proceder práctico de la 
Iglesia, o fundan realmente una obligación jurídica. 


(2) lus publicum ecclesiasticum. Taurini, 1934, 9.3 ed., n. 146 


(3) 4mstit. iuris publici ecclesiastici. Typis Vaticani 
p clesiastici. Typis Vaticanis, 1939,29:2 ed, VOL 1, n. 199 yY 206.3, 
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D) WERNZ (4), después de las nociones sobre inmunidad y de unas 
notas históricas muy concisas, pero muy completas, sobre las principales 
inmunidades, presenta dos cuestiones: la primera, sobre la inmunidad de 
los bienes particulares de los clérigos, y la segunda, sobre los bienes es- 
trictamente eclesiásticos. 

En cuanto a los bienes de los clérigos, es cierto que no existe dergcho 
alguno divino. Este privilegio, donde existe, ha nacido de la ley civil y ca- 
nónica. La ley civil que ha ofrecido este privilegio a los clérigos y la ley 
canónica que lo ha hecho suyo regulándolo en su legislación. ; 

Tratando de los bienes estrictamente eclesiásticos, afirma WERNz que 
“certe inmunitas realis absolute a Deo non est praescripta, neque ulla lege 
divina omnis solutio tributorum indiscriminatim interdicta”. De lo con- 
trario no se explicaría cómo la Iglesia en tantas ocasiones haya ayudado 
a la nación, e incluso se haya sometido a las leyes tributarias voluntaria- 
mente por medio de sus pactos concordados. 

Ahora bien, ¿en qué sentido puede decirse que la Iglesia por derecho 
divino goza de la inmunidad real? WeERNz nos dirá que la inmunidad 
de los verdaderos bienes eclesiásticos es derecho divino en el sentido de 
que el poder civil, sin el consentimiento de la Iglesia, no puede imponerles 
cargas tributarias por medio de sus leyes fiscales. ¿La razón? La de Ta 
perfección jurídica de la Iglesia, que como tal está exenta de toda juris- 
dicción laical. 

E) Cavacwis (5) propone dos cuestiones "de iure principis in bona 
Ecclesiae": 1. “Tus politicum seu iurisdictionem exercendi"; 2.” "Ius 
tributa exigendi", 

Del primer punto dice que los bienes de la Iglesia no son inmunes de 
la jurisdicción civil, sino solamente los templos y lugares semejantes. 

Del segundo, expone y juzga dos razones que pueden alegarse en favor 
de la exención: 

La primera razón: que la Iglesia ayuda a la potestad civil, y, por lc 
tanto, la equidad pide ciertos privilegios para la Iglesia, entre los que puede 
computarse la exención tributaria. Dice el autor que esta razón tiene fuerza 
o eficacia a causa de la obligación del Estado a subvenir a las necesidades 
materiales de la Iglesia: dar por un lado y exigir por otro, 75 resulta. 
Ahora bien, si la Iglesia “abundaret divitiis, iam non indigeret inmuni- 
tate a tributis", y, por lo tanto, debería someterse y tenerse lo suficiente- 
mente compensada "ex defensione armata Status, qua tuentur eius bona 


(4) Ius Decretalium. Romae, 1908, 92.2 ed., vol. TIT, n. 146. 
(5) Inslit. iuris publici ecclesiastici. Romae, s. a., vol. III, nn. 392-394. 
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aliaque eius iura, absque alia compensatione". Por consiguiente, la razón 
eficaz, según CAVAGNIS, no es la compensación, sino la necesidad de la 
Iglesia. 

La segunda razón: "quia ipsa (Ecclesia) independens est a potestate 
civili”. Y a esta razón advierte el autor que hay que distinguir entré 
bienes y bienes: los que inmediatamente sirven para el culto divino, como 
los templos, y los que sólo sirven mediatamente, a saber, “quia redditus 
necessarios subministrant". Los primeros son inmunes porque "id exigit 
ratio cultus divini". En los demás, “non est nimis urgenda inmunitas”, 
pues hay que examinar el fin “ob quem Ecclesia ea possidet". Si el fin 
es el ejercicio del culto, son inmunes. Si son para obtener rentas y éstas 
no bastan para las necesidades de la Iglesia, deben eximirse; si bastan, y 
máxime si son pingües, están sujetos a los tributos. ¿La razón? "Quia 
finis Ecclesiae hic non differt a fine privatorum", "quia possidentur bona 
more privatorum, ut princeps aliquis possidet in regno alieno". 

F) F. Suárez (6). Es de los autores que más a fondo estudian esta 
cuestión y dan luz sobre la misma. En cinco capítulos consecutivos del 
libro “De inmunitate ecclesiastica" toca, y diría que casi agota, la cues- 
tión. Podemos dividir su doctrina en tres partes: 


Primera, la exención general de los bienes de la Iglesia de tributos 
seculares, que SUÁREZ expone y prueba con varios argumentos. 


Segunda, si los bienes temporales, al pasar al dominio de la Iglesia, 
continúan con los impuestos que los gravaban o si, “ipso facto”, quedan 
libres de los mismos. Es una aplicación particular de la inmunidad. 


Tercera, que los bienes de la Iglesia gozan del “privilegium fori”. 


En cuanto ia lo primero, o sea, la exención general de los bienes ecle- 
siasticos de impuestos y tributos, SuAREz, desde luego, admite la exención. 
Aunque divide los bienes en varias categorías, consagrados y no consa- 


grados, fructíferos y no fructíferos, etc., en conclusión, sin embargo, viene 
a afirmar que todos ellos gozan de la inmunidad. 


Resumiendo su argumentación, tenemos las siguientes pruebas, que 


vienen a ser, digámoslo así, otras tantas fuentes de inmunidad. Son exen- 
tos de tributos los bienes de la Iglesia: 


* e Ei, h 
P e Porque “sunt in dominio Dei vel Christi”. Razón que aplica a 
toda clase de bienes estrictamente siásti i 
e eclesiásticos. Son de Dios; ienen 
ue estar exentos de todo e f i i o 
q O gravamen que quieran imponerles los hombres. 


.(6) Defensio fidei catholicae, lib. 


DS Denis Ed uds V IV de Inmunitate ecclesiastica, 


ives. Parisiis, 1859, vol. XXIV, pág. 438 ss UE S OMNES 
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2. Porque estan "specialiter consecrata". Razón que aplica a los bie- 
nes que realmente están consagrados, o sea, templos y cementerios y aL 
gunos objetos de culto. Dice SUÁREZ que en estos casos “exemptio per- 
tinet ad quamdam venerationem seu honorarium cultum huiusmodi rerum 
sacrarum". 

3. Porque "tantum ad sustentationem clericorum vel expensas ec- 
clesiae ordinantur". Piensa muy acertadamente el P. SUAREZ que de lo 
que se dedica exclusivamente al culto divino y sustentación de sus mi- 
nistros no se debe extraer nada, pues es quitarlo de necesidades primarias 
de la Tglesia, que ésta tiene pleno derecho a satisfacer. 

4.” Porque los bienes de la Iglesia “non sunt res fructiferae bonorum: 
temporalium”. Evidentemente no es justo un tributo que recaiga sobre 
un bien material que no da frutos especiales del mismo orden temporal. 
El imponer tributos a tale8 bienes supone tocar el dominio mismo o pro- 
piedad, ya que si no fructifica y hay que dar tributo, la propiedad iría 
aminorándose poco a poco hasta su total anulación. Claro es que esta 
argumentación es aplicable a aquellos bienes que realmente no rentan ni 
producen ventaja alguna material, como son los templos, los Seminarios, 
las casas rectorales, etc. 

5... Porque el tributo es "in signum subiectionis”. Mas la Iglesia no 
está sometida al Estado. Luego no tiene que reconocer tal dominio por 
medio de los tributos. 

Estas son las razones que abonan, según SuAREz, la inmunidad ecle- 
siástica. De su valor y eficacia hablaremos más adelante. Pero es evidente 
que no todas las razones son igualmente fuertes, ni sirven para toda clase 
de bienes. Pienso qye hay bienes en la Iglesia que escapan a todas las ra- 
zones eficaces del P. SUÁREZ. 

La segunda cuestión planteada por SUÁREZ sobre si los bienes que pa- 
san al dominio de la Iglesia pasan con sus gravámenes, responde con una 
sencilla distinción : 

si los gravámenes recaen sobre esos bienes, “vi pacti vel contractus 
specialis”, han de seguir esos bienes con sus impuestos, que la Iglesia ten- 
dra que abonar; de 

si los gravámenes recaen sobre esos bienes "vi iurisdictionis civilis", 
no continúan con esos impuestos, sino que automáticamente, al pasar a la 
jurisdicción eclesiástica y quedar libre de la civil, quedan exentos de los 
impuestos que los gravaban en virtud de la misma. 

Finalmente, en cuanto a la tercera cuestión, afirma el P. SUAREZ que los 
bienes de la Iglesia gozan también del privilegio del fuero, o sea, que estan 
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exentos de la jurisdicción civil en todos los aspectos, incluso en el conten- 
cioso, y que las cuestiones que se planteen sobre los mismos, aun cuando 
los querellantes fuesen laicos, han de ir al tribunal de la Iglesia. 

Esto no es más que una aplicación del privilegio del fuero que compete 
a los clérigos directamente, e indirectamente a todas las cosas de éstos y de 
la Iglesia. Objetivamente, esta cuestión es distinta de la inmunidad real, 
porque aquí cabe pregunar: ¿los bienes de la Iglesia gozan del privilegio 
del fuero de por sí o porque están en manos de personas jurídicas eclesiás- 
ticas, las cuales gozan de este privilegio del fuero? El P. SUÁREZ afirmará 
esto segundo, como es lógico, ya que el privilegio del fuero es exención 
de jurisdicción, y ésta directamente sólo se ejerce sobre las personas, que 
son los sujetos activos y pasivos de la misma. 

Muchos más autores podríamos citar, porque son pocos los que no 
tratan estas cuestiones. Los omitimos no sólo pêr razón de brevedad, sino, 
principalmente, porque todos los demás repiten exactamente lo mismo, y a 
veces con coincidencia hasta literal. Otras ideas sobre este particular no he 
encontrado expuestas. 


VI. [PRINCIPIOS DE SOLUCIÓN 


Antes de entrar en el análisis concreto de las diversas opiniones y de 
exponer lo que creo ser la doctrina cierta y segura, conviene dejar bien 
sentados los principios de derecho püblico que han de regular esta ma- 
betid, 

En primer lugar, el derecho de la Iglesia a la propiedad privada puede 
considerarse desde un doble ángulo, o bien consideramos a la Iglesia como 
s:mple persona jurídica, o bien como sociedad perfecta sobrenatural. 

; Y es necesario hacer esta distinción, porque es indiscutible que la Igle- 
sia tiene, aun en el terreno meramente humano del orden jurídico, una 
TE NUR MU adquirida por muchos títulos, de los cuales no es 
el menor el de la prescripción de veinte sie i i i 
en la posesion de AT dia Mx arg tat ESE 

Ahora bien, como tal persona jurídica, la Iglesia tiene todos los de- 
rechos, tanto del orden natural, como del positivo, que competen g tales 


sujetos de derecho, entre los que hay que señalar el de propiedad privada 


` con las limitaciones, desde este punto de vista, del mismo derecho natural 


y del positivo respectivo. Porque en tal consideración se prescinde del con- 
cepto de sociedad pública y perfecta, y, por tanto, no hay que hablar de 
independencia respecto de las autoridades que regulan la existencia y vida 
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de las personas jurídicas y sus derechos. Tiene, pues, este derecho de pro- 
piedad de la Iglesia la misma amplitud y extensión y las mismas normas 
reguladoras de cualquier otra persona jurídica, sea física, sea moral. 

Si, empero, consideramos a la Iglesia como sociedad perfecta del orden 
sobrenatural, es evidente que estamos en un ángulo completamente distinto. 
En las sociedades perfectas, como tales, todos los derechos y atribuciones, 
como igualmente todos los deberes y obligaciones, están totalmente regu- 
lados por el fin social o bien comün. La sociedad tiene todos aquellos de- 
rechos que son necesarios para el fin social y todas las obligaciones que se 
requieren para la consecución del mismo. Ni más, ni menos. 

Es claro que la palabra "necesarios" tiene un sentido amplio, como ya 
lo exponen todos los tratadistas de derecho püblico. Pero con mayor o me- 
nor extensión, siempre hay que deducir esos derechos, atribuciones, debe- 
res y obligaciones de la necesidad del fin. ; Esto es necesario para el fin? 
Luego tiene derecho. ¿No lo es? Pues no tiene derecho alguno. Esta.es una 
consideración sencillisima del derecho püblico, pero de aplicaciones gra- 
visimas en el orden práctico. 

Vengamos al terreno de los bienes temporales. ¿Tiene la Iglesia, socie- 
dad perfecta, derecho a esos medios materiales? Sí, porque son necesarios 
para su fin. Y tiene derecho en tanto en cuanto son necesarios. O sea, que 
el límite de la necesidad es el límite del derecho, ya que la única fuente de 
derecho en este orden es la misma necesidad. 

La consecuencia inmediata que se deduce de estos principios claros es 
que todos aquellos bienes materiales que posea la Iglesia y no puedan 
considerarse necesarios para su fin no los posee como tal sociedad perfecta, 
puesto que no le alcanza el título originador del derecho de propiedad, sino 
que los ha de poseer como simple persona jurídica, a la que se reconoce 
una capacidad natural de propiedad, independientemente de la estricta ne- 

.cesidad para el fin. i 

Lo difícil en este caso es distinguir cuáles bienes sean necesarios para 
el fin y cuáles no. De cada propiedad determinada es muy dificil fallar, Sin 
embargo, globalmente, en una diócesis o en una nación, sí es fácil en 
conjunto discernir si la totalidad de los bienes de la Iglesia exceden o no 
a las necesidades estrictamente sociales. 

Ni que decir tiene que nadie afirmará que todas Jas posesiones de la 
Iglesia española en el período anterior a la desamortización, y que ascen. 
dían, según cálculos probables, a un quinto del territorio español, eran 
bienes necesarios para su fin. Si así hubiera sido, la Sata Sede, al concor- 
dar con el Estado, hubiera tenido obligación verdaderamente jurídica de 
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exigirlos en su totalidad, al menos numérica, aunque no específica, sin 
poder condonar y dejarlos en propiedad de los particulares que los habian 
adquirido subastados por el Estado. 


VII. LA EXENCIÓN TRIBUTARIA DE LA IGLESIA 


Llegamos ahora al punto central de la cuestión. ¿Está o no exenta la 
Iglesia de la legislación fiscal? Hay que distinguir varios casos e hipótesis. 

1, La Iglesia es sociedad perfecta y suprema y, como tal, no esta 
subordinada a ninguna legislación de otra sociedad inferior, aunque sea 
perfecta. Por lo tanto, la legislación fiscal, en cuanto que procede de la 
sociedad perfecta de orden temporal, y es una ley puramente civil, no 
obliga a la Iglesia. Usando términos escolásticos, diríamos que “ formali- 
ter” la legislación fiscal no obliga a la Iglesia. Pero, ¿y "materialiter" ? 

2. Todo lo que posee la Iglesia en función de sociedad pública y 
perfecta está, bajo ese concepto, exento de toda contribución, en cuanto 
que ésta procede de una legislación fiscal de un Estado. Como tal sociedad 
de derecho público, la Iglesia posee lo que necesita para la consecución de 
su fin social y específico. 
3. En todo lo que posee la Iglesia como simp'e persona jurídica, o 
sea, “iure privatorum”, no hay razón alguna para eximirla de la legislación 
fiscal, ni formialiter” ni "materialiter". 

.4. Aun en los bienes que posee como sociedad perfecta, o sea, en los 
necesarios para el fin, cada uno de los sujetos del dominio eclesiástico uti- 
liza directamente todos los servicios públicos del Estado y demás ventajas 
de la civilización y urbanización procuradas por la sociedad civil y que 
reportan a los mismos bienes de la Iglesia un beneficio real de plusvalía, 
como, por ejemplo, servicios de carreteras, caminos, ferrocarriles, policía, 
guardia civil, protección de aduanas, etc. Estos servicios fundamentan una 
obligación jurídica, al menos de justicia legal, con relación a la Iglesia, de 
cooperar con su contributo al sostenimiento de estos servicios, que ella 
utiliza y de los que se beneficia directamente. . 

5... Y no se diga que estos servicios del Estado quedan suficiente 
D abundantemente compensados por los bienes espirituales que de la Igle- 
sia recibe el Estado, porque una cosa es que él bienestar espiritual redunde 
en el orden temporal, y viceversa, y otra que la 1 


glesia, o mejor, los sujetos 
inmediatos del i 


dominio eclesiástico, utilicen directamente todos los servi- 
cios públicos y demás ventajas de la urbanización, que, como hemos dicho 

. . 1 
reportan a los bienes de la Iglesia no ya una ambientación f 


qe avorable, sino 
un beneficio inmediato de pl : 


usvalia en el mismo orden material. 
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6.” Existe, pues, una verdadera obligación juridica en la Iglesia de 
contribuir de algún modo al levantamiento de las cargas tributarias, bien 
por la misma naturaleza de la propiedad en aquellos bienes que posee 
“iure privatorum", bien por razón de cooperación al sostenimiento de los 
servicios de que ella directa e inmediatamente se beneficia. En el primer 
caso, ya lo dijimos, queda obligada plenamente a la legislación fiscal como 
cua'quier otro miembro o parte de la sociedad civil. En el segundo caso, es 
la misma ley natura] la que obliga a la Iglesia y no la ley de la sociedad 
civil. Ahora bien, en este caso, ¿quién señala la cantidad de contribución 
que debe la Iglesia dar al Estado? Si la obligación fuera en virtud de la 
misma ley fiscal, sería ésta la medida y la norma; pero siendo en virtud de 
la ley natural, y tratándose de dos sociedades perfectas, de las cuales una 
es suprema, y de una obligación que no se puede medir con exactitud 
matemática, es evidente que el juicio sobre la cantidad de contribución 
corresponde a la sociedad suprema, en este caso a la Iglesia. 


7- ¿Y qué norma debería tener presente la Iglesia para determinar 
la cantidad de contribución? Sigamos apoyándonos en la misma ley natu- 
ral: si la Iglesia reconoce que la cantidad de contribución señalada por el 
Estado para sus súbditos es justa y equitativa, debe ajustarse a ella, “ce- 
teris paribus", en virtud de la misma ley natural, ya que no es justo que 
un participante de los beneficios sociales pague lo justo (así lo hemos su- 
puesto) y otro pague menos de lo justo, o sea, lo “infrajusto”. Si se 
diera este caso, nos pondríamos en situación de injusto dannificador, va 
que la deficiencia de la contribución eclesiástica obligaría al Estado a 
elevar el tipo contributivo del resto de los ciudadanos. Al igual que la 
cantidad, es también la Iglesia la competente para determinar el modo 


de contribuir. 

8, Hay otro punto de vista que merece tenerse en cuenta en esta 
cuestión de la exención de la Iglesia. Es una de las razones que apunta el 
P. SUÁREZ: hay bienes temporales en la Iglesia que, o están especialmente 
consagrados, o tienen una inmediata y especial dedicación al culto divino, 
como son los templos, los cementerios, las casas episcopales, parroquiales 
y de religiosos, los seminarios, etc. Estos bienes, por ese carácter especial 
que tienen y al mismo tiempo por no ser bienes que paa especiales 
rentas, ya que son de uso inmediato de la misma Iglesia, "decet" que x 
exentos de contribución. Y esta exención tiene algo de natural y lógica, 
pues la encontramos en casi todas las religiones, aun de países poco civi- 
lizados, cuyas autoridades y jefes los han eximido, por un sentido de res- 
peto y reconocimiento del carácter sagrado de esos bienes, de toda carga 
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y gravamen, e incluso han acumulado sobre ellos muchos privilegios de 
orden temporal. Es evidente que esta exención no se funda en razones 
estrictamente jurídicas, pero tiene un valor real y positivo, y podríamos 
decir que fundamentado en la misma ley divino-natural. 

9" Résumiendo, pues, todo mi pensamiento, sentaría la siguiente te- 
sis: “Los bienes que la Iglesia posee sin ser estrictamente necesarios para 
su fin están sometidos a la legislación fiscal, aun formalmente, o sea, en 
cuanto tal legislación civil; los bienes que posee como sociedad de derecho 
púbico y perfecta, o sea, los necesarios para su fin, no están sometidos for- 
malmente a la legislación fiscal, pero sí deben, con verdadera obligación 
jurídica procedente del mismo derecho natural, contribuir al sostenimiento 
de los servicios públicos, de los que directamente usa y se beneficia; final- 
mente, aquellos bienes de la Iglesia que están especialmente consagrados 
o inmediatamente dedicados al culto divino están exentos de toda contri- 
bución como exigencia natural del respeto y veneración debidos a su carác- 
ter sagrado. En todo caso, el juicio sobre qué bienes pertenecen a alguna 
de las tres categorías que hemos sentado corresponde a la Igesia, sociedad 
suprema. ” 


Vill. CRÍTICA DE LOS AUTORES ESTUDIADOS 


A la luz de los principios expuestos y de la solución dada a la cuestion, 


veamos brevemente las diversas posturas de los tratadistas enjuiciando 
sus soluciones. 


A) VROMANT se apoya en la perfección jurídica de la Iglesia para 
defender la inmunidad real: es sociedad perfecta; luego exenta de la ju- 
risdicción civil. 

Esto es exacto. Pero ¿se sigue de la exención jurisdiccional la exen- 
ción tributaria? Hay que probarlo. Yo creo que no. Falta la consecuencia. 
Es como si dijéramos: La Iglesia es sociedad perfecta; luego no tiene que 
pagar las deudas que contraiga. Porque éste es el aspecto que realmente 
is necesario considerar: que la obligación de tributar nace, generalmente, 
del mism i 

E: j o derecho natural. La forma, la cantidad, el modo, todo eso lo 
puede determinar ia ley civil; pero el hecho de que hay que contribuir de 


alguna manera a levantar las cargas del Estado, ya que recibimos del 
mismo especiales favores y provechos del or 


den tem il 
de la ley natural. dios commas 


y Por one niente yde la exención jurisdiccional de la Iglesia con rela- 
ción al Estado, ic más que se sigue es que la sociedad eclesiástica no está 
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ob'igada a los tributos en cuanto son una ley meramente civil, o lo que es 
igual: la Iglesia debe pagar contribución; pero la cantidad y modo de 
subvencionarla es cosa que ella misma tiene que determinar. í 

Yo avanzaría en este punto un poco más, y lo expongo a titulo de 
sugerencia, sin atreverme a formular tesis: ¿Por qué no va a estar también 
la Iglesia sometida ial modo y cantidad determinados por la ley civil? ¿Qué 
repugnancia jurídica hay en ello? 

Cuando hablamos en derecho canónico de las leyes eclesiásticas que son 
determinación o concreción de un precepto de la ley natural, decimos que 
a estas leyes están sometidos no sólo los subditos de la Iglesia, sino tam- 
bién las mismas sociedades civiles, en cuanto tales, ya que también éstas 
están sujetas al derecho natural; derecho natural que es concretado o de- 
terminado por la Iglesia, sociedad competente en tal caso. Conformes. 
¿Por qué no decir esto mismo de algunas leyes civiles que también son una 
concreción del derecho natural? Tampoco se viola la independencia jurídi- 
ca de la Iglesia porque ésta se someta a una ley del Estado que en sí es 
el derecho natural concretado por la autoridad competente en aquella de- 
terminada materia. 

Y ¿qué es la ley fiscal? No olvidemos que la sociedad civil es de dere- 
cho natural; que su autoridad, en virtud del mismo derecho natural, tiene 
la obligación de procurar el bien común y las mayores comodidades y fa- 
cilidades a los hombres en orden al desenvolvimiento de su vida humana. 
Que esta realización del bien temporal exige una cantidad no despreciable 
de medios materiales. Que estos medios materiales el Estado tiene que 
procurárselos de sus mismos súbditos por medio de impuestos y otros 
recursos. Y todo esto en virtud de la misma ley natural. 

Luego el Estado, cuando señala la cantidad de contribución que cada 
ciudadano ha de aportar para el bien común, no hace más que determinar 
o concretar la ley natural que obliga a todos los que participan del bien- 
estar común a cooperar al mismo. 

¿Está obligada la Iglesia a esta ley? Como ley civil, desde luego que 
no. Como concreción o determinación de una ley natural, ¿por qué no, 
puesto que la Igiesia también participa de todas las ventajas y comodida- 
des del orden temporal que procura la sociedal civil? 

Y no se diga que el Estado no es competente para interpretar o dete?- 
minar la ley natural, que ésa es competencia exclusiva de la Iglesia. Nada 
más incierto. Eso será en aquellas materias del derecho natural que se 
rocen con el orden moral y religioso y que digan alguna relación especial 
con el fin último del hombre. Mas en las cosas puramente temporales, ¿por 
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qué no el Estado? ¿No se le reconoce al Estado poder sobre el contrato 
matrimonial cuando éste no es Sacramento, o sea, cuando se realiza entre 
infieles? “A pari”, o mejor, “a fortiori” es competente cuando se trata de 
determinar la cooperación que ial bien común temporal de que gozan han 
de aportar los beneficiarios. Y éste es el caso de la ley fiscal. 

Por consiguiente, parece que no se opone la exención jurisdiccional 
de la Iglesia con relación al fuero civil, a la sujeción a las leyes fiscales. 

B) Coronata, como ya vimos, no acude a la perfección jurídica de 
la Iglesia. Afirma la exención por la sencilla razón de que la Iglesia tiene 
derecho a aquellos bienes que le son necesarios para su fin, y en esos bienes 
no debe haber disminución por medio de impuestos, porque se privaría a la 
Iglesia de lo que necesita y a lo que tiene perfecto derecho. 

Esta razón es más convincente. Y en el fondo se confunde con la an- 
terior, pues precisamente tiene derecho a los medios necesarios para su 
fin, por ser sociedad perfecta y, por tanto, independiente. 

A esta argumentación hay que hacer una triple observación: 1.” Que sólo 
probaría en cuanto a los bienes necesarios para el fin; ¿y los no necesarios ? 
Esto hace ver la necesidad de distinguir entre bienes que se poseen “titulo 
societatis perfectae” y los que pertenecen a la Iglesia “iure privatorum”, 
como ya hemos expuesto. 2.” Que aun esos bienes poseídos “titulo socie- 
tatis perfectae” no están exentos de las cargas de este género que puedan 
corresponderles en virtud del mismo derecho natural. 3. Que no deben 
considerarse los impuestos como disminución del capital, sino como uno 
de tantos gastos o "sumptus necessarii" que lleva consigo la conservación 
y aumento de los bienes temporales. 

C) OTTAVIANI, en sus razones apunta las mismas ideas de los autores 
anteriormente expuestos; pero en la advertencia que añade de índole prác- 
tica aparece un aspecto nuevo de la cuestión, y que es el que hemos venido 
apoyando en toda nuestra disertación: que el Estado necesita grandes 
sumas para subvenir al bien común y comodidades temporales que propor- 
ciona a los ciudadanos. Y de estas comodidades—afiade—disfrutan “sin- 


gula subjecta dominii ecclesiastici", y que, por consiguiente, en la práctica, 
la Iglesia, teniendo esto presente, 


se somete voluntariamente hoy a las leyes 
tributarias. 


Como claramente aparece, esa razón. de OTTAVIAN 
una simple práctica de la Igle 
juridica: 


1 funda algo más que 
25 sia. Da lugar a una verdadera obligación 
si disfruta la Iglesia del bienestar temporal proporcionado por el 
Estado, es justo que contribuya al mismo con su aportación, según dijimos 
en los ¡apartados 4.” y 5.” del par. VII. car 
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D). WERNZ insistirá en que sin el consentimiento de la Iglesia el 
Estado no puede imponerle cargas tributarias por medio de sus leyes fis- 
cales. 

Ya hemos distinguido suficientemente esta afirmación anteriormente 
y visto cómo la obligación de la Iglesia no nace directamente de la ley civil, 
de la cual, como tal, está exenta, sino de la misma ley natural. 

E) F. SuArez. Sus razones ya han sido más o menos enjuiciadas a 
través de estas líneas. Hay dos muy de sabor medieval. Una, que los bie- 
nes de la Iglesia están “in dominio Dei vel Christi”; es una razón piadosa 
que no puede tenerse en cuenta jurídicamente. Cristo, los pobres, etc., son 
el sujeto de utilidad y era casi lo único a que se atendía hasta la Revolución 
Francesa. Sin embargo, ni eran ni son, en el campo jurídico, el sujeto de 
atribución o propietario; éste es la persona moral eclesiástica. Es cierto 
que Dios es el dueño absoluto de todos los bienes, pero a este dominio no 
se atiende en el terreno del derecho. 

La otra razón es que los impuestos y tributos se dan “in signum sub- 
jectionis”. Esto nos recuerda a aquellos señores feudales de la alta Edad 
Media que repartían sus tierras entre sus vasallos exigiéndoles una especie 
de impuesto o tanto alzado, siempre fijo, y que no respondía a la renta, 
en señal de jurisdicción más que de dominio, ya que estos colonos ve- 
nían a ser verdaderos propietarios que dejaban aquellos bienes en heren- 
cia a sus hijos y herederos. Hoy día, mi se procede ni se piensa así. Los 
impuesto no se dan “in signum subjectionis”. sino mas bien “in signum 
cooperationis in bonum commune" o de compensación justa por los ser- 


vicios recibidos. 
IX. Los TEXTOS LEGALES ANTIGUOS 


Para afirmar más nuestra postura, podemos citar los textos legales 
antiguos, principalmente del Corpus Turis Canonici y de los Concilios Ge- 
nerales, que suelen citarse como argumentos y base de este pretendido 
derecho nativo de la Iglesia. 

Creo que se citan rutinariamente de unos autores en otros, sim apenas 
confrontarlos v verlos directamente en sus fuentes. Sometidos a un some- 
ro examen, vemos que muchos de ellos ni siquiera prueban la existencia 
de la inmunidad real, v ninguno, desde luego, su naturaleza como derecho 
nativo de la Iglesia y secuela de su carácter de sociedad jurídicamente 
perfecta, 

Es de notar que una cosa es el hecho de la inmunidad real y otra st 
natura'eza y origen. No negamos el hecho; es evidente que en siglos p'isa- 
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dos ha sido una realidad la inmunidad tributaria de los bienes eclesiásticos; 
es más, aun los mismos bienes particulares de los clérigos han sido, con 
bastante amplitud, declarados exentos de cargas tributarias, exención que 
todos sabemos no ser derecho nativo de la Iglesia. Lo discutible es la 
naturaleza íntima de ese privilegio; que con mucha facilidad afirmamos 
ser de derecho divino mediato o inmediato, viendo en él una consecuencia 
del carácter de sociedad perfecta que por derecho divino corresponde a la 
Iglesia. 

Ahora bien, pueden existir documentos eclesiásticos. y los hay real- 
mente, que vindiquen para la Iglesia el respeto y consideración debidos a 
ese derecho ya adquirido de la exención tributaria. Tales documentos no 
prueban la naturaleza del derecho indicado. Sería necesario que al argu- 
mentar se basasen en esas razones que suelen darse para enraizar la in- 
munidad en los derechos nativos y, por tanto, divinos, de la sociedad 
eclesiástica. 

Veamos los textos más citados en los autores de derecho público ecle- 
siástico. Seguimos un orden cronológico. 

a) Del Concilio III de Toledo: “Ecclesiarum servos vel Episcoporum 
vel omnium clericorum, a iudicibus vel exactoribus publicis in diversis 
angariis fatigari dolemus. Propter quod omne Concilium a pietate glorio- 
sissimi D. N. Jesuchristi poposcit, ut tales deinceps inhibeat, sed servi 
supradictorum officiorum in eorum usibus vel ecclesiis laborent. Si quis 
vero iudicum vel exactorum clericum aut servum clerici vel ecclesiae, in 
publicis ac privatis negotiis occupare voluerit, a communione ecclesiastica, 
cui impedimentum facit, efficiatur extraneus" £2 

Es claro que en este texto no se habla de inmunidad real, sino perso- 
nal: que los clérigos y siervos de los clérigos o iglesias queden exentos de 
“diversis angariis”, dice primero, y al final, de “publicis ac privatis nego- 
tiis”. "Angariae" se refiere a la prestación personal en orden a servicios 
públicos; por eso lo concreta diciendo que no sean ocupados en los nego- 

cios privados o públicos. 

b) Concilio III Lateranense, del año 1179;+canoncIo +), Invdiversist: 


mundi partibus Consules Civitatum et Rectores, necnon et alii, qui potes- 


tatem habere videntur, tot onera frequenter imponunt ecclesiis, ut dete- 


rioris conditionis factum sub eis Sacerdotium videatur quam sub Pha- 
raone (Gen. 47) fuerit, qui legis divinae notitiam non habebat. Ille quidem, 
omnibus aliis servituti subjectis, Sacerdotes et possessiones eo 


LAS. dini Me i rum in pris- 
tina libertate dimisit, et eis alimoniam de publico administr 


avit. Isti vero 
(7) Cfr. Decretum Gratiani, c. 69, causa IAS 
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onera sua fere universa imponunt ecclesiis, et tot angariis eas affligunt, 
ut eis, quod Jeremias deplorat, competere videatur: princeps provinciarum 
facta est sub tributo (Thren. 1). Sive quidem fossatum, sive expeditiones 
seu alia quaelibet sibi arbitrentur agenda, de bonis ecclesiarum et clerico- 
rum et pauperum Christi usibus deputatis, volunt fere cuncta compleri. 
Iurisdictionem etiam et auctoritatem Praelatorum ita evacuant, ut nihil 
potestatis eis in suis videatur remansisse. Quo circa sub anathematis dis- 
trictione fieri de cetero talia prohibemus; nisi Episcopus et Clerus tantam 
necessitatem vel utilitaten inspexerint, ut absque ulla exactione ad rele- 
vandas communes utilitates, ubi laicorum non suppetunt facultates, subsi- 
dia per ecclesias existiment conferenda" (8). 

Este texto tiene ya una relación más concreta con los temas de legis- 
lación fiscal que venimos tratando. Sin embargo, no aparece claro que se 
refiera expresamente a la imposición de tributos, sino, en general, a los 
gravámenes excesivos que se imponían a los bienes de las iglesias y de los 
clérigos, como si tales bienes fuesen los únicos destinados a sobrellevar 
todas las cargas especiales y extraordinarias de la nación: “de bonis ec- 
clesiarum et clericorum... volunt fere cuncta compleri”. Esto, evidente- 
mente, es injusto y puede ser castigado con pena de excomunión, pues se 
opone a la plena independencia de la Iglesia y a su pleno derecho a tener 
sus bienes necesarios en orden al mismo fin de la sociedad eclesiástica. 
¿Puede deducirse de este texto la inmunidad tributaria por derecho divino? 

c) El Concilio Lateranense IV, del año 1216, canon 46, vuelve a ha- 
blar sobre estos temas; recuerda el canon 19 del Lateranense III, urge su 
cumplimiento y manda que siempre se consulte al Romano Pontífice al 
ceder bienes de la Iglesia para su fin del orden temporal. De este texto, 
por tanto, hemos de repetir lo dicho del anterior (9). P 

d) Una Decretal del Papa Alejandro IV, del año 1257, es el unico 
documento que he encontrado entre los citados ordinariamente por los 
autores de derecho püblico, que realmente se refiera a la inmunidad tribu- 
taria; y aun éste más bien parece referirse a tributos especiales, "collectam 
tallias", y no al principio general de la exención fiscal de la Iglesia. oa 
viértase que el Papa no recurre para nada al derecho divino, ni al dus 
nativum Ecclesiae" para fundamentar su postura al defender la exención, 
sino a “honores et privilegia ecclesiarum". hi 

Motivo de la Decretal: “quia nonnulli habentes temporale dominium 
vel potestatis gerentes officium saecularis, libertatem et inmunitatem ec- 


(8) Cfr. Corpus Iuris Can., 4, de il 
(9) Ctr. Corpus Iuris Can., 7, Kee 
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clesiasticam laedere ac minuere, tamquam honoris et privilegii ecclesiarum 
invidi, moliuntur". 

Abusos de esos señores: “molesti sunt nimium ecclesiis super pluribus 
et infestis, et inter coetera nituntur et student ut illis collectas et tallias 
et alia huiusmodi, eaedem ecclesiae, praetextu bonorum, quae acquisive- 
runt, tribuant et persolvant vel extra manum suam ponant huiusmodi 
acquisita". 

Manda: *non licere... iis qui... iurisdictionem temporalem obtinent... 
tallias vel collectas seu exactiones quascumque ecclesiis vel personis eccle- 
siasticis imponere, vel exigere ab eisdem pro domibus, praediis vel qui- 
buscumque possessionibus ab eisden ecclesiis vel personis ecclesiasticis le- 
gitime hactenus acquisitis vel in posterum acquirendis" (10). 

e) La Bula "Clericis laicos", de Bonifacio VIII, atio 1296, es otro de 
los documentos que suelen citarse, y creo que el que con menos derecho, 
ya que ni remotamente habla de inmunidades eclesiásticas. E] motivo de 
esta Bula fueron los abusos del rey de Francia, Felipe el Hermoso, quien 
con el mayor descaro se apropiaba las rentas y bienes de las iglesias de 
Francia. Y esto lo hacía con el consentimiento del clero francés, que, débil 
y servilista, accedía fácilmente a dar a su rey lo que pedia, sin el con- 
sentimiento de la Santa Sede. Y no se trataba precisamente de algún tri- 
buto impuesto, sino de sacar a la fuerza ("exigunt vel extorquent") la mi- 
tad, décima parte o porción cualquiera de las rentas eclesiásticas (“pro- 
ventuum vel bonorum dimidiam, decimam seu vicessimam vel quamvis 
aliam portionem seu quotam”). Contra estos abusos del Rey y contra la 
debilidad del clero francés levanta su voz el siempre valiente Pontífice 
Bonifacio VIII, exige los derechos de la Iglesia e impone pena de exco- 
munión a los que de tal manera abusan o ceden. ¿Qué hay aquí propiamente 
de legislación fiscal? (11). 

f) Adúcese también un texto de las Clementinas (182), En el Cuales 
opon pena de excomunión a los que exigen “pedagia vel guidagia” (algo 
ası como nuestro impuesto de consumos) a las iglesias que “non negotian- 
di causa deferunt aut deferri faciunt vel transmittunt” cosas propias de 
las mana iglesias. Aquí se habla de una clase de impuestos: la Iglesia 
on 
a Otro “non negotiandi causa”. Ni ay EP nio i Ar 

nces ni.ahora se impone impuesto 

(10) Corpus Iuris Can., c. T, tit. 23, in VI, lib. III. 


(11) Corpus Iuris Can., c. III, tit. 93, in VI, li 
, + 0, y lew S 
(12) Corpus Iuris Can., 3, IIT, 13 in Clem s 
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alguno aun a los mismos laicos cuando trasladan cosas propias, sin inten. 
ción de negociar. Nótese que al decir la Decretal “non negotianli causa” se 
presume que no quiere determinar nada sobre las cosas eclesiásticas que 
se trasladan por motivo de negociación. 

Y no hay más textos sobre el particular. ¿Puede concluirse de aquí la 
inmunidad real de los bienes de la Iglesia o su fundamento divino? 


X. LA POSTURA ACTUAL DE LA IGLESIA 


Podemos apreciarla a través de los Concordatos modernos. Nos res- 
tringimos al pontificado de Pío XI, el más fecundo en tratados con los 
Estados. 

Desde luego, hemos de tener en cuenta que el hecho de que un Con- 
cordato reconozca y se someta a la legislación fiscal de una nación deter- 
minada no prueba de por sí la tesis de la sujeción. La Iglesia ha cedido 
muchas veces en sus derechos propios. Pero sí notamos que de una ma- 
nera habla la Iglesia al ceder el uso de un derecho propio y divino, que 
no puede ser enajenado, y de otra cuando se trata de derechos humanos 
adquiridos por prescripción u- otros hechos jurídicos. 

Recuérdese, por ejemplo, la expresión del “Concordato con Italia al afir- 
mar que “la Santa Sede consiente” que las causas matrimoniales de sepa- 
ración sean definidas por el fuero secular. Se ve que se trata de una to- 
lerancia de la Iglesia por motivos de paz y de bien común (13). 

Sin embargo, al tratar de la legislación fiscal no encontramos esas fór- 
mulas, que bien pudieron ponerse, pues en realidad la Iglesia cede en de- 
rechos ya adquiridos desde antiguo. 

Siguiendo un orden cronológico, son cinco los Concordatos que hablan 
de esta materia: Letonia, Polonia, Lituania, Italia y Austria. 

El de Letonia afirma escuetamente: “Las propiedades eclesiásticas po- 
drán ser sometidas a las leyes tributarias, igual que los bienes de los de- 
más ciudadanos, exceptuando los edificios dedicados al culto divino, a 
Seminarios y a moradas de obispos y párrocos” (14). 

El de Polonia igualmente establece el principio general de la sujeción, 
señalando algunas excepciones, algo más amplias que las del Letoniano: 
“Los eclesiásticos, sus bienes y los bienes de las personas jurídicas ecle- 
siásticas y religiosas quedan sujetos a los impuestos generales, al igual que 
los bienes de los demás ciudadanos y personas jurídicas laicales, excep- 


is: E OS conar i S i meae à 
(13) *Quod vero ad causas separationis personarum attinet, S. Sedes consentit ut 


iudicibus civilibus iudicentur". Concord. Ital. 11 febr. 1929, art. 34. 
(14) Concor. Lettonicum, 30 mayo 1992, art. 16. 
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tuando los edificios destinados al servicio divino, a Seminarios, a casas 
de formación de religiosos y religiosas y de habitación de religiosos y re- 
ligiosas “qui votum paupertatis emiserint”, y los bienes y títulos cuyas 
rentas se destinan a las necesidades del culto religioso, sin que sirvan para 
acrecer la renta personal de los beneficiados” (15). 

El Concordato Lituano repite, incluso literalmente, la disposición del 
de Polonia (16). 

El Concordato Italiano somete los bienes de la Iglesia a los tributos 
generales de la nación, advirtiendo solamente que no se impondrán a estos 
bienes “tributa specialia” y que las cosas y bienes destinados al culto y a 
la vida religiosa se regirán por las mismas leyes que regulan los bienes 
de la beneficencia e instrucción (17). 

Finalmente, el Concordate Austríaco, último de Pío XI que habla de 
esta materia, equipara las personas jurídicas eclesiásticas a las entidades 
jurídicas civiles, sometiéndolas a iguales leyes fiscales. Es de notar que 
en el mismo artículo que dispone esto se contiene el reconocimiento del 
pieno derecho de la Iglesia a adquirir y poseer de modo inviolable bienes 
temporaies; dando a entender, por consiguiente, al menos implicitamente, 
que el tributo a que se somete a la Iglesia a continuación en el mismo ar- 
tículo no se opone a ese pleno derecho ni a su inviolabilidad (18). 


Y no creamos que estas concesiones o declaraciones de la Iglesia son 
soamente de los últimos concordatos. Encontramos cláusulas semejantes. 
en tratados anteriores. Así, en el Concordato con ambas Sicilias, año 1818, 
artículo 16, al mismo tiempo que autoriza la Iglesia para que se graven 
sus bienes al igual que los de los demás ciudadanos, también el Rey pro- 
mete que ha de terminarse el abuso de gravarlos más duramente que los 
demás. 

El de Costa Rica de 1852, artículo 18, establece que “fundi et eccle- 
siastica bona publicis subjicientur vectigalibus, aeque ac aliorum costari- 
censium bona, exceptis tamen ecclesiis seu sacris aedibus divino cultui des- 
tinatis”. Igualmente en el de Guatemala de 1852, artículo 18; Honduras 


de 1861, artículo 18; Nicaragua de 1861, artículo 18; El Salvador de 1862, 
articulo 18; Venezolano de 1862, artículo Do 


Alguna diferencia accidental encontramos en el del Ecuador de 1862 
y I881, artículo 9, en el que, después de afirmar que la Santa Sede auto- 


(15) Conc. Pol, 10 feb. 1995, art. 15 
(16) Conc. Lith., 27 sept. 1997 

GR Conc; tal feb: 1999) art. 29, hy, 

(18) Conc. Austr., 5 jun. 1933, art. 13, par. 4 
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riza que las personas y bienes eclesiásticos estén sometidos a los tributos 
públicos, al igual que las demás personas y bienes de ciudadanos, se añade: 
“Ita tamen ut civilis auctoritas cum ecclesiastica consilia conferat ad ob- 
tinendam veniam, quoties necessaria sit coactio. Ab huiusmodi vectiga- 
libus eximuntur Seminaria, bona et res divino cultui inmediate destina- 
tae et beneficentiae instituta.” 


En el Colombiano del 1887, artículo 6, se eximen además explicita- 
mente las casas de los obispos y parrocos, “quae tum a vectigalibus inmu- 
nia erunt, tum occupari aut aliis usibus addici numquam poterunt". Esta 
cláusula se transcribe igualmente en el Concordato con Servia, artículo 18. 

Es cierto que de estos textos no se deduce, ni lo intentamos, prueba 
especial para la sujeción de los bienes eclesiásticos a las leyes fiscales. Las 
aducimos solamente para patentizar la conducta de la Iglesia en este par- 
ticular en su legislación concordada y para notar que si la exención tri- 
butaria tuviera carácter de derecho divino, formal o fundamentalmente, 
no cedería la Santa Sede con tanta facilidad ni tan llanamente, sino que. 
al menos, al mismo tiempo que cede, haría terminantes declaraciones de 
su derecho propio y nativo, advirtiendo que lo hace sólo por benevolencia 
y por razones de interés práctico. 


XII EROS SON 


Podríamos hacer, al terminar este estudio, algunas aplicaciones prác- 
ticas a las leyes fiscales actualmente vigentes en España. Pero creemos 
que este particular corresponde de lleno al aspecto civilista de esta cues- 
tión, que tocarán en otra ponencia de la Semana. Nos contentamos con 
resumir todo lo expuesto en las siguientes conclusiones: 

1) Que la Iglesia no está formalmente bajo la soberanía fiscal del 
Estado, ya que ella es igualmente soberana. 

2) Que, no obstante, debe tributar a la nación según las razones y 
consideraciones expuestas, basadas en el mismo derecho natural. 

3) Que es cierto deben existir algunas exenciones, fundadas, más 
que en razones jurídicas, en el carácter y destino sagrado de ciertos bienes 
de la Iglesia. 

4) Que en los demás casos, la exención no se presume, sino hay que 
demostrarla, teniendo en cuenta las necesidades para el fin de la Iglesia. 

5) Que una ordenación completa y perfecta de esta materia es muy 
difícil en la práctica y requiere un estudio concienzudo hecho de mutuo 
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acuerdo por la Iglesia y el Estado, teniendo en cuenta cada uno sus dere- 
chos y necesidades y dando lugar a una legislación concordada. 

6) Que en la práctica la Iglesia no desciende a tantos detalles y se 
contenta con ciertos beneficios generales, como hemos observado en los 
Concordatos más recientes. 

7) Que no hay inconveniente alguno en aceptar todo aquello que el 
Estado quiera dar a la Iglesiá en cuanto a exenciones tributarias, aunque 
no estuviesen dentro de los estrictos derechos de la sociedad eclesiástica ; 
a la liberalidad no hay que poner obstáculos. 

8) Que no hemos juzgado ocioso tratar este asunto, porque por él, 
entre Otras razones, hemos aprovechado la ocasión de poner ¡ante los ojos 
de todos que en la defensa de los derechos de la Iglesia no traspasamos los 
justos límites, sino que reconocemos a cada uno su derecho, “suum cui- 
que": al César, lo que es del César, y a Dios, lo que es de Dios. 


MANUEL GONZALEZ RUIZ 


Canónigo Doctoral de Málaga. Provisor del Obispado 
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Ante todo debo una explicación y varias disculpas. Cuando amable- 
mente fui invitado a participar en esta III Semana de Derecho Canóni- 
co por el excelentísimo y reverendisimo señor Obispo de Salamanca y 
Director del Instituto de San Raimundo de Peñafort, bajo cuyos auspi- 
cios se Organiza, honrándome sobremanera e inmerecidamente al confe. 
rirme el encargo de desarrollar el tema de “La Iglesia y la legislación 
fiscal”, no recibí más que el temario general de la Semana y la indica- 
ción de que “desde el punto de vista canónico” habría de ser tratado el 
mismo tema por otro ponente, eclesiástico de condición, cuyo nombre sólo 
conocí, por así haberlo instado, cuando ya era para mí imposible ponerme 
en contacto con él. Esta es la explicación que ha de justificar mis dis- 
culpas. 


Son éstas: Que mi desorientación ante la forma de haberse desenvuel- 
to las anteriores Semanas de Derecho Canónico me impidió desarrollar 
el tema suficientemente por escrito, trayendo, pues, aquí, tan sólo, breves 
notas que sirvan de índice a los puntos y temas a tratar; así conseguía 
dos cosas: dar forma a la exposición de la parte de tema que me corres- 
ponde, aquí mismo, ya en Comillas, a la vista de cuanto ha acontecido, 
y salvar mi falta de preparación específica en Derecho canónico con la 
excelente especialización de todos los semanistas. Por esto, también les pido 
perdón, ya que con ello quiero decir, como graciosamente expuso el señor 
Fuenmayor, en una sabrosa anécdota, que hemos de ser largos y no bre- 
ves, como suclen advertir casi todos los conferenciantes; y conviene pun- 
tualizar que empleo el plural porque creo que todos nosotros hemos de 
cooperar a la construcción del tema. No concebí yo mi intervención en 
esta reunión de estudio como la exposición minuciosa, detallada y exhaus- 
tiva de una tesis hasta llegar al establecimiento de unas conclusiones que, 


(*) Se conserva en este trabajo la forma de ponencia presentada, explicada y brillante- 
mente defendida por su autor en la III Semana de Derecho Canónico. Es complementaria de la 
presentada por el M. I. Sr. D. Manuel González Ruiz, y en ambas se estudian los problemas E 
plantea la legislación fiscal del Estado español: en una, bajo el aspecto canónico, y en otra, 
desde el punto de vista de la legislación estatal. (N. de la R.) 
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aclaradas y puntualizadas debidamente por las preguntas y objeciones de 
los cursillistas, habrían de ser puestas a discusión de la Asamblea y so- 
metidas a su aprobación, sino más bien como la exposición de un punto 
de vista, el de la Ciencia no canónica, el del Derecho financiero seglar 
—como entiendo yo la calificación de ponente civilista, que reza el tema- 
rio—, sobre el tema que habrá de ser construido por todos nosotros, una 
vez conocidas sus dos miras de enfoque: la canónica, expuesta magistral- 
mente por el muy ilustre señor don Manuel González, y la seglar, de la 
que soy un humilde portavoz. 

Tras este preámbulo, y entrando ya en la materia objeto de estudio, 
he de advertir que, con un criterio muy amplio, he dividido el tema en 
tres grandes partes, a más de unas consideraciones previas; son aquéllas: 
estudio teórico del problema que se plantea en el temario, tratamiento 
fiscal de la Iglesia en la legislación española y estudio de los problemas 
que origina la coexistencia de la potestad fiscal de la Iglesia y la del Estado. 


CONSIDERACIONES PREVIAS 


Ante todo es preciso salir al paso de un criterio que es todavía soste- 
nido por canonistas de prestigio y que para ellos constituye la suprema ra- 
zón de la invocada no sujeción total y absoluta de los bienes de la Iglesia a 
la potestad fiscal del Estado; nos referimos al que ve en el impuesto un re- 
conocimiento de súbdito a soberano. Desde el punto de vista canónico ha 
sido suficientemente rebatido por mi compañero de ponencia el señor Gon- 
zález. Conviene ahora precisar el porqué de la imposición, tal como se en- 
tiende por la moderna ciencia financiera. 

Pana ésta se perciben tributos no por las razones de más o menos peso 
que se han venido dando hasta ahora, fundadas todas en la justicia distri- 
butiva, y aun en la conmutativa, sino porque el Estado necesita para cum- 
plir sus fines de medios que, en última instancia, no son más que dinero 
riquezas. De forma que se exacciona aquí y allá, por esta y esotra rods 
inmediata, con tal medida e intensidad, por la sola razón de que es nece: 
sario nutrir las arcas públicas; y hoy se tienen por falsas todas cuantas 
teorías, principios y postulados se han mantenido o elaborado con anterio- 
ridad y que estuvieron en boga hasta fines del siglo XIX. 

Esta afirmación, que no parece constituir ningún principio y que, por 


lo tanto, a primera, vista podría creerse que era incapaz de sostener sobre 


Si ninguna construcción doctrinal, tiene sus raíces en la Filosofía pura y 


alcanza a fundamentarse en sus ramas Sociológica y Jurídica. No hace fal- 
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ta insistir mucho sobre ello ante esta asamblea y me bastará, al efecto de 
su clarividencia, hacer unas breves, consideraciones. 

El Estado no es más, en esencia, que una superestructura de la socie. 
dad misma; el Estado no es otra cosa que una forma social sobre la que 
encarna un poder que organiza, coordina y jerarquiza a los componentes 
todos que constituyen esa forma social que es su base. Esta forma socia! 
básica del Estado es cambiante, se incorpora con el transcurso del tiempo, 
a lo largo de un proceso histórico, nuevos elementos, y, en definitiva, se 
perfecciona y hace más comp!eja; encarnándose, plasmándose siempre el 
Estado en la forma social superior más perfecta; así han existido el Es- 
tado-Horda, el Estado-Familia, el Estado-Patria, el Estado-Ciudad y, por 
último, la Nación-Estado, sin que esta forma social básica del Estado mo- 
derno, que llamamos Nación, sea definitiva, pues apuntan ya nuevas for- 
mas, si bien inconcretas aún, en la realidad politica mundial. 

No hace falta decir que el Estado, así concebido, tiene origen perma- 
mente y autoridad propia y ha de cumplir los fines todos de la forma so- 
cial que constituye su base y otros más que son propios e inherentes al 
ejercicio recto de su autoridad; y que lo fundamenta y preside el Derecho 
natural, en el que esta insita la obligación de dar cumplimiento a todos 
aquellos fines que constituyen no sólo su objeto, sino también su razón 
de ser. > 

Y si para cumplir estos fines necesitanse medios que forzosamente han 
de ser obtenidos de los elementos mismos que constituyen la comunidad 
que integra la forma social básica del Estado, y si en el estadio 'actual de 
la Sociedad humana y de su Economía esos medios pueden y han de re- 
ducirse a uno: los bienes materiales, las riquezas, el dinero, en definitiva, 
se ha de concluir que es de Derecho natural la obligación de contribuir al 
sostenimiento de las cargas públicas. Y esta obligación viene impuesta por 
la que se ha llamado “justicia social o legal” y recae sobre todos cuantos 
elementos constituyen e integran la que venimos denominando “forma so- 
cial básica del Estado”. 

Esta culminación de la evolución doctrinal de los fundamentos ético- 
jurídicos de la imposición, que va desde el mero signo de vasallaje, cuendo 
a la Hacienda del Principe le eran indiferentes en el orden económico 
los recursos allegados por sus súbditos, al postulado de Derecho natural 
que acabamos de exponer, cuando el Estado ha de recurrir cadia vez a 
mayores pretensiones dinerarias sobre todos cuantos participan del bien 
común, es coincidente con la evolución de la técnica financiera que recurre 
desde la tasa, como contraprestación a servicios cuya utilidad es individua- 
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lizable y mensurable, al impuesto sobre la renta complexiva del contribu- 
yente, cuando, como ahora ocurre, la cuestión se centra en el problema de 
una ingente obtención de dinero, pero buscando con afán un criterio de 
justicia en la exacción; que, en virtud del principio por nosotros alegado 
y que estimamos verdadero, no ha de encontrar su indice de medida en 
los mayores o menores beneficios reportados, sino basarse en la igualdad 
del sacrificio económico impuesto a todos los que integran, en una u otra 
forma, la comunidad. 

Con estos antecedentes podemos entrar ya en el estudio fundamental 
del tema; pero antes conviene delimitar éste. En el campo de la Hacienda 
pública, y por el ejercicio de una de sus ramas: la Política financiera, 
cuyos antecedentes y fines vienen condicionados por la Politica económica 
y la Política social, se conoce y practica una diversa clase de imposición 
que podemos clasificar como no fiscal, ya que no tiene por objeto primor- 
dial allegar recursos al Erario püblico como medio para la consecución 
de los fines estatales, sino, más bien, perseguir a modo indirecto la reali- 
zación de una finalidad concreta. Pues bien, en nuestro estudio prescin- 
diremos de estos impuestos finalistas, ya que la sujeción o no a ellos de 
la Iglesia vendrá determinada en segundo orden por la posibilidad de 
compeler a ésta a tal finalidad y, en primer lugar, por la solución que se 
dé aquí respecto de su sujeción o no a los impuestos meramente fiscales. 


[X IGLESIACY EL MISCO 


Cuando planteamos el problema en el orden teórico, parte fundamental 
en esta ponencia, aunque breve por necesarias razones prácticas, emplea- 
mos—siguiendo al temario—la palabra “Iglesia” en un sentido amplísimo 
para significar una multitud de elementos de cuya posibilidad para ser ob- 
jetos o sujetos de imposición vamos a tratar. Con tan genérica denomina- 
ción perdemos precisión en nuestro estudio, y por ello quiero hacer unas. 
concisas distinciones, en las que espero la ayuda de los semanistas, pues. 
pertenecen al campo en que todos son maestros. 

E] tema no puede centrarse en.considerar frente al Fisco a la Iglesia, 
entendiendo por ésta a la sociedad jurídica y perfecta que es por su propia 
naturaleza (prescindiendo de otras notas que caracterizan su orden pre! 
eminente), ya que entonces la cuestión a tratar constituiría un puro bizan- 
tinismo, carente de sentido práctico, tal como si se hubiera propuesto el 
estudio, en el presente orden de cosas, lasi: “El Imperio inglés y la legis- 
lación fiscal”, con referencia a la de nuestra Patria. i E 
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De aquí que tengamos que distinguir bajo el concepto Iglesia, y en el 
orden puramente humano, tres distintas significaciones: 1.° La sociedad 
perfecta que es, equivalente a cualquier Nación-Estado (insisto en que por 
concisión prescindo de las notas sobrenaturales y de su origen divino y 
que el parangón no es institucional ni esencial, sino a los solos efectos 
prácticos). 2.” La Santa Sede, como órgano más eminente que ostenta 
la representación jurídica de la Iglesia como sociedad y encarna la suprema 
potestad de jurisdicción, equivalente a cualquier Estado extranjero. 3.” Un 
conjunto de elementos, personales, materiales e institucionales y corpora- 
tivos, que constituyen precisamente el substratum que debidamente orde- 
nado, jerarquizado y vivificado es la Iglesia, considerada ésta en el sentido 
amplio ya indicado. 

Pues bien, fácilmente se alcanza que en la primera de estas significacio- 
nes no hay razón para nuestro estudio. Respecto de la segunda, diremos de 
una vez para siempre que habrá de gozar la Iglesia de cuantas exenciones e 
inmunidades se conceden a los Estados extranjeros y a sus representaciones 
diplomáticas y consulares. Venimos, pues, así a centrar nuestro estudio 
en la tercera de las significaciones apuntadas. Veamos por qué. 

Dijimos antes que el Estado no es más que una forma social sobre la 
que encarna un poder; igual ocurre con la Iglesia. Pero así como las for- 
mas sociales de cada Estado están perfectamente diferenciadas, hasta en 
su localización espacial, son grupos humanos independientes, la Iglesia se 
caracteriza por plasmarse sobre elementos que pertenecen ya a otros grupos 
políticos. 

Esta interdependencia de las instituciones civiles y canónicas, esta identi- 
dad en el campo de la realidad, de los elementos personales de la sociedad 
política y de la eclesiástica y el doble poder jurídico que se cierne sobre 
unos mismos conjuntos de bienes, da lugar a que se plantee el conflicto 
que late en el fondo del tema que estudiamos. 

Conviene indicar, como inciso, que esta doble actuación jurídica y social 
sobre unos mismos elementos personales y materiales debe ser recordada 
cuando se trate de ordenar tributos por ambos Poderes, a fin de valorar 
adecuadamente el sacrificio que se imponga al contribuyente; nos referire- 
mos a ello en la última parte de esta ponencia. 
^ Al razonar la causa de la imposición dije que ésta debía recaer sobre 
cuantas personas integran la comunidad o de alguna manera inciden en la 
misma, y que su medida vendría dada por la equitativa repartición del sa- 
crificio económico que aquélla representa. Esta medida queda así simplifi- 
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cada a una estimación de capacidad económica, de goce o disfrute de bienes 
materiales. 

De aquí que si cuantos elementos integran la Iglesia en un determinado 
país son también elementos constitutivos de la forma social que se super- 
estructura en el orden político, vengan, por ley natural, sujetos con carácter 
general a la potestad tributaria del Estado; conclusión idéntica a una de 
las expuestas esta mañana por el reverendo señor González. 

Ahora bien, ¿en qué forma y en qué medida? Veamoslo. 

La multiplicidad de formas impositivas que conoce la técnica financiera 
pueden, en esencia, reducirse a dos, que tomaremos como tipos en nuestro 
estudio: los impuestos reales, que gravan a los poseedores de bienes, en 
cuanto esta posesión se estima como exacta medida de capacidad tributaria, 
y los impuestos personales, que gravan a los individuos, en cuanto, por 
distintos indices de valoración (renta, gasto, etc.), se considera que son 
económicamente capaces de soportar la exacción fiscal. 

Examinemos, en primer lugar, el tipo de impuesto real, al que, en prin- 
cipio, deben someterse todos los bienes eclesiásticos, y analicemos qué exen- 
ciones han de alcanzarles. 

Así como el Estado tiene no sólo derecho, sino también obligación 
de cumplir sus fines, habiendo sido esta concepción funcional la que latió 
en el pensamiento de nuestros grandes teólogos y juristas, teniendo como 
resultado práctico la fundamentación del Derecho internacional; igualmen- 
te, la Iglesia ha de obedecer al mandato divino desarrollando su misión. 
Y para ello, tiene derecho a exigir y obligación de imponerse pana que no 
se coarte por nadie ni en ninguna forma el cumplimiento de sus fines 
esenciales. Y así como, por este mismo principio, a los Estados extranjeros 
no pueden imponérseles trabas en su libertad de comunicación con otros 
pueblos, lo que motiva las inmunidades y exenciones diplomáticas a que 
antes aludimos, así también la Iglesia no tiene que soportar exacciones fis- 
cales (ni Otra alguna clase de restricciones) en su libertad de ejercitat 
los tres poderes propios e inherentes a su misión, institución y constitución : 
magisterio, mimsterio y régimen. 

De aquí que deban estar exentos de toda clase de imposición real cuan 
tos bienes eclesiásticos sirvan de una manera esencial, propia y necesaria- 
mente, al ejercicio de las potestades eclesiásticas. 

Bajo este principio general, podemos sentar algún criterio práctico, a 
modo de simple esquema, ad exemplum, y sin ánimo de ¿gor 


Así, en el orden fiscal, mantenemos la exención de los bienes que hayan de 
utilizarse adecuada y necesariamente para: 
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El culto: bien sean sagrados o simplemente necesarios; . 

La formación de los Ministros del culto (Seminarios oficiales) y habi- 
tación Oficial de los mismos (palacios diocesanos y casas parroquiales); 

La enseñanza y predicación del dogma y la moral católica en su aspecto; 
fundamental: Catequesis y Misiones; 

El gobierno de la Iglesia: Boletín Oficial, casas de corrección, ete. 

No creemos, por el contrario, que haya ninguna causa que reclame por 
si la exención de los demás bienes eclesiásticos (destinados a enseñanza no 
oficial de la Iglesia, beneficencia, caridad etc.), aunque pueden estar estos 
otros bienes también exentos o ampliamente beneficiados, pero por moti- 
vos distintos y específicos, ya sea por el fin social que cumplan (beneficen- 
cia y caridad), fomento cultural y moral o de buenas costumbres, etc.; si 
bien la exención en este caso no será tan sólo propia de la Iglesia, sino 
de cuantos bienes e instituciones incidan en los mismos supuestos. 

Pasemos ahora a analizar el otro tipo impositivo fundamental: el im- 
puesto personal. l 

El principio general es el mismo que hemos señalado ya en el impuesto 
real: la total y absoluta sujeción a la potestad impositiva de cuantos centros 
de imputación de rentas existan. Esta última denominación pretende, con 
su rebuscamiento, comprender unitariamente tanto a las personas físicas 
como a las jurídicas y a las instituciones y patrimonios personalizados. 

Empezando nuestro análisis por las afluencias de bienes al patrimonio 
de las personas físicas, veamos si hay alguna causa de exención que no 
pertenezca a las típicas del sistema impositivo, sino que—respecto de la renta 
total o de alguno de sus productos parciales o fuentes de que éstos dima- 
nan—invoque la condición eclesiástica o religiosa. 

Si consideramos complexivamente la renta de la persona, es evidente. 
por todo lo anteriormente expuesto, que la índo'e de su ministerio no puede 
fundamentar una exención al levantamiento de las cargas del Estado y co- 
munidad política a que el clérigo pertenece. Bien es verdad que los Minis- 
tros del culto tienen derecho a ser sostenidos por la sociedad en que viven, 
pero este derecho (propio también de cualquier otra persona humana) no 
ha de confundirse con ningún privilegio fiscal; si las rentas son menores 
que las necesarias para el decoroso y necesario sustento, les alcanzará exen 
ción fundada en el respeto debido al “minimum vital”, mo ya del clérigo, 
<ino de todo hombre; si carece de toda renta, puede y debe obtenerla del 
ejercicio de su ministerio, y el Estado católico (como lo es el nuestro) debe 
al sacerdote y a la Iglesia, como cualquier fiel, la aportación necesaria para 
su sostenimiento, sobre todo si se tiene en cuenta que por su profesión de 
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fe entra en sus obligaciones para con los súbditos el proporcionar a éstos 
el preciso culto público, como he tenido ocasión de afirmar y sostener por 
extenso en anteriores intervenciones mías con ocasión de la discusión de 
otras ponencias. 

Si pasamos ahora a examinar los distintos productos que integran la 
renta total y nos limitamos à aquéllos que tienen su fuente u origen en la 
condición eclesiástica, pues de los seculares no ha de ofrecer duda la sus 
jeción fiscal, podemos, a los fines de nuestro estudio, hacer la siguiente 
clasificación, que queda supeditada a las sugerencias que los semanistas ha- 
gan respecto a su acierto: 

1) Dotación: del Estado; dote de los beneficios. 

2) Subvención de los fieles: limosnas. 

3) Estipendio. 

A) Participación en las tasas: sacramentales; administrativas. 

5) Retribución del ministerio ocasional. 

Si la imposición se basara no en la capacidad económica del sujeto con- 
tributivo, sino en las calidades del título que le acredita como perceptor 
de renta, es indudable que habrían de examinarse con todo detenimiento 
cada una de estas cinco fuentes, estudiando la relación jurídica que se 
establece entre el eclesiástico perceptor de la utilidad y la persona o masa 
de bienes de quien la recibe; ello puede tener gran, utilidad, en la práctica, 
para determinar en qué clase, titulo o epigrafe impositivo se encuentra 
comprendido cada producto parcial, cuando el gravamen discriminado de 
cada uno de ellos sea característico del sistema tributario y comprenda dis- 
tintas normas de estimación y diversidad de tipos impositivos. Pero te- 
niendo la exacción por causa inmediata la realidad económica (no jurídica) 
que representa la capacidad tributaria, cuando ésta concurra en un clérigo, 
debe sometérsele a imposición; sin que el título de que le provenga la uti- 
lidad pueda esgrimirse en contrario, desde el momento en que al incor- 
A propio patrimonio tal producto, pierden los bienes que lo cons- 
| tituyen su carácter de eclesiásticos, conforme al canon 1.499 del Codex 
luris Canonict. 

Si de las rentas de las personas físicas pasamos al estudio de las uti- 
lidades de las personas jurídicas o morales o al de los productos de los. 
patrimonios separados adscritos a un fin, no obtenemos conclusiones dese- 
mejantes de las anteriormente expuestas. 


En efecto, los patrimonios separados pueden quedar adscritos a un fin 


cuyo cumplim-ento dé origen a una inversión de su renta directamente en 


atenciones de las que dijimos que justificaban, por su destino, la exención 
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de los impuestos reales; estaremos, pues, en uno de los casos citados. Si, 
por el contrario, los productos del patrimonio se aplican de un modo 
inmediato a retribuir o'sostener a una o varias personas físicas, contem- 
plaremos uno de los supuestos de sujeción personal de estas últimas, limi- 
tándose la cuestión a un simple problema de estimación y valoración de la 
renta, según háyase de entender percibida ésta en dinero o en especie. 

En algunos casos, la cuestión no es tan fácil; tal como ocurre, igual- 
mente, con la utilidad correspondiente a las personas juridicas. Dejando 
aparte la discusión entablada en torno a la procedencia de su gravamen 
como corrector éste del general sobre la renta, ante la conveniencia de im- 
poner en mayor grado a los productos que, por su origen, son indiciarios 
de una mayor capacidad tributaria, es lo cierto que se debe exaccionar a 
las personas jurídidas por la renta total que obtengan, y aunque sólo sea 
para evitar la evasión fiscal y adecuar debidamente la tributación entre 
cuantos hayan de soportarla. 

Veamos esto, Supongamos que por considerar que toda persona moral 
está integrada por personas físicas, que, en definitiva, han de recibir, de 
una u otra forma, la renta de aquélla, se la eximiera de tributación y se 
gravara tan sólo a los individuos que la componen. ¿Qué ocurriría? Que 
quien sin pertenecer a ninguna forma social o corporativa tuviera exce- 
dentes de renta que le permitieran practicar el ahorro, bajo un sistema im- 
positivo personal sobre las rentas ganadas, soportaría el gravamen corres- 
pondiente a la totalidad de su renta, incluso sobre las cuotas partes aho- 
rradas. Por el contrario, quien percibiera su renta a través de la obtenida 
por una persona juridica, podría retirar tan sólo la necesaria para sus 
gastos, dejando las cuotas de ahoro como reservas, inversiones o incre- 
mentos del capital social, lo que vendría a aumentar su alícuota en dicho 
capital, y de esta forma practicaría el ahorro y evitaría todo gravamen 
sobre las cuotas partes de su renta no gastadas; ésta es, al menos, la con- 
secuencia de orden económico, aunque la realidad jurídica llevara a sos- 
tener que esa parte ahorrada no se había producido aún como renta ob- 
tenida. 

Si esto ocurre en el orden civil, y ello justifica el gravamen de las per- 
sonas morales y grupos económicos, aun tiene más aplicación en el orden 
danónico. Consideremos, al efecto, el caso de las Ordenes, Congregaciones 
e Institutos religiosos. i 

Conforme a la tesis que venimos sosteniendo, el sacerdote secular vería 
mermados sus ingresos, a veces muy exiguos, en aras de una justa y legí- 
tima participación en el sostenimiento de las cargas públicas. Ahora bien, 
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si no se gravara a las personas morales, como los religiosos, en virtud de 
su voto de pobleza, no poseen ni pueden poseer de derecho bien alguno, 
vendrían exentos de la imposición personal, por su carencia de rentas, a 
pesar de poseer de hecho, utilizando o disfrutando, un mayor cúmulo de 
bienes materiales que, casi sin excepción, cualquier miembro del clero secu- 
lar; y precisamente en esa disposición (o posibilidad de ella) de bienes, 
radica el índice de la capacidad tributaria, no tan sólo en su posesión ju- 
ridica. 

De aquí que concluyamos afirmando la necesidad de-gravar, como si 
de una persona física se tratara, a las personas morales eclesiásticas, en 
aras de una justa y equitativa repartición de las cargas públicas. 

Con esto concluímos el estudio teórico de los dos tipos impositivos 
fundamentales, cuya combinación, yuxtaposición y conjunción en un mismo 
sistema tributario da lugar a multitud de variantes que presentan un mayor 
número de problemas secundarios y prácticos, pero a los que no podemos 
descender por imperativo horario; si bien su resolución esta insita en la 
adecuada utilización de las conclusiones por nosotros sentadas. De todas 
formas, con referencia’ a muestro sistema impositivo—que es lo práctico— 
los podemos tratar, luego, en el turno de aclaración, objeciones y discusión 
a la ponencia. 

Para ello, pasemos a estudiar rápidamente el tratamiento fiscal que 
da a la Iglesia la legislación patria. 


II. TRATAMIENTO FISCAL DE LA [GLESIA EN LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA 


Aunque parece lógico adoptar en el estudio de todo sistema impositivo 
un orden de exposición basado en una clasificación doctrinal, y, por esta 
causa, parecería adecuado igualmente que nosotros siguiéramos separando 
los impuestos reales de los personales, tomando los más diferenciados en 
sus respectivos caracteres como principio y fin de nuestra exposición, en la 
que intercalariamos convenientemente graduados y dispuestos los de ca- 
rácter mixto, no voy a someterme a este criterio; pues ello obligaria a unir 
figuras impositivas que pertenecen a distintos textos legales y a separar 
otras que se rigen por el mismo, llevándonos así a involucrarlas no sólo 
en el aspecto formal de la unidad o separación de | 
sino, además, en el material de 
aparición. 


a Ley por que se rigen, 
la causa y el momento histórico de su 


Aquel orden doctrinal se impone cuando se trata de enjuiciar a la luz 


de la ciencia y de la técnica financie institucion a 
3 nel ci i 
ras las instituciones que les son propias; 
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pero pierde importancia si tan sólo tratamos de conocer el Derecho ya 
constituído, en una rápida visión informadora, y sólo de determinadas 
figuras impositivas o expresos preceptos hemos de efectuar la oportuna 
comparación con los principios científicos; en este daso, parece más prác- 
tico seguir el orden dado por las propias leyes analizadas. 

Por esto, expondré lo que a nosotros afecta de la legislación fiscal es- 
pañola, bajo el criterio que nos marcan los Presupuestos de ingresos del 
Estado, con su fundamental —aunque arbitraria 
tos directos e impuestos indirectos. 


distinción entre impues- 


Pasemos, pues, a examinar las normas especiales que afectan o pueden 
alcanzar a la Iglesia en cada una de las contribuciones e impuestos que 
las contienen. Advierto que veo, por lo hasta ahora tratado y lo que falta 
por exponer, habrá de ser preciso sacrificar un montón de datos y, sobre 
todo referencias históricas, por lo que me referiré exclusivamente a los 
textos legales hoy vigentes, utilizando al efecto los dos tomos de estas 
leyes de Hacienda de una colección ya clásica entre los juristas. 


Contribución Territorial 


En virtud de lo dispuesto en el larticulo 5 del Reglamento de 30 de 
septiembre de 1885, en lo que se refiere a la Contribución Rústica, y en 
el artículo 2 del Reglamento de 24 de enero de 1894, por lo que afecta 
a la Contribución Urbana, ambos en relación con el artículo 14 de le 
Ley de 29 de diciembre de 1910 y con a Ley de 2 de marzo de 1939 (que, 
por cierto, se debe a la iniciativa de mi padre cuando estuvo al frente de 
la Dirección General de Propiedades y Contribución Territorial), hay con- 
cedida una exención absoluta (total) y permanente (perpetua) a favor de 
los siguietes bienes: 

1) Los cementerios, siempre que no produzcan renta. i 

2) Los templos católicos, como asimismo los edificios y locales anejos 
a ellos, destinados al ejercicio del culto y su servicio. 

3) Los seminarios conciliares. Según Sentencia de 2 de julio de 1918, 
esta exención alcanza exclusivamente a los que se hallan definidos como 
tales en el Concordato y están gobernados y representados por los Obispos, 
y no se puede hacer extensiva a los gobernados por Comunidades reli- 
giosas. l * 

4) Los edificios, jardines y huertos destinados al servicio de templos 
católicos o a habitación y recreo de los Obispos y Párrocos u otros Mi- 
nistros de la Iglesia. Según Sentencias de 22 de diciembre de 1927, 13 de 
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diciembre de 1928 y 7 de febrero de 1930, están comprendidos en la 
exención los edificios destinados a vivienda de Capellanes, Sacristanes y 
porteros de Comunidades religiosas. 

5) Los edificios o conventos ocupados por Ordenes o Congregaciones 
religiosas establecidas legalmente..en la nación, con sus dependencias ade- 
cuadas a la vida espiritutal y conventual, siempre que unos y otros no 
produzcan a sus dueños particulares renta alguna; no se comprenden en 
esta exención los loca'es destinados a alguna industria, a la enseñanza re- 
tribuida o a cualquier otro fin de carácter lucrativo. 

Débese notar cómo, en virtud de lo dispuesto en la Ley de 2: de 
marzo de 1939, que introduce la exención acabada de citar, los noviciados, 
centros oe formación o seminarios de las Ordenes y Congregaciones reli- 
giosas quedan ya exceptuados del pago de la Contribución Territorial. 

6) Los edificios destinados la hospitales, hospicios, asilos, cárceles, ca- 
sas de corrección o de beneficencia general o local, siempre que no pro- 
duzcan a sus dueños particulares alguna renta; estando compredido en esta 
exención, según Sentencias de 21 de febrero de 1936 y 16 de diciembre 
de 1941, el edificio destinado exclusivamente a enseñanza gratuita, alber- 
gue de niños pobres y vivienda de la Comunidad de religiosas encargada 
de cumplir aquellos fines. 

7) Por Ley de 13 de marzo de 1942, quedan exentos los edificios 
propiedad del Cabildo de Covadonga, situados en el Real Sitio del mismo 
nombre, destinados a vivienda de canónigos, heneficiados y dependientes 
y servidores del culto. 

La anterior enumeración es suficiente para juzgar de la amplitud con 
que exime nuestra legislación del pago de tributos a los bienes eclesiásticos, 
dando pruebas de un criterio mucho más favorable que el que cabe recla- 
mar en virtud de puros principios doctrinales. No deja de verse que la 
ERE uso ps muchos bienes ya no debían de merecer la condición de 

eclestásticos , pues viene a representar si no un mayor ingreso, sí una 
minoración de gastos en el patrimonio particular de su usufructuario. 


Contribución Industrial 


Conforme aia tabla de exenciones aneja a las tarifas de esta Contri- 
bución, aprobadas por Orden de 29 de octubre de 1941 


quedan exentas 
de su pago: 


1) Las asociaciones o particulares que publiquen o repartan gratui- 


tamente libros, folletos o periódicos encaminados a difundir ideas religio- 
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Sas, sin que en las cubiertas mi en el texto de dichas publicaciones se con- 
tengan anuncios ni reclamos. 

2) Los establecimientos de enseñanza costeados por fundaciones esen- 
cialmente benéficas, aunque por excepción vendan los productos de los 
talleres dedicados a dicha enseñanza en el mismo establecimiento, siempre 
que el importe de la venta, sin utilidad para ningún particular o tercera 
persona, se destine exclusivamente a la adquisición de primertas materias 
o al sostenimiento de la enseñanza en el mismo establecimiento. 

3) Los hospitales, casas de beneficencia y casas de salud están exentos 
como tales cuando, teniendo carácter particular, se hallen destinados ex- 
clusivamente a servicios de hospitalización o tratamiento de enfermos con 
absoluta gratuidad para los acogidos en ellos de todas las estancias y asis- 
tencias facultativas. 

4) Los talleres de zapatería, alpargatería, sastrería y cualesquiera 
otros, así como las reses productoras de leche que tengan los hospitales 
y casas de beneficencia y demás establecimientos piadosos, siempre. que 
los artículos fabricados y la leche producida sean destinados exclusiva- 
mente al consumo de los enfermos y asilados y no objeto de venta al 
público bajo ningún concepto. 

Es interesante Observar cómo en esta exención se emplea la expresión 
“y demás establecimientos piadosos” tras referirse a hospitales y casas 
de beneficencia. 

Salvo la primera de estas exenciones, vemos que no son típicas de la 
Iglesia, sino que comprenden a cuantos con un fin benéfico o caritativo 
incidan en los supuestos que prevén; lo cual no es de extrañar, ya que di- 
fícilmente puede concebirse que sea propio del ministerio eclesiástico el 
ejercicio del comercio o la explotación de alguna industria, y, por lo tanto, 
que en aquélla se den los presupuestos necesarios para el sometimiento a 


esta Contribución. a 
Contribución sobre las Utilidades de la Riqueza Mobiliaria 


En el artículo 16 de la tarifa 1 de esta Contribución (Real decreto- 


ley de 15 de diciembre de 1927), que grava las utilidades que, sin el con- 
curso del capital, se obtengan en recompensa de servicios o de trabajos 
personales, y en el artículo 17 del Reglamento de 18 de septiembre de 1906, 


se comprenden las dos siguientes exenciones: | : 
1) Las retribuciones que perciban las Hijas o Hermanas de la Caridad. 


2) Las cantidades que se abonen a los establecimientos benéficos, en 


equivalencia de las rifas suprimidas. 
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También aquí vemos una exención genérica a favor de la beneficencia, 
y de la que puede hacer uso la Iglesia, y otra específica, que manifiesta 
un verdadero privilegio fiscal a favor de una Congregación religiosa en 
atención a los fines de la misma. 

Una consideración especial merece esta tarifa. A ella debían venir 
sujetos los haberes de las clases eclesiásticas, conforme al precepto general 
del apartado e) im fine de su artículo 1: retribuciones y emolumentos de 
toda clase que perciban todos aquellos que ejerzan funciones públicas, cual- 
quiera que sea la forma de su retribución (más adecuado que el del apar- 
tado a), que grava a las clases civiles del Estado); no obstante, no se 
comprenden dichos haberes en esta Contribución, aunque vienen, en defini- 
tiva, sujetos a la misma escala de tipos de gravamen, si no directamente, 
sí a través de un concepto presupuestario cuya denominación ya es muy 
significativa: 


Donativo del Clero y Monjas 


El cual fué establecido por el artículo 5 de la Ley de 31 de marzo 
de 1900, que gravó las asignaciones garantidas por los artículos 31 al 38 
del Concordato celebrado con la Santa Sede en 16 de marzo de 1851 y 
que fué publicado como Ley del Reino en 17 de octubre del mismo año; 
para estas asignaciones se consigna en el artículo 3 de la Ley de Presu- 
puestos del año económico 1867-68 la invitación de someterlas volunta- 
riamente al impuesto del 5 por 100 que entonces gravaba a los funcionarios 
públicos. 

La legislación vigente en la actualidad sobre este donativo se halla 
constituida por el Real decreto-ley de 3 de enero de 1928 y cuyo artículo 
único dispone: A los descuentos que por virtud del donativo de Clero y 
Monjas se hacen efectivos sobre los haberes de las clases eclesiásticas les 
será aplicable—desde 1.” de enero de 1928—la escala contenida en el ar- 
tículo 2 del Decreto-ley de 15 de diciembre de 1927, que reformó la ta- 


rifa I (Trabajo personal) de la Contribución sobre las Utilidades de la 
Riqueza Mobiliaria. 


Impuesto de Pagos del Estado 


El Reglamento de 10 i 1 
NL : T» de agosto de 1893, en su artículo 3, concede 
xenc de e es e. mpuesto a las cantidades que se satisfagan a las Her- 
i ; la Caridad, ası como a los criados y sirvientes de las cocinas, 
salas, entermerias y otras dependencias de los establecimientos benéficos. 


x 
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Impuesto sobre los bienes de las personas jurídicas 


Aclaremos que, conforme al artículo 49 de la Ley y 262 del Regla- 
mento, ambos de 7 de noviembre de 1947, están sometidos a este impuesto 
anual los bienes pertenecientes a las asociaciones, corporaciones, fundacio- 
nes y demás personas jurídicas que tengan personalidad propia e inde- 
pendiente de las mutaciones que puedan ocurrir en las personas que las 
formen, administren o disfruten de sus beneficios y cuya propiedad o de- 
rechos no sean susceptibles de transmisión hereditaria, ya de una manera 
directa o ya por medio de la transmisión de las acciones o títulos repre- 
sentativos de participación en el capital o haber social, salvo si por su 
naturaleza o destino no fueren susceptibles de producir renta. 

De la procedencia y legitimidad de este gravamen mo habrá duda con- 
forme a todo lo expuesto anteriormente en la primera parte de esta po- 
nencia; mucho más si se considera el fin económico que persigue, como 
equivalente del Impuesto sobre transmisiones de bienes, evitándose con 
esta compensación tributaria y la restricción que impone a la acumulación 
de capitales en poder de aquellas entidades jurídicas “que, por no hallarse 
bajo el imperio de las leyes naturales biológicas, no producen jamás la 
transmisión hereditaria de los bienes que poseen” (como rezaba el preám- 
bulo de la Ley de 29 de diciembre de 1910 que lo creó), evitándose, digo, 
mayores males, de los que la Historia mos ha ofrecido luctuosos ejemplos. 

Veamos los beneficios que, no obstante, se conceden a la Iglesia en el 
texto legal hoy vigente. 

Conforme al artículo 52 de la Ley y 263 del Reglamento, antes citados, 
y los cuales hacen especial referencia al Concordato de 1851, no están 
sujetos a este impuesto: 

1) Las cosas muebles de carácter sagrado; igualmente, las que por 
su naturaleza y destino no sean susceptibles de producir renta (ornamen- 
tación y alhajamiento de iglesias, etc.). 

2) Los edificios destinados al culto católico. 

3) Los seminarios conciliares. 

4) Los palacios episcopales y los jardines, huertas o casas destinadas 
al uso y recreo de los Obispos. : 

- 5) Las casas destinadas a la habitación de los Párrocos y los huertos 
y heredades anejos a las mismas y conocidos con los nombres de igle- 
siarios, mansos u otros. 

El artículo 50 de la Ley y el 264 del Reglamento determinan que que- 
dan exentos del impuesto sobre bienes de las personas jurídicas: 
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1) Los bienes que pertenezcan a las Comunidades religiosas de clau- 
sura destinados exc'usivamente al sustento de sus miembros, sin aplicación 
al desarrollo de actividades industriales o mercantiles. 

2) Los que constituyen el acervo pío de las Diócesis, incluso aquellos 
bienes que transitoriamente estén a disposición de los Obispos antes de 
invertirse en las necesidades diocesanas y los demás bienes que, según la 
legislación concordada con la Santa Sede, merezcan este privilegio. 

3) Los bienes que de una manera directa e inmediata, sin interpo- 
sición de personas, se hallen afectos y adscritos a la realización de un 
objeto benéfico de los enumerados en el artículo 2 del Real decreto de 
I4 de marzo de 1899, siempre que en él se empleen directamente los bienes 
mismos o sus rentas o productos, así como los que sirvan para sostener 
premios a la cultura o a la virtud y formen la dotación de las funda- 
ciones. 

Como esta exención necesita en cada daso previa declaración del Mi- 
nistro de Hacienda, una multitud de Ordenes y Acuerdos administrativos, 
así como Jurisprudencia, ha venido aclarándola y complementándola; y 
así, alcanza la: 

| a) Los bienes de las fundaciones cuyas rentas se destinen a limosnas 
para ancianos y mujeres y al sostenimiento de enfermos pobres o vergon- 
zantes (Reales órdenes de 8 y 17 de enero, 19 de febrero y 23 de abril 
de. 1920). 

b) Los bienes de fundaciones destinadas a redención de cautivos y 
dotes para doncellas o viudas, siempre que se exija a las doncellas la 
condición de pobreza (Reales Órdenes de I3 de febrero y 14 y 16 de-sep- 
tiembre de 1920). 

e) ie parte de los bienes de las fundaciones mixtas que se dediquen 
al fin. benéfico (Reales órdenes de 28 de febrero y 7 y 15 de abril de 1920). 

d) La Obra destinada a facilitar auxilios pecuniarios a doncellas que 
se casan o entran en religión (Sentencia de 14 de junio de 1922). 
mM Won Rd UD 2: llevan las Hermanas 
bres mujeres arre entidas d i T e yos qus Mp ME E 
“a an P s de sus extravios (Sentencia de 17 de octubre 

1) ¿En general, 1 


os bienes de las Obras pía | : : 
ciembre de 1921). dee poco de 17 de di- 
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Impuestos sobre el caudal relicto y sobre las transmisiones a título lucrativo 


Conforme al artículo 42 de la Ley y 241 del Reglamento del Impuesto 
de Derechos reales, antes mencionado, el impuesto sobre el caudal relicto 
recae, con independencia del que grava las transmisiones hereditarias y 
que se comprende en el mismo texto legal—, sobre el conjunto de los bie- 
nes y derechos, situados en territorio nacional, que deje a su fallecimiento 
todo español o extranjero; es decir, grava la total masa hereditaria: el 
conjunto indiviso de los bienes y derechos. 

No obstante, quedan exceptuados de este impuesto, y se deducirán del 
valor del caudal relicto íntegro: Las adquisiciones para la edificación, cons- 
trucción o reparación de templos destinados al culto católico (art. 44 de la 
Ley y 244 del Reglamento). 

El impuesto de Derechos reales, en la parte que afecta la las transmi- 
siones hereditarias (y que también comprende a las donaciones, tanto “mor- 
tis causa” como por actos “inter vivos”), igualmente concede especial tra- 
to de favor en algunos casos, tales como los siguientes : 

I) La éxención establecida por Ley de 22 de julio de 1942 para la 
Iglesia y Congregaciones religiosas respecto de las transmisiones de bie- 
nes que se hubieren verificado mediante persona interpuesta, en actos o con- 
tratos sobre los que recaiga sentencia judicial declaratoria de que tales bie- 
nes o derechos pertenecen a aquéllas. (Esta exención es igualmente apli- 
cable en la parte del impuesto que afecta a las transmisiones a título one- 
roso O por actos “inter vivos”.) 

2) La exención reconocida por los artículos 3 y 6, en sus números 32, 
a las transmisiones lucrativas de hasta mil pesetas de cuantía en favor del 
alma, de los pobres, para edificación de templos, para fundar o en favor de 
establecimientos benéficos y a favor de las Comunidades religiosas trayen- 
do causa de un religioso a ellas perteneciente. 

3) De modo indirecto, en citanto favorece la celebración de honras 
fúnebres, el precepto contenido en el artículo 101 (12) del Reglamento, y 
por virtud del cual serán deducibles de la base liquidable en las herencias, 
los gastos de funeral y entierro, en cuanto se justifiquen y hasta donde 
guarden la debida proporción con el caudal hereditario, conforme a los usos 
y costumbres de la localidad. . 
' En los demás casos no es una exención total y absoluta, sino una boni- 
ficación en los tipos de gravamen en relación con los que para transmi- 
siones de la misma índole jurídica y sobre igual clase de bienes especifica 


la tarifa; así ocurre en: 


A - 
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1) Art. 31 (2). Reglamento y n. 32 Tarifa: Las transmisiones que 
por herencia o legado causen los religiosos profesos en beneficio de la Or- 
den, Congregación o Comunidad a que pertenecen, que se gravaran no como 
herencia entre extraños, sino como si se tratase de transmisiones sucesorias 
entre ascendientes y descendientes por adopción. 

2) Art. 31 (20). Reglamento y n. 30 Tarifa: Las instituciones o le- 
gados en favor del alma de modo genérico, sin adscribir su cumplimiento 
a determinado sacerdote o Comunidad religiosa, que tributarán como la 
herencia en favor de descendientes legítimos de segundo grado y posterio- 
res, siempre que tal solicitarse la liquidación se justifique, mediante certifi- 
cación expedida por el Ordinario de la diócesis, la entrega a éste, por los 
albaceas o herederos, de los bienes o cantidades objeto de la institución 
o legado. 

3) Art. 31 (20). Reglamento y n. 39 Tarifa: Las instituciones o le- 
gados en favor del alma, cuando no concurran todos los requisitos acaba- 
dos de especificar, que tributarán por tipos especiales, algo más elevados 
que los del caso anterior, pero muy inferiores a otras muchas escalas para 
el gravamen de transmisiones hereditarias. 

4) Art. 31 (19). Reglamento y ns. 29 y 66 Tarifa: Las adquisicio- 
nes de terrenos para la edificación de templos destinados al culto católico, 
así como las de metálico para su construcción o reparación, que tengan lugar 
por herencia, legado o donación, tributarán por el tipo que, según su cuan- 
tía, corresponda de los de la escala establecida par las transmisiones suce- 
sorias de padres a hijos. 

No se crea que si la herencia no consiste exclusivamente en terrenos 
o en metálico ya no se goza de este trato de favor; lo que entonces ocurre 
es que será preciso justificar ante la Administración, cuando proceda a li- 
quidar el impuesto, que las cosas heredadas y que no consistían en meta- 
lico se han convertido en éste para darles el destino que justifica el privi- 
legio fiscal; y aún más, si esta justificación no se pudiera presentar en 
aquel momento, habrá de pagarse el impuesto, pero dentro del plazo de los 
cinco años siguientes se podrá pedir la devolución de la diferencia entre la 
cuota pagada y la que corresponda conforme a lo que aquí exponemos. 
Como se ve, trátase esta norma tan sólo de una garantía administrativa, 
análoga a otras muchas de esta figuna impositiva, tan propicia a la de- 
fraudación. 

5) Art. 28 (4) Reglamento y ns. 9 y 29 Tarifa: También se aplicarán 
los DS señalados para las transmisiones hereditarias en favor de los hi- 
jos legitimos en las transmisiones de bienes o derechos que, por actos inter- 
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V1VOs O por testamento, se destinen a la fundación de establecimientos o ins- 
tituciones de beneficencia o de instrucción. 
n ue 

6) Art. 28 (3) Reglamento y ns. 9 y 29 Tarifa: Los mismos tipos de 
gravamen citados en el caso anterior serviran para regular la tributación de 
las transmisiones verificadas a título lucrativo a favor de establecimientos 
de beneficencia y de instrucción, de carácter privado o fundación particular. 

7) Art. 31 (2) Reglamento y n. 32 Tarifa: Las mandas a favor de los 
pobres en general, ordenadas innominadamente por el testador se gravarán 
como si se tratase de transmisiones a favor de hijos adoptivos. 


Impuesto de Derechos reales y sobre transmisiones a título oneroso 


En la parte que afecta a los actos de transmisión de bienes o recono- 
cimiento, constitución, modificación o extinción de derechos reales u otra 
clase de obligaciones, por actos intervivos y a título oneroso, conoce tam- 
bién este impuesto especiales privilegios, que, en la parte que a esta ponen- 
cia afecta, expongo a continuación : 

1) N. 66 Tarifa: Las adquisiciones ta título oneroso de terrenos para 
la edificación de templos destinados al culto católico tributarán por un tipo 
que representa la vigésima parte del señalado para la transmisión de bienes 
inmuebles, que es del 6 por 100. 

2) Art. 35 Reglamento y n. 11 Tarifa: Las transmisiones de bienes 
de capellanias y cargas eclesiásticas, patronatos, memorias y obras pias 
y otras fundaciones análogas de carácter familiar, y la redención de dichas 
cargas que se realicen con arreglo a los convenios celebrados con la Santa 
Sede, satisfarán el 0,6 por 100. 

3) Art. 28 (2) Reglamento y n. 9 Tarifa: Las adquisiciones que a tí- 
tulo oneroso realicen los establecimientos de beneficencia y los de instruc- 
ción de carácter privado o fundación particular, devengarán el 2,40 por 100, 
salvo el daso de que por la naturaleza del acto en sí le corresponda otro tipo 
inferior de tributación; es decir, satisfarán los dos quintos del tipo señala- 
do a las transmisiones de bienes inmuebles. i 
— Deben considerarse como de beneficencia particular los establecimientos 
fundados y dirigidos por Religiosas Adoratrices, segün Sentencia del 22 de 
abril de 1914; y, asimismo, se hallan comprendidas en este caso las adqui- 
siciones de bienes destinados a construir un Asilo-Hospital para acoger 
eclesiásticos necesitados y enfermos, según Sentencia de 28 de marzo 
de 1925. Por práctica administrativa, que va más allá de lo que la Ley 
dispone, se viene reconociendo el carácter de establecimientos benéfico-do- 
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centes a los Seminarios conciliares, y se les aplica el trato privilegiado que 
prevé este precepto. | ; 
En estas tres últimas figuras impositivas (Derechos reales, caudal relic- 
to y sobre bienes de las personas jurídicas) no se quiebra la línea de pri- 
vilegios concedidos a los hienes eclesiásticos. Bien es verdad que en algún 
caso no se concede exención total, aun cuando el destino de los bienes sea 
típicamente religioso; pero no hay que olvidar, para entenderlo debidamen- 
te, la clase de impuesto de que se trata, y de que, en dichos supuestos, 
las transmisiones se verifican desde un patrimonio puramente civil o para 


integrarse—en definitiva—en otro de esta clase. 


Consumos de lujo 


El artículo 10 del Reglamento de este impuesto (texto refundido de 

6 de junio de 1947), en sus números 1 (b) y 2, previene que se hallan excep- 

tuadas del mismo las adquisiciones de artículos gravados por sus tarifas 

que se destinen al culto público y los vehículos automóviles que disfruten 

de exención de la Patente Nacional de Circulación, entre los que se en- 
cuentran los de los Arzobispos y Obispos. 

J Patente Nacional de Circulación de Automóviles e Impuesto Tee 


de Restricción de Gasolina 


El Reglamento de 26 de julio de 1946, en su art. 5, n. 4, concede exen- 
ción absoluta de este gravamen a los coches que sean propiedad de los 
Arzobispados y Obispados y que se utilicen por los titulares de dichos 
cargos; lo que lleva como consecuencia, de conformidad con la norma quin- 
ta, letra d), de la Orden de 28 de diciembre de 1946, que regula el impues- 
to de restricción de gasolina, la exención también absoluta en este gravamen 
excepcional. 

En la Orden de 21 de mayo de 1948, en relación con la norma quinta, 
letra f), de la últimamente citada, se dispuso que los vehículos automóvi- 
les de la propiedad de sacerdotes que tengan a su cargo más de una parro- 
quia rural gozarán de exención en el impuesto de restricción de gasolina 
y de bonificación de un 50 por 100 en la Patente Nacional de Circulación. © 

El reconocimiento, en unos casos, de la dignidad, jerarquía y repre- 


sentación del Episcopado, y, en otros, *las circunstancias especiales en que 


los sacerdotes de algunas diócesis han de realizar la elevada misión que les 
^ 9, a A i A 
ie SU ME RECEN el preámbulo de la citada Orden ministerial), 
inspirado los pr i z : 
an inspirado los privilegios fiscales que acaban de ser resefiados. 
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Impuesto del Timbre del Estado 


Dentro del texto rector del llamado Timbre del Estado, de fecha 18 de 
tbril de 1932, se encuentran múltiples y dispares exacciones y gravámenes, 
desde tasas, retribuidoras de servicios directamente prestados al contri- 
buyente, a impuestos de consumo y de circulación; todo ello dificulta en 
extraordinaria medida el estudio de los principios que regulan la exacción; 
lo que se agrava sobremanera al no comprender esta figura impositiva pre- 
ceptos de carácter general, apenas, ya que se caracteriza por su extenso 
casuismo. 

De aquí que no podamos ahora, para no hacernos interminables, repa- 
sar todos y cada uno de los casos y aspectos que, expresamente o no, pue- 
den afectar o rozar al menos el tema que es objeto de nuestro estudio. Por 
ello, prescindiré de todas las normas relativas a caridad y beneficencia y de 
aquellas otras que, aun referentes a la Iglesia, encuentran su razón de ser 
en el gravamen exigido a sujetos civiles y en actuaciones puramente civi- 
les; como, por otra parte, en esta Ley se quiebra la línea de privilegios que 
venimos exponiendo en torno a la legislación fiscal patria, apuntaré, tan 
sólo, algunos casos favorables y otros en que la sujeción al gravamen exige 
determinadas explicaciones o permite críticas acerbas. 

Así, son casos de exención o no sujeción al tributo, los siguientes : 

I) Por Ley de 22 de julio de 1942: Las Iglesias, Mitras, Cabildos 
eclesiásticos, Congregaciones y Asociaciones religiosas, todas ellas perte- 
necientes a la Religión Católica, que obtengan sentencia judicial declarato- 
ria de que, no obstante los actos y contratos en que figuró interpuesta algu- 
na persona natural o jurídica, la propiedad o posesión de los bienes o dere- 
chos a que el fallo se refiera no dejó de pertenecer a las entidades deman- 
dantes, figurando las personas interpuestas con intervención meramente 
ficticia, quedarán exentos del pago de impuestos que graven la transmisión 
de los bienes o derechos a que afecte, así como el del timbre de los respec- 
tivos documentos, siempre que en el plazo de tres meses subsiguientes 
a la firmeza del fallo judicial se presentare testimonio de éste en la Ofi- 
cina liquidadora del impuesto de que se trate. 

2) Por Real Orden de 24 de mayo de 1897 se dispuso la exención de 


los documentos de Corporaciones religiosas, A ; 
3) Por Real Orden, de 6 de enero de 1887 se aclaró que no están su- 
jetos a reintegro, por no estar taxativamente enumerados en la Ley, los 


libros parroquiales. 
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4) Según la Instrucción de 26 de abril de 1889 (arts. 9 y 11), el acta 
del matrimonio canónico extendida por el Juez municipal o su delegado, 
para su inscripción en el Registro Civil, se levantará en papel comün y no 
estará, por tanto, sujeta a reintegro. 

5) Y por Orden de 1 de abril de 1939 se concedió franquicia postal 
a los Arzobispos, Obispos y Vicarios Capitulares Sede Vacante. 

Como se.puede apreciar, la primera de las exenciones apuntadas res- 
ponde a dar facilidades para adecuar la veracidad de los hechos a la reali- 
dad jurídica, ambas divorciadas tras una etapa de persecución religiosa, 
felizmente superada; la cuarta, aunque se refiere a actos que han de tener 
reflejo enla vida civil, está concedida para favorecer la misión de la Igle- 
sia y evitar trabas a la santificación de las uniones maritales; las segunda 
y tercera, son imperativo del reconocimiento de la soberanía suprema e in- 
dependiente de la Iglesia y de la falta de acción del Estado para inmiscuirse 
en los actos internos de su gobierno y administración; y, la última sí que 
es un privilegio, y excepcionalisimo, ya que las tarifas postales no consti- 
tuyen imposición de ninguna especie, sino mera tasa o precio público de un 
servicio efectivamente prestado. 

Por el contrario, son casos de sujeción al Timbre, los siguientes: 


1) Art. 31 (3) Ley: Los individuos del Clero, en todos sus órdenes 
y jerarquías, por el percibo de todas sus dottaciones, debiendo poner el 
timbre en las nóminas, relaciones, libramientos o recibos. 

2) Art. 85 (1) Ley: Las concesiones de excepciones eclesiásticas que 
se declaren con arreglo a las leyes desamortizadoras. 

3) Art. 32 (8) Ley: Se fijará timbre móvil de 0,25 pesetas: 

a) En toda inscripción o matrícula que se haga en los Seminarios 
(Circular de 31 de marzo de 1882). 

b ) En las papeletas de examen que expidan los Seminarios (si volun- 
tariamente se expiden: Sentencia de 30 de octubre de 1890). 


4) Art. 77 (3) Ley en relación con el 78 (5): Corresponde reintegro 


a razón de 150 pesetas en los títulos de Doctores que se expidan en todas las 
Facultades, incluso eclesiásticas. 


5) Art. 78 (5) Ley: Abonarán timbre de 75 pesetas los títulos, o sim- 
ples certificados, de Licenciado en las Facultades eclesiásticas. | 

6) Art. 78 (5): Este mismo timbre llevarán los títulos de Notario 
eclesiástico. : 
. 7) Art. 137 Ley y Ley de 27 de diciembre de 1947: Comprenden va- 
rios supuestos que se gravan en forma fija o gradual; correspondiéndose 
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con los similares de la vida civil o esfera estatal, y con bonificaciones idén- 
ticas para los mismos casos. Son aquéllos: 

; a) N. I y Ley de r9 de julio de 1944: Actas originales en que se con- 
signe o niegue el consentimiento para la celebración del matrimonio. 

b) N.2 (a): Certificaciones de partidas sacramentales (bautismo, con- 
firmación, orden y matrimonio), de defunción y de actos de consentimien- 
to y consejo que se expidan a instancia de parte. 

c) N. 2 (c): Testimonios que se expidan, a instancia de parte, de 
documentos que consten en los archivos eclesiásticos. 

d). N. 2 (b): Actuaciones de los Tribunales eclesiásticos, excepto cuan- 
do recaiga en debida y legal forma (con arreg'o a las propias normas ca- 
nónicas) declaración de pobreza. 

Algunas de estas imposiciones están justificadas: Bien por referirse a 
actos civiles (pago de dotaciones o haberes); bien porque la obtención de 
determinados documentos, a instancia de parte, suponga su utilización en 
la vida civil (certificaciones o testimonios), o bien en aras a evitar de- 
fraudaciones, al poderse documentar un mismo acto ante autoridades ecle- 
siásticas o civiles (actas de consentimiento para el matrimonio). Sin em- 
bargo, otras no tienen razón de ser, por referirse a actos internos de lą so- 
ciedad eclesiástica, en los que el Estado no tiene ni puede tener intervención 
de ninguna clase. Así en el régimen de los Seminarios y grados en las Fa- 
cultades eclesiásticas y en las actuaciones de los Tribunales canónicos; en 
ambos casos sólo podrá exigirse, en justicia, Timbre del Estado cuando 
los títulos o las ejecutorias hayan de surtir efecto ante autoridades, orga- 
nismos o particulares sometidos a la potestad civil, pero nunca cuando la 
validez y ejecutoriedad de aquéllos permanezca dentro de los estrictos lími- 
tes de la organización eclesiástica. 

Como resumen de todo lo expuesto en esta segunda parte de la ponen- 
cia, podemos concluirla diciendo que en Espana la Iglesia tiene reconoci- 
das exenciones fiscales casi absolutas en todo cuanto afecta a los bienes que 
le pertenecen; que puede beneficiarse de otras muchas exenciones que, no 
habiendo sido dictadas de modo especial para ella, le son aplicables por los 
fines píos que cumplen instituciones y personas morales eclesiásticas, y que 
'si bien hay pocos, muy pocos privilegios concedidos legalmente a las per- 
sonas físicas que integran la Iglesia docente, una inactividad administra- 
tiva e inspectóra general y constante establece a su favor una exención casi 
absoluta. Frente a este trato excepcionalmente privilegiado existen suje- 
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ciones fiscaels insostenibles por parte del Estado e intolerables por parte de 
la Iglesia, las cuales necesitan una urgente revisión. 

Para evitar mayores males de los que la Historia nos ha ido dando des- 
graciados y lamentables ejemplos, creemos que es llegada la hora de dar 
estado legal a esta situación, sin que la Iglesia renuncie a conquistas de 
tiempo logradas, pero sin que rehuya tampoco contribuir en justa medida 
al levantamiento de las cargas públicas, logrando, en cambio, una mayor 1n- 
dependencia del Estado en su régimen y gobierno. 

En la Ordenanza tributaria que se concordara fijando los respectivos 
derechos y deberes de la Iglesia y el Estado y su mutua cooperación en el 
ejercicio de las facultades y potestad fiscales de cada uno de estos Altos Po- 
deres, se Haría la más efectiva profesión de fe católica por parte del Esta- 
do y la más práctica, a su vez, juntamente con el reconocimiento por parte 
de éste de los servicios de orden moral e intelectual que la Iglesia presta a 
la sociedad política, al fijarse y regularse, de triple manera y fundamento, 
la subvención que anualmente entregaría el Estado.a la Iglesia, representa- 
da por la Conferencia de Metropolitanos: 

1) Por el culto público, cuya prestación se convierte, por la catolici- 
dad del Estado, en uno de los fines del mismo, y en obligación para con 
Dios y para con los ciudadanos. 

2) Por la conservación que la Iglesia efectúa del patrimonio cultural 
y artístico que tiene en sus manos. ; 

3) Por la enseñanza católica, moralización de costumbres y virtuosa 
formación de los hombres y del medio social que la Iglesia realiza. 

Sin que sea una solución definitiva, pero sí satisfactoria por combinar 
debidamente el constante aumento de las necesidades y gastos públicos con 
la elasticidad de los ingresos y el crecimiento de la población, se nos ocurre 
apuntar que la subvención global debía de establecerse no en cantidad fija, 
sino como un coeficiente por habitante que sería aplicado anualmente sobre 
el total del presupuesto de gastos del Estado. 

Esta ocasión debía ser aprovechada por la Iglesia para estructurar de- 
bidamente su patrimonio y ordenar sus fuentes de ingreso, adaptándose a 


la organización económica de los tiempos modernos, con abandono de cos- 
tumbres y normas medievales, aún en uso. 


POTESTADES FISCALES DE LA IGLESIA Y DEL ESTADO 


Todo lo apuntado es de envergadura y no puede ser acometido con pre- 
cipitación, debiendo preceder a cualquier solución un detenido estudio; 
pero es Obvio que debe ser tratado y que ha de mostrarse urgencia en ello. 


LA LEGISLACION FISCAL DEL ESTADO EN RELACION CON LA IGLESIA 


La misma organización de esta Semana de Derecho Canónico y el tema 
general elegido muestra bien a las claras la preocupación que hoy reina por 
esta materia, f ` 

No olvidemos que la situación actual de nuestra Patria es óptima para 
dar el primer paso en estas reformas, que podrían servir de ejemplo al 
mundo, si se contienen en justos límites; siendo cualquier privilegio excep- 
cional señalado como tal y aduciéndose las razones que justifiquen su con- 
cesión separándose de los principios generales. 

La principal de estas reformas sería la del ejercicio de la potestad. fis. 
cal de la Iglesia reconocida en el danon 1.496 del Codex. 

Era mi propósito tratar ahora de algunos de los más importantes pro- 
blemas que plantea la coexistencia de la potestad fiscal de la Iglesia y la del 
Estado, cuando ambas se ejercitan prácticamente, ya que es esta materia 
muy delicada, que no podría dejar de ser tratada cuando se acometieran las 
reformas a que estamos haciendo referencia, y habrían de ser incluídas en 
la Ordenanza tributaria que concordatariamente se promulgara; pero ya 
no puedo abusar más de la benevolencia de los semanistas y de la indulgen- 
cia de la Mesa presidencial, que me ha permitido cansarles con mis palabras 
durante tanto tiempo. 

` Queden apuntados, para ser tratados en otra ocasión, y por persona 
más «autorizada que yo, entre dichos problemas, los siguientes: Armoniza- 
ción de ambos sistemas fiscales; fijación de la presión tributaria total; de- 
terminación de las bases impositivas sobre las que haya de actuar coda po- 
testad; mutua utilización de sus medios comprobatorios; auxilios que deban 
prestarse por el Estado en el orden represivo y recaudatorio; remedios que 
habrían de ponerse en práctica para evitar la defraudación y evasión fisca- 
les, y tantos otros cuya sola enumeración agotaría el tiempo de que, pode- 
mos disponer y que tan precioso nos es para dar paso a la labor verdadera- 
mente constructiva de esta ponencia, constituida por el turno siguiente, en 
el que espero la intervención de todos los semanistas para lucrarme—lo con- 
fieso sin rubor—de sus vastos y profundos conocimientos, que orienten mi 
buen deseo de acertar a escoger el recto camino de la justicia en el servicio 
de la Iglesia y de la Patria a que como católico y como español, uno e-indi- 
visible, estoy obligado y reclaman todas las fibras de mi ser. 


GaBrIEL DEL VALLE Y ALONSO 


Abogado del Estado, Inspector de los servicios 
del Ministerio de Hacienda 
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LA ENAJENACION DE BIENES 
ECLESIASTICOS 


I. DERECHO DE ENAJENAR 


Una de las tesis fundamentales que el derecho público demuestra con 
argumentos irrebatibles es la que afirma que la Iglesia católica tiene la fa- 
cultad plena e independiente de adquirir, retener y administrar bienes tem- 
porales; porque, además de ser una sociedad perfecta de orden sobrenatural 
es también una sociedad humana que ha menester de un patrimonio propio 
como medio para realizar sus destinos espirituales. No hace a mi intento 
el corroborar esta tesis aduciendo argumentos teológicos y definiciones 
pontificias. Por lo cual debo limitarme a transcribir aquí, como base de 
ulteriores proposiciones, el canon 1.495, en el que se formula y solemne- 
mente se proclama el derecho de la Iglesia en orden a la posesión y admi- 
nistración de los bienes temporales. He 'aquí el texto del referido canon: 

“S 1. La Iglesia católica y la Sede Apostólica, libre e independiente- 
mente de la potestad civil, tiene derecho innato de adquirir, retener y ad- 
ministrar bienes temporales para el logro de sus propios fines. 

$ 2. También las iglesias particulares y demás personas morales eri- 
gidas por la autoridad eclesiástica en persona jurídica tienen derecho, a 
tenor de los sagrados cánones, de adquirir, retener y administrar bienes 
temporales.” 

El derecho patrimonial de la Iglesia católica y el de la Sede Apostólica 
es de origen divino, otorgado directamente por Jesucristo; el derecho de 
las iglesias particulares y demás personas jurídicas eclesiásticas promana, 
como su misma existencia legal, de una disposición de la autoridad ecle-. 
siástica. ^ H ! 

Compete a la Iglesia no solamente el derecho de administración ordi- 
naria, en la que se comprenden los actos tendentes a la conservación y apro- 
vechamiento delos bienes materiales, sino también el derecho de adnums- 
tración extraordinaria, que se caracteriza por la facultad de enajenar los 
propios bienes, tanto aquellos que de otra forma no podrían utilizarse como 
los que, aun pudiendo conservarse, prestan más alto servicio mediante su 
enajenación y transformación en otra clase de bienes. La facultad de ena- 
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jenar los propios bienes es un atributo inherente al derecho de propiedad, 
la cual implica señorío, libre disposición de lo que 'a uno pertenece, como 
proyección externa de su personalidad, y que por ende reclama la facultad 
de enajenar los bienes que forman su acervo patrimonial. La personalidad, 
aunque meramente individual, queda disminuida y mutilada cuando no la 
acompaña el derecho de enajenar lo que le pertenece; pero si la personalidad 
es soberana, como lo es la de la Iglesia católica en el orden espiritual y en 
la disposición de todos los medios a éste conducentes, el derecho de ena- 
jenar los bienes materiales es una prerrogativa consustancial, que no puede 
negarse ni condicionarse sin atentar contra la soberanía de la Iglesia. Por 
esta causa llevan esculpido el estigma condenatorio de la Iglesia todas aque- 
llas disposiciones civiles que, sea bajo el intento de proteger el tesoro ar- 
tístico nacional, sea con cualquiera otro motivo o pretexto, ponen trabas 
al derecho enajenatorio de la Iglesia. No tiene por qué recelar la sociedad 
civil en este punto de la Iglesia católica; no tiene por qué temer que la 
Iglesia sea poco cauta en la custodia de los tesoros artísticos, que como 
sagrada herencia ha recibido de sus hijos y que frecuentemente están des- 
tinados al culto divino; ni menos todavia puede temer que sea excesiva- 
mente pródiga en la enajenación de estas riquezas, las cuales, si alguna 
vez han sido dilapidadas, no lo fueron por la mano ungida de la Iglesia, 
sino por la mano pretenciosamente llamada desamortizadora de los gobernan- 
tes civiles. Basta hojear la legislación vigente en la Iglesia desde los primeros 
siglos para persuadirse de cuán extremadamente rígida ha sido siempre la 
Iglesia en autorizar la enajenación de sus bienes, particularmente los sa- 
grados y los artísticos, y que cuando dispensa tal autorización no lo hace 
sino impulsada por motivos muy elevados de piedad, caridad o necesidad, 
y exigiendo aun entonces las más prudentes cautelas, a fin de que los ad- 
ministradores no puedan, ni por ignorancia ni arrastrados por la codicia, 
extralimitarse en perjuicio de la Iglesia o de la sociedad civil. 

La necesidad no ya jurídica, sino aun económica que la Iglesia puede 
gee para usar del derecho de enajenación no es preciso demostrarla, pues 
radica en la misma necesidad vital que todo organismo social o individual 
Lene de desprenderse de unos bienes para poder vivir o perfeccionarse 
mediante la adquisición de otros que le son imprescindibles o más útiles. 


Il, HISTORIA DE LA ENAJENACIÓN 


n soto 
Sentados estos principios generales acerca del derecho de enajenación 


que a la Iglesia compete, no puede dejar de interesarnos el conocer cómo 
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la Iglesia ha ejercido este derecho en el transcurso de su historia. No es 
propio de este estudio el hacer una amplia y cabal síntesis histórica de las 
vicisitudes, de los vejámenes, algunos de ellos cometidos recientemente en 
nuestra patria durante la etapa republicana, y, por otra parte, de las cons- 
tantes reivindicaciones por que ha pasado el derecho patrimonial de la 
Iglesia en su facultad enajenatoria. Unicamente señalaré los hitos princi- 
paces de esta evolución para poder apreciar el criterio de la Iglesia en lo 
que tiene de inmutable, por tocar al derecho divino, y en lo que tiene de 
contingente, por ser la legislación eclesiástica una forma viva, que sabe 
atemperarse a las costumbres y necesidades propias de cada tiempo. 

Pueden distinguirse cuatro períodos en la evolución legislativa sobre 
la enajenación de los bienes eclesiásticos. 


Durante el primer período, que corre desde los primeros tiempos de la 
Iglesia hasta el siglo rv, la legislación canónica hállase en estado embrio- 
nario y versa, más que sobre materias estrictamente jurídicas, sobre di- 
versos puntos de orden moral y litúrgico. Esta legislación, como es sabido, 
ha llegado a nosotros principalmente por el turbio cauce de colecciones 
apócrifas, llamadas pseudo-apostélicas, que si bien es cierto nos transmiten 
con veracidad, en la mayoría de los casos, la primitiva disciplina de la 
Iglesia, no siempre tienen valor histórico. Pero ni siquiera estas inautén- 
ticas-co'ecciones nos han transmitido documentos concretos sobre la ena- 
jenación de los bienes eclesiásticos. 

Las Constitutiones Apostolicae, libro II, capitulo 25, tratan de cómo 
puede el Obispo aceptar las primicias y diezmos y cómo debe distribuirlos 
entre los necesitados (1). La Didascalia Apostolorum se ocupa también en 
los capítulos 17 y 18 del cuidado que ha de tenerse de los pobres. Pero ni 
en una ni en otra colección pseudo-apostólica se habla explícitamente de 
la enajenación de los bienes eclesiásticos, aunque bien claramente se deja 
entender que está permitida la enajenación por motivos de caridad. Aparte 
de este motivo, la fuerza imperiosa de los principios doctrinales que ante- 
riormente hemos esbozado y las necesidades de la vida de la Iglesia en 
aquellos oscuros y heroicos tiempos de las catacumbas hicieron, sin duda, 
que la Iglesia no sólo defendiese en tesis general su derecho de enajenar, 
sino que lo ejercitase cuantas veces lo exigía y aconsejaba su extremada 
pobreza, aunque para ello tuviera que encubrirse bajo el manto de las aso- 
ciaciones funerarias permitidas por el derecho romano. El uso del derecho 


(1) MIGNE, Patrologia Graeca, Vom. I, Col. 659-662. 
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de enajenar, a impulso de la misma pobreza, llegó quizá, en algunos casos, 
durante este primer período a la extralimitación, con detrimento de los 
intereses sagrados de la Iglesia. Así parece indicarlo la marcada tendencia 
de la legislación eclesiástica, a partir del siglo Iv, cuyo objetivo constante 
fué el restringir la facultad de enajenar, hasta tal punto que, si considera- 
mos aislada y literalmente algunos documentos, llegaríamos a la falsa con- 
clusión de que la enajenación estuvo durante algún tiempo completamente 
en entredicho. 


El segundo período comprende desde el siglo Iv hasta la Constitución 
* Ambitiosae", de Paulo II (año 1468). La legislación, tanto universal 
como particular, sobre la materia que nos ocupa fué muy copiosa en este 
largo período, y ya queda seíialada la tendencia prohibitiva, que durante 
todo este tiempo firmemente se mantuvo. 

Los Romanos Pontífices y los Concilios prohiben en términos generales 
y con gran severidad toda enajenación de los bienes eclesiásticos, a no ser 
que la exija una causa grave, y como garantía de su existencia requiérese 
a] principio de este segundo periodo el consentimiento del Metropolitano 
y de los Obispos de la provincia eclesiástica o, cuando:menos, en caso de 
urgencia, el de los que están más vecinos. Corriendo el tiempo se excep- 
tuaron ya de la prohibición general algunos bienes de escaso valor o in- 
fructuosos, y las solemnidades fueron también restringiéndose, pero dentro 
siempre de su inexorable severidad, ordenada a precaver todo perjuicio 
económico al patrimonio de la Iglesia: “Ne Ecclesia Dei 'ad nihilum redi- 
gatur”, como se dirá más tarde en tiempo del Papa León IV (2). 
El Concilio de Ancira, celebrado el año 314, en el canon 14, según la 
interpretación de Dionisio el Exiguo (canon 15 en algunos Códices), de- 
clara inválido el contrato por el que los presbíteros, no estando el Obispo, 
venden las cosas que pertenecen a la Iglesia por esta razón: “In iudicio 
autem erit Episcopi si pretium debeat recipi necne" (3). El llamado Con- 
clio V de Cartago, tercero en orden del tiempo {año 398), establece en el 
capítulo IV que nadie venda cosa alguna de la Iglesia. Y que, si a ello 
obliga alguna necesidad, se dé a conocer ésta al Primado de la provincia,-a 
fin de que con el número prescrito de Obispos delibere lo que ha de ha- 
mecetse (4). 


(2) Decreto de Graciano, C. XII, q. II, c. 18. 


(3) LABBEUS-MANSI, Sacrorum Conciliorum Collectio, tom. II, Col. 525; Florencia, a. 1759 
(4) LaBBEUS-Manst, Sacrorum Conciliorum. Collectio, tom. II, col. 969 : 
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; Los llamados “Statuta ecclesiae antiqua”, falsamente atribuidos al Con- 
cilio cartaginense IV (5), declaran en el número L inválida toda enajena- 
ción de bienes eclesiásticos hecha por el Obispo sin el consentimiento de 
los clérigos: “Irrita erit episcopi vel donatio, vel venditio, vel commu- 
tatio rei ecclesiasticae absque conniventia et subscriptione clericorum” (6). 
Los diáconos y presbíteros constituídos en las parroquias no pueden con- 
mutar las cosas de la Iglesia a ellos encomendadas, porque se consideran 
como cosas consagradas 'a Dios (n. XV) (7). 

Un jalón destacadísimo y de influencia doctrinal decisiva en el proceso 
evolutivo de la enajenación de los bienes eclesiásticos lo constituye la epís- 
tola dirigida el año 477 a todos los Obispos de Sicilia por el Papa San 
León I: “Sine exceptione decernimus ut ne quis episcopus de Ecclesiae 
suae rebus audeat quidquam vel donare, vel commutare, vel vendere; nisi 
forte aliquid horum faciat ut meliora prospiciat, et cum totius cleri tracta- 
tu atque consensu id eligat, quod non sit dubium Ecclesiae profuturum" (8). 

En el Decreto de Graciano (can. 52, C. XII, q. IT) se añade la siguiente 
cláusula derogatoria, atribuída al mismo Papa San León Magno, aunque 
en la Colección Hispánica se atribuye al Concilio IV de Cartago: “Irrita 
enim Episcoporum venditio et commutatio rei ecclesiasticae erit absaue con- 
niventia et subscriptione clericorum." 

Tal vez sea éste el primer documento pontificio en que aparece el diseño 
completo de la legislación eclesiástica que ha de regir durante muchos si- 
glos en materia de enajenación; después la figura se retoca, pero los rasgos 
característicos permanecen. En el documento transcrito se columbra ya el 
concepto de enajenación, aunque esfumado y sin contextura científica; el 
objeto de la prohibición no son tan sólo los predios e inmuebles, como en 
otros documentos anteriores; la prohibición no es absoluta, como parecía 
serlo en otros documentos, ya que admite como causa justificante de la ena- 
jenación una causa tan genérica cual es el provecho o mejoramiento: cierto 
de la Iglesia (9) ; como condiciones se exigen la previa deliberación del clero 
y su consentimiento expresado por escrito, que son las mismas condiciones 
que después generalmente se requirieron, si bien a veces, en lugar de ellas, 


(5) A VAN Hove, Prolegomena, ed. 2.2, a. 1945, n. 149. 

(6) MIGNE, Patrologia Latina, tom. 56, col. 885; 

(7) MIGNE, Patrologia es pa P ra 

rol. Lat., t. 54, col. 3 ; Ah , 

a S UMORE NE para demostrar que ya en el primitivo derecho eclesiástico la P 
bición de enajenar no era absoluta, sino que existían algunas causas por las cuales n 0 t 
podían, por sí mismos, sin consentimiento alguno, enajenar bienes eclesiásticos, se alega e a 
non 45 del Concilio Agatense (año 506), en el que se dice: “Terrulas aut vineolas heey ewe 
Ecclesiae minus utiles, aut longe positas, parvas, Episcopus sine consilio Fratrum (si necess 
tuerit) distrahendi habet potestatem" (Decretum Grat., C. XII, q. II, canon 53). 


— 197 — 


MARCELINO CABREROS DE ANTA 


continúa exigiéndose la aprobación del Concilio Provincial o de los Obispos 
vecinos. La enajenación practicada sin las debidas condiciones, se declara 
inválida. 

La prohibición de enajenar, sin la causa y solemnidades requeridas, fué 
reiterada frecuentemente por los Concilios particulares O generales, como 
el Agatense, a principios del siglo v1; los de Meaux y de Beauvais, en el 
siglo x; el Lugdunense IV, en el x1; el Lateranense IV, en el xii, gober- 
nando la Iglesia Inocencio III, y otros muchos que pueden verse citados 
en el Decreto de Graciano (10) y en las Decretales de Gregorio IX (11). 

Los Sumos Pontífices expidieron también numerosos documentos sos- 
teniendo la misma doctrina, Merecen citarse especialmente, durante este se- 
gundo período, fuera de los ya mencionados, los Papas Gelasio I, Símaco, 
Agapito, Gregorio I, Celestino III, Inocencio III e Inocencio IV (12). 

En la evolución legislativa sobre la enajenación de los bienes eclesiás- 
ticos merece señalarse como piedra miliaria la disposición dada por la Cons- 
titución 22 del XIV Concilio Ecuménico (II de Lyón, año 1274), en la cual 
se exige, por vez primera, que los Prelados, 'además del consentimiento de 
su cabildo, obtengan la autorización especial del Romano Pontífice para 
la transmisión de los bienes eclesiásticos a favor de los seglares, declarando 
inválido todo contrato enajenatorio de los bienes eclesiásticos estipulado. 
sin tales requisitos, de forma que dicho contrato ni siquiera pueda dar fun- 
damento a la prescripción, y fulminando graves penas contra los transgre- 
sores (13). 

El derecho romano imperial, desde fines del siglo v, corroboró firme-. 
mente las prescripciones eclesiásticas sobre la enajenación de bienes y san- 
cionó con graves penas toda forma de enajenación de bienes eclesiásticos 
hecha sin causa justa y sin las debidas solemnidades. Baste citar, entre 
otros, los siguientes textos: ley 15 Iubemus de los Emperadores León y 
Antemio (14); la ley 17 Privilegia del Emperador Anastasio (15); la 
Novella Constitutio 7 de Justiniano, cap. 1 “de rebus ad venerabilia loca per- 
tinentibus non alienandis” ; la Novella 120, cap 1 “de alienatione et emphy- 


(MOE. Lh. 


(11) Decretales de Gregorio IX, Lib. III, tit. XIII, de rebus Ecclesiae alienandis vel non 

(12) Decreto de Graciano, C. XII, q. 11; Decretales de Gregorio IX, lib. III, tít. XIII, de rebus- 
Ecclesiae alienandis vel non; Devori, Institutionum. Cam., libri IV, tom. II ND. IL tit.’ XIX 
Matriti, a. 1853; WERNZ-VIDAL, Ius Can., tom. IV, vol. II, N.- 737, IH Roma 1935; Dictionnaire 
de D. C. par R: Naz, París, a. 1935; Cm. BERUTTI, Instit. I. Can., vol. IV, n. 184, Taurini-Ro- 


mae, a. 1940; KURTSCHEID, O. F. M. 7 ; Y : A AGAR 
Loe AP O. F. M. Historia I Can. Historia Institutionum, vol. I, p. 215-216, 


(13) LABBEUS-MANSI, 
tit. IX, in Sexto. 


(14) Codex repetitae praelectionis, lib. 1, tit. IT, de sacr ; T 
(15) Cod. lib. I, tit. II. , osanctis ecclesiis. 


Sacrorum Conciliorum Collectio, tom. 24, col. 95, 96; capo 22b TIS 
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teusi rerum ecclesiae"; las Novellae 40 y 46 del mismo Emperador Jus- 
tinrano, 


El fercer período en la Historia de la enajenación de los bienes ecle- 
siásticos se abre con la célebre Constitución " Ambitiosae", promulgada 
por el Papa Paulo II, el 1 de marzo de 1468 (16). En ella se renuevan las 
antiguas prescripciones sobre la materia, especificándolas, ampliando el 
campo vedado de las enajenaciones eclesiásticas y lanzando severísimas 
penas contra los transgresores. A fin de refrenar, dice la Constitución, la 
ambiciosa codicia de quienes presumen usurpar o aplicar a usos profanos 
los bienes inmuebles de la Iglesia y los muebles preciosos o de algún con- 
siderable valor, se prohibe la enajenación de todas las cosas o bienes ecle- 
siasticos, así como también todo contrato por el cual se haga ‘alguna trans- 
misión de dichos bienes, a excepción de los casos ya permitidos en el dere- 
cho, de la enfiteusis en la forma acostumbrada y con evidente utilidad para 
la Iglesia, y de los bienes “quae servando servari non possunt pro instantis 
temporis exigentia”. De nuevo se requiere para la enajenación la licencia 
del Romano Pontífice. Toda enajenación hecha sin causa o sin las solem- 
nidades prescritas se declara inválida. Por último, se lanza excomunión 
y se irrogan otras gravísimas penas contra los que enajenan indebidamente 
los bienes eclesiásticos y también contra los que en esta misma forma los 
adquieren. 

No obstante la generalidad y hermetismo de la fórmula prohibitiva 
usada en la Constitución de Paulo TI, los canonistas juzgaron, con unánime 
consentimiento, que la Constitución no derogaba las excepciones contenidas 
en el canon “Terrulas...”, anteriormente citado, ni siquiera el criterio in- 
terpretativo que del mismo se desprendía. Por eso continuaron afirmando 
que la enajenación estaba permitida siempre que lo exigiera la piedad, la 
necesidad o la verdadera utilidad de la Iglesia, con tal que se cumpliesen 
las solemnidades prescritas y, en caso de urgencia, aun sin ellas. 

La Constitución “Ambitiosae” ha sido el pilar granítico e inconmovi- 
ble sobre el que se ha apoyado la legislación canónica durante cerca de 
cinco siglos, o sea, hasta la promulgación del nuevo Código, y aun en éste 
aparecen hondos vestigios de aquella recia disciplina, además de palpitar 
en él todo su espíritu y de quedar estereotipada alguna de sus frases. 

El Concilio Tridentino no introdujo modificación alguna en materia 
de enajenación. Solamente reprobó en forma explícita y absoluta, decla- 
rándolos inválidos, los arrendamientos, con anticipación de pago, hechos en 


(16) Cap. unicum, lib. III, tit. IV in Extrav. com. 
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perjuicio de los sucesores. Prohibe también la cesión de algunos otros de- 
echos (17). Los Romanos Pontífices que siguieron próximamente al Con- 
cilio Tridentino mantuvieron con mano firme el rigor de la Constitución 
“Ambitiosae”. 

Pero la Constitución de Pauto II era un dique puesto contra el embra- 
vecido oleaje de la ambición y de la codicia, y el dique no podía menos de 
ser recia y tenazmente combatido. En algunas partes la Constitución “Am- 
bitiosae” no se consideraba recibida o aceptada y, por lo mismo, se creía, 
falsamente, que no había entrado en vigor; en otras, aunque considerada 
vigente, su observancia iba cayendo en desuso; finalmente, habianse obte- 
nido no pocos indultos pontificios, que enervaban notablemente la eficacia 
de la Constitución Paulina. Fué Ursano VIII quien puso coto al desorderr 
que empezaba a invadir la administración eclesiástica, uniformando y 
reafirmando la disciplina establecida por la Constitución “Ambitiosae”. 
El remedio fué puesto por Decreto de la S. Congregación del Concilio 
dado el 7 de septiembre de 1624. Por este Decreto se derogan todos los 
privilegios apostólicos concedidos a los Regulares intra fines Europae para 
enajenar los bienes eclesiásticos inmobiliarios y también los mobiliarios 
preciosos, y al mismo tiempo se declara que en adelante no podrán enajenar 
dichos bienes eclesiásticos sin licencia expresa de la S. Congregación del 
Concilio. Renuévanse las penas establecidas por la Constitución “Ambi- 
tiosae" (18). 

Después de Urbano VIII continuó como antes, unas veces latente y 
otras a cara descubierta, la lucha entre la legislación que mantenía en en- 
tredicho la enajenación de los bienes eclesiásticos, y la práctica, favorecida 
en parte por la doctrina, las cuales se esforzaban por romper o aligerar las 
trabas puestas a esta facultad administrativa. La Constitución * Ambitiosae" 
volvió a ser vulnerada en muchos de sus flancos, y esto hizo necesaria una 
nueva y enérgira intervención de la autoridad pontificia. Esta vez fué el 
Papa Pio IX quien levantó la voz contra los abusos, proclamando que la 
Constitución de Paulo IT tenía fuerza obligatoria en toda la Iglesia, aun 
fuera de Europa, puesto que no se hace ninguna distinción, pero introdu- 
ciendo a la vez algunas oportunas modificaciones. La nueva o mejor reno- 
vada doctrina, fundamentalmente tradicional, que es el último eslabón de 
la legislación antigua y el punto de enlace con la que se contiene en el 
Código, fué expuesta y promulgada mediante la Constitución “ Apostolicae 


(17) Sess. XXV, cap. XI, de reform. 


(18) GASPARRI, Iuris Can. Fontes, V, p. 230-231: W 
fi. 737, III, p. 190. i ; WERNZ-VIDAL, Jus Can., tom. IV, vol. II, 
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Sedis" del año 1869. En esta célebre Constitución Apostólica, el más per- 
fecto ensayo de codificación del derecho penal realizado antes del Código, 
se declara incursos en excomunión latae sententiae, no reservada, a los que 
presumen enajenar o aceptar bienes eclesiásticos sin el beneplácito apostó- 
lico, a tenor de la Constitución Extravagante “Ambitiosae”, “De rebus 
ecclesiasticis non alienandis” (19). 


La promulgación del Código de Derecho canónico señala el período 
áureo en el proceso histórico de la enajenación de los bienes eclesiásticos. 
Este período se caracteriza por las profundas modificaciones introducidas 
en la legislación y por el alto grado de perfeccionamiento alcanzado en la 
técnica jurídica. Acerca de la presente materia cabe afirmar lo que, en tér- 
minos generales, establece el canon 6 sobre el carácter de la vigente codifi- 
cación: no es una legislación fundamentalmente nueva, puesto que en el 
Código se recoge el espíritu y en parte la misma letra de la 'antigua disci- 
plina, tan laboriosamente modelada y sostenida a través de largos siglos; 
pero debemos añadir que acerca de la enajenación de los bienes eclesiásti- 
cos el Código no solamente ha introducido algunas modificaciones, sino 
que ha reorganizado totalmente la materia según el sentido expresado para 
la legislación postcodicial en el canon 22. Las diferencias resaltarán por 
sí mismas con intuitiva claridad del cotejo de cuanto hemos apuntado en 
la síntesis histórica que acabamos de pergeñar, y lo que ahora expondre- 
mos sobre la nueva legislación. 


III. DocTRINA CANÓNICA ACERCA DE LA ENAJENACIÓN 


La exposición de esta tercera y culminante parte de nuestro estudio, a 
la que se dirigen las dos precedentes, tendrá como directrices del pensa- 
miento los siguientes enunciados : 

Artículo 1. Concepto de la enajenación en el derecho civil, en el 
derecho canónico antiguo y en el moderno. 

Artículo 2. Elementos de la enajenación. Ley que debe aplicarse para 
determinarlos. Sujeto, objeto, causa, forma. 

Ante todo, debemos hacer resaltar la dificultad de nuestro tema, cuando 
se intenta contemplarlo desde su vértice superior, que es su propio concepto 
esencial. El reconocimiento de la dificultad no pretende encarecer méritos, 
sino excusar algún tanto la imperfección de nuestro trabajo, que bajo su 
aspecto científico y sistemático no tendrá otro valor que el de un ensayo 


(19) Acta Sanctae Sedis, vol. V, p. 299. 
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todavía apenas intentado. Me ha alentado, sin embargo, el saber que otros 
esclarecidos ‘autores que anteriormente han buceado algo detenidamente en 
este tema habían ya experimentado la dificultad, por lo cual desistieron de 
acometer tan espinosa labor, contentándose con aportar su valiosa coope- 
ración e invitar ta otros a emprender más a fondo el trabajo. Para corro; 
borar esta idea, plácenos citar las siguientes palabras del P. LARRAONA, 
que es uno de los autores modernos que más de propósito han estudiado 
nuestro tema: “Ut ex auctorum examine patet statim, plura incerta et 
obscura remanent in doctrina alienationis et obligationis post Codi- 
cem” (20). Y en otra parte advierte el mismo autor: “Haec innuisse suf- 
ficiat, quae specialem tractationem et elaborationem sicut integra doctrina 
de alienationibus exigerent" (21). Desde el afio 1932, en que escribía el 
citado autor, poco ha progresado el estudio de esta dificil materia. Nos- 
otros no nos hupiéramos arriesgado a poner manos en esta obra si.los or- 
ganizadores de la Tercera Semana de Derecho Canónico no nos hubieran 
señalado concretamente el tema de la enajenación, que nosotros, precisa- 
dos a abordarlo, no hemos querido escamotear, sino, por el contrario, aco- 
meter por su lado más escabroso y elevado, que es el de su concepto esen- 
cial. La exposición sistemática de este implicado y extensisimo concepto 
puede esclarecer casi todas las dificultades teóricas y prácticas, que, cual 
densa nebulosa, giran en torno de la enajenación de los bienes eclesiásticos. 


Artículo 1.—Concepto de la enajenación 
^" El Código de Derecho canónico trata de la enajenación de los bienes 
eclesiásticos al hablar de los contratos en el titulo 29, cánones 1.530-1.534. 
Este hecho nos revela ya de por sí el concepto genérico de la enajenación. 
Efectivamente, la enajenación, según se desprende de todas y cada una de 
sus especies tal como se enumeran en nuestro Código, es en la mente del 
legislador eclesiástico no solamente una convención o pacto, sin fuerza 
obligatoria, sino un verdadero contrato. La convención o pacto no exige 
más que la coincidencia de dos o más voluntades sobre una misma cosa, 
según la definición clásica: “Duorum vel plurium in idem placitum con- 
sensus.” La convención puede no ser jurídica, por no versar sobre materia 


jurídica o por mo producir obligación jurídica. El contrato es siempre un acto 
jurídico bajo este doble sentido. 


(20) LARRAONA, Commentarium pro Religiosis, v. XIII 


(21) LARRAONA, Commentarium pro Re ra ee. 


Uefa Vio Suni, P. 190, nota 629. 
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La materia del contrato propiamente dicho reviste carácter patrimonial, 
y este carácter se destaca netamente en todos los cánones del título 20, 
aunque la doctrina canónica aplique también la denominación genérica de 
contratos a otras convenciones jurídicas que no presentan carácter patri- 
monial, y en este sentido se afirma, con toda razón, que el matrimonio es un 
contrato. 

En cuanto a la obligación del contrato, en su aceptación estricta, es 
doctrina común que el contrato engendra obligación en ambas partes con- 
trayentes, es decir, obligación bilateral. Pero este concepto no es aplicable 
a la enajenación canónica, ya que bajo esta denominación comprende nues- 
tro Código algunos contratos que solamente crean vínculo obligatorio uni- 
lateral, por ejemplo, la donación aceptada. 

Advierte, muy acertadamente, CLEMENTE DE DIEGO (22), y en ello apa- 
rece Otra diferencia entre el contrato y la simple convención, que no basta 
para la existencia de un contrato la voluntad concordada de varias perso- 
nas, contra lo que suele generalmente afirmarse, pues ésa no es la caracte- 
rística de los actos bilaterales; el acuerdo de una asamblea que vota una 
ley es concordancia de voluntades de varias personas, y, sin embargo, no 
es contrato. Esas personas han de representar intereses independientes, ya 
que no contrarios, y el acuerdo contractual es el punto en que coinciden esos 
intereses contrapuestos. 

A los elementos señalados que integran la enajenación, en su acepción 

genérica de contrato, débense añadir los que la especifican y configuran, 
dándole un ser propio, concreto y diferenciado, aunque de amplia estruc- 
tura, pues comprende en sí varios otros contratos. La diferenciación del 
contrato enajenatorio respecto de otras clases de contratos debemos ha- 
llarla en su contenido u objeto propio, y éste es, fundamentalmente, una 
transmisión de bienes patrimoniales. 
La trasmisión equivale al cambio de sujeto o traslado de un sujeto á 
otro. Por bienes patrimoniales entendemos aquí los derechos reales, es 
decir, el derecho de propiedad, considerado o en la totalidad de sus facul- 
tades (dominio) o en cada una de las atribuciones que especifican el do- 
minio. 

Después de analizados los elementos constitutivos de la enajenación 
económica, interesa organizar todos esos elementos y plasmarlos en una 
definición que nos dé la figura auténtica y la medida exacta para distinguit 
los actos enajenatorios de los que no lo son, aunque a veces también algu- 


(22) CL. DE DIEGO, Instituciones de Der. Civil Español, tomo II, p. 80; Madrid, 1930. 
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nos de estos últimos hayan de regirse por las mismas normas que regulan 
la verdadera enajenación. 

Nunca fué tarea fácil hallar una definición en la que estén perfecta- 
mente condensados y fundidos todos los elementos esenciales que consti- 
tuyen:un ser, y menos todavía si éste es un ser jurídico, cuya naturaleza 
esencial es muchas veces creación o resultante del derecho positivo, y como 
tal variable y aun quizá no del todo coherente en sus diversas disposicio- 
nes. Los textos legales es natural y conveniente que no pretendan ofre- 
cernos una definición de la enajenación económica, pues si en derecho toda 
definición es peligrosa, máxime cuando es dada por el mismo legislador, 
mucho más lo ha de ser, forzosamente, la perfecta modelación de un con- 
cepto tan vasto y tan impreciso como el de la enajenación de bienes. En 
las antiguas colecciones canónicas solamente encontramos algunas defini- 
ciones, o mejor, descripciones de tipo analítico y casuístico. Como ejemplo 
de esta clase de definiciones casuísticas puede aducirse la que hallamos en 
las Decretales de Gregorio IX: “Alienationis autem verbum continet con- 
ditionem (23), donationem, venditionem, permutationem et emphyteuticum 
contractum” (24). 

Los antiguos canonistas adoptaron también, en su mayoría, el mismo 
sistema analítico o casuístico dando una enumeración en vez de una defi- 
nición, si bien algunos, como FERRARIS, prefirieron un sistema mixto. He 
aquí la definición que nos ofrece este preclaro canonista, y que es una de 
las más completas y cuidadosamente perfiladas que hallamos en los autores 
antiguos: "Alienationis nomine venit omnis actus qui dominium rei direc- 
tum, vel utile, aut usufructus seu ius in alterum transfertur, idest donatio, 
permutatio, venditio, emptio, cessio, concessio, hypotheca, emphyteu- 
sis" (25). De tipo más netamente científico es la doble definición que trae 
E. PigHiNG: "Nomen alienationis in iure dupliciter accipitur... Primo, 
stricte pro eo tantum actu, per quem dominium directum rei traditae in 
alterum transfertur, cuiusmodi est venditio, donatio, permútatio, etc... Se 
cundo, sumitur alienatio latissime, pro omni eo actu, per quem dominium 
directum, vel etiam utile tantum, retento directo, aut aliud ius in re trans- 
fertur" (26). 

Varios de los autores que escribieron después del Código trataron ya 
de elaborar una definición conceptual o de tipo sintético, aunque es muy 


(23) “Testamenti conditionem", leen alguno j 
Fee , S, porque el E : 0 
dicen G3. ea aa , Porque el que hace testamento, enajena; otros 


LE AED E AMA o ONDA 


(25) FERRARIS, Prompta bibliotheca, vox Alienare, Ali i i 
A D tenaro artic 1, 0:2. 
(26) PIRHING, Jus Canonicum, tom. III, tit. XIII, sectio TASSI d. 
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dudoso que hayan visto logrado su intento. Entre las definiiciones dadas 
por los tratadistas después de la publicación del Código, merece señalarse 
como una de las mejores la que trae VERMEERSCH : "Nomine alienationis 
venit hoc loco omnis translatio iuris in re, facta, sive gratuito sive titulo 
oneroso, de re ecclesiastica, excepta quadantenus pecunia numerata” (27). 
En esta definición adviértese por una parte el intento de construir una de- 
finición lógica con sus elementos esenciales, y por otra parte la falta de 
éxito en la realización del intento, a pesar de ser ésta, como he dicho, una 
de las definiciones mejor logradas. 

Los civilistas, que tan profunda y sagazmente han analizado cada uno 
de los negocios jurídicos que forman parte de la enajenación, apenas se 
han parado a investigar la naturaleza de este concepto genérico, y por 
esta causa tampoco ellos han podido darnos la definición exacta de la ena- 
jenación. CasrÁN la define asi: “Es la renuncia traslativa del derecho de 
propiedad, o, lo que es igual, la transferencia del dominio de una persona 
a otra. Puede ser—afiade—mortis causa o inter vivos y a título gratuito 
u oneroso” (28). CLEMENTE DE Deco da un concepto más restringido: 
“La enajenación —dice—es un acto intervivos, por el que se deriva el do- 
minio en otros sujetos; es una forma de transmisión del derecho de pro- 
piedad y transmisión traslaticia” (29). 

En el derecho canónico, más que en el civil, siéntese perentoriamente 
la necesidad de vaciar en una definición de tipo sintético y unitario el con- 
cepto esencial de la enajenación; porque existe en nuestro Código un sistema 
de normas reguladoras de la enajenación, como concepto genérico, las cua- 
les deben aplicarse a cada una de sus especies—no enumeradas taxativa- 
mente en el Código—, y tal aplicación se hace imposible sin el conocimien- 
to preciso de lo que entraña substancialmente la idea de enajenación. El 
procedimiento de la enumeración de los actos integrantes, sobre ser anti- 
científico, resulta poco práctico sino es con el fin de ilustrar una definición 
ya dada, puesto que la enumeración difícilmente podrá calificarse de ex- 
haustiva, siendo tan variadas y cambiantes las formas de enajenación con- 
tractual. Más atin: la enumeración es imposible sin una idea abstracta que 
la presida, que engarce sus especies integradoras y quede plasmada en cada, 


una de ellas. 
La definición que proponemos de la enajenación canónica es el aco- 


plamiento orgánico o la resultante de los elementos ya anteriormente ana- 


(97) VERMEERSCH, Epitome I. C., I, n. 851. ; 
(28) CASTÁN, Derecho Civil Español, tom. II, p. 185,,ed. 6.4, Madrid, a. 1943. ; M 
(29) CLEMENTE DE DIEGO, Instituciones de Der. Civil Español, tom. I, p. 339; «ed. 29,2, ¿Mas 


drid, a. 1941. 
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lizados y que podemos sintetizar en estas breves palabras: “Un contrato, 
bilateral o unilateral en cuanto a la obligación, por el que se transmite el 
dominio pleno o alguna de sus facultades.” 

Al decir contrato queremos significar una convención jurídica en cuan- 
to expresa una concordancia de voluntades generadora de obligación. 
Añadimos bilateral o unilateral, en cuanto a la obligación, para dar a en- 
tender que la enajenación, según el derecho canónico, es un contrato en 
sentido amplio, pues sólo asi puede nacer del contrato una obligación me- 
ramente unilateral. No especificamos en la definición si el contrato es nter 
vivos o mortis causa, lucrativo u oneroso, etc., porque éstas son modalida- 
des del contrato que en nada modifican su intrínseca naturaleza. 

Ya queda indicado que el objeto de la enajenación es la transmisión de 
bienes patrimoniales, y esto es lo que se expresa en la definición al hablar 
del dominio pleno o de sus facultades. La propiedad es un derecho radical, 
unitario y elástico, que se despliega en mültiples facultades y que normal- 
mente reclama para sí el pleno ejercicio, al menos potestativo, de las mis- 
mas, aunque también puede subsistir despojado de este ejercicio o del 
actual disfrute de su objeto (30). 

La definición que antecede es la propia de la enajenación, atendida su 
misma naturaleza. Mas para los efectos canónicos, la definición debe am- 
pliarse, extendiéndola a todos los actos equiparados por el Código a la 
enajenación, y en este sentido amplio la enajenación puede definirse: “Un 
acto jurídico, inter vivos, por el que se transmite el dominio pleno o alguna 
de sus facultades, o por el que los bienes eclesiásticos son objeto de alguna 
obligación que sitúa a una entidad jurídica eclesiástica en condición eco- 
nómica más desfavorable (31). 

La doble noción que hemos expuesto tiene lugar únicamente en mate” 
ria civil o contractual, o sea para la determinación de las solemnidades que 
deben observarse en los contratos, no en material penal (canon 2.347), 
donde la enajenación significa únicamente la transmisión del dominio di- 
recto (32): 

Existe la enajenación, en sentido canónico, no sólo cuando se trans- 
mite a otro el dominio pleno, sino también cuando se transmite cualquiera 
de las facultades que integran la propiedad, con tal que la transmisión no 
se haga en forma meramente precaria, lo que constituiría más bien un 


(30). ENNECCERUS-WOLFF, Derecho de Cosas, vol. I, p. 298 


e cir HS ; Barceolna, 1944. 

E ud ADU de Droit Canonique sous la direction de R. Naz, “Alienation: CANCE-AR- 
+ QUER, El Ccdigo de Derecho Canónico, I, n. 1.012, Barcelona, a. 1934: CORONATA, Instil. I. C 
ed. 3.1, vol. I, n. 560, 1.9, a. 1948, Roma. DM ERE A cs 
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depósito, O no se trate de bienes que no pueden conservarse o que ünica- 
mente tienen valor en cuanto se destinan a] intercambio, como se verifica 
en el dinero. En este ültimo caso hay, ciertamente, enajenación del dinero, 
pero esta enajenación no está sujeta a las leyes que regulan la enajenación 
de los demás bienes ni suele denominarse con este nombre. Lo mismo debe 
decirse de los bienes que no pueden conservarse. 

La catalogación completa de las facultades de la propiedad no puede 
hacerse, porque dichas facultades son ilimitadas. Los autores, sin embargo, 
han intentado clasificar los derechos de la propiedad o del dominio pleno, 
aunque no han convenido en su enumeración. El ya citado CLEMENTE DE 
Dreco (33) distigue las siguientes facultades dominicales: la de poseer; 
la de aprovechar (uso o aplicación directa de la cosa; el disfrute o apro- 
vechamiento de sus productos; el abuso, que comprende la destrucción y el 
mal uso en cuanto no perjudique a otro o al bien público); la facultad de 
accesión, que es consecuencia inmediata de la facultad de aprovechar y que 
comprende la accesión discreta, que nace de las fuerzas internas de la cosa 
misma, y la continua, proveniente de fuerzas exteriores, que han unido 
inseparablemente dos cosas pertenecientes a distintos propietarios; la fa- 
cultad de disponer, que tiene como formas principales el poder de enajenar, 
el de gravar la cosa que nos pertenece y limitar nuestro poder sobre ella, 
el de transformar y el destruir; la facultad de excluir y la de reivindicar. 
Un cuadro sintético de los derechos del dominio nos lo da el eminente ju- 
rista José CasTÁN, siguiendo la clasificación comúnmente admitida por los 
juristas españoles (34). 

Aunque la facultad de enajenar se clasifica entre los derechos de la 
propiedad o del dominio pleno, dicha facultad puede a su vez tener por ob- 
jeto cualquiera otro derecho de los que constituyen la propiedad. Por esta 
causa la transmisión jurídica de cada uno de los derechos de la propiedad 
es, en sentido canónico, verdadera enajenación. La denominación, empero, 
de los contratos particulares que se ordenan a la enajenación total o parcial 
de la propiedad no puede hacerse; primeramente, porque, según ya hemos 
dicho, no es posible una clasificación completa de las facultades del dominio 
pleno, y en segundo lugar, porque hay un sector amplísimo de contratos 
que carecen de denominación propia. Solamente podemos intentar hacer 
una catalogación incompleta de los actos que, en derecho canónico, vienen 
comprendidos bajo el genérico e indeterminado concepto de enajenación. 


(33) CLEMENTE DE DIEGO, Instituciones de Derecho Civil Español, ed. 2.2, tom. I, p. 329-335, 


Madrid, a. 1941. i 3 
(34) Castán, Derecho Civil Español, ed. 6.2, tom. IT, p. 76, Madrid, 1943. 
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En sentido propio o atendida la misma intrínseca naturaleza de la ena- 
jenación, ésta comprende, primeramente, la cesión del dominio pleno y la 
del radical o directo, que puede hacerse en forma graciosa u onerosa por 
medio de diversos actos jurídicos, v. g., por donación, venta, mutuo, per- 
muta. También la renuncia traslativa de la posesión; la cesión del usufruc- 
to; la renuncia de una servidumbre activa o la admisión de una servidum- 
bre pasiva; la redención o imposición de renta, como los censos y los fo- 
ros; los contratos sobre los derechos de garantia, o sea, la prenda, hipoteca 
especial (35) y anticresis. Los pactos en que se concede un derecho de 
garantía, gravando los propios bienes, entranan verdadera enajenación, 
en sentido estricto, no porque inmediatamente produzcan o lleven consigo 
la enajenación del dominio directo, el cual sólo eventualmente queda en 
trance de perderse, sino porque desde el momento en que se hacen tales 
contratos en forma especial o sobre bienes determinados, queda ya em- 
bargada la facutlad de disponer, que es uno de los derechos de la propie- 
dad. Si la pignoración o la hipoteca especial se establecen en el momento 
mismo de la adquisición de un bien mueble o inmueble, gravándolo con una 
deuda de la que responde la misma cosa adquirida, no hay contrato de ga- 
rantia prohibido, porque el objeto así gravado con la garantía de prenda 
o de hipoteca sólo condicionalmente llegará a ser un bien eclesiástico, es 
decir, a condición de poder pagar su coste; entre tanto, no hay nada más 
que una expectativa de adquisición o una adquisición no plena. Si se efectúa 
el pago, el objeto de la garantia se adquiere plenamente y se torna o deviene 
eclesiástico, pero entonces cesa de gravitar sobre él el contrato de garantía. 
5i no se llega a pagar en la forma y tiempo estipulados, tampoco se ad- 
quiere la propiedad del objeto, v. g., del edificio, que, por lo mismo, no 
está sujeto a la ley eclesiástica (36). 

Entre los principales contratos enajenatorios no pueden dejar de men- 
cionarse el de superficie y especialmente el de enfiteusis y arrendamiento, 
sea rüstico o urbano. Es cuestión muy controvertida si el arrendamiento 
debe considerarse o no como un derecho real o personal. El derecho espa- 
ñol parece considerarlo como un derecho de obligación; pero, atendida su 
propia naturaleza, juzgamos que debe estimarse como un derecho real, al 
igual que el usufructo. 

En el antiguo derecho canónico se consideraba como acto enajenatorio 
el contrato de arrendamiento a largo p'azo, que era el concedido para un 

(35) La hipoteca especial implica 
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(36) VERMEERSCH, Epitome I. C., n. 859; VRoMANT, De Bonis Ecclesiae temporalibus, n. 280. 


ES C ENS 


LA ENAJENACION DE BIENES ECLESIASTICOS 


trienio fructífero O de tres cosechas, si se trataba de fincas rústicas (37) 
Después del Código, varios autores, como VERMEERSCH y VROMANT (38), 
no consideran el arrendamiento como acto de enajenación, en sentido ca- 
nonico, porque el arrendamiento se rige por leyes diversas de la enajena- 
ción (can. 1.541). SCHAEFER y CHELODI-CIPROTTI (39) solamente admiten 
la equiparación, según el Código, para el arrendamiento que dura más de 
nueve años. A] contrario, Cocu1, LARRAONA y REGATILLO equiparan en 
términos generales el arrendamiento a la enajenación, aunque el P Las 
RRAONA exceptúa el arrendamiento cuyo valor no exceda de mil pesetas si 
no se concede por mas de nueve años. En nuestra primera y más estricta 
definición de la enajenación económica entra de lleno el arrendamiento 
bajo todas sus clases y condiciones, porque el concepto es idéntico en todas 
ellas, aunque cada especie se rija por normas particulares y alguna no esté 
prohibida por el canon 1.541. Las mismas normas establecidas en este ca- 
non para el arrendamiento creemos deben aplicarse, por analogía, a la 
servidumbre, pacto enfitéutico, comodato, usufructo y otros parecidos; 
porque en todos ellos la importancia del derecho enajenado se ha de valorar 
atendiendo no sólo a la cosa cuya utilidad se cede, sino juntamente al tiem- 
po para el cual se hace la cesión. : 


Actos equiparados a la enajenación 


Entre los actos jurídicos que, sin ser propiamente enajenatorios, se 
equiparan a la enajenación conforme establece el canon 1.533, porque 
empeoran la condición patrimonial de la Iglesia, debe colocarse indudable- 
mente la cesión de aquellos derechos personales cuyo objeto es la obligación 
que otra persona tiene de entregar a la Iglesia un bien económico, siempre 
que el objeto de la obligación no haya entrado todavía a formar parte del 
patrimonio real eclesiástico por no haberse cumplido el requisito modal que 
convierte el derecho personal (ius ad rem) en derecho real (tus in re). 
También se equiparan a la enajenación aquellas otras obligaciones que, sin 
estar directamente ordenadas a la enajenación, imponen una carga O res- 
ponsabilidad económica por la que alguna persona moral eclesiástica queda 
situada en condición más desfavorable. 

Bajo esta segunda forma de equiparación o de enajenación en sentido 
canónico amplio se comprenden aquellas obligaciones por las que se contrae 


(37) FERRARIS, l. c., vox Alienare, art. IIl, n- dis 


(38) VERMEER.CH, l. €., I, n. 851; VROMANT, l. C., n. 279. ; 
(39) SCHAEFER, De Religiosis, ed. 4.*, n. 727; CHELODI-CIPROTTI, Jus Canonicum de personis, 


ed. 8.2, a. 1942, n. 261. 
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una deuda (canon 1.538). La adquisición de una deuda no envuelve la 
pérdida de un derecho real, ni tampoco implica necesariamente la obliga- 
ción de pagar mediante la enajenación de bienes distintos del dinero no 
capitalizado; pero siempre será un negocio jurídico que pone a la Iglesia 
en condición económica desfavorable y en peligro de tener que enajenar 
algunos bienes “contractu quo conditio ecclesiae peior fieri possit" (ca- 
non 1.533) (40). Efectivamente, el acreedor adquiere derecho de obtener el 
pago de la deuda a costa de algunos o de todos los bienes del deudor y, 
por lo mismo, estos bienes quedan expuestos al riesgo de la enajenación. 
Esta es la causa de que la contracción de deudas se equipare a la enaje- 
nación. 

Propone el P. VERMEERSCH (I. c., n. 860) la duda de si deberán obser- 
varse las solemnidades exigidas por el canon 1.532 en el caso de que una 
persona jurídica eclesiástica tenga en su poder una suma de dinero sufi- 
ciente; pero, a fin de rehuir las cargas fiscales, en lugar de gastar el dinero, 
lo coloca segura y productivamente, adquiriendo al propio tiempo una 
deuda. La solución que da el citado autor es que deben observarse también 
en este caso las prescripciones del canon 1.532, aunque advierte que puede 
haber autores que resuelvan la cuestión propuesta con criterio más benig- 
no. Nosotros asentimos a la opinión del P. VERMEERSCH, juzgando que es 
la única admisible, porque, aunque se disponga de dinero para cubrir in- 
mediatamente la deuda y se haya obrado prudentemente al adquirirla, lo 
cierto es que la deuda se contrajo, y no se ve razón para que este caso 
quede al margen de las prescripciones canónicas. La observación del mismo 
autor de que conviene obtener de la S. Sede facultades generales para con- 
traer deudas, a fin de evitar el recurso frecuente—que no suele pasar inad- 
vertido ni ser bien visto por las autoridades civiles—, es ciertamente muy 
digna de tenerse en cuenta, así como también la advertencia de que, si bien 
es regla de buena administración y aun prescripción canónica la de can- 
celar cuanto antes las deudas, a veces el mismo bien de la Iglesia aconse- 
jará la prorrogación de las mismas. 

Acerca de los contratos de prenda e hipoteca, de los que habla el ca- 
Jem I.538 a la vez que de las deudas, ya traté anteriormente, manifestando 
cuándo constituyen un acto de enajenación en sentido propio, por ceder un 
derecho real, y cuándo se equiparan a la enajenación por incluir única- 
mente un derecho personal u obligación. 

à pns los Contratos u obligaciones que hacen más desfavorable la con- 
dición económica de la Iglesia (canon 1.533), y que deben, por consiguien- 


(40)  CHELODI-CIPROTTI, Ius Can. de Personis, n. 261, b 
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te, equipararse a la enajenación, figuran también la remuncia al derecho o 
a la acción judicial, así domo la transacción y la gestión de negocios aje- 
nos con obligación de rendir cuentas respondiendo de ellas con el patri- 
monio eclesiástico. 

La S. Congregación del Concilio, en carta dirigida a los Ordinarios de 
Italia, 24 mayo 1939, advierte que es necesaria la licencia de la misma 
S. Congregación, según los cánones 1.532, $ 1, n. 1, y 1.533, para sacar 
de su lugar y exponer en otra parte las cosas de la Iglesia que por razón 
de su arte tienen especial importancia, y al mismo tiempo da normas par- 
ticulares para el caso en que tal vez, supuesta la necesaria licencia, alguno 
de los objetos de arte sea enviado a alguna Exposición o Muestra. Existen 
objetos, añade, que siempre deben tenerse como inamovibles (41). 


Después de haber contemplado el anverso del cuadro que forman los 
casos comprendidos en el concepto de enajenación, interesa también exa- 
minar su reverso o parte negativa. Hay casos que, si bien presentan, al 
menos por sus efectos, alguna semejanza con la enajenación canónica, en 
cuanto que llevan aneja la pérdida o siquiera la no adquisición de bienes 
temporales, sin embargo, no pueden clasificarse entre los actos enajenato- 
rios ni equipararse a ellos para los efectos de su regulación canónica. Tales 
son, por citar sólo los principales, la expropiación jurídica, que no reviste 
forma contractual; el hurto y la dammficación, que no son actos jurídicos; 
la renuncia de una donación, herencia o de otra oferta, todavía no acepta- 
da (42), porque, no habiendo ingresado los bienes así renunciados en el 
patrimonio ec'esiástico, su pérdida, o mejor, no adquisición no puede tener: 
carácter enajenatorio. La comfra o adquisición de bienes, cualquiera que 
sea su naturaleza y cuantía, mediante dinero, a no ser que éste se invierta 
en la adquisición de cosas inütiles (43), o el dinero forme un capital esta- 
ble, destinado jurídicamente a un fin determinado: de esto ültimo trataré 
más adelante. No se atiende si el dinero líquido se destina a la adquisición 
de bienes que exceden o no la administración ordinaria, contra lo que afirma 
CORONATA, quien dice: “Alienatio probabilius est habenda consumptio pe- 
cuniae quae fiat ad aloquod opus bonum quod ad ordinariam administra- 
tionem non pertinet, e. g., ad domum erigendam”, etc. (44). En el mismo 
sentido que Coronata se expresa FANFANI, quien dice que una suma nota- 
ble de dinero es, segün la comün estimación, un bien precioso; y, por lo 


(41) WA: S., v. XXXI, a. 1939, p. 266-268. ur à 
(49) Cfr. can. 153, 88 2, 3, y can. 580, 8 2, que en nada, sin embargo, obstan a lo dicho. 


(43) CORONATA, Instit. I. Con., V. I, n. 560, 1.9, ed. 3.2, 1948, Roma; contra FERRARIS, Prompta 


bibl., vox Alienare, art. I, 2. 3 
(44) CORONATA Instit. I. C., ed. 3.2, v. I, n. 560, 1.9 
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mismo, para poder invertir una suma de 30.000 pesetas oro en edificar una 
casa se requiere más probablemente la licencia de la S. Sede (45). 

El pago de las deudas en dinero líguido no es enajenación canónica y 
tampoco lo es si se hace el pago con otro bien cualquiera a falta de dinero, 
porque en este caso aquel otro bien hace las veces del dinero. Pero creemos 
que esta doctrina, comúnmente aceptada, sólo es válida cuando el derecho 
del acreedor recae completamente sobre bienes determinados, sin que al 
deudor le quede opción para cancelar su deuda con unos bienes o con otros; 
pues, si tal opción existiese, Únicamente hay causa justa para solicitar li- 
cencia del superior competente a tenor del.canon 1.532, y dicho superior 
será quien juzgue con qué bienes, preferentemente, conviene satisfacer al 
acreedor de forma que se infiera a la Iglesia el menor daño posible. Los 
autores no van acordes al exponer la doctrina sobre este punto, y suelen 
contentarse con afirmar, genéricamente, que el pago de las deudas no es 
enajenación. Algunos, por el contrario, afirman de modo absoluto que la 
enajenación hecha para saldar una deuda debe sujetarse a las solemnidades 
propias de la enajenación (46). Ciertamente no hay enajenación, por la 
razón ya apuntada, cuando la deuda ha sido declarada por sentencia judi- 
cial, y en la misma se obliga a una persona moral eclesiástica a enajenar 
una clase determinada de bienes. Acerca de la adquisición de deudas, véase 
lo expuesto más arriba. 

Tampoco es un acto de enajenación el prestar dinero, esté o no capi- 
talizado, con tal que se haga en condiciones de seguridad; ésta es simple- 
mente una forma de colocar el dinero. Asimismo, no puede decirse estricta- 
mente que enajena quien recibe en préstamo dinero, aunque sea con la obli- 
gación de pagar un moderado interés; pero debe tenerse presente lo que ya 
se ha dicho sobre la contracción de deudas, observación que a varios autores 
se les ha pasado por alto. 

Acerca del testamento, ya cité en la parte histórica un fragmento de 
las Decretales de Gregorio IX (47), del que algunos canonistas dedujeron 
que el testamento debía considerarse como acto incluído en las leyes ge- 
nerales de la enajenación. Es, en realidad, una forma de transmitir la 
propiedad pero no es una convención jurídica de carácter contractual, ni 
TUE el sentido amplio en el que debe entenderse la enajenación ca- 
nónica. Por otra parte, esta forma de enajenación no es aplicable a los 
bienes eclesiásticos, porque la persona moral a quien éstos pertenecen es de 


(49) FANFANI, De Iure Religiosorum, ed. 9.5, a. 1995 
(46) Bouix, De Regularibus, II, p. 295. 
(47). Cap. 5, X, II, 13. 
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suyo perpetua, y cuando se extingue es el mismo derecho general o particu- 
lar el que dispone de sus bienes. 


Otro caso en el que, según la doctrina antigua que los autores moder- 
nos han aceptado, no hay enajenación de bienes eclesiásticos, aunque a 
primera vista lo parezca, es aquel en que se vende un bien ya ofrecido a 
una entidad eclesiástica, la cual no puede, conforme a su derecho, aceptar 
ese bien; pero puede, en cambio, recibir su equivalente en dinero. El motivo 
de que no exista verdadera enajenación es porque el bien ofrecido no había 
ingresado antes de la venta en el patrimonio eclesiástico (48). Tampoco 
consideraba la doctrina antigua como acto enajenatorio el convertir el 
dinero capitalizado establemente en la construcción de un edificio destinado 
a vivienda de la misma persona jurídica que es la propietaria del capital 
cuando de esa manera la persona jurídica se libra de pagar el alquiler de 
una casa que debería adquirir en arriendo para su habitación o servicios ne- 
cesarios (49). Lo mismo enseña la doctrina moderna, y nosotros creemos 
que el caso concreto debe elevarse a principio general, aplicable a toda 
forma estable, segura y productiva de colocar dinero. Sobre este punto 
volveremos a tratar exprofeso al examinar la cuestión de los títulos fidu- 
clarios. 

Hay circunstancias en que los bienes inmuebles y muebles, aunque pue- 
dan conservarse, representan al dinero circulante, y entonces aquellos bie- 
nes pueden enajenarse, como el mismo dinero líquido, sin las solemnida- 
des canónicas. Uno de los casos en que la hipótesis se verifica tiene lugar 
cuando el dinero se coloca temporalmente en la adquisición de algún bien 
inmueble o mueble, por ejemplo, la compra de un solar, con la intención de 
volverlo a vender a su debido tiempo para recobrar con alguna ganancia el 
dinero. En este supuesto parece que el bien adquirido provisional o tempo- 
ralmente, hasta que se pueda dar al dinero su destino definitivo, puede ena- 
jenarse sin las solemnidades canónicas, aunque debe evitarse toda especie 
de negociación prohibida, que fácilmente se da en este modo de proce- 
der (50). 

Representan también el dinero circulante, rigiéndose por sus leyes en 
cuanto a la enajenación, todos los bienes, sean muebles o inmuebles, cuando 
por la naturaleza del contrato o por la intención del donante están destina- 
dos al sustento u otros servicios cotidianos de una entidad eclesiastica, por 
ejemplo, los bienes que se ofrecen como estipendio de las misas manuales. 


(48) FERRARIS, Prompta bibliotheca, art. IIT, n. 5. 
(49) PELLIZZARIO, Tractatio De Monialibus, cap. 3, n, 64, Romae, a. 1761. ^ 
(50) VROMANT, l. C., n. 281; LARRAONA, Com. pro Religiosis, v. XIII, a. 1932, p. 190. 
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No puede llamarse enajenación la retransmisión de una cosa sobre la 
cual se había adquirido únicamente un derecho temporal o resolutoriamen- 
te condicionado, si la retransmisión se hace efectiva al expiraciel derecho 
imperfecto que se tenía o cuando el derecho ya no podía lícitamente conti- 
nuar ejercitandose, v. g., si se compro una casa con la obligación de devol- 
vérsela al vendedor pasados tres años (51). 

Afirman reiteradamente varios canonistas, así antiguos como moder- 
nos, la existencia de una costumbre legítima, en virtud de la cual están 
autorizados los prelados y superiores para vender los utensilios ordinarios 
que se hacen poco útiles y comprar en su lugar otros de parecido valor, sin 
que para tal enajenación hayan menester de autorización especial (52). 

Para el esclarecimiento más perfecto del concepto de enajenación 
—siempre confuso y de perfiles indeterminados—conviene someter a más 
rigurosa crítica algunas Operaciones económicas cuyo carácter enajenato- 
rio puede ponerse en duda; nos referimos concretamente a las diversas 
formas de colocación del dinero, y más en particular al cambio de colo- 
cación. 

El dinero, en su forma originaria, que es la circulante o la de libre 
disposición, puede gastarse o puede colocarse. Lo primero tiene lugar 
cuando se destruye o se hace donación de él, o se invierte en cosas fungi- 
bles o nada productivas. Lo segundo se realiza cuando se transforma en 
bienes estables, que de por sí no desaparecen ni se destruyen ni pierden su 
valor. Las principales formas de colocación son la transformación del di- 

ero en bienes inmuebles o en bienes muebles que pueden conservarse, la 

conversión en títulos bancarios o cédulas de crédito, y la transformación 
en capital fijo o patrimonio estable, destinado jurídicamente a un fin de- 
terminado (53). 

La primera colocación del dinero libre o liquido en una o en otra forma, 
aunque exceda las atribuciones de la administración ordinaria, no puede 
llamarse enajenación, conforme ya anteriormente hemos dicho; porque si 
el dinero puede gastarse sin limitaciones jurídicas mientras no entrafie ver- 
dadera enajenación, mucho más podrá colocarse sin necesidad de atenerse 
para ello a todas las trabas de la enajenación, aunque a veces, como cuando 
la colocación del dinero se hace por los religiosos o se trata del dinero de 
una fundación piadosa, se requieran especiales solemnidades (cánones 549, 


1.547). 


(51) VROMANT, l. c., n. 280; LARRAONA, l. C., p. 195 
(52) D'ANNIBALE, Summula Theol., MOr., ed. 4.a p 
gregatio Concilii, 12 iulii 1919 (A. A. S, Yo Xin eio UOS DD NR UN 


l. XI, a. 1919, p. 417). 
(53) A. TABERA, Derecho de los Religiosos, n. 165, Ver cone 
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El cambio de colocación del dinero, cuando éste se había transformado 
o colocado ya, permanentemente, en la primera forma indicada, o sea en 
inmueb!es o en bienes muebles que pueden conservarse, constituye el tipo 
más genuino de enajenación y consiguientemente deben observarse las le- 
yes de ésta, conforme anteriormente se ha declarado. 

Respecto del cambio del dinero, cuando se halla colocado en títulos 
bancarios, cédulas de crédito u otras formas parecidas, ni la legislación 
canónica ha sido siempre constante ni la doctrina de los autores es actual- 
mente unánime. La antigua jurisprudencia fué extremadamente rigurosa 
en esta materia, considerando como enajenación o acto equiparado a ella 
toda operación económica que implicara cambio alguno en la colocación de 
los títulos, ya personales, ya innominados o al portador. Preguntada la 
S. Congregación del Concilio si se requería el beneplácito apostólico para 
cambiar los títulos al portador en otros títulos o valores, aunque inmue- 
bles, respondió el 17 de febrero de 1906: “Affirmative, excepto casu in- 
gentis necessitatis, in quo periculum sit in mora, et tempus non suppetat 
recurrendi ad S. Sedem, habito tamen in his adiunctis Ordinarii benepla- 
cito, et sub lege ut permutatio fiat in titulis quam maxime tutis” (54). 

El Código ha mitigado este rigor, pues el canon 1.539, $ 2, concede 
a todos los administradores, con el asentimiento del Ordinario, del Con- 
sejo diocesano de administración y de los demás a quienes interesa, cambiar 
los títulos al portador por otros más o, por lo menos, tan productivos y se- 
guros, excluída toda clase de negociación o de mercantilismo, El ca- 
non 533, $ 2, manda, al hablar de los religiosos, que para todo cambio 
de colocación del dinero se observen las normas prescritas para la primera 
colocación. 

La doctrina de los autores sobre el cambio de colocación del dinero es 
imprecisa, confusa y poco coherente. El principio más comúnmente admi- 
tido se enuncia así: hay enajenación de bienes cuando se cambia el género 
de la colocación. “Alienat qui ipsum genus collocationis mutat”, dicen 
VERMEERSCH y SCHAEFER (55), y con ellos otros autores de los pocos 
que se han parado a estudiar esta complicada materia. El principio enun- 
ciado, de fácil aplicación cuando se trata de otras formas de colocar el 
dinero, no lo es tanto, ni mucho menos, cuando se refiere al cambio de 
títulos bancarios y otros similares como las acciones y obligaciones de al- 
guna empresa industrial, los valores del Estado, etc. El P. VIDAL (56), 


(54) GASPARRI, Juris Canonici Fontes, vol. VI, p. 833-835. 
(55) VERMEERSCH, l. C., D. 852, 3, SCHAEFER, De Religiosis, ed. 4.2, n. 725. 


(56) WERNZ-VIDAL, Jus. Can., iom. IV, vol. I, n. 759, nota 145. 
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v también el P. LARRAONA, siguen una interpretación de la actual discip!1- 
ud canónica más rígida que otros autores, adhiriéndose al sentido literal 
y obvio de los cánones, especialmente del 1.539. “Sane—dice el P. LARRAO- 
NA, refiriéndose al $ 2 de este canon—, etiam quoad simplices titulos ad la- 
torem exigitur conversio in alios titulos saltem aeque tutos. Aliae com- 
mutationes titulorum ad latores vel in res vel in pecuniam solutam regun- 
tur generalibus regulis circa alienationen, Commutationes autem titulorum 
omnium in iure Religiosorum, si sit nuda mutatio collocationis ita ut post 
mutationem pecunia eodem modo collocata stricte sit, reguntur can. 533, 
$ 2, alioquin sunt verae alienationes" (57). 

El préstamo del dinero a simple interés no lo considera el P. LARRAONA 
como verdadera colocación del dinero, por la que éste se transforma en 
capital estable (58). Por la misma razón, afiadimos nosotros, no hay colo- 
cación permanente o capital estable cuando únicamente se abre una cartilla 
en la Caja de Ahorros o una cuenta corriente. La inversión, pues, de los 
títulos en estas formas de colocación impropia o simple depósito equivale 
a la enajenación de los títulos y se rige por las normas de la enajenación. 

Pero, no obstante de seguir como intérprete una sentencia rigida, ad- 
vierte el P. LARRAONA que la doctrina, con el fin de satisfacer a las actua- 
les necesidades de la vida, tiende prudentemente a suavizar el rigor de la 
vigente legislación. El mismo autor Opina que, en el derecho de los reli- 
giosos, no toda enajenación del dinero estable o estrictamente colocado es 
propia y verdadera enajenación canónica, sino tan sólo aquella que no se 
ordena a otra forma de colocación estable (l. c., p. 192). VROMANT, que 
es otro de los pocos autores modernos que han estudiado con algün dete- 
nimiento esta materia de la enajenación, después de citar el canon 1.539, 
$ 2, anade: "Inde minus adhuc reputatur alienatio, pecuniam ex venditis 
titulis perceptam collocare in bonis immobilibus: puta in aedificiis frugi- 
feris emendis vel aedificandis” (59); cita a seguida otros «casos en que 
puede enajenarse el dinero capitalizado o establemente colocado. El P. RE- 
GATILLO recoge y sintetiza la doctrina de VROMANT, aunque tal vez am- 
pliando el criterio, puesto que afirma, sin ninguna limitación, después de 
alegar el canon 1.539, $ 2: "Hinc commutatio titulorum ad latorem non 
censetur alienatio." Luego compendia así los casos propuestos por Vro- 
mant: "Converti possunt (los títulos al portador) in bona immobilia, fru- 


(57) LARRACNA, l. C., p. 193, nota 638. 


(58) LARRAONA, jM C. Di 192; contra VERMEER 5 i qu 
E , , J » SCH, kk G Tis 852 quien afirma e el dinero 
colocado en títulos al portador puede poner i OR : : i 
a 7 ant p p rse a simple interés, porque el género de colocación 
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gifera emenda vel aedificanda; probabiliter etiam in aedes habitandas, ut 
sic vitentur sumptus locationis: et in aedes reparandas ne corruant; et in 
pecuniam simplici foenori dandam; non in meliorandas aut aes alienum 
exstinguendum" (60). VERMEERsCH, a pesar de haber sentado aquel prin- 
cipio general: "Alienat qui ipsum genus collocationis mutat", dice al ha- 
blar de los títulos al portador: "Constat igitur nunc talem commutationem 
non esse habendam pro vera alienatione" (61). No sabemos si las palabras 
de VERMEERSCH han de referirse únicamente al cambio de los títulos al 
portador en otros títulos productivos y seguros, como dice el canon I.539, 
$ 2, o deben referirse, según la mente del autor, a todo cambio en la colo- 
cación de dichos títulos; creemos que el autor afirma lo segundo, pues a 
renglón seguido añade: "Eritne autem fas permutationes istas generali 
mandato permittere viro laico probo et magis perito? Id licere arbitramur. 
consentientibus personis quae canone 1.532, $ 2, indicantur, et dummodo 
peritus omni specie negotiationis prohibeatur" (ib.). 

Nuestra opinión, en este caso, se inclina a favor de la sentencia más 
amplia y benigna, pero con algunas limitaciones. Creemos que para el cambio 
de la colocación de los títulos al portador, y aun de los títulos personales, 
sea en otros títulos, sea de cualquiera otra forma tan productiva y estable 
como la anterior, no es obligatorio observar las leyes de la enajenación. 
sino tan sólo las de la primera colocación, que unas veces está sujeta a 
normas especiales (cáns. 533, 549, 1.516, $ 2, y 1.547) y otras veces no 
lo está. Tal es la regla que el canon 533, $ 2, establece para los religiosos, 
y el mismo criterio de identificación entre el cambio de colocación y la 
colocación primera juzgamos que debe aplicarse a los demás casos, que- 
dando a salvo el favor otorgado en el canon 1.539, $ 2. La razón por la 
cual el cambio de la colocación de títulos, si se hace en forma tan produc- 
tiva y estable como la anterior, no está sujeta a las leyes de la enajenación | 
es porque de este modo no se altera el género de la colocación o, por lo 
menos, la naturaleza de la colocación misma, que es toda la razón de ser 
de los títulos, ni se exponen a mayor riesgo los bienes eclesiásticos. La 
inversión del dinero en títulos no tiene por objeto la inmediata utilización, 
sino la conservación y la productibilidad del dinero, es decir, su colocación, 
Por esta causa, mientras subsistan las garantías de conservación y productibi- 
lidad, nos mantendremos dentro de la esfera de la colocación, sin pasar al 
campo de la enajenación. Cosa distinta es la permuta de otros bienes muebles 
o inmuebles, que se ordenan a la inmediata utilización de ellos o de sus pro- 

. 


(60) REGATILLO, Instit. I. Can., n. 313, Santander, 1942. 
(61) VERMEERSCH, l. C., n. 861. 
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ductos. Fuera de esto, la colocación del dinero en títulos, aunque se con- 
sidere estable, nunca podrá serlo como la colocación en otras formas; los 
títulos continúan participando de la naturaleza y versatilidad del dinero 
al que representan. Su constante marea de alzas y bajas hace imprescin- 
dible el movimieto rápido de las operaciones, aunque deba evitarse toda 
apariencia de comercio o juego bursátil, y esa movilidad de las Operaciones 
no se compagina con los pesados trámites de la enajenación. Por el con- 
trario, si el cambio de la colocación de los títulos se hiciere definitiva- 
mente en dinero circulante o en bienes fungibles o en otros bienes muebles 
que no puedan fácilmente conservarse, entonces el cambio ya no es simple 
colocación, sino que se equipara a la enajenación. 

La afirmación que hemos asentado acerca del cambio de los títulos, sin 
necesidad de observar las leyes de la enajenación, no contradice a lo pres- 
crito en el canon 1.239, $ 2. Este canon no contiene una norma restrictiva 
por la que se permite únicamente la conversión de los títulos al portador 
en otros títulos sin las solemnidades de la enajenación. Tal norma resul- 
taría un contrasentido jurídico, ya que vendría a restringir en general la 
facultad concedida a los religiosos por el canon 533, $ 2, cuando lo natural 
es que la norma impuesta a los religiosos sea más limitada o por lo menos 
no más amplia que la establecida para los demás. El canon 1.539, $ 2, sin 
determinar .las formas de conversión de los títulos, lo que intenta es con- 
ceder un favor en orden a las solemnidades requeridas, prescribiendo que, 
si la conversión de los titulos se hace precisamente en otros títulos, basta 
que los administradores cumplan los requisitos señalados en este mismo 
canon, sin necesidad de seguir todos los trámites de la enajenación con- 
forme sería preciso hacerlo si la primera colocación del dinero hubiérase 
realizado, permanentemente, en bienes inmuebles o muebles que puedan 
conservarse, y aun sin necesidad de cumplir todos los requisitos de la pri- 
mera colocación, según la regla general, y que tal vez sean más difíciles que 
los prescritos en el canon 1.539, $ 2: 

La tercera forma de colocación del dinero es su destino a un fin per- 
mamente, como puede ser una fundación de Misas o también su acrect- 
miento al capital o patrimonio estable. Esta tercera forma de estabilización 
del dinero debe hacerse jurídicamente, es decir, por quien tenga autoridad 
para ello y con intención claramente manifestada de realizarlo (62). El 
destino, de que ahora hablo, hace que el dinero quede estabilizado, O sea 
que no pueda gastarse y que, además, deba colocarse en forma segura y 


e 
(62) FERRARIS, Prompta bilb., art. I, n. 6, vox Ali il i 
RRAONA, C. p. R., V. XIII, p. 192. , lienare; VROMANT, l. c., n. 980 bis; LA- 
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productiva. Esto se consigue adoptando una de las dos formas de coloca- 
ción anteriormente examinadas, que son la colocación en bienes inmuebles 
o muebles que puedan conservarse productivamete, y la colocación en tí- 
tulos crediticios. Por esta causa, sobre la primera colocación y el cambio 
de colocación del dinero estabilizado en la tercera forma, o sea, por su 
destino, no tenemos que hacer otra cosa sino remitirnos a lo que ya dejamos 
expuesto sobre las dos primeras formas de colocación. 


Artículo IT.—Elementos de la enajenación 


El concepto abstracto de la enajenación como contrato traslaticio de 
bienes o derechos patrimoniales nos ha permitido descubrir su naturaleza 
más íntima y ha sido el hilo conductor que nos ha guiado en la oscura 
y laboriosa investigación de los contratos específicos que caen dentro del 
área conceptual de la enajenación, dándonos así unidad de criterio y una 
norma más científica para su discriminación. : 

Pero la enajenación no es sólo un concepto abstracto, sino que es un 
acto jurídico, y como tal tiene que realizarse y encarnarse revistiéndose 
de elementos concretos, que son el sujeto, el objeto, la causa y la forma. 
"El estudio de estos elementos concretos, aunque sólo en su dimensión cons” 
titutiva, va a ser la materia de la segunda parte de nuestro trabajo—la 
exegética o positiva—, que junto con la síntesis histórica y la exposición 
doctrinal filosófica, ensayadas en la parte primera, podrán dar una visión 
panorámica de este amplísimo e inexplorado tema, que nosotros no pode: 
mos hacer sino delinear, esperando que otra mano más diestra trace y nos 
presente su cuadro completo e iluminado. 

Antes de abordar el estudio de los cuatro elementos que configuran y 
dan ser real a la enajenación canónica, es imprescindible averiguar por qué 
ley ha de regirse la determinación de los predichos elementos, si por la ley 
civil o por la canónica, o por ambas a la vez, y hasta qué punto debe llegar 
su influencia normativa. 

La solución a este básico problema nos la da, y a primera vista sin 
dejar resquicio a la duda, el canon 1.529, que dice así: 

“Quae ius civile in territorio statuit de contractibus tam in genere, quam 
in specie, sive nominatis sive innominatis, et de solutionibus, eadem iure 
canonico in materia ecclesiastica iisdem cum effectibus serventur, nisi 1ur1 
divino contraria sint aut aliud iure canonico caveatur." 

| Este canon, no obstante la forma categórica en que está redactado, no 
resuelve con suficiente claridad todas las cuestiones que pueden suscitarse. 
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“Valde magni momenti est iste canon—dice VERMEERSCH (1l. c., n. 850), 
y lo mismo repite VROMANT (1. c., n. 273)—, et refertus est gravibus con- 
sectariis. Antequam ipso usu et variis declarationibus significatio eius et 
propria vis magis certo innotescant, plura privati interpretis responsa facile 
authenticis explicationibus cedere debebunt." Advertimos, sin embargo, 
que las dificultades que en torno de este canon pueden surgir no son de 
orden especulativo, sino de orden práctico, no son dudas de derecho, sino 
de hecho, que nacen de la dificultad de demostrar si un hecho, circunstancia 
o cualidad cae bajo el imperio de una ley divina o canónica, sea general, 
como un principio de derecho, sea particular, como cualquier ley positiva. 
De existir tal ley divina o canónica, a ella es preciso atenerse primaria- 
mente en materia de contratos, y por lo mismo, en cuanto a la enajenación, 
A falta de dicha norma, debe observarse la ley civil respectiva (can. 1.529). 
A continuación transcribimos algunas prescripciones canónicas que limitan 
el recurso a la legislación civil y, por lo mismo, la aplicación del canon 1.529 
en lo que tiene de norma general. 

El canon 33, $ 2, remite expresamente a la ley civil en lo que mira al 
tiempo para urgir las obligaciones de los contratos, confirmando así el 
precepto general del canon 1.529, pero al mismo tiempo establece una res- 
tricción en orden a la aplicación de este ültimo canon, puesto que dice:* 
“St otra cosa no se ha pactado expresamente." 


En cuanto a la capacidad contractual, y, consiguientemente, de enaje- 
nación, que es, por su trascendencia, uno de los puntos más detalladamente 
regulados por la legislación civil, hallamos una prescripción canónica.que 
es básica sobre la materia y que debe prevalecer siempre contra cualquiera 
ley contraria de los Códigos civiles. Esta prescripción se contiene en el 
canon I.495, $ 2, que dice así: 

"Etiam ecclesiis singularibus aliisque personis moralibus quae ab ec- 
clesiastica auctoritate in iuridicam personam erectae sint, ius est, ad nor- 
mam enn canorum, bona temporalia adquirendi, retinendi et admi 
nistrandi. 


Por este canon, y no por la ley civil, debe regirse la capacidad activa 
y pasiva de las personas morales eclesiásticas para enajenar sus bienes. 

La capacidad contractual de las personas morales, como de las personas 
físicas, independientemente de su reconocimiento por la autoridad civil y 
sin sujeción a las leyes de ella, se proclama también por el canon 1.513 
en lo que respecta a la facultad de disponer de los propios bienes, sea por 
p entre vos, sea por acto mortis causa. En cuanto a las solemnidades 

e estos mismos actos debe observarse la ley civil a tenor del canon 1.529, 
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pero si se trata de últimas voluntades en favor de la Iglesia, el incumpli- 
miento de la ley civil en nada afecta a la validez de acto jurídico. 

La ejecución de voluntades y fideicomisos sobre bienes eclesiásticos, 
enajenados a favor de las causas pias, debe cumplirse de conformidad con 
los cánones 1.515 y 1.516, que frecuentemente no estarán muy en armonía 
con lo preceptuado en la ley civil. Muy particularmente deberá tenerse en 
cuenta lo que sobre la enajenación en general y sobre los diversos con- 
tratos alienatorios en particular establece el Código de Derecho canónico 
en los cánones 1.530-1.543, los cuales excluyen la aplicación de la ley civil 
en todo aquello que a lo prescrito en dichos cánones se oponga. 

Aparte de lo dicho, deberán atenderse, antes que la ley civil, las cos- 
tumbres introducidas con arreglo al derecho canónico, y también el derecho 
particular en todos aquellos casos en que pueda tener vigencia contra una 
ley general a tenor de los cánones 4, 6, 22 y 63, es decir, cuando el derecho 
particular puede prevaler contra la fuerza obligatoria del canon 1.529. 


Aun nos resta dilucidar otro punto acerca de la ley que debe aplicarse 
en la enajenación de los bienes eclesiásticos. Sobre la enajenación hay 
normas canónicas generales (cáns. 1.530-1.534) y normas particulares que 
se refieren a cada uno de los principales contratos enajenatorios (cáno- 
nes 1.535-1.543). Acerca de los contratos enajenatorios que no se men- 
cionan O no se especifican en nuestro derecho la solución es clara: deben 
observarse tan sólo las normas generales canónicas. Pero en lo tocante a 
los contratos o formas de enajenación que expresamente se mencionan en 
nuestro Código, y acerca de los cuales se prescriben normas particulares, 
ocurre preguntar si, además de estas normas particulares, deben observar- 
se las comunes. 

VERMEERSCH (63), al hablar de la extensión de las solemnidades de la 
enajenación propiamente dicha a otros contratos similares (can. 1.533), hace 
esta observación: "Contractus hic attendendi sunt de quibus in canonibus 
sequentibus non ponuntur regulae peculiares: Ne bis in idema aN ROS 
MANT (64), al tratar del comodato o préstamo, dice: “Cum hic contrac- 
tus minus sit periculosus, Codex id unum specialiter cavet, ne res sacrae 
commodentur ad usum qui earumdem naturae repugnet.” Aunque no lo 
dice con suficiente claridad, parece encubrirse en estas palabras de VRo- 
MANT el mismo pensamiento de VERMEERSCH, es decir, que sobre los con- 
tratos particulares de los que habla el Código basta cumplir las normas 
particulares para cada uno de ellos establecidas. Nuestra opinión sobre 


(63) VERMEERSCH, 1. C., II, n. 855. 
(64) WROMANT, l. C., n. 328. 
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este punto es muy diferente. Creemos que primeramente deben aplicarse 
a cada contrato enajenatorio en particular las normas propias de él; pero 
esto en manera alguna excusa de la obligación de cumplir las prescripciones 
canónicas sobre la causa y la licencia, así como también las demás leyes 
generales de la enajenación que sean compatibles con las particulares y 
que puedan adaptarse a la naturaleza de cada uno de los contratos. Esta 
adaptación es viable, aunque en algún caso no esté exenta de dificultad 
y.a veces ni siquiera pueda o convenga que se realice íntegramente (65). 

1. Sujeto —Existe la enajenación de bienes eclesiásticos cuando se 
transmite un bien económico o el derecho a él de una persona moral ecle- 
siástica, esté o no reconocida en el fuero civil, a una persona física o a 
otra persona moral no eclesiástica; en ambos casos el bien que se trans- 
mite pierde su carácter eclesiástico. Existe igualmente verdadera enajena- 
ción, a la que deben aplicarse todas las prescripciones canónicas del tí- 
tulo 29, cuando un bien económico pasa del dominio de una persona moral 
eclesiástica a otra también eclesiástica, pero en este caso no se cambia la 
naturaleza del bien eclesiástico (66). 

No hay ciertamente obligación de aplicar las normas canónicas de la 
enajenación al traspaso de bienes que se hace dentro de un mismo Instituto 
religioso, cuyos miembros están unidos por vínculos jurídicos. Esta ex- 
cepción comprende a todos los organismos (religión, provincia, casa) de 
los Institutos religiosos centralizados, pero se duda si la misma excepción 
puede aplicarse a los distintos organismos de los Institutos religiosos no 
centralizados, o sea a las Congregaciones monásticas. Lo afirman común- 
mente los autores (67), y creemos que con toda razón. Por el contrario 
entre dos Congregaciones monásticas, aunque constituyan una misma Con- 
federación, deben cumplirse las normas canónicas sobre la enajenación 
como entre diversos Institutos religiosos. 

Para comprender mejor la excepción establecida a favor de los diversos 
organismos de un mismo Instituto religioso, pueden hacerse dos hipó- 
tesis, fundadas en el canon 531, y en ambas se llega a la misma con- 
clusion. Es la primera aquella en que, según la excepción contenida en el 
SORE la capacidad económica está de tal forma limitada por el dere- 
cho particular, en cuanto a los efectos de orden interno, que puede decirse 
que la propiedad es común, aunque los bienes estén inmediatamente ads- 
critos a una determinada entidad. En este caso es indudable que no hay 


(65) BERUTTI, Instit. Iuris Can., vol. IV, n. 184, p. 511, Taurini-Romae, 1940 


(66) PIRHING, Ius Canonicum, tom. IM, lib Ill i 
2 tom. TIT, lib. TIT, tit, ; iling : 
WERNZ-VIDAL, Jus Can., tom. IV, De rebus, vol. II, n. yee are a ss MR e 


(67) SCHAFFER, De Religiosis, ed. 4.4, n. 798. C 
"x . y 4 * z 0 y E d ^ - A 
De Religiosis, n. 36, V. RONATA, Inst. I. C., v. I, n. 560; GOYENECHE, 
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enajenación en sentido canónico. Aun en el supuesto general de que la 
capacidad de los organismos integrantes de la religión no se halle res- 
tringida por el derecho particular, los organismos que, según el canon 531, 
son capaces de poseer y administrar no pueden considerarse plenamente 
independientes los unos de los otros, sino íntimamente vinculados entre 
sí por ser partes de una entidad total y por la obligación que tienen 
de auxiliarse mutuamente, aunque cada persona moral responda de sus 
propias Obligaciones (can. 536, $ 1). Esta relación jurídica y la mutua 
ayuda que, siquiera como imperativo del derecho particular y de la cari- 
dad, deben prestarse frecuentemente unos organismos a otros, en particu- 
lar los superiores a los subalternos, hace del todo improcedente e imprac- 
ticable el aplicar a la transmisión de bienes entre ellos las leyes canónicas 
de la enajenación. 

Las personas jurídicas eclesiásticas están obligadas a cumplir las leyes 
canónicas acerca de la enajenación de bienes aun cuando no tengan sobre 
ellos nada más que el condominio juntamente con otras personas físicas 
o con personas jurídicas no eclesiásticas; pero la licencia y demás solem- 
nidades requeridas en estos casos serán aquellas que correspondan a la 
cuantía de bienes que, hecha la división, puede calcularse corresponderían 
a la persona real eclesiástica, no las que habrían de ser necesarias consi- 
derada la cuantía total de los bienes poseídos en común. Asimismo, están 
sujetas a la legislación canónica las personas jurídicas eclesiásticas cuando 
se trata de enajenar efectivamente sus propios bienes, que tienen colocados 
en una sociedad anónima o en otra sociedad que según la ley civil es con- 
siderada como única propietaria. Pero en ambos casos la obligación de 
observar las prescripciones canónicas se actúa únicamente cuando su con- 
sentimiento, de acuerdo con la ley civil, puede influir decisivamente en 
orden a impedir o realizar la enajenación de los bienes que les corres- 
ponden (68). 

2, Objeto —La doctrina de los antiguos canonistas no fué clara ni 
constante al determinar el objeto de la enajenación prohibida por el dere- 
cho de la Iglesia. La regla comúnmente aceptada en los últimos siglos es 
la que FERRARIS expresa con estas palabras: “Alienari prohibentur im- 
mobilia, et pretiosa mobilia Deo dicata" (69). Pero los autores no con- 
vienen al explicar este principio. Generalmente comprenden en la prohibi- 
ción todos los bienes preciosos aunque no estén dedicados al culto divino, 
entendiendo por bienes preciosos los que exceden el valor de 26 escudos. 


(68) REGATILLO, Inst. Iur. Can., II, n. 306. 
(69) FERRARIS, Prompta bibl., vox Alienare, art. I, n. 3. 
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de oro, equivalentes a unas 130 pesetas. PIRHING, sin embargo, llega a 
- afirmar que los cánones que prohiben la enajenación de los bienes ecle- 
siásticos parece que hablan tan sólo de los bienes inmuebles, no de los 
bienes muebles (70). 

El derecho canónico vigente es más explícito. Según él, está sometida 
a leyes restrictivas la enajenación de todo bien eclesiástico, sea inmueble, 
sea mueble, con tal que material y jurídicamente pueda conservarse. Las 
reliquias insignes o las imágenes preciosas, e igualmente otras reliquias 
o imágenes que sean honradas con especial veneración, no pueden enaje- 
narse válidamente sin permiso de la Sede Apostólica (can. 1.281, $ XE 
No obligan en este caso las demás leyes sobre la enajenación, ni sin la 
licencia de la Santa Sede bastan nunca. Lo dicho acerca de las imágenes 
preciosas o de las que son objeto de especial culto debe aplicarse también 
a los exvotos (donaria votiva). Deben cumplirse las condiciones impuestas 
por el donante, y en estas condiciones se presume que ha de contarse la 
de que el objeto dedicado al culto divino no sea enajenado sin licencia de 
la Santa Sede (71). 

Es frecuente que los autores se entretengan en determinar qué bienes 
son muebles o inmuebles y cuándo, siendo por su naturaleza de una clase, 
jurídicamente pertenecen a otra. Pero, dada la generalidad de la prescrip- 
ción canónica, es ésta una cuestión que como regla exegética, y tal es 
el valor que quiere dársele, no interesa, sino en cuanto se relaciona con 
el dinero, que unas veces se considera estable y otras no lo es. Lo único 
que al efecto de determinar el objeto de la enajenación regulada por el 
. Código necesitamos averiguar es si las cosas pueden conservarse, y, tra- 
tándose de dinero, cuándo es líquido o circulante y cuándo es fijo o capi- 
talizado. También es preciso conocer si algunos bienes, muebles o inmue- 
bles, tienen como única razón o finalidad específica el representar y sustituir 
al dinero libre o circulante. 

Al hablar anteriormente de los diversos actos jurídicos que vienen 
comprendidos bajo el concepto de enajenación canónica, hemos tenido ne- 
cesariamente que referirnos de rechazo al objeto de la enajenación, del 
cual ahora es menester ocuparnos directamente en forma genérica, aunque 
para ello, por exigencias del orden y de la claridad, sea preciso repetir 
alguna idea. i 

_ No son objeto de la enajenación que el Código somete a normas res- 
trictivas los bienes que jurídica o útilmente no pueden conservarse, “quae 


(70) PrRHING, Jus Canonicum, lib. III, tit. XIII : 
> o e : QU e > Section, j 
(71) S. Congr. Conc., 12 iulii 1919; A. A. S., vol. XI, a. Tort 416-419 
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servando servari non. possunt”, según la clásica expresión tomada de la 
Constitución “Ambitiosae”, de Paulo II. Esto puede acontecer o porque 
hay obligación de transferir algunos bienes a otros; o porque hay bienes 
que se destruyen con el uso, aunque no sea el primero; o porque en razón 
de su misma naturaleza y destino se hallan ordenados al uso cotidiano 
o al intercambio; o porque de hecho, en su actual estado, no reportan nin- 
guna utilidad. Suelen aducirse como ejemplos los alimentos, los vestidos, 
muchos utensilios ordinarios, los animales considerados separadamente cada 
uno de ellos, no como conjunto, v. gr., un rebaño, el cual puede conser- 
varse; los productos de los animales, los de la tierra y también los indus- 
triales que se destinan al sustento de la vida. El cómputo antiguo acerca 
de las cosas que no pueden conservarse era más limitado y algunos lo 
definian con un criterio matematico. Así decía FERRARIS: “Et pro bonis 
quae servando servari non possunt intelliguntur illae res mobiles, quae non 
durant triennio, vel quae usu consummuntur, et non fructificant” (72). 

En el mismo género de bienes consuntibles debe colocarse el dinero 
libre o circulante, que, por consiguiente, según queda dicho, no está sujeto 
a las solemnidades exigidas por el derecho canónico para la enajenación. 
Participan de la naturaleza del dinero circulante, que útilmente no puede 
conservarse, y se rigen por sus mismas leyes todos aquellos bienes, sean 
por su naturaleza muebles o inmuebles, que legítima y concretamente no 
tienen otra finalidad sino la de representar y hacer las funciones del dimero 
circulante. Una aplicación de esta doctrina puede darse en el siguiente caso 
hipotético que más de una vez se realiza. Una Comunidad religiosa recibe 
un donativo para atender a sus propias cotidianas necesidades o con la 
obligación de celebrar cierto número de misas en un plazo prefijado. El 
Superior legítimo coloca temporalmente ese dinero en la adquisición de 
una casa con el propósito de volverla a vender, recobrando con algún au- 
mento el capital cuando el destino señalado por el donante haya de cum- 
plirse. La adquisición de la finca no constituye en este caso un fin estable, 
sino un modo de conservar y acrecentar el dinero líquido y de poder rea- 
lizar con toda garantía el fin ulterior a que el dinero se destina; es decir, que 
en este caso el inmueble representa y hace las veces de dinero circulante. 
Por esta causa la finca es un bien que jurídicamente no puede conservarse, 
y, por lo tanto, no parece que esté sujeto a las leyes que limitan el derecho 


de enajenación (73). 


(72) Ferraris, Prompta bibl., VOX Atienare, arte LIT, my 15. 
(73)' VROMANT, l. C., n. 281. 
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Equipáranse también al dinero circulante y hacen sus veces, rigiéndose 
por sus mismas normas en cuanto a la enajenación, los bienes de cualquier 
clase que tienen que darse en pago de una deuda cuando tales bienes, con- 
cretamente, están afectados por la obligación; asi como también los bienes 
que se adquirieron bajo condición de transferirlos a otros, ya directa- 
mente, ya mediante su previa conversión en dinero o su permuta en otros 
bienes: la razón es la misma, porque estos bienes no pueden jurídicamente 
conservarse. 

Entre los bienes que, si bien jurídicamente pueden conservarse, no pueden 
conservarse útilmente, cabría enumerar, en algún caso excepcional, los 
mismos bienes inmuebles, por ejemplo, una finca completamente baldia. 
Ya expuse, en la parte histórica, cómo en el derecho antiguo se excep- 
tuaban de las solemnidades prescritas para la enajenación las tierras o vi- 
ñas muy pequeñas o poco útiles (“terrulas aut vineolas exiguas"). Actual- 
mente estos bienes, como cualquier otro, no pueden considerarse excep- 
tuados de las prescripciones canónicas restrictivas sino en cuanto que to- 
talmente carezcan de valor. Si lo tienen, aunque mínimo, debe cumplirse 
el canon 1.532, $ 2, el cual excusa de toda solemnidad que no sea la licencia 
del Ordinario del lugar con el consentimiento de aquellos a quienes inte- 
rese, cuando el valor es insignificante. Debe también atenderse la legítima 
costumbre que puede autorizar la licencia tácita y aun hacerla innecesaria. 


Hemos clasificado el dinero circulante entre los bienes que no pueden 
conservarse, porque únicamente vale en cuanto está destinado a la adqui- 
sición de otros bienes. No puede aseverarse lo mismo del dinero estable 
o capitalizado en cua'quiera de las tres formas ya explicadas. El dinero 
así capitalizado o convertido en patrimonio estable puede y debe conser- 
varse; por lo cual su enajenación, aunque al realizarla únicamente se trans- 
forme el capital y no se pierda su valor equivalente, tiene que ajustarse 
a las prescripciones canónicas sobre la materia. Sin embargo, acerca del 


dinero capitalizado en títulos de crédito, debe tenerse en cuenta lo que más 
arriba dejamos expuesto. , 


Los bienes que pertenecen a una persona moral eclesiástica no pierden 
su carácter de bienes eclesiásticos, y por ende no puede sustraerse a las 
prescripciones canónicas sobre la enajenación, aun cuando por el hecho de 
no ser reconocidas en el fuero civil las personas morales.eclesiásticas, en 
Eno tales, éstas deban figurar ante la ley civil como sociedades civiles. 
Lo dicho vale aun en el caso de que el recurso o adaptación a la ley civil 
se haga con licencia expresa de la S. Sede, la cual no es necesaria puesto 
que el Código no prohibe, antes bien aconseja positivamente 5 varios 
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casos que la administración de los bienes eclesiásticos se lleve en forma 
válida ante la ley civil (canon 1.513). 

3. Causa justa.—Estos mismos términos se usaban en el derecho 
antiguo y abarcaban tres causas: la necesidad de la Iglesia, su utilidad 
manifiesta y la piedad, que comprendía las obras destinadas al culto divino 
y las de beneficencia cristiana. A veces se añadía otra cuarta causa, la 
incomodidad o menor utilidad; pero advertian los autores que esta cuarta 
causa se reducía a la segunda (74). Nuestro Código exige las mismas 
causas para la enajenación de los bienes eclesiásticos, expresándolas así: 
“Tusta causa, idest urgens necessitas, vel evidens utilitas Ecclesiae, vel 
pietas" (canon 1.530, $ 1, 2.”. 

La existencia de la causa justa requiérese para la validez de la enajena- 
ción, a no ser que intervenga eficazmente la autoridad del R. Pontífice. 
Cuando la intervención de la S. Sede se efectúa por medio de rescripto, 
deben tenerse en cuenta las leyes canónicas sobre esta materia, particular- 
mente en lo concerniente a la verdad de las preces. Si después de cumplidas 
todas las solemnidades requeridas para la enajenación surgiere alguna duda 
acerca de la suficiencia de la causa, debe presumirse suficiente. 

4. Solemmdades.—Quedan reseñadas en la parte histórica de este 
estudio las solemnidades requeridas en el derecho antiguo, principalmente 
en lo tocante a la licencia del legítimo superior y al consentimiento o con- 


„sejo de diversas personas que el mismo superior debía requerir. El nuevo 


Código ha reorganizado integramente la legislación sobre este punto, que 


“es el que más detalladamente expone y casi el único estudiado ampliamente 


por los tratadistas, más atentos hasta el presente, en esta ‘materia como 
en tantas otras, a hacer la exégesis de los preceptos canónicos que a elabo- 
rar conceptos generales y levantar construcciones sistemáticas. Como nues- 
tro intento, no obstante su notoria insuficiencia, es diametralmente diverso, 
y por otra parte nuestro trabajo ha colmado ya, quizá con exceso, los 
límites espaciales que teníamos marcados, desistimos de exponer esta ma- 
teria, limitándonos a una simple enumeración de las solemnidades canónicas. 

Fuera de la causa que el Código considera entre los requisitos y los 
autores suelen englobar impropiamente entre las solemnidades, he aquí 
las solemnidades propiamente dichas que son necesarias, según el Código. 
para la enajenación; de estas solemnidades unas se requieren para la vali- 
dez y otras sólo para la licitud: 1.) Tasación de la cosa por peritos hon- 
rados hecha por escrito. No debe enajenarse la cosa por un precio inferior 


(74) REIFFENSTUEL, Jus Can. Univ., tom. III, lib. III, tit. XJ11, §, 11, Dn. 18-22. 
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al señalado en la tasación. 2.*) Licencia del superior legítimo sin la cual 
es inválida la enajenación. 3.°) La enajenación debe hacerse en pública 
subasta, o por lo menos se ha de divulgar, siempre que las circunstancias 
no aconsejen lo contrario; y se entregará la cosa a quienes, bien mirado 
todo, hayan ofrecido más por ella. 4.*) El dinero procedente de la enajena- 
ción se ha de colocar en beneficio de la Iglesia, con cautela y en forma 
segura y productiva. 5.') Tampoco se omitirán otras diligencias oportunas 
que el superior competente cuidará de prescribir, según las diversas cir- 
cunstancias para evitar daños a la Iglesia (cánones 1.530, 1.531, 1.532). 

Por las razones anteriormente indicadas, omitimos también el tratar 
de los remedios jurídicos contra la enajenación ilegal, de la que habla el 
Código en el canon 1.534, y de las penas de las que trata en el canon 2.347. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. ME! 


Catedrático en Ja Universidad Pontificia de Salamanca 
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LA IGLESIA Y LA LEGISLACION 
DE BENEFICENCIA 


En el estudio de esta ponencia me propongo bosquejar, para mayor 
claridad: I) el concepto de beneficencia; IT) su legitimidad; IIT) sus cla- 
ses; IV) su historia; V) su constitución en el Esado; VI) las relaciones 
de la Iglesia y el Estado en orden a la beneficencia. 


I. CONCEPTO. 

La “beneficencia”, tomada en en su concepto más amplio, procede de 
la palabra latina "bene facere" — hacer bien, y significa: “el deber mo- 
ral que tiene el hombre de hacer bien a sus semejantes en proporción a 
los medios de que disponga". Para el cristiano, ese deber moral: 

a) se funda en el mandamiento divino de amor al prójimo y en el 
precepto evangélico de la caridad; 

b) hace relación a la satisfacción de todas las necesidades humanas, 
tanto del alma como del cuerpo, de aquellos que no tengan medios para 
satisfacerlas ; 

C) y se dirige unas veces al entendimiento (enseñanza gratuita), otras 
a la voluntad (consejos, correcciones), otras al sentimiento (consuelos) y 
otras a las necesidades materiales (alimentos, vestidos, habitación, cura- 
ción de enfermedades). 

En su acepción más restringida, consiste principalmente "en el cuidado 
y socorro de los indigentes", entendiendo por éstos a los que carecen de 
recursos propios, necesitando el auxilio ajeno para mantenerse. 


II. LEGITIMIDAD. 

La sociedad se halla de hecho constituida por dos clases de indivi- 
duos: los que por su trabajo o el de sus ascendientes (herencia) tienen lo 
suficiente para satisfacer sus necesidades esenciales, y los que no lo tie- 
nen. Estos deben su situación a causas de orden diferente, que han llega- 
do a clasificar la indigencia en “merecida o inmerecida”: la ociosidad, la 
vagancia, la disipación o el despilfarro, etc., dan lugar a la primera; la 
falta de trabajo, la insuficiencia del salario, las cargas de familia, las 
enfermedades, la vejez, la orfandad, etc., originan la segunda. El estu- 
dio de estas causas y de sus remedios pertenece a la sociología y se indican 
aquí como productoras de la indigencia, la que, a su vez, da lugar a la 
“beneficencia”, que tiene por misión atenuarla, disminuyendo sus efectos. 
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La “beneficencia” así entendida, como un deber moral de los ricos 
para con los pobres, ha sido admitida por la moral y religión de todos los 
pueblos, y el cristianismo ha hecho más: ha hecho de ese deber moral una 
virtud, la de la caridad, que ha colocado entre las virtudes teologales. 

Sin embargo, no han faltado, en los últimos tiempos, economistas y so- 
ciólogos que la reputen inútil, ineficaz y nociva. 

a) Es imútil, dicen, porque los males que intenta curar la beneficencia 
se evitan por la previsión y el ahorro, cuya virtud desaparece ante la segu- 
ridad o esperanza de recibir el día de mañana el socorro de la beneficencia. 
A lo que la recta razón responde: 1) que hay personas que de sus miseros 
sueldos nada pueden ahorrar; 2) que existen otras que se han visto obli- 
gadas a consumir sus ahorros en atender casos imprevistos; 3) que, aparte 
de los casos individuales como vejez, orfandad, enfermedades largas y cor- 
tas, etc., existen otros, como la epidemia, las inundaciones, los terremotos, 
las guerras, las depresiones económicas de los pueblos, las repentinas y 
profundas desvalorizaciones de! signo monetario, etc., contra las cuales, por 
su carácter general, nada puede la previsión; 4) que la seguridad o espe- 
ranza del socorro benéfico tan sólo podría darla, a lo sumo, la beneficencia 
legal, y ésta tan sólo llegó a establecerse en algunos pueblos, que pronto 
la abandonaron, y sin que mientras existió, llegara el socorro a todos los 
indigentes, se repartiera con equidad entre los socorridos, y lograra reme- 
diar sus miserias; 5) y que en último lugar, la beneficencia, cristianamente 
entendida, ha de procurar unir al socorro material, aquel otro socorro mo- 
ral que dignifique y eleve los sentimientos y virtudes del socorrido. 

b) Es meficaz, añaden, porque la beneficencia no puede curar el mal 
de la indigencia, ya que, a pesar de ella, los pobres continüan siendo po- 
bres, se constituyen en profesionales de la misma, y convierten ta indigen- 
cia en “hereditaria” en lugar de salir de la misma. Y algo hay de verdad en 
esa observación; pero, por casos singulares de quienes abusaron de la be- 
neficencia, no debe concluirse que la beneficencia general debe ser proscrita : 
a lo sumo, debiera tenerse en cuenta para la beneficencia a domicilio, dada en 
metálico, y a cierta clase de pobres viciosos y holgazanes; mas no para la 
que ne Baie el socorro en especie a enfermos y en centros cerrados, como 
hospitales y hospicios. 

c) Es nociva, prosiguen, porque: 1) la beneficencia o caridad “debilita 
afro de de crisis avvia y alts to ea 

: e la especie (Darwin), en virtud de la 
cual, deben ir desapareciendo de la Humanidad los seres infradotados,. 
anormales, importunos y débiles en cualquier manifestación de la raza; 


1 — 230 — 


A 


LA IGLESIA Y LA LEGISLACION DE BENEFICENCIA 


3) a fin de evitar, por otra parte, “una reserva de sufrimientos para las 
generaciones futuras" (Spencer-Molinari); 4) debiera substituirse la benefi. 
cencia por “una justicia reparadora y contractual”, en la que la sociedad dé a 
cada uno lo suyo y a todos lo suficiente para la vida. A lo que se contesta que 
ni la bárbara teoría de los evolucionistas puede admitirse, aparte de que consi- 
dera el remedio del mal como causa del mismo mal que remedia; ni la jus- 
ticia reparadora y contractual es de aplicación práctica, porque carecería 
de base sólida y de toda sanción. También la sociología cristiana proclama 
la justicia como base fundamental de una sociedad bien organizada; pero 
teniendo en cuenta las deficiencias humanas y las imperfecciones que siem- 
pre han de existir en la recta aplicación de la justicia, proclama el reinado 
de la caridad como natural complemento de la justicia social. 


III. Cases. 

La beneficencia se clasifica: 

A.—Atendiendo a la forma como el socorro se otorga, en “abierta” 
y “cerrada”, según que el socorro se entregue aisladamente a cada indi- 
viduo o familia, o se ejerza dentro de establecimientos especiales, como 
asilos, hospitales, manicomios, etc., en los que vivan todos los socorridos 
que se admitan. 

B.—Atendiendo a la persona que la ejerce y titulo en que la funda, se 
divide en: “privada”, a cargo de los particulares y fundada en la exclusiva 
caridad de los mismos, y “oficial”, a cargo del Estado. 

La “oficial” se llama: a) “legal”, si el Estado la ejerce como un deber 
legal y absoluto que se ha impuesto de socorrer a todos los indigentes, a 
los que se da derecho al socorro reconocido en la ley; b) y se llama “ públi- 
ca” si el Estado la ejerce de hecho, pero sin asumirla como un deber legal 
al que corresponda en el indigente derecho alguno a reclamarla. 


IV. HISTORIA. 
La beneficencia, practicada en una forma o en otra, por unos mis- 
mos o diversos motivos, se halla en todos los tiempos y en todos los pue- 
blos de la Humanidad, como era lógico que así sucediera, DOR siempre 
han existido los pobres conforme a la frase del Divino Redentor "pauperes 


"e ; t ; | ue 
semper habebitis vobiscum”, siempre habra pobres entre vosotros, y p 


que nuestro corazón no ha sido hecho para el odio, sino para el amor. - 
Sin embargo, circunscribiremos la historia de la beneficencia, a los 
pueblos de la antigüedad clásica, al pueblo judio antes de la venida del 
Divino Redentor, a las primitivas comunidades cristianas, a la Iglesia 
después del Edicto de Constantino, a la época moderna y a Espafia; y esa 
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historia, que como en todo es maestra de la vida, nos enseñará con elo 
cuencia soberana cuál es en derecho la postura de la Iglesia frente a cual. 
quier legislación civil de beneficencia. 

A. En Grecia aparece claramente la beneficencia, en el auxilio que el 
Estado presta a los mutilados de guerra, a los inválidos del trabajo, a los 
hijos de los muertos en campaña y a los soldados heridos; en el estable- - 
cimiento de baños públicos como lugares de defensa contra el frío, y en 
la creación de un sinnúmero de sociedades privadas de préstamo a los ne- 
cesitados y de asistencia médica a los pobres. Los recursos para el soste- 
nimiento de esa beneficencia los recaba de los juegos y espectáculos pú- 
blicos. 

B. En Roma se imita el ejemplo de Grecia y adquiere un carácter más 
universalista la beneficencia por medio de las leyes Octavia y Clodia, la 
primera de las cuales establece que a los pobres se repartan distribuciones 
regulares de trigo a precio reducido, y la segunda ordena que dicha dis- 
tribución les sea entregada gratuitamente; vienen después otras leyes re- 
gulando la alimentación y vestido de los pobres y creando los llamados 
“quaestores”, praefecti y “procuratores alimentorum". 

Sin embargo, esa beneficencia de los pueblos paganos no era motivada 
por miras de amor al menesteroso, sino por móviles de política interior 
(evitar revueltas, aplacar motines populares, sostener a una dinastía, etc.). 
Pues aun en los períodos más brillantes de la civilización pagana, el es- 
clavo, el niño, el débil, son sacrificados en los libros de sus filósofos como 
en la sociedad en que viven: "La ciudad—dicen—no debe conservar, el 
médico no debe cuidar más que a aquellos que tienen probabilidad de ad- 
quirir el vigor físico o de recobrar todas sus fuerzas... La República no 
tiene necesidad de enfermos, y la ciudad no debe sufrir que haya en ella 
miembros parásitos, ni dejarse deshonrar por la mendicidad.” La ley de 
esas civilizaciones era el egoísmo elevado a la altura de principio, y que 
exigía con frecuencia sacrificios individuales en aras de la ciudad; y la 
ciudad no la constituían la masa o mayor parte de sus moradores, sino los 
ciudadanos, o sea una pequeña aristocracia; y en todo caso la ley prohibía 
a los sentimientos generosos traspasar los límites de la ciudad. Por lo de- 
más, aquella beneficencia era rudimentaria e inorgánica, el socorro que 
proporcionaba era insuficiente para alimentar a un hombre, en su distribu- 


ción se vela la ausencia de la inteligencia y de la voluntad, y los repartos 


de tierras y de trigo no eran sino medidas políticas o económicas. 
C. En el pueblo judío es donde la beneficencia aparece por vez pri- 
mera con carácter oficial vinculada a la religión y al régimen del pueblo 
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La organización singular del pueblo judio considera la tierra que tiene 
como una posesión y un préstamo que ha recibido de Dios: en su consé- 
cuencia, dispone que cada cincuenta años se celebre un jubileo en el que ha 
de tener lugar una especie de igualación de las fortunas, reglamenta los 
salarios, fija los deberes de los que emplean jornaleros, regula la benefi- 
cencia y procura evitar por todos los medios la mendicidad; ordena que en 
el momento de la recolección o de la vendimia, en ciertas fiestas, cada 
siete y cada cincuenta años, se ha de reservar una parte para los indigen- 
tes. Al mismo tiempo estimula la caridad privada, que es considerada 
como virtud en la Ley mosaica; la Biblia la recuerda en todos sus libros; 
se menciona frecuentemente a la viuda y al huérfano, y el pobre, cual- 
quiera que sea, es recomendado a la caridad de sus hermanos. De tal ma- 
nera está unida la beneficencia a la religión que en la puerta del templo 
de Jerusalén se halla colocado un cepillo, que es donde Jesús vió a aquella 
pobre viuda depositar el denario, limosna más preciosa a su Corazón Di- 
‘vino que las más espléndidas ofrendas de los ricos. Sin embargo, la bene- 
ficencia en este pueblo es singularmente racista, pues no atiende sino al 
judío de raza y de ella era excluido el pecador, a diferencia de la Ley cris- 
tiana, que mira a todos como hermanos, hijos de un mismo Padre, y sigue 
el ejemplo del Señor, que dijo: “Yo no he venido para los justos sino para 
los pecadores.” 

D. En las primitivas comunidades cristianas.—E] cristianismo revis- 
tió la beneficencia del verdadero espíritu religioso, considerando la limosna 
como agradable a Dios y ejerciendo la caridad como un fin en sí misma. 
Su máxima era la de “hacerse toda para todos”, y con admirable claridad 
y precisión, la caridad cristiana, se aplica desde los tiempos apostólicos a 
remediar todas las necesidades, todas las miserias, como si se hubiese tra- 
zado previamente un plan de conjunto y le hubiese realizado plenamente 
después; es previsora porque ama, y socorre eficazmente las necesidades 
porque la verdadera caridad, lo mismo que la fe sincera, es activa. Basta 
leer las Actas de los Apóstoles y las Constituciones Apostólicas para darse 
cuenta que la Igesia tuvo desde un principio una percepción clara de los 
deberes de la caridad, y de que ésta virtud ha ocupado siempre uno de los 
primeros lugares entre las preocupaciones de los discípulos del Maestro, que 
dijo: “Aquel que haya dado un solo vaso de agua en mi nombre, no que- 
dará sin recompensa.” Cuando San Pablo se presenta por vez primera a los 
Apóstoles de la Iglesia de Jerusalén, éstos, después de haber comprobado 
los títulos que tenía para merecer su confianza, le admiten en su sociedad 
para evangelizar a los gentiles, “con la única obligación de que no olvidara 
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a los pobres”. Y no hay, en efecto, ninguna Epístola de San Pablo que no 
contenga frecuentes 'alusiones a la caridad de los fieles oa la de la Iglesia, 
y exhortaciones a la práctica de esa virtud. Las “Primitivas comunidades 
cristianas? se organizan teniendo por base la comunidad. de bienes y por 
principio la pobreza voluntaria; los fieles poseedores de bienes los presen- 
taban a los Apóstoles para que de sus frutos se sostuviera la gran familia: 
tan perfecta era en aquellas primitivas comunidades cristianas la práctica 
de la verdadera beneficencia, que Tertuliano pudo escribir, “omnia indis- 
creta sunt apud nos praeter uxores": cuando una iglesia no se basta a sos- 
tenerse a sí misma, se organizan y celebran en su favor "ágapes" y otras 
“colectas” extraordinarias en las iglesias vecinas. Y el régimen de “dona- 
ciones", *ágapes" y “colectas” se generaliza en aquellas primitivas comuni- 
dades de cristianos con destino muy variado, que abarca cuanto puede com- 
prender la esfera de la beneficencia, a saber: 

1. La difusión de la palabra divina y la propagación de la salvación 
del género humano por la verdad. 

2. El sostenimiento del culto y clero, ordenándose que a los sacerdo- 
tes, en los “ágapes”, se les dé doble que a los demas. 

3. La hospitalidad, que se recomienda a los fieles de tal manera, que 
San Pablo escribe que el que no es hospitalario no es digno de ser Obispo, 
y San Jerónimo, agrega: “el seglar que recibe a uno o dos extranjeros 
cumple con el deber de la hospitalidad, pero el Obispo, si no los recibe a 
todos, es “inhumano”. Se veía por todas partes cómo las iglesias cons- 
trufan, junto a sus templos, un local destinado a la hospitalidad de extran- 
jeros, peregrinos y viandantes; era una carga pesada para ellas y el Obispo, 
auxiliado por sus sacerdotes y sus diáconos, velaba por el buen funciona- 
miento de la institución. Esa hospitalidad se practicaba con más ahinco en 
tiempos de persecución religiosa, en la que se llegan a dar casos de tanta 
ejemplaridad como el de Santa Melania, quien durante la persecución arria- 
na de Valente supo ocultar y alimentar a sus expensas hasta 5.000 monjes. 
Y como fruto sabroso de ese carácter hospitalario de los cristianos se cuen- 
ta la conversión de San Pacomio, centurión romano, quien siendo todavia 
pagano fué cariñosamente recibido y albergado con su legión en una ciu- 
dad cuyos habitantes eran en su mayoría cristianos; le llamó tanto la aten- 
ción y le edificó tanto ese carácter hospitalario, que se determinó a hacer- 
se cristiano. 

mot. redención de los esclavos.—No estaba en manos de la Iglesia, 
ni era posible y conveniente la abolición absoluta y repentina de la escla- 
vitud so pena de un trastorno social de más fatídicas consecuencias, y com- 
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prendiéndolo la Iglesia, declaró a todos libres e iguales ante la Ley de Dios 
y de la Iglesia, predicó su doctrina de la libertad personal en el orden so- 
cial preparando el camino para la abolición de la esclavitud, v mientras 
tanto aconsejaba a los cristianos que compraran el mayor número posible 
de esclavos para manumitirlos. | 

5. El alivio de los prisioneros y encarcelados, sobre todo en tiempos 
de persecución religiosa.— El sistema penitenciario de aquellos tiempos era 
inhumano por donde quiera que se considerase; estaba prohibido bajo las 
penas más severas dejar acercarse a nadie a ver a los prisioneros o encar- 
celados, y sin embargo la Iglesia recomendaba expresamente a los fieles 
que no descuidaran ningün medio para llegar junto a ellos. La caridad triun- 
faba de todas las minuciosas precauciones de los vigilantes; los cristianos 
penetraban en las cárceles y prisiones, curaban las heridas de los mártires 
y los proporcionaban camas y ropas; los diáconos en particular se emplea- 
ban en esta tarea, con riesgo de su vida, y los sacerdotes en general, los 
diáconos, subdiáconos y acólitos, auxiliados por santos varones e intrépidas 
mujeres, eran los encargados de llevar a los encarcelados o condenados a 
muerte, los socorros de sus hermanos 

6. Los huérfanos y las viudas.—En tiempo de las persecuciones las 
viudas y los huérfanos se multiplicaron, y como la confiscación de los bie- 
nes acompañaba ordinariamente a la condenación a muerte, su suerte era 
doblemente miserable; pero la Iglesia no los abandona, y no hay padre de la 
Iglesia que no recomiende la caridad y protección hacia las viudas, como 
una de las más esenciales para defenderlas de la miseria y de la ambición 
desmedida de los ricos y de los poderosos. Ellas, por su parte, suelen ser 
las auxiliares activas del diácono, sus intermediarias en la visita de pobres 
y enfermos, sus más infatigables colaboradoras, y su noble aspiración la 
constituye el poder ingresar un día en la Orden de las Viudas que la Iglesia 
erigiera en su honor como galardón a las que han sido probadas por la 
desgracia y por un largo ejercicio del bien. 

7. Finalmente, el socorro a los pobres, a los débiles, a los mendigos de 
todas clases —De esta beneficencia es claro exponente el hecho de que la 
Iglesia de Roma, en tiempos del diácono San Lorenzo, alimentaba diaria- 
mente a 1.500 pobres; la de Antioquía a 3.000, y a otros 3.000 la de Core 
tantinopla en tiempos de San Juan Crisóstomo; a nadie se despedia sin 
concedérsele un pequeño subsidio, si bien no fuesen tratados con la misma 
consideración los mendigos de profesión que los dignos y honrados, y a 
todos se recomendase con ahínco el trabajo para que no fuesen gravosos 
a sus hermanos. Para regular la caridad se instituyó el Diaconado, y a él 
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se confió la beneficencia de la Iglesia, bajo la jurisdicción y vigilancia del 
Obispo. 

E. En la Iglesia, después del edicto de Constantino, la caridad toma 
nuevos modos, viene a ser más administrativa y menos personal; se deja 
más a los Obispos y al clero el cuidado de aliviar a los pobres; se dan to- 
davia más ejemplos de ricos patrimonios cedidos a la Iglesia en provecho 
de obras de caridad, y como los pobres van creciendo a medida que los 
pueblos abrazan el cristianismo, se agrupan los recursos para repartirlos 
con más ciencia y con más método, a fin de que se socorra el mayor número 
de pobres y se atienda con más seguridad a las variadas necesidades de 
la miseria. 

Con la devolución por el Emperador Constantino de las propiedades 
confiscadas a la Iglesia, las donaciones particulares y los “pios legados”. que 
los herederos habían de entregar siempre a la Iglesia bajo pena de exco- 
munión, se forma el llamado “Patrimonium Pauperum”. La beneficencia 
se desenvuelve a partir de esa época en forma de instituciones: la diaconía 
se transforma en verdadera oficina o Secretariado de Caridad, y se mul- 
tiplican en cada barrio y en cada iglesia, construyéndose junto a cada una 
de ellas Casas de Caridad para comida, y habitaciones para uso de los 
pobres, presididas por el diácono o los sacerdotes. Para los niños se abren 
los orfelinatos (orphanotrophia y bephotrophia), a cuyos directores se les 
constituye legalmente en tutores de los niños asilados. Para los ancianos des- 
amparados se levantan los “gerantocomios”, de los que son célebres el cons- 
truído por el Papa Pelagio IT, en Roma, y por Escauro, en el Monte Sinai. 
Para los enfermos se edifican los “cenodoquios” u hospitales, el primero 
de los cuales se debe en Occidente a Fabio, que lo fundó y dotó con sus 
bienes en Roma, y en Oriente a San Basilio, que lo fundó en Cesárea de 
Capadocia. Este era una verdadera ciudad del dolor, con su leprosería in- . 
clusive, atendida por un grupo de médicos, practicantes y enfermeros, en 
la que San Basilio llegó a agotar los recursos de las iglesias. Todas estas 
Fundaciones tenían personalidad eclesiástica otorgada por la Iglesia, y per- 


sonalidad civil reconocida por la Ley del Estado, como “ piae causae”, pro- 
tegidas por los Emperadores y por las Leyes. 


Con la extensión de las Ordenes religiosas apareció otro elemento de 
beneficencia. Pues cada convento procuró siempre tener: 1) una hospede- 
Tia para forasteros; 2) un hospital para pobres enfermos; 3) unas escue- 
las para repartir en ellas gratis el beneficio de la enseñanza y educación. 
Las ae eae a los conventos, y ello dió jugar a que la benefi- 
cencia se descentralizara y encomendara al 1 i 

Ti 
y al respectivo rector de cada igle- 
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sia. Con todo, las guerras e incultura consiguiente incrementaron los men- 
digos y disminuyeron los recursos, ocasionando en algunas partes la ela- 
boración de un plan de beneficencia "eclesiástico-civil"; por el que a los 
pobres se les daba entrada en las limosnas ingresadas en Iglesias y monas- 
terios, cuya décima parte debía ser necesariamente para los pobres, y, en 
los diezmos de los párrocos. Y hasta el año 1536 puede decirse que la be- 
neficencia civil es totalmente “desconocida: no existe en los países cristia- 
nos Otra beneficencia que la ejercida por la Iglesia y sus organismos; es 
en €se año cuando comienza la beneficencia civil, y precisamente mediante 
la secularización de la beneficencia a favor del Estado, en virtud de un 
decreto de Francisco I de Francia, y si bien ese decreto lo circunscribió 
Francisco I solamente para la ciudad de Paris, Francisco II lo extendió 
a toda Francia, y con el decurso del tiempo fueron imitándolo otros Es- 
tados. 

La Iglesia continúa ejerciendo su acción benéfica en las clases necesi- 
tadas, principalmente por medio de las Ordenes religiosas tradicionales, y 
particularmente por medio de los benedictinos, cistercienses y premons- 
tratenses, y para cada nueva necesidad va creando nuevas Ordenes e Insti- 
titutos religiosos. En el siglo TX apareció la primera Hermandad hospi- 
talaria, creada por Soror de Sena; se fundaron luego los Hermanos del 
Espíritu Santo para el cuidado de los hospicios; les siguieron los Herma- 
ns Antonianos para el cuidado de los enfermos, y a continuación vinieron 
las Hermanas de Santa Isabel, para pobres y enfermas y educación de las 
jóvenes; los Hermanos de San Alejo, que se consagraban entre otros mi- 
nisterios al enterramiento de muertos; los Padres Trinitarios y de la Mer- 
ced, instituidos para la redención de cautivos hechos por los musulmanes; 
los Hermanos Pontífices, que edificaban para bien de los viajeros sus casas 
junto a los ríos y construían puentes sobre éstos. La actividad benéfica de 
la Iglesia va multiplicándose de día en día; aparecen las Ordenes Mendi- 
cantes y los franciscanos establecen los primeros Montes de Piedad; es 
creada la Orden de San Juan de Dios para el cuidado de los enfermos 
mentales y de los lisiados; la de San Camilo de Lelis para la asistencia 
de los moribundos y apestados, y entre otras muchas que sería prolijo 
enumerar, se destaca la de San Vicente de Paúl con las Hijas de la Caridad 
y las Conferencias de Señoras y Caballeros que visitan los enfermos a do- 
micilio, llevándoles el doble consuelo de la limosna del cuerpo y del alma; 
paralelamente se extienden con igual rapidez la Orden de San José de Ca- 
lasanz, para la educación gratuita de los niños pobres, y la de San Juan 
Bosco, que recoge y educa a los jóvenes abandonados. 
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F. En la época moderna la confiscación de los bienes eclesiásticos y 
supresión de los conventos destruyeron casi por completo la beneficencia 
ejercida por la Iglesia: es más, los mismos bienes de los Establecimientos 
de beneficencia pasaron a poder del Estado, acabando por secularizarse esta 
función social. El daño que con ello ha causado el Estado a la sociedad ha 
sido enorme; las difíciles condiciones de la vida moderna, el aumento de 
la población obrera, las crisis industriales y la destrucción de las antiguas 
Corporaciones gremiales que ejercían en grande escala la beneficencia en- 
tre sus socios, ha producido el moderno “pauperismo”, ante el cual resulta 
estéril la beneficencia ejercida por el Estado. 


G. En España la beneficencia siguió el mismo rumbo que en el resto 
de Europa; estaba a cargo de la Iglesia, bajo la protección y liberalidad de 
los reyes y magnates. Leovigildo en Mérida, Alfonso el Casto en Oviedo, 
el Cid Campeador en Palencia y Alfonso VIII en Burgos, fundan los pri- 
meros hospitales que dotan con pingúes rentas: los Cabildos van a su vez 
instituyendo casas-hospitales en cada ciudad reconquistada a los moros, y 
se multiplican por todas partes las casas de maternidad, de dementes, de 
incurables, de niños educandos, asilos para ciegós, para ancianos desampa- 
rados, para mozas de servicio, para doncellas pobres, para desacomodados 
y corrigendos, para menestrales y para presos pobres. Las atiende la Tgle- 
sia por medio de Hermandades y Confradias Piadosas o de Ordenes Reli- 
giosas, y provee a su sustento con las liberalidades de los fieles, con los 
recursos de la Bula de Cruzada, y cuando éstos no bastan, con el gravamen 
que se impone a los beneficios vacantes que pasan 2 engrosar el llamado 
“Fondo Pío Beneficial”. A cargo de ese fondo debían fundarse y soste- 
nerse en cada diócesis una o más Casas de Misericordia, y Establecimien- 
tos de Enseñanza y Corrección. Hasta el año 1798 puede decirse que no 
ha existido en España otra beneficencia que la creada y sostenida: por la 
Iglesia; hasta el Fuero Juzgo, en el orden judicial, coloca al pobre que li- 
tiga contra un rico, bajo la protección del Obispo; la beneficencia pública 
del Estado era pequeña, se reducia a la reglamentación o mera administra- 
ción de algunos hospitales fundados por los Reyes o Municipios, y por lo 
demás regentados por religiosos o Pías Hermandades; cierto es que hubo 
algunas disposiciones estatales, principalmente durante el reinado de la Casa 
de Borbón, aconsejando u ordenando a sus Corporaciones el “ejercicio de 
la beneficencia pública y creando impuestos para su sostenimiento, pero en 
general la beneficencia estaba en manos de la Iglesia, y la beneficencia públi- 
ca no llegó a ser sino un complemento y estímulo de la: beneficiencia eclesiás- 
tica. Es en 1798 cuando comienza la era de la desamortización»; se decla- 
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ran vendibles absolutamente todos los bienes de la beneficencia, sin excep- 
ción, y se ordena que su producto ingrese en la Real Caja de Amortización 
para pago de la Deuda de la Corona, dándose a los Establecimientos, por 
los bienes confiscados, el interés de un 3 por 100, que deja de pagarse 
en 1809 porque había que atender a los gastos de la guerra de la Inde- 
pendencia. En 1812, las Cortes de Cádiz estab'ecen que en adelante sos- 
tuvieran los Establecimientos benéficos los Municipios, con sus propios bie- 
nes, ley que fué derogada a la vuelta de Fernando VII, y en 1820 nue- 
vamente implantada, con la prohibición de que los Establecimientos bené- 
ficos pudieran tener bienes raíces y colocándolos bajo la inspección inme- 
diata de los jefes políticos de provincias que ejercían sobre ellos un ver- 
dadero cacicato. La Ley era incompleta y apenas fué observada, con lo 
cual, y las guerras civiles y coloniales, llegó la beneficencia a un estado 
de suma penuria. En 1822 se dió la Ley de 23 de enero y 6 de febrero 
(Decreto de las Cortes de 21 diciembre 1821), que contiene un plan bas- 
tante completo de beneficencia civil o laica, y esa Ley, con la Instrucción de 
¿30 noviembre 1833, la Ley de junio 1849 y Reglamento de 14 mayo 1852, 
forman el núcleo de la acttral legislación de beneficencia imperante en Es- 
paña. Son, en general, leyes secularizadoras y monopolizadoras de toda be- 
neficencia de cualquier clase que sea, si bien la última sea algo más res- 
petuosa con la beneficencia particular, en cuyo campo circunscribe a la bene- 
ficencia eclesiástica y procura conciliar los llamados derechos del Gobier- 
no con los de las Instituciones privadas. 

Hoy los Establecimientos de la beneficencia general tienen una copio- 
sísima legislación y se rigen básicamente por la Ley de 14 marzo 1899. 
En ella se dispone, entre otras cosas, la clasificación de la beneficencia en 
pública y particular; es pública la sostenida con fondos del Estado, y la 
particular que recibiera del Estado alguna subvención obligatoria e indis- 
pensable; la particular ha de ser creada, dotada y reglamentada por par- 
ticulares, y confiada en su patronato o administración a Corporaciones o 
autoridades o personas determinadas, a condición de que no reciba sub- 
veció estatal obligatoria. Como órganos de la beneficencia particular exis- 
ten, por parte de la Fundación, el Patronazgo de los directores o adminis- 
tradores de la Fundación, y por parte de la autoridad, el Protectorado de! 
Gobierno; y como organismos intermedios, las Juntas Provinciales de Be- 
neficencia presididas por los gobernadores civiles y encargadas de m 
por el cumplimiento de cargas y rendición de cuentas a] Protectorado de 


Gobierno. 
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V—_ConstITUCION DE LA BENEFICENCIA DEL ESTADO, JUICIO CRITICO 
DE LA MISMA Y REGLAS. PARA SU ORGANIZACIÓN Y EJERCICIO. 


A. Constitución.—Segün hemos dicho, la beneficencia a la que los Es- 
tados modernos otorgan la protección de sus leyes, se clasifica en legal, pú- 
blica y particular. La legal: a) se llama así porque la ejerce el Estado en 
virtud del deber que la Ley se impone de socorrer a los necesitados; b) se 
funda en “el derecho al socorro del indigente”; c) y se distingue: 1) por 
la existencia de una contribución especial destinada a sufragar los gastos 
que ocasiona el pago de los socorros; 2) por la domiciliación del soco- 
rrido, a quien se permite reclamar su socorro tan sólo en una localidad 
determinada; 3) por la prohibición absoluta de la mendicidad; 4) por la 
obligación impuesta al socorrido, que no sea totalmente inhábil, de reali- 
zar el trabajo que se le ordene, en establecimientos donde los indigentes 
son recogidos y trabajan. La pública, es la ejercida por el Estado, sin 
otorgar al socorrido derecho legal alguno a reclamarla, y en ella la distri- 
bución de socorros: a) se hace por Corporaciones oficiales; b) se subdivide 
en general, provincial y municipal; c) y se manifiesta: 1) como órgano de 
distribución de socorros; 2) como servicio público, en atención a necesi- 
dades que superan la capacidad de la beneficencia particular (manicomios), 
hospitales, Casas de Socorro, etc.); 3) como medida de policía y represión 
o preservación social, evitando la mendicidad criminal (recogida de men- 
digos, protección a la infancia desvalida, etc.). La particular, es la ejer- 
cida por la misma Sociedad, bien en forma de limosnas individuales o de 
fundación de Sociedades y Establecimientos benéficos. 

B) Juicio crítico. —1. La beneficencia legal, es rechazada por los 
siguientes inconvenientes que ofrece: a) plantea la cuestión de si real- 
mente existe o no derecho estricto en el indigente a ser socorrido, pues 
los moralistas tan sólo al indigente constituido. en extrema necésidad otor- 
gan derecho a remediarse con lo que encuentre a mano, sin que por ello 
pueda ser castigado; b) la razón de que así como el Estado a todos sus 
ciudadanos les exige determinados deberes, también debe reciprocamente 
garantizarles la posibilidad de vivir, puede muy bien salvarse con la obli- 
gación impuesta al Estado de favorecer la beneficencia particular o de 
ejercerla él subsidiariamente con respecto a la que ejerza la Sociedad; 


COME de que, si por esa razón se admitiera en el indigente un derecho: 
estricto al Socorro del Estado, ese derecho ser 


: ía indeterminado, quedando 
a cargo del Estado el determinar la natura! 


" E : E eza de ese derecho o la forma 
de llevarlo a ejecución, lo que prácticamente representaría una dificultad 


insuperable; c) la práctica comprueba que esa beneficencia es inhumana e 
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ineficaz, ya que extingue la virtud del ahorro y el sentimiento de honor 
y dignidad en los que a ella acuden; d) la determinación del domicilio 
da lugar a pleitos escandalosos, pues los municipios acuden a procedi- 
mientos indignos para lalejar la carga de esa asistencia (expulsión de los 
acogidos para que no adquieran domicilio, primas a los indigentes que se 
vayan a residir a otra parte, etc.), produciéndose así una viciosa reparti- 
ción de la población indigente; e) la obligación del trabajo a que se les 
somete .suele casi siempre dar lugar a grandes abusos, creando ocupacio- 
nes ifrisorias que quitan al trabajo su dignidad y productividad, con- 
virtiéndolo en una vejación o un castigo (llevar piedras a una cierta dis- 
tancia y volverlas a traer, hacer fosos en tierra y volverlos a llenar, 
etcétera); f) los socorros suelen distribuirse con poca equidad, y el nú- 
mero de socorridos con derecho o sin derecho va en aumento en propor- 
ciones geométricas, por lo que la contribución para pobres llega a ser 
una carga onerorísima para la Sociedad, viéndose obligadas las Naciones 
que la adoptan a abandonarla al poco tiempo. 2.” A] comparar la benefi- 
cencia pública con la particular suelen surgir muchas cuestiones, que se 
resumen en la siguiente: “¿Debe la beneficencia ser ejercida tan sólo por 
el Estado, aun con carácter facultativo, o debe éste dejar en libertad a los 
particulares, correspondiéndole únicamente alentar la beneficencia privada 
y suplir sus deficiencias?” La respuesta depende de la misión que se 
asigne al Estado y de las ventajas de cada una de las formas indicadas. 
Ahora bien: el fin primordial del Estado no inc'uye. la beneficencia como 
de su exclusiva competencia; al contrario, ésta es una obra eminentemente 
social, que como tal debe ser ejercida por la Sociedad, y sólo en cuanto 
no baste debe realizarse por el Estado en cumplimiento de su misión tu- 
telar. Las ventajas, por otra parte, de la beneficencia particular sobre la 
pública son evidentes; porque ésta (la pública) carece del elemento mora- 
lizador de la primera, es más costosa y se presta a mayores abusos, uti- 
lizándose con frecuencia para fines políticos. 

C) Reglas de recta orgamización.—Por lo demás, y a condición de 
que con la secularización de la beneficencia no se pretenda o intente sus- 
tituir a la caridad cristiana, suelen darse las siguientes Reglas para una 
recta organización de la misma: | 

1, La beneficencia debe tener carácter privado y público; ésta tiene 
por misión estimular a la primera, facilitando las obras benéficas Le leg 
lando por ellas (no incautándose de sus bienes), supliendo sus vacios y 
atendiendo a las necesidades que no pueda remediar o no remedie la bene- 


ficencia privada. 
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2* La beneficencia privada debe extender su acción allí a donde no 
llegue la pública, y viceversa. Pues sucede de hecho que las dos se con- 
gregan y multiplican en los mismos lugares, es decir, en las ciudades, y 
ambas huyen del campo, cuyos indigentes se ven obligados a emigrar a la 
ciudad, sobrecargándola de una verdadera plaga de mendigos callejeros. 

3.'. Porque no basta dar, sino que es preciso saber dar, es necesario 
que exista orden en la caridad. Cierto que es muy dificil a veces dis- 
tinguir entre la indigencia merecida y la inmerecida y que al indigente 
vicioso no sele va a privar de todo auxilio; pero debe procurarse que la 
limosna no sirva para el sostenimiento de vicios, en evitación de lo cual 
se recomiendan como medios benéficos más eficaces los socorros en es- 
pecie y el suministro de trabajo a los indigentes válidos. La limosna dada 
en metálico a los mendigos callejeros no ofrece garantía alguna. 

4. Es necesario que al socorro material acompañe el socorro moral 
(esperanza, consuelo, sentimiento de resignación, de trabajo, de virtud, 
etcétera), a fin de hacer: desaparecer la causa de la indigencia en aquel 
pobre o de aminorar sus efectos, teniendo en cuenta que la limosna está 
preceptuada no tan sólo como una deuda que debemos al pobre, sino como 
un deber social y fraternal; precisamente en esto estriba la ventaja de la 

eneficencia privada sobre la pública. 

5. La asistencia pública no debe buscar su fuente de ingresos en 
impuestos especiales, que la harían odiosa y quitarian el mérito a la her- 
mosa virtud de la caridad, sino en la caridad privada y en las liberali- 
dades particulares. 

6. La beneficencia pública debe ser principalmente “local”, y en las 
grandes ciudades, "parroquial"; así porque el municipio y la parroquia 
vienen a ser la extensión natural de la familia, como porque es donde 
puede conocerse la verdad y extensión de las necesidades, mejor que por 
la Provincia o el Estado. El Estado debe subvencionar a los Centros be- 
néficos proporcionalmente a sus servicios y vigilar el cumplimiento de sus 
cargas, pero sin trabas inütiles o excesivas que maten o sofoquen la Ins- 
titucion. 

7. El mejor sistema de dar eficacia a la beneficencia será combinar 
ambas, la pública y la privada, uniéndolas en lo posible, bajo una regla- 
mentación que evitara: a) el monopolio del Estado, con todas las trabas 
de Mus legalismo rigido e inflexible y sin vida, contrario por naturaleza 
al Copou de la caridad, que es “activa” por esencia; b) la burocracia 
administrativa, que debe reducirse al mínimo indispensable para que los 
fondos de beneficencia no pasen por tantos servidores y a través de tan- 
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tos canales, en los que se pierdan o consuman la mayor parte de los inte- 
reses, con perjuicio de los verdaderos pobres a los que iban destinados 
por la piadosa voluntad de los donantes; pues establecimientos benéficos 
existen en los que entre médicos, practicantes, enfermeras, religiosas, cria- 
das, porteras, administradores, papeleo y rendición de cuentas, etc., se 
agota la casi totalidad de los ingresos, y, maturalmente, en esos asilos lo 
único que falta son los asilados, lo que constituye una verdadera estafa 
a los pobres y a la pia voluntad del fundador; c) la desatención del le- 
. vantamiento de cargas fundacionales, que debe llevarse a cabo con toda 
seriedad y gravedad, así como los abusos de los falsos pobres o estraper- 
listas de la beneficencia, para lo cual es modelo de eficacia el Reglamento 
de las Conferencias de San Vicente de Paúl. 


VI.—RELACIONES DE LA [GLESIA Y EL ESTADO EN ORDEN A LA BENE- 
FICENCIA. 


A. En la Iglesia el ejercicio de la beneficencia se ha considerado 
siempre “acción específica propia”; sería un error creer que la acción de 
la Iglesia y del Catolicismo en la cuestión de beneficencia se reduce a 
predicar la caridad a los ricos, la resignación a los pobres y la eterna 
bienaventuranza a unos y otros; la Iglesia no descuida lo que se relaciona 
con la vida terrestre de los pobres y favorece su prosperidad temporal, 
ora indirectamente promoviendo sus buenas costumbres de templanza y 
ahorro, ora directamente con las innumerables Instituciones creadas por 
ella para alivio de todas las miserias del cuerpo y del alma. Es más: la 
Iglesia es la única que posee el remedio para curar los males que sufren 
los menesterosos, porque en la Iglesia y con la Tglesia está Cristo, único 
Médico que puede curarnos, que conoce “el aceite que endulza las llagas 
y el bálsamo que cicatriza las heridas, que es capaz de volvernos la paz 
y prosperidad y de hacer que reine entre nosotros la justicia y la libera- 
lidad porque únicamente El conoce sus leyes. Y nadie, como los hijos e 
hijas de la Iglesia, poseen el celo del apóstol, que sabe gustar de la bea- 
titud de la renuncia de sí mismo, para consagrarse al cuidado de los des- 
amparados; y tienen esa fe, que no sólo desafía el calor y el frío, o la 
fatiga y la sed, sino que también da fuerzas y evita los mayores males; 
basta para comprobarlo el ejemplo de los primeros cristianos, la inversión 
del patrimonio de la Iglesia en favor de los pobres, la solicitud con que 
los religiosos cuidaban de los débiles y de los niños. La solicitud de la 
Iglesia por el bien material de sus hijos necesitados ha sido y será siempre 
la solicitud de la más tierna de las madres; y sin la Iglesia son vanos 
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todos los esfuerzos de los hombres; por eso León XIII, en su Encíclica 
“Rerum Novarum”, condena la beneficencia legal en cuanto ésta quiera 
sustituir la caridad cristiana. En conformidad con esos principios, el Có- 
digo de Derecho Canónico regula la beneficencia eclesiástica en el títu- 
lo XXVI del Libro III, “De aliis Institutis Ecclesiasticis non collegia- 
libus”, y en el título XXX del mismo libro, “DexPis Fundationibus”. 

En el primero de dichos títulos se establece que la Iglesia puede fun- 
dar Hospitales, Asilos Orfanotrofios e Instituciones similares, para fines 
religiosos o caritativos, de orden espiritual o temporal, y erigirlos en per- 
sonas jurídicas eclesiásticas, mediante el competente Decreto del Ordinario 
del lugar. Estos Institutos son desde este momento verdaderas personas 
jurídicas eclesiásticas, sus bienes se consideran eclesiásticos y su adminis- 
tración queda totalmente sujeta a las normas que rigen la administración 
de cualesquiera bienes eclesiásticos, bajo la jurisdicción del Ordinario del 
lugar. 

En el segundo se refiere a las Pías Fundaciones. Por éstas se entien- 
den en Derecho Canónico: a) en sentido lato, el conjunto de bienes des- 
tinados perpetuamente, o por un período largo de tiempo, a un fin reli- 
gioso, como, por ejemplo, el culto divino, o a un fin temporal o espiritual 
del prójimo mediante el ejercicio de las obras de caridad y beneficencia; 
b) en sentido estricto, se llaman “Pías Fundaciones” aquellas en que al 
fin indicado no se destinan directamente los bienes, sino sus rentas, en- 
tregando los bienes a una persona moral eclesiástica, para que sus rentas 
totales o parciales las invierta en el levantamiento de esas cargas religiosas 
o caritativas. La diferencia está en que en las primeras se erige una nueva 
persona moral eclesiástica no colegiada, y no así en las segundas, toda 
vez que sus bienes se entregan a persona moral preexistente. Es, sin em- 
bargo, requisito común a ambas, para que puedan ser “Pías Fundaciones”, 
que tengan un fin religioso de piedad o de cristiana caridad, sin que 
baste un fin filantrópico o de utilidad pública o de bien común. De ahí la 
necesidad de la intervención eclesiástica que sancione la fundación, bien 
erigiéndola en persona moral, o bien admitiéndola como fundación por 
parte de la persona moral ya constituida y a cuyo cargo correrá el cuin- 
plimiento de las cargas impuestas por el fundador. Y en cualquier caso, 
bien clara y taxativamente queda sancionado el derecho de la Iglesia a 
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jere fundaciones de carácter, no solamente religioso, sino también be- 
néfico. Pi 


us En el Estado, la beneficencia queda regulada por una serie de 
artículos del Código Civil (arts. 35, 37-38, 41, 196, 746-747, 749, 788-780, 
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956-957 y 992-994), más el Real Decreto e Instrucción de 14 de matzo 
de 1899 y Disposiciones complementarias. Las Instituciones benéficas fun: 
dacionales las clasifica la legislación española en a) Establecimientos de 
beneficencia (Hospitales, Hospicios, etc.); b) Establecimientos de instruc- 
ción; c) y Fundaciones con fines religiosos (sufragios, culto, etc.). 

Respecto a las fundaciones piadosas, permite que se regulen especial. 
mente por el Código de Derecho Canónico; reconoce a las Capellanías 
personalidad jurídica civil y les otorga el beneficio de pobreza para liti- 
gar (S. 24 nov. 1840 y 10 oct. 1891), sin que dicha personalidad y be- 
neficio pueda extenderse a las Memorias de Misas consistentes en la apli- 
cación de cierta renta a su celebración (S. 11 dic. y 31 may. 1848); or- 
dena que los legados o herencias para sufragios y obras pias se entreguen 
por mitad al Obispo para sufragios y al Gobernador civil para Asocia- 
ciones de beneficencia (art. 747 Cód. Civ.), debiéndose únicamente entre- 
gar por entero al Obispo si se omitió las palabras “obras pías” (Real 
orden 9 jun. 1894). Es la conclusión minima del derecho de la Iglesia 
a adquirir bienes, por cualquier justo título, y conservar su propiedad; 
derecho, por otra parte, expresamente reconocido en el artículo 41 del 
Concordato de 4 de abril de 1860 y en el Convenio-Ley de Capellanías 
de 24 de junio de 1867. 

Respecto, sin embargo, a las fundaciones benéficas o de instrucción, 
mantiene una legislación desamortizadora, conceptuándolas fuera del ex- 
clusivo campo de la legislación canónica, que en la práctica tiende a con- 
vertirse por los funcionarios y organismos del Estado en un verdadero 
monopolio estatal; cual si la Iglesia, por constitución de su Divino Fun- 
dador, por el carácter de su misión, por su Historia y por el fin mismo 
de la caridad cristiana, no pudiera ejercer la beneficencia o tener sus Es- 
tablecimientos benéficos propios, con entera y absoluta independencia del 
Estado. Cuando en principio de sana doctrina, la beneficencia de los cató- 
licos, que obran como tales y no por carácter pagano de mera filantropía, 
lleva necesariamente envuelto el ejercicio de una virtud, la de la caridad 
cristiana, y la obtención de un fin sobrenatural, religioso, de piedad o mi- 
sericordia, cuyos conceptos y doctrina y ejercicio caen en la esfera exclu- 
siva de la misión específica de la Iglesia. Triste es que estadistas y hom- 
bres públicos de Gobierno en Naciones católicas no lo reconozcan vu 
tiendan así, con grave perjuicio de la Sociedad que rigen, cuyas cuestiones 
sociales jamás tendrán solución mientras no empapen la legislación del 
verdadero espíritu cristiano en todos sus aspectos y se anden regateando 
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o arrebatando a la Iglesia sus mejores armas para hacer el bien en la Hu- 
manidad. 

Hoy como ayer, en los países cristianos como en tierras de Misiones, 
el espíritu del Evangelio y la conversión de las almas avanza cuando los 
sacerdotes y misioneros, a semejanza del Divino Maestro, predican el 
Sermón de la Montaña después de haber alimentado los cuerpos con la 
multiplicación de los panes y los peces. A los pobres no se les puede pre- 
dicar el Evangelio de otra manera, y no hay que olvidar que los pobres 
constituyen la gran masa de la Humanidad, y que “evangelizare paupe- 
ribus misit me Dominus”, repetimos con gloria los sacerdotes. Por eso 
la Iglesia considera a los pobres como la mejor porción de su rebaño, les 
reviste de un. cuasi título sobrenatural por el que la pertenecen como 
algo específico suyo, funda en su servicio una multitud de Ordenes y 
Congregaciones religiosas y recaba para sí en su favor el libre ejercicio 
de la beneficencia sin trabas ni sujeciones al Estado. La Iglesia, no puede 
quedar satisfecha con la beneficencia estatal, laica y secularizada, que re- 
sulta fría, costosa, injusta e inoperante en el orden espiritual y moral, 
y jamás cesará de predicar que, en relación con el último destino del 
hombre, y con el fin mismo de la prosperidad de las Naciones, nada in- 
teresan cuerpos bien alimentados si sus almas se quedan desamparadas 
de la gracia y sus corazones llenos de odio y rencores subversivos. 


El hombre no es un mero animal; y en el hombre pobre, el desamparo: 
del cuerpo suele ir generalmente unido con el desamparo del alma, cuyas 
dos heridas hay que cicatrizar armónicamente; y la acción bienhechora so- 
bre esas heridas tiene su máxima eficacia cuando la Iglesia otorga a ese 
pobre el doble socorro del alma y del cuerpo, lo que no puede libremente 
realizar sino en sus propios establecimientos de beneficencia, bajo su única 
dirección y competencia. No es que neguemos al Estado el derecho a tener 
beneficencia, pues ya hemos dicho que en este aspecto le corresponde una. 
misión supletoria con respecto a la que ejerza la Sociedad, sino que el 
ideal sería que en un Estado católico esa beneficencia que el Estado desea 
ejercer la colocara bajo la jurisdicción de la Iglesia o al menos proce- 
diera de acuerdo con ella; y lo que sí reprobamos como un absurdo es 
el ONUS del Estado, que en materia de beneficencia resulta "irritan- 
te". “Dad a Dios lo que es de Dios, y al César lo que el del César”, dijo 
el Señor; pero en los Estados modernos, el César propende a convertirse 
en Rey y Pontífice, monopolizando la esfera temporal y religiosa y ali- 


mentando Su casa con los bienes del vecino: no otra cosa significan las 
leyes secularizadoras y desamortizadoras 
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ClOMN Sia ST O N 


Estamos en materia mixta, y en virtud de los principios canónicos y 
del Derecho Público Eclesiástico, ley rectora de las materias mixtas, po- 
demos sacar las siguientes conclusiones: 


I. A la Iglesia pertenece ejercer su propia beneficencia cristiana, con 
independencia absoluta del Estado en todos los órdenes. Sobre esta bene- 
ficencia, al Estado no corresponden otros derechos que el de ayudarla y 
protegerla, en la medida que la Iglesia lo reclame y sus posibilidades se 
lo permitan, por el bien que de esa beneficencia reportan la Nación y el 
mismo Estado. 


IL. Al Estado pertenece regular la beneficencia privada, pura y ex- 
clusivamente filantrópica, o creada al margen de la Iglesia, así como tam- 
bién la beneficencia pública, creada por él para suplir las lagunas de la 
beneficencia particular o la que la Iglesia no pudiera abarcar por falta 
material de medios. Sobre esa beneficencia, a la Iglesia corresponde estar 
presente para fijar las orientaciones cristianas y garantizar el orden moral 
y religioso que debe presidirlas. 


III. Prácticamente, y como aspiración mínima ante la actual legis- 
lación de beneficencia del Estado español, debe reclamarse la libertad en 
favor de la Iglesia de ejercer la beneficencia con independencia del Es- 
tado y de süs Organismos, y que se consideren como de la beneficencia 
de la Iglesia aquellas fundaciones o legados en que por razón de la ma- 
teria (dotes para doncellas honestas que deseen contraer matrimonio o 
ingresar en religión, becas para seminaristas, sufragios u obras pías, etc.), 
o por razón de las personas eclesiásticas llamadas a ejercer el patronato 
(Prelado, párroco, rector de la Iglesia, Ordenes o Congregaciones religio- 
sas), claramente se significa la voluntad del piadoso fundador de colocar- 
las bajo la jurisdicción exclusiva de la Iglesia. Es lo mínimo que debe 
envolver el reconocimiento del derecho de la Iglesia a tener su propia 
y exclusiva beneficencia. 


IV. Como conclusión práctica se aconseja la influencia en el ánimo 
de los fieles para que éstos hagan las fundaciones benéficas en vida y por 
“actos inter vivos”, poniendo sus bienes simplemente a nombre de la 
Diócesis, rogando al Prelado los acepte en su nombre y que en documento 
eclesiástico, de carácter puramente interno, consigne el destino y cargas 
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de esos bienes para fines de beneficencia concretos, a tenor de las Normas 
de la Iglesia; con ello, al aparecer civilmente, como bienes simplemente 
eclesiásticos, no se obtendrán los beneficios civiles otorgados a la bene- 
ficencia que el Estado dirige y controla, pero en cambio se conseguirá la 
amplia libertad y responsabilidad de la Iglesia en el ejercicio y salvaguarda 
de esa beneficencia; y este segundo beneficio es muy superior al primero. 


V. En las fundaciones benéficas que se hagan por vía de testamento 
o por cualesquiera documentos civiles, deberá aconsejarse se exprese: 
a) que se coloca la Fundación bajo la competencia exclusiva de la Iglesia, 
con exclusión sobre la misma de toda jurisdicción e intervención del Es- 
tado y de sus diversos organismos, incluso el Protectorado del Gobierno 
y sus Juntas Provinciales de Beneficencia; b) que se releva a los Patronos 
del deber de la legislación civil de rendir cuentas sobre esa Fundación al 
Protectorado del Gobierno, o a cualquiera de sus organismos estatales 
o paraestatales, ya que colocada bajo la jurisdicción exclusiva de la Igle- 
sia y su legislación canónica, únicamente presentarán los Patronos las 
cuentas y justificarán el levantamiento de cargas en la Curia Eclesiástica 
Diocesana. Pues como la Ley de Beneficencia, imperante en España, to- 
davía es respetuosa con la voluntad del fundador, claramente expresada, 


ésa será la base en que podamos apoyarnos para ejercer libremente la 
beneficencia particular de la Iglesia. 
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PROBLEMAS SOBRE BIENES 
ECLESIASTICOS QUE PRESENTA EL 
DERECHO DE LOS RELIGIOSOS 


El derecho de los religiosos encuéntrase principalmente en la parte II 
del libro 11; y lo concerniente a los bienes temporales, en el capitulo III 
del título X. Lo de “principalmente” se refiere a los dos miembros de la 
proposición, ya que así en lo que atañe al derecho de los religiosos en con- 
junto, como en lo que respecta a los bienes temporales de los mismos, se 
hallan en diversos lugares del Codex prescripciones que les afectan. 

Y fijándonos ya en concreto en la materia que nos ha sido encomen- 
dada, cumple advertir que es imprescindible tener en cuenta varias de las 
normas establecidas en la parte VI del libro TIT. 


Bienes eclesiásticos de los religiosos 


El canon 1.497, $ r, nos da su noción cuando dice que son tales los 


que pertenecen a una persona moral eclesiástica, sea ésta colegial o no. 


Ahora bien, como por ley general la religión, las provincias y las casas 
religiosas están capacitadas para adquirir y poseer bienes temporales (ca- 
non 531), los bienes pertenecientes a cualquiera de esas tres entidades son 
bienes eclesiásticos y, por añadidura, religiosos. De donde se sigue que 
están sometidos en cuanto a su administración, etc., a las leyes por que se 
rigen los bienes eclesiásticos en general, salvo que haya otras leyes particu- 
lares para los bienes religiosos, en cuyo caso a éstas debemos atenernos, en 
virtud de la regla XXXIV del derecho in VI”, “Generi per speciem dero- 
gatur”. ; 

"Toda persona moral eclesiástica, por el hecho de haber sido erigida 
legítimamente, que vale tanto como decir, a tenor del canon 100, $ 1, está 
capacitada para adquirir y poseer bienes temporales, a menos que la auto- 
ridad competente se lo prohiba. Por tanto, al reconocer el canon 531 la 
capacidad de las tres personas jurídicas: religión, provincia y casas, para 
adquirir y poseer bienes temporales, no ha hecho otra cosa que recordar 
la mencionada facultad. Asimismo, al añadir que no les compete semejante 
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facultad, si la regla o las constituciones se la excluyen o se la coartan, ex- 
presa lá excepción de referencia, cual acontece a los Franciscanos menores 
y Capuchinos, y a los Carmelitas descalzos y Jesuítas. 

Ni hará falta añadir que no implica ningún contrasentido, ni mucho 
menos un absurdo, el reconocer la capacidad de adquirir y poseer bienes 
temporales a una persona moral compuesta de individuos que, en cuanto 
particulares, son inhábiles a tal efecto, como sucede en las Ordenes reli- 
giosas por razón de los votos solemnes; pues bien sabido es que los dere- 
chos y los deberes de las personas morales son diversos de los derechos 
y deberes que competen a los individuos de que aquéllas constan; pudiendo 
muy bien ocurir que en las personas morales no religiosas, éstas, en cuanto 
tales, abunden en bienes temporales, al paso que sus componentes padecen 
la mayor indigencid, o viceversa. 


1.) Colocación del dinero. 

¿Excede ésta los límites de la administración ordinaria? He aquí el 
primer punto con el cual tenemos que enfrentarnos, siguiendo el orden de 
los cánones. 

La administración de los bienes comprende todos aquellos actos que 
se ordenan a la conservación y mejora de los mismos, el cuidado para que 
produzcan: los debidos frutos conforme a su naturaleza, la percepción de 
dichos frutos y su aplicación a los fines correspondientes. Dividese la 'admi- 
nistración en ordinaria y extraordinaria. (Comprende la primera todos 
aquellos actos que caen dentro de los límites a que se extiende la compe- 
tencia de los administradores inmediatos, como son el pago de impuestos. 
cobranza de las rentas, adquisición de las provisiones necesarias para el 
sustento cuotidiano de la comunidad, venta de los productos que no se 
pueden conservar y otras cosas por el estilo. En cambio, la adquisición de 
bienes inmuebles, el pedir dinero prestado en cantidad elevada, la construc- 
ción de nuevos edificios o las reparaciones notables en los existentes y 
otras Operaciones por el estilo, pertenecen a la administración extraordi- 
naria, para la cual se exige la intervención de algün Superior. 

;: A su Vez, la colocación del dinero puede tomarse en dos sentidos: am- 
plio y estricto. La colocación en sentido estricto implica la conversión del 
dinero en otra. forma de propiedad, v. gr., en fincas rústicas o urbanas, en 
acciones u obligaciones del Estado o de alguna sociedad comercial; mien- 
eta de ae a 

guro o de percibir réditos o de ambas 


cosas, la colocación se toma en sentido amplio, puesto que se puede retirar 
cuando se quiera, sin necesidad de ninguna operación comercial 
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Hay diversidad de pareceres acerca de si la colocación del dinero en 
sentido estricto cae dentro de la administración ordinaria. Algunos, como 
CAPPELLO (1), CHELODI (2) y WErNz-ViDAL (3), afirman que si la colo- 
cación se hace con cautela y en forma segura, no excede los límites de la 
administración Ordinaria; pero que sí los excedería si se verifica sin tales 
garantías. Mas cabe preguntar, ¿quién ha de juzgar acerca de tales re- 
quisitos? Dichos autores nada indican al efecto. Parece natural que se 
reserve a otro que no sea el administrador inmediato, el cual fácilmente 
pudiera ser víctima de una obcecación, con grave riesgo para la persona 
moral cuyos bienes administra. Ahora bien, ese peligro se evita exigiendo 
“la intervención de un Superior que examine las cosas con más calma y pue- 
da darse cuenta mejor de las diversas circunstancias. De que no sea nece- 
sario acudir a la S. Sede para colocar el dinero, aun cuando se trate de una 
cantidad superior a las 30.000 pesetas (4), no es razón para decir que per- 
tenece a la administración ordinaria; basta que sea preciso contar con otro 
Superior. Tampoco para las enajenaciones de bienes cuyo valor no exceda 
las 30.000 pesetas hace falta acudir a la S. Sede, y, sin embargo, no pueden 
realizarlas los administradores inmediatos sin el permiso del Superior 
competente, según consta de los cánones 534 y 1.532. Más aún, tratándose 
de ciertas colocaciones, como vamos a ver pronto, el canon 533 exige ex- 
presamente el previo consentimiento del Ordinario local. 

Después de lo dicho, a nadie le extrañará que nos inclinemos por in- 
cluir la colocación del dinero, tomada en sentido estricto, entre los actos 
pertenecientes a la administración extraordinaria. Por lo demás, no vamos 
solos al tomar esa vereda; nos acompañan personas de tanta autoridad 
como. LARRAONA (5), SCHAEFER (6), BErRUTTI (7), VROMANT (8) y CLAEYS 
BouvAERT-SIMENON (9). Los tres primeros se limitan a la simple afirma- 
ción; los otros alegan para ello el hecho de tener que contar con la inter- 
vención de los Superiores, bien sea por disponerlo así el derecho comün 
o bien las propias constituciones. Y, además, trátase de actos que no se 
realizan con frecuencia, y, por ende, no les resulta demasiado gravoso a los 
administradores inmediatos el haber de acudir para ello a un Superior. Lo 
cual, aparte de la razón anteriormente alegada, tiende a evitar los daños 


(4) Summa Jur. Can., II, p. 145 (1). 

(2) - Jus de Personis, n. 260, c). 

(3) De Religiosis, n. 223. 

(4) CAPPELLO, Ob: cit., n. 502, p. 146, 2, 2.9. 

(5) CpR., XII, 1931, p. 438, V. 

(6) De Religiosis 4, n. 713, p. 380. 
(7) De Religiosis, n. 57, p. 116. : : 
(8) De bonis Eccl. temp., n. 176, p. 189. 

(9) Manuale Iur. Can. 3, i. I, n. 631. 
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que a la persona moral le pudieran sobrevenir. En cambio, respecto de la 
colocación, entendida en sentido amplio, LARRAONA, Sin dejar de reconocer 
que la opinión rígida tal vez sea la más lógica y la que mejor responde al 
texto de la ley y a la historia del derecho, estima verdaderamente probable 
la opinión contraria, o sea, que pertenece a la administración ordinaria (10). 
Ateniéndonos a esto último, admitimos que, de no exigirlo expresamente 
las constituciones de algún Instituto religioso, no se precisa el consenti- 
miento previo del Ordinario local, a que alude el canon 533, para colocar 
el dinero en la caja de ahorros durante algún tiempo. CORONATA, entre 
otros, abunda en el mismo sentir (11). 

2.) Cuándo y a quiénes hace falta dicho consentimiento. 

Tal es la segunda cuestión de que debemos ocuparnos. A tenor del ca- 
non 533, $ 1, precisan obtenerlo, tratándose de la colocación en sentido 
estricto: 1.” La Superiora de monjas y la de religión de derecho dioce- 
sano para colocar cualquier dinero, y si el monasterio de monjas está su- 
jeto al Superior regular, es necesario, además, el-consentimiento de éste. 

2^ La Superiora en las Congregaciones de derecho pontificio, si se 
trata de colocar el dinero correspondiente a la dote de las religiosas pro- 
fesas, a tenor del canon 549. 


3. El Superior o la Superiora de una casa de Congregación religiosa, 
tratándose de fondos que han sido dados o legados a la casa para el culto 
divino o para obras de beneficencia en aquel mismo lugar. 


o 


4.” Cualquier religioso, aunque pertenezca a una Orden regular, si el 
dinero fué dado para una parroquia o misión o a los religiosos en beneficio 
de las mismas. 

Estas disposiciones se han de cumplir también cuando se haga cual- 
quier cambio en la colocación del dinero (can. 533, $ 2). 

Equipara este canon, para el efecto presente, a la Superiora de monjas, 
no obstante ser de derecho pontificio, con las pertenecientes a religión de 
derecho diocesano, en atención a las circunstancias especiales en que suelen 
encontrarse con frecuencia los monasterios de monjas, los cuales no siem- 
Hi IU. de religiosas competentes para la administración temporal, de 

O is i id i inari i 
nde 1 sulta que la intervención obligada del Ordinario local puede im- 
pedirles muchos quebrantos. Ese es también el motivo por el cual el ca- 
pr 533 les E dar cuenta de dicha administración una vez al año, pot 

o menos, al mencion rdinari Z : a 
; cionado Ordinario y también al superior regular, si e! 


(10) CDR XI 103159 D- 437. 
(11) Institut. Iur. Can. 3, I, n. 559, 2,0 
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monasterio le está sujeto. CORONATA (12) pretende explicarlo por el hecho 
de que la Superiora de monjas, a diferencia de las Superioras locales en 
las Otras religiones de derecho pontificio, no tiene sobre sí otra Superiora 
a quien haya de rendir cuentas. Y si bien esa razón no parece tener apli- 
cación a los monasterios exentos (can. 615), nada tiene, sin embargo, de 
extraño que aun en tal supuesto deba la Superiora de monjas rendir cuen- 
tas de la administración también al Ordinario del lugar, si nos fijamos que 
en los demás cánones donde se hab'a de cosas análogas exigese la inter- 
vención de éste juntamente con la del Superior regular, según puede verse 
en los cánones 504, $ 2; 645, $ 2; 647, $ 1. 

Acerca del n. 3, $ 1 de este canon 533, reina diversidad de pareceres 
entre los autores sobre si la palabra “Congregaciones” comprende también 
a las exentas. Se inclinan por la negativa Bastien, BERUTTI, BLAT, De 
MEESTER, GOYENECHE, REGATILLO, VERMEERSCH-CREUSEN y VROMANT. 
Muéstrase indeciso CORONATA. PRUMMER no halla fácil armonizar el ca- 
non 533. WERNZ-VIDAL, reconociendo la probabilidad de la sentencia ne- 
gativa, consideran más probable la afirmativa. En forma parecida se ex- 
presa CAPPELLO. Decláranse francamente en favor de esta última CHELODI 
y LARRAONA. 

La importancia del asunto exige que demos una ligera referencia de lo 
que dicen algunos de los autores mencionados antes de manifestar nuestro 
humilde parecer. 

Según BERUTTI, en el canon 533, $ 1, n. 3, se trata de una verdadera 
fundación pia, e infiere como cosa cierta que sólo comprende las Congre- 
gaciones no exentas (13). 

BLar, aludiendo a la razón que alegan los partidarios de la sentencia 
afirmativa, o sea, que el canon no distingue entre Congregaciones exentas 
y no exentas, advierte que esto no era necesario, toda vez que la exención 
de las Congregaciones sólo en cuanto a su origen difiere de la exención de 
los regulares, debido a que la de éstos la concede el derecho, al paso que ‘a 
de aquéllas brota de un privilegio, aplicándose a una y otra el canon 615, 
o sea que en ambas la exención tiene carácter de regla general, mientras 
que las limitaciones lo tienen de excepción (14). Mon 

GOYENECHE, a continuación de las palabras “Congregación religiosa”, 
añade en nota: “No exenta. Si el legislador hubiera querido incluir las 
exentas, lo hubiera expresado, como lo hizo en el canon 512, $ 2, nn. 2. Al 


(12) Institut. Iuris Can. 3, n. 559, p. 680. 
(13) De Religiosis, n. 58, Il, p 118. 
(14) Ius de Religiosis 3, n. 259. 
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interpretarlo de esta forma se contribuye mejor a la armonía de lo aquí 
establecido con lo del canon 1.550” (15). | 

En forma parecida se expresan los demás autores arriba mencionados. 

CORONATA opina que si nos guiamos por los principios generales de in- 
terpretación, deberíamos incluir también a las Congregaciones exentas, 
como lo hacen varios autores; si bien, por otra parte, el canon 1.550 es un 
obstáculo para semejante interpretación, y ése es el motivo por qué otros 
autores las excluyen (16). 

El texto de la ley—observa CHELODI—no distingue entre Congrega- 
ciones exentas y no exentas; por consiguiente, comprende unas y otras GIs 

LARRAONA reproduce los argumentos que alegan los partidarios de la 
opinión contraria y, a continuación, los va refutando uno por uno. Si no 
nos equivocamos, lo que le hizo más fuerza para inclinarse en favor de la 
opinión afirmativa fué el cambio de redacción introducido en la edición 
definitiva del Código respecto de los cánones 512 y 533, comparada con los 
esquemas de los mismos correspondientes a los años 1914 y 1916; toda 
vez que en la edición promulgada se añadió al primero la palabra “exenta”, 
que no figuraba en dicho esquema, mientras que en el canon 533 se supri- 
mieron las palabras “no exentas” que el anterior esquema contenía; lo 
cual significa, en sentir de LARRAONA, que también en este último canon se 
comprenden las Congregaciones exentas (18). 

Con toda sinceridad declaramos que no nos convence semejante argu- - 
mentación. Resulta claro que tocante al canon 512, $ 2, n. 2, añadieron 
aquella palabra en el texto definitivo, porque el legislador quería someter 
las Congregaciones exentas a la visita pastoral del Ordinario del lugar, lo 
cual no se verificaba si no se hacía mención expresa de las mismas, por im- 
pedirlo el privilegio de la exención de que gozaban algunas Congregacio- 
nes: Pasionistas, Redentoristas, Salesianos. Y, si bien es cierto que la 
exención de éstas no es tan amplia como la de las Ordenes religiosas; con 
todo, es necesario que conste la limitación, cual ocurre en este canon ETZ 
y, dicho sea de paso, me parece que es la única. Y hasta podríamos añadir 
que si quisiéramos aferrarnos a lo material de las palabras, nos veríamos 
precisados a reconocer que en algunos casos disfrutarian las Congrega- 
ciones de la exención, quedando privadas de ella las Ordenes, puesto que, 
v. gr., en los cánones 296, $ 1, y 616 se hace mención únicamente de los 
regulares, al declararlos sometidos en el primero, en cuanto misioneros, al 

(15) De Religiosis, n. 35, p. 67, nota 9. 
(16) netit. Iur. Can. 3, I, n. 559, p. 680, nota 6. 


(17) Ius de Personis, n. 260, p. 404, nota 1. 
(18) CpR., XIT, 1932, p. 27, nota 538. 
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Vicario y Prefecto Apostólicos, y en el segundo, privándoles de la exención 
cuando viven ilegitimamente fuera de convento. Y a propósito de este 
último canon, cumple llamar la atención acerca del contraste literal que se 
observa, si lo comparamos con el canon 617, $ 1, cuyas primeras palabras 
son: “Si en las casas o en las iglesias de los regulares o demás religiosos 
exentos se introducen abusos...” Brindamos esta observación a los que 
tanto hincapié pretenden hacer en la diferente nomenclatura de los nüme- 
ros 3." y 4. del canon 533, para corroborar lo de la inclusión de las Con- 
gregaciones exentas en el n. 3." 

Volviendo a la supresión de las palabras “no exentas”, respecto de las 
Congregaciones, a que arriba aludíamos, fuerza es reconocer que si las 
hubieran conservado en la redacción definitiva ciertamente que se quitaba 
todo pretexto para interpretarlo de diversas maneras, como hemos visto 
que ahora ocurre; pero no es menos cierto que, bien mirado, eran super- 
fluas, como quiera que, en todo caso, para comprender a las Congregacio- 
nes no exentas no hace falta mencionarlas expresamente. Bien es verdad 
que en varios cánones se encuentran palabras no del todo necesarias; pero 
ya se sabe que su redacción no siempre es uniforme, ni tiene esto por qué 
extrañarnos si nos fijamos en que dicha labor fué encomendada a varios; 
y aun cuando el Cardenal Gasparri hizo después una revisión general, no 
hay que admirarse que se le hubieran escapado algunas cosas de menor 
importancia, dada la amplitud del Código. Pero sucede que a veces facil- 
mente nos fijamos en ciertos detalles y les concedemos demasiada impor- 
tancia cuando sirven para confirmar las teorías que nos agradan, y, en 
cambio, cuando es al revés, buscamos la manera de atenuar su valor, dando 
explicaciones que a nosotros nos parecen convincentes, pero quienes no se 
hallan en la misma tensión psicológica las califican muy de otra manera. 

Después de lo que dejamos apuntado, a nadie le extrañará que nos 
declaremos resueltamente en favor de la sentencia negativa, calificándola 
de más probable; y, si no fuera por el respeto que nos merecen los parti- 
darios de la contraria, diríamos que es la única admisible. 

Con ella, en efecto, se logra, además, la conveniente 'armonía entre el 
canon que nos ocupa y el canon 1.550, lo cual difícilmente se consigue 
de otro modo, como se echa de ver por los equilibrios que hacen y las di- 
versas explicaciones a que recurren los partidarios de la opinión contra- 
ria, cosa muy de tenerse en cuenta, ya que la norma establecida en el ca- 
non 6, n. 4, acerca de la concordancia entre el derecho nuevo y el antiguo, 
y en el canon 23, respecto de la conciliación de las leyes posteriores con las 
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anteriores, no menos se debe aplicar cuando se trata de los cánones en el 
Código contenidos. 

Trátase, pues, en este canon 533, $ 1, n. 3, de pias fundaciones estable- 
cidas en una casa o iglesia religiosa, y la palabra “fondos” se toma en el 
sentido vulgar, es decir, que comprende el dinero contante y los bienes 
inmuebles productivos. 

Tampoco hay uniformidad de pareceres respecto de si quedan someti- 
dos a la intervención del Ordinario local únicamente los fondos destinados 
a la beneficencia en favor de los fieles, o se extiende también a los que se 
ordenan al sustento de las comunidad religiosa. SCHAFER se inclina por 
esto último, alegando la razón de que también en este caso se trata de una 
obra de beneficencia (19). 

Nos parece mejor fundada la opinión contraria, que defienden Coro- 
NATA (20) y LARRAONA (21), según los cuales, en el último supuesto, no 
se trata de beneficencia propiamente dicha. Asimismo juzgamos más fun- 
dada la Opinión de quienes afirman que la palabra “lugar” no se extiende 
a toda la diócesis, sino que se limita a la ciudad o pueblo donde radica 
la casa religiosa. Así parece reclamarlo, en efecto, el empleo corriente de 
ese vocablo. 

En cuanto al $ 2 de este mismo canon 533, hay cambio de colocación 
cuando ésta es de diversa especie, v. gr., si los créditos hipotecarios se con- 
vierten en acciones O en obligaciones comerciales. Y el motivo de exigir 
en tales casos la intervención del Ordinario es porque en dichos cambios 
puede haber los mismos peligros que en la primera colocación del dinero, 
conforme indica LARRAONA (22). 

3.) Enajenación de bienes. 

Respecto de los bienes eclesiásticos en general, el Código se ocupa de 
ella en los cánones 1.530 y siguientes. Tocante a los religiosos, la. regulan 
los cánones 534 y 536, y para éstos, únicamente, se equipara a la enaje- 


nación el contraer deudas u obligaciones (can. 534). 


Se entiende generalmente por enajenación de bienes cualquier negocio 


jurídico merced al cual se traslada el dominio de los mismos a otro pro- 
Pietario, ya sea a título oneroso, v. gr., mediante venta o permuta, ya a títu- 
lo gratuito, v. gr., por donación. Y puesto que la enajenación se toma en 


sentido amplio, según advierte el canon 1.533, se extiende a todo contrato 


en virtud del cual pueda quedar la casa religiosa, provincia o religión en 


(19) De Religiosis; 4, n. 72 
(20) ¿Imstitut. Tur. Can., 3, Y, 559, p. 
(21) T EPR 1932, p. 33 

(22). CPR XIIT, 1932, pp: 98-99. 


© 


680, nota $8. 
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peor condición, como sucedería por la hipoteca, servidumbre pasiva, enfi- 
teusis, etc. 

Contraer una obligación es conceder a otro el derecho de exigir un 
servicio, una acción o la omisión de un acto. Contraer una deuda significa 
casi siempre Obligarse a pagar en cierto plazo una suma de dinero o a su- 
ministrar cosas equivalentes (23). 

Están sometidos a las leyes que rigen para la enajenación: los bienes 
inmuebles, los bienes muebles que se pueden conservar (can. 1259 0 aS T) 
v. gr., un rebaño de ovejas, una biblioteca. El dinero capitalizado se con- 
sidera como un inmueble, y, por lo tanto, no se puede hacer uso de él, a 
menos que se cumplan los requisitos señalados en el canon 534. Sin embar- 
go. tampoco hemos de olvidar que no todo empleo de ese dinero es verda- 
dera enajenación; a veces no pasa de ser un mero cambio de colocación, 
por ejemplo, cuando se destina a comprar o edificar una casa necesaria para 
la habitación de los religiosos que estaban viviendo en otra por renta; ya que 
de ese modo evitan el tener que continuar pagando ésta, lo cual equivale 
a seguir percibiendo los intereses del capital invertido en la compra o edi- 
ficación de la casa. Otro tanto se diga si ésta se construye no para servir 
de habitación a los religiosos, sino para arrendarla. 

Tampoco hay verdadera enajenación si una finca se vuelve a vender a 
su antiguo dueño cuando éste había puesto esa condición al celebrar el 
primer contrato, puesto que en tal hipótesis la adquisición no había sido 
absoluta. 

Igualmente no se considera enajenación el comprar o construir casas 
gravandolas con hipoteca, mediante la cual se facilita la compra o la 
construcción de las mismas, y a la vez se asegura su dominio en favor de la 
comunidad religiosa. 

Hay variedad de pareceres entre los autores acerca de si rigen las 
prescripciones del canon 534 cuando se trata de enajenar bienes o de 
contraer deudas entre diversas personas morales de una misma religión. 
Lo afirman BASTIEN (24), BerurTI (25) y Vromant (26). Lo niegan 
FANFANI (27), GOYENECHE (28), LARRAONA (29). REGATILLO (30), 


SCHAEFER (31), y TABERA (32). 


(23) CREUSEN-ZALBA, Religiosos y Religiosos, n. 163: 
(24) Directoire Canonique, n. 514. 

(25) De Religiosis, n. 59, IV: 

(26) De bonis Ecclesiae temporalibus, n. 310. 

(27) De Iure Relig., 2, n. 163. 

(28) De Relig., n. 36, V. 

(29) GpR., 1932, p. 188. 

(30) Institut. Iur. Can., I, n. 682. 

(31) De Relig., n. 728. 

(32) Dcho. de los Relig., n. 169. 
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Los primeros se fundan en que tales personas tienen su administra- 
ción financiera independiente. Los segundos alegan, que ya se mire la cosa 
en sí, ya se atienda a la práctica, no hay razón para someterlas a los re- 
feridos trámites; como quiera que el estrecho vínculo que une a las diver- 
sas personas morales de una misma religión, merced al cual deben ayu- 
darse mutuamente, aun desde el punto de vista económico, hace que tales 
enajenaciones u obligaciones dejen de tener un carácter rígidamente ju- 
rídico y se conviertan en algo hasta cierto punto familiar, y, por ende, que 
no se les apliquen las normas que regulan las relaciones entre personas 
extrañas, lo cual se confirma con la práctica, pues como advierte La- 
RRAONA, nadie acude a la S. Sede en demanda de licencia para obtener 
ayuda económica de la caja generalicia en favor de una provincia o de 
una casa, o viceversa. Y a esto podemos atenernos, mientras una decla- ' 
ración oficial no determine lo contrario. 

Otra cuestión se plantea y es la referente al canon 1.351, $ 3, donde 
se prescribe que el dinero proveniente de la enajación se coloque en be- 
neficio de la Tglesia con cautela y en forma segura y productiva. Ahora 
bien, esta disposición afecta no sólo a los casos en que para enajenar se 
requiere licencia de la S. Sede, sino también cuando pueden concederla 
los superiores subalternos, por no exceder el valor del objeto las 30.000 pe- 
setas. e ] 

Tampoco aquí van acordes la práctica y la teoría, según, advierte el 
ya varias veces mencionado LARRAONA. En efecto, si nos fijamos en que 
se trata de una ley pontificia en la cual sin ningün distingo, al revés de lo 
que ocurre en los cánones 534 y 1.552, se ordena la colocación del di- 
nero proveniente de la enajenación, parece natural interpretar que los Or- 
dinarios sólo pueden dispensar este requisito a tenor del canon 81, y, por 
ende, que en los casos corrientes, es decir, cuando hay tiempo para acu- 
dir a la S. Sede, no pueden aquéllos autorizar el gasto inmediato del 
dinero procedente de la enajenación de un bien para la cual habían éstos 
concedido el permiso. Así lo afirma CIPROTTI (33), aduciendo en su fa- 
vor lo que decía el secretario de la S. C. del Conc. en la causa del 12 de 
Julio de LILO, relativa a la enajenación de los exvotos, el cual, en las ob- 
servaciones preliminares, refiriéndose al $ 3 del canon 1.531, dice que 
lo en él establecido se ha de entender de tal forma que “el dinero obtenido 
no se puede emplear inmediatamente en usos aunque sean piadosos y 
necesarios tsino que) se, Je debes conservar patra que fructifique, de tal 


(33) Consultationes Iur. Can., vol. II, pp. 233-236 
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suerte que si se hubiera de gastar, siquiera fuese para ampliar la iglesia, 
cual había ocurrido precisamente en la causa de referencia, hace falta 
en todo caso la licencia de la Sede Apostólica, o sea, la dispensa de se- 
mejante obligación que la ley contenida en el mencionado canon impo- 
ne de una manera clara y explicita, y sin excepción alguna" (34). 

Con todo, el insigne P. FERRERES añade unas indicaciones muy aten- 
dibles que vamos a reproducir. “Mas como quiera—dice—que la enaje- 
nación pueda y deba tener lugar por causa justa, esto es, por causa de 
urgente necesidad o de evidente utilidad de la Igelsia, o de piedad, es 
por lo menos probable que el Obispo (y en los Institutos religiosos el su- 
perior competente a tenor de las constituciones, añadimos nosotros), 
Si, V. gr., para atender a una urgente y extraordinaria reparación de la 
iglesia parroquial, en peligro de ruina, es necesario enajenar algún pre- 
dio propio de la misma iglesia parroquial, cuyo valor no llegue a 30.000 li- 
ras O pesetas, así como puede permitir la enajenación, así puede permitir 
que el dinero o los fondos de la tal enajenación se inviertan en la predi- 
cha reparación, puesto que si la necesidad de la tal reparación hace le- 
gitima la enajenación hecha por sola la autoridad del ordinario, tam- 
bién la misma necesidad ha de legitimar la inversión de los fondos obte- 
nidos de una venta, en orden a la indicada reparación” (35). 

A su vez LARRAONA, buscando la manera de corciliar con lo estable- 
cido en el mencionado canon 1.531, $ 3, la práctica contraria, al parecer, 
o para decirlo de una manera más exacta, investigando las razones de 
interpretar prácticamente dicha ley de un modo más suave de lo que a 
primera vista parece permitir el texto de la misma considerado en abs- 
tracto, suavidad de interpretación que, por lo demás, la S. Congregación 
de Religiosos autoriza de hecho, arguye así: Cuando la necesidad urgente 
de arbitrar recursos con que remediar dicha necesidad, legitima la enaje- 
nación, y el superior religioso autoriza ésta por que no excede de las 
30.000 pesetas, si luego para poder aplicar el dinero obtenido al reme- 
dio de aquella necesidad, hiciera falta acudir a la S. Sede, prácticamente 
resultaría inútil la facultad del superior religioso para permitir la ena- 
jenación, siendo así que en la mayor parte de los casos las enajenaciones 
se efectúan precisamente por tener que allegar recursos para subvenir 
a una necesidad que no se puede remediar de otra forma. 


(34) .AAS, XI, 418- 
(35) Instituciones Canónicas, tomo II, n. 501. 
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Algo parecido cabe afirmar, observa el propio LARRAONA, cuando es 
la razón de piedad el motivo de proceder a la enajenación (36). 


4%) ¿A quién pertenecen los bienes de un monasterio de monjas le- 
gitimamente suprimido 0 extinguido? 

También éste punto ofrece dificultad, como se echa de ver en los auto- 
res que lo han examinado. El Código, en el canon 1.501, establece la si- 
guiente norma: “Al extinguirse una persona moral eclesiástica, sus bie- 
nes pasan a ser de la persona moral eclesiástica inmediatamente superior, 
dejando siempre a salvo las voluntades de los fundadores o donantes, los 
derechos legítimamente adquiridos y las leyes particulares por las que 
se regía la persona moral extinguida.” 

En los cánones relativos a los religiosos encontramos normas concre- 
tas para el caso de supresión de una religión (canon 493) o de una pro- 
vincia (canon 494, $ 2), mas no así tocante a la supresión de las casas, 
a no ser cuando la religión consta de una sola casa (canon 493). Y que 
ésto no proviene de un olvido lo prueba el hecho de que en los esquemas 
preparatorios de los años 1912 y 1914 se determinaba que “los bienes 
de la casa suprimida pasaran a la provincia o a la religión, cuando ésta 
no estaba dividida en provincias”. Y respecto de “los monasterios autó- 
nomos de tal forma que ni siquiera perteneciesen a una Congregación 
regular, al ser suprimidos, la S. Sede determinaría lo que se hubiera de 
hacer de sus bienes” (37). 

Tenemos, pues, que acogernos al canon 1.501 arriba transcrito. Pero 
no siempre resulta fácil determinar, respecto de algunas personas morales, 
cuál es la persona moral inmediatamente superior. Y de ahí la divergen- 
cia que se nota entre los autores tocante a los monasterios de monjas, 
como quiera que éstos pueden hallarse en tres situaciones diversas, ya 
que algunos dependen directamente de la S. Sede, otros del Ordinario del 
lugar y Otros, finalmente, del Superior regular de la Orden respectiva. 

DE MEESTER (38) y VERMEERSCH-CREUSEN (39) se fijan sólo en los 
dos primeros supuestos y resuelven que en el segundo la persona inme- 


diatamente Superior es la diócesis, y, por consiguiente, los bienes del mo- 
nasterio desaparecido se adjuntan a los de aquélla 


(30) TOPR 1932, pp. 1859-361. 

(37) GOYENECHE, CpR., 1947, Deco gg. 

(38) Jur. Can. et Canonico civilis Com | 
: vil PS AA 

(39) Epit. Iur. Can. 4, t. II, n. 822, TII. 5$ 
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GOYENECHE se fija en las tres hipotesis y resuelve que pertenece dis- 
poner de los bienes del monasterio extinguido al Superior respectivo del 
que dependía (40). 

LARRAONA, por el contrario, defiende que, en los dos primeros supues- 
tos corresponde a la S. Sede exclusivamente disponer de dichos bienes, 
toda vez que tales monasterios son de derecho pontificio. En el tercer 
supuesto coincide con la opinión sustentada por GOYENECHE en su tratado 
De Religiosis (41). 

SCHAEFER (42) admite que aun en el caso de que el monasterio es- 
tuviera sujeto al Ordinario del lugar, a la S. Sede pertenece disponer de 
los bienes, y añade que, aun cuando estuviera sometido al Superior regular, 
los bienes pertenecen a la S. Sede. Esto es lo que juzgamos preferible, 
toda vez que la situación económica de las monjas es la misma, ya se 
hallen sometidas al Ordinario del lugar, ya al Superior religioso, es decir, 
que en ambos supuestos conservan su independencia en ese punto, salvo 
lo de rendir cuentas de la administración y lo de los cánones 534 y 535. 


5.) Responsabilidad de las deudas u obligaciones (canon 536). 

Los Superiores de cada persona moral (religión, provincia, casa) y 
los oficiales legítimamente designados para la administración temporal, 
pueden realizar todos los actos comprendidos dentro de la administración 
ordinaria, sin necesidad de nuevos permisos, puesto que su cargo les auto- 
riza. Y en ese caso la persona moral que representan y de la cual son ges- 
tores tiene que responder económicamente de tales actos. 

Cuado se trate de negocios que exceden los términos de la administra- 
ción ordinaria, necesitan dichos funcionarios obtener licencia de otro Su- 
perior, el cual, sin embargo, por el hecho de concederla, en manera al 
guna se hace responsable de los mismos, puesto que semejante licencia 
no equivale a un mandato, sino que es un simple requisito, o sea, la re- 
moción de un óbice para que los inferiores puedan actuar legítimamente 
y poner aquellos actos respecto de los cuales gozan de capacidad, la cual 
poseen independientemente de la referida licencia. 

En esto se funda la distinción que señala el $ 2 de este canon 536 entre 
un regular (dígase un profeso de votos solemnes) y un religioso de votos 
simples. En efecto, éste ültimo, como generalmente es capaz de dominio, 
à pesar del voto de pobreza, puede realizar operaciones económicas va- 
lidamente, necesitando la licencia del Superior sólo para no quebrantar 


(40) De Religiosis, n. 99, nota 40. Más tarde, en CpR, XXVI, 1947, pp. 936-941, no reco- 
noce el derecho de la primera Orden a los bienes del monasterio extinguido. 

(41) CpR., XII, 1931, pp. 247-248. 

(42) De Religiosis 4, n. 697. 
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el voto que le prohibe la administración: independiente. Por eso, fuera 
del caso en que haya actuado en calidad de gestor de la persona moral, 
él personalmente, no la persona moral cuyo Superior le concedió la licen- 
cia, es responsable de las deudas y obligaciones contraídas, lo mismo que 
si las contrae sin ningún permiso ($ 3). 

En cambio, tratándose de un profeso solemne, como el voto de pobre- 
za, salvo especial indulto de la S. Sede, le hace inhábil para todo acto 
de propiedad, y la licencia concedida por cualquier Superior, a excep- 
ción de la Sede Apostólica, no tiene virtud para habilitarle; síguese que 
semejante licencia surte el efecto de un verdadero mandato que da por 
resultado hacer al Superior responsable del negocio verificado; y esto, aun 
cuando el Superior hiciera declaración en contra al conceder la licencia, 
puesto que semejante declaración no tiene valor alguno para cambiar la 
naturaleza de las cosas, como puede verse en la causa fallada por una 
comisión de Cardenales el 18 de agosto de 1914; A. A. S., VII, pági- 
nas 104-112. 

Y a eso obedece también que el religioso de votos simples deba res- 
ponder personalmente de los negocios por él tramitados, con licencia del 
Superior, o sin ella, tenga bienes o no los tenga dicho religioso, y que, 
jurídicamente a la persona moral religiosa, ni aun en éste último supues- 
to se le pueda exigir nada, toda vez que la razón de la responsabilidad 
de ésta en cuanto a los profesos solemnes no se basa en la carencia de 
bienes por parte de los mismos, sino en su incapacidad personal para realizar 
operaciones económicas. De ahí se infiere a la vez con cuánto fundamento 
sostienen algunos autores que la palabra “regular” por el canon emplea- 
da, no se contrapone, como de ordinario, a religioso de Congregación, sino 
a profeso simple, aunque pertenezca a una Orden. 

Antes de dar por terminada nuestra tarea, réstanos indicar que tam- 
bién hay discordancia entre los autores acerca de la calidad de la licen- 
cia que se precisa para que salga responsable la persona moral de las 
deudas y obligaciones contraidas por un regular autorizado para ello por 
el Superior. 

ay BLAT (43), FANFANI (44), SCHAEFER (45) y otros, v. gr., BERUTTI (46), 
fijándose en lo general de la frase que emplea el canon 536, $ 3: “Si 
contrajo las deudas un religioso sin ningun permiso (subrayamos nos- 
otros) de los Superiores...”, admiten que basta la licencia tácita, la. cual 


(43) De Religiosis 3, n. 275. 

(44) De Iure Relig. 2, n. 166. 

(45) De Relig. 4, n. 748. : 

(46). De Religiosis, n. 61, A), C). 
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existiría en el caso de que los Superiores no prohiban al religioso la ac- 
tuación en tales materias, siempre que éste obre de una manera pública 
y notoria, de suerte que aquéllos no puedan alegar ignorancia acerca del 
particular. 

LARRAONA (47), por el contrario, exige que la licencia sea expresa, 
toda vez que, según él, debe ser válida, es decir, obtenida en conformi- 
dad con el derecho común (canon 534) y con el derecho particular, o sea, 
ateniéndose a lo que prescriben las constituciones de cada Istituto re- 
ligioso. 

Nos parece más aceptable la opinión de aquéllos, ya nos fijemos en 
la razón que alegan, de la frase general empleada por el canon 536, ya tam- 
bién por considerarla más conforme con la doctrina de la comisión carde- 
nalicia a que antes hemos aludido. 


Fr. SaBino ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 


a ————— 


(£7) CpR. XV, 1934, pp. 19-20, 110-112. 
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PROBLEMAS QUE PLANTEA EL 
CANON 1.513 


I. Según aparece por el simple enunciado del tema que se me ha 
encomendado, él es un tanto vago. ¡Son tantos los problemas que suscita 
el canon 1.513! Problemas de índole canónica y de índole civil, en cuanto 
el derecho civil se roza con el canónico. Yo solamente tocaré algunos; re- 
correrlos todos aumentaría desmesuradamente nuestro trabajo. 

Un exce'ente estudio sobre este y otros temas análogos nos ha propor- 
cionado nuestro aventajado discípulo el portugués Rev. ANTONIO BARROSO 
en su tesis doctoral Vontades pias, 1946. 

En el canon 1.513 podemos distinguir dos partes: primera, la capaci- 
dad de las personas para disponer de sus bienes en favor de las causas 
pías. Segunda, la forma de las últimas voluntades en bien de la Iglesia. 

Como en su desarrollo se barajan términos bajo los cuales se albergan 
conceptos que pudieran confundirse, vamos ante todo a fijar su significa- 
ción jurídica. 


E N 2 C OSnIEAS 


2. Iglesia, en todos los cánones de los títulos XXVII-XXX del libro 
tercero, significa no sólo la Iglesia Universal, o sea la congregación o so- 
ciedad de los fieles cristianos, cuya cabeza es el Papa; ni sólo la Sede 
Apostólica o del Sumo Pontífice, Primado de toda la Iglesia, sino también 
cualquiera persona moral eclesiástica; a no ser que por el contexto o por la 
naturaleza de la cosa se limite su alcance (c. 1.498). 

La razón es, porque cualquiera persona moral eclesiástica tiene de suyo 
capacidad jurídica para adquirir bienes temporales (c. 1.493, $ 2); y ella 
misma es el sujeto del dominio de los bienes que adquiera (c. 1.499, $ 2). 

3. Causa pía.—Esta expresión aparece por primera vez en la legisla- 
ción de Justiniano (1), viniendo a significar cualquier acto o negocio ju- 


‘ridico, que tiene por fin principal el ejercicio de la religión o de la caridad; 


como la edificación de iglesias y hospitales, redención de cautivos, sus- 
tentación de los pobres, etc. 


(1) Cod 1s d, 3; 45 (46); 4, 2,1195 Novela, 131, 11, 3 nov. 65. 
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El primero en dar una definición completa de obras pías fué el Dr. Na- 
VARRO (AZPILCUETA): Son, dice, aquellas que se hacen principalmente por 
causa del culto divino o por misericordia... Entre las que se refieren al 
culto nombra, por ejemplo, las capellanías, los beneficios, las misas y Otros 
oficios divinos. Los referentes a la caridad son las obras de misericordia 
espirituales y corporales (2). 

Los autores siguientes van perfilando más el concepto de causa pía. 
Así, Mottna: Dícese que una cosa se deja para causa pia cuando se deja 
en beneficio de la propia alma, como cuando se deja limosna para los po- 
bres, aunque sean parientes; para la Iglesia, los monasterios; para redimir 
cautivos, dotar doncellas; para el culto, sufragios por sí o por los otros 
fieles difuntos. Finalmente, todo lo que se hace principalmente en conside- 
ración a Dios o por un fin sobrenatural, para merecer la gracia y la gloria 
delante del Señor; o para satisfacción de los pecados propios o ajenos (3). 

Con el ombre de causa pía entiéndese no sólo el fín por el que se deja 
alguna cosa, y puede ser la honra de Dios, el culto de los santos, el socorro 
de los pobres por amor de Dios; sino también todos los lugares e institu- 
ciones piadosas, esto es, en los cuales se ejercitan las obras de religión o de 
misericordia. Por eso podemos definir causa pia cualquiera obra instituida 
o hecha principalmente para honra de Dios o salvación del alma, bien tenga 
dicha obra por su naturaleza un fin sobrenatural, bien sea de suyo indife- 
rente para este fin, pero al que vaya ordenada por la intención del agen- 
te (4). 

Por fin, algunos autores modernos la definen: cualquier obra de virtud 
cristiana, de caridad o de religión o de otro fin sobrenatural y para el bien 
del alma (5). 

En suma, causa pía significa: a) todo fin sobrenatural por el que se 
practica una obra de religión o beneficencia; b) toda obra de esta clase 
que se hace por motivo sobrenatural, bien sea permanente, como una fun- 
dación, bien transitoria, como limosnas manuales; c) todo lugar o insti- 
tución destinada a practicar alli obras de religión o beneficencia por un 
fin sobrenatural, o sea, referido a la honra de Dios o a la salvación eterna 
de las almas. Comúnmente, se toma en los dos últimos sentidos, o sea de 


-la obra buena o del lugar o institución destinada a tales obras; más bien 
que en el primero, del fin sobrenatural. 


(2) Apologia libri de reditibus ecclesiast 


2 icis (Ly 575 iti 
(3) De iusti, tract. 9 disp. 134, n. 1. bino ur Puce c CU 


(4) NOLDIN, Summa Theol. Mor., II, n. 556 (ed 25) 
(9) TANQUEREY, Synop. Theol. 1 : ; 
E ynop l. Mor., TIL, n. 698 (ed. 6). Rota Rom., Decisión, vol. 99 (1930). 
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Con la causa pía tienen analogía el instituto pío y la casa pia. 

Instituto pío es, o una persona moral, o una asociación, o una obra 
establecida para ejercer cualesquiera actos sobrenaturales de religión, de 
misericordia espiritual o corporal. Por ejemplo, una comunidad religiosa, 
una cofradía, las Conferencias de S. Vicente, un oratorio, un hospital ca- 
tólico, etc. i 

Casa pía es un edificio destinado a otras obras de piedad o caridad 
cristiana. 

4. Especies de causas pias—Pueden clasificarse en causas pias ecle- 
sidsticas y causas pias laicales.—Las primeras son aquellas cuyos bienes son 
espiritualizados o convertidos en eclesiásticos, como pertenecientes a una 
persona moral eclesiástica, o a la Iglesia, en propiedad; por ejemplo una 
comunidad religiosa. Las /aicales son aquellas cuyos bienes no pertenecen 
en dominio a persona jurídica eclesiástica, bien que sobre ellos tiene la 
Iglesia el derecho y el deber de vigilar para que se cumplan fielmente las 
pías voluntades delos fieles que los dieron (can. 1.515). Tales son las Con- 
ferencias de S. Vicente (6). 

5. Voluntades pías.—Son cualesquiera disposiciones de bienes para 
causas pias, esto es, para obras de religión o beneficencia cristiana (S. C. 
Gore 2 mabi 1927; AIAS, 20, 363). 

Importa mucho determinar bien lo que es voluntad pia, para discernir 
cuándo una disposición de bienes se debe regir por las leyes eclesiásticas 
y cuándo no: en cuanto a la autoridad de la Iglesia para velar por su cum- 
plimiento; en cuanto a la capacidad de disponer de los bienes; en cuanto a la 
forma, etc. 

Elementos de una voluntad pía.—' Tres elementos deben concurrir Aw 
que una disposición de bienes pueda llamarse voluntad pia: a) Que la 
causa sea pia (7); b) la intención o fin sobrenatural; c) la piedad de la 
persona disponente. 

a) Causa pía, ya la hemos definido. Los canonistas antiguos parecen 
fijarse más bien en el carácter de estabilidad o perpetuidad, considerándola 
como una institución o lugar deputado perpetuamente para obras de pic- 
dad. Así Mosrazo (8) y BarBosa (9). Pero también es causa pia, según 
dijimos, toda obra de religión o beneficencia cristiana, aunque sea transi- 


toria, v. gr., las limosnas manuales. 


ae 


(6) S. C. del Conc. 13 nov. 1920; AAS, 13, 135. 
(7) Mosvazo, De causis: piis, 1. 1, c. 1, n. 6 sigs. 


(8) Idem, n. 31 sigs. 
(9) Iuris Eccles. Universi, pars 2, vol. II, 1. 3, ¢..97%, n. 4 Sigs. 
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b) Además de la causa pía, requiérese para la pia voluntad la inten- 
ción sobrenatural del disponente, a saber, un fin que se refiera a Dios o al 
bien sobrenatural o eterno del alma, como el merecimiento de la gracia, la 
satisfacción por los pecados, etc. 

Deben distinguirse dos intenciones: la moral y la jurídica. Moral es la 
relación del agente al bien o mal honesto, natural o sobrenatural, que da al 
acto su especificación de bueno o malo, ante Dios y en conciencia; y en los 
bautizados cae bajo el fuero interno de la Iglesia. Jurídica es la relación 
del agente, que da al acto externo su especificación jurídica, en cuanto a 
los efectos del derecho, ante la sociedad, y como tal cae bajo el fuero 
externo. 

Hay actos externos que siempre tienen determinado carácter, religioso 
o civil, y, por tanto, siempre caen bajo la jurisdicción de la Iglesia o del 
Estado. Pero la mayoría, de suyo, en abstracto, pueden ser religiosos o ci- 
viles; los cuales pueden determinarse a una u otra clase por la intención 
del agente. Así el desfile ordenado de una muchedumbre de hombres por 
las calles puede ser una manifestación religiosa o civil; la intención que la 
constituye en una u otra clase es la jurídica. 

Sabido es que la intención moral no siempre es conforme a la jurídica. 
Así el mismo acto jurídico, v. gr., una fundación, puede ponerse con dis- 
tintas y aun Opuestas intenciones morales. Por eso la intención moral no 
tiene influjo en la especificación jurídica del acto, sino en cuanto influye 
en la intención jurídica. 

En conclusión: el que una voluntad sea pia o no depende: a) Primaria= 
mente, del elemento externo: Si la disposición se dirige a una institución 
o acto objetivamente pío, v. gr., un legado de misas, la voluntad siempre 
será pia. b) Secundariamente, del elemento interno: Si la disposición se 
dirige a una institución o acto objetivamente indiferente, de suerte que 
pueda ser pio o no, la voluntad será pía o no pia, según: la intención jurídica 
del disponente; esto es, la voluntad de dirigirla al fin de la Iglesia o del 
Estado. 

En cuanto à la beneficencia temporal, distinguense dos especies: la 
natural y la sobrenatural. La primera se refiere al orden civil económico; 


o se ejerce por un fin meramente filantrópico, que socorre al prójimo por 


mera bondad natural, sin relación a Dios. La segunda, por amor de Dios 


y del prójimo, en cuanto es imagen de Dios, destinado al reino de Dios... 
Por eso hay en la sociedad humana dos esferas de beneficencia. Mu- 


chas ERAS no es difícil discernir a qué esfera pertenece tal obra: las que . 
proceden de la Iglesia o del Estado, o de las instituciones por una u otro 
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erigidas, pertenecerán, respectivamente, a una u otra esfera. Lo mismo se 
diga de las obras que expresamente se dejan para instituciones eclesiásti- 
cas O civiles ya existentes. Más difícil es la distinción cuando se trata de 
Obras privadas o particulares, que en la vida cotidiana se hallan mezcladas 
y pueden presentar un aspecto semejante, y, por tanto, objetivamente son 
indiferentes. Cada cual es dueño de someter su acto benéfico a una u otra 
esfera; en tal caso la intención del agente decidirá si el acto entra o no en 
la esfera pia. 

En consecuencia, la disposición de bienes será voluntad pía o profana, 
según que los bienes se destinen a instituciones u obras de beneficencia en 
la esfera eclesiástica o civil. En los buenos cristianos presúmese la inten- 
ción sobrenatural y de someter todas sus obras de beneficencia a la esfera 
de la Iglesia; bien que a veces se mezcle alguna intención no tan pura. 
Pero contra aquella presunción se admite prueba. 

c) Suelen requerir, en tercer lugar, para la voluntad pía la piedad del 
disponente. Mas sobre este requisito ciérnese la cuestión de las disposicio- 
nes hechas por un ateo o un infiel en favor de una causa pía. 

6. ¿Qué decir de tales disposiciones? Falta, sí, el fin o motivo sobre- 
natural; ¿pero bastará que la donación o el legado sea en sí pio para que 
tal disposición se rija por las leyes canónicas? 

Así lo estima la revista romana “Periódica de re canonica morali et 
liturgica", 1930, p. 53: Para que una donación o legado se regule por las 
leyes eclesiásticas, basta que la causa (intención o motivo) o la institución 
sea pia. 

De la misma opinión parece BERuTTI: “Todo el que tiene uso de ra- 
zon—dice—, aun el acatólico e infiel, goza de plena libertad de disponer 
de sus bienes para un fin religioso o caritativo” (10). Esta opinión tiene 
algún apoyo en el canon 1.513, $ 1: Quien por derecho natural y ecle- 
siástico puede disponer de sus bienes, también puede darlos o dejarlos para 
causas pías. Los términos, como se ve, son generales; por tanto, compren- 
den tanto a los infieles como a los fieles. 

Sin embargo, es verdad que un ateo y un infiel tienen derecho a chs- 
poner de sus bienes como le plazca, aun en favor de causas pías. ¿Pero 
puede llamarse pía voluntad si se excluye de tal disposición todo motivo 
sobrenatural. Los canonistas comúnmente lo niegan (11), y nosotros nos 
inclinamos a sentir que si los bienes temporales se dejasen para un fin en 


i A Gan., IV, n. 472. ' zi D 
t e na Eccles.. 1101209550: Sie. 185 MOS PAZOS alos LipC: 1, n. 19; SÁNCHEZ, De Ma 


irim., 1. 1, disp. 4, n. 9. 
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sí naturalmente pio, por ejemplo, para socorrer a los pobres, pero exclu- 
cluyendo todo motivo de caridad sobrenatural, tendríamos solamente una 
causa filantrópica, de la cual no trata nuestro Código (12); por lo cual 
la disposición hecha por un ateo o un infiel no se regula por las leyes 
canónicas de las causas pías. Pero si los dejase a una institución ya cons” 
tituida de la Iglesia o para constituirla, creemos entonces que tal disposi- 
ción cae bajo la esfera de la Iglesia; presúmese que hay allí una inten- 
ción jurídica pía. 

7. ¿Y qué decir de la disposición de bienes hecha por-un cristiano para 
las instituciones filantrópicas modernas, de las que se excluye la caridad 
cristiana, instalàndose, en cambio, esa fría virtud natural (si así puede 
llamarse) que los pregoneros de la secularización y del laicismo proclaman 
con el nombre de altruismo ? 

Cierto que tales instituciones no pueden ser tenidas por pias; mas no 
repugna que una persona se mueva por un fin piadoso a ayudar a una obra 
en sí buena, pero fundada por pura fi'antropia. Como si un cristiano, por 
motivo sobrenatural de misericordia, quisiese favorecer a los pobres que 
yacen en un hospital pagano; y tales disposiciones no tendríamos reparo 
en incluirlas entre las voluntades pias, si no en sentido riguroso, al me- 
nos en una amplia acepción (13). 

8. Clases de voluntades pías.—Una disposición para causas pías pue- 
de hacerse por acto inter vivos o mortis causa. Por acto inter vivos es 
aquella que tiene su efecto ya en vida del disponente. El modo principal 
es la donación, que en sentido estricto es el contrato por el cual se trans- 
fiere irrevocablemente ya en vida, por mera liberalidad, el dominio de una 
cosa propia a otro que la acepta. 

Adquiere su irrevocabilidad y eficacia desde el momento de la acep- 
tación. Desde entonces el donatario recibe el derecho sobre la cosa. 

Las disposiciones mortis causa lámanse también 

Ultimas voluntades. Son todos aquellos actos por los cuales alguien 
dispone de sus bienes, en todo o en parte, para después de la muerte. 
Llámanse así no porque después de ellos ya no se pueda poner ningún otro 
acto de la voluntad ni porque no se pueda hacer otra disposición de los 
mismos bienes distinta, sino porque se confirman y hacen irrevocables por 
la muerte, de suerte que después de ella ya no es posible nueva disposición. 

Los modos de expresar las últimas voluntades son el testamento, el 


legado y la donación mortis causa. 


(19) CORONADA, Inst: Te- Can. IL n. 1053. 


(13) S C del Conc: 23 aby: 1927; AAS, 20, 363; “Periodica” 0253539 
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No nos detendremos a explicar las nociones de estos actos, que son 
tan conocidas. Unicamente me permito indicar que la donación mortis 
causa es el contrato gratuito, pero revocable hasta la muerte del donante, 
por el cual éste cede a otro el dominio de una cosa, que el donatario acep- 
ta ya en vida del mismo donante. Desde el momento de la aceptación, el 
donatario adquiere ius ad rem, pero revocable, el cual se consolida y se 
convierte en tus in re o dominio de la cosa en el momento de la muerte 
del donante, si no hubiese por entonces revocado la donación. 

En los Códigos modernos, como en el español, artículo 620, la dona- 
ción mortis causa participa, sí, de la naturaleza de las disposiciones de 
última voluntad, pero se rige por las reglas de la sucesión testamentaria; 
viniendo, pues, a confundirse con el testamento y el legado. En suma, 
que propiamente no se admite la donación mortis causa. 


II.—Competencia de la Iglesia en las pias voluntades 


9. La Iglesia ejercitó siempre un poder exclusivo en las pias volun- 
tades de los fieles: a) En cuanto a la determinación de la capacidad para 
disponer en favor de las causas pías. b) En cuanto a la forma. c) En cuan- 
to a la ejecución. d) En cuanto a las causas testamentarias. 

a) En cuanto a la capacidad para disponer, baste citar la decretal 
Quamquam usurariu, de Gregorio X, en el II Concilio de Lyón (a. 1274), 
canon 26, que priva a los usureros de la capacidad de hacer testatemento 
antes de satisfacer las usuras cometidas o prestar caución de satisfacer- 
las (14); y la decretal Felicis recordationis, de Bonifacio VIII, que san- 
ciona con la misma incapacidad a los que ma'tratan a los Cardenales (15). 

Tales prohibiciones eclesiásticas, como advierte WERNZ (16), hechas 
en castigo de un delito, ya no se admitían en el fuero secular; la Iglesia 
solamente las decretaba en su fuero en cuanto era necesario para evitar 
la violación del derecho divino, como en los usureros, o no aceptaba los 
testamentos de los püblicos pecadores de las causas pías, para evitar el es- 
cándalo de aparecer como cómplice de los pecados ajenos o contempori- 
zar con ellos. as 

Los religiosos profesos no podian testar ni para causas pias sin indul- 
to apostólico (17), y esto aunque las leyes civiles les reconociesen libertad 


(14) Lib. 5, tit. 5, cap. 2, in Sexto. 
(25) yb fd: iO CO. 


16) Ius Decretal, III, 277. 
on GRACIANO, q. 3, €. 7, 6, 19; Decretal, l. 3, t. 26, c. 2; WERNZ, HI,*977. 
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de hacer testamento (18). Asimismo, la Iglesia regulaba la facultad de los 
clérigos para disponer de sus bienes en favor de las causas pias (19). 

El nuevo Código Canónico determina en general la capacidad de las 
personas para disponer de sus bienes en favor de las causas pias en el ca- 
non 1.513, que luego comentaremos, y más concretamente en varios cá- 
nones sobre los religiosos, como el 568, 563, etc., sin atender a la ley civil; 
más aún, ‘en contra de ella, declarando incapaces a los que el Derechc 
civil considera capaces. 

b) Por lo que a la forma atañe, ya el Emperador Constantino reco- 
noció a la Iglesia la facultad de recibir herencias, sin determinar la forma 
del testamento. Explicitamente, en el Código de Justiniano se dispone 
que no se requerían formalidades en los testamentos a favor de los cau- 
tivos y de los pobres, iglesias, etc. (20). 

La Iglesia, tanto en los Concilios particulares, verbigracia, el de Or- 
leáns (a. 541), como en los generales, por ejemplo, el de Lyón (a. 567), 
decretó la validez de las donaciones y testamentos en favor de la Iglesia, 
aun destituidos de las solemnidades exigidas por las leyes seculares (21). 
Y más clara y terminantemente, Alejandro III en la decretal Relaium (22), 
de la que más adelante haremos uso. Esta disciplina hállase confirmada 
en el canon 1.513 del Código vigente. 

Semejantes notas históricas podríamos alegar acerca de la competencia 
de la Iglesia en cuanto a la ejecución de las pías voluntades y en cuanto a 
las causas testamentarias, Bástennos por ahora las indicadas, referentes a 
los dos puntos de nuestro tema. 

Tampoco nos detendremos en explicar el fundamento teológico y ju- 


rídico de esta competencia. Sólo vamos a exponer la legislación canónica 
actual sobre el punto que se nos ha asignado. 


(13) Idem. 
(A CAMS d e d ite 26) C9. 
(287. COC el. iis Canc, Cuil Oe Siig) nat CCE NY 

3 E , y d. TAV A . 20; N die n 
(21) Massr, Collect. Concil., vol. IS SA EPA Ee ns 
(22) Decretal, 1. 3, t. 96, c. 11. i 


AS 


o 


MN 


PROBLEMAS QUE PLANTEA EL CANON 1.513 


ERA he ieee REE RA 
I. CAPACIDAD PARA DISPONER DE LOS BIENES EN FAVOR DE CAUSAS PÍAS 


Dice el canon 1.513, $ 1: Qui ex iure nature et ecclesiastico libere va- 
let de suis bonis stafuere, potest ad causas pias, sive per actum. inter VIVOS, 
swe per actum. mortis causa, bona relinquere. 

Dos capacidades consigna este canon para poder disponer de los bienes. 
en favor de causas pías: la capacidad natural y la canónica. 

IO. Capacidad natural.—Es evidente que se requiere la capacidad na- 
tural, pues siendo la disposición de los bienes un negocio jurídico, no puede 
ser válida sin acto humano del disponente. 

Para ello requiérese consentimiento por parte: del entendimiento, y li- 
bertad por parte de la voluntad. Por tanto, los vicios que anulen uno u otrc 
de estos elementos hacen a la persona incapaz de disponer de sus bienes 
para causas pías. ; 

Al conocimiento opónese: a) la carencia del uso de razón, bien por 
falta de evolución natural, bien por Otra causa permanente o temporal, 
v. gr., la enfermedad mental; b) el error que versa acerca de aquello que 
constituye la sustancia del acto (can. 104). 

A la libertad opónese la coacción o violencia física, y el miedo. En el 
Derecho canónico, el miedo, aunque sea grave e injusto, por regla general 
no hace nulo el acto, a no ser que perturbe tanto la razón, que el acto 
deje de ser humano. Pero el miedo grave e injusto da a la víctima acción | 
rescisoria del acto (can. 103). Como el Código canónico no establece cosa 
especial, sobre el influjo del miedo en el valor jurídico de las disposiciones 
en favor de las causas pias, debemos atenernos a las normas generales del 
mismo Código. 

Hablando con más propiedad canónica, incapacidad natural de la per- 
sona para disponer de sus bienes en favor de causas pías, solamente existe 
en los que no han alcanzado el uso de razón o habitualmente le han per- 
dido; el defecto actual de conocimiento, el error, la violencia, el miedo, son 
más bien vicios que no afectan a la capacidad de la persona, sino al con- 
sentimiento en tal acto, haciéndolo nulo. 

Basten estas ligeras indicaciones sobre la capacidad natural de las 


personas. 


‘ 
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11. Capacidad canénica—No basta la capacidad natural para poder 
disponer de los bienes en pro de causas pias; requiérese, ademas, la capact- 
dad eclesiástica; así como para poder contraer matrimonio no basta la capa- 
cidad natural de la persona, la cual puede ser limitada por las leyes positivas 
de la Iglesia, como lo hace estableciendo los impedimentos prohibentes 
v dirimentes. Son necesarias ambas capacidades, la natural y la eclesiásti- 
ca, como se deduce de la partículo et empleada por el canon 1.513, CS de 
* Qui iure naturae ef ecclesiástico valet de suis bonis statuere." 

El Código canónico limita la capacidad natural para disponer de los 
bienes, aun en favor de las causas pías, unas veces bajo pena de nulidad de 
la disposición, otros sólo con efecto meramente ilícito. 

Tienen incapacidad para hacer disposiciones válidas: a) el novicio du- 
rante su noviciado, el cual no puede renunciar válidamente a sus benefi- 
cios y bienes en manera alguna (can. 568). Así lo decretó ya el Concilio 
de Trento, ses. 25, cap. 16 de Regularibus, para asegurar la libertad en la 
profesión religiosa; pues renunciando el novicio a sus bienes y reducido 
así a la total pobreza, muchas veces se veía como obligado a profesar a la 
fuerza, para no morirse de hambre en el mundo. 

Mas los comentadores de este decreto tridentino, tanto antiguos como 
modernos, admiten que puede el novicio hacer módicas donaciones y li- 
mosnas proporcionadas a su patrimonio. Porción módica, puede tal vez 
considerarse la que no excede de la quinta parte, pues los autores recientes, 
al comentar el canon 580, en el que ocurre a otro propósito la cláusula no- 
tabili bonorum. parte, no consideran notable la cuarta parte. 

Debe en el noviciado disponer libremente por testamento de todos los 
bienes presentes y futuros (can. 560, $ ay 

Puede asimismo el novicio y debe disponer libremente del uso y usu- 
fructo de todos sus bienes, cediéndolos a quien le parezca (can. 569, § 1). 
Cesión que no podrá cambiar después de la profesión, sino a tenor del ca- 
non 580, $ 3. 

_ 6) También tienen incapacidad para hacer renuncia válida de sus 
bienes los profesos de votos simples en las Ordenes religiosas o religiones 
de votos solemnes, hasta los sesenta días que preceden a su solemne profe- 
sión; dentro de estos sesenta días deben hacer absoluta renuncia de todo 


(can. 581). 


Tienen mera prohibición de abdicar sus bienes por actos inter vivos, 


a título gratuito, los profesos en las Congre 
simples; asimismo les está prohibido mudar 
ciado, si no es a tenor del canon 583, n. 2 


gaciones O religiones de votos 
el testamento hecho en el novi- 
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Los profesos de votos solemnes tienen absoluta incapacidad de dispo- 
ner; sencillamente, porque son incapaces de adquirir y poseer bienes tem- 
porales para sí (cans. 581, 582). 

Omitimos algunas particularidades sobre la capacidad de los Obispos 
y Cardenales religiosos (can. 628). 

12. Capacidad civil.—La capacidad natural y la canónica son las úni- 
cas de que el canon 1.513, § 1, hace mención expresa. Pero cabe preguntar 
si la capacidad de disponer de los bienes para causas pías se regula también 
por las leyes civiles de cada nación, ya que en materia de contratos el ca- 
non 1.529 canoniza o hace suyas las leyes civiles. 

Sobre esta cuestión no están acordes los autores. Unos, como Vro- 
MANT (23) y VERMEERSCH (24), opinan que dicha capacidad se rige úni- 
camente por el derecho natural y el eclesiástico. He aquí sus razones: 

a) Las palabras del canon 1.513, $ 1: “qui iure naturae et ecclesias- 
tico” parecen excluir el civil. 

b) La intención del legislador, que es favorecer a las causas pías, y a 
este fin no admitir otras incapacidades que aquellas dos. 

c) De lo contrario se impediría en gran parte la capacidad de las per- 
sonas morales eclesiásticas para adquirir bienes, sancionada de un modo 
claro y universal por el canon 1.495, $ 2, aunque la ley civil establezca lo 
contrario. 

d) En virtud de dicho canon 1.529, el poder civil podría hacer inca- 
paces a los súbditos para realizar contratos acerca de causas pias O materia 
eclesiástica. 

€) Tal interpretación concuerda con el derecho antiguo, «del cual no 
debemos apartarnos en la duda (c. 6, n. 4; 23). Así, Pío IX, en la encíclica 
Quanta cura, 8 diciembre 1864, alegada en las notas del Cardenal Gaspa- 
rri al canon 1.523, $ 1, reprueba el error del liberalismo que afirma que 


b 


“Se ha de negar a los ciudadanos y a la Iglesia la facultad de dar limosnas 
de caridad cristiana". 

f) El canon 1.529, al canonizar las leyes civiles, en materia de con- 
tratos, pone esta excepción: “A no ser que sean contrarias al derecho divino 
u otra cosa se establezca en el derecho canónico.” Lo cual sucede en nues- 
tro caso. Estando definida en el canon 1.495, $ 3, la capacidad de la Iglesia 
para adquirir, cualquier ley contraria a ella será inválida y queda excluída 
- por el mismo canon 1.529. Las leyes que hiciesen a los sübditos absoluta- 
mente incapaces para realizar contratos sobre causas pias o en materia. 


(23) De bonis Eccl. tempor., n. 275 (ed. 2). 
(24) Epit., n. 850. e 
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eclesiástica serían contrarias al derecho divino y por el mismo canon 
anuladas. 

Parécenos que se mezcla alguna confusión ‘en la controversia, y con- 
viene distinguir dos casos: 1.” Que en cuanto a la capacidad de las perso- 
nas para disponer de sus bienes, el derecho civil esté en pugna con el ecle- 
siástico. 2.” Que no se oponga a él, i 

Si el derecho civil pugna con el eclesiástico, naturalmente no se ha de 
atender la capacidad civil del sujeto para disponer de sus bienes en favor 
de las causas pias, como sucede con los religiosos hasta cierto punto. 

Si la legislación civil no se opone a la canónica, deberá estimarse la 
capacidad civil de las personas para disponer de sus bienes en beneficio de 
las causas pías, aunque sobre ello nada diga expresamente la ley de la 
Iglesia. Y esto por el principio general sentado en el canon 1.499, $ 1: La 
Iglesia puede adquirir bienes por todos los modos justos de derecho natu- 
ral y positivo, por los cuales puedan adquirirlos las demás personas. Por 
tanto, podrá adquirirlos de todas ‘aquellas personas a quienes la ley civil 
reconoce capacidad de disponer de sus bienes en favor de otros. O lo que 
es lo mismo: Todas las personas que por la legislación civil tienen capa- 
cidad para disponer de sus bienes en favor de otros, la tienen también para 
disponer en beneficio de las causas pías, mientras la Iglesia no restrinja la 
capacidad civil (25). 

13. Capacidad de los menores.—¿Podrán los menores disponer de sus 
bienes por actos inter vivos o mortis causa en beneficio de las causas pias? 
La razón de esta pregunta se halla en el canon 89, que establece: El me- 
nor, en el ejercicio de sus derechos, permanece sujeto a la potestad de sus 


padres o tutores, a no ser en aquellas cosas en las que el derecho le exime 
de la patria potestad. 


La mayoría de los autores, al explicar la capacidad para disponer en 
favor de las causas pias, alegando varios cánones, pasan por alto el 89, 
sin mencionar a los menores. Algunos, apuntando este canon, parecen 
sentir que los menores son incapaces (26). Muniz (27) y otros se inclinan 
a que pueden disponer de sus bienes para causas pias, sin el consentimien- 
to de sus padres o tutores, si por el derecho civil son hábiles para disponer 


de ds bienes, Para la resolución de este problema conviene dilucidar varios 
puntos. 


(25) Casos de Der. Can., III, 382: Inst. I 

; HI, 382; Sd CIIM ORE 
(26) PISTOCHI, p. 220; BERUTTI, IV, 179. (s F 
(27) Procedim. ecles., II, n. 172 (ed. 2) 
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El canon 89 emplea dos veces la palabra ius: “Minor (persona) in 
exercitio suorum turum potestati parentum vel tutorum obnoxia manet, 
lis exceptis in quibus ius minores a patria potestate exemptos habet." Los 
derechos (iurium) de la primera parte del canon no son los derechos na- 
turales, ni los civiles; son ünicamente los canónicos o eclesiásticos, o sea 
los que el hombre adquiere por su incorporación a la Iglesia mediante el 
bautismo. Así aparece por el lugar en que cae el referido canon 89. 

En consecuencia, el derecho (ius) de la segunda parte se entiende sin 
duda el derecho canónico. ;Pero no podrá también entenderse el derecho 
civil? 

CAPPELLO afirma resueltamente que aquí debe entenderse solamente el 
derecho civil (28). Otros dicen que ünicamente el canónico (29). Por fin, 
otros opinan que de un modo general se entiende el derecho eclesiástico, 
pero también puede entenderse el civil en aquellas cosas en que éste es admi- 
tido por el canónico (30). 

Preferimos esta tercera opinion, que en suma viene a coincidir con la 
segunda, pues si la ley civil es admitida por la Iglesia en su fuero, por tal 
canonización queda convertida en eclesiástica. 

No creemos que en el canon 89 se trate solamente del derecho civil ya 
que se trata de deslindar .los derechos eclesiásticos; ni sólo del derecho 
canónico, sino también del derecho civil, en aquellas cosas en que es acep- 
tado por el canónico o que tienen relación con ellas. Por tanto, los menores 
que por el derecho civil estén exentos de la patria potestad en cuanto a la 
disposición de sus bienes, pueden disponer de ellos para las causas pías. 

He aquí las razones: a) Admite el Código tantas instituciones juridi- 
cas como la del tutor, curador, perito, etc., sin que las regule. Luego en 
tales casos es lógico concluir que reconoce las instituciones civiles, mien- 
tras no se diga lo contrario. Y así, en virtud del canon 20, el derecho civil 
viene a ser supletorio del canónico (31). 

b) En el derecho canónico antiguo se permitía al hijo menor el dis- 
poner en favor de su alma del peculio castrense y cuasi castrense (22) 
Bienes castrenses se decían en el derecho romano los adquiridos con oca- 
sión de la milicia; cuasi castrenses, los obtenidos por algún oficio civil, 
como de médico, abogado, etc. Sobre unos y otros tenía el hijo menor cM 
dominio perfecto y también la administración, a no ser el impúber. Lo 


(9S) E SU la Gs, D 488. 


29) CORONATA, I, 120. j 
2 VERMEERSCH, Epit., I, 209; MICHIELS, De Personis, p. 45 (ed. 3). 


(21) ROBERTI, De process., n. 200 (ed. 2). 
(32). L. 3, t. 19, ¢.-4, in Sexto 
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mismo establece hoy algún Código civil, como el portugués (art. 147). Los 
Códigos modernos, abandonan la antigua nomenclatura, determinan más 
en concreto el dominio y administración de los bienes, que compete a los 
hijos menores, sujetos a la patria potestad. Asi, el español, arts. 159-162. 

Ya, pues, que el derecho canónico antiguo reconocía al hijo menor la 
facultad de disponer de su peculio castrense y cuasi castrense para causas 
pías, sin consentimiento de los padres, y no estando expresa la legislación 
del Código actual en este punto, no hemos de apartarnos del antiguo dere- 
cho (can. 6, n. 4). Y, en consecuencia, diremos que los hijos menores pue- 
den disponer libremente de su peculio para causas pías, en aquellas cosas 
en que el derecho civil de cada nación les reconoce el dominio y la admi- 
nistración. 

O) Lo cual, a su vez, es consecuencia del principio sentado en el ca- 
non 1.499, $ 1: La Iglesia puede adquirir bienes por todos los modos 
justos de derecho natural o positivo, permitidos a los demás. Si los demás 
pueden adquirir de los menores, sin el consentimiento paterno, cierta clase 
de bienes, también podrán adquirirlos las causas pías. 

Así, por el derecho español, el menor puede hacer testamento desde los 
catorce años (c. 663); podrá, pues, según el derecho canónico, disponer de 
sus bienes en bien de la Iglesia por testamento. 

Demos un paso más: ¿Y podrán los menores por derecho eclesiástico, 
sin el consentimiento paterno, disponer de sus bienes para causas pías, por 
actos imter vivos, en aquellas cosas en que el derecho civil no les reconoce 
la libre administración? ; 

Alguien se inclinaría, tal vez, a la respuesta afirmativa, pues por una 
parte el derecho canónico no está claro en este punto; y, por otra, la causa 
pía es causa favorable. 

Sin embargo, nos inclinamos a la negativa, porque, según lo que lle- 
vamos dicho, la Iglesia parece querer conformarse en esto con el derecho: 
civil de cada nación. Expresamente se consigna tal doctrina en el citado 
texto del Sexto de las Decretales, 1. 3, t. I2, c. 4, donde establece Bonifa- 
cio VIII que el menor, sin €l consentimiento paterno, no puede disponer de 
nada para su alma fuera de su peculio castrense o cuasi castrense. , 

Ahora bien, en la duda, hemos de atenernos al derecho antiguo (ca-. 
non 6, n. 4). 

Conforme a esta doctrina, resolvimos hace años el siguiente caso: 
Rosalía, doncella de dieciséis años, sin contar con sus padres, regaló una 
Joya preciosa para el culto de una imagen de la Santísima Virgen. A los 
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pocos meses, forzada por ellos, la reclamó, ofreciendo otra en su lugar. El 
párroco pregunta qué debe hacer. 

Respuesta: La donación de la joya hecha por Rosalia sin consenti- 
miento paterno la juzgo revocable por voluntad del padre, y el párroco 
que la aceptó deberá devolvérsela si la reclaman. 


II. DISPOSICIONES INOFICIOSAS 


I4. Así se llaman aquellas que, aunque revestidas de las formalidades 
civiles, lesionan la legítima de los herederos forzosos. Llámanse inoficiosas 
por considerarse contra officium. pietatis, contra el deber de piedad. 

Los Códigos civiles no las admiten, debiendo reducirse a sus límites 
legales (a. 819). ¿Pero valen en conciencia y en el fuero eclesiástico las 
disposiciones inoficiosas en favor de las causas pías? 

Graves canonistas las consideran inválidas (33), por las siguientes ra- 
zones: a) Las célebres palabras de S. Agustín: Quicumque vult, exhere- 
dato filio, heredem facere Ecclesiam, quaerat alterum. qui suscipiat, non 
Augustinum; imo, Deo propitio, neminem inveniet (34). b) Una disposi- 
ción que perjudique a la legítima de los hijos no puede llamarse causa pía 
y agradable a los ojos de Dios. c) Tal es la práctica recibida. 

Otros autores también insignes (35) las tienen por válidas y obligato- 
rias, diciendo: a) Las palabras de S. Agustín y de la S. Escritura en 
contrario alegadas han de entenderse en el sentido de que los hijos no deben 
ser defraudados de aquellas cosas necesarias a su estado. b) El derecho 
civil nada puede en perjuicio de las causas pias. c) Siendo odiosa la opi- 
nión contraria, para las obras pias y para el alma del difunto, que son 
privilegiadas, no debe admitirse. 

¿Qué diremos nosotros? Con S. ALFONSO: ambas sentencias parecen 
probables (36). 

El Código canónico no ha querido dirimir la cuestión. En el esquema 
de 1913, canon 790, correspondiente al actual 1.513, $ 2, se leían estas 
palabras: “salva remanente heredum. portione legitima” ; las cuales se St 
primieron en la redacción definitiva. Se ve, sin embargo, la tendencia de 
los codificadores a considerar como nulas las disposiciones inoficiosas. 


(33) Luco, De iustit. disp., 24, n. 163; BALLERINI-PALMIERI, Opus Theologicum-morale, II, 827. 
(34) NAVARRO, Quaestiones in Manuale Confessariorum, III, c. 26, n. 29 ad 4; FERRERES, 


Theat Mor, 1, 97/9. 
(38) NAVARRO, Quaestiones im Manuale Confessar., III, C. 26, n. 39 ad 4. FERRERES, Theol. 


Mor., I, 979. 
(36) Theol. Mor., 1. 3, n. 740. 
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1. No conviene que el Superior eclesiástico acepte donaciones o dis- 
posiciones inoficiosas, en cuanto perjudiquen a la legítima. 

2. Ellas no obligan en conciencia a su ejecución. Pues, según la doc- 
trina del Card. Luco (37): a) La virtud de la piedad por derecho natural 
obliga a los padres a dejar a sus hijos lo necesario para su sustento. b) El 
derecho de los hijos a suceder a sus padres se funda en el derecho natural. 
c) Lo que el derecho natural prescribe de un modo vago, determínalo la 
ley civil, para que se observe la piedad, como dice S. Agustín en el lugar 
citado. d) En consecuencia, los herederos forzosos no tienen obligación de 
cumplir los legados píos inoficiosos en cuanto éstos lesionen su legítima, 
más aún, pueden reclamarla ante el Tribunal (38). 

Terminemos esta primera parte de nuestro tema con las palabras de 
la S. Cong. del Concilio en la causa Agrigentina, 18 junio 1887 (39): La 
sentencia civil..., aunque odiosa para la Iglesia, aun con el mal ánimo dic- 
tada e invocada, en su efecto y ante las leyes romanas, no puede decirse in- 
justa. Ni quizás ante el derecho canónico. Pues en ninguna parte han san- 
cionado los cánones que contra el deber de piedad pueda adquirirse por 
testamento, y que valgan los testamentos inoficiosos; antes bien, en esto, 
como en otras cosas, implícitamente aprobaron el derecho civil, pues sabido 
es que en lo no previsto por el derecho canónico, suple el civil. 

Y no se diga que aqui se tratà de testamento para causa pía, y por tan- 
to no pueden urgirse las leyes civiles, según el cap. Relatum 11 de testam... 
Pues este capítulo, lo mismo que el privilegio de que gozan los testamentos 
para causas pías, a esto principalmente se extiende: a que la voluntad del 
difunto valga, aunque carezca de las solemnidades prescritas por el dere- 
cho civil para el testamento..., no a que el testamento, aunque inoficioso 
€ inicuo, se mantenga. Porque la Iglesia, vindicadora de todas las justicias 
€ invicta mantenedora de la caridad, no suele, ni quiere, ni puede adquirir, 
con lesión de la justicia y piedad debida a tercero. 


(37) Disp. 24 s. 8, § 2, m. 163. 
(38) GENICOT, Theol. Mor., I, 677; VE E x - ; 
(39) ASS, 20, 155. ; RMEERSCH-CREUSEN, Epit. I. C., II, 853 (ed. 2) y otros. 
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PARTE SEGUNDA 
FORMA DE LAS ÚLTIMAS VOLUNTADES PARA CAUSAS PÍAS 
I. (OBLIGACIÓN DE LOS TESTAMENTOS INFORMES 


Ordena el canon 1.513, $ 2, que en las últimas voluntades a favor de 
la Iglesia se guarden, a ser posible, las formalidades del derecho civil; 
pero si éstas se hubieren omitido, se advierta a los herederos que, no obs- 
tante, cumplan la voluntad del testador. 

"In ultimis voluntatibus in bonum Ecclesiae serventur, si fieri possit, 
sollemmtates -iuris civilis; hae si omissae fuerint, heredes moneantur ut 
testatoris voluntatem adimpleant.” 

I5. La doctrina canónica sobre el valor de los testamentos informes 
en favor de las causas pías arranca de Alejandro III (1159-1181). 

Habiendo el Obispo de Ostia referido al Papa cómo allí se rescindían 
los testamentos no firmados por cinco o seis testigos, según lo determina- 
ban las leyes civiles. Alejandro III, por carta, le contestó reprobando tal 
costumbre y declarando válidos los testamentos hechos ante el párroco y 
dos o tres testigos idóneos. Porque escrito está: In ore duorum vel trium 
tesitum stet omne verbum (40). Esta respuesta se refería a los testamen- 
tos para causas profanas en los Estados Pontificios a que pertenecía Ostia. 

Después, en otra carta a los jueces de Veletri, determinó lo mismo 
sobre los testamentos en favor de la Iglesia, diciendo: "Mandamus qua- 
tenus cum aliqua causa talis ad vestrum fuerit examen deducta, eam non 
secundum leges ad secundum decretorum statuta [secundum canones] trac- 
tetis, tribus aut duobus legitimis testibus requisitis, quoniam scriptum est: 
in ore duorum vel trium testium stet omne verbum." 

Aquí, como se ve, para las causas pías sólo exige el Papa dos testigos. 

Desde aquel moinento, pospuesto el derecho romano hasta entonces 
en uso, empezaron a tenerse por válidos tales testamentos, no sólo en los 
dominios del Papa, sino en casi todas partes. Por lo cual ambas cartas se 
insertaron en las Decretales de Gregorio IX (A1). 

Mas, formados los Códigos modernos, quedó anticuado este dere- 

cho en cuanto a las causas profanas fuera de los Estados Pontificios; si 


(40) MaT., 18, 16. 
(41) Lib. 3, tít. 26, cap. LOrE 
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seguía vigente para las causas pías, era cuestión disputada, sosteniendo: 
la sentencia afirmativa la inmensa mayoría de los autores; y asi el 
P. Wznxz, S. 1. (42), sin vacilar, tratando de los testamentos canónicos, 
dice: “Forma solemnis legum civilium quaruncunque ad causas pias ex 
iure communi Ecclesiae non requiritur, sed sufficit ut per duos vel tres 
testes aut per scripturam aut alium modum legitimum ultima voluntas 
testatoris vere perfecteque expressa certo probetur.” Por eso añade, aun 
en nuestro siglo la Iglesia ha sostenido como válidas muchas disposiciones 
a favor de causas pias, aünque en ellas no se habían observado las for- 
malidades de la ley civil. 

Y en confirmación de esto alega las resoluciones de la S. Congr. del 
Concilio de 13 de septiembre de 1854, 29 de febrero de 1855; y de la S. Pe 
nitenciaría de 23 de junio de 1844: Eudorio, gravemente enfermo, deter- 
minó dejar parte de sus bienes para causas pías. A este fin Hama a Boni- 
facio y le constituye legatario universal por legitimo testamento; mas tam- 
bién le entrega un escrito privado manifestándole su pia voluntad para que 
la cumpla. Muerto Eudorio, se queda Bonifacio con toda la herencia, por- 
que, según él, le pertenece por testamento válido. ¿Puede estar seguro en 
conciencia ? 

La S. Penitenciaría respondió: Bonifacio, en el fuero de la conciencia, 
está obligado a cumplir la voluntad de Eudorio conocida con certeza (43). 

La misma doctrina se expone en las causas resueltas por la S. Con- 
gregación del Concilio de 13 de agosto de 1869 (44) y 26 de abril de 
1902 (45). 

16. Sin embargo, no debía ser del todo clara la cosa, cuando el insig- 
ne Cardenal D’ANNIBALE (46) se atrevía a escribir: Mientras la S. Sede 
no hable, juzgo que no conviene inquietar a los que fuera del territorio 
pontificio no prestan lo mandado para causas pías en testamento nulo por 
el derecho civil. 

La razón de la duda estaba en que no constaba si Alejandro III escri- 
bió a los jueces de Veletri como Papa o como Príncipe temporal; pues si es- 
cribió como Papa, según sostiene la sentencia más común, su disposición al 
pasar a las Decretales tenía fuerza para toda la Iglesia. 

Mas posteriormente al Cardenal D'AxwIBALE volvió a hablar la S. Sede, 


y precisamente refiriéndose a la doctrina por él sentada, y para recha- 
Zaria. 

(42) Jus Decret., t. 3, n. 279 (1908). 

(43) BALLERINI, Opus Theol. Mor., t. 3, n. 984. 
(44) ASS;-V,7 92. 

(45) Analecta Eccles., I, 10, p. 168. 

'(46) Summula, t. 9, n. 339. 
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Presentóse a la S. Penitenciaría este caso: Pedro, en testamento para 
Causas profanas, dejó un legado de mil florines en favor de una causa pia; 
mas e] testamento, por falta de una formalidad requerida por la ley civil, 
fué nulo. Juan, heredero ab intestato, se negó a cumplir el legado pío, apo- 
yándose en la sentencia del Cardenal D'Annibale. ¿Podré y deberé obli 
garle a cumplir con ese legado bajo pena de negarle la absolución? 

La S. Penitenciaría, el 10 de enero de 1901, respondió: “La práctica 
de este tribunal en casos semejantes es que generalmente los legados pios 
se tengan como válidos y obligatorios en conciencia; pero fácilmente son 
admitidos los herederos a composición con la Iglesia o causa pia para quien: 
se dejó el legado” (47). 

16. Disciplina actual.—E] nuevo Código Canónico ha venido a con- 
firmar esta doctrina. En las ültimas voluntades en bien de la Iglesia se 
observen, en cuanto sea posible, las formalidades del derecho civil; si se 
hubiesen omitido, amonéstese a los herederos que cumplan la voluntad del 
testador (can. 1.513, $ 2). 

Aqui no se trata solamente de los testamentos en que se deja here- 
dera a la Iglesia, es decir, no sólo se trata de las herencias la favor de la 
Iglesia o causa pía, sino también de los legados. 

Mándase que en lo posible se guarden las formalidades de la ley 
civil para evitar que las autoridades laicas, por un abuso de fuerza, de- 
claren nulo el testamento, y se quede sin nada la causa pia. 

Pero con las últimas palabras del canon claramente enseña el legisla- 
dor que la omisión de las formalidades civiles no excusa del cumplimien- 
to de las mandas pías. ; Por qué manda que se avise a los herederos que 
las cumplan, sino porque la causa pía tiene derecho a ello? Si emplea el 
canon una palabra atenuante heredes moneantur, lo hace con toda pru- 
dencia, no sea que con una demasiada e imprudente insistencia se turbe 
inütilmente la buena fe de los fieles, y se susciten pleitos en el fuero civil, 
con peligro, y muchas veces cierto, de que éste falle en contra de la cau- 
sa pla (48). 

Consta, pues, que según el derecho canónico actual valen los testamen- 
tos en favor de las causas pias, aunque carezcan de los requisitos que exi- 
ge la ley civil para su validez, con tal de que con certeza conste de la 
última voluntad del testador. Precisamente a la carta de Alejandro III 
a los jueces de Veletri alude el canon, como aparece por la nota al pie 


de la página. 


(47) ASS, 1..84, p. 484. s 
(48) VERMEERSCH, Epit. Iur. Can., t. 2, n. 835. 
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En la misma nota se cita la mencionada respuesta de la S. Peniten- 
ciaría, IO enero I9OI. 

Sin embargo, suscitáronse controversias sobre el alcance de la pala- 
bra moneantur del canon: La mayoría de los autores admitían la validez 
de los testamentos informes para las causas pías, y que el sentido de la 
palabra moneantur es preceptivo, implicando obligación, de suyo grave, 
de cumplir tales testamentos; pudiendo el confesor urgirla, aun so pena 
de negar la absolución (49). PRUMMER opinaba no haber obligación es- 
tricta de cumplir tal testamento, declarado nulo por el juez (50). FArco 
defendía que la inobservancia de las formalidades civiles importa la nu- 
lidad del testamento, aun en el fuero eclesiástico (51). 

Puso fin a la contienda la Comisión de Intérpretes, respondiendo a 
la pregunta: “Utrum verbum moneantur de quo in can 1.513, $ 2, sit 
praeceptivum, an tantum exhortativum.” 


Resp. Affirmative ad primam partem, negative ad secundam (52). 


Por consiguiente, como la palabra moneantur del canon tiene sentido 
preceptivo y no meramente exhortativo, son válidos en el fuero eclesias- 
tico y obligatorios en conciencia los testamentos destituidos de las for- 
malidades civiles; y se debe obligar a los herederos a su cumplimiento. 


Pero en la práctica han de observarse las reglas de admonición dadas 
por los moralistas; esto es, omitiéndola cuando el obligado a cumplir 
la manda pía está de buena fe, creyendo que no le obliga; y por otra 


parte se prevé que, aunque se le amoneste que la cumpla, no hará caso 
de la amonestación. 


Féngase también en cuenta lo que advierte la S. Penitenciaría: que 
en tales casos fácilmente son admitidos a una benigna composición los 
así obligados. La cual en muchos casos será excelente remedio para aquie- 
tar las conciencias, sin que lo pierda todo la causa pia. 


17. Otra cuestión debatida versa sobre el alcance de la cláusula “in 
Ad j X » E > Lg la r r 
bonum Ecclesiae”. Según la opinión más común, debe entenderse de to- 


das las causas pías (53). Algunos las restringen a las pías voluntades en 
favor de una persona moral eclesiástica (54). 


(49) VERMEERSCH-CREUSEN, Epit. I. C., II, 385 (ed. 3) 

(30) Manuale Theol. Mor., II, n. 277, 3.0 (ed. 3) = 3). 
(51) Introduzione allo Studio del Codex I C. 

(2) 17 feb. 1930; AAS, 99, 195. acudir 


(53) PISTOCHI, p. 249-250; MIGUÉLEZ-ALONSO-CABRERO 


(84) CORONATA, Inst. I. C., ker NU eS cis 


II, 1054; BERUTTI, IV, 179. 
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Preferimos la doctrina común, por las razones siguientes: 

a) El $ 1 del mismo canon 1.513 se extiende a todas las causas pias, 
estén o no erigidas en persona moral. 

b) El canon 1.514 determina de un modo general que se cumplan fi- 
delisimamente las pías voluntades. Ahora bien, la obligación de los he. 
rederos no ha de extenderse más que la validez de la disposición pía. Por 
tanto tienen que ser válidas todas las disposiciones para causas pías. 

c) Asi interpretaban los autores la cláusula equivalente de Alejan- 
dro. III "relictis Ecclesiae". 

d) Tal aparece la mente del legislador. En el esquema de 1913, ca- 
non 790, $ I, se dice: "Quae quis ad causas pias iusserit per ultimam vo- 
luntatem, de qua certo constet etiam per unum testem omni exceptione 
maiorem, et generatim liberalitates in bonum Ecclesiae valent..., licet sol- 
lemnitates iuris civilis servatae non sint." 

Los contrarios alegan en su favor el canon 1.498, segün el cual, en 
los títulos siguientes con el nombre de Iglesia se entiende cualquiera per- 
sona moral eclesiástica. 

Respóndese lo que el mismo canon a continuación añade: a no ser que 
por el contexto o por la naturaleza del asunto otra cosa aparezca. 

Además ¿no cede im bonum Ecclesiae todo lo que se deja a cualesquie- 
ra obras pias? 

18. Consecuencias.—I. Si en testamento se deja como heredero 
sustituto una causa pía, aunque aquél testamento sea declarado nulo por 
falta de formalidades legales, o por otra causa, mantiénese válida la sus- 
titución, y el heredero legal está obligado la hacer que la herencia recibida 
pase después de su muerte a la causa pía (55). 

2. Si en un testamento profano se deja un legado pío, y el testamen- 
to es declarado nulo, el heredero legal tiene que cumplir la voluntad del 


testador cuanto al legado pio, siempre que éste conste coi certeza (56). 


3. ¿Si en un testamento para causas pías, informe, se inserta un le- 
gado profano? Aquí ya las opiniones se dividen. Según unos, vale el le- 
gado profano, por la regla 24 del derecho en el Sexto: Accessorium na- 
turam sequi congruit principalis (57). Otros, desestimando esta razon, , 
juzgan nulo el legado profano (58). Esta segunda opinión nos parece la 
más conforme a las leyes civiles modernas y a su fundamento jurídico; 
pues parece incóngruo que el legislador eclesiástico se ingiera en una 


(55) MOSTAZO, 1l. 1, 6; 2, n. 1; MERKELBACH, Summa Theol. Mor., II, 497. 
(58) .REIFFENSTUEL, Jus Can., III, 26, n. 497; WERNZ, Ius Decretal, III, 286, etc. 


57) I\nIFFENSTUEL, n. 161, etc. 
(589) Luco, disp. 22,'n. 274; PISTOCCHI, p. 252. 
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causa profana, cuyo valor no es necesario para mantener el valor de la 
causa pia. El principio: “accessorium sequitur principale” no vale cuan- 
do es diversa y contraria la razón en lo accesorio, como en nuestro caso 
«acontece. 


IL. REVOCACIÓN. DE LOS TESTAMENTOS PÍOS 


19. El testamento, aun para causas pías, es revocable hasta la muer- 
te del testador: “Ambulatoria est enim voluntas defuncti usque ad vitae 
supremum exitum”, según se expresa el Digesto. Por eso el último tes- 
tamento es el que vale y ha de ejecutarse: “Novissima enim voluntas ser- 
vatur” (59). : 

Aquí ocurre la siguiente cuestión: Son necesarias las solemnidades ci- 
viles para revocar un testamento hecho para causas pías? 

Mostazo (60) escribe: Para revocar un testamento pío no se requie- 
ren otras solemnidades que las del derecho natural y el de gentes; así como 
para hacerlo válido. Alega una sentencia de la Rota, del tiempo de Gre- 
gorio XV (61); y la autoridad de Marescoti y Rusio. Según éste últi- 
mo, es muy equitativo que cada uno observe para sí la norma que a otros 
da (62.) Añade GUTIÉRREZ, citado por el mismo Mostazo: No obraria 
rectamente la Iglesia, si lo que establece en favor suyo para los testamen- 
tos pios, no lo observara en otros. Por tanto, habiendo establecido que 
valgan los testamentos pios hechos ante dos testigos, no sería razonable 
que exigiese otras formalidades para su revocación. 


El mismo MosTAzo, sin embargo, reconoce ser probable la doctrina 
que exige para la revocación otro testamento válido. Y esto, a fin de que 
no intervenga fraude en la revocación, como no fácilmente interviene en la 
confección. Pues aunque en la confección del testamento pio ningún frau- 
de se presume, fácilmente se mezcla en su revocación; ya que no es de 
creer que el testador la revoque con perjuicio para su alma. Por este moti- 
vo, en la revocación han de observarse las solemnidades del derecho civil. 

Distingamos para mayor exactitud varios casos: 


1. Un testamento pío solemne se revoca por otro pio solemne o no 


solemne. Pues el testamento pio no solemne también es válido en el fue- 
ro eclesiástico. También se revoca por otro testamento profano solemne. 


(BO) PI: sod. cf. 4 eo d 6 

(5:8). Wy Wha OS ro ats Mos) = 
OCCISO ESE 446. 1 Oy 

(OI RAGE CT ne God las, mi 637 
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Porque en éste aparece en forma legal cuál fué la última voluntad del tes- 
tador, que es la que vale. 

2. Un testamento profano solemne revócase por otro pío solemne o 
informe. Por lo dicho.  . . 

3. Un testamento pio informe se revoca por otro pio informe; y por 
otro profano solemne. Por las razones indicadas. 

4. ¿Y un testamento pio, solemne o informe, se revoca por otro pro- 
fano informe? 

Es cuestión debatida, según lo que arriba dijimos. Parécenos que sí. 
Porque la Iglesia en los testamentos en que ella está interesada, más atien- 
de a que conste con certeza la última voluntad del testador que a la forma 
legal del testamento. 

La razón que dió Alejandro III para decretar que el testamento en 
favor de la Iglesia ante solo dos testigos fuese tenido por válido, fué la 
sentencia de Jesucristo: El dicho de dos o tres testigos es suficiente ga- 
rantía de verdad. Quoniam scriptum est: in ore duorum. aut trium testium 
stet omne verbum (63). 

Ahora bien, esta razón tanto vale en los testamentos favorables a la 
causa pía, como en los que no le favorecen, sino que le quitan el favor 
concedido en otro testamento válido. 

Sin embargo Mosrazo, escribe: Si en el segundo testamento se ins- 
tituye heredera una persona profana, requiérense en él todas las solem- 
nidades. Pruébalo con algunos textos del derecho romano. Además por 
este argumento: E] testamento profano necesita todas las formalidades 
civiles. Luego para revocar un testamento pío por otro profano, debe éste 
hallarse revestido de todas las solemnidades. 

Estas razones no nos satisfacen. Los textos del derecho romano ale- 
gados no tratan de testamentos píos. Y la equidad, en que se fundan 
los autores arriba citados, parece exigir que la Iglesia en su foro tenga 
por válidas las disposiciones informes que perjudican al testamento pio; 
asi como tiene por valederas y obligatorias las que a ella favorecen. Out 
sentit onus, sentire debet commodum et e contra, dice la regla 51 del de- 
recho en el Sexto. 

^20. Se nos objeta que la misma Iglesia estableció dos formas de tes- 
tamentos: una para los profanos y la otra para los píos. Y en confirma- 
ción de esto se alegan los capítulos 10 y 11 del título 26, libro III de las 
Decretales, ambos de Alejandro III; exigiendo para los profanos la pre- 


(63) Consilia, 812, n. 13 sigs. 
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í 
sencia del párroco y dos testigos, mientras que para los píos bastaba que 
constase con certeza la última voluntad del testador de cualquier modo, 

La objección se funda en una mala inteligencia del capítulo 10: El 
Obispo de Ostia se quejó al Papa de que en su diócesis las autoridades 
civiles rescindian los testamentos hechos ante el párroco y dos testigos, 
admitiendo solamente los suscritos por cinco o siete, conforme a las leyes 
humanas. Alejandro 111 reprueba el proceder de los jueces, como .con- 
trario al derecho divino, a las enseñanzas de los SS. Padres y a la cos- 
tumbre general de la Iglesia; porque escrito está: Im ore duorum vel 
trium testium stet omne verbum. Decreta que se tengan por firmes los 
testamentos hechos ante el párroco y dos o-tres testigos. 

Aquí como se ve: a) No se dice si se trata de testamentos pios o 
profanos. De creer es que se trata de los pios, pues no es verosímil que 
el Papa, como legislador eclesiástico se pusiese a dar leyes sobre testa- 
mentos profanos, que no son de la competencia de la Iglesia. Pudo bien 
hacerlo como Principe civil, para los estados pontificios; pero entonces 
tal ley no sería eclesiástica, ni obligaría a toda la Iglesia. 

b) Aunque consideremos como eclesiástico el citado canon 10, él no 
exige como necesaria la presencia del párroco y dos o tres testigos: res- 
ponde al hecho propuesto, afirmando la validez del testamento tal como 
en Ostia se hacía ante el párroco y dos testigos, y rechazando la exigencia 
de cinco o siete; y alegando como razón precisamente el mismo texto del 
divino Maestro, que alega en el capítulo 11 para sancionar el valor de los 
testamentos para causas pias: In ore duorum vel trium testium stet omne 
verbum (64). 

21. Consecuencias.—1.' En nuestro sentir el testamento profano in- 
forme revoca el pío válido. Por tanto, el heredero constituido en el profano 
informe, en el fuero interno y ante el fuero eclesiástico, puede atenerse 
a él. Ni la Iglesia reclamará contra su nulidad civil, exigiendo el cum- 
plimiento del primero pío. 

ES Si un tercero pidiere la declaración de nulidad del testamento 
profano, el juez civil habría de declararle nulo; y en tal caso civilmente 
se mantendría el primer testamento pío solemne; canónicamente no nos 
parecería improcedente que la Iglesia también se atuviera a él; porque se 
estimaría demasiado duro negar a la Iglesia la facultad de repudiar el 
testamento profano ya repudiado por la autoridad civil: facultad que jus- 
tamente se concede a todos; duro también que no pueda ella aprovecharse 


de la protección que en este caso prestaría la ley civil a los legados pro- 


(64) -MaT., 18, 16. 
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fanos tal vez insertos en el testamento pio; y de la protección que la 
misma ley prestaría a la causa pía; ley que de suyo es justa. 


III. DONACIONES PARA CAUSAS PÍAS 


22. Donación.—Ya indicamos al principio de nuestra ponencia cómo 
la donación es un contrato gratuito, por el cual una persona cede a otra 
el dominio de una cosa, por liberalidad. Es, por tanto, un acto bilateral, 
que requiere el consentimiento de ambas partes, mientras que el testa- 

9: mento es un acto unilateral, 

23. Donación “mortis causa”.—Dijimos también cómo la donación 
mortis causa no suelen admitirla los códigos modernos, reduciéndola al 
legado, por cuyas leyes se rige. 

¿Y en el Código Canónico? No se hace de ella mención, pero creemos 
que si se hiciere donación mortis causa para causas pías, en el fuero ecle- 
siástico valdría. Porque la donación mortis causa es un acto de última vo- 
voluntad; y, por tanto, ha de regirse por el canon 1.513, que dejamos 
explicado. 

24. La donación “inter vivos” para causas pías, según la doctrina 
de los canonistas (65), en el derecho canónico antiguo no se regía por la 
ley civil, que se consideraba incompetente en esta materia; por analogía 
habría de aplicársele la norma de las últimas voluntades, que valían sin 
las solemnidades civiles. 

¿Y bajo la disciplina del nuevo Código? Tampoco tenemos legislación 
especial expresa para las donaciones inter vivos en favor de las causas 
pías, como la tenemos para las últimas voluntades. De aquí la contro- 
versia. 

El canon 1.529 canoniza las leyes civiles en materia de contratos. ¿Han 
de incluirse bajo este canon las donaciones para causas pias? ¿No serán 
ellas una de las excepciones apuntadas en el mismo canon? 

Los moralistas suelen negar que a tales donaciones hayan de aplicarse 
las leyes civiles (66). Al contrario, los canonistas por lo común afirman 
que están sometidas a estas leyes: y, por tanto, la declaración del juez 
que declare mula la donación informe para causas pías, tiene valor en 
conciencia y en el fuero eclesiástico. 


(65) PIRHING, Jus Can., III, tit. 24, n. 6; SCHMALZGRUEBER, Jus Can., l» 3, t. 


(66) MERCHELBACH, Summa Theol. Mor., Ill, n. 684 (ed. 6); NOLDIN, II, n. 550 


24, n. 48. / 
(ed. 25). 
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A este parecer nos atenemos, y conforme a él hemos resuelto las 
causas que se nos han presentado. Porque: i 

a) El canon 1.513, $ 2, al determinar ex professo la forma de las dis- 
posiciones para causas pías, sólo habla de las últimas voluntades. Con su 
silencio el legislador da a entender que excluye las donaciones unter vivos. 

b) El canon 1.529 se refiere a los contratos en general; ahora bien, 
las donaciones són contratos (can. 1.536). Luego deben regirse por este 
canon. 

Ni obstan las palabras del mismo canon “im materia ecclesiastica". 
Esta expresión ha de entenderse en sentido lato; pues el canon I. 536 ha- 
bla de las donaciones en favor de una persona moral, las cuales solamente 
se convierten en bienes eclesiásticos por la aceptación (67). 

c) Si no incluímos las donaciones pías inter vivos en el canon 1.529, 
tendremos que admitir una laguna en el Código; y para llenarla habrá 
que acudir a los pasajes análogos (can. 20): no al canon 1.513, que sólo 
trata de las últimas voluntades; sino al canon 1.536, que habla de las 
donaciones en favor de la Iglesia, y está subordinado al canon 1.529: por 
tanto, a las leyes civiles de cada nación. 

25. Revocación.—Las donaciones por actos inter vivos para causas 
pias están sujetas al derecho civil, en cuanto a las causas de su revocación. 
Unicamente excluye el citado canon 1.536, $ 4, el motivo de ingratitud: 
la donación hecha a una iglesia y por ella legítimamente aceptada no puede 
revocarse por ingratitud del Prelado o del rector. Pues la donación no se 
hace al Prelado o al rector, sino a la iglesia. 

: Omitimos otros problemas interesantes que sobre estas materias pu- 
dieran plantearse; haciendo votos por que los derechos civil y eclesiástico 


se concierten en lo posible, a fin de evitar los conflictos de conciencia que 
con frecuencia surgen de su discordia (68). 


Epuarpo FERNANDEZ REGATILLO, S. I. 


Decano de la Facultad de Derecho Canónico en la Universidad 
Pontificia de Comillas 


(67) VROMANT, 276. 


(68) VISSER, De solemnitat. piar. volunt., en “Apollinaris”, 1947, p. 59-136 
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EL "UTLFRUI' DE LOS BENEFICIARIOS 
ECLESIASTICOS 


Los beneficios eclesiásticos constituyen un género muy característico 
de bienes temporales de la Iglesia, ya que conceden a los beneficiarios el 
derecho a percibir los réditos de la dote beneficial (can. 1.409). A poco 
que se profundice, suscitan cuestiones teórico-prácticas muy propias de 
la brillantisima Semana de Estudios a que venimos asistiendo. 

Aunque no hay fruta sin árbol ni réditos sin capital, no siempre es fácil 
cosa distinguirlos. Arbol y capital de los beneficios eclesiásticos son las 
dotes beneficiales; los beneficiarios pueden usufructuarlas (can. 1.473). 
¿A título de qué? ¿En qué términos? 

He ahí un problema de canonización de los respectivos ordenamientos 
civiles. Sería interesantísimo estudiarlo a fondo; nadie, que sepamos, se 
lo ha propuesto aún en toda su amplitud. Intentémoslo siquiera. Y a fin de 
proceder con el horaciano lucidus ordo, analicemos separadamente la norma 
canonizante, la norma canonizada y el fenómeno de la canonización. 


LA NORMA CANONIZANTE 


Entre la Iglesia que confía sus beneficios y los beneficiarios a quienes 
se los confía, existe el cuasi-contrato do ut facias. Las obligaciones son 
mutuas, porque los dos se comprometen: El uno, al levantamiento de las 
cargas del oficio; y la otra, a la honesta sustentación del beneficiario. Be- 
neficium. propter officium. 

¿Qué ley ha de regularlo? No hay duda que la ley canónica, ya que 
eclesiástica es la materia; y lo hace de un modo genérico en el canon 1.529: 


“Quae ius civile in territorio statuit de contractibus tam in genere, 
-quam in specie, sive nominatis sive innominatis, et de solutionibus, 
eadem iure canonico in materia ecclesiastica iisdem cum effectibus 
serventur, nisi iuri divino contraria sint aut aliud iure canonico ca- 


veatur." 


Tal es la ley canonizante. Los únicos efectos jurídicos de este cuasi- 
contrato que nos interesan para el estudio que acometemos se circunscriben 
a los réditos beneficiales. Véase cómo los formula el canon 1.473: 
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“Etsi beneficiarius alia bona non beneficialia habeat, libere uti 
frui potest fructibus beneficialibus qui ad eius honestam sustenta- 
tionem sint necessarii; obligatione autem tenetur impendere super- 
fluos pro pauperibus aut piis causis, salvo praescripto can. 239, 8115 
me dg" E 


Preguntémonos ahora cuál es su calificación, cuáles sus límites y cuál 
su contenido. 


Calificación 


¿Qué clase de cuasi-contrato interviene entre la Iglesia y el beneficiario 
en orden a los frutos beneficiales? Es el problema inicial de la calificación. 

Es doctrina del mayor arraigo en Derecho internacional privado—es- 
cribíamos a otro propósito (1)—que la calificación se haga conforme al 
ordenamiento propio, a la lex fori. Y también en materia de leyes canoni- 
zantes, Pórque es criterio el más rudimentario de exégesis de una ley el 
acudir a ella misma en su texto y contexto gramatical, ideológico y aun 
sistemático (can. 18). Además, es imposible acudir a las leyes civiles, aun- 
que sea materialmente, sin saber de antemano qué asunto ha de regularse; 
y esto sólo puede saberlo quien sabe ya de qué se trata. Lo cual, en nego- 
cios eclesiásticos, es de competencia exclusiva del ordenamiento canónico. 

¿Cómo califica la Iglesia el cuasi-contrato en que concede al beneficiario 
los réditos beneficiales? Hay dos concepciones: La dotal y la usufructuaria. 


La primera, suscrita recientemente por SILVIO ROMANI (2), exponiala 
D'ANNIBALE en los términos siguientes (3): 


"Collatione beneficii initur quoddam quasi spirituale matrimo- 
nium inter beneficiatum et ecclesiam in qua beneficium excitatum 
est: exinde beneficiatus incipit esse velut dominus eeclesiae quasi 
sponsae, et bonorum beneficii quasi dotis. Ex primo sibi solum com- 
petit in ea ecclesia quas velit, ceteris paribus, sacras functiones obire, 
exceptis parochialibus... Ex altero ei competunt omnes beneficii sui 
fruetus: seu pendentes (!), cum incipit beneficiarius esse; seu per- 
cepli, eum desinit. Verum, non ceu fructuario (quae, olim communior 
sententia fuit), sed utrinque pro rata, quasi marito.” 


La sean matrimonial tiene raigambre histórica, no lo niego (4), 
y, con todo, a nuestro proposito no ha hecho fortuna, ni entre los autores 
ni en el Código. Recuérdense las palabras del canon 1.473: 
1) Lopos, El in i tri i ini i i 
o n impedimento matrimonial canónico de adopción, “Miscelánea Comillas”, 11-12 
(9) "Apollinaris", 5 (1032), 149-150. 
(3) Summuta theologiae moralis, t. III (Romae, 1908), n. 63 


2 2+ FAGNAN i 
(4) Cf. €. 4, C. 21, q. 2; FAGNANI, Jus canonicum, 


1A i 
me ier Ceu p 063; e N clas I (Vesuntioene, 1740), 1. A es e 


WAS 05959 m. 0 etes 
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“Etsi beneficiarius alia bona non beneficialia habeat, libere uti- 
[rui potest fructibus beneficialibus qui ad eius honestam sustenta- 
tionem sint necessarii." 


Siguese, pues, que la Iglesia parece calificarlo de usufructo, toda vez 
que, según la definición romanística de Pauro (5), 


“Ususfructus est jus alienis rebus utendi fruendi, salva rerum 
substantia.” z 


Y en lo fundamental así lo, entienden comúnmente los autores antiguos 
y modernos. Cierto es que CasTILLO (6), SCHMALZGRUEBER (7), la; misma 
Congregación del Concilio en ciertas anotaciones (8), etc., señalan diferen- 
cias entre los beneficiarios eclesiásticos y los usufruçtuarios comunes. Pero 
esas diferencias no impiden, a mi juicio, el usufructo en sentidọ técnico; 
porque nacen, las unas, de que el beneficiario, además de usufructuario, es 
administrador nato de su beneficio (can. 1.476, $ 1); y las otras, de que la 
Iglesia no canoniza a ciegas la ley civil, sino con limitaciones (can. 1.529). 


Limites 


Porque no se crea que al calificar el Código de usufructuario el cuasi- 
contrato beneficial canoniza a cierra ojos cuanto la ley civil disponga acerca 
del usufructo en las materias de su competencia. No. Sino que se cuida muy 
bien de establecer los límites de la canonización; lo que alguien llama sus 
filtros, sus válvulas de seguridad. Fijémonos de nuevo en el canon 1.529: 


“Quae ius civile in territorio statuit de contractibus..., eadem jure 
canonico in materia ecclesiastica iisdem cum effectibus serventur, 
nisi iuri divino contraria sint aut aliud iure canonico caveatur." 


He aquí el doble límite de la canonización: La ley divina y la ley ca- 
nónico-pontificia. Prescindiendo ahora del primero, que es demasiado evi- 
dente, bástenos adelantar un botón de muestra del ültimo. 


(Oe Deals T 1: : 
(6) De usufructu, 1. 1, c. 5, nn. 8-10, y 1. 1, c. 59, n. 8; Opera omnia, t. I (Coloniae Allo- 
brogum, 1753), pp. 45-46 y 282. 1 ai 

(7) Ius ecclesiasticum, 1.. 3, t. 49, N, A La RA 

(8) “Romana et aliarum, de proventibus fodinarum beneficialium”, 12 de diciempre de 1931, 
en las “Animadversiones” dice así: A PA 

“Quamvis in iure canonico expressa desideretur hac de re dispositio, haec saltem. implicita 
deduci potest ex can. 1476, vi cuius beneficiarius habetur ut simplex administrator pU 
benefleialium non autem verus usufructuarius, cum vi can. 1473 libere ipse quidem ds po a 
fructibus beneficialibus qui ad eius sustentationem necessarii sint, sed dpa beri ene 
fructus superfluos impendendi pro pauperibus vel piis causis.” (AAS, 24 (1932), 147-148.) 
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Para nuestro Código patrio, “los frutos naturales o industriales, pen- 
dientes al tiempo de... extinguirse el usufructo, pertenecen al propieta- 
“rio” (art. 472, $ 2); mientras que los civiles “se entienden percibidos día 
por día y pertenecen al usufructuario en proporción al tiempo que dure el 
usufructo” (art. 474). 

En cambio, el Código eclesiástico, sin distinguir de réditos naturales, 
industriales o civiles, dispone que: 

“Annui reditus beneficii inter successorem et antecessorem eiusve 
heredes, in casu obitus, pro rata temporis quo beneficio uterque ser- 


_vierit, distribuantur, omnibus proventibus et oneribus currentis annt 
computatis" (can. 1480). 


Así, pues, sea cual fuere la norma de las leyes civiles en materia usu- 
fructuaria, a] beneficiario le corresponde, en virtud del canon 1.480, una 
parte proporcional de todos los réditos beneficiales. 

Pero adviértase que la ley eclesiástica que limita las canonizaciones que 
estudiamos no es la que pudieran dictar los Órganos legislativos subordina- 
dos en la Iglesia, verbigracia, un concilio provincial o un sínodo diocesano, 
sino la de origen pontificio, como pontificios son el Código canónico y cada 
uno de sus cánones. Porque, siendo el canon 1.529 que se remite a la ley 
civil, una ley pontificia, es obvio que per se ningún poder eclesiástico infe- 
rior puede contrariarlo... 


Contenido 


Pues si ésta es la calificación técnica y éstos son los límites genéricos 
de nuestra ley canonizante, ¿cuál habrá de ser su contenido? Quiero decir, 
¿cuáles son los bienes beneficiales y qué derecho le asiste al beneficiario? 

I. BIENES BENEFICIALES.—Nadie ignora que los bienes de los cléri- 
gos, por su origen, pueden ser patrimoniales o bien eclesiásticos, según que 
los adquieran en cuanto ciudadanos o en cuanto clérigos (9). Patrimonial 
es, verbigracia, la herencia paterna del párroco, y eclesiástico, el estipendio 
de sus misas manuales, : | 

En los eclesiásticos todavía hay grados. Porque unos los reciben los 
clérigos mediante la prestación de ministerios sueltos, legítinvamente retri- 
buidos, por ejemplo, asistiendo a unas exequias en parroquia extrafia, y son 
los cuasi-patrimoniales. A otros, en cambio, les da derecho el beneficio que 
llevan en título, y son los beneficiales. 


(9) Cf. AZPILCUETA (DR. NAVARRO), 


: Tractatus de reditibus ecclesiastici on Opera 
duni icis, p. 1, mon. 19: 

omnia, t. I (Lugduni, 1589), pp. 315-316; MOLINA, De iustitia et i us Ha : 9: Op : 

KEIEFENSTUEL, Jus canonicum, 1. 3, t. - Spe ue tee) HUE 


9 149. 
atadas: eto, 25, NN. 3-12; SCHMALZGRUEBER, Ius ecclesiasticum, l. 3, 
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¿Cuáles son, pues, los bienes beneficiales? Aquellos con que la dote 
beneficial fructifica. 


La dote, en su concepción histórica, debían constituir'a bienes estables 
y fructíferos, propios del beneficio en cuanto persona moral. Aunque es lo 
que de ordinario continúa rigiendo, el Código de la Iglesia admite otras 
especies de dotaciones (10). Leámoslo en el canon 1.410: 


“Dotem beneficii constituunt sive bona quorum proprietas est pe- 
nes ipsum ens iuridicum, sive certae et debitae praestationes ali¢uius 
familiae vel personae moralis, sive certae et voluntariae fidelium obla- 
tiones, sive iura, ut dicitur, stolae intra fines taxationis dioecesanae 
vel legitimae consuetudinis, vel chorales distributiones, exclusa tertia 
earum parte, si omnes reditus beneficii choralis distributionibus 
constent." 


II. DERECHOS DEL BENEFICIARIO Y SUS LÍMITES.— Mas, sean cuales 
fueren,los bienes dotales, al beneficiario se le concede el derecho a percibir 
el rendimiento que produzcan. Lo veíamos en el canon 1.473: 


"Etsi beneficiarius alia bona non beneficialia habeat, libere uti frui 
polest fructibus beneficialibus." 


Preguntábanse los clásicos si el beneficiario, en virtud de este derecho, 
adquiría los frutos beneficiales a título de dueño. 

Cuanto a los réditos que necesite para su congrua sustentación, aun- 
que tenga patrimonio personal (11), la respuesta afirmativa es unáni- 
me (12). En cambio, es celebérrima en la historia de la sistemática cano- 
nística la vieja controversia en torno a los réditos superfluos, que culminó, 
allá por la segunda mitad del siglo xvi, en la polémica entre los españo- 
les MARTÍN DE AZPILCUETA (el Dr. NAVARRO) (13) y FRANCISCO DE SAR- 
MIENTO (14). 


(10) Cf. WERNZ-VIDAL-AGUIRRE, Jus canonicum, t. II, n. 141; CORONATA, Institutiones turis 
canonici, t. II, n. 974, 2.9, etc. 

(11) Cf. COVARRUBIAS, De testamentis, c. 1, nn. 1-4, y c. 7, n. 9; Opera omnia, i. I (Gene- 
"vae, 1762), pp. 28-29 y 52; LAYMANN. Th. moralis, t. II (Venetiis, 1714), 1. 4, tract. 2, C. 8, 
n.:9, p. 17: MOLA, De iustitia et iure, tract. 2, d. 145, n. 1, etc. No faltaron, sin embargo, 
algunos antiguos que disintieran, verbigracia, ADRIANO VI, Quaestiones in IV sententiarum (Pa- 
risiis, 1530), De sacramento poenitentiae, De restitutione, ff. 188v 189. 1 

(12) Cf. AzPILCUETA, De reditibus, q. 1, mon. 26, n. 1, y mon. 43-44 (4, 392-393 y 339-340); 
LAYMANN, Th. moralis, 1. 4, tract. 2, c. 3, n. 2; PIRHING, Ius canonicum, 1558: 00:90, D. A BIER 

Y monicum, 1. 3, t. 25, nn. 16-21, etc. 

E oram, Tractatus de reditibus beneficiorum ecclesiasticorum a, dU cc n En esta 
edición refundida ya incluye el Dr. Navarro lo sustancial de su Apologia libri de age Ww 
clesiasticis (Antuerpiae, 1574), que es la edición que tengo a mano, en que hubo de vin i 
de las impugnaciones de FRANCISCO Te Vo ei a vigi después el Propugnaculum ap 

} ibri editibus ecclesiasticis (Lugduni, 1575). ; 
o De redilibus ecclesiasticis (Burgis, 1573), obra en que Apu dem 5 v An 
ditibus ecclesiasticis, de MARTÍN DE AZPILCUETA; y habiéndose defendido éste en su Apología, 
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A) La CONGRUA SUSTENTACION.— En qué consiste la congrua sus- 
tentación? No hay un módulo universal y uniforme, ya que unos benefi- 
ciarios tienen más exigencias que otros; y los de iguales exigencias pueden 
satisfacerlas en el grado máximo, en el medio y aun en el mínimo. Bien lo 
decía el Dr. NAVARRO (15): 


“Decentia status non est posita in puncto indivisibili, sed habet 
latitudinem maiorem vel minorem, iuxta status magnitudinem vel 
parvitatem. Frequenter enim contingit, ut qui decenter se alit octin- | 
gentis, iuxta strictius extremum suae decentiae, possit in se alendo 
decenter impendere mille iuxta extremum latius suae decentiae; et 
ita consequenter sine ulla indecentia, peccato aut avaritia posset is 
quotannis reliquare ducenta." 


Síguese, pues, que la congrua es de apreciación moral. Y una vez fijada 
con este criterio, cuanto los beneficiarios ahorren de la misma, entra de 
lleno en su patrimonio, 


“Quia—escribe el Dr. Navarro (16)—cum ea eis ad suum victum 
dentur, data censeri debent eum facultate plena disponendi de illis. 
Et quia videntur id quaerere sua quadam industria et poena, et eo 
modo quaesita censentur patrimonialia...* 


* 


B) Lo suPERFLUO.—Réditos superfluos son aquellos que sobran des- 
pués de cubierta la congrua del beneficiario. El canon 1.473 renueva la 
disciplina tradicional: 


« $m : . 4 
Obligatione autem tenentur impendendi superfluos pauperibus aut 


piis causis, salvo praescripto can. 239, 8 1, n. 19” (exceptúa los Car- 
denales). 


sistió SARMIENTO en la Defensio libelli de rediti iastici 
i I A editibus ecclesiasticis ab impugnationibus D. Martini 
Navarro (Burgis, 1973). Son las ediciones que manejo. Poet CAP. SA 


(18) AZPILCUETA, De reditibus, q. 1, mon. 45, n. 2 (1, 340). Cf. LAYMANN, Th. moralis, l. 4 
tract, 2, C. 3, N. 2; MOLINA, De iustitia et ture, tract. 2, d. 145, nm. 6-9 ete. à 
r o , S 


n P PER Ur De reditibus, q. 1, mon. 26, n. 1 (1, 322). Cf. Morma, De iustitia et iure, 

on e ae (an ae Bi, CSSA. Sólo disiente EL PANORMITANO, In tertiwm decre- 
é i A t E) “a ne ae ^ 

per transennam : 2 2 ; €. 10, “Solemnis repetitio", n. 27, y por cierto que 

“Mihi ; : F JF. 

ES Bee Pu. n videtur distinguendum quod aut clericus contraxit debita pro 

se aleret, et tunc dico quod nedum in eius vita, sed etiam post mortem 


de fructibus sui beneficii debet satisfleri creditoribus... Aut non pro sua sustentatione, sed 


EHI Ed ds ut pro reparandis suis domibus propriis vel pro alio consimili casu, 
ta AS Hina fructibus benefleialibus satisfleri non debet, etiam parce vi- 
j ? : mes Ul. d i i a 
clesia non tenetur.” Ergo si debita non sunt contracta suo usu, ec- 


— 296 — 


EL “UTI-FRUI” DE LOS BENEFICIARIOS ECLESIASTICOS 


¿Qué género de obligación impone este canon? ¿De Justicia, y so pena 
. . o£ 5 Tr . . A . . a L4 . E + 
o e Y si de justicia no, ¿de qué virtud? Es el punto de la 
enidismma controversia a que antes nos referiamos. 

a) -DE Justicia, NO.—Por dos vias puede sostenerse, y de hecho 
se ha sostenido, lo obligación de justicia: Bien porque el beneficiario no 
adquiere el dominio de los réditos superfluos; o bien, porque, aunque lo 
adquiera, la Iglesia u otros le imponen carga de esta indole. Que son cosas 
muy distintas. 


“Quae duae quaestiones—copiamos de LAYMANN (17)—. licet a 
multis . confundantur, valde tamen diversae sunt... Nam saepe fit, ut 
aliquis dominium alicuius rei acquirat non omnino liberum, sed res- 
trictum adiectione pacti vel oneris quod, nisi impleat, contra iustitiam 
peccat et ad restitutionem obligatur, sicuti patet in fideicommisso, in 
legato, donato sub modo et gravamine.” 


I. El dominio .—Una pléyade brillantísima de teólogos y canonistas, 
de acuerdo con el Doctor ANGÉLICO (18), opina que todos los réditos be- 
neficiales, incluso los superfluos, los adquiere en propiedad el beneficia-. 
rio (19). Y. por cierto que aducen razones muy sólidas. Si no, recuérdense 
los cánones 1.475, $ 2, y 2.381, n. 1.”, en sí mismos y en su historia. 

El beneficiado que sin causa legítima no cumpla la ley de las Horas 
Canónicas, 


“Beneficiorum suorum—sancionaba el Concilio IV de Letrán (20) 
y sanciona también el Código, can. 1475, $ 2—fructus suos non facial 
pro rata omissionis recitationis Officii et temporis, sed eos tamquam 
intuste perceptos in fabricam huiusmodi beneficiorum vel pauperum 
eleemosynas erogare teneatur.” 


Luego, a contrario sensu, el que cumpla su obligación, fructus suos 
facit y puede retenerlos tamquam iuste perceptos. 


(17) LAYMANN, Th. moralis, 1. 4, tract. 2, c. 3, n. 3. Cf. AZPILCUETA, De reditibus, q. 1, 
mon. 51, n. 3 (1, 350-351); MOLINA, De iustitia et iure, tract. 2, d. 143, n. 8, ete. 

(18) Sro. Tomás, Summa theologica, 2-2, q. 185, a. 7: Opera omnia, ed. León XIII, Wess 
(Romae, 1899), p. 481; Quodlibet, VI, a. 12: Opera omnia, ed. Vives, t. XV (Parisiis, 1875), 
pp. 491-492. A propósito de la posición del Angélico, véanse las curiosas sutilezas exegéticas 
del Dr. NAVARRO, De reditibus, q. 1, mon. 49 (1, 346-348). Cf. SARMIENTO, De reditibus, parte 2, 
€. 2, y parte 4, cc. 1-2, ff. 22v-24v y 47v-55v; VÁZQUEZ, De reditibus, c. 1, nn. 27-28: Opuscula 
moralia (Lugduni, 1631), p. 471; MOLINA, De iustitia et iure, tract. 2, d. 144, nn. 8-12, etc. Es 

(19) D. Soro, De iustitia et iure (Salmanticae, 1529)9919740, 0]. 74, 85 185 "sexta conclusio ; 
pp. 896-900; VázouEZz, De reditibus, c. 1, nn. 27-50, pp. 471-473; MorLiNA,-De iustitia et iure, 
iract. 9, d. 143, nn. 3-10; LAYMANN, Th. moralis, 1. 4, tract. 9, c. 3, n. 3; SCHMALZGRUEBER, Ius 

esiasticum, 1. 3, t. 25, nn. 9-10, etc. 
on León X, const. Supernae dispositionis, 5 de mayo de 1514, § 38; GASPARRI, ae 
t. I (Romae, 1923), n. 65, p. 108. Cf. S. Pio V, const. Ex proximo, 20 de septiembre de 1571, 


$ 1: GASPARRI, Fontes, t. I, n. 140, p. 247. 
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En punto a sanciones de la residencia beneficial, son más explícitos aún 
el Concilio de Trento (21) y el Código (can. 2.381, n. 1.°). Dice aquél: 


* Alioquin primo anno privetur unusquisque—se refiere a los ca- 
nónigos—dimidia parte fructuum, quos ratione etiam praebendae ac 
residentiae fecit suos. Quod si iterum eadem fuerit usus negligentia, 
privetur omnibus fructibus, quos eodem anno lucratus fuerit." 


Adviértase ahora que la Iglesia, al dictar esta ley, no distingue de 
réditos necesarios y de réditos superfluos, sino que los abarca indistinta- 
mente a todos. Y así es razón. 


"Qum enim—copio de nuevo a LAYMANN (22)—redditus omnes suo- 
rum beneficiorum promiscue percipiant, diei non potest, aliquorum 
dominium eos acquirere, et aliorum non acquirere; sed si quam obli- 
gationem contrahunt superflua in pios usus erogandi, ea personalis 
tantum est." 


2. La carga—Resulta, pues, que los beneficiarios parecen adquirir 
el dominio de los réditos beneficiales, sin distinción. Pero, ;hay acaso otros 
títulos de justicia que obliguen a dar en limosnas los superfluos? Muchos 
clásicos opinan que no (23); y lo prueban. 

Tres pudieran ser los títulos de la carga de justicia: a) La ley divina, 
que prescribe el socorro de los necesitados; b) la voluntad de los donantes 
de las dotes beneficiales; c) la Igleisa, que dispensa los beneficios. No hay 
término medio, ya que aqui no interviene ningün otro elemento. Pues 
bien. No consta que en ninguno de dichos titulos se funde la carga de 
Justicia. 

No en la ley divina, que prescribe el socorro de los necesitados, puesto 
que la limosna es obligación de pura misericordia y no de justicia. 

J En la voluntad de los donantes, al menos en principio, tampoco. Di- 
gamoslo con palabras de SCHMALZGRUEBER (24): 


| "Non constat quod fideles, qui haee bona contulerunt, illa donave- 
rint sub hoc modo et conditione. Et quamvis intenderint vel desidera- 
verint ex superfluis ali pauperes, tamen valde est credibile eos hanc 
obligationem non imposuisse, tum quia non dubitabant clericos hoc 


MS facturos, tum quia modestiores ae reverentiores erant, quam ut. 
clericis auderent hano obligationem imponere." 


(21) Ses. XXIV, c. 12, “de reformatione” j 

l * . : Canones et decreta i ipsi 

Du949, Cfi ses) XXIII, e» 1, “de reformatione", ibídem Eaa i lr ETE de 
(92) LAYMANN, Th. moralis, 1. 4, tract. we (us ania 3 à I 


(93) cf, MOLINA, De justitia eb ture, tract. PAEA A N E? S MALZGRUEBER Ius eccle 
i " 
siasticum (ESA nn. 32-33 , 4 , n. 8 29; CH) Z , 


(24) Jus ecclesiasticum, 1. 3, t. 25, n. 32 
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¿Se fundará, por último, en la ley de la Iglesia? Nunca lo ha estable- 
cido de manera tan inequívoca como fuera menester. 


— Nuspiam in SS. CC.—continia SCHMALZGRUEBER (25)—clare ex- 
plicatur, quod Ecclesia clericis imposuerit obligationem iustitiae ad 
expendendos reditus superfluos in causas pias, et consequenter resti- 
tuendi illos quos aliter quam in praedictum finem expenderunt; atqui 
oportuisset clarius explicare, si voluisset obligationem istam impo- 
nere, cum magni momenti res sit, utpote quae ad omnes beneficiatos 
pertinet, et summopere ad aedificationem publicam ac pauperum sus- 
tentationem confert." 


b) DE LEY ECLESIÁSTICA, sí.—N consta, pues, que exista título al- 
guno de justicia que obligue a los beneficiarios a repartir entre las causas 
pias los réditos sobrantes. Y con todo eso, están obligados a repartírselos, - 
iQué virtud se lo impone? 

Aunque hay quienes lo derivan de la virtud de la religión (26), por 
cuanto los réditos eclesiásticos, en frase del Tridentino, Dei sunt (27), 
parece, sin embargo, que radica en la ley de la Iglesia, muy conforme a la 
piadosa voluntad de los donantes, pero, 'al fin, ley de la Iglesia (28). 


Porque, ¿son por ventura cosa sagrada los frutos beneficiales, cual si 
fueran cálices, patenas, etc., de modo que viole los fueros de la religión 
quien de ellos abusare? Evidentemente que no. Copiemos por última vez a 
SCHMALZGRUEBER (29): 


“Piae intentioni fidelium iam satisfit, dum eiusmodi reditus dis- 
tribuuntur clericis, ratione eorum obligatis ad officium et servitium 
divinum; hoc enim el non plus fundatores intendisse per donationem 
a se Ecclesiae factam probari potest... Bona illa, dum adhuc sunt in 
potestate Ecclesiae, impendi debent in cultum divinum, nam eo usque 
sunt bona Dei; at si erogata aliquando in clericos sint, bona Dei et 
Ecclesiae esse desinunt, et incipiunt esse bona propria clericorum, 
nam eodem modo dantur clericis reditus isti, sicut stipendium suum 
datur cantoribus et aliis Ecclesiae ministris laicis, et diserimen solum 
est, quod istis detur titulo officii temporalis, clericis autem titulo ob- 
sequii et muneris spiritualis" (30). 


(25) Ius ecclesiasticum, 1. 3, t. 95, n. 32. i ES 

(26) Luco, De iustitia et iure, d. 4, nn. 16-92: Opera omnia, ed. Vives, t. V (Parisiis, 1893), 
Dp. 724-727. : 

(297) Ses. XXV, c*1, “de reformatione": Canones et decreta, p. 438. 

(28) Cf. D. Soro, De iustitia et iure, l. 10, q. 4, a. 3, p. 900 (inmediatamente antes de la 
solución de las objeciones); Lessio, De iustitia et iure, 1. 2, c. 4, nn. 47-50; SOHMALZGRUEBER, 
lus ecclesiasticum, 1. 3, t. 25, nn. p A 

29) Jus ecclesiasticum, l. 3, t. 25, n. E 

Es Cf. Luco, De iustitia et iure, d. 4, nn. 19-22 (5, 795-797), donde se esfuerza por re- 
chazar este argumento y escribe: ; i i 

Gone vel cantoribus dat [Ecclesia] distribuendo in actu exercito bona Christi in 
usus pios et sacros; Episcopo autem et benefleiariis dat ut ipsi faciant quod Ecclesia debebat 
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Luego per exclusionem no hay fuente cierta de la obligación que in: 
cumbe a los beneficiarios, cuanto a los réditos superfluos, sino la ineaui- 
voca de la ley eclesiástica. 


D 


LA NORMA CANONIZADA 


Tal parece, en sus líneas arquitectónicas, la teoria de la norma cano- 
nizante en la materia del uti frui de los beneficiarios eclesiásticos. Pero 
adentrémonos en la norma canonizada, que sin ella no puede existir el 
fenómeno jurídico-canónico que estudiamos. Sometámosla a un cuidadoso 
análisis, ya que es preciso ver su individuación, sus características y su 
contenido. : 


Individuación 


Y lo primero, ¿cuál es la norma canonizada? Ius civile in territorio. 
dice vagamente el canon 1.529. ¿En qué territorio? Porque los contratos 
se perfeccionan con frecuencia en un sitio, y se consuman y aun surten 
efectos en otro u otros... 

Si no existiese sino un ordenamiento jurídico estatal, asunto fácil se- 
ría el individualizarlo, puesto. que de ese y sólo de ese ordenamiento ha- 
bríamos de recibir la ley canonizada; pero los ordenamientos son tantos 
cuantos los Estados; y en los Estados que no tienen legislación unitaria, 
a veces son tantos cuantas las porciones territoriales y aun personales en 
que se dividen... 

Es, pues, necesario individuar el ordenamiento recibido. Ni parece 
que lo individúe a las inmediatas el Código eclesiástico. 

No hay duda que con la canonización de las leyes civiles se propone 
la Iglesia uniformar ambos ordenamientos y asegurar la validez de sus 
negocios jurídicos en los dos fueros. ¿Y cómo conseguirlo eficazmente sino 


facere, et distribuant tanquam Ecclesiae membra 


non dare et partiales pastores vel ministri, quibus 
Y esta intención de la Iglesia quiere colegirl i i 
oe a : 

biano indicios siguientes: 8 g el sapientísimo Cardenal español de los 


2 : cee 
e D n WARE MUT fidelium et doctorum... 2. EX verbis Gregorii Magni ad Augustinum 
piscop nglorum (C. 30, C. 12, q. 2)... 3. Quia si illae portiones darentur pro solo sti- 
pendio, debuissent dari in quantitate determinata et certa... 4. Quia Si Ecclesia Episcopis 
canonicis et allis suos reditus absque ea intentione assignasset, inique et contra suum de- 


bitum Christi bona distribuisset, imo verius dissi i 
D l s s dissipasset. io iusti 
quod ex Christi patrimonio et reditibus D i Mis var DUA uei ena: 


eo sacri i i idi 
Toletano 30.000 aureorum in annos singulos, S deputarentur, verbi gratia, Archidiacono 


[ C I de quibus ad libitum i 
usus, Sicut de ‘proprio patrimonio et haereditate, niti Ae C LP OQ: AA MN 
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remitiéndose en cada caso a la ley civil que de hecho lo regule, o que lo 
regularía si surgiese en los ámbitos de su competencia? ¡Paréceme impo- 
sible! (31). 

Diriase, pues, que la ley canónica se remite la la ley civil tal como ella 
es, en la norma que impone y en los sujetos. a quienes se la impone. 

Ni basta individuar el ordenamiento; es preciso individuar también la 
norma que debe aplicarse conforme 'al ordenamiento individuado. Puede 
ocurrir una de dos incidencias: 

a) Que el ordenamiento resuelva por sí solo, mediante norma sus- 
tantiva propia. i 

b) O bien, al contrario, que se remita a otro ordenamiento, ya con 
remisión de primer grado (rinvio indietro), ya con remisión de segundo 
grado (rinvio oltre); y entonces, sea cual fuere la doctrina cientifica que se 
profese, hay que atenerse al tus constitutum. 

En Alemania, por ejemplo, regía la lex rei sitae, cuanto.al usufructo 
de cosas (muebles e inmuebles); y en cuanto al usufructo de un derecho, 
la ley determinante del mismo derecho usufructuado, verbigracia, en los 
derechos reales, la lex rei sitae, etc. (32). 

Para nosotros, los españoles, rige la norma de Derecho internacional 
privado que dicta nuestro Código civil (art. 10, $ 1): 


“Los bienes muebles están sujetos a la ley de la nación del pro- 
pietario; los bienes inmuebles, a las leyes del país en que están si- 
esses 


Las aplicaciones de esta norma son variadisimas. Véase una muestra, 
Supóngase que el beneficio parroquial de Comillas posee dos pinares, uno 
aquí y otro en Lérida. Trátase de inmuebles (art. 334, núm. 1.”). ¿Qué 
ley rige las talas ordinarias en favor del párroco usufructuario? Cuanto 
al pinar de Comillas, el artículo 485 del Código patrio; y cuanto al de 
Lérida, el Derecho foral de Cataluña. La diferencia es muy notable; des- 
pués la veremos. 


Gl IR EET ET VE IE COS 


Así se individüan el ordenamiento a que el canon 1.529 se remite y la 
norma que según aquél ha de aplicarse. Suscítanos con esto la Iglesia un 
problema de Derecho internacional privado. 


(31) Cf. Cassora, La recezione del diritto civile nel diritto canonico (Tortona, 1941), 


. 109-110. : " 
E (32) = Cf. WoOLFF-PEREZ Y ALGUER,, Derecho de cosas, vol II (Barcelona, 1937), n. 125 


Pp. 130-131. 
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Y notémoslo bien. La ley canonizada es la pro tempore exsistens. Por- 
que el Código eclesiástico no adopta im individuo y semel pro semper las 
prescripciones civiles, de modo que las deje estereotipadas e inmutables, 
sino que se contenta con remitir al derecho estatal; y derecho estatal, sin 
añadiduras, es el pro tempore exsistens. 

Síguese, pues, que la norma a que se hace la remisión conserva la mis- 
ma vitalidad que tiene en el ordenamiento originario... 

¿Y cómo debe interpretarse? ¿Acaso dentro del ordenamiento canó- 
nico, o más bien dentro del ordenamiento civil respectivo? 

Alguien opina que la interpretación de la norma canonizada debe ha- 
cerse conforme al ordenamiento eclesiástico, puesto que desde el punto de 
la canonización ya no es ley civil, sino canónica (33). 

Paréceme, sin embargo, que debe interpretarse dentro de los principios 
y del sistema del ordenamiento de origen (34), siempre que—repitamoslo— 
no caigan fuera de los límites en que la canonización se mueve y que antes 
fijábamos. Si no, digaseme: ¿no es el Estado quien nos proporciona la ley 
canonizada? Pues ¿quién ha de poner sus términos y quién ha de inter- 
pretarlos? Evidentemente, ¡el Estado! De lo contrario, no canonizariamos 
la ley civil, sino, cuando más, su ridícula caricatura... 


Contenido 


Individuado el ordenamiento y conocidas las características de la norma 
que ha de aplicarse, ya no falta sino el análisis de ésta y su aplicación. 

Aun ciñéndonos al Derecho patrio, sería inútil e imposible hacer ahora 
un estudio, minucioso de los cincuenta y seis artículos (del 467 al 522) que 
a nuestro propósito trae el Código civil, sin contar las múltiples disposi- 
ciones paralelas y complementarias. Bástenos una rapidisima ojeada a. 
contenido de la relación de usufructo, en cuanto distingue lo que son ré- 
ditos y lo que es capital, partiendo de un principio genérico y fijándonos 
en las cosas que han dado pie a incertidumbres. 


I. PRINCIPIO GENÉRICO.—“Los derechos y obligaciones del usufruc- 
tuario—dice el artículo 470—serán los que determine el título constitutivo 
del usufructo”; título que—notémoslo—en los beneficiarios eclesiásticos 
es la ley canónica (can. 1.473). Y como quiera que la ley canónica se re- 
mite a la ley civil, de ésta ha de tomarse en definitiva la norma. 


(33) «CAPPELLO, Lim ] 
321. 0, D'impedimento della parentela. legate, n. 3: 


(34) Cf. CASSOLA, La recezione 
( , z j pp. 80-81; C 
sazione delle leggi civili (Roma, VE AND 


"Palestra del Clero", 3, (1994), 


Contributo alla teoria della canoniz- 
n. 27, p. 59; MICHIELS, Normae generales, t. 13D. 227 
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II. DERECHO BÁásico.—El derecho básico del usufructuario se for- 
mula en el artículo 471: 


“El usufructuario tendrá derecho a percibir todos los frutos na- 
turales, industriales y civiles, de los bienes usufructuados.” “Son 
frutos naturales las producciones espontáneas de la tierra, y las crías 
y demás productos de los animales...; industriales; los que producen 
los predios de cualquiera especie a beneficio del cultivo o del trabajo; 
civiles, el alquiler de los edificios, el precio del arrendamiento de tie- 
rras y el importe de las rentas perpetuas, vitalicias u otras análo- 
gasa (ari. 355). 


Los frutos que se producen y se recogen durante el usufructo de un 
solo beneficiario es manifiesto que ceden íntegros en favor de aquel único 
beneficiario. Y entiéndese “percibidos los frutos naturales e industriales 
desde que se alzan o separan”; los civiles “se consideran percibidos por 
días” (art. 451, $$ 2-3). i 

Pero ¿qué decir de los pendientes al principio o al término de cada 
usufructo ? 


"Inter successorem et antecessorem... pro rata temporis quo be- 
neficio uterque deservierit, distribuantur" (can. 1480), sin distinciones 
de naturales, industriales y civiles. 


Recuérdese lo que a este propósito adelantábamos de los naturales e 
industriales que penden al tiempo de extinguirse el usufructo. Aunque 
nuestro Código civil se los niega en su totalidad al usufructuario saliente 
(artículo 472, $ 2), y se los niega a título de frutos, no de compensación 
de gastos (art. 472, $ 3); pero es norma que no se canoniza, por cuanto 
se opone a la ley canónica (35). 


III. - DERECHOS ESPECIALES.—El derecho básico que acabamos de 
apuntar puede recibir en el usufructuario variantes específicas, segün la 
especie de los bienes usufructuados. Prescindiendo de minucias, fijémonos 
-en lo propio de los montes y de las minas, por haber merecido reiteradas 
intervenciones de la Sede Apostólica. 

A) MowTEs.—"Es monte todo terreno cubierto de árboles a propó- 
sito para la construcción naval o civil, carboneo, combustible y demás 
necesidades comunes, ya sean montes altos, bajos, bosques, sotos, plantíos 


(35) No se me oculta que el propio canon 1.480 añade: “Nisi legitima EE er l 
peculiaria statuta rite approbata alium iustae compositionis modum induxerint. poda ae 
juicio, se reflere a costumbres y a estatutos eclesiásticos, y no civiles, porque aqui 

; 2 


indicios de referencia al ?us civile. 
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y matorrales de toda especie distinta de los olivares, frutales o semejantes 
plantaciones de especial fruto O cultivo agrario” (36). j 

Los usufructuarios de montes tienen que precaverse de un peligro. Los 
árboles son a un tiempo sustancia o capital que debe conservarse y aun 
fomentarse, y también fruto que puede percibirse. Nadie es buen juez 
en causa propia. De ahí la conveniencia de que la ley distinga las cortas 
que no traspasan los límites del derecho de fruición y las que entran en 
el círculo de los derechos de disposición. Hácelo nuestro Código en su 
articulo 485: 

a) Montes COMUNES.—“El usufructuario de un monte disfrutará to- 
' dos los aprovechamientos que pueda éste producir segün su naturaleza", 
verbigracia, bellotas, corcho, esparto, resina, etc. 

b) MONTES TALLARES.— Siendo el monte tallar o de maderas de 
construcción, podrá el usufructuario hacer en él las talas o las cortas or- 
dinarias que solia hacer el dueño, y en su defecto las hará acomodándose 
en el modo, porción y épocas a la costumbre del lugar. En todo caso hará 
las talas o las cortas de modo que no perjudiquen a la conservación de la 
finca." 

Son ordinarias aquellas cortas que obedecen no al provecho del usu- 
fructuario, sino al de la finca. Los árboles que por su vejez, por su máximo 
desarrollo, etc., no pueden tener mayor crecimiento, perjudican al monte, 
puesto que impiden a los demás árboles sin ventaja propia; el cortarlos 
beneficia al predio, porque, lejos de agotarlas ni aun de apurarlas, conserva 
y aumenta sus capacidades de producción periódica (37). 

No es maravilla que las cortas ordinarias en el sentido explicado se las 
conceda nuestro Código patrio al usufructuario ni que, mediante la cano- 
nización, se le concedan también al usufructuario de los montes beneficiales. 

Lo cual es tanto más admisible cuanto que hay precedentes de juris- 
prudencia eclesiástica. Me refiero a la causa Romana, super caesione arbo- 
rum subercarum, del 10 de diciembre de 1841 (38): 


Res erat de sylva non caedua arborum subercarum [un alcornocal] 
ad Cap. Lateranense pertinenti, in qua ob succrescentiam ef densita- 
tem plantarum necessaria erat incisio ad rarefaciendum (vulgo As di- 
rado; nosotros diríamos clareo). Aliter enim arbuscula ‘quae plurima 
undequaque succreverant, impedimento fuissent, ne aliaé arbores com- 


mode vegetarent € t 1d co > q le) 


(36) Ordenanzas generales de montes, 22 d ici 
zas é [ >S, 29. de dic t i 
cionario de administración, v. Montes, t VII ( na. de e SEE 


1 í Madrid, 1894) 200 
(87) Cf. MANRESA, Comentarios al Código civi añ E à 

7 ny E ; civil e ari 
(38) BIZZARRI, Collectanea in usum S M Sio dup VE oia 


S. C. EE. et RR. (Romae, 1885), Pp. 97-98. 
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Y presuponiendo esta species facti, se preguntaba “si el precio que se 
recibiera habría de ser considerado como capital a invertir en favor de la 
mesa del Cabildo o más bien como frutos a distribuir entre los capitu- 
lares”. 


. Se il prezzo ritratto si abbia a considerare siccome capitale da 
rinvestirsi a favore della massa capitolare o piuttosto come frutto da 
potersi dividere tra i capitolari.” 


Véase ahora la respuesta de la Sda. Congregación de OO. y RR. (39): 
“Negative ad primam partem, affirmative ad secundam.” O sea, que 
el precio que se recibe en el caso no es capital, sino frutos que el capital 
produce en favor de los beneficiarios. Y al margen apostilla BIZZARRI (40): 


“Sanctitas Sua responsum ad dubium... approbavit ob peculiares 
rei circumstantias, quae in proposito particulari casu concurrebant.” 


Adviértase, coi todo, que en España no a todas las regiones se extiende 
este segundo apartado del artículo 485, sino que varias sentencias del Tri- 
bunal Supremo han resuelto que en Cataluña se prohibe a los beneficiarios 
de montes el beneficiarse de la corta de los árboles grandes, como de los 
pinos, de los robles, etc. Lo cual es muy impugnado en el terreno de la 
doctrina científica (41). 

c) Viveros.—“En los viveros de árboles podrá el usufructuario ha- 
cer la entresaca necesaria para que los que queden puedan desarrollarse 
convenientemente.” 

d) Lo TAXATIVO DE LA ENUMERACIÓN. —Y termina el artículo 485: 
“Fuera de lo establecido en los párrafos anteriores, el usufructuario no 
podrá cortar árboles por el pie como no sea para reponer o mejorar alguna 
de las cosas usufructuadas, y en este caso hará saber previamente al pro- 
pietario la necesidad de la obra." 

B) Mixas.—El usufructo de los montes está expuesto a las. dificul- 
tades que veíamos. El de las minas ha suscitado el serio problema científico 
de si es posible y, caso de serlo, el de la construcción juridica de este 
derecho (42). ae 

a) SENTENCIA NEGATIVA.—Porque hay quien niega la posibilidad. . 
creyéndose que los minerales no son fruto de la cosa, sino la cosa misma, 


(39) ` BIZZARRI, Collectanea, p. 98. 


40) Collectanea, p. 98. P : ; 
A Cf. SAGUER, eE de bosques por el usufructuario, según derecho de Cataluña: 


' “Revista de Derecho Privado”, 6 (1919), 263-269; MaRPows, Derechos del usufructuario en el 


régimen catalán: “Revista de Derecho Privado”, 7 (1920), 69-74. p 
(42) Cf. Castán, Derecho civil, t. II, tema XXIII. n. VII, 2, H. pp. 237-240. 
) \ 
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y que no se pueden ceder sin ceder al mismo tiempo la sustancia. Tal era 
la jurisprudencia española anterior al Código civil (43). 

b) SENTENCIA AFIRMATIVA.—Otros, en cambio, convienen en admitir 
la posibilidad, pero discrepan en la base de su regulación. Por ejemplo: 

1. El Código italiano de 1942, artículo 987, dice así: 


“I'usufruttuario gode delle cave e torbiere già aperte e in eserci- 
zio all'inizio dellusufrutto. Non ha facoltà di aprirne altre senza il 
consenso del proprietario.—Per le ricerche e le coltivazioni minera - 
rie, di cui abbia ottenuto il permesso, l'usufruttuario deve indenniz- 
zare il proprietario dei danni che saranno accertati alla fine dell'usu- 
frutto.—Se il permesso è stato ottenuta dal proprietario o da un terzo, 
questi devono all'usufruttuario un'indennità corrispondente al dimi- 
nuito godimento del fondo durante Pusufrutto.” 


2. En el Código alemán, $ 1.038, corren parejas el usufructo de mi- 
nas y de bosques, y el propietario, lo mismo que el usufructuario, puede 
pedir que la cuantía del disfrute y la forma del laboreo se fijen mediante 
un adecuado procedimiento. 

3. Nuestro Código civil admite en principio el usufructo de las minas. 
Y por lo que hace al legal, concede al usufructuario la explotación de 
“las ... denunciadas, concedidas o en laboreo, existentes en el predio, ha- 
ciendo suya la mitad de las utilidades que resulten después de rebajar los 
gastos, que satisfará por mitad el propietario” (art. 477). Y nótese que. 
al revés del artículo 476, que habla del usufructo voluntario, aquí no se 
distinguen las minas existentes y las no existentes en el predio al comienzo 
de la relación usufructuaria, sino que creeríamos comprederlas a todas (44). 

4. La ley canónica. Mas ¿qué decir de la ley canónica? Pudiera 


creerse que no canoniza estas disposiciones, puesto que la jurisprudencia 
de la Curia romana parece excluirlas. 


El 27 de julio de 1908 respondía la Sda. Congregación del Concilio 
en la causa Hildeshemiensi (Prusia) (45): 


è ATRN VÉ Siempio, la sentencia del Supremo 27 de diciembre de 1883: ALCUBILLA. 
dca NS is M pp. ee aad Cf. SÁNCHEZ ROMÁN, Estudios de derecho civil, i. III (Ma- 
E t pa a rin ) Y 28, pp. 479 y 514-515. Tampoco han faltado cenonistas que por 
pr p 8 e 080 ia jurídica sostuvieran el mismo parecer, verbigracia, AICHNER, Coi = 
dium, iuris ecclesiastici, § 232, 1, a), p. 849: 2 gri , , Compen 
Ec MM WP A de ee sui [benefleiati] non babent dominium, sed hoc ad piam 
ida e DM dera des Ss Ad substantiam pertinent etiam emolumenta extra- 
RA E] Done p n fundis beneficialibus inventus, statuae aliaeque antiquitates pre- 
lA IS JO NDERIT Gd Conte extraordinaria effossio lapidum, arenae, toffl, etc. Pecunia 
SURAT HUM e de soluta non ad beneflciatum spectat, sed favore beneficii investiri 
Etenim tales res e solo effossae non censentur esse in fruetu beneflcii, sed poti 
a Lue quae frugiferae pro beneficiatis fleri possunt et debent a” ES 
toa MÁN, Estudios de derecho civil, A. IN, 6317) nm. 763) tercer grupo. 
(45) ASS, 41 (1908), 630-637. 
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E Censum salis eruti spectare ad beneficium et investiendum esse 
in illius augmentum; reliquia emolumenta cedere in favorem bene- 
ficiarii." 
Y en la causa Romana et aliarum, del 12 de diciembre de HORT, rre 
solvía la mencionada Congregación (46): 


"Proventus fodinarum beneficialium pertinere ad dotem beneficii, 
detracta congrua summa pro expensis factis et pro amissione fruc- 
tuum naturalium." 

Paréceme, no obstante, que estas resoluciones, lejos de oponerse, com- 
prueban nuestro punto de vista en la materia. Prescindiendo de la causa 
Hildeshemiensi, que es anterior al Código canónico, la otra se refiere al 
usufructo de minas beneficiales en Italia, ya que la Sda. Congregación em- 
pieza diciendo: “A nunnullis Ordinariis Italiae exhibitum est solvendum 
dubium quod sequitur"; duda que después reforma y propone en los tér- 
minos siguientes: 


"An, et quanam mensura, proventus fodinarum beneficialium per- 
tineant ad dotem beneficii vel ad beneficiarium, in casu." 


Y segün el Derecho civil italiano (art. 494) que regulaba entonces el 
usufructo de las minas, 


“I prodotti delle miniere, cave e torbiere sono considerati frutti 
del fondo appropriabili dall'usufruttuario solo quando le miniere, 
le cave e le torbiere erano già aperte al momento della nascita dell'usu- 
frutto, mentre è negato ogni diritto su quelle aperte dopo.” 


La duda propuesta y la solución del dicasterio romano parecen circuns- 


cribirse al usufructo de las minas abiertas después de iniciada por el be- 
neficiario la relación usufructuaria (47). 


I2 Ad AN TONON ZAS CIIL OLN 


Bástennos estas sumarísimas indicaciones en torno a la ley canonizada, 
puesto que un estudio más detenido nos llevaría demasiado lejos. Y ahora 
preguntémonos, por último, cuál es la naturaleza del fenómeno jurídico- 
canónico que venimos estudiando. ¿Es una simple canonización? ¿Es una 


verdadera remisión recepticia? He aquí lo que hace poco escribiamos en 
materia análoga (48): 


(46) AAS, 24 (1932), 147-149. x * 
(47) . Cf. VERMEERSCH, en Periodica”, 21 (1932), 195-196. » 
(48) Lopos, El impedimento matrimonial canónico de adopción: 


11-129 (1949), 295-296. 


“Miscelánea Comillas”, 
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Aunque FaLco (49) y ZANOBINI (50) hablan, respectivamente, de un 
precepto de observancia y de una referencia no recepticia, el canon 1.529 
encierra un caso de canonización en el sentido tradicional del término (51), 
porque en su virtud la ley civil se convierte en eclesiástica (52): 


“Quae jus civile in territorio statuit de contractibus... eadem 
iure canonico in materia ecclesiastica iisdem cum effectibus ser- 
ventur." 


Pero ¿encuadra este fenómeno jurídico-canónico en la teoría interna- 
cionalística de la recepción? Es punto controvertido. 

Dícese en Derecho internacional privado que hay recepción (referencia 
recepticia) siempre que un ordenamiento juridico se apropia la norma de 
otro, de suerte que se haga común a entrambos ordenamientos (53). Aun 
entendiéndolo así, creiase DEL GIUDICE (54) y créese VAN Hove (55) que 
nuestro Código canónico no hace recepción alguna. Oigamoselo al insigne 
catedrático de Lovaina: 


“Locus non est remissioni receptivae materiali alicuius legis ci- 
vilis, qua talis, quia omnis lex civilis caret omni efficacia in materia 
canonica. Receptio materialis enim supponit legem receptam habere 
alicubi vim obligandi ex iussione alterius auctoritatis, quod omnino 


deficit pro materiis ecclesiasticis in quacumque lege lata a potestate 
saeculari.” 


Y, al contrario, Romano (56), JemoLo (57) y CassoLa (58) se van al 
extremo opuesto, porque señalan en las leyes eclesiásticas múltiples refe- 
rencias materiales o recepticias al ordenamiento secular. 


b FaLco, Introduzione allo. studio del “Codex iuris canonici" (Torino, 1995), c. 5, VII 
p. 3 , 13 yA , » 


(50) ZANOBINI, Corso di diritto ecclesiastico (Pisa, 1936); D. 5b. 


RU BUAREZ; De legibus, 1.74; 0 14; mn; 14-15: Opera omnia, ed. Vives, t. v (Pari- 
2 : Ya P. puru tcn Collectanea... in ius pontificium universum, t. I (Lugduni, 1656), 
zd... e. 0, n. 5, p. 21; FAGNANI, Jus canonicum, l. 1, t. 9, c. 1, n. 39, pz 17. 

(52) TUS aU De “canonizatione” : "Apollinaris", 2 (1929), 298-209; MÉRIDA PÉREZ, La: 
a de Boletin Be la Universidad de Granada” (1932), 536-537; CASSOLA, La recezione, 
P. a Ee pair n. 12, pp. 28-85; MiCHIELS, Normae generales; t. 1; p. 224. 

i SRIDA PÉREZ, La recepción: “Boletí i da 
aa eee ioe e n de la Universidad de Granada" (1932), 
/ ene GIUDICE, Il diritto dello Stato nell'ordinamento canonico, n. 4: “Archivio Giuri- 
a ES 1 Ae 1), 12-48. Posteriormente ha cambiado de parecer y ahora admite casos de 
rer is n recepticia e irrecepticia en las canonizaciones; véanse sus Istituzioni di diritto ca- 
nonico (Milano, 1936), n. 80, p. 87. j 

(55) VAN Hove, Prolegomena (Mechliniae, 1945 

5 : 2 2 , 1945), n. 106 p. 109- ; 

i ROMANO, L'ordinamento giuridico (Pisa, 1918), p jos VOR: 

(5 JEMOLO, Il valore del diritt iei cording iuridi itali 
ES O s 4: o della Chiesa neWordinamento ‘giuridico italiano: “Archi- 

(58) CAssoLA, La recezione, pp. 60-65. i 
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Lo exacto parece que también aquí consiste en el justo medio. Ya 1o 
advierten D’ANGELO (59) y MÉRIDA Pérez (60). La teoría internaciona- 
lística de la referencia recepticia puede aplicarse al ordenamiento jurídico 
de la Iglesia en sentido no unívoco, sino análogo. | 

Los ordenamientos jurídicos estatales son homogéneos; entre ellos hay 
mera distinción numérica. Un Estado se apropia normas jurídicas de otro 
Estado; las normas apropiadas no cambian de especie. El ordenamiento 
Jurídico de la Iglesia es heterogéneo de los civiles; si la Iglesia se apropia 
normas Civiles, en cuanto apropiadas, ya no son civiles y cambian de 
especie. 

Véase el canon 1.529, que nos ocupa. El Código civil patrio legisla so- 
bre los contratos. Aunque estatal, es una ley válida, ya que su materia 
es de la exclusiva competencia de aquel legislador. La Iglesia la incluye 
en su ordenamiento canónico. En cuanto incluida, deja de ser formalmente 
civil, cambia de especie y se hace eclesiástica. Digaseme, pues, ahora: ¿en 
qué se diferencian esta inclusión y las remisiones recepticias usuales en 
Derecho internacional privado? Analógicamente, jen nada!... 


SONAS Te Wee INO NE ES 


Hemos llegado al fin del análisis que nos habíamos propuesto. Una 
simple mirada retrospectiva nos permitirá recoger en un haz las conclu- 
siones del estudio. 

Tres son las cuestiones estudiadas a propósito del uti-frut de los be- 
neficiarios eclesiásticos: la norma canonizante, la norma canonizada y el 
fenómeno de la canonización. 

En punto a réditos beneficiales, hay entre la Iglesia y sus beneficiarios 
el cuasi-contrato de do ut facias. El Código canónico parece calificarlo de 
usufructuario; y aunque para regirlo se remite al ordenamiento estatal, 
pero no canoniza sus normas sino a través de los filtros del ius divinum 
y del tus canonicum; y, así y todo, les contiene a los usufructuarios en los 
términos de su congrua, obligándoles, no de justicia ni de religión, sino 
de obediencia, a que inviertan en causas pías lo superfluo. 

El individuar el ordenamiento jurídico civil se reduce a un problema 
de Derecho internacional privado; e individuada la norma que según aquél 


59) D'ANGELO, De “canonizatione”: "Apollinaris", 2 (1929), 305-306. 
me MÉRIDA PEREZ, La recepción: “Boletín de la Universidad de Granada” (1932), 540-543. 
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ha de aplicarse, y que es la pro tempore exsistens, hay que interpretarla 
en la sistemática y en la exegética de la ley originaria. Por lo cual en 
España los beneficiarios eclesiásticos pueden percibir todos los frutos na- 
turales, industriales y civiles que produzcan sus bienes, aun los montes y 
las minas. 

Por último, la naturaleza del fenómeno juridico-canónico estudiado es 
la propia de una canonización; más todavia, la de una remisión recepticia, 
no unívoca, sino análoga de las usuales en Derecho internacional privado. 

Ved ahi, a vista de pájaro, la científica construcción del uti-frus de 
los beneficiarios eclesiásticos, tal como la concebimos nosotros, irguiéndose 
sobre el granítico cimiento de los cánones 1.473 y 1.529. 


Francisco LODOS, S. I. 


Catedrático de Derecho Canónico en la Universidad 
Pontificia de Comillas 
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LAS CAPELLANIAS EN ESPAÑA 


Este es un tema eminentemente práctico de derecho español, o, si se 
quiere, de aplicación a nuestra Patria del derecho normativo de la Iglesia. 
Trata del régimen jurídico-canónico de las capellanías, que llegaron a tener 
en España una floración espléndida, manifestación del arraigado sentimiento 
religioso del pueblo español. 

Vamos, ante todo, a fijar bien la cuestión. 

Bajo el nombre de “capellania” entendemos nosotros en el presente 
trabajo una masa de bienes que están afectos a un fin religioso, tanto si 
el fin consiste solamente en una carga real que grava bienes profanos, como 
si los bienes con su carga se hallan espiritualizados. A las masas de bienes 
del primer género se las llama en el lenguaje de nuestra legislación cape- 
llantas merelegas, laicales, mercenarias, memorias de Misas, aniversarios, 
etcétera; y a las segundas se las denomina capellanias eclestásticas, las cua- 
les pueden ser colativas, si sobre sus bienes se ha fundado un verdadero 
beneficio. No aquilatamos más los conceptos, porque, para el objeto que 
nos proponemos, no es necesario; pero sí advertimos que todas las cape- 
llanías deben tener alguna carga de Misas; “aliter nec fas esset eas hoc 
nomine appellare", como dice la Circular de la S. C. del Concilio de 22 de 
abril de 1901, refiriéndose precisamente a las capellanias de España. 

Pueden ser de provisión ordinaria o de patronato; de patronato ecle- 
siástico o de patronato laical o de sangre, y este patronato puede ser activo. 
o pasivo. Prescindimos de explicar estos conceptos bien conocidos de todos. 
Sin excluir en absoluto las otras capellanias—a las cuales haremos alusión: 
cuando el caso se presente—, nos referiremos, sobre todo, a las capellanias: 
colativas familiares, de patronato de sangre. 

Las vicisitudes por que pasaron las capellanias en España son—esque- 
máticamente expuestas—las siguientes: 

Varias leyes desvinculadoras y desamortizadoras del siglo x1x realiza- 
ron una desamortización absoluta de los bienes de la Iglesia, que fueron 
declarados bienes nacionales; pero, entre otros, «quedaron exentos de la 
desamortización los bienes pertenecientes a prebendas, capellanías, bene- 
ficios y demás fundaciones de patronato de sangre, activo o pasivo. Así se 
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llegó a la ley de 19 de agosto de 1841, la cual hizo tabla rasa de todas 
las leyes anteriores y ordenó la desamortización de todos los bienes de estas 
capellanías de patronato de sangre, los cuales habrían de pasar a los que 
demostraran la circunstancia de parentesco preferente con los fundadores. 

Celebrado el Concordato de 1831, el Real decreto de 30 de abril de 1852 
derogó la ley de 19 de agosto de 1841, que hemos mencionado. La resta- 
bleció él de 6 de febrero de 1855; y éste fué a su vez suspendido por el 
de 28 de noviembre de 1856, con lo cual quedó otra vez sin vigor la ley 
desamortizadora de 1841. Los derechos adquiridos a consecuencia de esta 
ley fueron respetados. 

El convenio adicional de 1859, al mismo tiempo que subsanó las expo- 
liaciones hechas en el patrimonio eclesiástico, ordenó la permutación de 
bienes; pero de aquella permutación dispuso que quedaran exentos los 
bienes pertenecientes a capellanías colativas y a otras fundaciones piadosas 
familiares, los cuales serían objeto de un convenio particular celebrado. 
entre la Santa Sede y S. M. Católica. 

Ocho años más tarde se promulgó el convenio-ley sobre capellanias, de 
24 de junio de 1867, que es la ley fundamental y básica de esta materia. 

Finalmente, al sobrevenir el régimen republicano en España, con su 
legislación sectaria y laicista, la Iglesia dió, como era natural, por caducado 
el Concordato español; e inmediatamente se planteó la cuestión de si dicha 
caducidad implicaba también la de la ley concordada sobre capellanías 
de 1867. 

Abundaron las opiniones, más o menos premeditadas, en uno u otro 
sentido, hasta el punto de que hoy sea difícil formarse un criterio fijo, 
razonable y razonado. 

Esta es la cuestión que nosotros nos proponemos. Sin tratar de hacer 
una exposición de la expresada ley de capellanias—acerca de esto hay bas- 
tante escrito —, nos preguntamos cuál es la situación actual del problema; 
lo que equivale a preguntarnos si esta’ hoy vigente, y hasta qué punto, el 
convenio-ley de 1867. A esto hemos de limitarnos. 


A). VIGENCIA DE LA LEY 


El primer problema, y a la vez el más fundamental, que se nos presenta 
al tratar de esta materia, es el que se refiere a la vigencia de la ley con- 
cordada de 1867, considerada globalmente, o sea, en el conjunto de todo 
su articulado. ¿Se halla aún hoy vigente dicha ley? 


| ¿Ha cesado automá- 
ticamente al caducar el Concordato? 


¿Ha sido abrogada o derogada, pos- 
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teriormente a la cesación del concordato, por un acto positivo—explícito, 
implícito o simplemente tácito—de la Santa Sede? ¿Lo ha sido en su tota- 
lidad, o sólo en parte? He aquí las cuestiones que se plantean. 


I) Si ha perdido vigencia en la totalidad de sus artículos por el mero 
y simple hecho de la cesación del Concordato, es lo primero que vamos 
a investigar; pues si ha cesado toda ella al caducar con el advenimiento 
de la legislación republicana el régimen concordatario, todas las demás 
cuestiones que pudieran suscitarse acerca de las capellanías tienen forzo- 
samente que recibir un enfoque que parta de ese pie forzado. 


Damos por supuesto—y creemos que el dia de hoy nadie puede ya 
razonablemente adoptar otra posición—que el Concordato español, que 
arrancaba del convenio solemne de 1851 y se completaba con otros múl- 
tiples convenios y acuerdos hasta el año 1931, ya no está hoy en vigor. 


Esto supuesto, el indagar acerca de la vigencia del convenio sobre ca- 
pellanias de 1867 se reduce pura y simplemente a la cuestión batallona 
—en términos generales y cuasipriorísticos—de si, al cesar un concordato 
cualquiera, cesa también ipso facto toda la legislación que forma parte 
integrante del mismo o, por lo menos, tuvo en €l la razón suficiente de su 


entrada en vigor. 


Mucho y muy bueno se ha escrito acerca de este punto en estos ültimos 
años, en los que, a causa de las vicisitudes políticas que han sufrido no 
pocas naciones, han caído también los concordatos que en esas naciones 
existían. Pláceme citar aquí, antes de pasar adelante, los nombres de PÉREZ 
Mier (1) en España y de Wacnon (2) en el extranjero como los más 
destacados en elaborar la teoría concordataria. Y digo "la teoría", porque 
ella prescinde de cuestiones prácticas acerca de si un determinado concor- 


(1) Las últimas publicaciones de PÉREZ MIER, autor de la tan conocida obra Iglesia y Es- 
tado Nuevo, puede verlas el lector en esta misma Revista bajo los epígrafes Concordato y ley 
concordada (año 1946, págs. 319-354) y Notas sobre derecho concordatario (año 1948, pági- 
nas 215-248). TN 

(2) Una exposición amplia de la teoría concordataria se debe a H. VAGNON CG et 
droit international, Gembloux, 1935, págs. 172-257; y últimamente, Droit naturel et docti Ha 
concordataire, en *Exirait des Miscellanea moralia in honorem Eximii Domini Arthur Janssen 
páginas 353-380). . 4 

Más concisa, pero extraordinariamente lúcida, es la exposición que de las teorías piso 
y monista hace A. VAN Hove en Prolegomena ad Codicem Iuris Canonici (año 1945, nn. 97, i 
paginas 97-99), con la particularidad de que el maestro de Lovaina, sin profesar tare dy 
en el monismo, ha abandonado la tesis dualista que con el comun de los canonistas pro 
saba en 1928. > ARER 

La posición dualista, tradicional hasta ahora entre los canonistas, la expone y Wo Ua n 
ardor P. FEDELE en Valore delle norme concordatarie nell'ordinamento canonico (f^ 


stato”, 1939, t. 2, págs. 373-441). 


Peo 


LORENZO MIGUELEZ 


dato se halla o no en vigor en unas circunstancias concretas y bier deter- 
minadas. - 

Según las modernas teorías concordatarias, todos —podemos decir— 
convienen hoy en admitir que en el Concordato hay que distinguir dos 
elementos: el convenio, que liga y obliga directamente a las altas partes 
contratantes, y la ley concordataria, que mira directamente a los órganos 
de la Iglesia y del Estado y a los súbditos de ambas potestades, a los 
cuales les impone una determinada manera de obrar. El convento, como 
tal, contiene estipulaciones contractuales; y la ley, estipulaciones o pre- 
ceptos normativos. 

Para nuestro objeto, no consideramos necesario detenernos en exami- 
nar si esos dos elementos—el convenio y la ley—se hallan íntimamente 
trabados y enlazados entre sí en una institución única, que es el concor- 
dato, dentro de la cual sólo representan formalidades diversas, o si tienen, 
por el contrario, una vez nacidos el convenio y la ley, cierta autonomía e 
independencia, que les permita subsistir el uno sin el otro. La primera 
teoría, que es la monista, va de día en día adquiriendo cierto auge y pre- 
dominio, si bien, a nuestro juicio, son más, hoy por hoy, los que profesan 
la segunda teoría, o sea la dualista. Pero unos y otros convienen en sos- 
tener la posibilidad de que pueda seguir subsistiendo la ley sin el convenio. 


Para los partidarios de la teoría monista, a pesar de que en la realidad 
identifican el elemento convenio con el elemento ley, no implica, así y todo, 
cesación automática de toda ley concordada la cesación del concordato. 
Para los que defienden la teoría dualista—y son los más—eso es evidente 
y, dentro de la teoría, no admite dificultades de ningún género: el con- 
venio y la ley son dos elementos que, si bien tienen un origen común, una 
vez nacidos a la vida jurídica no necesitan uno del otro para seguir vi- 
viendo. Segün los dualistas, el convenio, como tal, obliga a las partes con- 
tratantes, en virtud de las estipulaciones contractuales, a legislar en un 
sentido determinado y a sostener en vigor la legislación que se promulgue. 
Si una de esas partes no cumple lo prometido, da motivo a la otra para 
no legislar o para abrogar la legislación que ella había promulgado. Pero 


mientras esa abrogación—expresa o tácita—no sobrevenga, la legislación 
concordada no puede considerarse abrogada. 


e nati Me CHELODI (3)—est conventio inter Ecclesiam 
et Statum... Conventio deinde, ut subditos obliget, tanquam lex ecclesias- 
tica est promulganda... Ouare etiam hanc rationem habet, quae per se 


(3) Ius de persomis, 1926, n. 33, pág. 58. 
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stat usque ad explicitam abrogationem per alias legem.” Van Hove (4) 
dice: “Re vera Concordatum est simul conventio et lex ecclesiastica et ci- 
vilis. Unum tamen sine altero subsistere potest... Cessante quoquomodo. 
concordato, non ideo desinit lex ecc'esiastica vel civilis, quasi accesorium 
sequeretur principale. Etenim obligatio subditorum directe oritur ex lege, 
non ex ipsa pactione; cessat autem per revocationem ipsius legis sive ex- 
pressam sive in jure canonico saltem tacitam. Solius legislatoris est legem 
mutare." MICHIELs (5), en su última edición de Normae Generales, dice que 
la ley por la que fué promulgado el concordato "subditos ligare pergit quan- 
diu non intercesserit Ecclesiae declaratio, aut lex civilis mutata non fue- 
rit", si se trata, claro está, de la ley civil. 

A la misma conclusión llega Pérez MIER; partidario, en sus últimos 
escritos, de la teoría monista. “Resumiendo lo que llevamos dicho—es- 
cribe él—nos creemos autorizados para concluir: la denuncia o la caduci- 
dad del concordato rompe su unidad y extingue la institución, devolviendo 
a la Iglesia y al Estado su libertad, es decir, la posibilidad jurídica de 
ordenar sus asuntos por separado; mas no produce automáticamente la 
cesación de la ley concordada en aquellos elementos del ordenamiento ju- 
rídico interno que dependen de la soberanía de cada uno por separado.” 

Esta conclusión, que dentro de la pura teoría concordataria es no sólo 
defendible, sino muy probable—más que “probable”, diríamos nosotros 
“moralmente cierta”—, es también muy congruente con el carácter de la 
egislación eclesiástica y es asimismo la más conveniente en orden a salva- 
guardar los intereses que la legislación eclesiástica protege. 

Salvaguardada como queda con ella la libertad omnimoda y absoluta 
de la Iglesia para abrogar a su antojo y según su libre albedrío la legis- 
lación concordada, una vez que haya cesado el concordato-convenio, sin te- 
ner que preocuparse en su legislación de tutelar y fomentar de una manera 
directa y positiva los intereses del Estado; quedando la Iglesia con las 
manos libres para preocuparse únicamente de sus intereses, sin otras tra- 
bas para con el Estado que las que dimanan de los principios de justicia 
y caridad, que radican en el Derecho natural, no se ve razón alguna para 
afirmar que, por el hecho de caer un concordato, tenga que caer también 
la legislación concordada, la cual, por otra parte, en un determinado mo- 
mento y para un determinado país, puede ser la mejor, la más oportuna 
y la más conveniente a los intereses de la Iglesia. 


(4) Prolegomena... . € l 
cita en la segunda edición de su meritísima obra, hecha en 1945, al abandonar la tec 


lista. '' 
(5 Normae generales... vol. I, 1949, can. 3, pág. 65. 


1928, n. 71, pág. 73, si bien súprimió el texto a que se reflere esta. 
ría dua- 
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La legislación absolutamente unificada no es posible—o por lo menos 
sería muv inconveniente—en la Iglesia. Esta, por el hecho de ser católica, 
abarca todo el territorio del orbe y engloba dentro de la unidad de la misma 
toda la universalidad de pueblos y países, no obstante las diferencias geo- 
eráficas, etnográficas y políticas que los dividen. El derecho, así como no 
puede destruir esas diferencias y características de los pueblos, que les 
hacen agruparse en las distintas nacionalidades políticas, así tampoco puede 
prescindir de ellas, que constituyen hechos sociales, a los cuales el derecho 
tiene que atemperar sus normas, si ha de ser razonable, salvo siempre, 
como es evidente, aquello que tiene su fundamento próximo y directo en 
el derecho natural o en el derecho divino positivo. He aquí por qué, siendo 
una sola la sociedad eclesiástica, hay dentro de ella la disciplina oriental, 
además de la latina, y por qué dentro de la legislación de nuestro Codex 
son frecuentísimas las excepciones del derecho común, que en sus cánones 
se hallan sancionadas con las expresiones “salva consuetudine”, “nisi aliud 
jure particulari cautum sit”, “nisi aliud Ordinario videatur”, “si possibile 
sit” y Otras similares. Las costumbres y las leyes particulares de países 
y regiones tienen dentro de la ley de la Iglesia una preponderancia que no 
podemos hallar en los Códigos de los Estados. Estos tienden a la unifica- 
ción con criterio de rigidez; aquélla, por el contrario, sin perder de vista 
la unificación dentro de lo posible, se muestra benigna para con las cos- 
tumbres y las leyes particulares, que responden a hechos y estados so 
ciales y a factores diversos entre sí que no puede menospreciar, so pena 
de que la unificación a ultranza, lejos de ser un bien, produzca trastor- 
nos. Por esta misma razón, y no por otra, la Iglesia canoniza y hace 
suya la legislación propia de los Estados en todo lo que afecta a tran- 
sacciones, arbitrajes y contratos en general, y aun en algün impedimento 
matrimonial, cual es el de parentesco legal. 

Siguese de aquí que la cesación de la legislación particular en la Iglesia 
"cy Os referimos a la legislación particular por razón del territorio— 
tiene que tropezar con dificultades, con más dificultades que en los Es- 
tados, en donde las diferencias geográficas y etnográficas son mucho me- 
nores, y nulas—podemos decir—las de indole política. 


No es extraño, pues, que los canonistas modernos de mayor solvencia 


.en materia de Normas Generales del Codex y en derecho concordatario 
sostengan, en tesis general puramente teórica, que la cesación del concor- 
dato no implica la cesación automática de toda 1 


a legislación concordada 
en un Estado. 8 
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Esta tesis, lejos de perjudicar a la autonomía y a la independencia de 
la Iglesia, la beneficia grandemente; pues pone a su legislación eclesiástica 
particular al margen de los vaivenes de la permanencia de un concordato. 
Esa legislación, la de la Iglesia, en un territorio y para un territorio par- 
ticular, subsistirá, si la Iglesia, no abrogándola, permite que subsista; y 
caerá al caer el concordato, si la Iglesia, en uso de su potestad soberana, 
y Sin tener que contar ya con el Estado, quiere que caiga. 

En la legislación positiva del Codex tampoco puede fundamentarse 
reparo alguno de importancia que oponer a lo expuesto. En este punto 
aceptamos plenamente la doctrina, sólida y sutil, de PÉREZ MIER (6), la 
cual reducimos a las siguientes conclusiones: 1." No hay ningún precepto 
expreso en el Codex en virtud del cual, al caer el concordato-convenio, deba 
cesar la legislación eclesiástica concordada y entrar automáticamente en 
vigor el derecho común. 2.") El canon 3 del Codex, lo mismo que el 4 y 
el 5, constituyen un derecho que pudiéramos llamar transitorio, cuyo ob- 
jeto es solamente regular el tránsito de la legislación antecodiciana al de- 
recho actual, y dichos cánones tuvieron aplicación únicamente en el mo- 
mento crítico en que el Codex entró e vigor. “Conventiones... perinde ac 
im praesens valere pergent”, dice el canon 3. “Indulta... in usu adhuc nec 
revocata", dice el canon 4. "Vigentes in praesens consuetudines”, dice el 
canon 5. Estos tres cánones son paralelos en su finalidad y se refieren 
únicamente a los concordatos, derechos adquiridos, privilegios, indultos 
y costumbres que estaban en vigor al adquirir vigencia el Codex, o sea, el 
día de Pentecostés de 1918. Pasado el punto crucial de aquella fecha, la 
legislación concordada, que adquirió vigencia al amparo del canon 3, se 
convirtió automáticamente en legislación simultánea a la del Codex, la cual 
no abrogan ninguno de los cánones del mismo. 3.*) Por consiguiente, si 
un concordato anterior al Codex cesa después de estar éste en vigor, el 
canon 3 no tiene virtualidad alguna para subrogar por el derecho común | 
la legislación concordada. 


2) Todo esto en cuanto a la cuestión de derecho; pues, por lo que se 
refiere a la cuestión de hecho, esto es, si unas determinadas estipulaciones 
normativas eclesiásticas han perdido vigencia, una vez que han caducado 
las estipulaciones contractuales; 0, lo que es lo mismo: si una ley con- 
cordada ha sido abrogada posteriormente a la caducación del concordato, 
la respuesta tiene que ser la siguiente: ciertamente ha de considerarse 


(6) Concordato y ley concordada, en Revista ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 
* 
ginas 340 y sigs. 


1 (1946), på- 
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como abrogada, si con toda certeza consta que la Santa Sede la abrogó, 
expresa o tácitamente, o que hizo una declaración auténtica de haber que- 
dado abrogada. Pero no hay que perder de vista que la potestad suprema 
en la Iglesia no se halla constreñida por preceptos constitucionales de de- 
recho humano para poner leyes en vigor o para abrogar las existentes. 
Esto ocurre de ordinario en los Estados en los cuales los organismos, aun 
supremos, que los rigen no pueden abrogar una ley, sino mediante otra 
ley; pero no en la Iglesia, en la cual el Papa desarrolla y ejerce su acti- 
vidad jurisdiccional sin trabas de ningún género que provengan del de- 
recho humano. Basta, por consiguiente, para que haya que considerar ca- 
ducada una ley eclesiástica cualquiera, que de una manera indubitable 
conste que el Papa, la Santa Sede, así la considera, bien sea porque haya 
hecho en ese sentido una manifestación auténtica, formal y expresa, o 
bien porque su manera de obrar constante y uniforme equivalga a una 
manifestación tácita. 

Según esto, y refiriéndonos ya a la ley de capellanias de 1867 y a las 
disposiciones concordatarias complementarias de ella, creemos poder sen- 
tar la afirmación siguiente: Por lo que toca a la cuestión de derecho, no 
puede decirse que dicha ley quedó automáticamente abrogada y suplan- 
tada por el derecho común por el hecho de caducar el concordato de 1851. 
Mas ¿qué decir de la cuestión de hecho? Hagamos algo de historia dentro de 
lo que nos permiten los datos que poseemos, datos que, si tal vez no son 
completamente claros y terminantes para pronunciarnos firmemente en un 
determinado sentido, son, sí, rigurosamente verdaderos y auténticos. De 
momento me referiré únicamente a hechos acaecidos con posterioridad a la 
implantación del régimen republicano en España. : 

En el año 1931, la Santa Sede concedió a los Prelados españoles fa- 
cultades amplísimas acerca de las capellanías, fuera de las que tenían por 
la ley de 1867; y esta concesión la hizo por intermedio del Eminentisimo 
señor Cardenal Segura, que a la sazón era Arzobispo de Toledo. Aquellas 


facultades, que principalmente se referían a la acumulación de capellanias 
congruas, eran circunstanciales. 


Durante el régimen republicano, el Cardenal Tedeschini, que en aquella 
sazón era Nuncio Apostólico en España, manifestó a los Metropolitanos 
españoles que las instrucciones que había recibido de la Santa Sede eran 
que había caducado el concordato español de 1851 y que en todo había de 
estarse en adelante al derecho común. Mas, al preguntarle uno de los Me- 
tropolitanos presentes en la entrevista cómo había de obrarse respecto al 
convenio-ley sobre capellanías, el Sr. Nuncio manifestó verbalmente que, 
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en tanto la Santa Sede no diera alguna ordenación sobre esta materia, de- 
bía seguirse aplicado dicho convenio; pero añadió que aquella manifes- 
tación suya no tenía el carácter de resolución pontificia, sino el de dictamen 
práctico en aquellas circunstancias. En vista de dichas manifestaciones 
parece que los Metropolitanos que la oyeron, y también muchos Prelados 
más, siguieron aplicando el convenio-ley como si se hallara vigente. 


Y esta situación de hecho duró hasta el año 1946, en que se reanudó 
la celebración de conferencias de Metropolitanos. En la conferencia de 1946 
se planteó de nuevo la cuestión de las capellanías, y en ella se acordó que 
"mientras la Santa Sede no disponga lo contrario, la Conferencia estima 
conveniente que, aun derogado el concordato de 1851, continüe la apli- 
cación de aquel convenio-ley sobre capellanias." Transmitióse a la Santa 
Sede esta petición de los Metropolitanos, y algún tiempo después comu- 
nicó el Sr. Nuncio la resolución, del tenor siguiente: “Hasta que esto se 
haga—la nueva ordenación—, la Santa Sede opina que tales prescripciones 
—las del convenio—sigan aplicándose, siempre que no se opongan a las 
prescripciones del Derecho canónico.” 

En la Conferencia de 1947 se suscitó la duda de si las facultades apos- 
tólicas que el convenio-ley del 67 concede a los Ordinarios son opuestas a 
las prescripciones del Derecho canónico, y en vista de la duda, la Confe- 
rencia solicitó de la Santa Sede que “los Ordinarios de España continúen 
en el uso de las facultades apostólicas que les fueron concedidas en esta 
materia por el convenio de 24 de junio de 1867, hasta tanto que la Santa 
Sede tenga a bien dictar nuevas normas”. Y la Nunciatura, por medio de 
carta circular de 16 de julio de 1947, participó que “el Santo Padre se ha 
dignado acceder a dicha petición, autorizando a los Ordinarios de España 
a seguir usando de las facultades delegadas que se mencionan en los ar- 
tículos 15, 16 y 21 del arriba citado convenio”. Las facultades del artícu- 
lo 15 se refieren a la conmutación de las cláusulas fundaciona'es de las 
capellanías subsistentes llamadas *congruas" ; las del artículo 16, a la erec- 
ción de nuevas capellanías subsistentes, pero incongruas, con modificación 
del patronato antiguo, que de laical se convierte, en cuanto al modo de 
ejercerlo, en eclesiástico; y las del artículo 21 son facultades genéricas para 
la ejecución del convenio, mediante las cuales se autoriza a los Diocesanos 


para obrar en conceptos de delegados de la Santa Sede. No se hizo men- 


ción explícita del articulo 12, por el cual se faculta a los Ordinarios de 
Espafia para que con benignidad apostólica puedan reservar a las familias 
de los fundadores alguna porción de los bienes conmutables, siempre que 


esa porción no exceda de la cuarta parte del valor de dichos bienes. 
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Volvióse a poner sobre el tapete la cuestión de las capellanías en la 
Conferencia de 1948; y los Metropolitanos reunidos en ella acordaron por 
unanimidad “solicitar de la Santa Sede que se sigan aplicando integra- 
mente las prescripciones del convenio-ley sobre capellanias en España, de 
24 de junio de 1867, y de la Instrucción para la ejecución de dicho con- 
venio, mientras la Santa Sede no provea de otra manera”. Fundaban esta 
petición los Metropolitanos en que a los fieles españoles no se les ha dicho 
que ha caducado el repetido convenio del 67, por lo cual siguen acudiendo 
a los Prelados para obtener la conmutación de rentas y para redimir las 
cargas vencidas y no cumplidas. Al no disfrutar los Prelados españoles de 
las facultades que les concede el artículo 12 para condonar benignamente, 
sobre todo, algunas cargas atrasadas y no cumplidas, los fieles se retraen 
de cumplir dichas cargas que gravan sus conciencias; pero la condonación 
de una parte de ellas sería un gran aliciente para regularizar su situación 
y tranquilizar sus conciencias. A esta petición contestó la Santa Sede “que 
quiere dar a este problema una solución conveniente dentro del año en 
curso—de 1949—, no pudiendo dar todavía una resolución por falta de 
elementos de juicio necesarios”. 


Estos son los datos que poseemos, y creemos que no existen ni puedan 
adquirirse otros aprovechables. No son muchos, ni son absolutamente ter- 
minantes y decisivos, pero sí valiosos, por ser absolutamente fidedignos. 
Los que hemos dado, referentes a resoluciones pontificias comunicadas, 


son transcripciones literales de los documentos por los que dichas resolu- 
ciones se comunicaron. 


De todos ellos, y del espíritu que en los mismos se trasluce, resulta: 
1.) Que la Santa Sede tiene, por lo menos, la tendencia general a consi- 
derar caducada la legislación concordada al caducar el concordato ; ar) que 
de hecho considera caducado el derecho concordatario español, que arranca 
del concordato de 1851; 3.") que la Santa Sede no ha dicho explícitamente 
que haya caducado el convenio sobre capellanías de 1867, pero tampoco ha 
dicho que esté en vigor; 4.°) que el Cardenal Tedeschini, siendo Nuncio 
Apostólico, dijo—pero como opinión personal suya y como dictamen prac- 
tico mune podía seguirse aplicando el convenio en tanto la Santa Sede no 
m BUE Me RON WU. españoles encuentran. graves 

10n; O. ) que la Santa Sede ha manifestado 

que pueden seguir aplicándose algunos de sus artículos; 7.”) que la Santa 

a d a een a 
tante saber esto, no ha reprobado la O ne i DER ie 
eguida; 9.°) que tiene en 
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proyecto hacer una reorganización de la legislación sobre esta materia; 
I0) que, tal vez por esto, no ha querido ni reprobar ni autorizar expresa- 
mente la práctica seguida hasta ahora por los Prelados. 


¿Cuál es la conclusión que de todo esto puede legítimamente deducirse 
en cuanto a la cuestión de hecho que nos hemos planteado, o sea, en cuanto 
a la abrogación de la ley concordada sobre capellanias por voluntad, legí- 
timamente manifestada, de la Santa Sede? Cuando el Emmo. Cardenal 
Tedeschini, Nuncio Apostólico en España, manifestó a los Metropolitanos 
españoles, en nombre de la Santa Sede, que, habiendo cesado el concordato, 
había de estarse al derecho común, ¿puede considerarse esta manifestación 
como abrogatoria también de toda la legislación concordada, hasta entonces 
vigente en España? No cabe dudar que la Santa Sede, el Papa, puede ma- 
nifestar su voluntad, eficiente de la revocación de una ley, no sólo por 
inserción de un Decreto en el órgano oficial “Acta Apostolicae Sedis”, 
sino también de cualquier otra manera fehaciente, v. g., por medio de 
instrucciones a un representante oficial suyo, cual es un Nuncio Apostó- 
lico. Mas, si se afirma que aquella manifestación oficial del Cardenal Te- 
deschini implicaba la revocación de toda la legislación concordada españo- 
la, ¿cómo se explica que inmediatamente, a continuación de ella, en el 
curso de la misma entrevista, el mismo Sr. Cardenal hubiera aconsejado 
—si bien con carácter no oficial, sino meramente personal—que se siguiera 
aplicando la ley sobre capellanias, en tanto la Santa Sede no determinara 
otra cosa? 

Los hechos posteriores, y en primer lugar la resolución de que podían 
seguirse aplicando las prescripciones del convenio-ley, en tanto no se opon- 
gan a las prescripciones del Derecho canónico, ¿que alcance tenía en la 
mente de la Santa Sede? Pues ha de tenerse presente que “derecho canó- 
nico” es no sólo el derecho común del Codex, sino también el derecho 
particular, concordado o no, de una nación. Nos parece, sin embargo, 
fuera de toda duda que el “derecho canónico”, al cual se refería la Santa 
Sede, es el derecho común; pero un espíritu excesivamente sutil pudiera, 
tal vez, alegar que la frase no es lo suficientemente clara, si es que a ella 
se le quiso dar la fuerza de abrogar una legislación existente, cosa que €s 
odiosa y de interpretación estricta. 

El hecho de conceder después facultades especiales, las mismas que Se 
contienen en algunos artículos de la ley sobre capellanías, es un argumento 
de cierta fuerza en pro de la no vigencia de las prescripciones contenidas 
en el resto del articulado; pero tampoco esto es un argumento irrebatible, 
como no lo es el argumento a sensu contrario, si es que hay alguna razón 
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de peso que oponer a él. Y en este caso, la razón que pudiera oponerse es 
la que acabamos de apuntar: que se trata de revocación de una ley, y toda 
revocación ha de interpretarse estrictamente. 

Finalmente: el que los Metropolitanos españoles hayan pedido que 
puedan los Prelados hacer uso de la ley de 1867, en su totalidad, y que la 
Santa Sede haya contestado que tiene el proyecto de reorganizar toda la 
materia de capellanías, pero que en la actualidad carece de los elementos 
de juicio necesarios, no prejuzga, ni en un sentido ni en otro, la cuestión 
de la vigencia de dicha ley. 

De todo lo expuesto nosotros sacamos la siguiente conclusión: que aun 
siendo más probable que la mente de la Santa Sede sea considerar como 
abrogado el convenio de 1867, esta abrogación o cesación no puede afir- 
` marse con certidumbre; o, dicho en otros términos, en el orden práctico: 
abrogada o no de hecho la ley, pueden los Prelados tuta conscientia atener- 
se a ellá, en tanto la Santa Sede no disponga lo contrario o reorganice la 
materia, como ha manifestado que se propone hacer. 


3) Dado que la ley, globalmente considerado todo su articulado; 
pueda considerarse en la práctica como de hecho no revocada, se nos pre- 
senta ahora la de su eficacia en orden a proteger derechos que, o ya exis- 
tían antes de ella, o se orearon a su amparo. 

Para poder dar un avance de solución a este problema, hemos de re- 
cordar que en la ley concordada de 1867 hay diversidad de preceptos: unos 
que se refieren directa y principalmente a intereses de la Iglesia y del Es- 
tado y que son, sobre todo, estipulaciones contractuales y afectan a las 
altas partes contratantes; otros, que imponen una determinada norma de 
obrar a los organismos de una y otra sociedad, y otros, finalmente, que 
crean y protegen derechos subjetivos de los súbditos de las dos sociedades. 
y e a lo que toca a los primeros, o sea a las estipulaciones contrac- 
uales implícitas en la ley, és ; 1 
guiente, s Estado, Eier e A UE PE hed 

y pto de parte contratante, no tiene 
ya derecho a urgir la permanencia en vigor ni la aplicación de la ley 
de 1867, lo mismo que la Tglesia tampoco puede exigir del Estado el cum- 
plimiento de aquellas oblgaciones que antes no tenía éste en virtud de 
m ouo os EU superior, pero que asumió en virtud de dicha ley. 
E oreari. el cumpliera de ase e AIR 
impone, si por otro concepto ne dex Mere a d n concordada: les 
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ministrativos a Observar una determinada norma de obrar en la cuestión 
del régimen de las capellanías. La ley, caducado el concordato, se ha con- 
vertido, todo lo más, en una ley de régimen interno para cada una de las 
dos sociedades, y a cada una de ellas incumbe exclusivamente el imponer, 
total O parcialmente, su aplicación a sus súbditos dentro de la esfera pro- 
pia de sus atribuciones y competencia. Por esta razón no puede ya el Esta- 
do exigir, en virtud de las facultades que dimanaban del régimen concor- 
datario, que la Iglesia siga permutando los bienes inmuebles por titulos de 
la Deuda pública, o conmutando las rentas, o reduciendo las cargas, o ha- 
ciendo todo esto con sujeción, en cuanto al procedimiento, a las normas 
establecidas en los convenios de 1859 y 1867. Tampoco puede la Iglesia, 
por la misma razón, exigir del Estado que le preste en todas sus opera- 
ciones aquella cooperación específica y concreta que en la ley se halla pre- 
ceptuada. Si dicha cooperación de hecho se presta, será por autodetermi- 
nación de cada una de las potestades, teniendo en cuenta lo más conveniente 
a sus propios intereses. 

b) Por lo que se refiere a los órganos inferiores—jurisdiccionales 
o administrativos—de la Iglesia y del Estado, éstos, en tanto no les conste 
de la cesación de la ley, deberán observar sus preceptos; pero sólo en la 
medida en que la potestad propia, de la cual dependen, les siga imponiendo 
el cumplimiento de ellos. De aquí es que, si la Iglesia o el Estado autorizan 
o toleran que sus órganos no cumplan, o cumplan sólo en parte, algunas de 
las normas contenidas en la ley de 1867, no puede reprocharse su conduc- 
ta; y si alguna reclamación hubiera de hacerse contra su manera de proce- 
der, aquel que se considerara lesionado habría de hacer la reclamación 
directamente, y no por intermedio de la otra potestad, a aquella potestad 
de la cual los órganos dependen: a la Iglesia, si el órgano es eclesiástico, 
y al Estado en el caso contrario. A este propósito, debe tenerse presente lo 
que hemos dicho al tratar de las respuestas dadas por la Santa Sede a las 
deliberaciones sometidas a su estudio por las Conferencias de los Metro- 
politanos, y de ellas pueda deducirse hasta qué punto impone a las Curias 
diocesanas el cumplimiento de la ley, sobre todo en aquella parte en que 
para la Iglesia puede resultar oneroso sin compensación. Debemos igual- 
mente recordar que los Ordinarios de España gozan, ciertamente y por 
lo menos, de las facultades contenidas en los artículos 15, 16 y 21 de que 
hemos hablado. 

c) Finalmente, al no constar con certeza—según hemos expuesto— 
que haya cesado la ley de 1867, tampoco consta que hayan caducado los 
derechos subjetivos de los sübditos, que la ley les otorga. Pueden, por 
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consiguiente, los llamados por la ley a obtener la conmutación de rentas 
y adjudicación de bienes de las capellanías colativo-familiares dirigirse a 
las Curias diocesanas, solicitando se haga la conmutación de las rentas; 
y pueden los Ordinarios acceder a dicha conmutación y a la adjudicación 
de los bienes como libres, si de la Santa Sede entre tanto no han recibido 
otras instrucciones, bien sea de carácter general o bien particulares en un 
caso determinado. Tampoco hallamos inconveniente alguno en que la de- 
terminación del grado de parentesco con el fundador de la capellania y la 
misma adjudicación de los bienes se hagan por los organismos del Estado 
en la forma que determinan la ley y la instrucción concordada para su apli- 
cación, si dichos organismos se prestan a ello...; y ciertamente habrán de 
prestarse. Si alguna dificultad se presentara, sería por prescindirse de su 
intervención. 

Como colofón de todo lo que hemos dicho, hemos de advertir que el 
criterio que se siga en cada Curia debe ser uniforme, y mucho mejor sería 
que lo fuera en todas las Curias de España; pues lo que no es correcto ni 
lícito es, escudándose en la duda práctica acerca de la vigencia o aplicabili- 
dad de la ley, hacer uso de dos probabilidades opuestas, aplicandola ora en 
un sentido, otra en otro, según convenga. 


B) PROBLEMAS MÁS CONCRETOS 


Los problemas que hemos estudiado son todos ellos de carácter más 
o menos general e indeterminado. Pero, dentro del ámbito de la ley, se 
pueden plantear otros, que vamos a estudiar sucintamente. No pretende- 
mos, ni nos sería posible, hacer un estudio de todos los que pueden plan- 
tearse, sino de aquellos que juzgamos de aplicación más práctica; pero no 
hemos de limitarnos a buscarles solución conforme a la letra de la ley 
de 1867, sino que hemos también de hacer resaltar las dificultades que 
esto presenta en las actuales circunstancias—que no son las de hace ochen- 
ta y dos años—, por lo cual, sin perder de vista el derecho del Codex, in- 
sinuaremos al mismo tiempo la solución de jure condendo, que, a nuestro 
ea podria dárseles. Repetimos que, en esta segunda parte de nuestro 
Trabajo, no nos proponemos hacer un comentario o exposició i siqui 
esquemática, de las disposiciones de la ley sobre esc soe NE 


r ; ; ; 
ser innecesario para el fin que perseguimos, careceria en absoluto de opor- 
tunidad. 
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1) Capellanias extinguidas 


Las define e] convenio, diciendo que son todas aquellas cuyos bienes 
hubieren sido por lo menos reclamados a la publicación del R. D. de 28 de 
noviembre de 1856 (7). No creemos que el día de hoy se halle todavía 
pendiente ante los tribunales ningún juicio de esta clase, incoado hace 
noventa y tres años; por lo cual, el dia de hoy no habrá de tramitarse 
expediente alguno que pueda desembocar en una primera declaración ju- 
dicial de capellanía extinguida. 

Puede, sin embargo, ocurrir que todavía no se haya hecho efectiva la 
redención de cargas que gravaban los bienes de la extinguida capellanía. 
Las cargas que han de redimirse son las puramente eclesiásticas, como dice 
el convenio (8), y además, si se trata de bienes reclamados con posteriori- 
dad al 30 de abril de 1852 y antes del 28 de noviembre de 1856, la con- 
grua de ordenación establecida por las sinodales de la respectiva diócesis 
al tiempo de la fundación (9). Es evidente que las cargas que se rediman 
ahora han de valuarse no conforme a los estipendios que tuvieran asigna- 
dos cuando se adjudicaron los bienes, sino conforme a los que ahora ten- 
gan en el arancel diocesano. Por el contrario, la congrua de ordenación no 
es la que ahora esté determinada en la diócesis, sino la que estuviera en 
el tiempo en que la fundación se hizo. Esto lo dice explicitamente el con- 
venio; y, como se trata de una adjudicación ratificada en firme o subsana- 
da por la Santa Sede con una carga explícita y bien determinada por ella, 
a lo que el convenio determina hay que atenerse en este punto, aun en el 
supuesto de que se halle completa y totalmente caducado. 


2) Capellanias subsistentes 


Son subsistentes, según el convenio, las capellanías cuyos bienes no 
hubieran sido reclamados a la publicación del R. D. de 28 de noviembre 
de 1856 (10). En cuanto a estas capellanías, vamos a fijarnos solamente: 
a) en la adjudicación de los bienes que constituyen su dote; b) en la con- 
mutación de sus rentas; c) en la erección de nuevas capellanías; d) en el 
derecho de patronato que subsiste; e) en los acervos pios. 


a 7) Conv.-ley, arts. 3 y 4. a ? 
u Conv.-ley, art. 1. Por cargas de carácter puramente eclesiástico se entiende todo gra 


vamen impuesto sobre bienes, de cualquier clase que sean, para la celebración de n 2] 
versarios, festividades y, en general, para actos religiosos 0 de devoción en iglesia, santuario, 
capilla o en cualquier otro puesto público (Inst. de 95 de junio de 4867, art. 5). 

(9) Conv.-ley, art. 2. 

(10) Conv.-ley, art. 4. 
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a) Adjudicación de bienes.—Los bienes de estas capellanias colativo- 
familiares deben adjudicarse, segün el convenio y la instrucción, a los lla- 
mados a ejercer el patronato activo o a beneficiarse del patronato pasivo. 
¿Tienen éstos hoy derecho a exigir que se les adjudiquen los bienes de 
estas capellanías? Estos bienes, por el hecho de ser bienes beneficiales, son 
bienes eclesiásticos; y el disponer su enajenación incumbe única y exclu- 
sivamente a la autoridad eclesiástica. Por lo tanto, si se sostiene la tesis 
de que la ley de capellanías del 67 se halla en vigor, aun hoy, como ley 
eclesiástica, habrá que ser consecuentes y reconocer que asiste a los re- 
clamantes perfectísimo derecho a exigir la adjudicación de los expresados 
bienes. Mas si, por el contrario, se opina que la ley no se halla vigente, no 
habrá necesidad de acceder a la reclamación de bienes que pueda entablarse 
o podrá hacerse la enajenación o adjudicación a otros cualesquiera, obser- 
vando en este caso todas y solas las solemnidades establecidas por el Codex 
para la enajenación de bienes eclesiásticos. Esta duplicidad de conducta 
—cumplir o no cumplir la ley —depende de lo que ya hemos dicho: que es 
dudosa su vigencia, por lo cual puede aplicarse o no; pero con tal que se 
proceda con criterio uniforme siempre y no se haga uso de una doble 
probabilidad. El hacer uso de dos probabilidades opuestas en el mismo caso 
sería, ciertamente, ilícito; el hacer uso de ellas en casos distintos sería, por 
lo menos, incorrecto. 


Mas la tesis de adjudicarlos libremente a cualquiera, ateniéndose sólo 
a las prescripciones del Codex, es una tesis excesivamente simplista y, en 
la práctica, de difícil aplicación. La dificultad con que seguramente habría 
de tropezarse sería, entre otras, la de la inscripción en el registro civil de 
los bienes en esta forma enajenados; y no pudiendo inscribirse, o siendo 
difícil la inscripción, desmerecería indudablemente el valor de ellos. 

La finalidad que se perseguía con la ley de capellanías y la estructura- 
ción de sus preceptos dan bien claramente a entender que tanto la Iglesia 
como el Estado español preveian entonces, en el año 1867, una rápida li- 
quidación de los bienes de las capellanías, que habían de pasar, sin pérdida 
de tiempo, a entrar en el libre comercio (11). Liquidáronse, en efecto, los 
bienes de muchas capellanías, de la inmensa mayoría de ellas, y, sobre todo, 
de las más pingúes; de tal forma que el Estado no tiene ya el día de hoy el 
problema acuciante de la desvinculación y desamortización con la consi- 
guiente distribución de la riqueza inmobiliaria; mal que entonces afectaba 
a la vida social y a la vida política del país, como dice Bravo TuDELA. Este 


(11) Véanse arts. 34-37 de la Instrucción. 
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problema, por lo que toca a los bienes poseídos por las llamadas “manos 
muertas”, ya no existe en España desde el último cuarto del siglo pasado. 
Y, sin embargo, no a raíz del año 1867, sino en 1925, o sea cincuenta y ocho 
años después de la fecha del convenio-ley, cuando en España teníamos un 
gobierno que no podrá tildarse de desafecto a la Iglesia, se planteó por el 
senor Obispo de Oviedo la inscripción en el registro de los bienes de las 
capellanias colativo-familiares no reclamados por las familias de los fun- 
dadores, inscripción que se hallaba prohibida por el artículo 14 del Real 
decreto de 12 de agosto de 1872 y por el 16 del Reglamento de la Ley Hi- 
potecaria, si no se acompañaba la presentación de la Real orden de excep- 
ción de la desamortización de los bienes. 

A las instancias del Prelado de Oviedo se proveyó por medio de la 
Real orden de 31 de enero de 1925, creando una comisión mixta que in- 
formara y propusiera la resolución que habría de darse al asunto. Y en 
aquella Real orden se recoge la doctrina legal vigente de que los bienes de 
las capellanías colativo-familiares deben “o ser vendidos por el Estado 
— dice la R. O.—o adjudicados a las familias de los fundadores, según 
proceda...; que la Real orden de excepción es la garantía del Estado...; 
que no es posible acceder a la petición de dicho señor Obispo sin dejar al 
Estado privado de toda garantía de que la desamortización se lleve a efec- 
to...; que la única solución para evitar los perjuicios que el mencionado 
Prelado señala sería que se autorizase la inscripción de los bienes de cape- 
llanías colativas subsistentes, pero consignando en la misma la condición 
de que e! Estado, en cualquier momento, podria rescindir las transmisio- 
nes de que dichos bienes pudieran ser objeto, procediendo a la enajenación 
con arreglo a las leyes desamortizadoras, si la capellanía resultaba estar 
sujeta a éstas". i 

Las actividades de la. comisión mixta, en la cual figuraba un repre- 
sentante de la Nunciatura, desembocaron en el R. D. de 17 de abril de 1925, 
en el cual se estableció un procedimiento más rápido para la adjudicación 
de los bienes y consiguiente inscripción de ellos, una vez adjudicados a los 
particulares que tuvieran mejor derecho. Para que éstos puedan inscribir- 
los a su nombre basta que presenten en el registro certificación del auto 
haciendo la declaración del derecho del solicitante a la conmutación canó- 
nica de las rentas, unida al acta de conmutación expedida por el Diocesano 
respectivo. Pero no se reconoció el derecho a inscribirlos a nombre de la 
Iglesia en el caso de que nadie solicitara la adjudicación. 

Hemos traído esto a colación para demostrar que por el mero hecho 
del lapso de tiempo transcurrido desde la promulgación de las leyes des- 
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amortizadoras y la negociación del convenio-ley del 67 no por eso puede 
presumirse que el Estado se allanaría tan fácilmente, si no media un acuer- 
do previo, a hacer tabla rasa de la legislacion anterior y a permitir que la 
Iglesia pueda inscribir a su nombre los bienes de que nos ocupamos. No 
puede echarse en olvido, si se ha de proceder con un criterio práctico en 
esta cuestión, que las leyes desamortizadoras de los bienes eclesiásticos si- 
guen vigentes en España, en tanto en cuanto no se opongan a los solemnes 
convenios celebrados entre la Santa Sede y el Estado español. Y, si.se dan 
por caducados dichos convenios y por restablecida en su integridad, en el 
fuero eclesiástico, la legislación del Codex, ¿no se correrá el peligro—ahora 
o más adelante—de que el Estado, considerándose ya libre de las trabas 
del convenio, aplique la legislación suya propia—injusta, ciertamente—de 
una desamortización rigurosa? Creemos, pues, sinceramente, que la tesis 
simplista de la reintegración a ultranza del derecho común del Codex en 
cuanto a los bienes de las capellanias que aún se hallan en poder de la 
Iglesia seria peligrosa o, por lo menos, de escasos resultados prácticos. 


Por eso nos atrevemos a sugerir, para el caso de que se lleve a cabo 
una reorganización total de la legislación canónica sobre capellanias—si se 
quiere que ésta sea buena no sólo en el orden de los principios, sino tam- 
bién en su aplicación práctica—que de común acuerdo entre la Iglesia y el 
Estado se disponga dar un plazo perentorio a las familias de los funda- 
dores, para que dentro de él reclamen los bienes a que crean tener derecho, 
y pasado ese plazo sin reclamación, pueda la Iglesia inscribirlos a su nom- 
bre, si le place, o enajenarlos conforme a las normas del Codex. Otra bue- 
na norma, de resultado equivalente, podria ser la que dispusiera que se 
permita a la Iglesia sacar los bienes a la venta en pública subasta y adju- 
dicarlos al mejor postor, pero concediendo a las familias el derecho prefe- 
rente a Hacer uso del retracto, bien entendido que la valuación y venta de 


los bienes habría de hacerse no atendiendo a las rentas de ellos, sino a! 
valor efectivo de los mismos. 


b) Conmutación de las rentas. —Dispone el convenio-ley, juntamente 
con la instrucción, que aquellos a quienes se les hubiera reconocido por el 
. 2 o 1 . . 
tribunal civil el mejor derecho a los bienes de las capellanias subsistentes 
deberán conmuta | ^ : 
deberán wutar las rentas (12), o sea, entregar una cantidad que, in- 


vertida en láminas intransferibles, produzca una renta igual a la que los 


bienes producían. Se trata, pues, no de permutación de bienes por títulos 


(12) Conv.-ley, art. 8; Inst., cap. IV. 
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de la Deuda pública, sino de conmutación de rentas, capitalizando éstas e 
invirtiendo e' capital en títulos. Conmutar las rentas es, por otra parte, 
cosa completamente distinta de redimir las cargas a que los bienes pudie- 
ran estar afectos. 

¿Cómo se han de evaluar las rentas? El artículo 34 de la instrucción 
aclaró el articulo 12 del convenio, diciendo que la evaluación habrá de 
hacerse a razón del promedio de la renta que los bienes habían producido 
en el quinquenio de 1862-1866. Esta medida estaba bien en el supuesto de 
que la conmutación hubiera de hacerse, como era la mente del convenio, 
inmediatamente de promulgado éste, cuando la rentabilidad de los bienes 
se ajustaba mas Jal valor real y efectivo de los mismos y cuando el valor 
de la: moneda no había sufrido una alteración apreciable. Mas, ¿quién puede 
sostener hoy que el valor actual de la peseta sea el que tenía en 1867? Para 
redactar esta ponencia hemos tenido a la vista unas notas facilitadas por un 
especializado en la materia, el cual llega a la conclusión de que, sólo desde 
el año 1913 al 1949, la peseta ha experimentado una depreciación tal que, 
para obtener el valor de la de 1913, hay que multiplicar la actual por 7,5, O 
sea que el valor adquisitivo de la peseta de hoy es siete veces y media 
menor que el de la de 1913. Y esto, sin contar con el actual nivel y standard 
de la vida, pues en ese caso habría que multiplicarla por diez. Por otra par- 
te, no hay proporción entre el valor legal de los frutos de la tierra y los 
beneficios efectivos que las fincas producen al que las explota por sí mismo. 
Aquéllos han subido en una proporción que no puede parangonarse con los 
aumentos que los beneficios reales en numerario, al venderse los frutos, 
han experimentado. 

A causa de estas oscilaciones del valor de la moneda y de la rentabi- 
lidad de las fincas, ya venía admitiéndose que la valuación de las rentas 
de las capellanías se hiciera, no por el quinquenio de 1862-1866, sino por 

“el inmediatamente anterior a aquel en que se hiciera la conmutación. Pero 
creemos que hoy ni esto siquiera es equitativo a causa de la desproporción 
dicha entre el valor real de los bienes y la rentabilidad en mumerario de los 
mismos. Lo justo y equitativo sería que la conmutación de las rentas se 
hiciera atendiendo al valor de los bienes, lo que equivaldría a conmutar no 
rentas, sino bienes. Con esto se evitarían casos como el siguiente, que se 
nos ha asegurado ser rigurosamente auténtico: Un lote de fincas de una 
capellanía se adjudicó a un pariente de los fundadores, el cual tuvo que 
pagar 20.000 pesetas por la conmutación de las rentas de todas ellas. Tan 
pronto como el adjudicatario entró en posesión de las fincas vendió pue 
sola de las mismas en la cantidad de 80.000 pesetas. Indudablemente, ésta 
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no era la mente de las altas partes contratantes que hicieron el convenio 
de 1867, porque no preveian—repito—que en el año 1949 aun hubiera 
bienes de capellanias sin reclamar. La ley, pues, ha dejado de ser justa 
y, naturalmente, equitativa en el rigor de sus preceptos; y faltando, de una 
manera general, la justicia y la equidad natural, deja de ser obligatoria, 
o, lo que es lo mismo, deja de ser ley en aquellos de sus preceptos en que 
deja de ser justa. 

Alega a este objeto D. MANUEL GONZÁLEZ (13) la R. O. concordada 
de 7 de marzo de 1868, la cual dispone que, para redimir la congrua de 
ordenación en las capellanías extinguidas, el producto de los biene “debe 
estimarse por medio de un precio alzado, que debe tomarse del valor real 
de las citadas fincas en el día, capitalizando éste al tipo del 4 por 100 de 
la renta, que es el generalmente asignado a los bienes inmuebles”. Por equi- 
dad y por analogía, dice GoNzÁLEZ, debe aplicarse este criterio a las ca- 
pellanías subsiguientes. Suscribimos esta opinión y resumimos: 


Mientras pueda o deba seguir hablándose de “conmutación de rentas” 
—lo mejor sería, según hemos dicho, que sólo se hablase de “permutación 
de bienes”—, las rentas deben apreciarse no por las que de hecho, en las 
actuales circunstancias, producen al arrendador los bienes, sino por la 
rentabilidad de ellos en proporción al valor real de los mismos. 


Los productos que se obtengan deben invertirse, según los artículos 13 
y 14 del convenio, en títulos de la Deuda pública, que luego- deben ser 
convertidos en láminas intransferibles. Esta prescripción ya no se cumple 
hoy en ninguna parte, sin protesta de ningún género por parte del Estado, 
al cual no le interesa grandemente que la inversión se haga en otros valo- 
res públicos tranferibles. 


Acerca,de esta materia de capellanfas existen tres circulares de la 
5. C. del Concilio, que se dieron con el carácter de reservadas, carácter que 
se nos figura no tienen ya hoy. Son las circulares de 15 de julio de 1892, 
20 de enero de 1900 y 22 de abril de 1901. A ellas nos referiremos alguna 
vez mas. De momento—y dejando a un lado todo lo que entre líneas, pero 
con sobrada claridad, puede leerse en ellas—hemos de anotar que en la 
de 1900 se permitió que pudiera conservarse en títulos al portador el capital 
que ya se hubiera invertido en esa ‘forma, si se trata de capellanias del 


primer acervo, y que los Obispos pudieran determinar que el capital de 


las del segundo se invierta en títulos libres. Creemos que hoy, aun en el 


———— — —— 

(13) En la magnífica tesis doctoral de Gowzár 
vero que el autor ha tenido la gentileza de fac 
sobre capellanías que en el año 1931 se hallaba 


EZ, no publicada hasta ahora en su totalidad, 


ilitarnos, se expone y comenta la legislación 
Vigente. 
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supuesto de que siga vigente el convenio-ley, no es obligatoria la inversión 
en láminas intransferibles. 


c) Erección de nuevas capellanías —Dispone el convenio que con el 
producto de la conmutación de rentas se erijan nuevas capellanías, por lo 
menos de 500 pesetas de renta cada una, y que, cuando una sola no llegare 
a producir esa renta, se agrupen los bienes de dos o más, hasta obtenerla, 
y con ellos se erija una nueva capellanía (14). A estas capellanías, de 500 
pesetas, se las llama capellanías congruas, y han de erigirse con el carácter 
de colativo-familiares, o, lo que es lo mismo, como verdaderos beneficios. 
¡Beneficios congruos de 500 pesetas de renta al año! Con los capitales de 
capellanías extinguidas, de capellanías no familiares, de redención de car- 
gas, etc., deben erigirse capellanías que, no bajando de 500 pesetas la con- 
grua de cada una, puedan servir de título de ordenación. El convenio no 
hace otra cosa que fijar el límite de la renta mínima que ha de producir el 
capital de las capellanías; pero la circular citada de 1900, y más explícita 
y rigurosamente la de 1901, determinaron: 1.°) que las capellanias congruas 
han de conservar toda la renta, aunque sea superior a 500 pesetas; 2.”) que 
las que se erijan y resulten de la unión de varias incongruas no habrán de 
exceder del tope de 500 pesetas; 3.") pero que las que se destinan a alum- 
nos que cursan sus estudios en Roma podrán ser hasta de 1.200 pesetas. 
Es de notar que, por lo que se refiere a estas ültimas, la circular de 1900 
autorizó la renta de 750 pesetas, y la de 1901 propuso la elevación a 1.000; 
mas el Papa León XIII, al aprobar esta circular, la modificó él mismo, 
elevando el tope de la renta a 1.200 pesetas. 

La erección de nuevas capellanías es materia estrictamente eclesiásti- 
ca. Por consiguiente, caducado el concordato, no puede ya el Estado exigir 
hoy que la Iglesia erija dichas capellanías. Por otra parte, verificada ya la 
puesta de los bienes en el libre comercio, no interesa al Estado que la 
Iglesia las erija o deje de erigirlas, por lo cual puede en este punto proce- 
der, por lo que al Estado se refiere, con entera libertad. Tendrían, sin em- 
bargo, los llamados a ejercer o gozar del patronato—en el supuesto pro- 
blemático de la actual vigencia del convenio—derecho a exigir que los Pre- 
lados las erijan, en tanto que la Santa Sede no disponga lo contrario. — 

Ahora bien: ¿es conveniente la erección? Los beneficios se crean para 
conferirlos, y cuando no se prevea, ni aun en lontananza, que la colación 
en título de propiedad habrá de ser posible, el más elemental sentido juridi- 


(14) Conv.-ley, arts. 15 y 16. 
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co aconseja que no se erijan los beneficios con el carácter de tales. Hoy 
escasea enormemente en España el número de clérigos, de tal forma que 
no pueden cubrirse ni aun los beneficios parroquiales; mucho menos po- 
drian hallarse titulares para cada una de las capellanias colativas si éstas 
hubieran de proveerse como único beneficio en propiedad en cada uno de 
los titulares de ellas. Pueden, es cierto, 'acumularse con otro beneficio, 
incluso parroquial o canonical, a tenor del canon 1.439, ya que, de ordi- 
nario, pueden cumplirse las cargas de los dos por una misma persona, y 
uno de ellos—por lo menos la capellania—no es suficiente para la congrua 
sustentación del beneficiado. Pero el hecho es que no se confieren, ni aun 
acumulándolas. Todo lo más que se hace es adjudicar su nómina, con 
carácter estrictamente manual, ora a un sacerdote, ora a otro, y con la 
obligación de levantar las cargas según las necesidades de la diócesis y 
por el tiempo que el Prelado juzgue oportuno. Razones graves debe de 
haber cuando ésta es la práctica constante y uniforme de las diócesis es- 
pañolas. ¿Para qué, pues, erigir beneficios que han de correr esta suerte? 
Es de suponer que la Santa Sede conoce todo esto; y si, conociéndolo, no 
lo contradice, ¿no equivale el silencio a una aprobación tácita? Estas son 
las consecuencias que dimanan de una legislación arcaica, más que por 
el tiempo transcurrido desde su promulgación, por el volumen y el acele- 
ramiento con que han cambiado las circunstancias y los hechos sociales 
de medio siglo acá. Todo esto bien considerado—y es otra sugerencia de 
ture condendo—, cabe preguntarse: ¿no habrá llegado el momento de que 
la Santa Sede disponga el cese en la erección de nuevas capellanías proce- 
dentes de la conmutación de rentas, que las reduzca al régimen común de 
las fundaciones y que exija únicamente, pero con todo rigor, la conser- 
vación integra del capital de cada una de ellas y el cumplimiento rigurosí- 
simo de las cargas eclesiásticas consignadas en las tablas de la fundación? 
Si esto se hiciera, debería también disponerse que las rentas del capital 
de cada una, las sobrantes una vez levantadas las cargas, pudieran des- 
tinarse a las necesidades generales de cada diócesis. Con ello no se haría 
otra cosa que dar carácter de legitimidad a una situación de hecho, que, 
hasta cierto punto, ya está legitimada; pues el artículo 41 de la Instrucción 
dice que, en caso de vacante, puede destinarse al fondo de reserva una 
parte de las rentas sobrantes después de haber levantado las cargas de Ww. 
capellanía. He aqui otra sugerencia de iure condendo, que hacemos con 
el máximo respeto y que extendemos, dentro de lo posible y sin lastimar 


derechos de nadie, a las capellanías ya fundadas que se hallen en condi- 
ciones similares. 
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SITUACION ACTUAL DEL PROBLEMA DE LAS CAPELLANIAS 


Es realmente absurdo que el día de hoy, a pesar de todas las ficciones 
de derecho que se quiera, se llame “congrua”, ni aun como base, a una 
capellanía de 500 pesetas anuales y que se diga que ésta puede servir de 
titulo de ordenación; título del cual dice el canon 979 que debe ser “vere 
sufficiens”, verdaderamente suficiente para la sustentación congrua del 
ordenando. El adverbio “vere” que emplea el canon es muy elocuente, y tal 
vez en la mente del legislador sea un reproche. 

En todo caso, y si en la reorganización del régimen de capellanías se 
prefiere conservar la existencia de piezas beneficiales distintas, debería 
fijarse como rentas de cada una el equivalente, por lo menos, el día de 
hoy de las 500 pesetas de hace ochenta y dos anos. Para esto sería nece 
sario, también por lo menos, multiplicar 500 por IO y considerar como 
congruas sólo aquellas que tengan. una renta de 5.000 pesetas, la cual, así 
y todo, sería una renta exigua. + 


d) Derecho de patronato.—Para la reorganización que sugerimos no 
hallamos inconveniente alguno en cuanto a las capellanías procedentes del 
segundo acervo, las cuales no son familiares ni patronadas, sino de libre 
provisión de los Prelados. 

Por lo que toca a las del primer acervo, dispone el convenio-ley que 
—ya sean congruas o incongruas—se respete el derecho de las patronos. 
Sin embargo, dió un fuerte golpe a los patronatos, convirtiéndolos prác- 
ticamente en patronatos eclesiásticos, al disponer que, en lugar de pre- 
sentar libremente el patrono, sea el Obispo el que haga una terna y la 
presente a aquél para que éste elija entre los tres presentados (15). Poste- 
riormente, León XIII, por una de sus circulares mencionadas, la de 1892, 
mandó que las capellanias “por ahora—atendiendo a particulares circuns- 
tancias—se proveerán sin interpelación de los patronos y serán amovibles 
a voluntad del Ordinario”. Son palabras textuales. Más tarde, el Codex 
acabó definitivamente con los patronos futuros (16). Finalmente, la Sa- 
grada Congregación del Concilio volvió de nuevo sobre la cuestión de 
las capellanías en España por medio de su circular de 16 de abril de 1922, 
formulando un largo interrogatorio, al cual hubieron de contestar los Ob s- 
pos españoles; y en el capítulo XI del mismo se pregunta: “Si ha sido ad- 
mitido o no el derecho de patronato en cuanto a las capellanías, y si en 
el caso puede aplicarse, y cómo, lo que se prescribe en el canon 1.450 del 
Código de Derecho canónico.” De hecho, y limitándonos a lo que a nos- 


(15) Conv.-ley, art. 16. 
(16) Can. 1.450. 
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otros nos consta, no se ejercita el derecho de patronato sobre las capella- 
nías. ¿Cómo va a ejercitarse, si las capellanias del acervo pio ni se adju- 
dican en titulo a nadie ni hay nadie que las solicite con ese carácter ? 


Al Estado no le interesan los patronatos privados; y ‘aunque le intere- 
saran, careceria hoy de titulo legal para reclamar. A los particulares tam- 
poco les interesan sus patronatos sobre las capellanias. Y si a alguno le 
interesara, tendria siempre la Iglesia, sin salirse del derecho vigente del 
Codex, el medio de acabar con el patronato, exigiendo! la redotacion de la 
capellanía, a tenor del canon 1.469, párrafo 1.”, número 3, hasta hacerla 
verdaderamente congrua. Sería muy difícil que algün patrono se prestara 
a ello; y si alguno lo hiciera, en ese caso no habría por qué privarle de 
su derecho. El patronato, pues, no constituye hoy dificultad para la reor- 
ganización del régimen de capellanías. 


e) Los acervos.—Muy pocas palabras vamos a dedicarles. Todas las 
circulares de que hemos hablado se ocupan de ellos, los cuales casi cons- 
tituyen el leit motiv de las mismas. Deben existir dos (17), según el con- 
venio-ley de 1867, y los fondos de ellos no pueden, sin autorización pon- 
tificia, destinarse a otros usos, aunque sean piadosos. 


Visto todo lo que hemos dicho, a nosotros nos parece que el día de 
hoy, mas interesante que la distinción de los dos acervos, es la intangi- 
bilidad del capital de ambos y el levantamiento de las cargas a que están 
afectos. Una investigación a fondo en los archivos haría, seguramente, 
llegar a la conclusión de que en no pocas diócesis habría que reformar 
la división hecha. 

Si el patronato jamás se ejercita y si las capellanías no se confieren 
en título, ¿para qué la distinción de acervos? Un fondo común, pero bien 
discriminado de los demás fondos de la diócesis, en el cual figure cada 
fundación con su capital propio; un libro escrupulosamente llevado del 
capital, rentas y cargas que gravan el fondo, y un levantamiento escrupu- 
losísimo de éstas serían lo suficiente. Lo sobrante de las rentas después del 


levantamiento de las cargas podría el Obispo invertirlo en las necesidades 
generales del personal y de la diócesis. 


17) Al primer : j i 
RE 1 Eu ir todos los fondos que se destinen a la erección de capella- 
PS : ce sangre, y al segundo todos los otros—procedentes de capítulos muy va- 


riados—con lo: cuales hayan de fundar 
O ay: darse capellanías de libre isi Re 
artículos 13 y 16-18 del Convenio y artículos 39 y 47-50 de pisi PE aN ut) Wb 
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SITUACION ACTUAL DEL PROBLEMA DE LAS CAPELLANIAS 


CAES ES: DM EN 


I No consta si de hecho está vigente o no el convenio-ley sobre ca- 
pellanias de 24 de junio de 1867. 

2.” Hay una gran desorientación en las Curias eclesiásticas españolas. 
En unas se considera vigente el convenio en su totalidad; en otras—las 
menos—, totalmente abrogado, y en otras—tal vez las más—no se sigue 
un criterio constante y uniforme. Por ello sería de desear que la Santa 
Sede resolviera la incertidumbre existente. 

3. Parece que no es conveniente que la Santa Sede declare la vigen- 
cia del convenio de 1867 en su totalidad. Tampoco sería tal vez oportuno 
que por un acto unilateral declare la abrogación total, sometiendo las ca- 
pellanías en España al régimen de fundaciones, beneficiales o no, contenido 
en el Codex, sin dictar antes ciertas disposiciones encaminadas a liquidar 
la situación, de hecho y de derecho, en que las capellanías se hallan. 

4.” Las disposiciones que se dictaran podrían atemperarse a las si- 
guientes bases: 

1.*) Extinción de todas las capellanías beneficiales—como tales bene- 
ficios—que hayan sido fundadas con fondos procedentes del segundo acer- 
vo pío, pues éstas no son patronadas ni son verdaderamente congruas. Pro- 
hibición para lo futuro de fundar nuevas capellanías de este género con 
fondos de dicho acervo. 

2.) Extinción de aquellas capellanias del primer acervo que no sean 
igualmente congruas, si los patronos se niegan a redotarlas, asegurándoles 
una renta anual de 5.000 pesetas, por lo menos. En el caso de que los 
patronos se negaran a ello, debería declararse caducado el derecho de pa- 
tronato de que actualmente gozan. 

3.) El capital asignado a las capellanías, de uno y otro acervo, que se 
extinguieran debería todo él quedar vinculado al levantamiento de las cargas 
que actualmente gravan cada una de dichas capellanías. Las rentas sobrantes 
después de levantadas las cargas podría el Prelado destinarlas a las nece- 
sidades generales de la diócesis; pero sin tocar al capital por ninguna cau- 
sa, aunque estuviera suficientemente asegurado el levantamiento de las 
cargas. 

4.) Dar un plazo perentorio a las familias de los fundadores de las. 
capellanias colativas familiares cuyas rentas no han sido hasta ahora con- 
mutadas para que puedan solicitar la conmutación y la adjudicación de 
los bienes inmuebles de dichas capellanias. Hecha la conmutación, se con- 
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sideraría subsistente la capellanía y el derecho de patronato sobre ella si 
el capital obtenido de la conmutación produjera una renta anual de pese- 
tas 5.000. En el caso contrario, se consideraría extinguida la capellanía, 
y al capital de la misma habría de dársele el destino de que arriba se ha 
hecho mención. 

5.) La conmutación de las rentas—o, mejor dicho, la permutación 
de los bienes—deberta hacerse no por la renta que de hecho producen los 
bienes en la actualidad, sino por el valor real de los mismos bienes, apre- 
ciados mediante tasación pericial. 

6.) Si nadie solicitara la conmutación en el plazo marcado, podria la 
Iglesia o conservarlos en el mismo estado o enajenarlos libremente en pu- 
blica subasta al mejor postor. (Para esto sería tal vez oportuno obtener 
previamente, con carácter general, la aquiescencia del Estado, sobre todo 
para poder inscribirlos en el Registro de la Propiedad). Dichos bienes que- 
darían afectos al cumplimiento de las cargas específicas de la capellania, 
y ésta se consideraría subsistente o extinguida, según que las rentas de 
ellos llegaran o no a las 5.000 pesetas. En iguales condiciones subsistiría 
o cesaría el derecho de patronato. 

7.) Tratándose de capellanias cuyos bienes hasta ahora no hayan 
sido conmutados, debería dotarse a los Prelados de facultades apostólicas 
para que puedan conmutar también o reducir las cargas espirituales de la 
capellanía. Las mismas facultades deberían otorgárseles para que puedan 
condonar, por una vez, hasta el 25 por 100 de las cargas vencidas y no 


cumplidas, cuando se trate de poseedores de bienes cualesquiera gravados 
con cargas piadosas. 


LORENZO MIGUELEZ 


Auditor de la Rota Española 
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| CANONICOS 


RESEÑA JURIDICO.CANONICA (*) 


1. TEORÍA GENERAL DEL DERECHO 


1. Principios generales de Derecho.—El 6 de noviembre de 1949 (1) 
recibía el Papa en audiencia a los miembros del Congreso Nacional de la 
Unión de Juristas Católicos de Italia, pronunciando un importante discurso 
de sólido y abundante contenido jurídico. Procuramos limitar este comen- 
tario a un enunciado y breve digresión de los conceptos más fundamentales 
del mismo. i 

a) Estructuración de la Unión de Juristas Católicos de Italia —Ha 
sido en este Congreso Nacional cuando se ha dado forma definitiva a la 
Unión, determinando su constitución interna con la aprobación de su Es- 
tatuto. El Papa alaba y bendice la asociación. Notemos cómo la corriente 
hoy dominante de especialización de los movimientos apostólicos va des- 
embocando en diversas organizaciones, las cuales, sin contradecir el apos- 
tolado primario de la Acción Católica, piden una independencia de orga- 
nización y de vida que no se compagina con la simple erección de ramas 
secundarias de la A. C. y que probablemente terminarán en una estructura 
federal de la A. C., que sepa coordinar en plan de estado mayor el apos- 
tolado conjunto de los católicos que se mueven en los diversos ambientes 
que nos da la vida, a la cual deben adaptarse todas las actividades nor 
mativas. 

b) El derecho romano.—En concisos párrafos describe el Papa sinté- 
ticamente el proceso de cristianización del derecho de Roma, que, pasando 
por su fase de derecho romano-cristiano y bizantino y a través del derecho 
común, es todavía hoy la sustancia del derecho de los pueblos civiles. 

c) Excelsitud de la profesión jurídica.—Basándose en el texto cono- 
cido de Ulpiano (L. 10, D., I, 1), exp!ica cómo el jurista debe conocer la 
religión, puesto que las normas jurídicas regulan la actividad de los cre- 
yentes, hay instituciones jurídicas que revisten siempre un carácter sa- 


grado y principalmente porque es Dios el fundamento en todos los órdenes 


¡ALI E Apt 1 
(*) En esta Reseña se recogen los diversos hechos y documentos que vieron la luz en € 
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del mundo humano, cuya vida regula el derecho. De ahí la nobleza de la 
actividad jurídica, que tiene por objeto todo lo humano y se remonta al 
conocimiento de lo divino. 

a) La teoría general del derecho.—Es notable ver cómo el Papa ad- 
mite esta disciplina, que hoy tiene ya carta de naturaleza en el mundo 
jurídico, y Ia‘ sitúa en esta posición intermedia entre la parte general del 
derecho y lo que podemos llamar la filosofía del derecho, o acaso mejor, 
el derecho natural, refutando, por tanto, el positivismo jurídico, elaborador 
de una teoría general del derecho de origen empírico, fruto solamente de 
una abstracción de los principios generales inspiradores del ordenamiento 
jurídico. 

e) El concepto de justicia—Es también notable la descripción que da 
de la justicia, la cual ni remonta solamente a un concepto ideal abstracto 
que podríamos llamar idea ejemplar de la justicia, ni se rebaja a un principio 
primero de la teoría general del derecho, sino que siendo todo esto, se con- 
creta tanto en los dictados de la que podemos llamar justicia ejemplar, 
como en aquellas normas de conducta más universal que integran el orde- 
namiento jurídico humano y civil, como procedentes del Dios Autor del 
orden natural. 


f) La persona humana.—Lo más importante en el derecho es el sujeto, 
ya que la norma está destinada únicamente al bien del sujeto que es el 
hombre, y el hombre en su parte racional y elevada, es decir, en la zona 
de su responsabilidad. Y es el sujeto el que da un carácter humano, en el 
sentido reduplicativo del adjetivo, a toda la ‘actividad jurídica; sentido 
humano que sobrenaturalizado por la gracia eleva hasta el plano más 


noble la ciencia jurídica destinada al bienestar del hombre, elevado a hijo 
de Dios. 


g) Deontología judicial.—Los conceptos anteriormente enunciados dan 
pie al Papa para dar algunas normas prácticas, en particular para los casos 
en que el profesional del derecho se encuentra en el aprieto de deber aplicar 
una norma de derecho positivo que contradice los principios fundamentales 
del derecho natural y de la filosofía o de un derecho positivo prevalente, 
cual es el derecho divino. Propone el Papa cuatro principios prácticos: | 


1) En la ley injusta la mayor responsabilidad cae sobre el legislador, 
pero el juez que la aplica no está exento de responsabilidad,- siendo verda- 
dera concausa de los efectos que de su aplicación se pueden seguir. 

2) El juez no puede obligar nunca a la ejecución de un acto intrin- 
secamente inmoral, contrario “natura sua” a la ley de Dios o de la Iglesia 
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3) El juez no puede pronunciar una sentencia penal que equivaliera 
a una aprobación de la ley injusta; su responsabilidad todavía sería mayor 
si la sentencia produjese escándalo püblico. 

4) - Con todo, no toda aplicación de una ley injusta equivale a su reco- 
nocimiento o aprobación. El juez puede dejar seguir su curso a la ley 
injusta si éste es el ünico medio para evitar un mal mayor. Asi puede in- 
fligir una pena injusta si el reo está dispuesto a sufrirla para evitar un 
mal mayor. 

En resumen, debe darse una compensación entre la injusticia de la 
sentencia y el bien que se tutela o el daño que se evita. 

De lo que acabamos de escribir se puede deducir la trascendencia del 
discurso pontificio, cuya doctrina merece ser incorporada tanto en la disci- 
plina de teoría general del derecho, como en la de deontología judicial. 

2. El positivismo jurídico.—Tal ha sido el tema del discurso inaugu- 
ral del año jurídico de la Sagrada Rota Romana (2). El Papa afirma al 
empezar que la noble fisonomia de la justicia, cuyos fundamentos esen- 
ciales son el derecho y la conciencia, ha sido alterada por el positivismo 
jurídico y el absolutismo del Estado. De ahi la necesidad de reflexionar 
acerca de dos puntos: las normas objetivas del derecho y su concepción 
subjetiva. El primer punto es objeto del discurso. 

El discurso merece, más que una breve alusión en una reseña, un co- 
mentario a fondo en plan de estudio cientifico. Nos limitamos a destacar 
las ideas fundamentales del mismo. 

La primera afirmación que hace el Papa es que la solución del pro- 
blema del verdadero y el falso derecho pertenece a la filosofía del derecho 
Y el Romano Pontífice describe luego en una progresión descendente el 
camino a seguir por el entendimiento humano para llegar a la conclusión 
de que no todo derecho legal es derecho verdadero. 

Las etapas son las siguientes: a) Una zona donde la voluntad orde- 
nadora de Dios se realiza estrictamente, la actividad inconsciente del hom- 
bre. b) Otra zona, la consciente, en la cual la actuación de la voluntad 
ordenadora divina es dejada en manos de la libre determinación del hom- 
bre. c) En la zona consciente la voluntad de Dios se manifiesta a través 
del derecho natural, del derecho positivo divino, del derecho positivo hu- 
mano; derecho humano que siempre debe estar en armonía con el orden 
universa] querido por el Creador. d) No basta, por tanto, el simple hecho 
de ejercer el Estado el poder legislativo para crear un verdadero derecho, 
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como si el legislador humano fuera un Dios cuya ley sea la suprema norma 
jurídica. Este último caso ¢s el del positivismo jurídico, error que consti- 
tuye la base del absolutismo del Estado. ] 

Hace luego el Papa una brevisima síntesis de la historia del que llama 
“derecho legal", saca una aplicación práctica en orden a los procesos de 
criminales de guerra verificados en los últimos años y sienta la necesidad 
de conectar el orden jurídico con el orden moral, estableciendo como base 
del derecho la obligación ética; como norma primera anterior al derecho 
positivo, el derecho natural, 

En la Iglesia no se realiza el contraste entre derecho legal y verdadero 
derecho, ya que el derecho canónico queda encuadrado dentro de los límites 
del derecho positivo divino, el cual sirve de modo perfecto para conseguir 
el fin de la Iglesia, a saber, la salvación y el bien de las almas, y a cuyo 
mismo fin debe tender de la manera más perfecta posible el derecho ecle- 
siastico. 


2 SON C TE NORS 


1. Concilio Plenario de la India.—Se ha celebrado en la ciudad de 
Bangalore, con asistencia del Internuncio Apostólico, de los Arzobispos, 
Obispos, Superiores y Procuradores de las Misiones, presidido por el Car- 
denal Gilroy, Arzobispo de Sydney, concluyéndose con el decreto firmado 
por los Padres del Concilio el día 18 de enero de 1950. En orden a este 
Concilio el Papa envió una carta al Cardenal con fecha 7 de noviembre 


de 1949 (3). 


3. CIRCUNSCRIPCIONES ECLESIÁSTICAS 


; I. La nueva diócesis de Chihfeng (4).—La nueva diócesis de Chihfeng 
es sufraganea de la metropolitana de Suiyuan. La iglesia principal de la 
ciudad de Chihfeng ha sido elevada a catedral y la mensa episcopal de la 
diócesis queda constituida por los bienes pertenecientes hasta ahora a la 
Prefectura Apostólica, los emolumentos de la Curia y las oblaciones de los 
fieles (5). 
2. La Prefectura Apostólica de Kankan (6).—Erigida por Bula de 
12 de mayo de 1949 (7), queda separada del Vicariato de Konakry (antes 


(3) “L'Osservatore Romano”, 7-8 enero 1950. 


(4) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CA 
NONIG i 
(B) A. A. S. 41, 1949, 531. b gu E 


(6) Cfr. REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNI 
c ; " 
(D) A. A. S, 41, 1940, 534. Wee to 
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Guinea francesa) por los límites civiles que separan el distrito de Dabola 
de los de Labé y Mamou. 

3. La-Prefectura Apostólica de Hollandia (8).—Esta nueva Prefec- 
tura ha sido confiada a los misioneros franciscanos o menores y comprende, 
además de la parte septentrional del territorio holandés de Nueva Guinea, 
las islas de Ternate, Tidore, Halmahera y Batjan (9). 


4. La nueva diócesis de Campina Grande (10).—Constituyen la nueva 
diócesis diecinueve parroquias y resulta limitada, al norte, por el Estado 
de Río Grande do Norte; al oeste, por la diócesis de Cajazeiras; al este, 
por la archidiócesis de Paraiba, de la cual se separa, y al sur, por el Estado 
de Pernambuco. La iglesia de la Inmaculada Concepción de Campina 
Grande es elevada a catedral. Constituirán la mensa episcopal los emolu- 
mentos de la Curia, las oblaciones de los fieles y los bienes que se han 
recogido a este fin (11). 

s.. Las nuevas Prefecturas Apostólicas de Yangchow y Hatchow (12); 
Las dos han sido erigidas en la parte septentrional de la diócesis de Shang- 
hai y confiadas a los jesuítas de la provincia de California: (13). 

6. La nueva diócesis de Soochow (14).—Separada también de la dió- 
cesis de Shanghai y confiada a los padres jesuítas, la nueva diócesis será 
sufragánea de la metropolitana de Nanking. La iglesia de San José de 
Soochow ha sido elevada a catedral. La mensa episcopal queda constituida 
por las oblaciones de los fieles, los emolumentos de la Curia, la parte que 
corresponde a prorrata de la diócesis matriz de Shanghai y los subsidios 
de la Obra Pontificia de la Propagación de la Fe (15). 

7. La Prefectura Apostólica de Mitú (16).—Esta nueva Prefectura 
ha sido erigida por Bula de 9 de junio de 1949 (17). 

8. La nueva diócesis de Pescara (18).—En la ciudad de Pescara, 
formada en su origen por los pueblos de Pescara y Castello del Mare 
Adriatico, se producía el fenómeno de que una capital de provincia se ha- 
llaba repartida entre dos diócesis distintas. Por otra parte, es conocida la 


(8) Cfr. Revista ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), p. 795. 

(9) A. A. S., 41, 1949, 535. 

(10) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), p. 795. 

(dd) HAS “Ay S., 41,. 1949, 536. Pii 
(12) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), pp. 795, 796. 
AA S 41, 1949; 586. ; 

(14) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), p. 795. 

Goe As A. Sy 41, „1949, 588. * 

(16) - Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), D. 796. 


447) A. A. S., 42, 1950, 133. 
(18) Cfr. Revista ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), p. 798. 
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preferencia de la Iglesia en hacer coincidir, en lo posible, las demarcacio- 
nes eclesiásticas con las civiles. 

Cuanto acabamos de referir ha provocado la Bula de n de julio 
de 1949 (19), por la que se separan las diócesis de Penne y Atri, tras- 
ladando la sede de la primera a la ciudad de Pescara y uniendo la segunda 
a la diócesis de Teramo. Con ella las cinco parroquias de la ciudad de 
Pescara que pertenecían a la archidiócesis de Chieti son transferidas a la 
diócesis de Penne, quedando de esta forma toda la ciudad de Pescara 
bajo la jurisdicción de un solo Ordinario. Al trasladar la catedral de 
Penne a Pescara, se determina que la diócesis se denominará en adelante 
de Penne y Pescara y estará inmediatamente sujeta a la Santa Sede. La 
iglesia de San Ceteo de Pescara es erigida catedral y a ella se traslada el 
Cabildo de Penne, con los beneficiados menores al servicio del mismo, y se 
une la cura de almas de la parroquia de San Ceteo a la segunda Dignidad 
del Cabildo, o sea a la de Arcipreste. Se traslada asimismo la Curia, y en 
cuanto se pueda se trasladará el Seminario. La antigua catedral de Penne 
queda con el título de concatedral. El pertenecer la diócesis de Atri en su 
totalidad a la provincia civil de Teramo es la causa de la unión de estas 
dos diócesis. 

9. El nuevo Vicariato Apostólico de Ngosi (20).—Este Vicariato, en 
la parte septentrional del antiguo Vicariato de Urundi, comprenderá los 
distritos civiles de Muhinga y Ngozi y parte de los de Usumbura y Ki- 
tega (21). 

IO. La nueva Prefectura Apostólica de Taipeh (22).—Ha sido eri- 
gida esta Prefectura en la isla de Formosa, separándola de la Prefectura 
que hasta ahora comprendía toda la isla y adyacentes, y ha sido confiada 


a la Congregación de derecho diocesano de los Discípulos del Señor, cuya 
casa madre se halla en Suanhwafu. 


+ TI. Las nuevas diócesis españolas (23).—Las diócesis de Ibiza, Ciu- 
dad Rodrigo y Barbastro, que hasta ahora eran regidas por Administra- 
dores Apostólicos, por primera vez después del Concordato de 1851 han 
sido provistas con Obispos propios. La diócesis de Vitoria ha sido dividida 
en tres: la de Vitoria, la de Bilbao y la de San Sebastián. La diócesis de 
Murcia ha sido dividida en dos: la de Murcia y la de Albacete, a la cual 
se ha unido, además, la parte de la diócesis de Orihuela que pertenecía a 


(19) A. A. S, 42, 1950, 135. i : a 
(20) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNIG 4 

(21) A. A. S, 49, 1950, 138. bia uda Len 

(22) “L’Osservatore Romano”, 1 feb. 1950 ( 


Decr. i 
(23) “L'Osservatore Romano”, 21 dic. 1949. Eco 
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la provincia civil de Albacete. Reservamos para cuando se publiquen las 
Bulas el hacer amplio comentario a esta división de diócesis españolas. 

12. Nuevo Vicariato Castrense.—Ha sido constituido para el archi- 
piélago de Indonesia por Decreto de la Sagrada Congregación de Propa- 
ganda Fide de 25 de diciembre de 1949 (24). 


4 CONST S DO E^ LO 


Consistorio secreto (25).—Se celebró el día 12 de diciembre. En él pro- 
nunció el Papa una Alocución, al final de la cual nombró a los Cardenales 
que habían de abrir como Legados suyos las Puertas Santas, y fueron 
los Cardenales Tisserant, para la de San Pablo; Micara, para la de San 
Juan de Letrán, y Verde, para la de Santa María la Mayor. Es tradición 
que se señale para San Pablo el Decano del Sacro Colegio, a no ser que 
sea Arcipreste de alguna Basílica Mayor, como lo es ahora el Cardenal 
Marchetti-Selvaggiani, y entonces se acostumbra nombrar al Subdecano, 
como así se ha hecho con el Cardenal Tisserant. Abre siempre la de San 
Juan el Cardenal Vicario, que es 'a la vez su Arcipreste; pero su estado 
de salud se lo impide, por lo que al Papa ha nombrado al tercer Cardenal 
Obispo, que es el Cardenal Micara. Para Santa María la Mayor se ha 
nombrado al que es su Arcipreste. 

En este mismo Consistorio se proveyeron diversas diócesis y se publi- 
caron las provistas desde el último Consistorio. Asimismo, confirmó el 
Papa las elecciones de tres Obispos de rito siro realizadas por Sínodo de 
Obispos de aquel rito. Finalmente se concedieron los Palios a los Arzobis- 
pos de Santiago de Compostela, Mukden (Manchuria), París y Manila, 
así como al Obispo de Anneccy, que goza de este privilegio. 


DIAS TS MeO y 


Validez del bautismo administrado en algunas sectas.—Un importan- 
tísimo Decreto del Santo Oficio, contestando a una pregunta propuesta 


.por algunos Obispos de Estados Unidos, afirma que el bautismo adminis- 


trado en las sectas de los Discípulos de Cristo, Presbiterianos, Congrega- 
cionalitas, Baptistas y Metodistas se ha de presumir válido, a no ser que 


(24) “L'Osservatore Romano”, 1 feb. 1950. 


(25) “ALA. E, 41, 1949, 577. 
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en un caso particular se pruebe lo contrario. De él se hará especial co- 
mentario en la Revista (26). 


ih (Oa NO ORR 1 © S 


Regulación general de la materia.—Con fecha de 1. de octubre de 1949 
ha sido publicada la tan esperada Instrucción de la Sagrada Congregación 
de Sacramentos sobre esta materia. Su contenido, de vitalisima importan- 
cia en la disciplina y en la doctrina, es de tal magnitud que no admite 
ni siquiera una referencia y nos obliga a remitirnos al comentario de la 
misma que se publicará en la REVISTA (27). 


7. © MyACT E. DOM OON CERO 


Fecundación artificial.—Un documento de gran trascendencia en este 
asunto ha sido el discurso del Papa a los miembros del IV Congreso In- 
ternacional de Médicos Católicos (28). 

En este discurso, el Papa, después de una bellisima exposición de la 
grandeza de la vocación a la medicina, descendiendo al punto concreto de 
la fecundación artificial, emite un importante juicio moral, que ha de cons- 
titur en adelante la "norma agendi" en este particular. Establece el Papa 
cuatro principios: 

I) La práctica de la fecundación artificial en el hombre no puede 
considerarse ni exclusiva ni principalmente desde el punto de vista bioló- 
gico o médico, dejando aparte el aspecto moral y jurídico. 

2) La fecundación artificial, fuera del matrimonio, debe condenarse 
pura y simplemente como inmoral, puesto que tanto la ley natural como la 
ley positivo-divina exigen que la procreación tenga lugar dentro del ma- 
trimonio. Solamente en el matrimonio se asegura, de por sí, el bien y la 
educación de los hijos y sólo él salvaguarda la dignidad de los esposos. 
Por tanto, subraya el Papa, entre católicos no puede existir diversidad de 
opiniones en cuanto a la fecundación artificial fuera de la unión conyugal. 

3) También es inmoral la fecundación artificia] dentro del matrimonio 
si es producida por el elemento activo de un tercero, y como tal ha de ser 
reprobada. Dos razones trae a colación el Romano Pontífice para este pun- - 
to. Los esposos poseen un mutuo derecho, exclusivo, perpetuo e inalienable 


CA AS ea 0459 16507 i 
COATTA. S 41 1949, 493. 
CIATAT S 41), 4949, 557. 
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sobre su cuerpo en orden a la procreación. Quien es autor de la vida tiene 
por derecho natural obligación de conservar y educar la vida que trans- 
mitió. Y concluye que aun cuando el esposo consintiera no le produciría 
este consentimiento ningún lazo de unión originario, moral o jurídico con 
el hijo de su consorte. 

4) Para la fecundación artificial dentro del matrimonio aduce el Papa 
los principios del derecho natural siguientes: 

a) el fin no justifica los medios; y, por tanto, el deseo, en sí legítimo, 
de tener hijos no basta para probar la legitimidad de la fecundación ar- 
tificial; 

b) es falso que la posibilidad de recurrir a este medio pueda hacer 
válido el matrimonio entre personas que son inhábiles para casarse en vir- 
tud del “impedimentum impotentiae” 

c) el elemento activo no puede procurarse nunca lícitamente mediante 
actos "contra naturam" ; 

d) llega a la siguiente conclusión: Aun cuando es verdad que no pue- 
den ser excluídos “a priori" los métodos nuevos por el solo motivo de su 
novedad, sin embargo, en lo que se refiere a la fecundación artificial no 
solamente conviene ser extremadamente reservado, sino que conviene des- 
cartarla en absoluto. Con esto con todo, no se excluye necesariamente el 
empleo de ciertos medios artificiales destinados únicamente, ya a facilitar 
el acto natural, ya a hacer conseguir su fin al acto natural realizado nor- 
malmente. 


8. (CAUSAS DE CANONIZACIÓN Y BEATIFICACIÓN 


1. Congregación para la introducción de la causa (29).—El día 8 de 
noviembre tuvo lugar la Congregación Ordinaria para la causa de la Sier- 
va de Dios María Teresa Scherer, cofundadora y primera Superiora Ge- 
neral de la Congregación de las Hermanas de la Caridad de la Santa Cruz 
de Ingembohl, terciarias franciscanas. 

2. Decretos de introducción de causas—Se han publicado varios de 
ellos. Con fecha 2 de enero de 1949, el del Siervo de Dios José Bedetti, 
sacerdote escular, terciario franciscano (30). Con fecha 6 de marzo de 1949, 
el del Siervo de Dios José Moscati, varón seglar (31). Con fecha 11 de 
marzo de 1949, el del Siervo de Dios Enrique Bautista Estanislao Verjus, 
Obispo de Lymira y Coadjutor del Vicario Apostólico de Nueva Guinea, 


(29) A. A. S., 41, 1949, 624. 
(80) AG VAL US, 41, 1949,1469. 
(84) A. A SS., 41, 1949, 565. 
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de la Congregación de Misioneros del Sagrado Corazón (32). Con fecha 
también de 11 de marzo de 1949, el de la Sierva de Dios María Repetto, 
del Instituto de Religiosas Hijas de Nuestra Señora del Refugio del Monte 
Cakano 33)! 

3. Congregaciones antepreparatorias para las virtudes —El dia 29 de 
noviembre se celebró la del Siervo de Dios Pío X (34). 

4. Congregaciones preparatorias para la aprobación de milagros —El 
día 18 de octubre se celebró en orden a los milagros del Vble. Vicente Pal- 
lotti (35). El 25 de octubre se celebró para los milagros de la V ble. Vicenta 
López Vicuña (36). 

5. Congregaciones generales para la aprobación de milagros.—En la 
de 22 de noviembre se estudiaron los de la Vble. Paula Isabel Cerioli, 
Vble, Soledad Torres Acosta y Vble. Vicente Pallotti (37). En la del 
día 6 de diciembre se estudiaron los milagros para la beatificación de la 
Vble. Vicenta López Vicuña y el Vble. Domingo Savio (38). 


6. Decretos aprobando los milagros.—El día 27 de noviembre aprobó 
‘el Papa los milagros para la beatificación de los Vbles. Vicente Pallot- 
ti (39), Soledad Torres Acosta (40) y Paula Isabel Cerioli (41). El día 
11 de diciembre apróbó el Papa los de los Vbles. Vicenta López Vicuña 
y Domingo Savio (42). 

7. Congregaciones generales de “tuto” para la beatificación. — El 
día 6 de diciembre tuvo lugar para las causas de los Vbles. Vicente Pallotti, 
Paula Isabel Cerioli y Soledad Torres Acosta (43). Asimismo, el día 13 de 


diciembre se celebró para los Vbles. ORT Savio y Vicenta puja Ló- 
pez Vicuña (44). 


8. Decretos de “tuto” para la beatificación.—El día 11 de diciembre 
fueron aprobados por el Papa los correspondientes a los Vbles. Vicente 
Pallotti, Paula Isabel Cerioli y Soledad Torres Acosta (45). 


(32) A, A. S., 41, 1949, 570. 
(AA MOTO NM ET 
(34) A, A. S., 41, 1949, 694. 

Bo) AN AS Sv 1,1949. A : 
(36) “L’Osservatore Romano", 26 oct. 1949. 
(e) dese ENS ele ibo CSS ap 
(38) A. A. Si, z( 1949, 656. 

(39) A. A. S., 41, 1949, 653. 

(SONATA OS 049 71950: 152. - 
(Gt) NN Se 42) 100 0 SA 

(42) "L'Osservatore Romano", 12-13 di 

(43). A. A. S. 41, 1949, 656. M oed 
(44) A. A. S., 41, 1949, 656. 

(45) “L'Osservatore Romano”, 12-13 dic. 1949, 
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9. Congregación preparatoria de milagros para la canonización.—El 
día 8 de noviembre se celebró para la causa de la Beata María Ana de Pa 
redes (46) 

10. Congregación general de milagros para la canonización.—En la 
del 6 de diciembre se estudiaron los milagros para la causa de la Beata 
Maria Goretti (47). En la del 13 de diciembre se estudiaron los de las 


causas del Beato Antonio María Claret, Beata María Guillerma Emilia de 
Rodat y Beata Ana María de Paredes (48). 


II. Aprobación de milagros para la canomzación.—El dia 11 de di- 
ciembre aprobó el Papa los de la Beata María Goretti (49). 


12. Congregaciones de “tuto” para la canomzación.—El 22 de no- 
viembre tuvo lugar la del Beato Vicente María Strambi, Pasionista, Obis- 
po de Macerata y Tolentino (50). 

El 13 de diciembre se celebró la que estudió la causa de la Beata María 
Goretti (51). 

13. Decreto de “tuto” para la canonización.—E] día 27 de noviem- 
bre aprobó el Papa el del Beato Vicente María Strambi (52). 

14. Bulas de canonización.—Ha sido publicada la de San Miguel Ga- 
ricoits (53), confesor, fundador de los Padres de Betharram. Nació en 
Barre, diócesis de Bayona, el 15 de abril de 1797. Su Causa fué introdu- 
cida por León XIII. Fué beatificado el día de la ‘Ascension, 10 de mayo 
de 1923. La canonización tuvo lugar el día 6 de julio de 1947. Su fresta 
litúrgica ha sido señalada el día 14 de mayo. 

También se ha publicado la Bula de canonización de Santa Juana Isa. 
bel Bichierdes Ages, virgen, fundadora de las Hijas de la Cruz de San 
Andrés (54). Nació en la diócesis de Bourges el día 5 de julio de 1773. 
Falleció el 26 de agosto de 1838. Su causa fué introducida por León ALL 
Fué beatificada por Pío XI el día 13 de mayo de 1934. La canonización 
tuvo lugar el día 6 de julio de 1947 y su fiesta litúrgica ha sido señalada 


el día 26 de agosto. 


(46). A. A. S., 41, 1949, 623. 
(47) A. A, S.,-41, 1949. 656. 
(48) A. A. S., 41, 1949, 656. 
(49) "L'Osservatóre Romano”, 12-13 dic. 1949. 
(50) A. A. S., 41, 1949, 624. 
(51) A. A. S., 41, 1949, 656. 
(52) A. A. S., 49, 1950, 156. 
(53) A. A. S., 41, 1949, 625. 
(54) ALA, S., 41, 1949, 637., 
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9. DIPLOMACIA VATICANA 


1. Alocución al Cuerpo Diplomático.—La ha pronunciado el Papa 
con motivo de recibir el Cuerpo Diplomático acreditado ante la Santa Sede 
el día 28 de diciembre, al empezar el Año Santo. La idea centra] de la mis- 
ma es la falta de medios coercitivos y reducción al mínimum del territorio 
del Estado Vaticano y la importancia moral de la Santa Sede, haciendo 
hincapié en el significado de unión y reconciliación entre las naciones que 
el Cuerpo Diplomático acreditado ante el Papa representa (55). 


2. Palestina. —Nuevamente con una Exhortación Apostólica de 8 de 
noviembre (56) el Papa se dirige al Episcopado católico suplicando ora- 
ciones para obtener una justa ordenación jurídica de la Palestina (57). 

3. Argentina.—El dia 23 de diciembre presentó sus cartas credencia- 
les el nuevo Embajador de la Repüblica Argentina S. E. el Dr. Máximo 
A. Etchecopar (58). 


4. Cuba.—El día 27 de noviembre presentó sus credenciales el nuevo 
Embajador de la Repüblica de Cuba, Excmo. Sr. Dr. Alfonso Forcade 
y Jorrin, que hasta ahora era Ministro Plenipotenciario, pero ha sido 
nombrado Embajador al elevar el Gobierno cubano al rango de Embajada 
su representación ante la Santa Sede (59). 


5. Colombia. — El nuevo Embajador de la República de Colombia, 
Excmo. Sr. Prof. Francisco de Paula Pérez, presentó sus credenciales el 
dia 27 de noviembre (60). 


6. Haiti—E] día 9 de diciembre presentó sus credenciales como Em- 
bajador el que hasta ahora fué Ministro Plenipotenciario de la República de 
Haití, Excmo. Sr. D. León Roberto Thebaud, al elevar aquella República 
al rango de Embajada su representación ante la Santa Sede (61). 


7. Estados Unidos.—El día 2 de octubre recibió el Papa a la Misión 
parlamentaria americana enviada a Europa con objeto de estudiar el pro- 
blema de la sistematización de los prófugos de guerra y acelerar su emi- 
gración de los campos de concentración (62). 


(55) “L'Osservatore Romano”, 29 dic. 1949. 

(56) A. A. S, 41, 1949, 599. 

(57) La razón fué el haber sido objeto de deliberaci ió J 
Adol J ración en la O. N. U. la cuestión pales- 

(DS) AMAS Ss, 445 10491056: 


(DO) A A S., 4157 1949, 623. 
(GO) SAS Ary a Ai 191405) 623" 
(GH) ARYAN S., 4173194297 1693: 


(62) “L'Osservatore Romano”, 3-4 oct. 1949. 
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El día 27 de octubre recibía el Papa en audiencia una Comisión del 
Senado de Estados Unidos que había venido a Europa en misión oficial 
para estudiar los problemas referentes a la actuación del Plan Marshall y 
Otras iniciativas del Gobierno norteamericano en el extranjero (63). 

El día 17 de noviembre era recibido por el Papa otro grupo de Senado- 
res norteamericanos, miembros de una Comisión senatorial para las Fuer- 
zas Armadas, que realizaban un viaje de estudio por Europa (64). 

El día 28 de noviembre el Papa recibía un grupo de Diputados de Es. 
tados Unidos, pertenecientes al Comité parlamentario para la financiación 
de los Ministerios de Asuntos Exteriores, Comercio y Justicia (65). 

El 4 de diciembre eran recibidos por el Papa algunos miembros de la 
Comisión parlamentaria de Asuntos Exteriores del Congreso norteame- 
ricano (66). 

Con motivo de la Navidad tuvo lugar un iftercambio de mensajes entre 
Su Santidad Pío XIT y el Presidente Truman (67). 


LOS CULTURA CATOLICA 


Congreso de Estudios Humanísticos—El día 25 de septiembre pro- 
nunció el Papa un discurso al recibir a los participantes en dicho Congreso 
El tema central del mismo era “Humanismo y ciencia política”. La alo. 
cución contiene una elegante y decidida vindicación de la ley natural, fun- 
damento sobre el cua!, dice el Papa, descansa la doctrina social de la Igle- 


sia (68). 
II. ACCIÓN CATÓLICA 


1. Congreso Católico de Lucerna.—Pronunció el Papa un importante 
radiomensaje dirigido a los católicos suizos, dividido en tres partes, una 
alemana, otra francesa y otra italiana. La primera parte constituye una 
elogiosa alabanza de !a vitalidad católica en Suiza y particularmente de las 
muchas obras de santificación y apostolado organizadas por los católicos. 
La segunda constituye un llamamiento a los católicos para que intervengan 


(63) “L'Osservatore Romano”, 28 oct. 1949. 

(64) “L'Osservatore Romano”, 18 nov. 1949 

(65) “L'Osservatore Romano”, 28-29 nov. 1949. 
(66) “L'Osservatore Romano”, 5-6 dic. 1949. 
(67) “L'Osservatore Romano”, 24 dic. 1949. 
(68) A. A. S., 41, 1949, 555. 
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en la vida pública. La tercera parte constituye un alegato en defensa de los 
derechos de Dios, considerando al laicismo como el gran enemigo de la 
libertad humana (69). 

2. Congreso Católico de Bochum (Alemana).—En el radiomensaje 
pronunciado por el Papa con motivo de la clausura del LXXIII Congreso 
general de los católicos alemanes, señala cinco puntos programáticos: : 
1) Conviene que la doctrina social de la Iglesia llegue a ser patrimonio de 
las conciencias católicas; 2) las tres columnas del programa social de la 
Iglesia son la verdad, la justicia y la caridad; 3) hay que llegar a una or- 
denación económica de coordinación profesional que haga innecesarios los 
medios de autodefensa que el defectuoso sistema económico vigente exige; 
4) no se pueden separar la política cristiana cultural y la política cristiana 
social; y 5) hay que hacer un esfuerzo supremo para salvar el mundo de 
los Obreros del materialismo ateo (70). 


3. Congreso de la Unión Católica de la Enseñanza Media Italana.— 
El discurso pronunciado por el Papa al recibir a los miembros del men- 
cionado Congreso constituye un verdadero tratado sintético de los dere- 
chos de la Iglesia respecto a la enseñanza, de la pedagogia religiosa y pro- 
fana y de la deontologia profesional, que por su extensión y valor doctri- 
nal excede al comentario que puede caber en las líneas de una Reseña (71). 

4. Los “Young Catholic Men's Society”.—El dia 12 de octubre reci- 
bió el Papa un grupo de ingleses pertenecientes a la Juventud Católica de 
Gran Bretaña, que habían ido a Roma para celebrar el centenario de la 


fundación de su asociación. En un elogioso discurso les exhortó el Papa a 
la intensificación de la vida sobrenatural y al apostolado (72). 


5. El “Oratorio di San Pietro”.—El día 30 de octubre recibió el 
Papa a más de 700 jóvenes de uno y otro sexo con motivo de las bodas de 
plata del Oratorio de San Pedro, acompañados de los Prelados que tan celo- 
samente allí trabajan, y pronunció una alocución laudatoria de los que allí 
actúan, de gratitud a la visita que le hacían, a los Caballeros de Colón que 
lo protegen y les exhortaba a empaparse del espíritu que el Oratorio les 


infunde (73). 


(69), "A. A. S., 41, 1949, 454. 

(70) A. A. S., 41, 1949, 458. 

(71) “L'Osservatore Romano”, “7 sept. 1949. 

(72) “L'Osservatore Romano”, 14 oct. 1949. 

(73) “L'Osservatore Romano”, 310ct.-1 nov. 1949. 
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6. Centenario de la Sociedad de San Bonifacio.—Con este motivo ha 
dirigido el Papa una Carta al Arzobispo de Paderborn, en la que bendice 
el vasto programa de restauración cristiana en Alemania que la menciona- 
da Sociedad realiza (74). 


TO ACCION SOCIAL 


I. La Unión Internacional de Organismos Familiares. —Los delega- 
dos de dicha organización fueron recibidos por el Papa el día 20 de sep- 
tiembre de 1949, pronunciando un importante discurso, en el que además 
de sintetizar la tradicional doctrina de la filosofía cristiana acerca de la 
familia, insistió en la necesidad de suplir a su insuficiencia y de facilitar 
el que la familia tenga intervención y pueda hacer oír su voz en la orde- 
nación social. Advierte del peligro que para la familia son la indisciplina 
de costumbres y la libertad sin freno ninguno, el eugenismo y la falta de 
libertad de la familia en la educación de sus hijos. Insiste todavía con co- 
piosa enumeración de obras e iniciativas acerca de la acción asistencial 
de la familia (75). 

2. El “Movimiento Obrero de Bélgica” (76).—Los miembros de esta 
Federación de Obras Católicas Obreras de Bélgica fueron recibidos por el 
Papa el día 11 de septiembre, pronunciando un interesante discurso. Es no- 
table la afirmación que hace el Papa acerca de los Sindicatos, los cuales son 
una exigencia del actual ordenamiento injusto que establece el sistema ca- 
pitalista y, por tanto, un remedio exigido por las circunstancias y única- 
mente en este sentido los bendice la Iglesia. Aprueba calurosamente el 
Papa la obra de Federación de Cooperativas de Bélgica, principalmente en 
la obra de seguro y asistencia social que realizan. No falta la bendición 
pontificia para las obras filiales de formación y de apostolado. 


TIAS READ 


I. Canadá —El día 31 de octubre recibió el Papa a un grupo de de- 
legados de las Cámaras de Comercio del Canadá, pronunciando una breve 
alocución enalteciendo su acción caritativa (77). 


(74) A. A. S., 41, 1949, 593. 
OAA Al Se, 41, 1949, 591. 
AOS Ad DIEQUE, 
(77) “L'Osservatore Romano”, 2-3 nov. 1949. 
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2. Los huérfanos.—El Papa recibió el día 16 de octubre a un nutrido 
grupo de huérfanos, ex alumnos y amigos de la Obra de la Divina Pro- 
videncia “Madonnina del Grapa”, bendiciendo y animando la prosecu- 


ción de la obra caritativa que dicha institución realiza (78). 
Tiro A OA O AGN ine 


i. Radiomensaje a los enfermos.—Lo pronunció el Papa el día de la 
Presentación de la Virgen, 21 de noviembre, confiando que con sus su- 
frimientos unidos a la Pasión de Jesús obtendrán la perfección y la efica- 
cia de la acción de los unos y la contemplación de los otros (79). 

2. El Mensaje de Navidad.—El trascendental discurso, que viene a 
ser como la solemne oración inaugural del Año Santo y que sintetiza en el 
orden doctrinal y práctico el contenido del Año Santo, lo resume el Órgano 
oficial de la Santa Sede (80) en los siguientes subtitulos: La expectación 
de los pueblos. —La apertura de la Puerta Santa.—El Año del gran retor- 
no y del gran perdón.—AÑO DEL GRAN RETORNO: Invitación paternal.— 
Retorno a Dios de los: a) incrédulos; b) de los paganos.—Retorno a Jesu- 
cristo de los pecadores.—Retorno a la Iglesia de los disidentes.—Retorno 
del mundo a los planes de Dios: a) en el terreno social; b) en el terreno 
internacional.—AÑO DEL GRAN PERDÓN : Dios Amor misericordioso.—A rre- 
pentimiento de expiación.—Perdón entre los hombres.—Amplia condo- 
nación.—Invitación a ir a Roma: a) "securus iam carpe viam" ; b) “Roma 
mihi patria". 

3. Apertura de la Puerta Santa.—Se celebró solemnemente el día 24 
de diciembre por el Papa en San Pedro y los Cardenales Legados en las 
demás Basílicas patriarcales (81). 

4. Solemnidades del Año Santo.—En la noche de Navidad celebró el 
Papa la Santa Misa en la Basílica Vaticana. El día 26 de diciembre presi- 
dió el Papa la primera visita jubilar del Clero de Roma para ganar la in- 
dulgencia del Año Santo en la Basílica de San Pedro. 

5. Audiencias. —25 diciembre: El Sr. Ministro de Asuntos Exteriores 
de España y delegación española para la apertura de la Puerta Santa; 
Sr. Ministro de Asuntos Exteriores de Irlanda y delegación irlandesa para 
el mismo acto; Representante para dicho acto de la República de Filipinas. 


^ 


(78) “L'Osservatore Romano", 19 oct. 1949. 

(40) AETAT Sn et 49405276410 
(S80) ACT AS S242, 1950) tod 

(81) "L'Osservatore Romano”, 25 dic. 1949. 
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El: 27 de diciembre: la Representación de la República del Salvador 
para la apertura de la Puerta Satna; Representante especial del Gobierno 
Provincial de Quebec (Canadá). 

El 28 de diciembre: Todos los Jefes de Misión, con sus Secretarios 
y Consejeros del Cuerpo Dip!omático acreditado ante la Santa Sede. 

29 de diciembre: Paisanos y militares norteamericanos; Juventud Fe- 
menina de Acción Católica de Taranto; peregrinación argentina; peregri- 
nos de Austria, Brasil, Colombia, Bolivia y México; peregrinos alemanes 
y canadienses. 

30 de diciembre: Peregrinación de 1.300 peregrinos de los “Laureati” 
italianos. 


ESS U8, 17 BOS 


I. Bicentenario de la ciudad de Port.Prince.—Con motivo de cele- 
brarse el segundo centenario de la fundación de la ciudad capital de la 
República de Haití, el Papa envió a los católicos de aquella República un 
mensaje radiofónico el día 8 de diciembre (82). 

2. El Cardenal Schuster.—El Cardenal Arzobispo de Milán celebró 
el 50” aniversario de su profesión religiosa, recibiendo con este motivo un. 
autógrafo del Santo Padre (83). 

3. Jubileos sacerdotales.—Han celebrado sus bodas de oro sacerdota- 
les Mons. Beretti, Comendador del Hospital del Santo Espíritu de Roma, 
y Mons. Constantini, el tan conocido Secretario de la Sagrada Congrega- 
ción de Propaganda Fide, recibiendo ambos sendas cartas del Papa (84 
y 85). 

4. Centenario del Vble. Vicente Pallotti—Con motivo del centenario 
de la muerte del egregio sacerdote romano, dirigió el Papa una carta al 
Superior General de la- Sociedad del Apostolado Católico (86). 


16. (OTROS ACTOS Y DOCUMENTOS 


I. Poloma.—Con fecha 1 de septiembre, en el X aniversario de la 
declaración de la guerra última, dirigió el Papa una importante carta al 


(SIA A Sa 42, 1950, 191. 
(83) “L’Osservatore Romano", 13 nov. 1949. 
(84) “L’Osservatore Romeno” 18 dic. 1949. 
(IAS Eu OO 189; 
(RO MEATUS) OI 950: 01887 
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Episcopado polaco en la que trata de la difícil situación religiosa en que 
se encuentra dicha nación (87). 

2. Alemania.—Con fecha 18 de octubre, y como contestación a la car- 
ta colectiva de los Obispos alemanes reunidos en la Conferencia de Fulda, 
les mandó el Papa una importante carta dándoles orientaciones y consig- 
nas acerca de los problemas planteados a la Iglesia en Alemania (88). 

3. Inauguración del monumento a Pío XI.—Fué inaugurado el día 


18 de diciembre, pronunciando un discurso Su Santidad Pio XII (89). 


Manu BONET MUIXI, Pbro. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 


(87) A. A. S., 41, 1949, 450. 
(88) A. A. S. 41, 1949,. 595. 
(89) "L'Osservatore Romano", 19-20 dic. 1949 
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ll ESTATALES 


RESEÑA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Muy poco, en número y en importancia, es lo que puede recogerse, 
desde nuestro punto de vista, en la legislación publicada en el TERCER CUA- 
TRIMESTRE DEL AÑO 1949. Cuando ya estaba finalizando el mismo, se dictó 
una importante Orden del Ministerio de Justicia relativa a las inscripcio- 
nes de matrimonios canónicos en el Registro Civil, pero no ha sido publi- 
cada hasta entrado el mes de enero, y debe quedar, por lo tanto, para nues- 
tra “Reseña” siguiente. 


SERVICIO RELIGIOSO EN ORGANISMOS DEL ESTADO 


En la Ley de 22 de diciembre de 1949 (1), que aprobó los Presupues- 
tos del Estado para 1950, se incluyó, en su artículo 4.”, un precepto de in- 
terés para los Capellanes de la Beneficencia General; en este artículo se 
autoriza a dichos Capellanes, con dotaciones en el cap. 1.', art. 1.”, sec. 3." 
de Obligaciones de los Departamentos Ministeriales, para percibir sus ha- 
beres en concepto de sueldo o en el de gratificación, previa conformidad 
otorgada en su caso por el Ministro de la Gobernación. El precepto venía 
figurando ya en otras leyes de presupuestos de años anteriores, y Se re- 
pite en ésta, 

En la Orden de 21 de septiembre de 1949 (2), que marca los cupos para 
la pena de suspensión en los distintos cuerpos de la Marina, se ha repetido 
también el cupo correspondiente al Cuerpo Eclesiástico de la Armada tal 
como estaba para el año anterior en la Orden de 23 de septiembre de 
1948 (3). 

Para dar efectividad a lo dispuesto en el artículo 4.” del Convenio in- 
ternacional de 19 de julio de 1928, se ha creado, dependiendo de la Direc- 
ción General de Propiedades, la “Administración del Poblado Oficial de 
Arañones”, anejo a la estación internacional de Canfranc. En la Instruc- 


(1) “Boletín Oficial del Estado” de 23 de diciembre de 1949. 
(2) “Diario Oficial de Marina” de 24 de septiembre de 1949. T 
(3) Véase citada en esta REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), pág. 250. 
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ción provisional para dicha Administración, aprobada por Orden de 21 de 
septiembre de 1949 (4), se menciona, aunque indirectamente, la asistencia 
religiosa del referido Poblado; allí se habla de una Iglesia parroquial y una 
casa-curato aneja, al decir (regla 10, apartado F) que tendrá derecho a vi- 
vienda en el Poblado Oficial de Arañones el personal del servicio religioso 
de la Estación y del Poblado, siempre que resulte insuficiente la casa- 
curato aneja a la Iglesia parroquial del Poblado. 


TEMPLOS 


En nuestra “Reseña” anterior dábamos cuenta del Decreto de 9 de 
abril de 1949, que modificó la regulación del Patronato del Museo Salzillo 
de Murcia (5). Ahora, por Orden de 10 de septiembre de 1949 (0), ha sido 
aprobado el Reglamento de régimen interior de dicho museo, que ha sus- 
tituido al Reglamento anterior de 16 de marzo de 1942. En el nuevo Re- 
glamento se especifica que cooperarán a los fines del museo, a los efectos 
de su estudio y contemplación, las imágenes de Salzillo propiedad de la 
Real y Muy Ilustre Cofradía de Nuestro Padre Jesús Nazareno, de Mur- 
cia, instaladas en la Iglesia de Jesús, declarada monumento nacional pro- 
piedad de la expresada Cofradía (art. 1.°); el museo se instalará anejo a 
dicha Iglesia, en los locales de su recinto no destinados al culto (art. 2.”). 
La aportación de los bienes propios de la Cofradía a los fines artísticos 
del Museo Salzillo se entenderá realizada sin perjuicio de su pleno dominio 
sobre los mismos; el museo atenderá a la conservación y restauración de 
dichos bienes, sin que por ello adquiera derecho alguno ni se interfiera en 
el cumplimiento de las finalidades propias y esenciales de la referida Co- 
fradía, conforme a sus normas aprobadas por el Prelado de la Diócesis 
y a las disposiciones canónicas (art. 4.°, par. 1.°). Para mantener la coordina- 
ción entre los intereses del Estado y los de la Cofradía, cualquier dispo- 
sición realcionada con el Museo Salzillo que afecte a los bienes de aquélla 
deberá adoptarse previo informe favorable de la misma, emitido por sus 
representantes autorizados (art. 4.°, par. 2.”). El régimen de visita al templo 
o imágenes de la Cofradía será el mismo que el del museo, pero se excep- 
túan los casos en que se celebren actos de culto o cuando se realicen los 
preparativos necesarios para éstos, así como los anteriores y subsiguientes 


a la procesión de Viernes Santo, siendo inhábiles los días de Semana San- 
ta (art. 16). 


—— e) : 
(4) "Boletín Oficial del Estado” de 5 de octubre de 1949. 
(5) REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949) pág. 943. 
(6) “Boletín Oficial del Estado” de 29 de septiembre de 1949. 
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Puede también mencionarse que ha sido declarado monumento históri- 
co y artístico la iglesia de Nuestra Señora del Castillo de Villalcón (Pa- 
lencia) (7). 


ENSEÑANZA RELIGIOSA 


A partir del curso académico 1949-1950 han sido implantadas en las 
escuelas de Ingenieros de Industrias Textiles y de Ingenieros Aeronáuticos 
las enseñanzas de “Formación religiosa”, quedando incluídos dichos cen- 
tros entre los que se citan en los artículos primeros de los Decretos de 29 de 
septiembre y 9 de noviembre de 1944. Así se dispone en la Orden de 2 de 
octubre de 1949 (8), la cual especifica también que para lo relativo al des- 
arrollo de esta enseñanza serán de aplicación las normas acordadas por di- 
chos Decretos para las restantes escuelas de ingenieros. 

También al comenzar este curso académico 1949-1950 se han prorro- 
gado para el mismo los nombramientos de profesores de Formación reli- 
giosa de las Universidades, Orden de 20 de septiembre de 1949 (9), y los 
de profesores de Religión de los Institutos Nacionales de Enseñanza Me- 
dia, Orden de 21 de septiembre de 1949 (10). Claro está que se reserva a 
los Ordinarios de las diócesis respectivas la posibilidad de proponer las 
sustituciones que estimen convenientes. Los nombramientos de los profe- 
sores de estas disciplinas en las escuelas especiales dependientes de la Di- 
rección General de Enseñanza Profesional y Técnica han de entenderse 
incluídos en la prórroga general acordada para todos los profesores in- 
terinos y encargados de curso de tales escuelas por otra Orden de 20 de 
septiembre de 1949 (11). 

Como muestra de respeto al sentido religioso en instituciones oficiales 
de carácter docente, puede citarse el hecho de que la Escuela del Magiste- 
rio femenino de Albacete se denominará de Nuestra Señora de los Llanos,, 
y la de Cáceres, de Santa Teresa de Jesús (12). 


DEFENSA DE LAS BUENAS COSTUMBRES 


Como encaminadas a la salvaguardia de la moralidad pública, son 11- 
teresantes para nuestro objeto las disposiciones relativas a la calificación 


(7) “Boletín Oficial del Estado” de 24 de noviembre de 1949. 

(8) “Boletín Oficial del Estado” de 28 de octubre de 1949. 

(9) “Boletín Oficial del Estado” de 24 de septiembre de 1949. 

(10) “Boletín Oficial del Estado” de 1 de octubre de 1949. 

(11) “Boletín Oficial del Estado” de 25 de septiembre de 1949. 

(12) “Boletín Oficial de Educación Nacional” de 4 de septiembre de 1949. 
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de cintas cinematográficas por la Junta Superior de Orientación Cinema- 
tográfica (13). La Orden de 29 de octubre de 1949 (14) ha dispuesto que 
las películas ya dictaminadas o que en lo sucesivo se clasifiquen por dicha 
Junta lo serán para los menores de catorce años de edad, y que en lo su- 
cesivo quedan rigurosamente obligadas todas las empresas cinematográficas 
a hacer constar en toda clase de propaganda destinada al público la corres- 
pondiente clasificación de la cinta acordada por la Junta, como “tolerada” 
o “autorizada” en cada caso. 


José MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


Catedrático y Letrado del Consejo de Estado 


(13) Ordenes de 24 de agosto de 1939 y 7 d 
p 2 e m 
(14) “Boletín Oficial del Estado” de 31 d os pd 
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PAS LEGISLAGCION: FRANCESA Y LOS 
BIENES DE LAS CONGREGACIONES 
RELIGIOSAS 


En una época en que la Santa Sede, tras una serie de concordatos, ha 
podido obtener cierta estabilización, hasta el punto de que se puede hablar 
de un derecho común concordatario (1), no es quizá inútil intentar estudiar 
la situación de Francia. Es cierto que no existe concordato (2), aunque a 
veces se hayan sentido ciertas tendencias hacia él; pero los últimos años 
parecen denotar en algunos aspectos cierto apaciguamiento mediante la 
aceptación recíproca de un estado que, aun no siendo ideal, manifiesta, sin 
embargo, algún progreso, por relativo que sea, sobre la situación a que se 
llegó a fines del siglo xIx y comienzos del xx. 

No se trata aquí de componer un cuadro completo de las actuales rela- 
ciones entre la Iglesia y el Estado (3); nos vamos a limitar a bosquejar 
el estatuto jurídico de los bienes pertenecientes a las Congregaciones re- 
ligiosas. 

Evidentemente, la situación no puede menos de resentirse con las re- 
cientes luchas religiosas; además será indispensable hacer previamente una 
breve exposición de las medidas adoptadas en consideración a las Congre- 
gaciones religiosas con las concesiones que los hechos han llegado a im- 
poner. Veremos, finalmente, los medios que el derecho comün francés 
ofrece a las Congregaciones religiosas para proseguir sus múltiples acti- 
vidades a pesar de los obstáculos que ha querido multiplicar una legisla- 
ción con frecuencia animada de sentimientos "no amistosos". 


(1) P. Pansv, Les concordats récents (París, 1936), pp. 134 s., 104 S.; Y. DE LA BRIERE, La 
renaissance contemporaine du droit canonique dans plusieurs législations séculiéres grace aua 
divers concordats dw pontificat de Pie XI, en “Acta Congressus Iuridici Internationalis, t. V 
(Romae, 1937), pp. 78 ss., 88 s.; Y. DE LA BRIERE, Le droit concordataire de la nouvelle Europe, 
en “Cours de lAcadémie de Droit International" (Paris, 1938), t. 63 (I), pp. 371-468; Y. DE LA 
BRIERE, Concordats postérieurs à la Grande Guerre, en *Dictionnaire de Droit Canonique" (Pa- 
ris, 1942), t. III, col. 1431-1472; ya desde esa fecha el ilustre publicista, en este artículo póstu- 
mo, estimaba que “esta situación... pertenecía a la historia del pasado”; pero, al menos en los 
países de Europa occidental, los concordatos continúan en vigor. f 

(2) Por lo menos sí se habla con propiedad; sin embargo, deben ser recordados los conve- 
nios sobre los nombramientos episcopales (abril de 1921) y sobre las asociaciones diocesanas 
(13 de diciembre de 1923 y 18 de enero de 1924), que constituyen lo que se ha podido llamar 
«soluciones cuasi-concordatarias” (Y. DE LA BRIERE, art. cit. del «Dictionaire”, col. 1458). Si 
muchos continúan hostiles al término de “concordato”, no dejan, sin embargo, de reconocer la 
necesidad de una inteligencia. 

(SIC G, EE ee Trente ans de séparation, en “Chiesa € Stato” (Milan, 1939), t. II, 
pp. 425-465; y más recientemente L. CROUZIL, Quarante ans de séparation (Paris, 1946). 
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n 
EVOLUCIÓN DE LAS TENDENCIAS DE LA LEGISLACIÓN FRANCESA 


La legislación francesa actual concerniente a los bienes religiosos lleva 
la marca de dos tendencias que han desembocado, la una en muy serias 
restricciones en la materia, la otra en arrojar fuera del derecho común a 
las Congregaciones, con las consecuencias que de este hecho se siguen 


Antes de 1877. 

La primera tendencia se manifiesta desde el Antiguo Régimen: el cé- 
lebre edicto del 23 de agosto de 1749 grava con elevados derechos los bie- 
nes de manos muertas (asi son designados los bienes religiosos); los eco- 
nomistas del tiempo lamentan, en efecto, que tantos bienes sean sustraidos 
a la circulación, y de este modo, según ellos, a la riqueza del país. 

La segunda tendencia, hostil a las Congregaciones religiosas como ta- 
les, no tarda en aparecer: la libertad no se admite en favor de los que 
renuncian a sí mismos por amor a Cristo o a sus hermanos; al contrario, 
es preciso liberarlos de su renunciamiento, de sus votos, de esas ob'iga- 
ciones contraídas por la enajenación de las “libertades inalienables”. En 
esta coyuntura no es extraño el decreto de 18 de agosto de 1792 supri- 
miendo definitivamente los monasterios (4). 

El restablecimiento de la paz religiosa a principios del siglo XIX ori- 
gina una atenuación: si Napoleón exige, como los reyes del Antiguo Ré- 
gimen, una autorización gubernamental para las Congregaciones religio- 
sas, tolera, no obstante, la existencia de las que no soliciten esta forma- 
lidad. Poco después, algunas ordenanzas reales (5) y las leyes de 2 de 
enero de 1817 “sobre las donaciones y legados a los establecimientos ecle- 
siásticos", y del 24 de mayo de 1824 "sobre las Congregaciones de mu- 
jeres”, mantienen esta exigencia de la autorización para las Congregacio- 
nes que quieren una capacidad jurídica completa, mas al mismo tiempo no 
se comete el defecto de limitarla. Estas restricciones se acrecientan con la 
ley de 20 de febrero de 1849, que prevé una disposición fiscal especial 
contra los bienes de las Congregaciones. Algunos, además, habrían que- 
rido desarrollar aún más esta fiscalización, pero Napoleón II rehusó am- 


(5) Esto suponen al menos las autorizacione Ee i 

d i s concedidas las congregacion 
producen el informe de Gaudin y el discurso de Torné, pp. 218 bs 933 ach NEST dicus 
v MEME Ee N Ce menos las autorizaciones concedidas a las congregaciones de las 
AT cadet H P ee ae UT de los Lazaristas o Paüles (3 de febrero de 1816), 
EE D std. (3 de febrero de 1816) y de los Sacerdotes de San Sulpicto 
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pliaria, despreciando con razón las objeciones, tan anticuadas como injus- 
tas, levantadas contra las manos muertas (6). Desde otro punto de vista, 
el decreto-ley de 31 de enero de 1852 facilita la extensión de las Congre- 
gaciones de mujeres, no exigiéndoles una ley, sino contentándose con un 
decreto acordado en Consejo de Estado en el caso de adopción de estatutos 
ya aprobados por la Administración. 

Asi, hasta el comienzo de la III República, si existen ciertas restric- 
ciones en el régimen de los bienes, están lejos de ser tan abusivas como 
quieren los liberales; pero el sistema de la autorización llega a constituir 
una clase de Congregaciones que se contentan con una capacidad incom- 
peta. 

Esta era, sin embargo, la calma antes de la tempestad : la subida al Poder 
de esos liberales, republicanos y anticlericales en 1877 va a conducir a una 
lucha extremadamente viva contra las Congregaciones: serán atacadas en 
sus bienes y muchas de ellas en su misma existencia. 


La III Republica. 


Las medidas preliminares de 1880 (7) no tardan en plantear el pro- 
blema del estatuto jurídico de las asociaciones en general; la libertad de 
asociación ha sido bien proclamada en principio, pero ninguna ley la regla- 
menta. Ciertas órdenes religiosas, exclusivamente de varones, las Misiones 
extranjeras, los paúles, los Padres del Espíritu Santo, los sacerdotes de 
San Sulpicio, los hermanos de las Escuelas Cristianas (8), fueron autoriza- 
dos oficialmente desde hace mucho tiempo y gozan de este modo de una 
situación estable. Lo propio sucede con un gran número de Congregacio- 
nes de mujeres: la ley de 24 de mayo de 1824 y el decreto-ley de 31 de 
enero de 1852 les garantizan su existencia, ya que no la de sus estableci- 
mientos (9). Pero a todas las demás Congregaciones de hombres y de mu- 


(6) J. MAURAIN, La politique ecclésiastique du Second Empire, de 1852 a 1869 (Paris, 1930) 
pp. 129 Ss. 

(7) En especial los decretos del 29 de marzo que prescriben la disolución de la Compañía 
de Jesús en el término de tres meses e imponen a las demás congregaciones la obligación de 
solicitar una autorización en el mismo plazo; véase P. NOURRISSON, Histoire légale des Congré- 
gations (Paris, 1928), t. Il, pp. 21-43; véase también, por el interés de algunos documentos, 
P. DE ROCHEMONTEIX, Les Congrégations religieuses non reconnues en France, 41789-1881 (El 
Cairo, 1901). 

(8) Cf. más arriba nota 5; los Hermanos de las Escuelas Cristianas habían sido autorizados 
por decreto de 17 de marzo de 1808 (art. 109). El dictamen del Consejo de Estado de 16 de 
enero de 1901 había reconocido la legalidad de su situación; la de los Sacerdotes de San Sul- 
picio fué admitida por el dictamen del 1 de agosto siguiente. L. CROUZIL estima que el reco- 
nocimiento de los Hermanos se remonta al 11 de frimario del año XII (Congrégations religieuses 
en droit francais, en “Dictionnaire de Droit Canonique”, t. IV [Paris, 1904], col. 204). . 

(9) La autorización es necesaria no sólo para la Congregación, sino tambien para la 
apertura de cualquier establecimiento que dependa de ella. La independencia de cada estar 
plecimiento estaba prevista por el dictamen del Consejo de Estado de 4 de abril de 1891; 
la norma jurídica quedó establecida en el artículo 13 de la ley de 1 de julio de 1901. 
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jeres y a muchos de sus establecimientos sólo les protege el estado de he- 
cho, un estado de hecho sancionado por decenas de años de “tranquila po- 
sesión”. 

Lo precario de esta situación se manifiesta cuando el Ministro Julio 
Ferry se prevalió de ella para negar toda existencia legal a las Congrega- 
ciones “no autorizadas”. En la misma época, con el pretexto de evitar la 
extensión desmedida de los bienes de manos muertas, se votaron dos leyes 
especiales referentes a la imposición sobre las rentas de los bienes religio- 
sos (10), y una ley creando una tasa de incremento (11). 

Los católicos creyeron encontrar respuesta adecuada a estas medidas 
pidiendo la promulgación de una ley sobre las asociaciones; los liberales 
influyeron en el mismo sentido con la esperanza de hacer prevalecer sus 
miras. 

En estas circunstancias fué aprobada la famosa ley de Asociaciones 
de fecha de 1 de julio de 1901. Esta ley divide las asociaciones en “no de- 
claradas”, “declaradas” y “Congregaciones”; el espíritu que la inspira 
está indicado por el ponente de la ley en el Senado: “A las Asociacio- 
se les concede la libertad, a las Congregaciones les es rehusada” (12), y se 
les niega la libertad invocando el peligro de la mano muerta, la negación 
de los derechos de la persona humana, sin hablar de los edictos y disposi- 
ciones del Antiguo Régimen, a cuyo arsenal se van a buscar las armas 
contra las Ordenes religiosas. 


Pero la reglamentación, a pesar de su rigor, no bastaba; se la quería 
aplicar no solamente a los bienes de las Congregaciones, sino también a su 
misma existencia. Se encontró pronto un ardid: la ley imponía a las Con- 
gregaciones religiosas la obtención de la autorización gubernamental; de 
acuerdo con los deseos de la mayoría liberal, esta autorización se negó en 
bloque (13), salvo a cinco Congregaciones de hombres y a 314 Congrega- 
ciones de mujeres, a quienes, además, no se dió respuesta alguna. Así, se 
niega a las Congregaciones incluso el beneficio del régimen de excepción 


ee a o el artículo 3 de la ley de finanzas de 28 de diciembre de 1880 y el ar- 
2 CEN, y de finanzas de 29 de diciembre de 1884; véase la exposición de A. RIVET 
Tattle des congregations religieuses (Paris, 1944), pp. 279-300. Estas reglas fueron reprodu- 
cidas en el artículo 86 del Código de valores mobiliarios de 21 de diciembre de 1934, quedando 
zie por el artículo 39 de la ley número 974, de 24 de octubre de 1942. 
Ae ^ ae Me ela al 24 de la ley de finanzas de 28 de diciembre de 1880 y del ar- 
OE bird RN 4 Danzas de 99 de diciembre de 1884, la tasa anual fué sustituída por la 
iU Ke e 1895. Esta disposición pasó a los artículos 733 a 740 del Código de 
egistros y fué derogada por el artículo 38 de la ley número 974, de 94 de octubre de 1949 
(12) J. O., Débats parlamentaires, Sénat, sesión del 13 de junio de 1901, p. 836 2 


A ats MARE CER UE 2 em de los Diputados de los días 13, 94 y 26 de marzo 
* d ; 4 de julio siguie : 3 as : 
STARR E Sep Julio siguiente, el Senado rechazó la petición de los Salesianos 
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creado expresamente para atacarlas (14), y no les queda otro camino que 
el del exilio. 

La guerra de 1914-18 las ve regresar, pero legalmente ninguna mejora 
experimenta su suerte, como no sea la de la tolerancia. 


Después de la III. República. 


Se mantiene la perseverancia de este estado de hecho al cual se ven re- 
ducidas ia mayor parte de las Congregaciones. Sin embargo, una ley de 
21 de febrero de 1942 admite el reconocimiento legal de la Orden de los 
Cartujos, y la ley de 30 de mayo dd 1941 extiende la capacidad de ciertas 
Congregaciones autorizadas. 

Al año siguiente, la ley número 504, de fecha 8 de abril, mejora las 
condiciones en que se pueden hacer las exenciones del impuesto en favor 
de las Congregaciones autorizadas (15). El mismo día, la ley número 505 
abroga el delito de congregación (16), y con este hecho se vuelve lícita la 
existencia de una Congregación, aun no autorizada: ésta será, sin embar- 
go, reducida al estatuto de las asociaciones no declaradas; la misma ley 
suprime, con el artículo 17 de la ley de 1 de julio de 1901, la presunciór 
de interposición de personas que harían de los religiosos ciudadanos “dis- 
minuidos” (17). 

Aparecen disposiciones aún más favorables en una ley de 31 de di- 
ciembre de 1942 sobre la incorporación de inmuebles al patrimonio de las 
Congregaciones religiosas que fuesen reconocidas, y en otra ley de 24 de 
octubre de 1942 (18), que suprime los dos impuestos excepcionales que 
gravaban los bienes de las Congregaciones: la tasa de incremento y el im- 
puesto sobre la renta ficticia. 

Después, ninguna otra disposición legislativa (19) ha introducido mo- 
dificación alguna en este régimen, cuya complejidad resalta en esta breve 


ojeada. 


(14) L. Ducurr terminaba su Traité de Droit constitutionnel (Paris, 1925, t. 5, D. 649) con 
esta apreciación: “A favor de estas leyes y decretos, una bandada de cuervos hambrientos se 
precipitó sobre los bienes de las Congregaciones, y los mil millones que Waldeck-Rousseau 
había hecho brillar a los ojos del pueblo se desvanecieron como humo.” / 

(15) Sin embargo, esta ventaja sólo sc concede à una congregación autorizada; es pre- 
ciso además que se trate de bienes que hayan entrado en su patrimonio con autorización 
gubernamental y que se haya promulgado un decreto especial de exención. 

(16) El artículo 3 deroga especialmente el artículo 16 de la ley de 1901 que creaba el 
delito en cuestión, así como también la ley de 4 de diciembre de 1902 que alcanzaba incluso 
a los miembros de las congregaciones autorizadas. 3 A 

(17) En su párrafo 2; là consecuencia de esta disposición había sido hacer imposibles las 
enajenaciones. 

- (48) Esta ley fué publicada en el J. O. el 6 de enero de 1943. n 

(19) Ni la orden del Gobierno provisional de 9 de agosto de 1944 ni nin 
posterior han atacado a las disposiciones de que acabamos de hablar. 


gún otro acto 
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Es preciso, en efecto, examinar separadamente el estatuto de los bienes 
sometidos a las reglas concernientes a las Congregaciones autorizadas O 
reconocidas legalmente, y después la situación de los bienes de aquellas 
que no tienen ni las ventajas ni los inconvenientes de esta reglamentación 
sino que están reducidas a utilizar el derecho común de las asociaciones no 
declaradas o de las sociedades. 


il 


Los BIENES DE LAS CONGREGACIONES AUTORIZADAS O LEGALMENTE 
RECONOCIDAS 


Las Congregaciones autorizadas o legalmente reconocidas son aquellas 
que han obtenido de una ley algunas jurídicas ventajas: en lo que concier- 
ne a las Congregaciones de hombres, son: las Misiones Extranjeras, los 
Paúles, los Padres del Espíritu Santo, los sacerdotes de San Sulpicio (20), 
a los cuales hay que añadir, desde 1941, los Cartujos; por lo que se refiere 
a las Congregaciones de mujeres, son todas aquellas que se han aprove- 
chado de la ley de 24 de mayo de 1825 y del decreto-ley de 31 de enero 
de 1852, haciendo observar, sin embargo, que los establecimientos fundados 
por estas últimas no se encuentran necesariamente en esta situación, si no 
han obtenido también ellos la autorización previa (21). 

Las Congregaciones autorizadas tienen la plena capacidad civil o “ca- 
pacidad mayor”; constituyen así una entidad jurídica distinta de la de sus 
miembros, con un patrimonio particular y todos los derechos necesarios 
para la obtención del objeto perseguido: derechos de comparecer en juicio, 
de adquirir a título oneroso o gratuito, de poseer y administrar el patri- 
monio, por medio de los órganos directores de la Congregación o del estas 
blecimiento, Para ellos, la capacidad es la regla y la incapacidad es la ex- 
cepción. 

: Es “preciso acto continuo hacer una reserva, pues la capacidad recono- 
cida está limitada desde tres puntos de vista: primeramente, por restric- 


(20) Los Hermanos de las Escuelas Cristianas cayeron al golpe de la ley de 7 de julio 
de 1904, que preveía la supresión de las Congregaciones autorizadas a título exclusivo de 
enseñanza, así como la liquidación de sus bienes. Esta lev ha sido derogada por la de 3 de 
septiembre de 1940. No obstante, el dictamen del Consejo de Estado de 4 de septiembre 
de 1941 declaró que se necesitaba una nueva autorización y que no es posible atribuir a esta 
o Manes aun no liquidados; en sentido contrario, L. CROUZIL, Congrégations 
ds, in a Es francais, en “Dictionnaire de Droit Canonique”, t. IV (Paris, 1944). 


(21) V. más arriba la nota 9. D 
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ciones de principio a sus derechos; en segundo lugar, por la tutela admi- 
nistrativa, y, finalmente, por medidas especiales de policía o de orden fiscal. 


I. Restricciones de los derechos concedidos. 

Son. conocidas todas las disposiciones del Derecho canónico o del De- 
recho común concordatario (22) que aseguran a las Congregaciones reli- 
giosas todos los modos de adquisición a título oneroso o a título gratuito. 

Las prescripciones de la legislación francesa, como se ha visto, se ins- 
piran en principios muy diferentes. 

Recordemos primeramente el principio de la especialidad, según el cual 
los establecimientos de utilidad pública (y es preciso colocar a las Con- 
gregaciones autorizadas y reconocidas legalmente en esta categoría) no pue- 
den aceptar una liberalidad más que si entra en el objeto determinado en 
los estatutos. 

Además de esta restricción, de derecho común en el Derecho público 
francés, los legisladores se han hecho un espantajo de la mano muerta 
que, según ellos, sustraería una cantidad considerable de riqueza al co- 
mercio, apartándolas de la circulación; objeción valorab!e, tal vez, en la 
época en que los inmuebles constituían la gran masa de bienes, pero que 
parece ridícula en la hora actual con el desenvolvimiento extraordinario 
de la fortuna mobiliaria. 

De aquí que no es posible la adquisición de los bienes de modo ilimi- 
do; los inmuebles no pueden adquirirse más que en la medida en que “son 


(22) Se puede hablar de “derecho común concordatario”, aunque sea útil añadir algunas 
indicaciones. Los principios canónicos referentes a los bienes religiosos están reconocidos 
en los límites del derecho común por el concordato letón (30 de mayo de 1922) en su ar; 
ticulo 1, por el artículo 10, § 4, del concordato bavaro (29 de marzo de 1924), y por los 
articulos 14, 15, 16, 17 y 24 del concordato polaco (10 de febrero de 1925), que admite expre- 
samente una exención parcial de impuestos; los artículos 18 y 21 del concordato con Ru- 
manía (10 de mayo de 1927) son del mismo tenor, salvo las restricciones introducidas en 
materia de bienes por el comunicado de 20 de julio de 1928 en el párrafo 1; hay disposiciones 
idénticas con exención parcial de impuestos en el concordato lituano (27 de septiembre 
de 192%, en sus artículos 16, 17 y 22; igualmente en los tratados de Letrán (11 de febrero 
de 1929), en los artículos 29 b, h, 30 31; también asimismo en el concordato con Prusia 
(14 de junio de 1929), en el artículo Lo: en el concordato con el país de Baden (diode 
octubre de 1932), en el artículo 5, $ 1, y en el protocolo final, en el concordato austríaco (5 de 
junio de 1933), artículos, 10, 8 2, y 13, $ 2, con exención total de impuestos; en, el concertado 
con el Reich (20 de julio de 1933), artículo 15, y, finalmente, en el de Portugal (7 de mayo 
de 1940), en sus artículos 4 y 6. 

Por el contrario, no se hizo mención de los bienes religiosos en el concordato con Che- 
coslovaquia (2 de feberro de 1928). Por razón de la no ratificación del concordato yugoslavo, 
firmado: el 25 de julio de 1935, las disposiciones del concordato servio (24 de junio de 1914) 
se mantenían, por lo menos en el antiguo reino, con reconocimiento de los principios refe- 
pentes a los bienes religiosos (arts. 12 y 13). è d 

Como se ve, salvo unà excepción, la situación de los bienes de las congregaciones reli- 
giosas ha gozado en todos estos países de un estatuto especial conforme con las normas 
canónicas, al menos en principio. Para más detalles, véanse los estudios especiales referen- 
tes a cada concordato y en particular los artículos de A. VAN Hove en “Nouvelle Revue Theo 
logique", especialmente en t. 55 (1998), p. 215, y t.-61 (1934), Dp. 158, 785, 897 SS. 


y 
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necesarios al objeto propuesto” (23); la importancia de esta regla res- 
trictiva resulta del hecho de que los inmuebles “comprendidos en un acto 
de donación o en una disposición testamentaria que no fuesen necesarios 
al funcionamiento de la asociación (deben ser) enajenados y su precio in- 
gresado en la caja de la asociación” (art. 11 de la ley de 1901); además, 
la jurisprudencia es formalista en esta cuestión: no autoriza las adquisi- 
ciones inmobiliarias más que cuando resulta para el estab'ecimiento una 
ventaja inmediata como el engrandecimiento o el saneamiento de sus lo- 
cales; se rechaza todo caso de adquisición ajena a las atribuciones legales 
de las Congregaciones (24). 

En cuanto a los valores mobiliarios deben ser colocados en títulos 
nominativos; no hará falta decir que esta disposición sólo vale para las 
sumas destinadas. a constituir el objeto de una inversión con interés. 

Si la capacidad de adquirir a título oneroso está limitada de esta ma- 
nera, la capacidad de adquirir a título gratuito es objeto de reglas aún 
más restrictivas. Es imposible entrar aquí en el detalle de las ordenanzas 
o de las leyes particulares que restringen a menudo en gran medida la 
capacidad de recibir liberalidades (25): si la capacidad de adquirir a título 
oneroso está limitada, a fortiori, será lo mismo para ios actos a título gra" 
tuito; así la ley de 24 de: mayo de 1825 no permitía a las Congregaciones 
de mujeres recibir donaciones o legados más que a título particular, bajo el 
pretexto de que estas liberalidades impondrían a las Comunidades de mu- 
jeres obligaciones incompatibles con su estado de vida (26). La ley de 30 de 
mayo de 1941 ha permitido ahora a los establecimientos recibir donaciones 
y legados universales o a título universal; pero hay que hacer notar que esta 
capacidad se ha concedido sólo a los establecimientos y no a las Congre- 
gaciones, que continúan privadas de ella; además, el establecimiento be- 
néfico de la donación o del legado tiene que haber sido autorizado “con fin 


Agde. TN Vat $ 
caritativo ; por consiguiente, los establecimientos de enseñanza quedan 
excluídos de aquella permisión (27). w 


en Artículos 6, 3.9, y 11 de la ley de 7 de julio de 1901. 


- E La O e es constante en este punto, como lo muestran las Notes de ju- 
ribs dr P ar PA pp. 205 ss. La razón de esta regla es la animadversión ma- 
1 y siracion contra todo lo que pueda aparentar favorecer un a nta- 
miento del patrimonio de las congregaciones. : Wr 
(25) Se distinguen, sobre todo, las de 9 d i rn 
, , 2 de abril de 1817, 14 2 
mayo det 1831 y 8 de septiembre de 1931. . E 
T T da qms eg PUR Rin y legados hechos por extranjeros a la congre- 
ación (art. 4). 8 ue las donaciones v i i ‘ti 
Ble Riese TA y legados a titulo particular estan sujetos 


(27) Se reconoce aqui la tendencia o 
añadir que el derecho común admite 1 
favor de asociaciones 


puesta a la enseñanza dada por religiosos; hay que 


l a validez de las liberalidades a título universal en 
reconocidas como de utilidad pública. 
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La misma ley admite para las Congregaciones de mujeres las liberali- 
dades hechas por una religiosa a otra religiosa o a una comunidad, pero 
solamente en algunos casos (28); el principio viene siendo la prohibición, 
salvo si la donataria o la legataria es heredera en línea directa de la tes- 
tadora o de la donante, con tal que las donaciones o legados no sobre- 
pasen la cuarta parte de la fortuna de la disponente o el total de los valores 
donados no exceda de cien mil francos. Advertimos una vez más que estas 
reglas no aprovechan más que a los establecimientos, a “las comunidades”, 
pero no a las Congregaciones mismas; la desconfianza para con las Con- 
gregaciones religiosas aparece siempre, a menos que todo se deba al temor 
de la mano muerta o al miedo de menoscabar el patrimonio familiar. 

Puede uno así hacerse una idea de las limitaciones de todo orden que 
la legislación francesa impone a los derechos-de adquirir, aunque sea a 
título oneroso. La única excepción es la que se ha admitido en favor de la 
Orden de los Cartujos: “Los miembros... conservan la plenitud de su 
capacidad civil; pueden adquirir... en los términos del derecho común” (29). 
Pero también es preciso notar que este favor se coricede a los miembros 
y no a la Orden misma. 

Estas restricciones referentes a la adquisición de bienes son comple- 
tadas por la tutela administrativa que pesa sobre todos los modos de ad- 
quirir y de enajenar, exceptuada la prescripción. 


2. La tutela administrativa. 

La tutela administrativa es una institución cuyo fin es ejercer un con- 
troi sobre ciertas personas morales cuya capacidad queda así atenuada; es 
preciso señalar desde ahora que la tutela administrativa ejercida sobre las 
Congregaciones autorizadas es menos estricta que la practicada sobre otros 
establecimientos, tales como los hospitales, los ayuntamientos o los esta- 
b'ecimientos públicos. 

Tan sólo existe, con una finalidad de vigilancia más que de protección, 
para evitar los abusos que podrían resultar de la conservación de una masa 
demasiado grande de bienes o el detrimento que podrían causar a las fami- 
lias las donaciones o legados excesivos (30). Esta tutela no es tal en realidad, 


(28) En los términos del artículo 3 de la ley de 1825, la ley de 30 de mayo de 1941 ha 
eievado la cifra prevista de 10.000 francos a 100.000. 

(29) En virtud del artículo 5 de los estatutos aprobados por la ley de 21 de febrero 
de 1941. Pero hay que notar, advierte A. River (0. C., l. C., p. 115) que el Gobierno es libre 
de negar las autorizaciones para aceptar las liberalidades hechas a la Orden o a uno de sus 
miembros; el Gobierno en este punto goza de poder discrecional. 

(30) El dictamen de la Comisión del Interior y del Comercio 
fecha 13 de enero de 1835 puntualiza que la tutela o vigilancia en cuestión € 
ejercida sobre los Ayuntamientos, los hospitales y los establecimientos públicos, 


del Consejo de Estado de 
tión es diferente de la 
“porque las 


— 371 — 


C ARRIR OS AL Eerie PIVE ers 


cualquiera que sea el nombre que se le dé. Las medidas que lleva consigo 
consisten sobre todo en autorizaciones, del género de las que se dan al 
menor emancipado sometido a curatela. 

Recae ante todo sobre las adquisiciones o enajenaciones de inmuebles 
o de rentas del Estado, así como sobre las adquisiciones a título gratuito; 
vigila igualmente el empleo de las cantidades donadas y la conservación 
y venta de los objetos muebles cuando el donante no ha previsto nada. 

En lo referente a las adquisiciones de inmuebles, incluso a título onero- 
so, todas las Congregaciones, de hombres o de mujeres, deben previamen- 
te obtener la autorización del Jefe del Estado (31); lo mismo sucede con 
las rentas del Estado y con los valores garantizados por él (32); en cuanto 
a la adquisición de los bienes muebles corporales, se requiere una autori- 
zación de lal Prefectura. (35): 

La adquisición de muebles a título gratuito exige también 'autoriza- 
ción; ninguna duda hay sobre este punto en el caso de reclamación por 
parte de las familias: se necesita entonces una autorización por decreto 
acordado en el Consejo de Estado (34). Pero hay divergencia entre los 
autores en cuanto al caso en que no se formule reclamación alguna; algu- 
nos opinan que en virtud de la ley de 18 de julio de 1941 hace falta sola- 
mente autorización de la Prefectura; parece, sin embargo, que este rigor 
es de dificil justificación, pues la ley en cuestión no se refiere a las Congre- 
gaciones o comunidades religiosas autorizadas, sino solamente a los esta- 
blecimientos reconocidos como de utilidad pública, cuyo régimen es en 
principio menos severo que el de las Congregaciones (35). 

La autorización administrativa se concede tras un procedimiento lento 
y complicado, aunque la ley de 5 de julio de 1944 atenuase los rigores de 
que se hacía mención anteriormente (36); bastará la autorización de la 
Prefectura cuando se trate de donaciones o legados en metálico o de ob- 
jetos muebles cuyo valor no exceda de treinta mil francos. 


disposiciones de la ley de 94 de mayo de 1825 no fueron concebidas en interés de las con- 


B8regaciones, sino que fueron determinadas por considraciones de interés general y tuvieron 


por objeto principalmente prevenir los abusos que podrían resultar, por una parte, de la 


DESEE RS una excesiva masa de bienes en poder de establecimientos de mano muerta 
y, ju x parte, de los legados o donaciones excesivos hechos en detrimento de las familias”. 
(31) n los términos del artículo 4 de la ley de 24 de mayo de 1825. 


IS i s cas i i 
(32) Sin embargo, en ciertos casos hastará una simple resolución de la Prefectura, con 


arreglo a la ley de 30 de mayo de 1941 i í ; 
Wage 6 eke op. T que modifica el artículo 4 de la ley de 1825 (según 


(33) Aunque no existe ningün texto para imponer su necesidad. 
(34) a arreglo al artículo 4 de la ley de 4 de febrero de 1901. i 

. Ro en S la nota 30; en este sentido, L. CROUZIL, Congrégalions religieuses 
i ame ee " en Dictionnaire de Droit Canonique”, t. IV (Paris, 1944), col. 199 ss. 
E bdo d p ve PE 1901 y 30 de mayo de 1941; cf. A. River, Recomman- 
| y once es legs destinés à d ' j i 

E a eal ie Ho à des oeuvres, en “Documentation Catholique” 
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^ 


No está de más subrayar que estas disposiciones son menos favorables 
que las admitidas en favor de los sindicatos: éstos no tienen necesidad de 
ninguna autorización (37); pero las liberalidades no gozan de ninguna re- : 
ducción de los derechos de transmisión; y así, es fácilmente alcanzada la 
cumbre fiscal del 50 por 100 de los derechos. 

La tutela se extiende sobre todos los demás medios de adquisición, ta- 
les como las retrocesiones o declaraciones hechas por un particular de que 
una aaquisición hecha por él en nombre propio lo ha sido en realidad por 
cuenta y a expensas de un establecimiento sometido a tutela; otro tanto 
sucede con los empréstitos para los cuales el motivo es idéntico, segün la 
jurisprudencia (38). 

Como se ve, la tutela tiene un campo muy extenso, así como ella es 
relativamente estrecha. Es preciso, sin embargo, indicar que ciertas dis- 
posiciones, por otra parte excepcionales, tiendén a señalar una atenuación 
de la tutela: así, la ley de 21 de febrero de 1941 que otorga a la Orden 
de los Cartujos el beneficio del reconocimiento legal, remite a sus estatutos, 
los cuales “no podrán ser modificados más que en virtud de una ley", y 
sefiala entre otras cosas que "la Congregación podrá... adquirir, arrendar 
y administrar todos los bienes muebles o inmuebles necesarios para el 
funcionamiento de la obra" (39), sin que se haga mención alguna de la 
necesidad de autorización. Pero esto no es más que una excepción fa las 
reglas tradiciona'es y comunes del derecho francés, confirmadas aün en 
1929 en los nuevos proyectos referentes a algunas Congregaciones misio- 
neras (40). 

En resumen, la tutela administrativa se extiende a todos los actos de 
adquisición o de enajenación de bienes inmuebles y de rentas del Estado, 
excepto la prescripción. 


(37) En virtud de las disposiciones reproducidas en los articulos 10 ss. del Código de 
Trabajo, 2.2 parte, libro III, por aplicación de la ley de 27 de febrero de 1927. 

(38) Para las retrocesiones, v. Notes de jurisprudence, pp. 206 ss.; en cuanto a los em- 
préstitos, la jurisprudencia del Consejo de Estado, que los reconoce sin autorización para 
los establecimientos de utilidad pública, es distinta en lo que toca à las congregaciones 
(ibid., p. 321) por las razones arriba indicadas (nota 30); sin embargo, no existe texto alguno 
en ese sentido, y A. River (0. C., l. c., p. 131) considera esta postura como difícilmente 
sostenible. 

(39) En el párrafo 2 del artículo 3 de los estatutos aprobados. por esta ley. 

(40) Estos nueve proyectos, votados en la Cámara de los Diputados el 28 de marzo 
de 1929, se inspiran en los textos anteriores de 94 de mayo de 1825 y 1 de julio, en especial 
en sus artículos 8 y 9, que incluso agravan las medidas de control. Los decretos de 16 de 
enero y 6 de diciembre de 1939 sobre el estatuto legal de los bienes de las misiones están ya 
animados de otro espíritu. Es inútil recordar una vez más las disposiciones del Código de 
Trabajo sobre los sindicatos profesionales (ver la nota 37); por otra parte, algunas Con- 
gregaciones han podido aprovecharse de esta legislación de sindicatos sin encontrar To 
ción (cf. A. RIVET, De l'utilisation de la législation des Syndicats professionnels edo 
par les membres du clergé, des Congregations, de l'enseignement libre, en. Documenta 


Catholique”, t. 46 [1949], col. 1324 ss.)). 
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De este modo, la tutela no se extiende a los actos de administración, 
que pueden ser realizados libremente, con tal que ningún texto legal indi- 
que otra cosa directa ni indiretcamente. La jurisprudencia admite así que 
las Congregaciones pueden sin autorización manejar las rentas y hacer 
empleo de sus fondos (salvo en los casos de adquisiciones inmobiliariarias 
o de rentas del Estado, como se ha visto); los bienes se pueden emplear en 
practicar todas las reparaciones que se juzguen útiles; los bienes muebles 
corporales pueden ser adquiridos o enajenados sin ninguna limitación; lo 
mismo ocurre con los contratos de dote, salvo, no obstante, si por su im- 
portancia ocultan una verdadera liberalidad (41) o si se refieren a un in- 
mueble; es preciso también colocar entre estos actos el abandono hecho 
por los religiosos del goce de sus bienes: no hay en este caso verdadera 
donación, sino más bien indemnización por. los gastos que el religioso oca- 
siona a la comunidad; las acciones judiciales no requieren autorización, 
a diferencia de las transacciones y de los allanamientos; en fin, el levanta- 
miento de las hipotecas constituidas en provecho propio es también posible 
en las mismas condiciones. 

Como se ve, todo lo que se refiere a las adquisiciones de inmuebles, de 
rentas del Estado o de valores garantizados está sujeto a autorización, así 
como las adquisiciones por liberalidades, salvo excepciones por razón de 
los bienes en cuestión. 


3. Medidas especiales, 


` Nadie deduzca de lo dicho que el Estado renuncia a un control estre- 
cho, incluso cuando no exige autorización administrativa. Las exigencias 
de la tutela administrativa quedan, en efecto, duplicadas por la vigilancia 
sobre los bienes de las Congregaciones, así como por medidas fiscales es- 
peciales. 

De igual modo que sobre las personas, se establece también una vigi- 
lancia especial sobre los bienes. Los autores de la ley (42) la hacen remon- 
tar a una disposición del Consejo de fecha 31 de julio de 1717, que obliga 
a las comunidades a presentar la memoria de sus ingresos y de sus gastos; 
el artículo 15 del decreto de 18 de febrero de 1809 obligaba en la misma 
forma a las Congregaciones Hospitalarias de mujeres a presentar sus cuen- 


í 


(41) E AC son, en efecto, contratos aleatorios a título oneroso; cfr. “Gaz. Trib." 99 de 
marzo de , CON las conclusiones del procurador general Beaudouin y citación de nume- 


rosas disposiciones. Otra cosa sería en el caso d 
‘ e [i 
' tículo 4 de la ley de.24 de mayo de 1825). E RU Md ocu aah ond ea} 


(42) Se trata de una enmienda presentad 
ra del 26 de marzo de 1901 y que se conv 
siguiente. 


a por Bienvenu-Martin en la sesión de la Cáma- 
irtió en el artículo 15 de la ley del 1 de julio. 
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tas al ministro de Cultos. El fin perseguido por el legislador es el de 
“permitir al poder civil seguir la evolución de su fortuna y descubrir los 
fraudes y las interposiciones de personas a la cual, dice un autor anticle- 
rical (43), han recurrido con tanta frecuencia en el pasado para aumentar 
la acumulación de sus bienes”. 

En consecuencia, toda Congregación religiosa está obligada a “llevar 
un libro con sus ingresos y gastos... y... a presentar cada año el balance 
del año anterior y el estado inventario de sus bienes muebles o inmue- 
bles” (44). Los libros en cuestión deben ser presentados a la autoridad de 
la Prefectura y han de ser llevados tanto en la Casa-Madre como en los 
establecimientos que de ella dependan. 

La sanción de estas reglas es grave: multa de dieciséis a cinco mil 
francos y prisión de cinco dias a un año para los representantes o directo- 
res de la Congregación que hubiese hecho declaraciones falsas y rehusado 
obedecer a los requerimientos del prefecto (art. 15 de la ley de 1901). 


Estas medidas de policía se han mantenido en la ley de 8 de abril 
de 1942, y con ello se han extendido a todas las Congregaciones, incluso 
a las no autorizadas. : 

Las medidas fiscales, destinadas también a frenar el aumento de los 
bienes religiosos, se presentaban antes de la ley de 24 de octubre de 1942 
bajo dos formas; en primer lugar, bajo la forma de impuesto sobre la 
renta ficticia de los inmuebles poseidos u ocupados por las Congregacio- 
nes: se consideraba que todos los bienes de las Congregaciones producian 
el 5 por 100 de su valor bruto (45); asi, los bienes de las Hermanitas de 
los Pobres debian pagar esta tasa extraordinaria; en segundo lugar, bajo 
la forma de tasa de incremento en virtud de la cual cada fallecimiento o re- 
tiro de un miembro de la Congregación daba origen a un derecho seme- 
jante a un derecho de sucesión (46); estos dos impuestos, los dos faltos de 
sentido en el Derecho público francés, han sido suprimidos por la ley de 
24 de octubre de 1942. En adelante, ningún impuesto de excepción grava 
los bienes de las Congregaciones, que están, sin embargo, sometidas al 
derecho común fiscal francés, singularmente a la tasa especial sobre los 
demás bienes llamados de “manos muertas”, que grava indistintamente 
los bienes de los establecimintos de utilidad pública y los de los estable- 
cimientos públicos. 


(43) M. FÉLix, Les congrégations religieuses em France (Paris, 1923), t. Pg; 222 
(44) Segün una circular ministerial del 16 de febrero de 1903. v, ae 2 
(45) Según los artículos 86 y 120 bis del Código fiscal de los valores mobiliarios; cfr. m 


arriba la nota 10. . 3 
(46) Artículo 733 del Código de Registros; cfr. más arriba nota 11. 
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Este es el conjunto de las medidas que afectan a ios bienes de las Con- 
gregaciones autorizadas o legalmente reconocidas, así como también a los 
bienes de sus establecimientos que se encuentran en las mismas condicio- 
nes de autorización. Las medidas restrictivas de la capacidad por una parte, 
la tutela administrativa por otra, y, finalmente, las medidas especiales de 
vigilancia acusan netamente el espíritu de una legislación que tiene sobre 
todo por objeto herir a las Congregaciones más bien que protegerlas, a 
pesar de las mejoras recientemente establecidas. 

Todas estas disposiciones atañen a las Congregaciones acogidas al be- 
neficio de la autorización; pasaremos ahora al estudio de la legislación que 
regula los bienes de las Congregaciones reducidas al derecho común de las 
asociaciones. 


III 


Los BIENES DE LAS CONGREGACIONES NO AUTORIZADAS O NO RECONOCIDAS 


LEGALMENTE 


La ley de 1901 habia previsto un régimen especial sobre las Congrega- 
ciones; éstas debian sometérsele. La actitud del Gobierno y de las Ca- 
maras en 1902 rechazando en bloque la autorización con el objeto de des- 
truir las Congregaciones debía restablecer la distinción anterior, y tra- 
dicional en Francia, entre Congregaciones autorizadas y Congregaciones 
no atuorizadas; pero estas últimas se encontraban sin régimen apropiado 
y reducidas al estatuto de las asociaciones llamadas “no declaradas”. Sin 
duda, al menos ahora, su situación es perfectamente lícita (47) y no co- 
rren el riesgo de sanciones penales; pero no pueden' gozar más que de ven- 
tajas muy limitadas. Hemos de examinar esta situación con tanta mayor 
atención cuanto que es ésta la posición a que se encuentran reducidas, con 
casi todas las Congregaciones de hombres (principalmente las más impor- 
tantes, tales como la Compañía de Jesús, la Orden de Predicadores, de 
San Francisco...), un gran número de Congregaciones de mujeres o de sus 
establecimientos. 

La naturaleza de este régimen le hace incapaz de asegurar una exis- 
tencia normal, en particular, a los bienes que estas Congregaciones deben 


(47) Por la abrogación del artículo 16 de la | i j i 
a eom D E de br et CIE ley del 1 de julio de 1901 en virtud de la 


2, que ll ig i i 
e q eva consigo la supresión del delito de con- 
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poseer para cumplir su misión; por eso, para asegurar un estatuto a los 
bienes ha sido forzoso recurrir al derecho común y a las instituciones que 
él reconoce como condominio, sociedad civil, sindicato e incluso al simple 
derecho de propiedad individual. 


El régimen de las asociaciones “no declaradas” ofrece un marco insu- 
ficiente a las Congregaciones religiosas, como se deduce de sus mismos 
elementos esenciales. Estas asociaciones no tienen más que una capacidad 
jurídica restringida: ellas no pueden, como tales asociaciones, adquirir 
y poseer un patrimonio propio, ni comparecer en juicio, ni siquiera rei- 
vindicar contra terceros la propiedad de su denominación; a mayor abun- 
damiento, toda liberalidad sería radicalmente nula (48). Sin embargo, la 
jurisprudencia ha terminado por reconocerlas la posibilidad de "poseer un 
domicilio social y el mobiliario necesario para su funcionamiento" en una 
sentencia de fecha 10 de marzo de 1927 de la Comisión Superior de Ca- 
sación (49); también les ha sido admitido el derecho de percibir cuotas 
o su rescate, con una cuenta de giros postales, pero “el fondo común no 
pertenecerá a la asociación; quedará como propiedad colectiva de los 
miembros". Diche de otro modo, la asociación *no declarada"—o la Con- 
gregación "no autorizada”—no existe como ente jurídico autónomo. Los 
actos que se ejecutaran violando estas disposiciones serían tachados de nu- 
lidad absoluta (50). 

La base que así proporciona el estatuto de las asociaciones “no decla- 
radas” a las Congregaciones religiosas es sumamente estrecha. 

Sin embargo, gracias al derecho común se les ofrece una posibilidad 
de ampliarla, aunque hemos de advertir prontamente que esta posibilidad 
no permitirá responder enteramente a las exigencias de las Congregaciones, 
agrupaciones permanentes e importantes, tanto por el número de sus miem- 
bros como por los bienes que deben poseer para asegurar su actividad. 

En efecto, en virtud del derecho común, los asociados tienen el derecho 
—que conservan—de poner en común, con afectación a un destino espe- 
cial, ciertos bienes, que por otra parte continuarán como de propiedad per- 
sonal. Así, fuera de la asociación, pero para asegurar su funcionamiento, 
los asociados tienen el derecho de crear una sociedad, o una copropiedad, 
o un sindicato, cuyos recursos estarán afectados al fin social. Este derecho 


i i ivi iales et: des associations, 
48) C. HouPIN-H. BOSVIEUX, Traité des sociétés civiles, commercia o 
t j (Paris, 1929), n. 13. Tribunal del Sena, 10 de mayo de 1911 y 20 de mayo de 1925 (Rec. 


Sirey, 1925,p.471). 
(4) epus J. R. en una nota de jurisprudencia sobre Baus a loyer, en «Documentation 


Catholique”, t. 18 (1927), col. 245 ss. E i 
"(50) En virtud del artículo 17 de la ley de 1 de julio de 1901. 
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de constituir. un patrimonio indiviso o colectivo es un atributo de la ca- 
pacidad personal de todo individuo; así puede ser constituido una especie 
de patrimonio en manos comunes y administrado iure societatis en nombre 
de los asociados y no de la sociedad conforme a los articulos I.841 y 1.843 
del Código civil (51). 

Pero, evidentemente, los bienes así destinados a subvenir a las necesi- 
dades de la Congregación se someterán a las reglas de la sociedad si los 
asociados constituyen una sociedad; en caso contrario continuarán siendo 
de propiedad individual o constituirán una copropiedad. 

Sin embargo, de esta manera, a las Congregaciones se les pueden reco- 
nocer indirectamente ciertas facilidades, por cuanto que estas sociedades ci- 
viles se pueden constituir fácilmente y no están sometidas a las formali- 
dades de administración impuestas a las sociedades anónimas. : 

Mas esto no quiere decir que no existen graves inconvenientes. Sin 
hablar de la inquisición fiscal, que en nuestra época se ha hecho moneda 
corriente, aunque resulte inútil muchas veces, los asociados, en una so- 
ciedad civil, están ligados frente a los acreedores por sumas y cuotas 
iguales, salvo disposición especial prevista en los estatutos (art. 1.863 del 
Código civil); por otra parte, las cuotas de los asociados son nominativas 
y no pueden cederse con facilidad. 

El régimen de condominio presenta aún mayores inconvenientes: no 
hay separación entre el patrimonio social y el patrimonio de los asociados, 
y la garantía de los acreedores sociales no estará limitada al fondo social; 
los acreedores de los asociados tendrán, pues, el derecho de apoderarse 
y vender la parte de sus deudores en el bien común sin fijarse en el destino 
de estos bienes, lo que ofrece, como se ve, graves dificultades para las. 
Congregaciones religiosas. 

En fm, en virtud del derecho que tienen los asociados a ejercer los 
derechos que les pertenecen como individuos, gozan de ciertas facultades, 
tales como las de reunir a los asociados en un local, concluir contratos en 
su propio nombre, comprar bienes de los cuales gozarán sus asociados. 


No es preciso, sin embargo, que estos actos efectuados por un asociado 
puedan ser considerados como hechos por persona interpuesta en beneficio 
de la misma asociación (52). Esto sería burlar la ley y dar a la asociación 
una capacidad que no puede tener. Mas hay que señalar que la única 
sanción posible sería la nulidad del acto por el cual se habría intentadc 


(91) M. HAURIOU, Précis de droit constitutionnel (Pari 

| : es aris, 1929), p. 67Y; L. JOSSERAND, Essai 
sur la proprieté collective, en “Livre du Centenaire du Code GE r 1 (Paris, 1904) p. 365 Ha 

(52) Al juez tocaría apreciar soberanamente según los elementos de hecho wa : 


— 378 — 


' 


LA LEGISLACION FRANCESA Y LOS BIENES DE LAS CONGREGACIONES RELIGIOSAS 


dar ilegalmente a la asociación una personalidad civil. Además, hace falta 
también que esta nulidad sea reclamada y luego pronunciada por el Tri- 
bunal; es preciso, en fin, que los que puedan aprovecharse de esta nulidad 
se prevalgan de ella: sin esto el juicio será una vana formalidad judicial 
y sin resultado (53). 

Se comprenden todas las dificultades a que conduce la adopcion—obli- 
gada—de un régimen semejante y todas las complicaciones que trae con- 
sigo; y, sin embargo, ésta es la suerte a que están reducidas la mayor 
parte de las Congregaciones en Francia, como consecuencia de la impo- 
sibilidad en que se encuentran de vivir conforme al régimen de la ley 
de 1901, de suyo tan poco liberal, a causa de las restricciones de capacidad, 
de la tutela administrativa y de las medidas de vigilancia que hemos ex- 
puesto. 


CN A RO COUNT 


El derecho a que están sometidas las Congregaciones religiosas en 
Francia es, por consiguiente, o bien un régimen de excepción, en vías 
quizá de mejorar, pero régimen de excepción al fin, o bien un derecho 
común de las asociaciones “no declaradas” completado con el Derecho co- 
mún de las sociedades o de la copropiedad, derecho que ocasiona multiples. 
inconvenientes. Como se ve, estamos muy lejos no ya sólo de las dispo- 
siciones del Derecho canónico que reivindican la más amplia libertad po- 
sible para los bienes de las Congregaciones, sino también lejos de las dis- 
posiciones del derecho común concordatario establecido antes del período 
turbulento que actualmente atravesamos. Todo ello nos obliga a alabar 
largamente el celo de tantos millares de religiosos que, a pesar de los 
obstáculos creados por la impiedad o por un anticlericalismo estrecho, 
trabajan por la extensión del Reino de Cristo. 


Cartos LEFEBVRE, Pbro. 


Profesor del Instituto Católico de París y de la: 
Universidad Católica de Lille 


+ R ; 
(53) Fr. HÉBRARD, Associations non déclarées, en “Dictionnaire de Droit Canonique” 


(Paris, 1934), col. 1212. 
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IGLESIA CATOLICA”, 
DE L. PEREZ MIER (*) 
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Don Laureano Pérez Mier es suficientemente conocido de los canonistas 
españoles para permitirnos ahorrar la presentación. Canónigo Doctoral de 
Palencia, Profesor en Salamanca desde la restauración de su Universidad 
Pontificia, activo miembro de la Comisión-elaboradora de los últimos Con- 
venios con la Santa Sede..., tiene dadas gallardas pruebas de su saber 
canonístico, no sólo en estas páginas, sino también en el magnífico volumen 
que bajo el título de “Iglesia y Estado nuevo, los Concordatos ante el mo- 
derno Derecho público” publicó en 1939. 

Fruto también de su laboriosidad es el libro que nos aprestamos a co- 
mentar brevemente, publicado en el mes de diciembre de 1949. En pocos 
tratados científicos se reflejará como en éste la personalidad de su autor; 
al trabajo, fácil y de relumbrón, de reunir unas cuantas sugerencias aprio- 
rísticas sobre temas económicos, ha preferido el autor la oscura labor de 
reunir, con un esfuerzo penosísimo, mil y mil datos de lo que la realidad 
del ordenamiento económico de la Iglesia ofrece en los diversos países. Se 
trata de una labor oscura. Y no creemos que a él se le ocultase desde el 
primer momento en que empezó a trabajar. Pero, sacerdote antes que todo, 
prefirió servir más a la Iglesia con eficacia que con brillantez. Es un primer 
rasgo que hace extraordinariamente simpática esta obra, reflejando en ella 
así toda una manera, ejemplarmente sacerdotal, de concebir la labor del 
canonista. 

¿Características de la obra? Pocas parecerán nuevas a quien conozca 
los anteriores trabajos que el mismo autor ha publicado: La misma escru- 
pulosidad en las citas, el mismo cuidado en la confección de índices (tan- | 
tas veces olvidados en obras españolas), el mismo estilo literario, robusto 
y correcto siempre, salpicado de ágiles metáforas no pocas veces; la misma 
densidad de pensamiento que obliga a repasar varias veces lo escrito... 


“San Rai- 


(*) LAUREANO PEREZ Mier, Sistemas de dotación de la Iglesia Católica. Instituto 
mundo de Peñafort”. Salamanca, 1949. Un vol. de XXXII-302 págs. 
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Pérez Mier no es oscuro, pero sí profundo. Se le entiende la primera vez. 
Pero no del todo. Es necesario volver de nuevo sobre lo que ha escrito 
para darse cuenta de la plenitud de su pensamiento. Aun recordamos, al 
fin somos sus discípulos, la sorpresa que cada una de sus clases nos depa- 
raba al encontrar en las páginas de "Iglesia y Estado nuevo", glosadas por 
él, un sin fin de matices que habían escapado por completo a nuestra lec- 
tura, aun habiendo sido ésta reposada. 

Ha construído Pérez Mier su monografía al margen del Código. Re 
saltemos debidamente esto: Del Código, no del Derecho canónico. Su tra- 
bajo es íntegramente canónico. Pero esto no ha sido parte para hacerle 
caer en el agobiador exegetismo en que se debate la ciencia jurídico-ecle- 
siástica en no pocos casos. Sin reducirse a desentrañar unos cuantos cáno- 
nes, Pérez Mier ha construído una monografía interesante, jugosa y llena 
de un sentido finamente jurídico. Para ello le ha bastado recurrir a la ri- 
quísima cantera, aún totalmente inexplotada, del derecho particular. Si 
algo le ha sobrado, han sido materiales. De entre los muchísimos que se le 
ofrecían ha sabido escoger diestramente los que se referían a un problema 
actual y vivo en todos los países: la dotación económica de la Iglesia. 


Señalemos lo ejemplar de este rasgo. No recorrer por milésima vez el 
camino ya trillado. Enfrentarse con un problema vivo y casi inédito. No 
asustarse por ello y hacerle frente. ¡He aquí algo de lo que está muy nece- 
sitada la ciencia canónica. 

En la realización de este cometido suyo ha sido Pérez Mier sabiamente 
amplio. No se ha limitado a darnos desnudamente lo que se refería al sis- 
tema de dotación de cada país, sino que cada uno de sus capítulos se enca- 
beza con una descripción exacta-y precisa de la situación jurídica en que la 
Iglesia se encuentra en el Estado del que va a ocuparse. Aún más: hay 
casos en que esta descripción se lleva tanto espacio como la del sistema de 
dotación correspondiente. Y contra lo que pudiera pensarse, nos parece 
uno de los mayores aciertos de la obra el haber procedido así: lo primero, 
porque estas descripciones son en si interesantisimas; lo segundo, porque 
sin ellas serían ininteligibles la mayor parte de los sistemas que se exponen. 


De idéntica amplitud da muestras el autor al incluir en su obra, aunque 
ciertamente no encajaba con un criterio estricto dentro de la misma, lo 
referente al sistema de dotación de la Iglesia anglicana, El lector se lo 
agradece sinceramente. Y hasta asalta su ánimo un deseo sincero de que en 
sucesivas ediciones el autor hiciese algo parecido con los sistemas de dota- 


ción de otras Iglesias heterodoxas o cismáticas, allí donde coexisten con la 


católica. Comprendemos que no siempre se dará la semejanza, realmente 
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poco frecuente, que en cuanto a Instituciones exteriores se da entre ésta 
y la anglicana. Pero no dejaría de contener tal exposición lecciones muy 
aprovechables. 

Aún más, para sucesivas ediciones apuntariamos el deseo de que el 
autor no se limitase a una estricta vigencia en cuanto a los sistemas que 

escribe: hubiese resultado interesante, por ejemplo, que nos hubiese ex- 
plicado el sistema implantado en España durante la República, ni más ni 
menos como explica otros ya derogados en países extranjeros. 

Por lo que vamos diciendo se darán cuenta los lectores de que la obra 
de Pérez Mier es, ante todo y sobre todo, informativa. El autor ha rehuído 
sacar conclusiones. Pero, en cambio, se ha esmerado extraordinariamente 
en ofrecer una información de primerísima calidad, de abundancia extra- 
ordinaria y de interés sumo. Ha elaborado su obra sobre textos legislati- 
vos de derecho particular, no sobre referencias que le llegaban de personas 
de los diversos países. Ha sido el gran acierto, porque reviste a todas sus 
afirmaciones de una inatacabilidad y seriedad difícilmente superables. A 
esta circunstancia ha de añadirse la ya señalada de la abundancia: pasma 
la cantidad de fuentes que ha llegado a reúnir. A cualquier lector, y mucho 
más a quienes escribimos estas líneas después de saber por propia experien- 
cia las enormes dificultades con que se tropieza para recopilar textos legis- 
lativos de derecho particular. “Y de interés sumo”, hemos escrito, porque 
esta misma dificultad hace que todo cuanto en el libro se contiene atraiga 
vivamente la atención del lector, no distraída por ningún otro tratado pa- 
recido. El tema estaba virgen. Pero preocupaba e inquietaba. De ahí que 
se acoja con tanto interés una monografía dedicada al mismo. 

Justo será, sin embargo, señalar también algunos reparos. 

Sea el primero las deficiencias de información. Saltan a la vista y se 
manifiestan claramente por la misma desigualdad de estructura, plan y ex- 
tensión de los capítulos. Algunos de ellos agotan la materia y dejan plena- 
mente satisfecho. al lector. Otros, no. Estamos ciertos de que en sucesivas 
ediciones tendrá el autor muchas cosas que corregir. Pero alabamos de co- 
razón el haber lanzado así su obra, pues en esa materia y con una orienta- 
ción tal era prácticamente imposible llegar a producir una obra perfecta. 
Lanzada, en cambio, al público, tendrá ocasión de recibir no pocas suge- 
rencias que le servirán para perfeccionarla más y más. 

Otro defecto que pudiera señalarse es el rigor con que ha mantenido 
su carácter de obra informativa. Sinceramente, nos ha parecido excesivo. 
Describe en la mayor parte de las ocasiones sin ninguna orientación crítica 
que pueda servir de ayuda al lector. Por eso éste acoge con verdadero 
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júbilo las que da, que, por otra parte, son interesantísimas. Comprendemos 
que no era posible lanzarse a fondo, por ahora al menos, y que hacerlo exi- 
giría aumentar extraordinariamente el vo'umen y alterar la significación de 
la obra. Pero no habrían estado de más unas indicaciones críticas al final 
de cada capítulo, como ya lo hace en algunos, y unas páginas de resumen 
y conclusiones al final. 

Defectos menores podrían señalarse también, pero no creemos necesa- 
rio insistir en ello. Asi, por ejemplo, confesamos no haber entendido bien 
cómo la Fee simple, que en la página 21 aparece como “Omnino abolenda", 
a juicio de la Congregación del Concilio, se encuentra admitida como 
normal en la página 36 y en la página 95. Nos hubiese gustado también 
ver expuesto con mayor extensión el sistema del Código Canónico; ver co- 
rregidas algunas erratas (págs. 33, 40...); mejorados algunos detalles de 
tipografía (los números marginales en negrita, de un efecto bastante ex- 
traño...); pero, como se ve, se trata de detalles de muy poca importancia. 


[UC EG ODUNSIDSEENSICDRO 


Desde luego, y lo han señalado unánimemente cuantos nos han prece- 
dido en la tarea de enjuiciar esta obra, toda ella invita a una serena re- 
flexión. No termina, ni mucho menos, su papel cuando la hemos leído. 
Antes al contrario: pide tras sí unas horas de detenida meditación. 


Sobre alguna de las cosas que de su lectura parecen deducirse quere- 
mos llamar la atención. 


Empecemos por lo más extenso y alejado del tema central. 


Se deduce de esta obra, en primer lugar, la necesidad y urgencia de 
intensificar el estudio del derecho particular. A nadie que recorra sus pági- 
nas escapará la utilidad grandísima que tendría el que los canonistas Ile- 
gásemos a conocer con precisión y exactitud las soluciones que los proble- 
mas planteados van recibiendo en las diversas partes del mundo. Aun los 
mismos legisladores particulares saldrían beneficiados con ello (1). Además, 
ese mismo Derecho particular serviría para dar una idea clara y elocuente 
de la realidad en la aplicación del Derecho canónico: Al mostrarnos las 
partes que no merecen comentario, adaptación o glosa alguna, y aquellas 
otras que, a pesar de estar somerísimamente indicadas en el derecho común, 
son, sin embargo, objeto de una atención tensa y universal. 


(1) Véase como ejemplo en la pág. 


} 172 una disposició cili ari Sicilia 
recogiendo otra del de Polonia. } Arce o ario deiei 
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Aún más: nos parece que de la obra de Pérez Mier se deduce la necesi- 
dad de un cultivo más intenso del mismo derecho particular. Pero sistema- 
tizado en forma; es decir, recogido en constituciones generales y conci- 
Hos. provinciales. Comprendemos como nadie la comodidad que supone la 
legislación por medio de circulares o meramente dejar al derecho común 
ej cuidado de resolverlo todo. Pero se aprecia con claridad a través de las 
págiñas que estamos comentando que el esfuerzo de sistematización que 
suponen los sinodos y concilios y el conocimiento especialisimo de mil ma- 
tices que sólo el legislador particular puede percibir aconsejan un cultivo 
del mismo derecho particular, hecho sobre bases más científicas, apoyadas 
en un conocimiento mutuo de otras fuentes de derecho particular que pue- 
den ayudar mucho, y de hecho ayudarán siempre, en la tarea. 

Pero viniendo ya al contenido propiamente dicho del libro, podrían se- 
ñalarse unas cuantas a manera de conclusiones que parecen deducirse de 
la exposición que el autor hace de los diversos sistemas. Ocurre, sin em- 
bargo, que gran parte de estas conclusiones las puede encontrar el lector, 
si bien obtenidas por otro medio (a saber: la experiencia hacendistica es- 
tatal), en un artículo que publicamos en otro lugar de este mismo número. 
No quisiéramos, por consiguiente, incurrir aquí en enojosas repeticiones 
acerca de cuál nos parezca que sea el medio ideal de dotación de la Igelsia 
católica. Diremos, con todo, que, a nuestro juicio, de la lectura reposada 
del libro de Pérez Mier se deducen, entre otras, estas lecciones: 

1." Variedad inmensa que de hecho y de derecho existe en los siste- 
mas de dotación de la Iglesia católica. En el libro que reseñamos hay ejem- 
p'os para todo. Sistemas que funcionan pésimamente en unos países y que 
en Otros han dado resultados magníficos. Naciones donde sería imposible 
implantar sistemas que otras vienen aplicando con éxito desde hace siglos... 
Hay ejemplos para todo, repetimos. Por eso la primera lección es de un 
sano relativismo. Convencer a todos de que no puede abordarse el problema 
de una manera simplista y apriorística, sino de forma realista, dándose 
plena cuenta de los supuestos de hecho y de derecho que condicionan la 
solución ideal. 

Todavía más: cabe también señalar cómo esta variedad en muchos ca- 
sos no es sólo debida a factores actuales, sino al peso indiscutible de la 
Historia. Nada se improvisa, y mucho menos en terreno económico. La 
educación económica de los fieles, las posesiones territoriales, el patrimonio 
adquirido, la desamortización que se operó... continúan pesando de una 
manera actual e insoslayable. 
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2^ Junto a esta variedad inmensa, casi con idéntica claridad, aparece 
una segunda lección, un tanto paradójica : la tendencia de todos los siste- 
mas, aun siendo tan heterogéneos, hacia una meta uniforme mediante una 
evolución en gran parte paralela. De una manera u otra, todos los sistemas 
ven la necesidad de superar una fase, que pudiéramos llamar patrimonial, 
para entrar en otra abiertamente de Derecho público. Evolución que es, 
por otra parte, eco de la que se viene operando en la Hacienda pública 
de todos los Estados. 

Lo realmente curioso de esta lección estriba en que, según aparece cla- 
ramente en las páginas de Pérez Mier, se está efectuando no de una manera 
reflexiva y científica, por influjo de las modernas doctrinas hacendisticas, 
sino de una manera que pudiéramos llamar inconsciente: va entrando en 
sistemas que teóricamente la repudian, que no se avienen a su terminolo- 
gía, pero que insensible y gradualmente la reciben más y más. Tal es el 
caso del Canadá. Tal también el caso de Francia. Tal el de los Estados 
Unidos. 


a 


3. Una tercerá lección, no menos interesante, viene a unirse a las dos 
anteriores: tanto en la adopción del sistema como en su evolución para 
adaptarse a las cambiantes de la coyuntura económica, se procede en la ma- 
yor parte de los casos de una manera asistemática, poco científica. Cierto 
que esto presenta una ventaja no despreciable y muy característica del de- 
recho particular: el contacto auténtico y entrañable con la realidad, no de- 
formada por teóricos prejuicios. Pero cierto también que presenta un 
grave inconveniente: gran parte de las soluciones adolecen, al menos tal 
como las describe Pérez Mier, de excesivo pragmatismo. Se ha tratado 


muchas veces de salir del paso. Y esto hace que a la larga se resienta la 
eficacia misma del sistema. 


Digamos en alabanza del autor que estas líneas maestras de la evolu- 
ción que en conjunto están sufriendo los diversos sistemas aparecen al 
lector por sí mismas, no impuestas por prejuicio ninguno del autor. Los 
hechos van saltando aquí y allá, sin que el autor se preocupe en ponerlos 


de relieve. En la mayor parte de las ocasiones queda para el lector la tarea 
integra de recogerlos y sacar las consecuencias. 


a 


. 4" “Lo más importante—escribía la conocida revista “Ecclesia” —es 
su fruto practico, y el que del libro de Pérez Mier se desprende es la 
enormidad de la injusticia histórica practicada con la Iglesia de España 
la situación de inferioridad en que a ésta y a su clero les mantiene el de 
tema de dotación eclesiástica en los presupuestos del Estado, las dificulta- 
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des sordas con que tropezará la Iglesia para reconquistar su libertad y la 
urgencia de que esto suceda." 

Realmente nos parece acertado este juicio. E] libro de Pérez Mier da 
mucho que pensar sobre el actualísimo problema de la dotación de la Igle- 
sia en España. Sobre él se habló ampliamente en Comillas. Y ningún ins- 
trumento mejor habrá podido proporcionar .a quienes tienen sobre sí la 
tarea de resolverlo que este del libro que estamos comentando. 

Nos parece que si algo se desprende con claridad de sus páginas es 
que la solución actual no es tal ni puede ni debe prolongarse. Hay que ir 
a una solución definitiva. Estudiar el problema a fondo y acometerlo con 
decisión. Si esto se lograse, creemos que se realizaría una de las más caras 
ilusiones no sólo del autor, sino también de todos sus lectores. 


LAMBERTO DE ECHEVERRTA M. DE MARIGORTA, 


Presbítero 
Catedrático en la Universidad Pontificia de Salamanca 
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SAL LC a EN 
I RECENSIONES 


“CARLOS V Y SUS BANQUEROS” (ACOTACIO- 
NES DE UN CANONISTA) (*) 


Pretensión ridícula sería tratar de presentar ahora esta obra a nuestros 
lectores. Hace tiempo que apareció, sobre todo su primer volumen, y tuvo la 
suficiente resonancia para que a todos llegase su noticia. 

La crítica estuvo unánime en la alabanza. Y recibió bien pronto el espal- 
darazo ratificador de la Real Academia de la Historia, que llamó a CARANDE 
para ocupar uno de sus sillones. 

En verdad, la obra lo merecía. Resulta ejemplar el valor con que el autor 
ha sabido enfrentarse con un terreno totalmente inculto y sin sucumbir a la 
fatiga, al temor o al desaliento ha continuado trabajando día tras día por 
desbrozarlo. ¿Lo consiguió? No se cansa él mismo de repetir que no. En casi 
todos los capítulos se puede encontrar las mismas quejas: Que carece de li- 
teratura previamente elaborada; que es abrumadora la cantidad de docu- 
mentación existente; que excede el problema y sus ramificaciones a la capa- 
cidad de un hombre. Pero, como decimos, no se desanimó por estas objecio- 
nes tan ciertas, y continuó trabajando. Fruto de su pacientísima labor, par- 
ticularmente en Simancas, es la obra que hoy reseñamos. 


Repetimos que no intentamos criticarla en sí. Hay en el libro, como en 
todos, cosas que nos han gustado: Así el no limitarse estrictamente al tema 
y saber dedicar amplias páginas a lo que simultáneamente ocurría en las 
Haciendas de otros reinos europeos. Otras, también como en todos, no nos han 
gustado. Hubiésemos preferido un título que fuese más veraz. Ya se lo indicó: 
la critica: El autor dice mucho más de lo que promete en el título: Hace la: 
historia de la Haciendo Pública española en una fase de su hegemonía (1516- 
1556). También hubiésemos preferido que hubiese seguido el sistema normal 
de citas. El que sigue, sobre ser fatigoso, es además oscuro y expuesto a equi- 
vocaciones. Pero repetimos una vez más que no nos interesa la crítica del 
libro en sí. 

En cambio, quisiéramos llamar la atención de los canonistas sobre él, por- 
que son muchas y muy interesantes las lecciones que se desprenden. Bastantes 


(*) RAMÓN CARANDE, Carlos V y sus banqueros. La vida económica de España en una fase 
de su economía: 1516-1556. Un volumen de 392 págs. (Madrid, Revista de Occidente, 1945). 

RAMÓN CARANDE (De la Real Academia de la Historia), Carlos V y sus banqueros. La Hacien- 
da Real de Castilla. Un volumen de XVI más 636 págs. (Madrid, Sociedad de Estudios y Pu- 


blicaciones, 1949). 
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cosas que se afirman en este número de la REVISTA, dedicado a la Semana de 
Comillas, encuentran en sus páginas amplísimas confirmación. i , 

En primer lugar, nos diee esta obra, con la elocuencia recia e impresio- 
nante de los hechos, que no es posible dar de lado con desdén a lo económico. 
Así lo hicieron los espafioles, que ganaron espectaculares batallas en toda 
Europa y conquistaron la mayor parte de América, mientras en España se 
lucraban de su sangre y sus esfuerzos un grupo de rapaces banqueros venidos 
del extranjero. Es triste, pero cierto. De nada sirve olvidarlo. 

Y es que, como escribieron los belgas en un célebre monumento: “El pa- 
triotismo no es suficiente.” Como no es suficiente el valor, el coraje, el heroís- 
mo de aquellos españoles. A lo largo de las páginas de CARANDE Se va viendo 
cómo gran parte de sus esfuerzos quedaban estériles por olvidar el factor 
económico: Las tropas, que atravesando con heroísmo increíble media Europa, 
llegaban a dar vista al enemigo... tenían que poner freno a su acometividad 
porque no había recursos para dar resueltamente la batalia. 

Viene esta lección a confirmar el acierto que hubo en la elección de tema 
para la Semana de Comillas. Al fin y al cabo, lo mismo que de las empresas 
guerreras del César Carlos se dice, podría repetirse de las empresas apos- 
tólicas que emprende la Iglesia nuestra Madre. | 

Pero acaso sea más interesante aün una segunda leceión: Que ni siquiera 
es bastante tener mucho dinero. Hay que ordenar el gasto. Es necesario abrir 
las puertas a un tratamiento científico y racional del gasto público. Causa 
asombro ver el déficit crónico, las frecuentes quiebras, los continuos y an- 
gustiosos apuros económicos en una Hacienda que tenía fuentes de recursos 
tan excepcionales como el oro de América. Y, sin embargo, es así. Esta verdad 
está latente en cada una de las páginas del libro que comentamos. De desacier- 
to en desacierto se malbarató una riqueza excepcional. Y el Emperador más 
rico del orbe tuvo que firmar leoninos compromisos eon usureros a los que se 
vió forzado a recurrir. 

También se presta a consideraciones de no escaso interés desde nuestro 
punto de vista. Ya se dice en otro lugar de este nümero: La teoría y ordena- 
ción del gasto püblico eclesiástico está sin hacer. Sin hacer también su orde- 
nación formal, sólo muy esquemáticamente desarrollada. Sin hacer la aplica- 
ción de muchas de las conquistas de la moderna técnica hacendística. Y, sin 
embargo... hoy como en tiempos de Carlos V, la lentitud es mala en cosas de 
dinero (¡qué dineral costó a la Hacienda castellana la lentitud de los Conse- 
jos!); y es mala la falta de ordenación previa de ingresos y pagos; y siguen 
siendo un desastre los impuestos con destino fijo, tan frecuentes, sin embar- 
go, en nuestro ordenamiento... 

Imposible agotar las muchas sugerencias que la lectura de esta obra ofre- 


ce. Sólo queda aconsejar a nuestros lectores que la emprendan por sí mismos, 
en la seguridad de que no lo harán en balde. 


L. DE E. 
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Nuevos colaboradores 


El Consejo Ejecutivo del Superior de Investigaciones Científicas ha acor- 
dado nombrar colaboradores efectivos de nuestro Instituto a los Reverendos 
Padres Sabino Alonso Morán, O. P., y Marcelino Cabreros de Anta, C. M. F. 

El P. Sabino Alonso nació en Los Cabos de Pravia (Asturias) el 23 de 
marzo de 1890. Después de estudiar Humanidades en el Colegio de Benedicti- 
nos de la misma localidad pasó al Convento de Dominicos de Coorias, donde 
cursó la Filosofía y profesó el 21 de octubre de 1906. Continuó sus estudios 
en el Convento de San Esteban de Salamanca, donde hizo la Teología, y en el 
Coelgio Internacional Angélico de Roma, donde se graduó de Doctor en Derecho 
canónico. Ha ejercitado largos años el Magisterio de esta asignatura en el mis- 
mo Convento de San Esteban, habiendo intervenido activamente en los trabajos 
de codificación de las Constituciones de su Orden. Al restaurarse la Universi- 
dad Pontificia de Salamanca, fué nombrado Profesor de Texto en la Facultad 
de Derecho canónico, de la que en la actualidad es Decano. 

Su actividad literaria es muy extensa, ya que desde hace muchos años 
tiene encomendada la Sección de Derecho canónico en la revista “La Ciencia 
Tomista”, donde ha publicado también, aparte de unos interesantes boletines- 
periódicos, interesantes trabajos de investigación. También ha colaborado re- 
petidas veces en nuestra propia REVISTA. 

Pero acaso sea su trabajo más conocido la colaboración prestada en el Có- 
digo que la Biblioteca de Autores Cristianos publicó en texto bilingúe y con 
anotaciones. El éxito que ha tenido esta obra, de la que se vienen repitiendo 
ediciones que se agotan rápidamente, es el mejor indicio de lo valioso de 
su labor. 

En cuanto al P. Cabreros de Anta, colaborador con el anterior en el mismo 
Código de la Biblioteca de Autores Cristianos, diremos que es Doctor en De- 
recho canónico y en Derecho civil romano por el Pontificio Instituto, Latera- 
nense Utriusque Iuris. Terminados sus estudios, pasó a Ser Profesor de Texto 
de Derecho canónico en el Teologado Claretiano de la provincia de Castilla 
durante nueve años. Tras un paréntesis, en el que ocupó importantes cargos 
de gobierno en su Congregación, fué nombrado en 1943 Catedrático de Texto 
de Derecho canónico en la Universidad Pontificia de Salamanca. f 

Fué Director durante varios años de la revista “Ilustración del Clero” y ha 
sido colaborador de la misma desde 1930. Asimismo ha colaborado en nuestra 
Revista desde su aparición. 


E 


A CTUALTDAD 


Entre los estudios publicados en “Ilustración del Clero” merecen desta- 
carse los siguientes: “El precepto penal”, “Ignorancia de la ley penal”, “Con- 
sentimiento y consejo según el canon 105”, “La potestad de los superiores 
religiosos”, “Profesión religiosa y testamento”, “Validez del bautismo en el 
útero materno”, “Constitución del Tribunal colegiado”, “Imposición de penas 
fuera de las diócesis”, sin que esta enumeración pueda considerarse ni mucho 
menos exhaustiva. 

En nuestra Revista ha publicado extensos estudios sobre “La apelación de 
la sentencia del juez delegado”, “Los estatutos en el Código de Derecho ca- 
nónico”, “Naturaleza y competencia de la Rota de la Nunciatura Apostólica en 
España”, “La acción ejecutiva en el proceso canónico”, “Apelación propuesta 
por el defensor del vínculo matrimonial” y “La enajenación de los bienes 
eclesiásticos”. 


L. DE E. 
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a 


RES UCM EN ES 


RAMÓN BIDAGOR, S. I. (Decano de la Facultad de Derecho Canónico de la Uni- 
versidad Gregoriana de Roma): Los sujetos del patrimonio eclesiástico y 
el “ius eminens” de la Santa Sede. Págs. 25 a 40. 


Estudia el autor en primer lugar la naturaleza, función y características 
de la propiedad eclesiástica, con nociones proporeionadas por el Derecho ro- 
mano. Hace notar cómo desde el primer momento entró en juego el concepto 
de utilidad público y privado. Describe las etapas que ha recorrido la caracte- 
rización jurídica de la propiedad eclesiástica hasta llegar a la construcción 
que de la misma hace el Código de Derecho Canónico, construcción que explica 
ampliamente. 


Laureano Pérez Mier (Canónigo doctoral de Palencia y Catedrático de la Uni- 
versidad Pontificia de Salamanca): Fuentes de Derecho público del patri- 
monio eclesiástico: Diezmos y primicias. Págs. 41 a 60. 


Sumario: Criterio de clasificación.—La potestad de imperio, supuesto pre- 
vio para el ejercicio de la soberanía fiscal.— Principio justificativo del impues- 
to.—El ius tributi, ius decimae en la Iglesia.—Impuesto; su definición.—Sis- 
tema tributario del Codex luris Canonici—Diezmos y primicias.—El marco 
histórico de los diezmos.—Naturaleza financiera de los diezmos.—Fallo y de- 
cadencia de los mismos.—El diezmo, impuesto eclesiástico. 

Diezmos y primicias en el Codex.—El canon 1.502 y el principio “nullum 
tributum sine proevia lege”.—Movimiento legislativo hacia la restauración de 


los diezmos.—Los sistemas en uso para la dotación de la Iglesia. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA MARTÍNEZ DE MARIGORTA (Catedrático de la Universi- 
dad Pontificia de Salamanca): Estructura ideal del patrimonio eclesiástico. 


Págs. 61 a 89. 


Introducción: 1. Delimitación del tema.—2. Fuentes. 

Teoría general: 3. Trascendencia del problema.—4. Calificación del mismo.— 
5. La depreciación de la moneda.—6. Aumento político de gastos.—7. El progreso 
de la ordenación hacendistica—8. Posición de la Iglesia. 

Datos previos de carácter eclesiástico: 9. Históricos.—10. Coyuntura actual. — 
11. Dificultades.—12. Exigeneias particulares. 

Teoría del gasto público: 13. Razón de su inclusión.—414. Contenido.—15. Cla- 
sificación—16. Necesidad de sistematización. ! i 

Teoría de los ingresos públicos: 17. Observaciones previas.—18. Propiedad in- 
mueble.—19. La deuda del Estado.—20. Actividades industriales. —21. Monopo- 
lios.—22 Dotaciones del presupuesto del Estado.—23. Las tasas.—24. Los im- 
puestos.—25. Oblaciones voluntarias de los fieles.—26. Utilización del empréstito. 


Conclusiones. 
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RESUMENES 


Tomás García BARBERENA (Catedrático en la Universidad Pontificia de Salaman- 
ca): Las fuentes de Derecho privado del patrimonio eclesiástico. Pági- 
nas 91 a 110. 

Después de recordar la, noción de bien eclesiástico y los medios de adquisi- 
ción señalados en el Codex, el autor establece las divisiones de las fuentes. Es- 
tudia luego los llamados ingresos internos, las fundaciones piadosas, dando 
la doctrina canónica sobre estos medios de adquisición y los problemas que 
plantea, A continuación hace lo mismo con la donación, estudiándola en si, y 
las personas, fijándose de un modo especial en las oblaciones espontáneas de los 
fieles. Por último analiza los actos "mortis causa”, distribuyéndolos en tres 
grupos: donaciones “mortis causa”, testamentos y legados. 


MANUEL Boner Muixí (Juez de Causas Pías del Obispado de Barcelona): Ges- 
tión del patrimonio eclesiástico. Administración. Págs. 111 a 141. 
Introducción. 

I. Nociones y terminología. 

II. Principios básicos de la Administración en el ordenamiento canónico 
con relación a los bienes de la Iglesia universal, a los bienes de la Santa Sede, 
a otros bienes eclesiásticos y a los bienes destinados a las causas pías. 

A) Administración suprema: 1) La Santa Sede: Sus organismos a este res- 
pecto. 2) Administración suprema por sujeto distinto de la Santa Sede. 

B) Administración inmediata: 1) Normas generales según el derecho co- 


mún. 2) Normas particulares establecidas por ley general. 3) Normas estableci- 
das por el derecho particular. 
Conclusiones. 


MANUEL GONZALEZ Ruiz (Canónigo doctoral y Provisor de Málaga): La Iglesia 
y la legislación fiscal del Estado. Págs. 143 a 166. 
Desde el punto de vista del Derecho público, el autor estudia el fundamen- 
to de la sumisión o exención de la Iglesia a la legislación fiscal del Estado y 
los límites de la exención, así como su origen divino o humano. 
_+ Desarrolla el siguiente sumario: Leyes fiscales. Poder del Estado. Condi- 
ciones jurídicas del impuesto estatal. Las inmunidades eclesiásticas. Opiniones 
de los autores sobre la inmunidad real. Principios de solución. La exención 


tributaria de la Iglesia. Crítica de los autores estudiados. Textos legales anti- 
guos. Postura actual de la Iglesia. Conclusión. 


GABRIEL DEL VALLE (Abogado del Estado e Inspector de Servicios del Ministerio 


de Hacienda): La legislación fiscal del Estado en relación con la Iglesia. 
Págs. 167 a 191. 


. Tras unas consideraciones previas sobre la imposición y su fundamento, el 


autor estudia los límites que ‘pueda tener la exención tributaria de los entes 
eclesiásticos frente a los impuestos reales y personales 


Refiere luego el tratamiento fiscal de la Iglesia en la legislación española, 


señalando las exenciones y Privilegios concedidos a entidades eclesiásticas en 
cada una de nuestras diversas leyes tributarias. 
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Propone finalmente la promulgación de una ordenanza tributaria concordada 
entre la Iglesia y el Estado, para terminar indicando algunos de los problemas 
que plantea la coexistencia de las potestades fiscales de ambas sociedades. 


MARCELINO CABREROS, C. M. F. (Profesor en la Universidad Pontificia de Sala- 

manca): La enajenación de bienes eclesiásticos. Págs. 193 a 228. 

I. Consideraciones generales sobre la enajenación. 

II. Historia de la enajenación de bienes eclesiásticos. 

El autor divide la evolución histórica de la enajenación en cuatro períodos: 
a) los tres primeros siglos de la Iglesia, en los que la legislación aparece sólo 
incipiente y embrionaria; b) desde el siglo rv hasta la Constitución “Ambitio- 
sae", de Paulo II (a. 1468), período en el que el autor encuentra abundante la- 
bor legislativa, que estudia en textos de Papas y Concilios; c) desde la men- 
cionada Constitución hasta el Codex. Termina resumiendo su investigación his- 
tórica. 4 

III. Doctrina canónica. 

Art. 1.2. Después de señalar la dificultad de definir el concepto de enajena- 
ción, estudia cuidadosamente dicho concepto, separando los negocios en los que 
aquel concepto se verifica de aquellos otros en los que no se puede hablar de 
enajenación; estudia de un modo más detenido la colocación del dinero y el 
cambio del mismo. 

Art. 2. Analiza los elementos de la enajenación, refiriéndonos a: a) el suje- 
to; b) el objeto; c) la causa justa de la enajenación; d) sus solemnidades. 


DESIDERIO LÓPEZ RUYALES (Auditor de la Rota Española): La Iglesia y la le- 
gislación de Beneficencia. Págs. 229 a 248. 


I. Concepto de la beneficencia—II. Su legitimidad.—lII. Sus clases.— 
IV. Su historia.—V. Su constitución en el Estado.—VI. Las relaciones de 
la Iglesia y el Estado en orden a la beneficencia. 


SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (Decano de la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): Problemas sobre bienes eclesiásticos que presenta el Derecho 
de religiosos. Págs. 249 a 263. 


Sumario: Bienes temporales eclesiásticos: su noción. 

1.2 Colocación del dinero. 

2» Cuándo y a quiénes hace falta él consentimiento del Ordinario. 

3» Enajenación de bienes. 

4* A quién pertenecen los bienes de un monasterio de monjas legítima- 
mente suprimido o extinguido. 

5.2 Responsabilidad de las deudas u obligaciones. 
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EDUARDO FERNÁNDEZ REGATILLO (Decano de la Facultad de Derecho Canónico 
en la Universidad Pontificia de Comillas): Problemas que plantea el ca- 
non 1.513. Págs. 265 a 290. 

El autor comienza estableciendo las nociones que juegan en este estudio: 
iglesia, causa pía, voluntad pía, instituto pío, señalando las divisiones en que 
se pueden partir dichos institutos. Luego determina la competencia de la Igle- 
sia en las pías voluntades: a) en cuanto a la determinación de la capacidad 
para disponer en favor de las causas pías; b) en cuanto a la forma; c) en 
cuanto a la ejecución; d) en cuanto a las causas testamentarias. 

Luego estudia en una primera parte la capacidad de las personas para 
disponer de sus bienes en favor de las causas pias, refiriéndose de un modo 
particular a la aplicabilidad de las leyes civiles sobre la materia, a la ca- 
pacidad de los menores y a las disposiciones inoficiosas. 

En una segunda parte estudia la forma de las últimas voluntades para las 
causas pías: 1) la obligación de cumplir los testamentos informes; 2) la re- 
vocación de los testamentos píos; 3) las donaciones mortis causa y las inter 
Vivos. ief 


i 


FRANCISCO Lopos, S. J. (Catedrático en la Universidad Pontificia de Comillas): 
El “uti-frui” de los beneficiarios eclesiásticos. Págs. 291 a 310. 


El autor, basándose en los cánones 1.473 y 1.529 del Código Canónico, hace 
un estudio del usufructo de la dote beneficial. Divide su trabajo en tres par- 
tes. Analiza primeramente la norma canonizante, su calificación, límites y 
contenido. Estudia a continuación la norma canonizada, examinando su indi- 
viduación, sus características y su contenido. En la tercera parte estudia el 
fenómeno de la canonización. Termina con unas breves conclusiones que se 
deducen del estudio realizado. 


LORENZO MIGUÉLEZ DoMÍNGUEZ (Auditor de la Rota Española): Situación ac- 
tual del problema de las capellanías en España. Págs. 311 a 336. 


Fijación de la cuestión. 


d A. Vigencia de la ley concordada de 1867 sobre capellanías. 
B. Problemas más coneretos: 
1) Capellanfas extinguidas. 
2) Capellanías subsistentes: 
a) Adjudicación de los bienes. 
b) Conmutación de las rentas. 
c) Erección de nuevas capellaníus. 
d) Derecho de patronato. 


€) Los acervos. 
C. Conclusiones. 
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CARLOS LEFEBVRE (Profesor del Instituto Católico de París y de la Univer- 
sidad Católica de Lille): L4 legislación francesa y los bienes de las Con- 
gregaciones religiosas. Págs. 363 a 379. 

Introducción: 

A. Evolución de las tendencias de la legislación francesa referentes a los 
bienes de las Congregaciones religiosas: a) antes de 1877; b) en la III Repú- 
blica; c) después de la III República. 

B. Los bienes de las Congregaciones autorizadas o legalmente reconoci- 
das: a) restricciones de los derechos reconocidos; b) la tutela administrativa. 

C. Los bienes de las Congregaciones no autorizadas o no reconocidas ofi- 
cialmente. 

Conclusión. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA Mz. DE MARIGORTA (Catedrático de la Universidad 
Pontificia de Salamanca): “Sistemas de dotación de la Iglesia católica”, de 
L. Pérez Mier. Págs. 381 a 387. 


Se trata de una recensión critica del libro de este título que recientemen- 
te ha publicado el Instituto “San Raimundo de Peñafort”, 

Examina en primer lugar el libro, para después explicar cuáles son las 
consecuencias que a su parecer se deducen del contenido del mismo, tanto 
en la materia propia y directamente tratada cuanto en otras afines. 
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Raymunpus Bipacor (in Universitate Pontificia Gregoriana Decanus Facul- 
tatis uris Canonici): Subiecta dominii ecclesiastici et “ius eminens” Sanc- 
tae Sedis. Pags. 25-40. 

Agit auctor de natura et de fine et de peculiaribus notis iuris proprietatis 
ecclesiasticae, notiones quaerens e iure romanorum. Iam ab exordiis Ecclesiae 
in conceptu iuris proprietatis ecclesiasticae ingreditur notio utilitatis publi- 
cae et privatae. Conceptum iuridicum proprietatis ecclesiasticae historica ra- 
tione complectitur usque ad doctrinam Codicis Iuris Canonici quam ampliori 
calamo describit. 


LAUREANUS Pérez MIER (Canonicus Doctoralis palentinus et professor in Pon- 
tificia Universitate Salmanticensi): Fontes Iuris publici patrimonii eccle- 
siastici: decimae et primitiae. Pags. 41-60. 


Clasificationis criteria, n. 1.— Ius exactionis fiscalis potestatem imperii 
praesupponit, n. 2—Ratio qua vectigalia iustificantur, n. 3.—Jus tributi, ius 
decimae in Ecclesia, n. 4.—Vectigalis notio, n. 5—Codicis ratio circa tribu- 
ta, n. 6--De decimis et primitiis, n. 7.—De decimis quoad historiam, n. 8 — 
Decimarum natura oeconomica, n. 9.—Decimarum frustratio et declinatio, n. 10. 
Decimae ut tributum ecclesiasticum, n. 11. 


De decimis et primitiis iuxta Codicem Iuris Canonici, n. 12.—Canon 1.502 
relatus ad principium *nullum tributum sine praevia lege", n. 13.—Hodier- 


nae propensiones ad decimarum restaurationem, n. 14.—Systemata actualia 
ecclesiae dotandae, n. 15. 


LAMBERTUS DE ECHEVERRÍA MARTÍNEZ DE MARIGORTA (in Pontificia Universi- 


tate Salmanticensi magister): De optima structura patrimonii ecclesias- 
tict. Pags. 61-89. 


Introductio.—1. Materia tractanda circunscribitur.—2. Fontes. 


poa generalis. — 3. Materiae momentum.— 4. Quaestionis qualifica- 
tio. —5. Monetae caducitas. — 6. Sumptuum incrementa ob polyticas ratio- 


nes.—7. Opes publicae qua ratione hodierno progressu oeconomico ordinen- — 
tur.—8. Ecclesiae positio. 


Praevia quaedam ad Ecclesiam spectantia—9. Historica.—10. Hodierna 
rerum condicio.—11. Difficultates—12. Particulares exigentiae. 


Theoria sumptus publici—13. Quare huc HOM Le Argumentum. 
15. Genus.—16. Systematizatio necessaria. 


É Theoria accepti publici. —17. Observanda praevia. — 18. Rerum inmobi- 
lium proprietas.—19. Publicum debitum.—20. Industriae.—21 Monopolia.— 
22. Dotationes ex publico sumpto.—23. Taxae.—24. Tribute 96 Fidelium 
oblationes voluntariae.—26. Publico debito quo pacto utendum, 
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THOMAS GARCÍA BARBERENA (in Pontificia Universitate Salmanticensi Magis- 
ter): De fontibus iuris privati patrimonii ecclesiatici. Pags. 91-110. 


Ut primum boni ecclesiastici conceptum et acquisitionis media prout a Co- 
dice describuntur recensuit, conatur auctor fontium divisiones explicare. Tum 
agit de aequisitionibus quas vocat internas et de piis fundationibus doctrinam 
tradens canonicam circa haee acquisitionis media et varias inde solvens quaes- 
tiones. Donationes etiam traetat tum in seipsa tum quoad personas tali nego- 
tio interveniéntes, speciatim vero de oblationibus spontaneis fidelium. Demum 
sermonem instituit de actibus mortis eausa eos sub triplici capite exsolvens: 
donationes mortis eausa, testamenta atque legata. 


EMMANUEL Boner Muixí (Judex delegatus ad processus causarum piarum in 
diocesi Barcinonensi): De administrationi patrimonii ecclesiastici. Pagel- 
lis 111-141. 

Praeambula. 

I. Notiones et terminologia. 

IL Primordialia principia canonica circa bona universalis ecclesiae, circa 
bona Sanctae Sedis, circa alia bona ecclesiastica, circa bona causarum piarum. 

III. Normae bonorum administrandorum: 

A. Supremae Ecclesiae administratio: 1) Sanctae Sedis organa adminis- 
trativa; 2) suprema administratio per alia organa a Sancta Sede diversa. 

B. Administratio immediata: 1) Normae iuris generalis; 2) Normae par- 
ticulares lege generali constitutae; 3) Normae latae iuribus partieularibus. 

Conelusiones eruendae. 


EMMANUEL GONZALEZ Ruiz (Canonicus Doctoralis et Officialis Dioecesis malaci- 

tanae): Ecclesia et leges fiscales Status. Pags. 143-166. 

Doctrinam sumens e Iure Publieo Ecclesiastico Auctor agit de fundamento 
subiectionis vel exemptionis Ecclesiae relate ad leges fiscales Status statuens 
exemptionis limites 'et originem vel divinam vel humanam. 

Studium sub hisce titulis conducit: De lege fiscali.—De iure Status.—Iuri- 
dicae conditiones vectigalibus imponendis.—Immunitas ecclesiastica.—Docto- 
rum opinamenta circa immunitatem realem.—Principia solutionis.—Ecclesiae 
exemptio a tributis statualibus.—Variarum doctrinarum crisis.—Leges veteres. 
Hodiernae Ecclesiae mens.— Conclusio. 


GABRIEL DEL VALLE ALONSO (Advocatus Status et Inspector officiorum in Mi- 
nisterio Oeconomiae Hispanico): De legibus Status fiscalibus in quantum 
ad Ecclesiam referuntur. Pags. 167-191. 

Auctor inprimis praevia quaedam digerit cirea impositionem tributorum; 
mox quaerit de limitibus quibus circunscribi oportet ecclesiastica exemptio a 
tributis tum realibus tum personalibus. 

Deinde describit positionem Ecclesiae in legibus Hispaniae fiscalibus, re- 
censetque exemptiones et privilegia quibus personae ecclesiasticae fruuntur in 
diversis legibus tributariis. 
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Demum quaestiones agitat varias circa exemptionem memoratam, exoptat 
ut iura utriusque societatis per concordatas leges apte concilientur, et alia pro- 
blemata recenset quae oriuntur e coexistentia potestatis fiscalis ambarum so- 
cietatum, Ecclesiae et Status. 


MARGELLINUS CABREROS, C. M. F. (in Pontificia Universitate salmanticensi an- 
tecessor): De alienatione bonorum ecclesiasticorum. Pags. 193-228. 
I—Generalia de alienatione. 

I—Alienationis bonorum ecclesiasticorum historia. Quadruplicem periodum 
statuit auctor: a) in tribus Ecclesiae saeculis prioribus, incipienter solum et 
quasi in germine leges inveniuntur; b): a saec. IV ad Constitutionem usque 
Pauli II “Ambitiosae”. In hae periodo A. laborem legislativum abundantem 
recenset ex textibus Romanorum. Pontificum et Conciliorum; c) a praefata 
Constitutione usque ad Codicem Iuris Canoniei. Hane partem finit A. conclu- 
sionibus historicis. 


III. Doctrina canonica: 

Art. 1. Auctor notat conceptus difficultatem et ideo notionem alienationis 
accurate et diligenter statuit, negotia iuridica secernens in quibus alienatio 
habetur ab illis in quibus non licet de alienatione loqui. Praesertim perpendit 
peeuniae collocationem et cambium. 

Art. 2. Elementa examinat alienationis, nempe: a) subiectum; b) obiec- 
tum; c) iusta eausa; d) sollemnia legis. 


DESIDERIUS López RuYALES (Auditor Rotae Hispanae): Ecclesia et leges bene- 
[icentiae. Pags. 229-248. 

1) Beneficentiae conceptus. 

2) Eius legitimitas. 

3) Eius genera. 

4) Beneficentiae historia. 

5) Beneficentiae constitutio in Statu. 

6) Relationes Ecclesiam inter et Statum circa beneficentiam. 


SABINUS ALONSO MORÁN (Decanus in Facultate Turis Canonici salmanticensi) : 
Questiones ctrca bona ecclesiastica in Iure Religiosorum. Pags. 249-263. 
Notio bonorum ecclesiasticorum: 


4.2  Pecuniae, collocatio. 


25 Quibus et quando consensus Ordinarii quaerendus. 
3° Bonorum alienatio. 


957 i Y sot: an 5 5 3 
4. Qui cedant bona monasterii monialium supressi vel extincti. 
5.2 De responsabilitate ob debita vel obligationes. 


— 406 — 


RESUMENES 


EDUARDUS FERNÁNDEZ ReEGATILLO (Decanus Facultatis Iuris Canonici Comillen- 

sis): Quaestiones ad can. 1.513. Pags. 265-290. 

Auctor imprimis notiones statuit quibus in hoece studio utetur: ecclesia, 
causa pia, voluntas pia, institutum pium, divisiones etiam addit quibus me- 
morata instituta partiuntur. Agit statim de competentia Ecclesiae in pias vo- 
luntates: a) in determinanda capacitate disponendi in favorem piarum causa- 
rum; b) circa formam; c) circa executionem; d) circa testamenta. 

Deinde, in prima parte, agit de capacitate personarum disponendi de pro- 
priis bonis in favorem eausarum piarum peculiariter autem exponit aplieabi- 
litatem legum civilium in hae re, cirea capacitatem minorennium et circa dis- 
positiones, ut dicunt, inofficiosas. 

In altera parte, agit de forma ultimarum voluntatum ad causas pias: 1) de 
obligatione adimplendi testamenta informia; 2) de revocatione testamentorum 
piorum; 3) de donationibus mortis causa et inter vivos. 


Franciscus Lopos; S. J. (in Universitate Pontificia comillensi magister): De 
“uti frui" beneficiatorum Ecclesiasticorum ad normam cann. 1.473 et 1.529. 
Pags. 291-310. 

Materiam sumens e cann. 1.473 et 1.529, agit auctor de iure utendi fruendi 
quod beneficiato ecclesiastico competit circa dotem sui beneficii. Tres studium 
complectitur partes. Exponit imprimis normam canonizantem eiusque sensum 
et limites. Deinde normam canonizatam, perpendens eius designationem, pecu- 
liaria atque ambitum. In tertia parte, ipsam eanonizationem in seipsa consi- 
derat. Laborem absolvit conclusiones varias ex doctrina exposita eruens. 


LAURENTIUS MiGuÉLEZ DomíNGUEZ (Auditor Rotae Hispanae): De status ho- 
dierno problematis cappellaniarum in Hispania. Pags. 311-336. 
Status quaestionis: ; 

A. Vigeatne lex concordata anni 1867 circa cappellanias. 
B. Alia coneretiora problemata: 
1) cappellaniae extinctae; 
2) cappellaniae subsistentes: 
a) bonorum distributio; 
b) redituum commutatio; 
c) novarum cappellaniarum erectio; 
d) ius patronatus; 
€) coacervationes. 
C. Conclusiones. 
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CARLOS LEFEBVRE (in Catholico Instituto Parisiensi et in Universitate Catho- 
lica ad “Lille” antecessor): De legibus Galliae quoad bona religiosarum 
Congregationum. Pags. 363-379. 


Introductio. 

A) Legum gallicarum evolutio: 

a) ante annum 1877; b) in III republica; c) post III rempublicam. 

B) De bonis Congregationum lege admissarum: a) iura recognita restrin- 
guntur; b) tutela administrativa. 

C) De bonis Congregationum lege civili vetitarum aut non admissarum. 

Conclusio. 


LAMBERTUS DE ECHEVERRÍA MARTÍNEZ DE MARIGORTA (in Pontificia Universitate 
salmanticensi magister): De opere “Sistemas de dotación de la Iglesia ca- 
tólica” quod edidit Laureanus Pérez Mier. Pags. 381-387. 


Auctor critice recenset opus istius tituli quod nuper publici iuris fecit 
Institutum “San Raimundo de Peñafort”. 

Primum libri materiam explicat et deinde consecuentias varias quae e li- 
bro derivantur explicat sive e propria libri materia de qua in ipso directe 
agitur sive etiam ex aliis materiis affinibus. 
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RAMÓN BIDAGOR, S. J. (Dean of the faculty of Canon Law in the Gregorian 
University Rome): The Subjects of Ecclesiastical Patrimony and the “ius 
eminens” of the Holy See. Pp. 25-40. 


Summary —First of all, the author studies the nature, function and cha- 
racteristics of ecclesiastical property with the aid of notions taken from the 
Roman Law. He insists on the fact that, from the very beginning, the con- 
cept of public and private utility enters into the picture. He describes the 
stages through which the juridical nature of ecclesiastical property has passed 
until it reached the final stage of the Code of Canon Law, the legislation of 
which he describes at length. 


LAUREANO PEREZ MIER (Doctoral of Palencia and Professor in the Pontifical 
University of Salamanca): Sources of the Public Law regard to ecclesias- 
tical Patrimony: tithes and first fruits. Pp. 41-60. 


Summary.—1. Criterion of elassification—2. The power of government a 
necessary pre-supposition for the exercise of that of taxation—3. The prin- 
ciple which justifies taxation—4. The “ius tributi” and the “ius decimae” 
in the Church.—5. Tax, its definition.—6. The taxation system of the Code 
of Canon Law.—7. Tithes and first fruits.—8. The historical background of 
tithes.—9. Their financial nature.—10. Their gradual disappearance. 

11. The tithe as an ecclesiastical tax. 

12. Tithes and first fruits in the Code—13. Canon 1.502 and the princi- 
ple “nullum tributum sine praevia lege”.—14. A legislative move towards the 
restoration of tithes—15. The dower system in actual use in the Church. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA MARTÍNEZ DE MARIGORTA (Professor in the Pontifical 
University of Salamanca): The Ideal Structure of Ecclesiastical Patrimony. 
Pp. 61-89. 


Summary: Introduction: 1. Explanation of the title.—2. Sources. 

The general theory: 3. Importance of the problem.—4. Its explanation.— 
5. Decrease in value of money.—6. Political increase in expenses.—7. Pro- 
gress in financial legislation.—8. The position of the Church. } l 

Preliminary ecclesiastical data: 9. Historical.—10. Present position.—11. Dif- 
ficulties.—12. Special needs. 

The theory of public expenditure: 13. Reason for including it here.—44. Its 
content.—15. Classification.—16. Necessity for some system. 

The theory of public income: 17. Preliminary observations.—18. Immovable 
property.—19. The publie State debt.—20. Industrial activities.—21. Mono- 
polies.—22. Gifts from the State budget.—23. Taxes.—24. Customs dues.—25. The 
obligation of the faithful—26. The use of loans. 


Conclusions. 
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Tomás García BARBERENA (Professor in the Pontifical University of Salamanca) : 
The Sources for the Private Law of Ecclesiastical Patrimony. Pp. 91-110. 


Summary: After a brief summary of the notion of ecclesiastical goods and 
the means for acquirings these mentioned in the Code, the author gives the 
necessary divisions of his sources. Then he studies such things as the internal 
income, pious foundations, giving the Canon Law teaching with regard to 
these means of acquiring property and also discussing the problems which 
arise from this question. In continuation he treats of gifts in the same way, 
studying them in themselves and in persons, with special attention to the 
spontaneous offesings of the faithful. Lastly, he deals with donations “mor- 
tis causa” dividing these into three groups: gifts “mortis causa”, by legacy 
and by deed. 


MANUEL Boner Murxi (Judge of Pious Causes, Diocese of Barcelona): Ecclesias- 
tical Patrimony: Administration. Pp. 111-141. 


Summary: Introduction. 

I. Notions and terms. 

II. Basic principles of administration according to the Canon Law with 
relation to the goods of the Universal Church, those belonging to the Holy 
See, other ecclesiastical goods and those destined for pious causes. 

III. Rules for administration: 

A) The supreme legislative power: 1) The Holy See: the legislative bo- 
dies for this purpose. 2) The supreme administration by one other than the 
Holy Sec. 

B) Immediate legislation: 1) General rules according to the common law. 
2) Particular rules established in general law. 3) The rules laid down by 
particular laws. 

Conclusions. 


MANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Doctoral of Málaga): The Church and Fiscal Legis- 
lation of the State. Pp. 143-166. 


Summary: From the point of view of Public Law, the author studies the 
foundations for both the submission and exemption of the Church in the mat- 
ter of the fiscal laws of the State and also the limits of this exemption as 
well as the divine or human origin of it. 

He arranges his study in accordance with the following scheme: Fiscal 
laws. The power of the State. The juridical conditions of State taxation. Ec- 
clesiastical immunity. Authors opinions concerning real immunity. The prin- 
ciples which govern the solution. Exemption of the Church in the matter 
of tribute. A criticism of the authors studied above. Ancient legal texts. The 
present position of the Church. 


Conclusion, 
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GABRIEL DEL VALLE ALONSO (Civil Lawyer and Inspector to the Treasury): The 
taration legislation of the State in relation to the Church. Pp. 167-191. 
Summary: After some preliminary notions concerning taxation and its 

foundations the author studies the limits of the exemption from taxation 

of ecclesiastical bodies with regard to real and personal taxation. 

Next he refers to the treatment in this matter of taxation accorded to the 
Church by Spanish Law, also the privileges and exemptions granted to eccle- 
Siastical bodies in the different laxation laws. 

Finally, he proposes the promulgation of a agreement between the Church 
and the State in this matter, indicating some of the problems which arise 
from the existence of the power of taxation in both societies. 


MARCELINO, CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Proffesor in the Pontifical University 
of Salamanca): The Alienation of Church Property. Pp. 193-228. 


Summary: 4 

1. General considerations on the questions of alienation. 

2. The history of the alienation of Church property. The author divides 
this historieal evolution of alienation into four periods: a) The first three 
centuries of the Chureh's history, in which the existing legislation was only 
beginning and embryonic. bj From the fourth century up to the Constitution 
“Ambitiosae” of Paul II (a. 1468), a period in which the author discovers abun- 
dant legislation which he studies in texts of Papal and Conciliar documents. 
e) From the above mentioned Constitution up to the time of the Code. He 
concludes with a summary which reviews the historical investigation. 

3. The Canon Law doctrine. i 

Art. 4. After indicating the difficulty of defining the true concept of alie- 
nation, ’he studies that concept carefully, distinguishing between those trans- 
actions which are actually put into effect, from others in which there can 
be no question of alienation; he studies with particular attention the ques- 
tion of the disposal of money and exchange. 

Art. 2. He analyses the various elements of alienation with reference to: 
a) The subject. b) The object. c) The just cause for alienation. d) The neces- 


sary solemnities. 


DESIDERIO Lopez RuvALES (Auditor of the Spanish Rota): The Church and 
Legislation with regard to Beneficence. Pp. 229-248. 


1. The concept of Beneficence. 2. Its lawfulness. 3. Classes of. 4. Its his- y 
tory. 5. Hs constitution. 6. The relations between Church and State in this 


matter. 
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SABINO ALONSO Morán, O. P. (Dean of the Faculty of Canon Law in the Ponti- 
fical University of Salamanca): Problems arising from the Law on Reli- 
gious with regard to ecclesiastical goods. Pp. 249-263. 


Summary: The notion of temporal ecclesiastical goods. 

1. The placing of money. 

2. When and by whom is the consent of the Ordinary required. 

3. Alienation of goods. 

4. To whom do the goods of a religious house of women belong once this 
has been supressed or closed. 

5. The responsability for debets or obligations. 


EDUARDO FERNÁNDEZ REGATILLO, S. J. (Dean of the Canon Law Faculty of Co- 
millas): Problems arising from canon 1.515. Pp. 265-290. 


Summary: The author begins by laying down the notions which have an 
application in this study; i. e. Church, pious cause, pious wish, pious institute, 
with the various elements into which they can be divided. He then determines 
the competence of the Church: a) With regard to the capacity to dispose of 
one’s goods in favour of pious causes. b) The form of such bequests. c) The 
carrying out of such wishes. d) With regard to testamentary causes. 

Then he studies first of all, the personal capacity of disposing of goods 
in favour of pious causes, with special regard to the application of civil laws 
in this matter, the powers enjoyed by minors and unofficial dispositions. Se- 
condly, he studies the form which such bequests in favour of pious causes 
should take: 1. The obligation of complying with invalid wills. 2. The revo- 
cation of such bequests. 3. The bequests “mortis causa” and “inter vivos”. 


Francisco Lopos, S. J. (Professor in the Pontifical University of Comillas): 
The “uti-frut” of beneficiaries ecclesiastical. Pp. 291-310. c 


Summary.—The author, founding his teaching on can. 1473 and 1529 of the 
Code of Canon Law, studies the usufruct of the proceeds from benefices. His 
work is divided into three parts. First he studies the pre-eode legislation, 
its explanation, limits and content. He follows this up with a study of the 
present code legislation, examining its nature, characteristics and content. In 
the third part he studies the process by which a law becomes canonical and 
ends with some brief conclusions which can be deduced from the doctrine. 


. LORENZO MIGUELEZ DOMÍNGUEZ (Auditor of the Spanish Rota): 
tuation with regard to chaplaincies in Spain. Pp. 311-336. 


Summary: The present state of the question. 


A) The. present binding force of the concordat law of 1867 with regard 
to chaplaincies. 


The present si- 
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B) Concrete problems: 
1. Chaplaincies which have ceased to exist. 
2. Those still existing: 
a) Distribution of goods. 
b) Commutation of income. 
c) Creation of new chaplaincies. 
d) The right of presentation. 
ej Taithes, 
C) Conclusion. 
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GHARLES LEFEBVRE (Professor of the Catholic Institute of Paris and the Ca- 
tholie University of Lille): The French legislation and the property of the 
religious Congregations. Pp. 363-379. 

Summary: Introduction. 
A) Evolution in the tendencies of Freneh legislation: a) Before 1877. 

b) During the Third Republic. c) After the Third Republic. 

B) The goods of authorized or legally recognized Congregations: a) The 
restrictions on such recognized rights. b) Administration. 
C) The goods of Congregations not officially recognized or authorised. 


Conclusion. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA MARTÍNEZ DE MARIGORTA (Professor in the Pontifical 
University of Salamanca): “Dowry Systems in the Catholic Church”, by 


Laureano Pérez Mier. Pp. 381-387. 

Summary: This is a critical study of the book with this title, recently 
published by the “San Raimundo de Peñafort” Institute. First, the book itself 
is examined and later the consequences which can be deduced from its doc- 
trine are explained, both with reference to the matter under discussion and 


also with regard to similar questions. 
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